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La larga historia humana en el continente 
europeo en general y en España en particu-
lar ha dejado su impronta en el paisaje. Los 
profundos cambios en los usos del suelo 
han causado una notable reducción en la 
extensión de los hábitats naturales y un importante in-
cremento de su nivel de fragmentación. Tanto la trans-
formación como la fragmentación de los hábitats son 
dos de las principales amenazas a la biodiversidad. Pero 
además, esta transformación ha afectado negativamen-
te a las funciones desempeñadas por los ecosistemas, 
funciones que aportan a nuestras sociedades servicios 
indispensables. 
Ante la pérdida de biodiversidad, la Unión Europea 
inició un ambicioso esfuerzo para proteger sus hábitats 
representativos y sus áreas de mayor valor ecológico 
que se materializó en la Red Natura 2000. Aunque ha te-
nido efectos positivos de cara a la conservación, la Red 
Natura 2000 entendida como un conjunto de espacios 
aislados, no puede por sí sola asegurar la conservación 
de nuestros ecosistemas ni de las poblaciones de fauna 
y flora a largo plazo ya que no garantiza que dichos eco-
sistemas y poblaciones estén conectados y que manten-
gan las interacciones biológicas y los necesarios flujos 
genéticos. Por tanto, es necesario ir más allá y consti-
tuir una red ecológica coherente multiescalar mediante 
la mejora y fortalecimiento de la infraestructura verde 
europea. Así, si bien no está centrada exclusivamente 
en la conservación de la biodiversidad, la infraestructura 
verde hunde sus raíces en dicha problemática y la consi-
dera una cuestión prioritaria. De hecho, el Objetivo 2 de 
la “Estrategia de la UE sobre Biodiversidad para 2020” 
se orienta al mantenimiento y mejora de los ecosiste-
mas mediante el establecimiento de una infraestructura 
verde y la restauración de al menos un 15% de los ecosis-
temas degradados.
El concepto de infraestructura verde es ambicioso, 
holístico e integral, ya que no sólo está dirigido a la con-
servación de la biodiversidad sino que tiene una vocación 
multifuncional, pretendiendo mejorar el estado general 
de conservación de los ecosistemas y fortalecer sus fun-
ciones ecológicas que son las responsables de suminis-
trarnos múltiples y valiosos servicios.
Su implementación requiere de una planifica-
ción temporal y espacial, y de un diseño inte-
grado en los procesos de planificación y orde-
nación del territorio. Además es necesaria la 
colaboración y cooperación transdisciplinar 
de múltiples agentes: políticos, gestores, organizaciones 
sociales y la ciudadanía en su conjunto.
El presente trabajo está concebido como el funda-
mento técnico y científico de la futura “Estrategia estatal 
de infraestructura verde y de la conectividad y restaura-
ción ecológicas” para dar cumplimiento al artículo 15 del 
Título I de la Ley 33/2015, de 21 de septiembre, por la que 
se modifica la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patri-
monio Natural y de la Biodiversidad.
Dicha Estrategia sienta las bases para establecer un 
nuevo modelo de planificación y gestión territorial donde 
se integren el desarrollo económico y social, la garantía 
del mantenimiento de los servicios ecosistémicos y la 
conservación de la biodiversidad. Como eje central, pre-
tende poner de manifiesto la completa dependencia que 
tiene el ser humano de los procesos que ocurren en los 
ecosistemas, de los flujos biológicos entre hábitats y, en 
definitiva, de la diversidad biológica.
El éxito de este nuevo modelo implica la necesidad de 
trabajar a distintas escalas (estatal, autonómica y local), en 
un marco competencial amplio, y de transmitir a todos los 
sectores implicados y al conjunto de la sociedad, las ven-
tajas que supone la implementación de la infraestructura 
verde en el territorio. En este sentido, todas las actuacio-
nes que impliquen un uso del territorio deberán tener en 
cuenta los elementos territoriales y los objetivos de esta 
red ecológica de espacios planificada estratégicamente. La 
infraestructura verde debe considerar, por tanto, las parti-
cularidades ecológicas, sociales y culturales de cada región 
y al mismo tiempo asegurar un desarrollo sostenible que 
respete los procesos ecológicos. Sin embargo, para lo-
grar este propósito se requiere una mayor concienciación 
medioambiental y una verdadera implicación de las pobla-
ciones locales y de los gobiernos en el uso del territorio. 
Las Bases científico-técnicas de dicha Estrategia estatal 
pretenden servir de punto de partida y apoyo a las diferen-






Aunque el concepto infraestructura verde ha 
cobrado especial interés en los círculos cien-
tíficos y políticos de la UE en estos últimos 
años, la idea no es nueva y ya hay concepcio-
nes que guardan relación con la infraestructu-
ra verde en los años 70 y 80. En Europa Central y del Este 
(Estonia, Letonia, Polonia, entre otros), se planificaron 
varias redes ecológicas en los 1980s. Se inspiraban en la 
teoría del paisaje polarizado del geógrafo ruso Boris Ro-
doman. En este enfoque, el paisaje debe zonificarse de tal 
forma que los usos intensivos se compensen con zonas 
naturales, todo ello funcionando como una red coheren-
te que se auto-regula. Estas redes poseían un enfoque in-
tegrador y pretendían definir una zonificación de los usos 
del suelo y el manejo del medio natural dentro de planes 
estatales de planificación del desarrollo. Tenía como ob-
jetivos la promoción de refugios para la fauna, facilitar 
los desplazamientos animales, la amortiguación de im-
pactos indeseados, la eficiencia en la ordenación de los 
asentamientos humanos, la promoción de oportunidades 
recreativas, la reducción de la contaminación, o el uso efi-
ciente de la energía y las materias primas, entre otros. 
También hay ejemplos de planificación urbana que han 
tenido como base un concepto similar al de infraestructu-
ra verde, como el de Copenhague y el “green finger plan” 
de 1947, un ejemplo de conectividad a escala urbana.
No obstante, el actual auge del concepto de infraes-
tructura verde tiene sus orígenes en la biología de la con-
servación, sobre todo a partir de las múltiples evidencias 
que demuestran que la fragmentación del hábitat es una 
de las principales amenaza para la supervivencia de las es-
pecies (Boitani et al. 2007). La base teórica se asienta en la 
teoría biogeográfica de islas (MacArthur y Wilson 1967), y 
la teoría de metapoblaciones (Hanski 1999). Como tal, la 
supervivencia a largo plazo de las poblaciones depende 
de la cohesión de las redes de hábitat, ya que determi-
na si las tasas locales de extinción y recolonización están 
en equilibrio. A su vez, esto mantiene las estructuras, los 
flujos de materiales y energía que pueden proporcionar 
diferentes servicios ecosistémicos.
Además, el contexto de cambio climático ha contri-
buido al fortalecimiento de la constitución de redes. Aun-
que depende de la especie y con un grado de 
incertidumbre considerable, el cambio climá-
tico hará que las especies en Europa tiendan 
a desplazarse hacia el norte y hacia zonas 
de mayor altitud, con el fin de encontrar las 
condiciones climáticas adecuadas para su supervivencia 
(Harrison et al. 2006). La infraestructura verde se consti-
tuye como un elemento esencial para canalizar este mo-
vimiento.
En este contexto en las últimas décadas han surgido 
múltiples iniciativas orientadas a desfragmentar y reco-
nectar el territorio con objetivos más o menos ambicio-
sos: corredores biológicos, corredores ecológicos, corre-
dores para la conservación, corredores para el desarrollo 
sostenible, etc. Así, ya en el Artículo 10 de la Directiva 
Hábitats se especifica que “cuando lo consideren nece-
sario, los Estados miembros, en el marco de sus políticas 
nacionales de ordenación del territorio y de desarrollo y, 
especialmente, para mejorar la coherencia ecológica de 
la red Natura 2000, se esforzarán por fomentar la ges-
tión de los elementos del paisaje que revistan primordial 
importancia para la fauna y la flora silvestres. Se trata de 
aquellos elementos que, por su estructura lineal y conti-
nua (como los ríos con sus correspondientes riberas o los 
sistemas tradicionales de deslinde de los campos), o por 
su papel de puntos de enlace (como los estanques o los 
sotos) resultan esenciales para la migración, la distribu-
ción geográfica y el intercambio genético de las especies 
silvestres”.
Posteriormente cobró un enfoque más holístico e 
integrador, desde la biología de la conservación a la 
planificación integral del territorio. Se incorporaron las 
funciones ecológicas y el mantenimiento y mejora de las 
mismas para garantizar la provisión de los servicios eco-
sistémicos. La disciplina científica responsable de dicha 
evolución es la planificación del paisaje. La infraestruc-
tura verde incorpora los conocimientos y metodologías 
de diferentes disciplinas científicas y profesiones como 
la planificación y ordenación del territorio, la biología de 
la conservación, la ecología del paisaje, la planificación 
urbana y regional, el análisis geográfico, los sistemas de 






3.1 Funciones, servicios 
ecosistémicos y biodiversidad
3.1.1 Concepto de servicios 
ecosistémicos
La intensa regulación de gran parte de los procesos 
ecológicos por las actividades humanas ha reforzado la 
inseparable integración de la población humana en los 
ecosistemas de la Tierra y la estrecha relación entre su 
desarrollo y la provisión de bienes tangibles e intangibles, 
los servicios de los ecosistemas. El interés de este capítu-
lo es resaltar ambos de forma general y su relación con 
la infraestructura verde y el potencial de la restauración 
ecológica para establecer un marco general de la Estrate-
gia estatal de la infraestructura verde, la conectividad y la 
restauración ecológicas.
3.1.1.1 De las funciones y procesos ecológicos 
al bienestar humano a través de los 
beneficios que proporcionan los servicios 
de los ecosistemas
En los ecosistemas ocurren continuamente procesos 
ecológicos, tales como la descomposición de la materia 
orgánica y el reciclado de nutrientes por hongos y bac-
terias, la producción primaria mediante la asimilación de 
nutrientes y la fotosíntesis de las plantas y el transporte 
de materia por el viento y las corrientes de agua, entre 
otros. Por ello decimos que los ecosistemas cumplen fun-
ciones como aportar a los medios acuáticos y terrestres 
compuestos químicos básicos, incrementar la cantidad 
de materia acumulada en un bosque, y mover material 
inorgánico y orgánico de un lugar a otro. Con más o me-
nos acuerdo, los servicios de los ecosistemas se pueden 
considerar como las contribuciones directas o indirectas 
que los ecosistemas aportan al ser humano (Millennium 
Ecosystem Assessment 2005; Evaluación de los Ecosis-
temas del Milenio 2011). En relación con los procesos y 
las funciones ecológicas mencionados anteriormente, 
la producción de alimentos resultante de la fertilización 
natural por la disponibilidad de nutrientes en el suelo, la 
disponibilidad de madera extraída de árboles, y de agua 
transportada por la atmósfera y los ríos, son servicios que 
nos proveen los ecosistemas.
Algunos de los servicios más reconocidos son de abas-
tecimiento de alimentos y materiales, otros son cultura-
les porque sirven para realizar actividades 
físicas, intelectuales y espirituales, otros de 
regulación de los flujos de materia y energía 
y otros de provisión de hábitat manteniendo 
las condiciones del ecosistema. En general, 
la intensa explotación y consecuente degradación de 
los ecosistemas por el ser humano animó a desarrollar el 
concepto de servicios de los ecosistemas, ecosistémicos 
o ambientales, como método para sensibilizar a la socie-
dad poniendo en valor los beneficios que la naturaleza 
nos ofrece de forma gratuita (Dasgupta 2001; Millennium 
Ecosystem Assessment 2005; Carpenter et al. 2009). De 
hecho, la cuantificación, en sus diferentes aproximacio-
nes, de los servicios que proporcionan los ecosistemas 
se está incorporando cada vez más a distintas escalas 
espaciales y de gestión como medida de planificación de 
usos del territorio, desarrollo de infraestructuras y con-
tabilidad monetaria (TEEB 2010; Obst et al. 2016; Quintas-
Soriano et al. 2016).
3.1.1.2 La relación entre servicios ecosistémicos 
y biodiversidad, funciones y procesos 
ecológicos
La mayor parte de las funciones y servicios ecosistémi-
cos dependen de la existencia de seres vivos (Balvane-
ra et al. 2006, Díaz et al. 2006, Harrison et al. 2014). En 
general se considera que la gestión del medioambiente 
destinada a la conservación de la biodiversidad incremen-
ta la provisión de servicios ecosistémicos (Whittingham 
2011; Ekroos et al. 2014). Por ejemplo, la conservación 
de linderos en los campos agrícolas, y entre los cultivos 
y las zonas riparias proporciona refugio para numerosas 
especies y mejora el control biológico de plagas, evita la 
erosión del suelo y mejora la calidad del agua. De hecho, 
la pérdida de biodiversidad amenaza la provisión de servi-
cios de los ecosistemas (Balvanera et al. 2006; Meli et al. 
2014) y el bienestar humano (Díaz et al. 2006).
3.1.1.3 Agrupaciones y antagonismos entre 
servicios ecosistémicos
Varios servicios suelen darse simultáneamente por los 
ecosistemas, por lo que interaccionan entre ellos crean-
do antagonismos y sinergias (Bennett et al. 2009) que 
pueden variar con la escala espacial (Felipe-Lucia et al. 
2014). A escala espacial reducida es común encontrar si-
nergias en la provisión de varios servicios; por ejemplo, 
3
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en lugares donde un servicio cultural está presente es 
más probable que aparezcan otros servicios culturales. 
Pero también es frecuente que exista antagonismo entre 
los servicios de provisión y de regulación (Felipe-Lucia et 
al. 2014a, Martín-López et al. 2012). A escala espacial gran-
de, por ejemplo en territorios con diferentes ecosistemas 
conformando un paisaje en mosaico, es más fácil superar 
los antagonismos entre servicios ecosistémicos mediante 
alternativas en la distribución espacial de los usos del sue-
lo y conseguir un paisaje multifuncional que proporciona 
múltiples servicios ecosistémicos al mismo tiempo. En 
cualquier caso, un territorio con diversos usos del suelo 
suele proveer una gran variedad de servicios ecosisté-
micos con una contribución cuantitativa de los distintos 
servicios resultante de la intensidad de cada servicio eco-
sistémico por unidad de área y de la extensión de cada 
tipo de ecosistema. Una provisión más equitativa de los 
diferentes servicios ecositémicos (SE), superando anta-
gonismos, en territorios extensa e intensamente usados 
para proveer servicios de abastecimiento, puede alcan-
zarse mediante la mejora de la infraestructura verde y la 
restauración ecológica de espacios degradados.
3.1.1.4 Integración de los aspectos científico-
técnicos, sociales y económicos para 
disponer de una perspectiva socio-
ecológica de los ecosistemas
El concepto de servicios de los ecosistemas constituye 
una herramienta muy útil para integrar las perspectivas 
ecológica, social y económica en la gestión de ecosiste-
mas. Especialmente relevante es poder incorporar la 
importancia de los servicios de regulación, así como la 
dimensión cultural de los ecosistemas. De esta manera, 
se incluye al ser humano en el ecosistema, no sólo como 
agente perturbador y gestor, sino también como benefi-
ciario directo de la calidad de éste. En este contexto, sur-
ge el concepto de socio-ecosistema (Fisher et al. 2015), 
que refuerza la idea de la relación interdependiente que 
la sociedad mantiene con el ecosistema.
3.1.1.5 De la provisión de servicios ecosistémicos 
a su valoración
Desde esta perspectiva socio-ecológica de los ecosiste-
mas, es necesario identificar los beneficiarios de los servi-
cios y conocer qué tipo de beneficiarios accede a qué ser-
vicios y quiénes quedan excluidos. Considerar el aspecto 
social de los ecosistemas implica reconocer la existencia 
de relaciones de poder entre los agentes sociales de in-
terés y la diversa importancia que éstos atribuyen a los 
servicios del ecosistema. Reconocer todos estos aspec-
tos es fundamental y útil para justificar la Estrategia de 
Infraestructura Verde, Conectividad y Restauración Eco-
lógica porque su desarrollo contribuirá a la provisión de 
diversos servicios ecosistémicos y un territorio y sociedad 
más resiliente frente a situaciones ambientales y socio-
económicas adversas. 
La evaluación y valoración de los servicios ecosistémi-
cos puede enfocarse desde una perspectiva ecológica, 
económica o social, siendo necesarios los tres enfoques 
para entender los socio-ecosistemas y mejorar su gestión, 
incluida la provisión de los servicios de los ecosistemas 
(Oteros-Rozas et al. 2012). La aproximación ecológica se 
centra en medir características y funciones biofísicas de 
los ecosistemas (de Groot et al. 2002), el enfoque econó-
mico trata de la estimación de los servicios ecosistémicos 
en términos monetarios (Wilson & Carpenter 1999), y el 
enfoque social se basa en los valores que la sociedad atri-
buye a cada servicio (Martín-López et al. 2012). 
Existen diversos métodos para evaluar la provisión 
de servicios de los ecosistemas, desde técnicas derivadas 
de Sistemas de Información Geográfica (SIG) e imáge-
nes de satélite (Kreuter et al. 2001; Konarska et al. 2002; 
Chen N. et al. 2009), modelización a partir de bases de 
datos (Viglizzo & Frank 2006; Tianhong et al. 2010, Nelson 
et al. 2009; Goldstein et al. 2012) y de trabajo de campo 
(Raudsepp-Hearne et al. 2010, Felipe-Lucia et al. 2014a, 
Martín-López et al. 2012). El uso de cada método es un 
tema todavía discutido (Fischer and Turner 2007) ya que 
depende de la escala de trabajo necesaria y los objetivos 
del estudio. En general, se recomienda la toma directa de 
datos para estudios a escala local (Mitchell et al. 2013, Fe-
lipe-Lucia et al. 2014a, Grossman et al. 2016), mientras que 
a mayores escalas, la información de bases de datos, téc-
nicas de modelización y SIG resultan más efectivas. Éste 
es el enfoque y la experiencia seguidos a escala europea 
por MAES (2014).
3.1.1.6 La provisión de servicios ecosistémicos 
ante los cambios globales
En un escenario de cambio global, es especialmente im-
portante considerar cómo los servicios ecosistémicos y 
el bienestar humano que de ellos depende se ven afec-
tados. La Evaluación del Milenio de España (EME 2011) 
puso de manifiesto que los servicios de regulación, abas-
tecimiento tradicional y cultural ligado al medio rural en 
España se han reducido en los últimos 50 años, mientras 
que la producción tecnificada y los servicios culturales 
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proporcionados por ecosistemas urbanos se han incre-
mentado en este periodo. De continuar esta tendencia, el 
capital natural remanente, es decir, el potencial ecológi-
co para proporcionar servicios ecosistémicos de nuestro 
país sería insuficiente para satisfacer las necesidades hu-
manas, haciéndonos especialmente vulnerables a pertur-
baciones naturales o crisis socioeconómicas internacio-
nales. Por tanto, una gestión del territorio basada en la 
integración de la conservación de la capacidad de generar 
servicios ecosistémicos con el incremento del bienestar 
humano es necesaria para satisfacer las necesidades hu-
manas básicas de la población española. La restauración 
ecológica y el mantenimiento de las infraestructuras ver-
des con conectividad ecológica, fomentará el modelo de 
desarrollo en el que la conservación de la biodiversidad y 
la mejora del bienestar humano deben basarse.
3.1.2 Clasificación de los Servicios de los 
Ecosistemas
La clasificación de los servicios ecosistémicos se ha reali-
zado para conocer y evaluar los múltiples beneficios que 
proveen los ecosistemas a través de los procesos y de 
las funciones ecológicas que en ellos tienen lugar (Daily 
1997). Y, lógicamente, en relación con la biodiversidad 
(Rey-Benayas et al. 2009) que constituye su estructura 
biológica como parte esencial de toda su estructura bio-
física como ecosistemas. Así, la clasificación de los servi-
cios ecosistémicos y su evaluación es también una herra-
mienta, un marco útil, para la planificación, ejecución y 
comprobación de acciones sobre la infraestructura verde 
de un territorio, incluyendo variaciones de la conectivi-
dad entre componentes de esta infraestructura verde y 
acciones de restauración.
Como todas las clasificaciones de partes de un todo o 
agrupación de elementos de un conjunto, las clasificacio-
nes de los Servicios de los Ecosistemas varían según los 
criterios utilizados para la agrupación de los distintos ser-
vicios y, por tanto, del objeto o interés de la clasificación. 
Así, es comprensible que en la literatura se encuentren 
clasificaciones muy diversas y que, como dice Wallace 
(2007), algunas, o aplicaciones de las mismas, mezclen 
niveles de integración en la cadena estructura-funciona-
miento-servicios-beneficios (MEA 2005) de los ecosiste-
mas. Lo cual no necesariamente es negativo, según la uti-
lidad que se haga de la clasificación, aunque si se puede 
prestar a confusión desde una interpretación de los ser-
vicios de los ecosistemas muy rigurosa como beneficios 
directos o finales para la población humana porque ello 
puede llevar a un doble recuento de un mismo servicio si 
se contabiliza la función ecológica y el beneficio derivado 
de ésta. Desde esta perspectiva, en algunas clasificacio-
nes (Costanza et al. 1997, De Groot et al. 2002, Farber et 
al. 2006) se usan indistintamente procesos o funciones 
ecológicas y beneficios a la población humana como 
servicios. De igual modo se confunden o contabilizan al 
mismo nivel servicios y beneficios. Por ejemplo, compu-
tando la producción de madera y la mejora en la salud 
derivada de paseos por un bosque se estaría añadiendo 
al beneficio sobre el bienestar derivado de la experiencia 
recreativa lo aportado por el servicio que provee una ma-
teria prima. En este sentido es más razonable, considerar 
que los ecosistemas proveen múltiples servicios a escalas 
muy diferentes y que pueden contabilizarse a diferentes 
niveles de integración.
En cualquier caso, desde la perspectiva de desarrollar 
una estrategia de infraestructura verde, conectividad y 
restauración ecológica, cualquiera de los niveles de análi-
sis y evaluación de los servicios de los ecosistemas puede 
ser útil en función de la escala espacial y objetivos de su 
aplicación. Y puede ser práctico considerar todos ellos a 
diferentes niveles porque en la Estrategia también se es-
tarán considerando diferentes escalas espaciales y com-
ponentes. Así que tanto para el planteamiento de la es-
trategia, como para la implementación de la misma será 
necesario considerar y plantear como objetivos servicios 
a distintos niveles de integración. 
A escala del estado español, la Evaluación de los 
Ecosistemas del Milenio (2011), partiendo del Millenium 
Ecosystem Assessment (MA 2005) evalúa 22 servicios 
ecosistémicos (8 de abastecimiento, 7 de regulación y 7 
culturales), a partir de 400 indicadores, en 14 tipos ope-
rativos de ecosistemas expresando tendencia en la provi-
sión de estos servicios en las últimas décadas. La clasifica-
ción CICES (Haines-Young & Potschin 2013) hace posible 
un recuento amplio y exhaustivo a distintos niveles de 
integración y relacionados con las estructuras, procesos 
y funciones que los generan. 
De modo que se trata de una clasificación muy prác-
tica como marco de referencia para la estrategia de in-
fraestructura verde-conectividad y restauración ecoló-
gica porque según la disponibilidad de información y el 
grado de análisis (por ej., al grado de estructura trófica de 
un ecosistema, o de la red de interacciones entre infraes-
tructuras de comunicación y espacios protegidos de un 
territorio) o la escala de planificación (por ej., en el ámbi-
to agrario de un territorio o en su red fluvial, o a escala de 
comunidad autónoma) se puede utilizar el marco CICES 
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de clasificación como base para realizar el inventario de 
servicios de los ecosistemas y, a partir de aquí, el recuen-
to y cuantificación específicos y su aplicación para cada 
caso. Todo ello manteniendo la relación de los servicios 
con los procesos ecológicos y componentes biofísicos 
de los ecosistemas, que son el soporte y constituyen la 
trama de la infraestructura verde, y los elementos sobre 
los que se tendrá que actuar en cuanto a conectividad y a 
restauración, sea con objeto de mejorarlos o, a través de 
ellos, de mejorar la provisión de servicios. En las valoracio-
nes también se podrían considerar los efectos negativos 
de algunas funciones de los ecosistemas (Von Döhren & 
Haase 2015). Las disfunciones (funciones en situación de 
mal estado ecológico) de algunos ecosistemas pueden 
suponer impactos muy notables en la población humana 
(Soares et al. 2011, Cariñanos et al. 2014).
Según la nomenclatura internacional de servicios eco-
sistémicos (CICES) se pueden clasificar en tres categorías 
y niveles que evitan redundancias y solapamientos:
1. Servicios de aprovisionamiento: se refieren a los pro-
ductos de alimentación, el suministro de materiales y 
las fuentes de energía proporcionadas por los siste-
mas vivos. En otras palabras, son productos obteni-
dos de los ecosistemas, tales como alimentos, agua 
dulce, madera, fibra, recursos genéticos, medicinas, 
etc.
2. Servicios de regulación y mantenimiento: todas las 
formas en que los organismos vivos pueden mediar 
o moderar el entorno ambiental y que afectan a las 
actividades y bienestar humanos. 
3. Servicios culturales: incluyen todos los aspectos de los 
ecosistemas que afectan al estado físico y mental de 
las personas. 
Una cuarta clase correspondería a los servicios de so-
porte, pero como se verá más adelante, tienden a valorar-
se incluidos en los de regulación.
La extrapolación del análisis de los servicios de los 
ecosistemas hasta el paso de considerar los beneficios 
y el valor que representan para la sociedad humana ha 
llevado a considerar, bajo la influencia del rigor de los 
cálculos en términos económicos, que si se adicionan los 
servicios llamados de soporte (por ej., formación de sue-
lo o de hábitat, reciclado de materia orgánica) a los de 
otros grupos como de regulación (por ej., acumulación 
de carbono en el suelo o absorción de nitrógeno por or-
ganismos como parte del reciclado de materia orgánica) 
se está cometiendo el error de doble consideración o 
cuantificación de un mismo servicio final. Y, así, frecuen-
temente se ha eliminado del inventariado de los servicios 
de los ecosistemas estos llamados de soporte. 
No obstante, su consideración en la evaluación de 
servicios de los ecosistemas puede ser muy útil como 
elementos y procesos básicos del funcionamiento de los 
ecosistemas y para planificar acciones relacionadas con 
la infraestructura verde, con la conectividad y la restau-
ración de ecosistemas. De aquí que la clasificación CICES 
que incluye estos servicios al nivel de grupo, dentro de la 
división Mantenimiento de condiciones físicas, químicas y 
biológicas, y la sección de Regulación y Mantenimiento, 
también se desglose en un nivel inferior, clase, en varios 
aspectos como la erosión y los procesos biogeoquímicos 
de la pedogénesis. Quiere esto decir, que de acuerdo con 
los objetivos y las necesidades del enfoque o trabajo a 
realizar pueden utilizar los distintos niveles de una clasi-
ficación de los servicios se pueden utilizar para ser prácti-
cos y de acuerdo a los objetivos del trabajo que se quiera 
realizar. Y esto es muy útil por los múltiples enfoques o 
escalas a los cuales se puede plantear la infraestructura 
verde, de conectividad y de restauración ecológica; espe-
cialmente cuando se tienen que considerar, en relación 
con los servicios que proveen los ecosistemas, los fac-
tores que los regulan y los beneficios que pueden tener 
sobre la población humana y su uso del territorio y de los 
recursos naturales.
3.1.3 Relaciones entre los servicios 
ecosistémicos y la infraestructura 
verde, la conectividad y la restauración 
ecológica
3.1.3.1 Variaciones en la provisión de servicios 
ecosistémicos en función de la cantidad y 
calidad de la infraestructura verde y de la 
conectividad ecológica
Conocer la interrelación entre la infraestructura verde, 
la conectividad, la biodiversidad, las funciones y los ser-
vicios ecosistémicos es fundamental para la toma de de-
cisiones en ámbitos relacionados con la planificación de 
usos del territorio. Es previsible que el camino por reco-
rrer sea largo, y no sólo por las dificultades que conlleva 
el identificar y valorar los servicios ecosistémicos, sino 
porque los cambios en la infraestructura verde (principal-
mente vía restauración), la conectividad, la biodiversidad 
o, incluso, en otros ecosistemas interrelacionados, pue-
den generar tanto sinergias como antagonismos o susti-
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tuciones (incluso irreversibilidad) que no siempre son ni 
obvias ni conocidas. 
El obstáculo principal es que en la mayoría de las oca-
siones la información disponible no es suficiente para va-
lorar los servicios ecosistémicos de forma incremental, es 
decir, considerando los cambios marginales que pueden 
experimentar como consecuencia de variaciones en el há-
bitat. La suposición habitual es que estas relaciones son 
de tipo lineal, pero es muy posible que en realidad tengan 
características de no linealidad, dando lugar a interrela-
ciones más complejas, e incluso umbrales irreversibles 
para la provisión de un determinado servicio. La posible 
generación de efectos no simultáneos o en zonas distan-
tes complica igualmente el análisis.
Los errores de magnitud que se pueden producir si se 
aplica un planteamiento lineal en un contexto en el que 
la relación real es no lineal, aun siendo importantes, pue-
den no ser los más graves para la toma de decisiones. En 
realidad, los peores efectos pueden venir por, al menos, 
otras dos vías. Por una parte, los planteamientos lineales 
llevan fácilmente a resultados excluyentes, en los que los 
valores resultantes típicamente recomendarán o la pre-
servación total o el aprovechamiento del hábitat para 
actividades humanas, mientras que en un contexto de 
relaciones no lineales previsiblemente la mejor opción 
correspondería a un posicionamiento en el que ambos 
destinos se combinen en una determinada proporción 
(Barbier et al., 2008). Por otra parte, los cambios catastró-
ficos en servicios ecosistémicos generalmente proceden 
de transformaciones abruptas o no lineales, en las que se 
sobrepasan umbrales ecológicos, por lo que si la base del 
conocimiento se centra en modelos lineales es probable 
que no se puedan predecir ni combatir (Carpenter et al., 
2006).
Aunque se está avanzando rápidamente en los fun-
damentos ecológicos de la provisión de servicios eco-
sistémicos (Bennett, Peterson y Gordon, 2009; Kremen 
y Ostfeld, 2005) es preciso adquirir más conocimiento 
y recopilar más información, si se pretenden utilizar los 
servicios ecosistémicos y su valoración como base para la 
toma de decisiones. Existen estudios específicos que ana-
lizan relaciones entre determinados ecosistemas, o entre 
ecosistemas y otros elementos. Entre ellos, por ejemplo: 
manglares y producción de gambas en zonas costeras 
(Barbier et al., 2008), zonas boscosas y plantaciones de 
café (Priess et al., 2007), reforestación y disponibilidad de 
agua (Engel et al., 2005), arrecifes de coral y poblaciones 
de peces (Hughes et al., 2005), conservación de áreas 
naturales y producción de cultivos de colza (Morandin 
y Winston, 2006), turismo cultural y producción agrícola 
(Campbell y López, 2011), producción de cultivos y calidad 
del agua (Carpenter et al. 1998), producción de cultivos 
y agricultura ahorradora de recursos (Pretty et al. 2006), 
control de inundaciones (Kramer et al. 1997), polinización 
(Ricketts et al. 2004), y captura de carbono (Johnson et 
al., 2014), control de inundaciones y calidad del agua (Zed-
ler, 2003), captura de carbono, crecimiento de árboles y 
retención de humedad (Del Val et al., 2006), producción 
agraria y control de plagas (Bianchi et al., 2006). En Es-
paña la Evaluación de los Ecosistemas del Milenio (2011) 
incluye una revisión de estudios muy relevante. Entre sus 
conclusiones se observa una disminución general de los 
servicios de abastecimiento tradicionales (excepto en 
algunos ecosistemas de montaña que se mantiene) y un 
aumento general del abastecimiento tecnificado durante 
las últimas décadas; los servicios de regulación se man-
tienen en los ecosistemas de la parte del norte peninsu-
lar pero disminuyen en la parte sur y en los ecosistemas 
acuáticos; y se observa un cambio generalizado en la 
provisión de servicios culturales desde el medio rural al 
urbano. Todo ello relacionado con los intensos procesos 
de emigración de la población humana de las zonas de 
montaña, y el abandono de tierras cultivadas, a las ciu-
dades y la intensa ocupación y degradación de las zonas 
costeras, entre otros factores. Kremen y Ostfeld (2005) 
destacan el escaso conocimiento existente sobre el papel 
de la biodiversidad en la provisión de servicios ecosisté-
micos, clave para determinar la resiliencia o la vulnerabili-
dad de los ecosistemas. Aunque es conocida la existencia 
de determinados mecanismos de compensación ante la 
pérdida de especies, sería necesario contar con un mapa 
mucho más amplio para alcanzar un conocimiento ver-
daderamente útil enfocado a la gestión de ecosistemas, 
y para ello puede ser necesario identificar las especies 
proveedoras de servicios ecosistémicos clave (mediante 
la elaboración de inventarios funcionales o midiendo la 
diversidad de atributos funcionales), valorar los factores 
ambientales clave que influyen en la capacidad de estas 
especies para proveer servicios, y medir la escala espa-
cio-temporal en la que operan proveedores y servicios 
(Kremen 2005). En una línea similar, Chan et al. (2006) 
proponen una metodología basada en la utilización de al-
goritmos de optimización para el análisis de las relaciones 
entre biodiversidad y servicios ecosistémicos y mejorar 
así la toma de decisiones. 
Bennett et al. (2009) proponen una clasificación de 
las relaciones entre servicios ecosistémicos basada en los 
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dos mecanismos que las producen: 1) el tipo de efecto 
(único o múltiple) que producen los factores generado-
res (incluyendo las mejoras en la infraestructura verde y 
la conectividad) sobre servicios ecosistémicos diversos, 
y 2) la interacción (fuerte o débil) entre los propios ser-
vicios ecosistémicos. Si un determinado factor genera 
efectos múltiples y de sustitución sobre varios servicios 
entre los que no hay interacción, puede que la mejor for-
ma de gestionar la situación sea actuando sobre el fac-
tor; si por el contrario existe interacción, es posible que la 
actuación sobre el factor sea insuficiente para minimizar 
los efectos de sustitución. Por tanto, es necesario cono-
cer ambas dimensiones para tomar decisiones de gestión 
acertadas. Adicionalmente sugieren tres principios para 
guiar la investigación en servicios ecosistémicos: i) Identi-
ficar y valorar las relaciones entre servicios ecosistémicos 
diversos desde perspectivas socio-ecológicas integradas, 
en vez de perspectivas únicamente sociales o únicamen-
te ecológicas; ii) tratar de comprender los mecanismos 
que subyacen en la respuesta de servicios diversos ante 
un determinado factor generador y los que están presen-
tes en las interacciones entre servicios ecosistémicos; iii) 
dedicar más atención a gestionar las relaciones entre ser-
vicios ecosistémicos, para fortalecer la resiliencia, mejo-
rar la provisión de servicios múltiples y contribuir a evitar 
cambios catastróficos. Además, es muy probable que los 
mejores indicadores de la resiliencia de un ecosistema se 
encuentren en los servicios ecosistémicos de regulación, 
aunque la gestión de ecosistemas frecuentemente se 
centra en los servicios de abastecimiento y los culturales. 
Sería interesante para la toma de decisiones llevar a 
cabo un programa sistemático de identificación y, en su 
caso, valoración incremental de los servicios ecosistémi-
cos derivados de variaciones de la infraestructura verde, 
la conectividad y la biodiversidad, así como en función de 
la interrelación entre ellos, que permita generar una base 
de información para el análisis de sinergias, efectos de 
sustitución e inconsistencias con valoraciones de análisis 
de sensibilidad.
3.1.3.2 La evaluación de los Servicios de los Ecosis-
temas como herramienta para la gestión 
territorial y para la orientación y prioriza-
ción de la restauración ecológica
Aunque el marco general de la EIVCRE debería incluir la 
consideración y evaluación del conjunto de servicios eco-
sistémicos para la planificación de acciones de mejora de 
la Infraestructura Verde y de su conectividad, este pro-
grama, dirigido tanto a la mejora del conocimiento como 
a la identificación de mejores prácticas en las técnicas de 
investigación, podría llevarse a cabo con varios niveles de 
profundización, comenzando con un grupo reducido de 
servicios ecosistémicos que se pudieran considerar nu-
cleares, por su extensión y su relevancia, para el contexto 
español (incluyendo probablemente servicios relaciona-
dos con el cambio climático). Los resultados alimentarían 
una base de datos que proporcionaría una información 
muy valiosa para la toma de decisiones y generaría claros 
indicadores de seguimiento.
La restauración ecológica es un instrumento clave 
para aumentar la provisión de servicios ecosistémicos 
y recuperar la biodiversidad (Bullock et al. 2011). La res-
tauración ecológica se suele promover en función de la 
disponibilidad de presupuesto en ámbitos locales (explo-
tación minera, tramo urbano o periurbano de un río, bos-
que quemado, demarcación forestal dentro de una pro-
vincia), a veces catástrofe-dependiente (caso de montes 
quemados). Por otra parte, los proyectos que se realizan 
actualmente suelen estar dirigidos a un único objetivo 
sectorial. La pregunta es cómo incorporar la perspectiva 
del largo plazo, la escala global del territorio y la multifun-
cionalidad de los ecosistemas en la práctica de la restau-
ración ecológica.
En la medida en que el concepto de servicio ecosis-
témico permite relacionar el funcionamiento y estructura 
de los ecosistemas con el bienestar humano (Balvanera 
& Cotlet 2007), su evaluación y priorización puede ser un 
instrumento clave para integrar la gestión de los ecosis-
temas y su restauración en las políticas de mejora de la 
calidad de vida y, dentro de ellas, en la ordenación del 
territorio. La evaluación de los servicios ecosistémicos 
derivados de las alternativas de gestión y de restauración 
de los ecosistemas (Bautista et al., 2010; Papanastasis et 
al. 2015) ofrece un procedimiento para analizar beneficios 
múltiples, efectos antagónicos, coste-efectividad y, por lo 
tanto, herramientas de priorización y optimización de las 
inversiones en restauración ecológica.
Los servicios ecosistémicos tienen una componente 
asociada a la estructura (composición, biodiversidad) y 
función del ecosistema, y una componente espacial que 
incluye los flujos de materia y energía a través de paisajes 
más o menos complejos, así como en la propagación de 
perturbaciones. La gestión del territorio debería tomar en 
consideración cómo optimizar los servicios ecosistémicos 
(incluyendo la reducción de riesgos naturales como in-
cendios, inundaciones). En este marco, los proyectos de 
restauración ecológica basados en la mejora de la provi-
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sión de servicios ecosistémicos, incluida la conectividad 
de los espacios que configuran la infraestructura verde, 
se deberían integrar espacialmente y temporalmente 
para contribuir a la gestión del territorio. Especialmente, 
el diseño de los proyectos de restauración ecológica, de 
infraestructuras verdes y su conectividad, deberían incor-
porar su contribución a proveer servicios ecosistémicos 
(particularmente incendios forestales y plagas), y la pers-
pectiva a medio-largo plazo de la dinámica espacial de las 
poblaciones de organismos existentes y/o eventualmen-
te introducidos. Todo ello en el marco de las proyecciones 
de cambio climático y de otros cambios globales. 
La valorización de los servicios ecosistémicos podría 
ser una vía para poner en práctica los objetivos globales 
de restauración ecológica. Las opciones de pago por los 
servicios ecosistémicos es una de las vías que se conside-
ran para financiar los proyectos de restauración ecológica 
(Farley et al., 2010). Existen varias iniciativas en esta línea: 
el programa de Naciones Unidas Reducing Emissions from 
Deforestation and Forest Degradation (REDD, http://www.
un-redd.org/), el ambicioso programa chino de recupe-
ración de tierras degradadas Grain to Green, en el que 
los agricultores reciben pagos para convertir cultivos en 
vertientes en bosques o pastos (Chen X. et al. 2009); el 
programa de forestación de tierras agrícolas de la Políti-
ca Agraria Común de la Unión Europea; el Mecanismo de 
Desarrollo Limpio desarrollado por el Protocolo de Kioto. 
3.1.3.3 La articulación de la participación de los 
usuarios en la evaluación de los servicios 
ecosistémicos a las diferentes escalas de 
planificación y de gestión
Los ecosistemas producen múltiples servicios pero ge-
neralmente no es posible gestionarlos para maximizar-
los todos simultáneamente, por lo que pueden aparecer 
efectos antagónicos entre servicios y generar conflictos 
de interés (King et al., 2015). Las relaciones entre restau-
ración y provisión de servicios ecosistémicos, y mejora 
de la biodiversidad, no son lineales, pueden tener efec-
tos divergentes según los servicios ecosistémicos que se 
consideren y, además, pueden ser valorados de forma 
diferente por los agentes sociales según sus condicionan-
tes socio-económicos y culturales. Por lo tanto, los análi-
sis científicos de las consecuencias de la gestión/restau-
ración en la provisión de servicios ecosistémicos deben 
contrastarse con los intereses de la población, a las dife-
rentes escalas de gestión. La multiplicidad de intereses 
que pueden existir entre los actores sociales en la valo-
ración y priorización de los servicios ecosistémicos deben 
abordarse a través de procesos participativos en los que 
sea posible consensuar las opciones de máximo beneficio 
común e identificar los actores sociales más vulnerables a 
la pérdida de servicios ecosistémicos específicos (Quétier 
et al 2007). Los análisis multicriterio permiten priorizar las 
alternativas de gestión/ restauración en función de la pro-
visión de servicios ecosistémicos, aunque la ponderación 
de los diferentes servicios ecosistémicos debe integrar la 
información científica de las consecuencias de las alterna-
tivas de gestión con los intereses de los agentes sociales 
(King et al., 2015). Una aproximación integradora requie-
re del análisis multi-escala y multi- agente social (Reyers 
et al., 2009).
Diversas iniciativas internacionales asocian la provi-
sión de servicios ecosistémicos (incluyendo la conserva-
ción de la biodiversidad) con el desarrollo sostenible y la 
reducción de la pobreza. En este marco, la participación 
social se hace imprescindible. Las iniciativas internaciona-
les relacionadas de una manera u otra con la restauración 
de los ecosistemas incluyen la promoción de la participa-
ción de los agentes sociales, así como la incorporación del 
conocimiento local, de una manera genérica (por ejemplo 
las recomendaciones de IPBES1). Ejemplos destacados 
serían: Target 2 of the EU 2020 Biodiversity Strategy (By 
2020, ecosystems and their services are maintained and en-
hanced by establishing green infrastructure and restoring 
at least 15 % of degraded ecosystems)2; The Global Partner-
ship on Forest Landscape Restoration-The Bonn Challen-
ge3; UN-REDD4; UNCCD 2009, UNCCD 1st Scientific Con-
ference: Synthesis and recommendations. Convention 
to Combat Desertification5; SER (Society for Ecological 
Restoration, Science & Policy Working Group), 2004. The 
SER Primer on Ecological Restoration6; MEA (Millennium 
Ecosystem Assessment). 20057; The Intergovernmental 
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Services (IPBES)8; FAO, 2015. Policy Analysis Paper: Ma-
instreaming of Biodiversity. Ecosystem Services with a 
focus on Pollination9.
No obstante, los procesos de información y participa-
ción pública están poco considerados y sistematizados 
en la práctica, limitándose en muchos casos a reuniones 
y consultas sin capacidad de decisión alguna (WWF 2016). 
Los procesos de participación se deben considerar desde 
el inicio y a través de todo el proceso, incorporando la par-
ticipación de los agentes sociales relevantes, de manera 
que los conocimientos científicos y locales se puedan in-
tegrar para evaluar alternativas de gestión del territorio y 
de los servicios ecosistémicos (Reed 2008). 
El proyecto europeo PRACTICE10 desarrolló estos prin-
cipios para la evaluación participativa de proyectos de 
restauración en diferentes condiciones socioeconómicas 
y biofísicas de cuatro continentes (Rojo et al., 2012). La 
metodología de planificación participativa de escenarios 
es muy adecuada en procesos de evaluación de la opinión 
pública para la toma de decisiones sobre la gestión del 
territorio, particularmente a partir de la consideración de 
los servicios ecosistémicos (Otero-Rozas et al. 2015). Y la 
iniciativa MAES11 de la Comisión Europea está orientada a 
mejorar el conocimiento y el mapeado de los ecosistemas 
y sus servicios en la UE, proveyendo herramientas útiles 
para la toma de decisiones en relación con la conserva-
ción de la biodiversidad.
3.2 Conectividad ecológica
3.2.1 Concepto de conectividad ecológica
El concepto de conectividad ecológica se refiere a la con-
figuración de los paisajes y cómo ésta afecta al desplaza-
miento y dispersión de las especies. Su empleo ha estado 
ligado tanto a las relaciones originadas en los sistemas 
ecológicos, como a las rutas empleadas por las espe-
cies individuales en su área de distribución y a los nexos 
o enlaces entre los diferentes mosaicos del paisaje. Hay 
autores que diferencian entre la conectividad estructural, 
referida a patrones del paisaje, corredores ecológicos o 
matrices espaciales, y la conectividad funcional, relacio-
nada con la capacidad de movimiento de una determi-
nada especie para desplazarse a través del territorio. 
Considerando estos dos componentes, la conectividad 
estructural se emplea más en el contexto de la ecología 
del paisaje y de la conectividad funcional de la dinámica 
de metapoblaciones.
3.2.1.1 Conectividad funcional
La conectividad funcional del paisaje o territorio se refie-
re al grado en que el paisaje facilita o dificulta, entre otros 
procesos ecológicos, los desplazamientos de las especies 
a través de las teselas de hábitat existentes en el paisaje. 
La conectividad es un atributo del paisaje específico para 
una especie (o para un grupo funcional de especies de 
similar perfil ecológico, en términos de capacidad disper-
siva y modo de utilizar los recursos en el paisaje) (Taylor 
et al., 1993). Así, la conectividad funcional se corresponde 
con la respuesta de los organismos a los elementos del 
paisaje distintos de sus hábitats característicos.
Cuando la conectividad se refiere a un grupo funcio-
nal de especies asociado a determinado tipo de hábitat, 
por ejemplo al hábitat forestal, se denomina conectividad 
ecológica forestal al grado en que el territorio facilita o 
dificulta los desplazamientos de especies forestales entre 
las teselas de hábitat forestal (Bennett, 1999).
La conectividad ecológica tiene gran importancia para 
la persistencia regional de las especies (junto a otros fac-
tores fundamentales como la cantidad y calidad de hábi-
tat disponible en el paisaje), dado que determina la migra-
ción, la distribución geográfica y el intercambio genético 
entre poblaciones de especies de fauna y flora silvestres 
(Bennett, 1999).
Es preciso señalar que la conectividad es un concep-
to enmarcado en la disciplina de la ecología del paisaje 
(“landscape ecology”) (Forman y Godron, 1986; Burel y 
Baudry, 1999), traducible en castellano como ecología 
territorial. Dentro de esta disciplina, el paisaje existe in-
dependientemente de la percepción humana (Burel y 
Baudry, 1999) y se utiliza como sinónimo de territorio. Es 
por tanto una acepción de paisaje muy distinta a la del 
Convenio Europeo del Paisaje (Consejo de Europa, 2000): 
“cualquier parte el territorio, tal y como es percibido por 
la población humana”.
3.2.1.2 Conectividad estructural o espacial
Se refiere al grado de continuidad o adyacencia de las 




11 Mapping and assessment of ecosystems and their services in the EU; 
http://biodiversity.europa.eu/maes
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rio. Cuanto más separados o distanciados estén los frag-
mentos o teselas de hábitat entre ellos, menor conectivi-
dad espacial tendrá dicho hábitat en el paisaje (Bennett, 
1999). La conectividad estructural, que se equipara con la 
continuidad del hábitat, se mide mediante el análisis de la 
estructura del paisaje, sin considerar los requerimientos 
de los organismos.
La relación entre la conectividad espacial y la conecti-
vidad funcional del paisaje varía en cada caso. Los medios 
de dispersión aérea de ciertas especies pueden permitir 
que en paisajes donde el hábitat de éstas se distribuye en 
escasas teselas muy distanciadas (conectividad espacial 
muy baja), la conectividad funcional del paisaje sea muy 
elevada para ellas. En el extremo opuesto, para aquellas 
especies que se desplazan específicamente por un tipo 
de hábitat concreto solamente, la conectividad ecológica 
del paisaje será alta tan sólo en el caso de que la conectivi-
dad espacial de su hábitat también lo sea (Burel y Baudry, 
1999). 
3.2.1.3 Matriz territorial (o matriz del paisaje)
La matriz territorial se refiere al territorio en que se in-
sertan los fragmentos o teselas de un determinado há-
bitat (Bennett, 1999). Es decir, corresponde al conjunto 
del territorio que las especies habrían de atravesar para 
desplazarse entre las teselas de hábitat. 
En una segunda acepción, la matriz territorial se refie-
re al elemento dominante en el paisaje (Burel y Baudry, 
1999). Por ejemplo se denomina “matriz agrícola” al con-
junto de las parcelas de cultivo que dominan los paisajes 
agrícolas, en el que se insertan por ejemplo teselas de há-
bitat forestal. Se denomina “matriz forestal” al conjunto 
de las masas forestales que dominan los paisajes foresta-
les, en el que por ejemplo se insertan teselas de hábitat 
de humedal.
En una tercera acepción, la matriz territorial se refiere 
al conjunto del territorio o paisaje en el que se incluyen 
tanto las teselas de hábitat como el resto de elementos 
y cubiertas presentes en el territorio (Donald y Evans, 
2006). En este caso, los términos matriz territorial, matriz 
paisajística, territorio y paisaje son sinónimos.
3.2.1.4 Permeabilidad
El término de permeabilidad en ocasiones se utiliza como 
sinónimo de conectividad ecológica (Crooks y Sanjayan, 
2006). Sin embargo, existe una segunda acepción de per-
meabilidad que se refiere a una propiedad más general: la 
capacidad del territorio de permitir la conectividad para el 
conjunto de las diferentes especies de fauna y flora silves-
tres que lo habitan (De Lucio et al., 2003), es decir, para 
permitir el flujo de las distintas especies silvestres entre 
las diferentes teselas de hábitat existentes en el paisaje 
(sin especificar especies o grupos funcionales concretos). 
Por otro lado, el término también se aplica a las barreras 
lineales (carreteras, ferrocarriles, etc.) y transversales a 
los ríos (presas y azudes) al considerar el grado en el que 
estas barreras dificultan o favorecen el paso de las espe-
cies.
3.2.1.5 Disponibilidad y accesibilidad de hábitat
El concepto de disponibilidad de hábitat integra tanto la 
cantidad de hábitat que hay dentro de las teselas de un 
tipo de hábitat como la cantidad el hábitat que resulta 
accesible o alcanzable por una especie o grupo funcio-
nal determinado en un ámbito territorial dado (Saura y 
Pascual-Hortal, 2007; Saura y Rubio, 2010). La cantidad de 
hábitat accesible depende de cómo esté configurado el 
paisaje y de la capacidad dispersiva de las especies para 
llegar a las distintas teselas.
La disponibilidad de hábitat para una determinada 
especie u organismo en el paisaje será baja si las teselas 
se encuentran aisladas unas de otras (dado que no resul-
tan accesibles), pero también si el hábitat es muy escaso, 
aunque las teselas estén fuertemente conectadas entre sí 
(Saura y Pascual-Hortal, 2007). 
3.2.1.6 Relación entre conectividad y adaptación 
al cambio climático
La conectividad ecológica es un aspecto clave para la 
adaptación al cambio climático dado que numerosas es-
pecies de fauna y flora silvestres, tanto terrestres como 
dulceacuícolas y marinas, habrán de realizar desplaza-
mientos para adaptar sus áreas de distribución en res-
puesta a los cambios en las condiciones climáticas locales 
y en la composición de la cubierta vegetal (Opdam y Was-
cher, 2004). 
3.2.1.7 Relación entre conectividad y biodiversidad
Desde la perspectiva de la conservación de la biodiversi-
dad, el interés de la conectividad radica en la capacidad 
que muestra el territorio para facilitar la dispersión y el 
tránsito de los organismos entre distintas zonas de hábi-
tat. Por ello, su conservación, restablecimiento y mejora 
es crítica en aspectos como el incremento del flujo de in-
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tercambio de individuos entre poblaciones, el aumento 
de la estabilidad y la capacidad de recuperación y recolo-
nización frente a perturbaciones, y la mejora de la persis-
tencia local y regional de las especies. Así, la conectividad 
ecológica tiene gran importancia en la conservación de 
la biodiversidad, dado que las especies de fauna y flora 
silvestre han de ser capaces de realizar desplazamientos 
dispersivos con los que mantener ciertos niveles de inter-
cambio genético entre poblaciones y con los que even-
tualmente ocupar hábitats adecuados en los que asentar-
se (Bennett, 1999). 
3.2.1.8 Red ecológica 
Las redes ecológicas pueden considerarse, de forma ge-
nérica, como todo sistema coherente de espacios natura-
les, rurales y periurbanos, que se constituye y se gestio-
na con el objetivo de mantener o restaurar las funciones 
ecológicas como medio para conservar la biodiversidad. 
Para ello, se pone énfasis en mantener o fortalecer la co-
herencia ecológica territorial, contemplando los usos sos-
tenibles del suelo y la restauración de lugares degradados 
donde sea prioritario (Bennet y Wit, 2001). 
Las redes ecológicas se identifican, desde el punto de 
vista estructural, por la inclusión en el modelo territorial, 
a diferentes escalas espaciales, de áreas de interés conec-
tor situadas fuera de espacios naturales protegidos. Las 
políticas de conservación de la naturaleza centradas en 
la designación de espacios naturales protegidos no resul-
tan por sí solas eficaces, al no incidir sobre la integridad 
y continuidad de los procesos ecológicos y de los flujos 
de organismos, materia y energía que tienen lugar en el 
territorio (Bennet y Wit, 2001).
3.2.1.9 Corredor ecológico
La Ley 42/2007 de Patrimonio Natural y Biodiversidad lo 
define como “territorio, de extensión y configuración va-
riables, que, debido a su disposición y a su estado de con-
servación, conecta funcionalmente espacios naturales 
de singular relevancia para la flora o la fauna silvestres, 
separados entre sí, permitiendo, entre otros procesos 
ecológicos, el intercambio genético entre poblaciones de 
especies silvestres o la migración de especímenes de esas 
especies”.
También puede ser definido como aquellas zonas 
de la matriz del paisaje que ofrecen una mayor permea-
bilidad para facilitar los desplazamientos (la dispersión) 
entre teselas de hábitat (o sectores con características 
ambientales similares). Así, los corredores ecológicos se 
corresponden con sectores de la matriz territorial que 
presentan un especial interés para mantener la conecti-
vidad ecológica.
Como elementos del paisaje son esenciales para con-
servar la conectividad ecológica y por lo tanto, la biodi-
versidad. De este modo constituyen componentes funda-
mentales en la conformación de la infraestructura verde 
del territorio.
Los corredores ecológicos muestran un alto grado de 
permeabilidad en cuanto al flujo genético, pues se rela-
ciona con la distribución espacial de las teselas y también 
con la existencia y el estado de conservación de los terri-
torios que conectan los diferentes hábitats. En este sen-
tido, es necesario destacar que los corredores ecológicos 
no tienen por qué ser componentes del paisaje lineales 
y estrechos, como por ejemplo los ríos, también pueden 
ser extensiones permeables heterogéneas formadas por 
teselas de distinto grado de madurez o puntos de paso o 
de escala, utilizados sobre todo por las aves. En ecosiste-
mas mediterráneos la existencia de cuestas y páramos, 
donde se asientan comunidades de matorrales seriales 
sobre todo de quejigares y encinares, son esenciales para 
mantener la conectividad ecológica (Santos y Ganges & 
Herrera Calvo, 2013).
Aunque la función de mitigación de la fragmentación 
de los corredores ecológicos está comprobada, existen 
posibles efectos negativos asociados a la conectividad, 
entre otros, la propagación de plagas, enfermedades, 
incendios forestales o especies exóticas invasoras. Por 
ello, es importante disponer de información contrastada 
y rigurosa y de metodologías adecuadas que analicen y 
evalúen la conectividad (EUROPARC-España, 2009). 
3.2.2 Planificación de la conectividad
3.2.2.1 Relación entre conectividad y planificación 
territorial, sectorial y urbanística
La conectividad ecológica está regulada fundamental-
mente por políticas sectoriales con elevada incidencia 
territorial, como las de infraestructuras de transporte, 
urbanística y agraria (Gurrutxaga y Lozano, 2007). La or-
denación del territorio comprende aquellos métodos uti-
lizados por las administraciones públicas para influenciar 
la distribución futura de las actividades humanas en el 
espacio y coordinar las políticas sectoriales con incidencia 
territorial. Se aplica sobre ámbitos geográficos supramu-
nicipales y sus objetivos fundamentales son el desarrollo 
socioeconómico y equilibrado de las regiones, la mejora 
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de la calidad de vida, la gestión responsable de los recur-
sos naturales, la protección del medio ambiente y la uti-
lización racional del territorio (Comisión Europea, 1997). 
Por su parte, el urbanismo es coordinado por la ordena-
ción del territorio y realiza la clasificación y calificación de-
tallada del suelo a escala municipal.
Tradicionalmente se ha constatado en España una in-
suficiente coordinación entre los instrumentos de orde-
nación territorial, sectorial y urbanística y las políticas de 
conservación de la naturaleza (Mata, 2005). De esta for-
ma, los instrumentos de conservación, dirigidos a la pro-
tección de espacios y, en menor medida, de especies, no 
han podido crear suficientes sinergias positivas con otros 
instrumentos para la planificación y gestión de la matriz 
del territorio desde una visión de conjunto. La adecuada 
gestión de los espacios Natura 2000 no permite conser-
var la biodiversidad europea si no es acompañada de una 
adecuada gestión de la matriz territorial. 
El diagnóstico y la planificación de la conectividad eco-
lógica territorial es relevante en las distintas escalas geo-
gráficas y niveles administrativos en los que se ordena el 
territorio, dentro de un proceso multiescalar en cascada. 
Por ejemplo, en la planificación a nivel de municipio (ur-
banismo), además de recogerse la planificación realizada 
a escalas superiores (internacional, nacional, regional, 
comarcal), se habrán de identificar otros elementos del 
paisaje relevantes con objeto de conectar teselas de há-
bitat de menor extensión pero de importancia a escala 
municipal.
El análisis de la conectividad ecológica y la consiguien-
te delimitación de corredores ecológicos de forma espa-
cialmente explícita, a distintas escalas, permite optimizar 
la integración de la conectividad en los instrumentos de 
planificación territorial y sectorial, tales como (Gurrutxa-
ga, 2011):
- Planes sectoriales del Estado (de infraestructuras, 
planificación forestal, etc.).
- Planificación del territorio en el Dominio Público 
y su entorno, en virtud de las Leyes estatales de 
Aguas, Costas y Vías Pecuarias.
- Planes de ordenación de los recursos forestales, 
en virtud de la Ley de Montes.
- Aplicación de los programas de medidas agroam-
bientales.
- Directrices de ordenación integral del territorio de 
las Comunidades Autónomas.
- Planes territoriales sectoriales de las Comunidades 
Autónomas.
- Planes de ordenación integral del territorio a es-
cala subregional o comarcal en las Comunidades 
Autónomas.
- Instrumentos de planificación creados por las Co-
munidades Autónomas para cumplir el Convenio 
Europeo del Paisaje.
- Planes Generales de Ordenación Urbana o Normas 
Subsidiarias de los Ayuntamientos.
3.2.2.2 Relación entre conectividad y planificación 
ambiental
La Directiva 92/43/CEE somete a evaluación ambiental 
aquellos planes y proyectos que puedan afectar negati-
vamente a la coherencia de la red Natura 2000. En este 
sentido, la Directiva 2001/43/CE de evaluación de planes y 
programas con incidencia en la ordenación del territorio, 
se constituye como un instrumento fundamental para 
materializar la integración de las redes ecológicas en la 
práctica de la ordenación del territorio a diferentes es-
calas, incluida la escala de planificación urbanística y de 
proyectos.
El análisis de la conectividad ecológica y la consiguien-
te delimitación de corredores ecológicos de forma espa-
cialmente explícita, a distintas escalas, permite integrar 
de forma óptima el criterio de la conectividad en los pro-
cesos de evaluación ambientales de planes y proyectos 
(Gurrutxaga et al., 2010). La incorporación de criterios en 
materia de conectividad en los procedimientos de evalua-
ción ambiental ha supuesto en algunos casos la retirada 
de proyectos de elevado impacto sobre la coherencia de 
la red Natura 2000, como la autopista Toledo-Córdoba y 
la autovía Cuenca-Teruel.
En cuanto a la prevención del efecto barrera en los 
proyectos constructivos de infraestructuras viarias, la 
exigencia de establecer pasos de fauna existe en España 
desde 2001, año en que entró en vigor la Ley 6/2001 de 
modificación del Real Decreto legislativo 1302/1986 de 
evaluación de impacto ambiental. 
3.2.2.3 Relación entre conectividad e infraestruc-
tura verde
El concepto de red ecológica ha sido ampliado con el de 
infraestructura verde el cual, además de la conservación 
de la biodiversidad, tiene como objetivos la sostenibilidad 
socioeconómica a través de la prestación de distintos ser-
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vicios ecosistémicos y se extiende, además, a ámbitos ur-
banos. La infraestructura verde es definida como una red 
de zonas naturales y seminaturales y de otros elementos 
ambientales, planificada de forma estratégica, diseñada 
y gestionada para la prestación de una extensa gama de 
servicios ecosistémicos. Incorpora espacios verdes (o 
azules en el caso de los ecosistemas acuáticos) y otros 
elementos físicos de espacios terrestres (incluidas las zo-
nas costeras) y marinos (Comisión Europea, 2013). En los 
espacios terrestres, la infraestructura verde está presen-
te en tanto en los entornos naturales y rurales como en 
los urbanos.
Así, uno de los objetivos de la infraestructura verde 
es garantizar la conectividad de las poblaciones de fau-
na y flora para contribuir a su conservación a largo plazo. 
Por tanto, en la planificación de la infraestructura verde 
se deberá cuantificar el grado de conectividad. Para ello, 
se cuenta con diferentes tipos de índices de conectividad 
como por ejemplo:
1. Área conectada equivalente: se define como el tama-
ño de un solo parche que proporcionaría la misma 
probabilidad de conectividad que el patrón real de há-
bitats en el paisaje (Saura et al. 2011). 
2. Tamaño efectivo de malla: expresa la probabilidad de 
que dos puntos cualquiera escogidos al azar en una 
región estén conectados, es decir, que no estén sepa-
rados por barreras como vías de transporte o áreas 
urbanizadas u otras características naturales. Cuantas 
más barreras fragmenten el paisaje, menor será la 
probabilidad de que dos puntos están conectados y 
menor será el tamaño de la malla efectiva que se mide 
en km2 (Jaeger et al. 2008).
3.3 Motores de cambio global
3.3.1 Fragmentación y pérdida de hábitats 
3.3.1.1 Pérdida y fragmentación de hábitat
La fragmentación de hábitats es un proceso mediante el 
cual una gran extensión de un determinado hábitat se 
transforma en un número de teselas de menos tamaño 
separadas entre sí por otros tipos de cubierta. Esto im-
plica la pérdida de continuidad física entre las distintas 
partes del hábitat. Es importante no confundir fragmen-
tación con pérdida de hábitat, aunque en muchas oca-
siones se produzcan simultáneamente Debido a esto, se 
tiende a sobrevalorar los efectos de la fragmentación per 
se. Sea como fuera estos dos procesos son considerados 
como una de las principales amenazas para la conserva-
ción de la biodiversidad (Fahrig, 2003; Fischer y Linden-
mayer, 2007). 
La fragmentación del hábitat implica un aumento de 
la distancia entre los fragmentos y por tanto una menor 
conectividad espacial. La pérdida y fragmentación de 
hábitat lleva consigo una menor conectividad ecológica 
entre las teselas de hábitat especialmente cuando las dis-
tancias a recorrer superan la capacidad de dispersión de 
la especie o grupo funcional y/o cuando varía la compo-
sición la matriz territorial en la que se insertan los frag-
mentos y ello dificulta en mayor medida la movilidad de la 
especie o grupo funcional.
3.3.1.2 Tipos de fragmentación 
La fragmentación de hábitat (y la pérdida de conectividad 
del paisaje) está causada fundamentalmente por cam-
bios en los usos y cubiertas del suelo y por la construc-
ción de barreras locales como las siguientes (Gurrutxaga 
y Lozano, 2010):
1. Urbanización: en especial la urbanización causada por 
el modelo urbanístico de ocupación horizontal del te-
rritorio, provocando la pérdida de hábitats naturales y 
seminaturales
2. Intensificación agrícola: supone la pérdida de teselas 
de hábitat y elementos del paisaje como setos vivos, 
muros de piedra, bosquetes, árboles dispersos, tese-
las arbustivas y herbáceas de vegetación intersticial, 
humedales y bosques de ribera, así como de mosaicos 
agroforestales y agrosilvopastorales.
3. Otros cambios en la cubierta vegetal: como los causa-
dos por incendios forestales o las actividades extracti-
vas.
4. Infraestructuras lineales de transporte: afectan a la 
permeabilidad del paisaje en la medida que conllevan 
un efecto barrera sobre un amplio grupo de especies 
de vertebrados, tanto terrestres como acuáticos (en 
caso de drenajes), y mortalidad de individuos en des-
plazamiento al cruzar la vía. 
5. Presas y azudes en los cursos fluviales: impiden o limi-
tan el libre flujo de especies de flora y fauna silvestre 
asociadas a dicho hábitat. 
6. Otros tipos de barreras locales: existen otras causas 
de fragmentación de hábitats, en la medida en que 
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introducen un cierto efecto barrera o afectan a la in-
tegridad de organismos silvestres en desplazamiento. 
Este es el caso de:
- los canales donde mueren ahogados individuos 
que caen por los terraplenes laterales
- los vallados cinegéticos que pueden dificultar o 
impedir los desplazamientos de mamíferos de 
mediano y gran tamaño
- los tendidos eléctricos que causan accidentes 
por colisión o electrocución de aves
- las alineaciones de aerogeneradores, con los que 
chocan fundamentalmente aves planeadoras
7. Barreras marinas: aunque menos evidente y frecuen-
te que en ecosistemas terrestres, la construcción de 
infraestructuras en la costa (puertos, espigones, tube-
rías, etc.) puede determinar la fragmentación de los 
hábitats y llevar a una pérdida de conectividad.
3.3.1.3 Efecto barrera
Uno de los efectos perniciosos de la fragmentación al 
que se ha prestado más atención es el causado por las 
infraestructuras lineales, debido a su gran impacto en la 
conservación de la biodiversidad por la extensión y ex-
pansión de estos elementos (Forman et al., 2003; Rosell 
et al., 2003; Iuell et al., 2005).
El efecto barrera se refiere a la dificultad que tienen 
ciertas especies para atravesar determinadas infraestruc-
turas (como carreteras, líneas de ferrocarril, presas fluvia-
les, vallados cinegéticos o canales fluviales) de forma que 
se ve mermada su capacidad para desplazarse a través 
del territorio entre distintas teselas de hábitat.
La dificultad para atravesar una infraestructura pue-
de deberse bien a obstáculos que impiden físicamente el 
cruce (vallados perimetrales, tráfico intenso, presas con 
excesiva altura, etc.) o bien al rechazo que genera en 
ciertas especies el cruce de una infraestructura por con-
formar un ámbito excesivamente alterado en relación al 
entorno circundante (por firme asfaltado, ruido, contami-
nación, terraplenes, ausencia de vegetación, etc.) (Iuell et 
al., 2005).
La importancia del efecto barrera que ejerce una 
infraestructura sobre la fauna depende tanto de las ca-
racterísticas físicas de la vía como de las pautas de com-
portamiento de las especies. En general, las autopistas y 
autovías, así como las líneas de tren de alta velocidad, son 
las barreras físicas más importantes, dada la existencia 
de un cerramiento perimetral a ambos lados de dichas in-
fraestructuras. En cuanto a las carreteras no segregadas, 
cuanto más ancha es la vía y más tráfico soporta, el efecto 
barrera es potencialmente más intenso. No así el riesgo 
de atropello, dado que a menudo el mayor número de 
atropellos se concentra en carreteras con poco tráfico, 
limitada visibilidad y alta densidad de ciertas especies de 
vertebrados en el entorno. En cuanto al comportamiento 
animal, la existencia de una franja de terreno con sustrato 
artificial, desprovista de vegetación y transitada por vehí-
culos que actúan como fuente de luz y ruido, puede tener 
un efecto etológico sobre algunas especies, por ejemplo 
de micromamíferos, que evitan cruzarla y tienden así a 
ver aisladas sus poblaciones.
Existen puntos de mayores tasas de mortalidad re-
lativa por atropello, que corresponden a tramos que 
interceptan zonas de desplazamiento habitual de los 
animales. No debe confundirse el efecto barrera con la 
mortalidad por atropello de especies de fauna silvestre 
en infraestructuras lineales como carreteras (Grilo et al., 
2011). Se trata de dos graves problemas de distintas carac-
terísticas que requieren de soluciones complementarias. 
En un tramo de infraestructura con una serie de caracte-
rísticas de trazado, visibilidad, velocidad de circulación, 
intensidad de tráfico, etc., dentro de un paisaje dado con 
determinada densidad poblacional de una especie con-
creta susceptible de sufrir atropellos (con una etología 
dada en relación a la infraestructura), un mayor número 
de atropellos puede indicar, a nivel estadístico, un menor 
efecto barrera en dicho tramo (y un mayor flujo a través 
de la vía), mientras que un menor número de atropellos 
puede indicar un mayor efecto barrera (y un menor flujo) 
(Grilo et al., 2011). Por tanto, la reducción de la velocidad 
de los vehículos suele reducir el riesgo de mortalidad por 
atropellos y disminuir el efecto barrera de la vía, aunque 
también es importante considerar otros factores que 
pueden incidir como, por ejemplo, la intensidad de tráfi-
co. Asimismo, la habilitación de adecuados pasos de fau-
na, combinado con un cerramiento perimetral que evite 
el paso directo de fauna por la calzada, facilitaría el cruce 
de la vía por parte de determinadas especies de organis-
mos, e incluso permitirían una completa conexión de los 
ecosistemas fragmentados por las vías (en el caso de los 
viaductos, túneles o ecoductos) (MAGRAMA, 2015a).
3.3.1.4  Conservación de la conectividad 
Tiene mucho sentido prevenir la pérdida de conectividad 
funcional del paisaje protegiendo aquellos hábitats que 
no han sufrido una transformación intensa. Sin embargo, 
las políticas de conservación basadas exclusivamente en 
Marco conceptual
30
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
la declaración de espacios protegidos no son suficientes 
ya que no incluyen el conjunto de hábitats naturales y se-
minaturales presentes en el territorio ni los elementos del 
paisaje fundamentales para garantizar la conectividad del 
paisaje como manchas de vegetación espontánea, riba-
zos, setos, sotos fluviales, etc. (Bennett, 1999).
Por ello es fundamental aplicar criterios de conser-
vación de la conectividad ecológica tanto dentro como 
fuera de los espacios protegidos (Kettunen et al., 2007; 
Gurrutxaga et al., 2010; Alagador et al., 2012). En este sen-
tido, es mejor prevenir que curar, ya que la restauración 
de los elementos conectores puede ser una tarea muy 
complicada y costosa.
3.3.1.5 Restauración de la conectividad
Cuando el medio ya se encuentra perturbado debido a 
transformaciones profundas del paisaje y la corrección y 
mitigación no han sido efectivas, la restauración ecológi-
ca cumple un papel decisivo en la mejora de la conectivi-
dad. 
La restauración de la conectividad implica la recupe-
ración de las áreas de contacto perdidas entre teselas de 
hábitat previamente fragmentado. Por ejemplo la per-
meabilización o retirada de presas infranqueables para 
los peces permite restaurar la conectividad ecológica en 
cauces fluviales (Alonso et al., 2009). Por otro lado, la 
restauración de setos vivos en paisajes agrícolas puede 
restaurar la conectividad entre teselas de bosque que ha-
bían quedado aisladas. La restauración de ríos y riberas 
favorece el papel como corredores ecológicos de los eco-
sistemas fluviales, al facilitar los desplazamientos y/o el 
refugio de fauna silvestre en paisajes fragmentados (Gu-
rrutxaga y Lozano, 2007).
En relación con la conservación y restauración de la 
vegetación autóctona, en paisajes dominados por plan-
taciones forestales en aprovechamiento, ha quedado 
demostrado su efecto positivo en la mejora de la conecti-
vidad. Asimismo, el tamaño y disposición de las plantacio-
nes así como el grado de heterogeneidad de teselas en di-
ferentes grados de desarrollo (escala de paisaje), por un 
lado, y las características estructurales de la vegetación 
en las plantaciones forestales (escala de rodal), por otro, 
inciden de manera notable sobre la permeabilidad del pai-
saje forestal repoblado. A este respecto, pueden tener un 
importante papel los sistemas de certificación forestal a 
los que pueden acogerse los propietarios de las parcelas, 
en la medida en que deben garantizar la gestión forestal 
sostenible de las masas con aprovechamientos foresta-
les. A este respecto sería beneficioso que el Ministerio de 
Agricultura y Pesca Alimentación y Medio Ambiente desa-
rrollara las Directrices básicas comunes de gestión fores-
tal sostenible (competencia que la Ley de Montes atribu-
ye a la Administración General del Estado) que supongan 
el nuevo marco de referencia para los instrumentos de 
gestión antes mencionados. Supondría actualizar las Ins-
trucciones Generales para la Ordenación de Montes Ar-
bolados (ICONA 1971) a las nuevas corrientes y retos de la 
disciplina forestal.
Por otro lado, la restauración de humedales en las zo-
nas donde se ha producido una perturbación que los ha 
llevado a la desecación o a la contaminación de sus aguas 
es básico para garantizar la conectividad, en especial para 
especies acuáticas, anfibios y para especies migratorias 
que dependen de humedales espaciados de descanso y 
alimentación que faciliten su tránsito de manera segura. 
Algunos ejemplos de proyectos de restauración eco-
lógica de la conectividad desarrollados en España son la 
restauración ecológica del corredor verde del Guadiamar 
y el proyecto LIFE de desfragmentación de hábitats para 
el oso pardo en la Cordillera Cantábrica. También desta-
can actuaciones de desfragmentación llevadas a cabo 
en distintas Comunidades Autónomas como Cataluña, 
País Vasco, Andalucía, Valencia, Navarra, Canarias, Astu-
rias o La Rioja (MAGRAMA, 2013c). A escala europea se 
han desarrollado numerosos proyectos para restaurar 
la conectividad de hábitats. Por ejemplo, el proyecto Co-
rredor Alpes-Cárpatos y el proyecto de defragmentación 
que finalizará en 2018 con la construcción de decenas de 
nuevos pasos de fauna y grandes ecoductos para superar 
barreras (carreteras, canales, etc.). 
Respecto al término desfragmentación, se trata de un 
caso particular de restauración de la conectividad que 
corresponde a la desfragmentación de infraestructuras 
lineales de transporte mediante la habilitación de adecua-
dos pasos de fauna por encima o debajo de la vía (Iuell et 
al., 2005; MAGRAMA, 2013c). Tanto las actuaciones para 
favorecer la permeabilidad transversal de las infraestruc-
turas como la restauración de las áreas de influencia de 
las infraestructuras son fundamentales para la mejora de 
la conectividad.
En conclusión, la prevención es esencial para mante-
ner una conectividad ecológica que permita un buen fun-
cionamiento de los ecosistemas. Pero, ante ecosistemas 
degradados, dañados o destruidos, la restauración ecoló-
gica se convierte en una herramienta imprescindible que 
permite la desfragmentación y el mantenimiento y me-
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jora de la conectividad. Sin embargo, para ser eficiente, 
la restauración de la conectividad debe abordarse tanto 
dentro como fuera de los espacios protegidos. Así las ac-
ciones de restauración podrían englobar la recuperación 
o creación de setos y linderos en paisajes agrícolas, la 
restauración de ríos, riberas y humedales, la restauración 
de vegetación natural, la restauración de las áreas de in-
fluencia de las infraestructuras lineales de transporte y 
la construcción de nuevos pasos de fauna (o adaptación 
como tales de estructuras ya existentes) en carreteras y 
ferrocarriles. Es por ello que, para garantizar la mejora y 
mantenimiento de la conectividad del paisaje es necesa-
rio tener en consideración las políticas de conservación 
pero también las políticas sectoriales (de transporte, ur-
banística, agrícola, forestal, hidrológica...) para poder in-
corporar una visión integral del territorio (Gurrutxaga y 
Lozano, 2007).
En este sentido, las ‘Soluciones basadas en la Natura-
leza’ podrían contribuir a la infraestructura verde a través 
de la gestión de los espacios verdes asociados a infraes-
tructuras de transporte, del ciclo del agua o de otro tipo 
(cunetas verdes en lugar de cunetas de hormigón, o siste-
mas de depuración natural de aguas, etc.). Asimismo, los 
márgenes de vías de transporte podrían gestionarse de 
manera que contribuyan a reducir la mortalidad de fauna, 
evitar la proliferación de especies y, en general, disminuir 
el efecto de la fragmentación de hábitats que ocasionan 
las vías. Es decir, un tipo de gestión que favorezca la bio-
diversidad y refuerce la infraestructura verde.
3.3.2 Cambio de uso del suelo
3.3.2.1 Usos y coberturas del suelo
Concepto de usos y coberturas del suelo
La cobertura del suelo (“land cover”) se refiere a la 
clasificación cartográfica que describe el estado biofísico 
del paisaje, incluyendo los efectos de la actividad huma-
na (e.g. tipo de vegetación, la presencia de agua o rocas, 
suelo desnudo, coberturas artificiales; Weber, 2007). 
El uso del suelo (“land use”) incluye la manipulación de 
los atributos biofísicos por el ser humano, lo que requie-
re una interpretación (e.g. actividades socioeconómicas 
desarrolladas, Lambin et al., 2001). Así, el uso urbano, el 
agrícola o el forestal son las categorías más comunes, que 
denotan un propósito o uso del territorio. Ambos concep-
tos suelen utilizarse de forma complementaria como uso 
y cobertura del suelo (“land use and land cover”) para 
describir las características del territorio y los cambios 
ocurridos en la superficie terrestre (Fisher et al., 2005).
Métodos de adquisición de usos y coberturas del suelo
Las técnicas cartográficas permiten analizar y cuanti-
ficar el uso y cobertura del suelo, mediante la descripción 
física de los elementos que componen el paisaje (Forman, 
1995; Zonneveld, 1995). Mientras que la cobertura del 
suelo puede ser observada directamente en el campo, a 
partir de fotointerpretación o por teledetección, las ob-
servaciones de uso del suelo requieren la integración de 
métodos científicos naturales y sociales para determinar 
qué actividades humanas están afectando a diferentes 
partes del paisaje. Aunque los estudios son numerosos, 
existe un cierto sesgo en la información sobre diferentes 
tipos de procesos analizados: la mayor parte de los meta-
estudios se centran en usos forestales o agrícolas, mien-
tras que los que afectan a las áreas urbanas, humedales 
o pastizales han recibido una menor atención (van Vliet 
et al., 2015). La generación de bases de datos georrefe-
renciadas a partir de información de campo integradas en 
Sistemas de Información Geográfica (SIG) ha permitido 
el desarrollo de herramientas potentes para el cálculo y 
análisis de los usos del suelo y coberturas de territorios 
a diferentes escalas espaciales y temporales (Chuvieco y 
Huete, 2011; Giri, 2012).
A escalas planetarias, inicialmente la clasificación del 
uso y cobertura del suelo se realizó mediante el uso de 
atlas (Wilson & Henderson-Sellers, 1985). Sin embargo, la 
naturaleza dinámica de los usos y coberturas represen-
ta una limitación en la aplicación de estos métodos. Las 
imágenes de satélite de moderada a alta resolución han 
facilitado la evaluación de los cambios de cobertura y uso 
del suelo a escala global y regional. Los sensores remotos 
proporcionan grandes cantidades de información, cons-
tantemente actualizada a intervalos repetidos de tiempo 
y, en muchos casos, de libre acceso. La serie de satélites 
LANDSAT, desarrollados por la NASA, han proporciona-
do imágenes de alta resolución de los usos y coberturas 
del suelo desde la década de los 80 hasta los años 2000, 
especialmente los Advanced Very High Resolution Radio-
meter (AVHRR). El primer mapa global compilado por 
sensores remotos AVHRR fue el publicado por DeFries y 
Townshend (1994), utilizando el Índice Normalizado de 
Vegetación (NDVI), muy útil para el análisis de los estados 
de la vegetación. Actualmente estos sensores remotos 
han dejado paso a otros nuevos como MODIS o ASTER 
(Friedl et al., 2002). 
A escala local, las fotografías aéreas son comúnmente 
utilizadas para la generación de mapas de usos y cobertu-
ras del suelo con efectividad, junto con imágenes de alta 
resolución espacial (e.g. IKONOS, Quickbird), que se han 
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incorporado recientemente como herramientas para la 
caracterización de usos del suelo y coberturas con gran 
detalle (Vogt et al.; 2007; Lambin y Meyfroidt, 2010; Cabe-
llo et al., 2012). 
Bases cartográficas de usos y coberturas del suelo dis-
ponibles en Europa y España 
Existen numerosos programas de investigación, mo-
nitoreo y adquisición de información a escala global y 
regional que se han desarrollado desde el siglo XX (e.g. 
CORINE Land Cover, LUCAS, FAO, NASA). Sin embargo, a 
día de hoy no se ha establecido una tipología única, global 
e integradora de cobertura y usos del suelo (ver Ander-
son et al., 1976). Generalmente, se utilizan sistemas de de-
signación para suplir las necesidades particulares, según 
determinados objetivos y en función de los contextos y 
escalas de análisis (Pedroli et al., 2006). El referente eu-
ropeo más integrado es el programa CORINE Land Cover 
(Coordination of information on the environment) de la 
Comisión Europea, que fue creado en 1985 (Heymann et 
al., 1994; Haines-Young & Weber, 2006). Uno de los resul-
tados de dicho programa ha sido la creación de la base de 
datos CORINE Land Cover (CLC), que incluye el inventario 
estandarizado de 44 clases de usos de suelo y coberturas 
en tres niveles jerárquicos, presentado a escala 1:250 000, 
y que está disponible en la mayor parte de Europa para 
los años de referencia 1990; 2000, y 2006. La actualiza-
ción de 2012 se encuentra en fase de validación, en el mar-
co del Copernicus Land Monitoring Service, coordinado 
por la EEA (Tabla 1). 
Desde 2005 se coordina desde el IGN/CNIG, el Sistema 
de Información de Ocupación del Suelo en España (SIO-
SE), siguiendo las directrices INSPIRE, integrando la infor-
mación disponible por las Comunidades Autónomas y la 
Administración General del Estado, y generando una base 
de datos de ocupación del suelo para toda España a esca-
la 1:25.000 con imágenes de referencia correspondientes 
al año 2005 (SIOSE2005). Se actualiza periódicamente, es-
tando disponible a fecha de referencia 2009 (SIOSE 2009) 
y 2011 (SIOSE 2011). SIOSE se integra con otras bases de 
datos de ocupación del suelo, tanto europeas (como CO-
RINE Land Cover), como mundiales (por ejemplo, el Glo-
bal Land Cover Facility; Hansen et al., 2000).
3.3.2.2 Dinámicas de cambio de usos y coberturas 
del suelo
Definición de cambio en el uso y cobertura del suelo e 
iniciativas existentes 
El cambio de uso y cobertura del suelo (Land use and 
land cover change, LULCC) es un término general que 
describe el estudio de la modificación humana de la su-
perficie terrestre de nuestro planeta. La humanidad ha 
modificado la tierra para obtener alimentos y otros pro-
ductos esenciales durante milenios, pero las tasas actua-
les, extensiones e intensidades de cambio no tienen pre-
cedentes en la historia (Foley et al., 2005). Estos cambios 
Tabla 1. Bases cartográficas de referencia de uso y cobertura del suelo en Europa y España
Programa CORINE Land Cover SIOSE
Acrónimo 
Base de datos CLC90 I&CLC2000 CLC2006
CLC2006 
ESPAÑA CLC20012 SIOSE2005 SIOSE2009 SIOSE2011
Año 1990 2000 2006 2006 2012 2005 2009 2011
Consistencia 
temporal 1986-1998
2000 +/- 1 
año
2006 +/- 1 
año
2007 +/- 1 
año 2011-12
2005 +/- 1 
año
2009 +/- 1 
año






IRS P6 LISS III
SPOT-4/5;  
IRS P6 LISS III
IRS P6 LISS III; 
RapidEye SPOT5
Escala 1:100.000 1:25.000
Semántica Modelo jerárquico Orientado a objetos
Ámbito Europa España
No. Países 26 30 38 1 39 1
Tamaño min. 
Polígono (ha) 25 2 - 0,5
Restricción 
anchura 100 m > 100m 15m 
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son un componente principal del cambio global junto con 
el aumento de la concentración de dióxido de carbono, 
cambios en el ciclo de nitrógeno, la introducción de es-
pecies exóticas invasoras y la contaminación (Vitousek, 
1997; Elias, 2015). 
Los cambios de coberturas pueden ser considerados 
como una fuente de información relevante acerca de los 
procesos (flujos) que ocurren en el paisaje (Feranec et al., 
2010). Stott & Haynes-Young (1998) establecieron una 
tipología de flujos posibles generada a partir de la agre-
gación de transformaciones de coberturas del suelo a di-
ferentes usos del suelo en Europa. 
Existen múltiples factores que actúan como desen-
cadenantes de los cambios de uso y cobertura del suelo 
generando un sistema complejo y multiescalar (Claessens 
et al., 2009), que incluye la interacción del ambiente bio-
físico con el social (Mustard, Fisher, & Moran, 2004; Lam-
bin and Meyfroidt, 2010). Los cambios de uso y cobertu-
ra del suelo pueden consistir tanto en una conversión o 
transformación entre una clase de cobertura a otra (e.g. 
de bosque a cultivo), como en una modificación en la in-
tensidad de uso (e.g. densidad de árboles en un bosque; 
Turner et al., 1993; van Asselen and Verburg, 2013). 
La dinámica de cambio de coberturas y usos del suelo 
genera efectos e impactos sobre la estructura y funcio-
namiento de los ecosistemas (Lambin, Helmut & Lepers, 
2003) y sobre los sistemas sociales (Lambin et al., 2001). 
Bajo esta preocupación se han impulsado un gran núme-
ro de iniciativas de investigación a escala global, regional 
y local, reconociéndose a la dinámica de los usos de suelo 
como un componente importante del sistema ambiental 
global y un factor precursor del cambio climático global 
(Turner II et al., 1995; Lambin et al., 1999). La ciencia de 
los cambios de usos busca comprender cómo y por qué 
se producen estos cambios y qué consecuencias tienen 
(Rindfuss et al., 2008).
A nivel mundial se desarrolló la iniciativa “Análisis del 
cambio de uso y cobertura del suelo” (LUCC, Land Use 
and Cover Change) entre 1994 y 2005, promovida desde 
el IGBP (International Geosphere-Biosphere Programme) 
y el HDP (Human Dimensions of Global Environmental 
Change Programme). Los principales avances de esta 
iniciativa se centraron en la observación y el monitoreo 
de la dinámica de uso del suelo, con el fin de entender 
las causas, impactos y consecuencias sobre nuestro terri-
torio y su población (Turner, Lambin & Reenberg, 2007; 
Rindfuss, Walsh, Fox & Mishra, 2004). Como continua-
ción del análisis del cambio de uso y cobertura del suelo, 
el plan científico del proyecto Global Land Project GLP 
(GLP, 2005) aporta una introducción del estado del arte 
y la dirección de este tipo de análisis a principios del siglo 
XXI. Esta iniciativa recoge el legado del análisis del cambio 
de uso y cobertura del suelo y de Global Change and Te-
rrestrial Ecosystems (GCTE), proyecto principal de IGBP, y 
tiene como objetivo fundamental medir, modelar y com-
prender el sistema acoplado humano-ambiental. Por lo 
tanto, el GLP se propone fusionar comunidades de inves-
tigación existentes y atraer a otros investigadores de las 
ciencias sociales, naturales y las humanidades. El objetivo 
principal del GLP forma parte de esfuerzos amplios para 
comprender los cambios en la interacción de las personas 
con su entorno y el modo en que esta interacción ha afec-
tado a la sostenibilidad del sistema terrestre. Por ello, la 
estructura analítica del GLP se centra en las interacciones 
de las personas, la biota y los recursos naturales de los sis-
temas terrestres y de agua dulce, a nivel local y regional 
(GLP, 2005).
Causas de cambio en el uso y cobertura del suelo
Las actividades humanas son la fuerza impulsora de 
cambio de usos y coberturas del suelo, lo que incluye la 
cultura local (e.g. preferencia de alimentos), la econo-
mía (e.g. demanda de productos específicos, incentivos 
financieros), las condiciones ambientales (e.g. calidad 
del suelo, disponibilidad hídrica), la política territorial y 
los programas de desarrollo (e.g. programas agrícolas, 
construcción de carreteras, planificación territorial), y los 
efectos indirectos y procesos de retroalimentación entre 
factores, como entre la historia de la actividad humana (la 
degradación del suelo, riego y carreteras) y los factores 
demográficos (Lambin et al., 2001; Serra et al., 2014).
A partir de los resultados del programa CORINE Land 
Cover, descritos por Lambin & Gesit, (2006) se identificó 
una combinación de causas de alto nivel o síndromes, 
que se pueden diferenciar en variables “lentas” y en “rá-
pidas” (Tabla 2; Lambin et al. 2003): 
1. Escasez de recursos conducente a un incremento en 
la presión de producción sobre recursos
2. Cambio de oportunidades creada por los mercados
3. Intervenciones políticas externas
4. Pérdida de capacidad adaptativa e incremento de la 
vulnerabilidad
5. Cambios en la organización social en el acceso a los 
recursos y en actitudes
Marco conceptual
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Los cambios en el uso del suelo se deben en parte a 
la generación de dinámicas de degradación, innovación 
o a la aparición de nuevas oportunidades económicas o 
sociales (Tabla 2). 
Cada causa de alto nivel puede funcionar como pro-
cesos evolutivos lentos (e.g. escalas temporales de dé-
cadas), pero los cambios pueden ser rápidos y abruptos 
si son las perturbaciones las que afectan súbitamente al 
sistema territorial. Casos de degradación, como los des-
critos por Puigdefábregas (1998), son una combinación 
de varias causas, con interacciones sinérgicas, que pue-
den dirigir a una región hacia una trayectoria crítica. Las 
decisiones sobre usos del suelo están influenciadas in-
teractivamente por procesos biofísicos y socioeconómi-
cos. Por ejemplo, la producción de cultivos depende de 
las condiciones locales de clima y suelo, pero la toma de 
decisiones que influye en los usos es una respuesta a los 
mercados globales de producción (Verburg et al., 2011).
Los cambios de usos son una función dependiente de 
factores sinérgicos como las presiones, las oportunida-
des, las políticas, la vulnerabilidad y la organización social 
(Lambin & Gesit, 2006). Algunas de las principales causas 
desencadenantes de cambios de usos son principalmen-
te endógenas al sistema (como la escasez de recursos, 
incrementando la vulnerabilidad y los cambios en la orga-
nización social), aunque puedan estar influenciadas por 
factores exógenos o externos. Las causas de alto nivel 
(como los cambios en oportunidades de mercado e inter-
vención política) son principalmente exógenas, aunque 
las respuestas de los gestores del territorio a estas fuer-
Tabla 2. Causas de cambio en la cobertura y usos del suelo (LUCC) dependiendo de la velocidad del cambio y los factores que 
actúan a altos niveles
Velocidad 
del cambio / 
Factores alto 
nivel
1. Escasez de 
recursos, mayor 
presión de  
producción
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Fuente: Modificado de Lambin et al., 2003; Lambin & Gesit, 2006
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zas externas estén mediadas por factores locales (Lam-
bin & Gesit, 2006). Por ejemplo, en Europa occidental, los 
sistemas de gestión territorial y políticas públicas son fun-
damentales para entender los cambios recientes de usos 
del suelo (Lasanta & Vicente-Serrano, 2012). 
En las últimas décadas, el crecimiento de la población 
y los patrones de consumo cambiantes han conducido 
a la expansión e intensificación de los cambios de uso, 
incrementando potencialmente la presión sobre los sis-
temas naturales y los servicios ecosistémicos que éstos 
producen (DeFries et al., 2010; MEA, 2005; Lambin & 
Meyfroidt, 2011). Estas tendencias podrían continuar en 
el futuro, a medida que las demandas sobre los bienes y 
servicios basados en el territorio se incrementen drásti-
camente debido al crecimiento de la población, a lo que 
hay que añadir el incremento de dietas basadas en el con-
sumo de carne y uso de los biocombustibles que generan 
una mayor demanda de territorio (Lotze-Campen et al.; 
2010; Alexandratos and Bruinsma, 2012), por lo que es 
fundamental entender las posibles consecuencias de es-
tas tendencias (Rounsevell et al., 2012; Stürk et al., 2015).
Patrones y procesos de cambio en el uso y cobertura 
del suelo
A escala global, los recientes cambios de coberturas y 
usos más importantes son las altas tasas de deforestación 
tropical y su desplazamiento a cultivos en zonas en desa-
rrollo como en África Central, Asia y América de Sur; las 
degradación y desertificación de los ecosistemas áridos 
y semiáridos; la intensificación agrícola y los procesos de 
urbanización (Lambin et al., 2001; Lambin & Geist, 2006). 
El mosaico que hoy se percibe en los paisajes euro-
peos ha sido el resultado de la co-dinámica entre el desa-
rrollo humano y el medio natural (Lambin and Meyfroidt, 
2010; Van Asselen & Verburg, 2013; Van Vliet et al., 2015). 
La estructura de la vegetación y los paisajes más impor-
tantes de la cuenca Mediterránea son actualmente el re-
sultado de tanto cambios climáticos que tuvieron lugar 
hace milenios, como de los factores abióticos locales y 
el modelado humano (González-Bernáldez, 1990; Mé-
dail y Quézel, 1999; Blondel & Aronson, 1999). Durante 
el Neolítico, el incremento en la intensidad de pastoreo 
y, subsecuentemente, la agricultura, dirigieron el cambio 
hacia una reducción masiva de los bosques. Los cambios 
más importantes han ido apareciendo principalmente 
a lo largo de esta fase agrícola de la historia (Wolman y 
Fournier, 1987), y más notablemente en la deforestación 
(Williams, 1990) y el desplazamiento transoceánico de es-
pecies (Crosby, 1986; Turner et al., 1994). Estos cambios 
tuvieron importantes consecuencias, pero la escala espa-
cial, la magnitud y el ritmo de cambio fue menor que en 
la sociedad moderna industrial (Meyer y Turner II, 1992) y 
postindustrial (Armesto et al., 2010). En Europa los princi-
pales cambios recientes de usos del suelo han consistido 
en una transformación de los usos forestales y agrícolas 
extensivos en agrícolas intensivos y en usos industriales 
y urbanos (Pedroli et al., 2006). Los altos niveles de defo-
restación, dieron lugar a grandes planes de reforestación 
en la cuenca del Mediterráneo finales del siglo XIX - siglo 
XX (FAO, 2006) que, por ejemplo, en el caso de España, se 
materializó a través del Plan de Reforestación en el que 
se plantaron 3.5 millones de ha de 1940 a 1995 (Montero, 
1997). Estos patrones de cambio coinciden con la llamada 
Teoría de la Transición Forestal, que postula que la cubier-
ta forestal de un país generalmente presenta una defo-
restación en las etapas iniciales de desarrollo, pero que 
eventualmente se produce una recuperación de la misma 
en función del tiempo, asociada a un incremento del de-
sarrollo económico y social (Mather, 1990, 1992; Barbier 
et al., 2010; Kuemmerle et al., 2015). Desde finales del siglo 
XX, en la Europa Mediterránea, los cambios en el uso del 
suelo han estado fuertemente influenciados por la apli-
cación de la Política Agraria Comunitaria (PAC) y la Agen-
da 2000 (Comisión Europea, 1997, 1998; Ritson y Harvey, 
1997), que junto al éxodo rural propician el abandono de 
los cultivos en suelos menos productivos, potenciando la 
colonización por la vegetación (Lasanta-Vicente-Serrano, 
2012; Bonet & Pausas, 2007; Rey Benayas et al., 2007).
La cuenca Mediterránea es un punto caliente de diver-
sidad biológica (Myers et al., 2000), concentrándose gran 
parte de la misma sobre los ecosistemas forestales (MEA, 
2005). Sin embargo, los ecosistemas forestales en el Me-
diterráneo son actualmente muy vulnerables por el cam-
bio global, en especial por el cambio climático y los cam-
bios en los usos del suelo (Schröter et al., 2005; Lindner et 
al., 2010). La integración de España en la Unión Europea 
ha tenido una repercusión en diferentes políticas que han 
dado lugar a varios factores de cambio, incluyendo:
1. Abandono en la actividad agrícola: procesos de cese 
de actividad agrícola y reforestación de tierras agra-
rias, particularmente en zonas menos productivas y 
zonas de montaña. 
2. Política Agrícola Común: reforestación de tierras 
agrarias que está contribuyendo al aumento de las 
zonas forestales. El segundo periodo de aplicación de 
la Política Agrícola Común (1994-1999) supuso el co-
Marco conceptual
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mienzo de la forestación de terrenos agrarios junto 
con la puesta en marcha de las repoblaciones fores-
tales de terrenos privados a través de subvenciones 
a fondo perdido (SECF, 2010), además de las repobla-
ciones que ya se venían haciendo.
3. Declaración de áreas protegidas: aumento en el nú-
mero y superficie de áreas protegidas en España. 
Además, cabe remarcar un aumento en la cantidad 
de Planes de Gestión incluyendo PRUG (Plan Rector 
de Uso y Gestión) y PORN (Plan de Ordenación de los 
Recursos Naturales).
4. Incendios forestales: cerca de 170 mil hectáreas al año 
son afectadas por incendios desde los años 2000, sien-
do una de las causas principales de transformación de 
zonas forestales. (Pausas & Ribeiro, 2013; Valladares 
et al., 2014; Keeley et al., 2012).
5. Desarrollo de zonas urbanas y el litoral mediterráneo 
(OSE, 2006).
6. Cambio climático: será un motor de cambio funda-
mental a partir de mitad del siglo XXI (Settele et al. 
2014). 
7. Tendencias demográficas
Se propone la clasificación de cambios entre el uso y 
cobertura del suelo usado en Martínez-Fernández et al. 
(2015) que está basado en la agrupación de los flujos de 
cambio a partir de las 8 clases de LEAC (Land and Ecosys-
tem Account Database) y el tercer nivel del CORINE Land 
Cover (Tabla 3). 
Esta clasificación es la forma más comprensiva de ana-
lizar los cambios en el uso del suelo, y se basa en cuatro 
procesos primarios de cambios:
1. Procesos de antropización: transición hacia zonas arti-
ficiales (urbanización), creación de zonas agrícolas des-
de zonas naturales, simplificación de zonas agrícolas 
y cambios internos entre pastos, cultivos y zonas ara-
bles. Los procesos de antropización indican una pérdi-
da de hábitats naturales y semi-naturales. Sin embargo, 
se pueden incluir algunos cambios en el uso del suelo 
de categorías agrícolas tradicionales que pueden estar 
unidos a altos niveles de diversidad y complejidad es-
tructural hacia usos del suelo más intensivos (Blondel 
2006). En general incluyen procesos de intensificación 
(i.e. de baja intensidad de uso a mayor intensidad de 
uso), deforestación (i.e. eliminación de cubierta ar-
bórea), desarrollo (i.e. transformación de un terreno 
abierto a usos urbanos, industriales o de transporte, 
Stott & Haynes-Young, 1998). Muchos procesos de 
antropización generan la intensificación de los usos, 
como en los casos de intensificación agrícola (Keys and 
McConnell 2005) para la producción de alimentos, o de 
conversión de humedales (van Asselen et al. 2013), y se 
manifiestan de forma notable en los procesos de urba-
nización (Seto et al., 2011).
2. Procesos hacia una mayor naturalización: incluyen 
flujos de extensificación o cambios desde una mayor 
intensidad de uso a una menor intensidad de uso (e.g. 
la transformación de categoría pastizal a cubierta 
semi-natural, Stott & Haynes-Young, 1998). En esta 
categoría se incluyen aquellos procesos asociados al 
abandono de cultivos.
3. Cambios internos en áreas naturales: incluyen cam-
bios a favor de la sucesión secundaria (e.g. cambios 
de matorrales de transición a bosques) y otros proce-
sos de simplificación (e.g. matorralización).
4. Persistencia o no cambios
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Tabla 3. Flujos de cambio en el uso del suelo identificados desde las clases LEAC del CORINE Land Cover.
T2\T1 ART ARA PAS MOS BOS MAT NAT AB Clase






Zonas arables y 
cultivos permantes
PAS 14 Pastos








NAT Patos naturales,  matorral
AB
32 Espacios abiertos  
con poca 
vegetación
1 Procesos de antropización
11 Urbanización
111 Urbanización y artificialización desde cultivos, pastos y áreas semi-naturales
112 Urbanización y artificialización desde áreas naturales
12 Creación de zonas agrícolas desde áreas naturales
121 Creación de zonas agrícolas homogéneas 
122 Creación de zonas agrícolas heterogéneas o semi-naturales
13 Homogeneización o simplificación de zonas agrícolas 
14 Conversiones internas desde zonas agrícolas y conversiones entre pastos, cultivos y zonas arables 
2 Procesos hacia una mayor naturalización
21 Conversión y restauración desde zonas artificiales
211 Conversión desde zonas artificiales y agrícolas predominantemente homogéneas 
212 Conversión desde zonas artificiales y agrícolas heterogéneas o semi-naturales
213 Restauración desde zonas artificiales hacia zonas naturales
22 Hetereogenización o semi-naturalización de paisajes o áreas agrícolas
23 Abandono agrícola 
231 Abandono de zonas agrícolas homogéneas 
232 Abandono de zonas agrícolas heterogéneas o semi-naturales
3 Cambios internos en zonas naturales
31 Procesos sucesionales (e.g. recuperación, densificación, invasión de matorrales, etc.)
32
Procesos derivados de perturbaciones que conllevan una mayor simplificación, degradación o menor 
dominancia y densidades
4 Persistencia o no cambios
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Fuente: Modificado de Martínez-Fernández et al., 2015
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3.3.2.3 Efectos ecológicos de cambios de uso y 
cobertura del suelo
Los cambios en los usos y coberturas del suelo son una 
de las principales componentes del cambio global (Vitou-
sek, 1997; Turner et al., 2007). Desde el siglo pasado los 
cambios en el uso del suelo han producido modificacio-
nes a escala local y regional afectando tanto al clima y la 
circulación atmosférica (Kalnay & Cai, 2003), como a los 
balances de energía y ciclos biogeoquímicos (Pielke et 
al., 2002; Bolin & Sukumar, 2000; Bonner et al., 2013). El 
cambio en el uso del suelo puede actuar sinérgicamente 
con el cambio climático aumentando el riesgo de pérdi-
da de biodiversidad (Mantyka-Pringle et al., 2015), y con 
la sobreexplotación de recursos hídricos afectando, por 
tanto, a su disponibilidad (Bellot et al., 2007). La princi-
pal consecuencia a escala global durante el siglo XX ha 
sido la pérdida directa de hábitat naturales que incluye la 
conversión de pastizales naturales, bosques y humedales 
en cultivos, plantaciones arbóreas y áreas urbanas (Ha-
berl et al., 2007; Seppelt et al., 2011). Estás dinámicas se 
han debido a un aumento en la producción de alimento, 
madera, agua dulce, fibra y otras materias primas, pero 
a costa de reducir servicios ecosistémicos y aumentar la 
degradación de ecosistemas naturales (e.g. MAE, 2005; 
Pan et al. 2011).
A escala local, el cambio en el uso del suelo ha sido 
identificado como una de las principales amenazas a cor-
to y medio plazo para la persistencia de muchas especies 
(Daily et al., 2000) junto a la sobreexplotación de espe-
cies autóctonas (Pimm & Raven, 2000), y se prevé que 
en el futuro tendrá un gran impacto sobre su distribución 
y abundancia (Ehrlén & Morris, 2015). La pérdida de bio-
diversidad y los cambios en el hábitat alteran el funcio-
namiento de los ecosistemas (Blondel & Aronson, 1995). 
Cambios en la distribución de los hábitat y especies pue-
de llevar a un aumento en la degradación de suelo y agua, 
la invasión de especies exóticas, y favorecer la aparición 
de ecosistemas nóveles o emergentes basados en nuevas 
combinaciones de especies (Hobbs et al. 2013). 
Los cambios de usos y coberturas del suelo determi-
nan transformaciones en la estructura y funcionalidad 
de los paisajes (Parcerisas et al., 2012). Las consecuencias 
son tanto la pérdida directa de hábitat como la modifica-
ción y fragmentación del hábitat, lo que podría dificultar 
la conectividad entre las poblaciones y por tanto la capa-
cidad de supervivencia de ciertas especies (Fahrig, 2003; 
MEA, 2005; Ojima et al., 1994). 
Efectos del abandono de cultivos tradicionales o ex-
tensivos
Si bien el balance global de los cambios de uso y cober-
tura del suelo es negativo, en atención a la conservación y 
mantenimiento de los bienes y servicios proporcionados 
por los ecosistemas, cuando la sociedad se industrializa 
(Foley et al., 2005), al tratarse de un fenómeno complejo 
puede ocasionar efectos contrarios a diferentes escalas 
espacio-temporales. Los procesos de abandono de cul-
tivos tradicionales en la Europa mediterránea, así como 
el abandono del pastoralismo y trashumancia pueden 
provocar modificaciones estructurales (López i Gelats et 
al., 2015) y la homogeneización del paisaje, lo que podría 
favorecer el aumento de la frecuencia e intensidad de los 
incendios debido al aumento de biomasa, propiciando 
asimismo la erosión del suelo y la desertificación. En caso 
de pérdida de cubierta vegetal o de infraestructuras agrí-
colas (e.g. mantenimiento de muretes en terrazas agríco-
las), se podrían reducir las reservas de agua y promover 
la pérdida de biodiversidad y de valores culturales y es-
téticos (Rey Benayas et al., 2007; Romero-Calcerrada and 
Perry, 2004; Bielsa et al., 2005; Suárez-Seoane et al., 2002; 
Otero et al., 2010; Lloret et al., 2002). Sin embargo, si el 
abandono conlleva una rápida recolonización por la vege-
tación natural, podría permitir la recuperación de ciertos 
procesos de los ecosistemas y favorecer la recuperación 
de suelos y el ciclo de nutrientes, la mejora de la regula-
ción del suelo y calidad del agua, y el aumento de la biodi-
versidad (Rey Benayas et al., 2007; Romero-Calcerrada y 
Perry, 2004; Bonet, 2004; Bruijnzeel, 2004; Costa y Foley, 
2000).
Efectos de la intensificación agrícola
Los procesos de intensificación agrícola, urbana e in-
dustrial han dominado la dinámica de cambios y ocupado 
el suelo en Europa (Pedroli et al., 2006), lo que ha ocasio-
nado tanto pérdidas de capacidad ecológica, diversidad 
y belleza escénica/paisajística, como pérdidas a paisajes 
culturales de gran valor histórico (Bastian et al., 2006). 
La intensificación agrícola se concentra generalmente en 
los fondos de valle y llanuras, provocando la pérdida de 
elementos lineales, de elevado valor conectivo, y afec-
tando a las teselas remanentes de vegetación natural o 
semi-natural (Tscharntke, 2005). La intensificación agríco-
la en muchas ocasiones ha ocasionado la conversión de 
sistemas tradicionales, lo que ha supuesto una homoge-
neización del paisaje, afectando a la conectividad de la 
matriz natural en paisajes agrarios (Gurrutxaga, 2011), lo 
que puede conllevar la pérdida de especies asociadas a 
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los agrosistemas (Donald, 2004), entre ellas los poliniza-
dores (Deguines et al., 2014). Esta pérdida de biodiversi-
dad asociada a la intensificación agrícola se ha descrito 
incluso como de mayor impacto a la causada por la con-
versión de hábitats originales en agrosistemas extensivos 
(Donald, 2004). 
Efectos de la urbanización y creación de áreas artifi-
ciales
El fuerte incremento en superficie de las zonas urba-
nizadas en todo el planeta, especialmente desde finales 
del siglo XIX y principios del siglo XX, ha sido una de las 
principales causas de pérdida global de biodiversidad 
y fragmentación territorial (Antrop, 2003; Mckinney, 
2006). En este caso, no sólo ha provocado la pérdida de 
superficie, sino también la intensificación del uso debido 
a un aumento en la densidad de población y perfiles más 
verticales en las zonas urbanas.
Junto a las formas compactas de urbanización (Seto 
et al., 2011) se han producido ocupaciones dispersas de 
“expansión urbana” (urban sprawl) especialmente alre-
dedor de las áreas metropolitanas (Leichenko and Solec-
ki, 2005; Catalán, Saurí, & Serra, 2008; Salvati, Gargiulo, 
Rontos, & Sabbi, 2013; Dupras et al., 2016), y generalmen-
te ocupadas por casas unifamiliares (Halleux, Marcinczak, 
y van der Krabben 2012). Este proceso también es rele-
vante en las zonas costeras, como el área mediterránea 
española (Peña et al., 2007), donde se acentúa la litora-
lización y la “naturbanización” o urbanización del espa-
cio natural y rural (Serra et al., 2014; Pallarés-Blanch et al., 
2014). La superficie de suelo artificial se incrementó en 
España en un 29,5% en el periodo 1987-2000, provocado 
la pérdida directa de hábitats agrícolas, forestales y de 
humedales (OSE, 2006). Por otra parte, el desarrollo de 
infraestructuras lineales de transporte, en especial carre-
teras de gran capacidad y líneas ferroviarias con vallado 
perimetral, afecta notablemente a la fragmentación y 
permeabilidad del paisaje en la medida que conllevan un 
efecto barrera sobre un amplio grupo de especies de ver-
tebrados terrestres (Forman et al., 2003).
Efectos de la creación de zonas forestales
En las últimas décadas se ha producido una conver-
sión de áreas agrícolas o pastos en zonas forestales, fruto 
de las políticas de reforestación y de mitigación de gases 
de efecto invernadero (Berthrong et al., 2012). En tiem-
pos recientes se ha usado la forestación y reforestación 
como medida paliativa de la degradación, desertificación 
y como mitigación frente al cambio climático y pérdida 
de biodiversidad (UNEP, 2014). Existen numerosas refe-
rencias que indican los efectos beneficiosos sobre esta 
conversión en la generación de bienes y servicios ambien-
tales, incluyendo productos forestales, suministro hídri-
co y creación de biodiversidad (Bremer & Farley, 2010), 
además del aumento de carbono, nitrógeno, y almacena-
miento en la materia orgánica del suelo (Lo et al., 2015). 
Los bienes y servicios promovidos por los bosques plan-
tados dependen de la matriz de uso en el territorio donde 
actualmente se está favoreciendo las plantaciones multi-
objetivo, donde es fundamental la integración y planifi-
cación a nivel de paisaje (Paquette and Messier, 2009). El 
paso de sistemas naturales o semi-naturales (pastizales, 
matorrales), que no han sido previamente bosques, en 
áreas forestadas pueden promover determinadas funcio-
nes ecosistémicas (e.g. incremento de materia orgánica, 
disminución de escorrentía, control de la erosión; Chiri-
no et al., 2006). Sin embargo, también pueden conllevar 
efectos negativos sobre la biodiversidad, especialmente 
cuando se introducen especies exóticas en las plantacio-
nes (Bremer and Farley, 2010; Gerstner et al., 2014). Ade-
más, es importante remarcar que la dinámica y funciona-
miento de los bosques plantados en el s. XIX en España 
se realizó principalmente para frenar la erosión sobre 
terrenos deforestados, realizándose reforestaciones con 
especies pioneras para luego facilitar el establecimiento 
de fagáceas (Ortuño, 1990). No obstante, la falta de tra-
tamiento silvícola ha dado lugar a bosques de elevadas 
densidades, menores niveles de riqueza arbórea y rege-
neración, que podrían mejorarse mediante la aplicación 
de tratamientos en masas homogéneas de elevadas den-
sidades (Madrigal, 1998; Ruíz-Benito et al., 2012).
3.3.2.4 Planificación territorial
Una de las principales herramientas para planificar los 
usos del suelo y su cambio es la protección del territorio y 
la conservación de la biodiversidad in situ, particularmen-
te en países que se encuentran en un periodo de intensi-
ficación, como es el caso de España (Foley et al. 2005). Es 
necesario ahondar en el conocimiento de nuevas formas 
de planeamiento que consideren como objetivo la sos-
tenibilidad del territorio (Fariña y Naredo, 2010). Actual-
mente hay una dicotomía entre la conservación versus 
desarrollo (Castro, 2003; Chape et al., 2005). En las últi-
mas décadas, la conservación activa de la biodiversidad 
se ha centrado principalmente en la creación de redes de 
áreas protegidas en las Comunidades Autónomas, que 
suponen una planificación de los usos del suelo median-
te herramientas de gestión como, por ejemplo, el PORN 
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(Plan de Ordenación de Recursos Naturales). Otros nive-
les de planificación de la conservación, esta vez pasiva, 
recaen en los propios municipios, en la aplicación de los 
PGOU (Planes Generales de Ordenación Urbana). Gracias 
a las redes de áreas protegidas se han llegado a observar 
diferencias en la intensidad de los cambios de uso y co-
bertura del suelo e incluso en la dirección de los mismos 
(Ruiz-Benito et al. 2010; Martínez-Fernández et al. 2015). 
La Red Natura 2000 supone la protección de una gran 
cantidad de territorio, protegiendo tanto zonas fores-
tales como agrícolas tradicionales lo que es fundamen-
tal para garantizar la conservación de la biodiversidad y 
los hábitats (OSE, 2011; Martínez-Fernández et al. 2015). 
Como respuesta a las necesidades de conservación de 
especies y de ecosistemas, y la baja disponibilidad de re-
cursos para ello, es necesaria la aplicación de estrategias 
y metodologías para optimizar los sistemas para la Plani-
ficación Sistemática de la Conservación, que incluya la se-
lección de áreas prioritarias para la conservación con un 
alto valor ecológico (Pressey et al. 1993; Margules & Pres-
sey, 2000). Una adecuada planificación de la declaración 
de áreas protegidas es fundamental para garantizar la 
conservación de ciertos usos del suelo (particularmente 
desde zonas forestales o zonas agrícolas tradicionales), 
pero no debe olvidarse que fuera de las áreas protegidas 
también debe promoverse una adecuada sostenibilidad 
(MMA, 2005; Fariña y Naredo, 2010). 
En España, los procesos antrópicos de cambio de usos 
y cubierta del suelo, y otros procesos internos, han afec-
tado a los hábitats naturales durante el siglo XX y princi-
pios del siglo XXI. Aunque estas modificaciones son algo 
menores los Espacios Naturales Protegidos (ENP), las 
áreas naturales incluidas en la Red Natura 2000 han su-
frido ciertos procesos de transformación (Martínez-Fer-
nández et al., 2015). Es fundamental dotar a las áreas pro-
tegidas de adecuados planes de gestión que permitan la 
conservación, por lo que es necesario establecer medidas 
de planificación territorial en el marco de la sostenibilidad 
en el territorio, que favorezcan la persistencia de la biodi-
versidad y de los servicios ecosistémicos tanto asociados 
a la declaración del área, como fuera de ella. 
Se ha evidenciado que los actuales sistemas de áreas 
protegidas pueden no ser suficientes para la conser-
vación de la biodiversidad en un territorio cambiante 
(Wiens, 1994; Margules & Pressey, 2000). Las condiciones 
del hábitat en el exterior de las áreas protegidas pueden 
condicionar la funcionalidad ecológica de éstas, debido a 
la gran influencia del contexto paisajístico en los procesos 
a gran escala (Pino et al., 2000; Lindenmayer et al. 2008). 
Ello implica la necesidad de gestionar el territorio me-
diante herramientas que permitan abarcar objetivos glo-
bales (Naveh, 1989). Por ejemplo, el mantenimiento de 
los agrosistemas extensivos mediante prácticas agrícolas 
tradicionales se ha descrito como una de las principales 
medidas de conservación de la biodiversidad en paisajes 
transformados (Bignal & McCracken, 2000).
Para contrarrestar la fragmentación generada por los 
cambios de usos del suelo es necesaria la permeabiliza-
ción de la matriz territorial mediante la creación de redes 
ecológicas territoriales (Ecological netwoks) con corre-
dores, recogidas en el desarrollo de una Infraestructura 
Verde multifuncional, que permita el mantenimiento de 
los usos del suelo con prácticas sostenibles, y conectando 
teselas de hábitat para restablecer el flujo de especies en 
el paisaje a diferentes escalas espacio-temporales (Jong-
man & Pugnetti, 2004; CBD, 2006; Bakker et al., 2015a; 
2015b). Las redes ecológicas pueden ser el resultado de 
hábitats conectados o restaurados deliberadamente, 
pero también determinadas configuraciones espaciales 
de usos del suelo, intencionadas o no, que incluyan te-
selas de hábitats que puedan manejarse como refugios 
para la biodiversidad (Bennett & Mulongoy, 2006; Rey 
Benayas et al. 2008; 2015). Las redes ecológicas constitu-
yen un modelo de gestión territorial que se aplica gene-
ralmente a escalas regionales y presenta una serie de ob-
jetivos comunes. Su configuración está determinada por 
una serie de áreas núcleo de conservación, adscritas a la 
red de espacios naturales protegidos, junto a sus áreas de 
amortiguamiento, y por un conjunto de corredores bioló-
gicos, que enlazan dichas áreas (Bennet & Wit; 2001). Las 
funciones de las redes ecológicas son (Bennett & Mulon-
goy, 2006): 
1. Conservación de la biodiversidad en el paisaje, ecosis-
tema o escala regional.
2. Mantenimiento o fortalecimiento de la coherencia 
ecológica, principalmente mediante el establecimien-
to de la conectividad a diferentes escalas espaciales.
3. Reducción de los efectos potencialmente perjudicia-
les de actividades externas en las áreas críticas.
4. Restauración de los ecosistemas degradados.
5. Uso sostenible de los recursos naturales en áreas de 
importancia para la conservación de la biodiversidad. 
6. Planeamiento urbanístico dirigido hacia la sostenibili-
dad.
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Es crítico desarrollar e implementar estrategias regio-
nales de uso del suelo y la planificación territorial soste-
nibles, que reconozcan las necesidades a corto, medio 
y largo plazo, y planifiquen la necesidad y organización 
espacial de múltiples bienes y servicios ecosistémicos (Fo-
ley et al., 2005). 
En el último decenio se han generado diferentes mo-
delos sobre cambio futuros en los usos del suelo (ver re-
visión en Turner et al. 2016). Estos modelos constituyen 
herramientas interesantes para: 
- Analizar las causas de cambio
- Identificar posibles consecuencias en diferentes 
territorios (e.g. Sala et al. 2000)
- Entender sinergias entre los procesos que afectan 
al territorio
- Informar a los políticos y gestores sobre zonas 
críticas y posibles tendencias futuras (Koomen et 
al., 2007; Verburg et al., 2004; Willemen et al., 2012; 
Pontius et al., 2008; Milne et al., 2009)
Los principales esfuerzos deben ir destinados a conso-
lidar los datos y métodos existentes sobre tendencias en 
el uso y cobertura del suelo (ver e.g. Turner et al. 2016), 
especialmente para mejorar el conocimiento de las cau-
sas y procesos subyacentes a los cambios y la pérdida de 
biodiversidad, identificar zonas críticas para la conserva-
ción, mantener del capital natural y maximizar la oferta 
de servicios ecosistémicos a escalas regionales.
3.3.3 Cambio climático
3.3.3.1 Definición y concepto de cambio climático 
y cambio global
De forma clásica, el clima se suele definir como el esta-
do promedio del tiempo y, más rigurosamente, como 
una descripción estadística del tiempo atmosférico en 
términos de los valores medios y de la variabilidad de las 
magnitudes correspondientes (casi siempre variables 
de superficie, como la temperatura, la precipitación o 
el viento) durante períodos que pueden abarcar desde 
meses hasta miles o millones de años. Habitualmente, el 
período promedio es de 30 años, según define la Organi-
zación Meteorológica Mundial. 
En un sentido más amplio y dinámico, el clima es el 
estado del sistema climático, que principalmente cons-
ta de una fuente energética que alimenta el sistema (la 
radiación solar) y sus cinco componentes (atmósfera, hi-
drosfera, criosfera, litosfera y biosfera), cuyas complejas 
interacciones en términos de intercambios de materia y 
flujos de energía definen el estado del sistema en un pe-
riodo dado, el clima. 
El cambio climático, por su parte y según se recoge en 
el Quinto Informe de Evaluación del Grupo Interguberna-
mental de Expertos sobre Cambio Climático (IPCC 2014), 
puede entenderse como la variación del estado del clima 
[…] que persiste durante largos períodos de tiempo, gene-
ralmente decenios o períodos más largos […] y que puede 
deberse a procesos internos naturales o a forzamientos ex-
ternos tales como modulaciones de los ciclos solares, erup-
ciones volcánicas o cambios antropógenos persistentes de 
la composición de la atmósfera o del uso del suelo.
El cambio climático es uno de los principales motores 
del cambio global, entendiendo este como el conjunto 
de cambios ambientales ocasionados por la actividad hu-
mana que trasciende las escalas locales o regionales don-
de se desarrollan dichas actividades y repercuten en el 
funcionamiento global del planeta. Junto con el cambio 
climático, bajo el término de cambio global se incluyen 
los cambios en los usos del territorio, la contaminación, 
la sobreexplotación de recursos y las especies exóticas 
invasoras, entre otros. Todos estos componentes del 
cambio global interactúan entre sí de forma compleja y si-
multánea, positiva o negativamente, y cada uno a su pro-
pia escala, reforzándose o atenuándose sus impactos, lo 
que hace en ocasiones muy difícil individualizar y atribuir 
los efectos específicos de cada uno de estos motores de 
cambio sobre el sistema en su conjunto.
A efectos prácticos, es importante subrayar que cuan-
do se habla en la actualidad de cambio global y cambio 
climático, se habla del período temporal donde la influen-
cia de la actividad del hombre tiene suficiente relevancia 
como para afectar de forma significativa el funciona-
miento y la naturaleza de los componentes del sistema 
global del planeta. Si nos ceñimos al cambio climático, la 
influencia humana sobre el sistema climático comienza 
a ser significativa a partir de la revolución industrial, con 
una tasa de emisiones de gases de efecto invernadero a 
la atmósfera –y el consecuente aumento de su concen-
tración- que desde entonces no ha dejado de aumentar.
3.3.3.2 Bases físicas del cambio climático
La comprensión de los cambios en el sistema climático 
es todo un reto científico debido, entre otros factores, a la 
complejidad de sus componentes, la dimensión y las múl-
tiples escalas de las interacciones que ocurren en su seno, 
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el carácter inercial del sistema, los diferentes factores de 
forzamiento y sus influencias mutuas y, por supuesto, 
su carácter de sistema único, donde la experimentación 
no es posible en la escala global y las mejoras de conoci-
miento avanzan a través de análisis de observaciones y de 
simulaciones y modelizaciones de complejidad creciente. 
A pesar de las incertidumbres que persisten, el grado de 
conocimiento del sistema climático no deja de crecer, así 
como la fiabilidad de los análisis, diagnósticos y modelos 
que proyectan escenarios de cambio climático a futuro.
Observaciones y evidencias
El calentamiento del sistema climático es inequívoco. 
Desde 1950 se han observado cambios en el sistema cli-
mático que no tienen precedente, tanto si se comparan 
con registros históricos instrumentales, que datan de 
mediados del siglo XIX, como si se comparan con regis-
tros paleoclimáticos referidos a los últimos milenios. La 
atmósfera y los océanos se han calentado, la cantidad y 
extensión de las masas de hielo y nieve han disminuido, el 
nivel del mar ha subido y las concentraciones de gases de 
efecto invernadero no han dejado de aumentar.
Son muchas las evidencias de este cambio climático 
observado a nivel global en distintos ámbitos, entre las 
que pueden señalarse las siguientes: 
• Atmósfera: 
- La temperatura media global muestra un incre-
mento promedio de 0,85 ºC (entre 0,65 ºC y 1,06 
ºC) en el periodo 1880-2012.
- Cada una de las últimas tres décadas ha sido más 
cálida que todas las anteriores desde 1850, sien-
do la primera década del siglo XXI la más cálida 
de todas.
- Se han observado cambios en los episodios ex-
tremos desde 1950. El número de días y noches 
frías ha disminuido y el número de días y noches 
cálidas ha aumentado a nivel global.
• Océano:
- La capa superior del océano (desde la superficie 
hasta los 700 m de profundidad) se ha calentado 
en el periodo 1971 - 2010.
- El calentamiento del océano es mayor cerca de la 
superficie sumando más de 0,1ºC por década en 
los primeros 75 m durante el periodo 1971−2010. 
El calentamiento decrece con la profundidad y se 
extiende hasta los 2000 m.
• Hielos:
- Los glaciares y los mantos de hielo polares 
(Groenlandia y Antártida) están perdiendo masa.
- La extensión del hielo marino ártico está dismi-
nuyendo.
- En el hemisferio norte la extensión de la cobertu-
ra de nieve en primavera ha disminuido y el per-
mafrost se está fundiendo.
• Nivel del mar:
- El nivel medio del mar a nivel global ha aumenta-
do en 0,19 m en el periodo 1901-2010.
- La tasa de aumento del nivel del mar se ha acele-
rado en los dos últimos siglos.
- El nivel global medio del mar ha aumentado 1,7 
mm/año en el periodo 1901-2010 y 3,2 mm/año en-
tre 1993 y 2010.
• Carbono y otras magnitudes biogeoquímicas:
- La concentración de CO2 en la atmósfera ha au-
mentado por la actividad humana, fundamen-
talmente por el uso de combustibles fósiles y la 
deforestación. En los últimos 10 años la concen-
tración de CO2 en la atmósfera ha aumentado 
de media 2 ppm por año, y el año 2015 arroja un 
salto en el incremento anual hasta 3,05 ppm. En 
los meses transcurridos de 2016 la concentración 
media de CO2 en el planeta ha superado las 400 
ppm.
- Las concentraciones actuales de CO2, CH4 y N2O 
exceden sustancialmente el rango de concentra-
ciones registradas en los testigos de hielo duran-
te los últimos 800.000 años.
- Las concentraciones atmosféricas de CO2, CH4 y 
N2O han aumentado desde 1750, excediendo los 
niveles preindustriales en un 40%, 150% y 20%, res-
pectivamente.
- El pH del agua oceánica ha decrecido en un valor 
de 0,1 desde el comienzo de la era industrial, que 
corresponde a un aumento del 26% de concentra-
ción de iones hidrógeno.
Simulación del sistema climático
La simulación del sistema climático por medio de 
modelos matemáticos globales es un campo de investi-
gación muy activo, cuyos resultados están sometidos a 
continua revisión y que genera nuevos conocimientos y 
productos en ciclos muy rápidos. Los primeros ejercicios 
de simulación condujeron a modelos globales de clima, 
desarrollados a partir de la segunda mitad del siglo pasa-
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do, que solamente consideraban procesos físicos atmos-
féricos. Desde entonces y paulatinamente, la complejidad 
de los modelos ha ido creciendo a medida que aumenta-
ba la capacidad computacional y que se desarrollaban e 
incorporaban simulaciones de otros procesos físicos, quí-
micos y biológicos, y se acoplaban en los modelos globa-
les: dinámica oceánica, dinámica de la criosfera, ciclo del 
azufre, ciclo del carbono terrestre y oceánico, química de 
la atmósfera, etc.
Los modelos globales del sistema climático actuales 
representan los procesos que tienen lugar en y entre los 
distintos componentes del sistema climático (la atmós-
fera, la hidrosfera, la criosfera, la litosfera y la biosfera), 
teniendo en cuenta las interacciones que se producen 
entre ellos y los forzamientos naturales (por ejemplo, la 
radiación solar o el vulcanismo) y antropogénicos (por 
ejemplo, emisiones de gases de efecto invernadero o la 
deforestación) a los que está sometido el sistema. 
Los modelos globales son contrastados, calibrados 
y validados con datos reales observados en un período 
de control definido (incluyendo datos de clima y de for-
zamientos registrados en dicho período). Los modelos 
globales calibrados de este modo simulan de forma fia-
ble los principales rasgos del clima global en el planeta y 
producen resultados satisfactorios a escalas hemisférica 
y continental, reproduciendo adecuadamente los patro-
nes de gran escala y las tendencias de la temperatura su-
perficiales observados. La precipitación y la extensión del 
hielo marino no se simulan tan bien como la temperatura. 
Sin embargo, existen diferencias entre los distintos mo-
delos globales, a veces notables, que han de considerarse 
y evaluarse para contar con criterios objetivos que permi-
tan seleccionar unos u otros para estudios regionales en 
función de su mejor o peor capacidad para representar 
los procesos y las condiciones climáticas particulares de 
un área determinada.
Atribución del cambio climático observado a la in-
fluencia humana
La comprensión del sistema climático y de sus cam-
bios recientes se apoya en una combinación de registros 
largos de observaciones directas, conocimiento y com-
prensión de los elementos y procesos climáticos y simula-
ciones numéricas realizadas a partir de modelos globales, 
que reproducen dichos procesos y utilizan las series lar-
gas de observaciones. La atribución del cambio climático 
a un factor causal se basa en estos principios y así, el nivel 
de certeza a la hora de atribuir el cambio del clima recien-
te a la influencia humana ha ido aumentando hasta alcan-
zar una probabilidad superior al 95% (IPCC 2014).
Cuando los modelos globales del sistema climático se 
hacen correr a lo largo del siglo XX forzándolos únicamen-
te con los factores naturales (radiación solar, vulcanis-
mo…), la simulación se aleja notablemente del compor-
tamiento global observado del sistema. Por el contrario, 
cuando los modelos integran, junto a los forzamientos 
naturales, los de carácter antropogénico (evolución de la 
concentración atmosférica de gases de efecto invernade-
ro y aerosoles, cambios en el albedo por uso del suelo…) 
la simulación se ajusta a la realidad observada con un nivel 
de certeza que permite afirmar que la influencia humana 
en el clima ha sido la causa dominante de los cambios re-
cientes observados (Figura 1).
En otra escala, el nivel de confianza en la atribución de 
eventos extremos al cambio climático de origen antropo-
génico es variable en función del tipo de evento (Figura 2).
Proyecciones de cambio climático global y regional. 
Incertidumbres asociadas a los escenarios de cambio 
climático
Los modelos globales, una vez contrastados, calibra-
dos y validados con los datos reales observados en el 
período de control, se emplean para hacer proyecciones 
del clima futuro. Para ello, los modelos son forzados con 
hipotéticas concentraciones atmosféricas de los gases 
de efecto invernadero y aerosoles a lo largo del siglo XXI, 
que resultan de diferentes escenarios de emisiones de ga-
ses de efecto invernadero y usos del suelo. 
De esta manera, las distintas proyecciones del clima 
futuro generadas por medio de modelos globales, for-
zados según los distintos escenarios, proporcionan una 
horquilla de valores estimados de los distintos paráme-
tros climáticos a lo largo del siglo XXI. La comparación 
de un período climático futuro (por ejemplo 2071-2100) 
frente a un período de referencia o control (por ejemplo 
el clima registrado entre 1971 y 2000), ofrece estimacio-
nes proyectadas de la dirección y la intensidad del cambio 
climático, para cada una de las variables de los modelos. 
Pese a las incertidumbres existentes (la amplitud de la 
horquilla de valores estimados), los modelos globales 
ofrecen resultados consistentes e inequívocos en cuanto 
a la evidencia, la dirección y los órdenes de magnitud del 
cambio climático.
Los modelos globales del clima, por su baja resolución 
espacial, no son adecuados para llevar a cabo estudios 
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Figura 2. Representación esquemática de la confianza en la atribución de distintos tipos de eventos extremos al cambio 
climático antropogénico. Adaptado de National Academies of Sciences, 2016.
Figura 1. Comparación de las temperaturas medias globales en simulaciones realizadas para el 
siglo XX con modelos climáticos que incluyen sólo forzamientos naturales y modelos 
que incluyen todos los forzamientos, naturales y antropogénicos (Fundación Biodi-
versidad, 2013).
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detallados de evaluación de los impactos y vulnerabilidad 
del cambio climático, ya que estos precisan de una mayor 
definición espacial. Para resolver este problema se han 
desarrollado diversas técnicas cuyo objetivo es aumentar 
la resolución de los modelos globales; una muy empleada 
consiste en la regionalización (o downscaling) de los mo-
delos globales que, a partir de la información básica que 
proporcionan, utiliza información de escalas de mayor 
detalle para reelaborar una descripción de las variables 
climáticas adecuada para trabajar a escala regional, sub-
regional o local. Sus resultados son los llamados escena-
rios de cambio climático regionalizados.
El proceso de generación de escenarios de cambio 
climático regionalizados está sujeto a distintas fuentes 
de incertidumbre, que principalmente pueden asociarse 
con la incertidumbre de base del modelo global que utili-
za y los futuros escenarios de emisión de gases de efecto 
invernadero (que básicamente depende del modelo de 
desarrollo que se adopte en las próximos años/décadas), 
la sensibilidad climática global (incertidumbre que res-
ponde a la falta de conocimiento preciso de la respuesta 
del clima frente a cambios en el forzamiento externo) y la 
incertidumbre que aportan las limitaciones de los propios 
métodos de regionalización de los modelos globales.
No obstante, la incertidumbre que persiste cuando se 
proyecta el clima en los próximos años y decenios hasta 
final de siglo no significa desconocimiento, sino un rango 
de posibles y probables futuros que apuntan a una ten-
dencia común limitada por su rango de incertidumbre, en 
continua acotación por avance del conocimiento científi-
co. Estos son los escenarios con los que hay que necesa-
riamente contar a la hora de planificar y gestionar la adap-
tación en cada uno de los recursos, sistemas, sectores y 
territorios expuestos y sensibles al cambio climático.
3.3.3.3 Riesgos frente al cambio climático
El cambio climático es un factor del cambio global cuyo 
impacto sobre los sistemas ecológicos pone en riesgo 
muchos aspectos fundamentales para la conservación y 
uso sostenible de la biodiversidad.
Conceptos de impactos, vulnerabilidad, exposición, 
peligrosidad
El esquema conceptual propuesto por el IPCC (Figura 
3) para la evaluación del riesgo asociado al cambio climá-
tico considera que el riesgo de los impactos relaciona-
dos con el clima resulta de la interacción de los peligros 
o amenazas asociados propiamente con el clima (inclu-
yendo los extremos climáticos y las tendencias de cam-
bio climático) con la vulnerabilidad y la exposición de los 
sistemas humanos y naturales. Los cambios, tanto en el 
sistema climático como en los procesos socioeconómi-
cos, son los que determinan los peligros, la exposición y 
la vulnerabilidad de la sociedad y el ambiente. 
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Figura 3. Marco conceptual para la evaluación del riesgo asociado al cambio climático. Fundación Biodiver-
sidad, 2014.
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La evaluación del riesgo se realiza a través de la eva-
luación de sus componentes. Así, la evaluación de la pe-
ligrosidad se realiza a través de una caracterización de 
las dinámicas de las variables meteorológicas y climáti-
cas, en términos de sucesos extremos y tendencias, y de 
sus proyecciones a futuro usando escenarios de cambio 
climático. Por su parte, la evaluación de la exposición se 
realiza por medio del análisis detallado de la presencia de 
elementos de sistemas naturales y socioeconómicos en 
lugares afectados por las dinámicas contempladas en el 
análisis de la peligrosidad, mientras que la vulnerabilidad 
se analiza en función de su sensibilidad y su capacidad de 
respuesta frente a los cambios observados y proyectados.
Las medidas de mitigación del cambio climático tratan 
de limitar la peligrosidad mientras que las medidas de adap-
tación pueden actuar bien sobre la exposición o bien sobre 
la vulnerabilidad de los sistemas naturales y humanos.
Evidencias de impactos
La atribución directa de impactos observados a los 
efectos del cambio climático en sistemas naturales y hu-
manos es un tema complejo a causa de los numerosos 
factores de forzamiento y presiones (naturales y antropo-
génicos, cambio global…) que actúan de forma conjunta, 
simultánea y a menudo sinérgica en dichos sistemas.
La búsqueda de evidencias que puedan atribuirse con un 
alto nivel de certidumbre al cambio climático depende de 
la escala espacial y temporal considerada. Los estudios de 
evidencias que vinculan el cambio climático con cambios en 
los sistemas ecológicos y socioeconómicos suelen ser más 
robustos si se hacen a escala continental o global que local.
Considerando la escala global, los impactos produci-
dos como consecuencia del cambio climático son genera-
lizados y sustanciales en todos los continentes y océanos. 
En las últimas décadas, el cambio climático ha afectado a 
los sistemas naturales y humanos en todos los continen-
tes y en todos los océanos. Este cambio está acelerando 
los flujos ambientales del planeta a escala global: el océa-
no almacena una gran cantidad de energía y CO2, aumen-
tando su temperatura y disminuyendo su pH (acidifica-
ción), a la vez que sube el nivel medio del mar; el ciclo 
hidrológico se intensifica, aunque regionalmente sea más 
irregular; la biosfera se ve forzada en distintos términos 
(alteraciones en la fenología, pérdidas de sincronías, cam-
bios en abundancias y distribuciones, modificaciones en 
la productividad); la criosfera experimenta cambios drás-
ticos en las reservas y dinámicas de sus masas de hielo 
polares y de alta montaña. 
Aunque los impactos son más evidentes en los siste-
mas naturales, también se han observado en los sistemas 
humanos. Así, por ejemplo, se han observado efectos del 
cambio climático en el rendimiento agrícola de los cultivos 
en la mayoría de las regiones (predominando los efectos 
negativos sobre los positivos, excepto en latitudes altas), 
en la abundancia y distribución de las capturas pesqueras, 
en la salud humana a través del aumento en la mortalidad 
y la morbilidad debido a las olas de calor o las modifica-
ciones en los patrones de las enfermedades transmitidas 
por vectores o por el agua, en los sistemas de producción 
de energía y sus necesidades de refrigeración, en la ope-
ratividad de infraestructuras de transporte, etc.
A nivel local también se han observado numerosas 
evidencias del cambio climático, señales consecuentes 
y coherentes con las tendencias observadas en las varia-
bles climáticas y con los impactos proyectados por efecto 
del cambio climático.
En España, en las últimas décadas se han observado 
muchos impactos en los sistemas naturales, que provo-
can alteraciones fisiológicas, fenológicas y demográficas 
y que se traducen en modificaciones en la composición 
de comunidades y funcionamiento de los ecosistemas, 
afectando a los servicios ambientales que proporcionan. 
Una reciente y exhaustiva revisión de los principales im-
pactos del cambio climático en los bosques y la biodiver-
sidad en España descritos por la comunidad científica se 
recoge en Herrero A & Zavala MA editores, 2015. 
A pesar de que el cambio en la naturaleza se atribuye 
al complejo conjunto de factores del cambio global men-
cionado, una mayoría de gestores de espacios protegidos 
indica que existe suficiente evidencia de los efectos del 
cambio climático (EUROPARC 2017). 
Estas evidencias pueden agruparse en: cambios en el 
clima (tanto en parámetros meteorológicos como en la 
frecuencia de eventos extremos), cambios fenológicos 
(que son los más inequívocamente ligados al cambio cli-
mático), cambios en la distribución de la vegetación (con 
indicación de un buen número de casos concretos y do-
cumentados), cambios en los patrones de distribución 
de varias especies de flora y fauna y de su éxito repro-
ductivo (menor regeneración, menor fructificación), así 
como alteraciones en procesos biofísicos clave como la 
formación de suelo, entre otros. La Tabla 4 resume los 
diferentes tipos de evidencias que se citan, con algunos 
ejemplos ilustrativos.
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Tabla 4. Principales evidencias del cambio climático observadas en los espacios protegidos, con 
ejemplos ilustrativos aportados por los gestores de dichos espacios
Cambios en parámetros meteorológicos
Disminución del número de días de nieve
Disminución del tiempo de permanencia de la nieve en el suelo
Menor número de días de frío extremo
Alteración del régimen de temperaturas y precipitaciones en verano
Disminución de las precipitaciones medias anuales 
Aumento de temperatura en la capa superficial marina (0-50 m) 
Mayor incidencia de eventos climatológicos extremos
Sequías más prolongadas
Incremento del riesgo de incendio forestal 
Incremento del fenómeno de gota fría
Aumento frecuencia de inundaciones
Temporales marítimos más frecuentes o intensos
Cambios fenológicos
Retraso pérdida de hojas de especies caducifolias
Adelanto de la floración
Cambios en la fenología reproductiva de aves y mariposas
Cambio de hábitos de aves migratorias
Alteraciones en el proceso de polinización
Cambios en la distribución de la vegetación
Ascenso de la línea de bosque. E.g. Ascenso en altitud de los pinares de Pinus sylvestris y de los 
pinsapares (Abies pinsapo), a umento de cota de la estación óptima para el pino salgareño (Pinus 
nigra subsp. salzmanii)
Extinción (local) de especies de alta montaña (e.g. Antennaria dioica)
Regresión bosque caducifolio (Taxus, Sorbus, etc.)
Sustitución por especies más xéricas: Pérdida de masas de alcornoques en favor del acebuche; 
decaimiento del encinar y sustitución por Phillyrea latifolia y otras especies
Expansión de especies invasoras y tropicalización de las especies en zonas marinas
Proliferación de la hiedra (Hedera helix)
Desplazamiento o rarificación de hábitats y especies más exigentes en humedad (turberas).
Cambios en la distribución de la fauna
Ascenso del límite inferior de distribución de 18 especies de mariposas de montaña
Modificación en la composición de especies de lepidópteros ropalóceros
Llegada de especies de distribución más meridional (muy marcado en especies de odonatos)
Expansión de especies invasoras y tropicalización de las especies en zonas marinas
Cambios en el éxito reproductivo de especies
Afección al ciclo vital de algunas especies (e.g. descenso del éxito reproductivo del papamoscas 
cerrojillo, Ficedula hypoleuca, por desajuste con los ciclos biológicos de sus presas)
Menor fructificación en fagáceas 
Reducción o dificultades de regeneración de especies arbóreas
Marco conceptual
Continúa en la siguiente página  â
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Impactos potenciales del cambio climático sobre la 
biodiversidad, los servicios de los ecosistemas y la co-
nectividad
Junto con los impactos ya observados por efecto del 
cambio climático, se proyectan futuros impactos cuya in-
tensidad y frecuencia van ligados al nivel de cambio que 
realmente experimente el sistema climático, y que de-
pende del grado de forzamiento al que por causas antro-
pogénicas se le someta.
El proyectado incremento de las temperaturas y la 
mayor frecuencia de sequías a lo largo de las próximas 
décadas apuntan a unos impactos potenciales sobre la 
biodiversidad que pueden afectar a nivel de organismos 
(procesos fisiológicos, fenología), de poblaciones (demo-
grafía, distribución, abundancia) y comunidades (compo-
sición, estructura, dinámica, interacciones).
A nivel ecosistémico, el cambio climático afecta a los 
servicios de los ecosistemas, que incluyen servicios de 
aprovisionamiento o suministro (agua, alimentos, com-
bustible, fibra…), servicios de regulación (del ciclo hidro-
lógico, de los ciclos biogeoquímicos, del sistema climáti-
co…), servicios de apoyo (formación del suelo, ciclo de 
nutrientes…), y servicios culturales (recursos científicos, 
recreación, beneficios no materiales...).
Entre los impactos potenciales del cambio climático a 
los servicios de los ecosistemas pueden citarse:
- Modificaciones en el secuestro de carbono por par-
te de los bosques españoles, que verán incremen-
tada su producción forestal a lo largo de la primera 
mitad del siglo XXI, y reducida posteriormente.
- Alteraciones en el balance hídrico de ecosiste-
mas forestales, cuya expansión favorece la eva-
potranspiración (potencialmente aumentada por 
efecto del calentamiento global) en detrimento de 
la disponibilidad hídrica tanto para recarga como 
para escorrentía superficial y como recurso para 
los ecosistemas y la sociedad.
- Los servicios de los ecosistemas forestales de pro-
tección contra la erosión de suelos y protección de 
los recursos hídricos (generación de escorrentía y 
recarga de acuíferos) pueden verse afectados por 
el cambio climático de forma negativa.
- Modificación de los patrones del régimen fluvial 
de los ríos españoles, con reducción de los cauda-
les de estiaje.
- Afecciones a la respiración del suelo y, consecuente-
mente, cambios en su balance de carbono orgánico.
- Alteración de los ciclos del nitrógeno y fósforo.
Tabla 4. CONTINUACIÓN
Vulnerabilidad ante enfermedades y plagas
Mayor incidencia de plagas forestales (especies de escolítidos)
Mayor incidencia de la seca de encinas en dehesa
Aumento de enfermedades en especies animales de humedales
Colapso vegetativo en determinados rodales de repoblaciones artificiales y manchas de encinar 
(secado y muerte en pies de Pinus pinaster, y secado temporal en manchas de Quercus ilex sobre 
sustrato rocoso)
Aparición de blanquizales en fondos marinos
Mortalidades masivas (75%) de especies de gorgonias (Ellisella paraplexauroides, Eunicella...) entre 
0 y -25 m de profundidad
Alteración de procesos biofísicos
Cambios en el funcionamiento hidrológico en lagunas
Incremento de la salinización de los campos
Cambios en la línea de costa y erosión costera (ascenso del nivel del mar)
Cuña salina fluvial
Pérdida y disminución del caudal de fuentes y manantiales
Alteraciones en el ciclo de nutrientes y de formación de la capa edáfica
Fuente: EUROPARC, 2017
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Aparte de todos estos servicios, y teniendo en cuen-
ta que como resultado del cambio climático la variabili-
dad climática se acentúa y la probabilidad de los eventos 
extremos aumenta, los ecosistemas pueden contribuir a 
reducir el impacto asociado a estos eventos extremos, 
ofreciendo protección y barreras estructurales que in-
terfieren o ralentizan los flujos de materia y energía (por 
ejemplo, cordones dunares u otros ecosistemas costeros 
frente a embates de mar e inundaciones costeras), pro-
porcionando espacio físico para procesos naturales (por 
ejemplo, llanuras de inundación o humedales continen-
tales con funciones de laminación y retención frente a 
grandes avenidas).
Como en el caso de las evidencias señaladas de los 
efectos del cambio climático en las áreas protegidas, los 
gestores de estos espacios perciben que existen hábitats 
concretos y poblaciones de especies que pueden verse 
profundamente modificadas como consecuencia del 
cambio climático (EUROPARC 2017). La Tabla 5 muestra 
los ejemplos de hábitats y especies sensibles al cambio cli-
mático citados. Como puede apreciarse, aparecen prácti-
camente todos los principales tipos de hábitat (bosques, 
pastos, estepas, humedales, costeros/marinos) y algunas 
de las especies características ligadas a ellos.
 En cuanto a la conectividad, el cambio climático tiene 
potencialmente un efecto importante sobre ella en sus 
distintas concepciones. Los impactos del cambio climáti-
co pueden levantar “barreras climáticas” entre las pobla-
ciones y comunidades que dificulten los flujos físicos am-
bientales (hidrológicos, por ejemplo) y los intercambios 
y procesos biológicos, favoreciendo una fragmentación 
“difusa” (en contraposición a las fragmentaciones por 
diferentes tipos de infraestructuras nítidamente dibu-
jadas). El cambio climático también puede afectar a la 
conectividad por su efecto de alteración del hábitat. Por 
ejemplo, los procesos de desertificación, los incendios o 
las plagas, que aumentan debido al cambio climático, tie-
nen efectos de fragmentación y alteración importante de 
la conectividad, disminuyendo el hábitat disponible y la 
disponibilidad de espacios conectores.
3.3.3.4 Adaptación al cambio climático
Durante las próximas décadas todas las proyecciones de 
cambio climático señalan que la temperatura global del 
planeta se incrementará siguiendo una misma tendencia, 
independientemente del escenario de emisión o de con-
centración de gases de efecto invernadero que se pro-
duzca. Durante este periodo a corto plazo se experimen-
tarán impactos asociados a las emisiones realizadas en el 
pasado y los riesgos de este cambio climático inexorable 
deben minimizarse mediante la adaptación.
Para la segunda mitad del siglo y más allá, las pro-
yecciones en el incremento de la temperatura global del 
planeta divergen marcadamente en función de los es-
cenarios de emisión y concentración de gases de efecto 
invernadero en la atmósfera que se consideren. Esto sig-
nifica que los esfuerzos actuales y a corto plazo en mitiga-
ción marcarán drásticamente el nivel de riesgo asociado 
con el cambio climático futuro y, consecuentemente, las 
necesidades de adaptación.
La adaptación al cambio climático supone anticiparse 
a los efectos adversos del mismo y emprender las accio-
nes adecuadas para minimizar el daño que pueden causar 
sobre la humanidad. Está demostrado que la adaptación 
bien planificada y temprana puede salvar vidas y pérdidas 
económicas y sociales.
Tipologías de medidas de adaptación
El IPCC propone en su último Informe de Evaluación 
una variada tipología de enfoques de adaptación para 
hacer frente a los impactos del cambio climático, que 
abarcan medidas estructurales, institucionales y sociales, 
entre otras. 
La Tabla 6 sintetiza esta propuesta y presenta algunos 
ejemplos genéricos que son aplicables al área de la adap-
tación al cambio climático en las iniciativas de restaura-
ción ecológica y conectividad de ecosistemas.
Este esquema general propuesto por el IPCC puede 
particularizarse a distintos ámbitos de trabajo. Por ejem-
plo, en las áreas protegidas españolas, la Tabla 7 recoge 
algunas de las medidas de adaptación que se han desa-
rrollado en estos espacios (EUROPARC 2017). 
En el ámbito de los ecosistemas, existe consenso en-
tre los principales expertos en que las medidas de adap-
tación deben de ir en la línea de conservar los bosques 
remanentes, fomentar los bosques maduros, favorecer 
las masas mixtas, incrementar la diversidad genética de 
las especies, facilitar la evolución del monte bajo y del 
matorral, asegurar la conectividad entre formaciones ve-
getales hoy fragmentadas, diversificar los tipos de hábi-
tat a escala de paisaje y potenciar la multifuncionalidad 
del monte. La Tabla 8 resume las principales medidas de 
adaptación identificadas para minimizar los efectos ad-
versos debidos al clima cambiante (WWF España, 2012).
Marco conceptual
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La infraestructura verde y el fomento de la conectivi-
dad ecológica como medidas de adaptación al cambio 
climático 
Uno de los principales impactos del cambio climático 
sobre la biodiversidad es la contracción de las áreas de 
distribución de las especies o el cambio en la distribución 
de las especies en busca de sus condiciones climáticas 
adecuadas para sobrevivir. Existen ya evidencias cientí-
ficas para numerosas especies de estos efectos. Para el 
caso de España, se ha constatado por ejemplo como de-
bido al aumento de las temperaturas, la Mariposa Apolo 
(Parnassius apollo) cada vez se encuentra a mayor altitud, 
el salmón atlántico (Salmo salar) ha visto reducida su su-
pervivencia o ha aumentado la mortalidad de la Posidonia 
(Posidonia oceanica). 
Tabla 5. Hábitats y especies identificadas por gestores de áreas protegidas como sensibles al cam-
bio climático
Hábitats y especies en el límite de distribución altitudinal 
Bosques y prados subalpinos, hábitats supraforestales
Hayedos calcícolas, robledales de Quercus pyrenaica, tejedas, matorrales. 
Pastos psicroxerófilos, vegetación de ventisqueros (juncianales)
Fauna: culebra lisa europea, perdiz nival, perdiz pardilla, urogallo, armiño, Parnassius apollo
Flora: Leontopodium alpinum, Diphasiastrum alpinum, Ranunculus amplexicaulis, Silene ciliata, 
Geranium cinereum, Nepeta tuberosa, Ramonda myconi, Dryopteris mindshelkensis
Formaciones relictas ligadas a condiciones húmedas o frías 
Tundra alpina, bosques mesófilos
Pinsapares
Laurisilva canaria
Especies ligadas a microhábitats húmedos en zonas secas o subhúmedas (ej. Pinguicula vallisne-
riifolia, Narcissus longispathus)
Bosques en su límite de distribución
Encinares de Quercus ilex y Quercus rotundifolia
Pinares (sud-)mediterráneos de pinos negros endémicos




Hábitats y especies de tipo estépico
Hábitats de origen antrópico
Pastos y prados de siega, praderas de diente subatlánticas
Dehesas
Hábitats y especies litorales
Marismas halófilas, lagunas litorales, áreas intermareales
Bosques litorales
Hábitats dunares
Hábitats y especies marinos




Tabla 6. Tipologías de medidas de adaptación y algunos ejemplos genéricos
OPCIONES DE ADAPTACIÓN POR CATEGORÍAS





Estructuras de control, regulación, protección y estabilización; adaptación 
de infraestructuras y equipamientos situados en zonas vulnerables; 
relocalización.
Tecnología
Elaboración de diagnósticos y análisis de vulnerabilidad; sistemas de alerta 
temprana; sistemas de información y monitorización del cambio climático y 
sus impactos; herramientas de apoyo a la gestión adaptativa.
Basadas en ecosistemas
Restauración y conservación de ecosistemas; conservación de la diversidad 
biológica; creación de hábitats; mejora de la conectividad; infraestructura 
verde; soluciones naturales basadas en los servicios de los ecosistemas 
(AbE).
Servicios
Adaptación de sistemas e infraestructuras vulnerables asociados a la 
provisión de servicios básicos locales (agua, electricidad, transporte, 
comunicaciones) y uso público.
Sociales
Educación, capacitación
Integración en programas educativos; formación y capacitación técnica; 
creación de plataformas de intercambio de información, aprendizaje y 
buenas prácticas; creación de redes de cooperación; organización de 
seminarios, talleres, conferencias, jornadas.
Información, Investigación
Elaboración de mapas de peligrosidad, vulnerabilidad, riesgo; generación 
de bases de datos de alta resolución de indicadores; sistemas de alerta y 
respuesta temprana; servicios climáticos; evaluación y monitorización de 
los impactos en los ecosistemas; elaboración de proyecciones de impactos; 
desarrollo de nuevos escenarios, creación de redes de investigación.
Comportamiento
Sensibilización; voluntariado; convenios de evacuación; diversificación de 
actividades en zonas de riesgo; cambios en prácticas de uso del suelo y de 
uso público.
Institucionales
Economía Incentivos financieros, incluidos impuestos y subvenciones; seguros; evaluación económica de los servicios prestados por ecosistemas.
Leyes y regulaciones PORN; Planificación territorial; planificación sectorial; protección civil; 
códigos de construcción y edificación.
Planes y medidas
PRUG; planes locales de adaptación; programas de gestión de riesgos; 
gestión de concesiones; gestión integrada de cuencas hidrográficas; gestión 




Además, la fragmentación existente del hábitat mul-
tiplica el impacto del cambio climático (aumentando el 
riesgo de incendios, de plagas, etc.).
Por estos motivos, existe una clara necesidad de re-
forzar los ecosistemas frente a los impactos del cambio 
climático previstos y de facilitar el movimiento de las es-
pecies que migren hacia otras áreas, lo que se consigue 
asegurando la conectividad ecológica del territorio. Para 
ello es necesario ir más allá de la protección aislada de 
espacios naturales asegurando su conectividad mediante 
recuperación y mantenimiento de redes de conectividad 
con las medidas de gestión, conservación y restauración 
que sean necesarias.
El concepto de infraestructura verde, según la propia 
Estrategia Europea de Infraestructura Verde, comprende 
una red de zonas naturales y seminaturales y de otros 
elementos ambientales, planificada de forma estratégica, 
diseñada y gestionada para la prestación de una extensa 
gama de servicios ecosistémicos. Son posibles compo-
nentes de la infraestructura verde las zonas protegidas, 
ecosistemas de alto valor natural fuera de las zonas pro-
tegidas, ecosistemas como marismas costeras o llanuras 
aluviales que previenen de inundaciones, zonas naturales 
que actúan como pasillos o cinturones verdes, zonas de 
hábitat restaurados o regenerados, elementos artificiales 
como ecoductos o pasos de fauna o zonas multifuncio-
nales donde se promuevan usos del suelo que ayuden a 
conservar la biodiversidad. 
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Tabla 7. Medidas de adaptación aplicadas en espacios protegidos españoles
Restaurar ecosistemas 
Restauración de superficies incendiadas
Repoblaciones
Mantenimiento y recuperación de hábitats naturales
Mantenimiento de pastizales
Recuperación de formaciones de ribera
Adquisición y restauración de humedales en zonas litorales más vulnerables
Control de especies exóticas invasoras
Medidas de protección de suelos, cubiertas vegetales
Reducir otras presiones
Gestión de la ganadería para evitar impactos sobre la vegetación
Restringir modalidades de pesca agresivas
Reducir contaminación
Incrementar la resiliencia de masas forestales al cambio climático 
Promover masas mixtas
Apertura de espacios en bosques, creación de mosaicos de paisaje
Reducción de densidades
Introducir especies más resistentes a la aridez 
Eliminación de plantaciones forestales de gran demanda hídrica
Reducir demanda hídrica / mejorar ciclo hidrológico
Mejoras hidrológicas en lagunas (limpieza de canales, compuertas, etc.)
Actuación sobre los caudales circulantes en las cuencas reguladas 
Reducir extracciones de agua
Atención a especies
Translocación asistida de especies sensibles
Mejora de la conectividad de poblaciones fragmentadas
Evitar la fragmentación.
Favorecer las poblaciones especies de hábitats acuáticos, en especial anfibios (rehabilitación 
de charcas y estanques)
Seguimiento
Seguimiento climático
Seguimiento de especies o hábitats
Seguimiento de procesos ecológicos y sociales
Fuente: EUROPARC, 2017
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Tabla 8. Medidas de adaptación aplicadas en ecosistemas
IMPACTO PREVISTO MEDIDA DE ADAPTACIÓN
Incremento del riesgo de inestabilidad y vulne-
rabilidad de las masas forestales
 − Gestionar las masas forestales de forma responsable 
 − Mantener o incrementar los servicios ambientales del 
monte
 − Garantizar la sostenibilidad en el aprovechamiento
 − Considerar los regímenes de perturbaciones
 − Promover las masas mixtas e irregulares
Alteraciones en la capacidad de los bosques 
para proporcionar bienes y servicios esenciales  − Potenciar la multifuncionalidad del monte
Aumento de la frecuencia e intensidad de los 
incendios forestales
 − Evitar el apilado de restos y productos de corta duran-
te largos periodos de tiempo
 − Evitar las plantaciones homogéneas
 − Crear áreas cortafuegos de vegetación natural 
Expansión del área de actuación de plagas y 
enfermedades
 − Evitar el apilado de restos y productos de corta duran-
te largos periodos de tiempo
 − Impulsar programas de seguimiento y evaluación
Incremento del riesgo de procesos erosivos 
intensos como consecuencia del aumento en la 
intensidad de los aguaceros
 − Analizar el riesgo de erosión debido a la actividad 
forestal
 − Garantizar que la actividad forestal no incrementa los 
riesgos erosivos
 − Proteger el suelo
 − Corregir los posibles procesos erosivos
Aumento del riesgo de daños sobre el arbolado 
debido a vendavales
 − Promover las masas mixtas e irregulares
 − Conservar o restaurar los hábitats forestales originales
Impulsar programas de seguimiento y evalua-
ción  − Impulsar programas de seguimiento y evaluación
Mayor riesgo de invasión de especies exóticas
 − Controlar las especies empleadas en las plantaciones
 − Evitar la propagación de especies exóticas
 − Impulsar programas de seguimiento y evaluación 
 − Eliminar las especies invasoras que generan impactos 
ecológicos significantes
Incremento en los fenómenos de migración de 
especies o su extinción (pérdida de biodiversi-
dad)
 − Inventariar los hábitats y las especies de alto valor de 
conservación
 − Conservar de los hábitats y las especies inventariadas
 − Monitorizar
 − Facilitar la conectividad del territorio
 − Conservar o restaurar los hábitats forestales originales
 − Favorecer las masas mixtas e irregulares
Reducción de la disponibilidad hídrica
 − Elegir en las plantaciones las especies o los ecotipos 
mejor adaptados a las nuevas condiciones 
 − Mantener espesuras relativamente bajas
Merma capacidad regeneración natural
 − Favorecer los procesos de regeneración natural
 − Apoyo artificial a la regeneración natural con material 
genético de procedencia
Fuente: WWF España, 2012
Marco conceptual
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La infraestructura verde es una herramienta que con-
tribuye a reforzar la conectividad entre zonas naturales 
existentes y a mejorar la calidad ecológica de los ecosiste-
mas, por lo que se trata de una herramienta fundamental 
de adaptación al cambio climático. De hecho, por su con-
tribución a la conectividad y al aumento de la resiliencia 
de los ecosistemas mediante el fomento de los servicios 
ecosistémicos, esta también puede considerarse como 
un tipo de adaptación al cambio climático basada en los 
ecosistemas.
La infraestructura verde en el ámbito urbano supone 
un mecanismo de adaptación de la ciudad frente a los 
impactos del cambio climático (ver Síntesis temática II, 
Del Pozo & Rey, 2016), y también tiene un alto potencial 
como elementos de permeabilización y conexión de la 
ciudad con los espacios naturales periurbanos.
Integración de la adaptación en la restauración ecológica 
En el contexto actual, el reto de la restauración eco-
lógica debe ir más allá de un enfoque estático, ya que 
medidas dirigidas a restablecer las condiciones históricas 
son inciertas y difíciles de llevar a cabo con éxito. Son ne-
cesarias medidas más realistas y pragmáticas que tengan 
en cuenta las funciones y procesos ecosistémicos y los im-
pactos del cambio climático. Por ello, Harris et al. (2006) 
propusieron que el objetivo clave en restauración ecológi-
ca debe ser el equilibrio adecuado entre la reconstrucción 
de los sistemas naturales anteriores y la construcción de 
sistemas naturales flexibles para el futuro. 
Para materializar este nuevo objetivo en las prácticas 
de restauración se pueden barajar distintas opciones, a 
menudo complementarias, como por ejemplo:
- Considerar los rangos futuros de distribución de 
las especies: Una forma de hacer frente a los im-
pactos del cambio climático sería considerar los 
probables cambios en los rangos de distribución 
de las especies, que pueden ocurrir en respuesta 
al cambio climático. Actualmente existe un cono-
cimiento profundo sobre cómo algunas especies 
se desplazaron en el pasado en respuesta a climas 
cambiantes, el cual podría utilizarse para saber 
qué cambios futuros podrían producirse. Por otro 
lado, tenemos evidencias de desplazamientos 
actuales como consecuencia del calentamiento 
(Wilson et al. 2008). Además, los modelos de dis-
tribución potencial de las especies permiten com-
prender la variación en la distribución geográfica 
de éstas, como resultado del cambio climático, 
teniendo en cuenta sus tolerancias climáticas así 
como otras características (como la capacidad de 
dispersión). Estos modelos están siendo amplia-
mente utilizados (p. ej., Bakkenes et al. 2002; Skov 
& Svenning 2004), aunque actualmente hay un 
debate respecto a su validez, limitaciones y nivel 
de incertidumbre (Bakkenes et al. 2002; Hampe 
2004).
- Fomentar la resiliencia de los ecosistemas ante 
los futuros cambios ambientales: Es una de las es-
trategias fundamentales y puede incluir desde el 
aumento de una amplia gama de especies, tanto a 
nivel local como paisajístico, hasta la incorporación 
de la conectividad de hábitat como una caracterís-
tica determinante para mantener, restablecer o 
mejorar el movimiento de especies en respuesta a 
climas cambiantes (Opdam & Wascher 2004; Skov 
& Svenning 2004). Es decir, como un elemento cla-
ve en la toma de decisiones sobre restauración.
- Garantizar la resiliencia y capacidad de adapta-
ción de las especies: Un atributo necesario para 
que las poblaciones puedan persistir en su hábitat 
es asegurar la adaptación de las especies a las nue-
vas condiciones ambientales a través de la diver-
sidad genética entre y dentro de las poblaciones. 
Rice & Emery (2003) han sugerido que el espacio 
para el desarrollo evolutivo debe incorporarse a 
los programas de conservación y restauración. 
Dado que la asistencia a la microevolución parece 
ser otra de las alternativas de adaptación, la res-
tauración teniendo en cuenta genotipos o fenoti-
pos especiales puede ser clave.
- Mejorar la prestación de servicios ecosistémicos: 
Esta estrategia se centra en el mantenimiento de 
las propiedades relacionadas con la función de los 
ecosistemas (tales como la absorción y filtración 
de nutrientes, absorción y retención de agua, des-
composición de materia orgánica, etc.), las cuales 
pueden variar en número e importancia en función 
del tipo de ecosistema. Para implementar esta 
estrategia es necesario definir las funciones eco-
sistémicas del área a restaurar y llevar a cabo ac-
tividades diseñadas para mantener esas variables 
dentro de unos parámetros aceptables (Harris et 
al. 2006; Mawdsley et al. 2007), que garanticen la 




La Adaptación basada en Ecosistemas (AbE)
El concepto de “Adaptación basada en Ecosistemas” 
(AbE, o “Ecosystem Based Adaptation”, EbA, en inglés) 
es el uso de la biodiversidad y los servicios ecosistémicos 
como parte de una estrategia global de adaptación al 
cambio climático para reducir sus efectos adversos sobre 
la sociedad, la economía y el medio ambiente.
Algunos ejemplos de este tipo de adaptación son los 
siguientes:
- Mantenimiento o restauración de ecosistemas 
costeros (como lagunas, sistemas dunares, etc.) 
para reducir las inundaciones costeras, la erosión 
y aumentar la protección frente a tormentas.
- La gestión sostenible de los ríos y humedales au-
menta la seguridad hídrica en épocas de sequía.
- La gestión sostenible de los montes puede limitar 
la frecuencia e intensidad de los incendios.
- Las buenas prácticas agrarias como el fomento 
de las variedades y razas autóctonas, el control 
biológico de plagas, las cubiertas vegetales, etc., 
la diversificación del mosaico agrario, etc., ayudan 
a lidiar con efectos del cambio climático como el 
incremento de plagas, sequías, etc.
Como ejemplo de las evidencias científicas de cómo 
los ecosistemas mejor conservados contribuyen a mini-
mizar los impactos del cambio climático, un estudio de 
la revista “Nature” (Forest I. et al., 2015), sugiere que los 
ecosistemas de pastos con más biodiversidad de especies 
tienen una productividad más alta en escenarios de cam-
bio climático, más resiliente frente a periodos de sequía. 
Los resultados sugieren que el incremento de la biodiver-
sidad estabiliza la productividad de los ecosistemas, y los 
servicios ambientales que estos proveen, incrementando 
su adaptación frente a los efectos adversos del cambio 
climático.
Los beneficios de la adaptación al cambio climático 
basada en los ecosistemas tienen una mejor/buena rela-
ción coste-efectividad, generan beneficios sociales, eco-
nómicos, ambientales y culturales a la vez que contribu-
yen a la conservación de la biodiversidad. Además es una 
forma de adaptación accesible a las poblaciones locales, 
dada su interacción y dependencia de los ecosistemas, y 
puede contribuir a mantener el conocimiento tradicional 
y los valores culturales. 
A la vez, este tipo de adaptación puede vincularse a 
la mitigación al cambio climático puesto que mediante la 
gestión sostenible de bosques y humedales, se aumenta 
su potencial de secuestrar y almacenar carbono. El Con-
venio de Diversidad Biológica muestra también una serie 
de ejemplos de medidas de adaptación, con los objetivos 
principales en términos del servicio ecosistémico al que 
apunta y los co-beneficios asociados en la dimensión so-
cial, económica y ambiental (conservación de la biodiver-
sidad y mitigación del cambio climático) (Tabla 9).
56
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
Tabla 9. Algunos ejemplos de medidas de adaptación y co-beneficios asociados
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Fuente: CBD, 2009
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3.4 Infraestructura verde 
3.4.1 Concepto de Infraestructura verde
De acuerdo a la Comision Europea, la infraestructura verde 
(IV) es una red estratégicamente planificada de espacios 
naturales y seminaturales y otros elementos ambientales 
diseñados y gestionados para ofrecer una amplia gama de 
servicios ecosistémicos. Incluye espacios verdes (o azules 
si se trata de ecosistemas acuáticos) y otros elementos fí-
sicos en áreas terrestres (naturales, rurales y urbanas) y 
marinas (Comisión Europea, 2013). La Comisión Europea 
considera la infraestructura verde como una herramien-
ta de eficacia probada que aporta beneficios ecológicos, 
económicos y sociales mediante soluciones naturales y 
que nos ayuda a comprender el valor de los beneficios que 
la naturaleza proporciona a la sociedad humana y a movili-
zar inversiones para sostenerlos y reforzarlos. 
La infraestructura verde se concibe como una red 
ecológicamente coherente y estratégicamente planifica-
da compuesta por un conjunto de áreas naturales y semi-
naturales, elementos y espacios verdes rurales y urbanos, 
y áreas terrestres, dulceacuícolas, costeras y marinas, 
que en conjunto mejoran el estado de conservación de 
los ecosistemas y su resiliencia, contribuyen a la conser-
vación de la biodiversidad y benefician a las poblaciones 
ADAPTACIÓN EN LOS ESPACIOS PROTEGIDOS EN ESPAÑA
Los espacios protegidos, por su extensión (en España el 27% del territorio), por el valor de los ecosistemas que 
albergan, por la experiencia de gestión, y por la mayor dotación de medios respecto al territorio no protegido, 
son escenarios privilegiados para la puesta en práctica de mecanismos de adaptación al cambio climático basa-
dos en el mantenimiento de ecosistemas en buen estado.
En primera instancia, los espacios protegidos pueden mejorar la capacidad de respuesta de los ecosistemas al 
cambio climático al mantener éstos en un buen estado de conservación, eliminando o reduciendo el impacto 
de otras actividades y ofreciendo así una de las “soluciones naturales” más eficaces contra la crisis climática 
(IUCN –WPA, 2004; Dudley et al., 2010).
El papel de los espacios protegidos en relación a la adaptación se centra en tres ámbitos de actuación principa-
les: 
1. Seguimiento de cambio climático: Los espacios protegidos, cuentan con una larga tradición en el desarrollo 
de sistemas de seguimiento de diferentes componentes del medio ambiente, (EUROPARC-España, 2005; 
Stem et al., 2005; http://enpdata.wikispaces.com/). Destacan entre ellas la Red de seguimiento del cambio 
global de la red de parques nacionales, la red Climadat y la Red Española de Investigación Ecológica a Largo 
Plazo (LTER-España) 
2. Investigación: los espacios protegidos son escenarios privilegiados para la investigación. Aunque no existen 
programas específicos de investigación, salvo el “Programa de investigación de la red de seguimiento del 
cambio global”, que ha financiado 30 proyectos específicamente dirigidos al cambio climático en parques 
nacionales.
3. Proyectos piloto de adaptación: Los espacios protegidos son lugares donde se ejecutan multitud de pro-
yectos destinados a mantener o mejorar el estado de conservación de especies, hábitats, ecosistemas y 
paisajes. 
Los proyectos piloto de adaptación que se realizan en áreas protegidas están generalmente dirigidos a los in-
crementar la resiliencia de los ecosistemas mediante un aumento de su heterogeneidad espacial o estructural 
y de la biodiversidad, en especial en el caso de bosques. En ciertos ámbitos como el marino, la ausencia de in-
formación básica sobre la distribución y estado de conservación de los ecosistemas hace más difícil determinar 
medidas concretas de adaptación.
Marco conceptual
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humanas mediante el mantenimiento y mejora de las 
funciones que generan los servicios de los ecosistemas 
(Naumann et al. 2011a). 
La inversión en una infraestructura verde tiene tam-
bién una lógica económica: optar por soluciones basadas 
en la naturaleza, por ejemplo, para mitigar los efectos 
negativos del cambio climático, es más rentable que sus-
tituir esos servicios perdidos por soluciones tecnológicas 
humanas.
3.4.2 Funciones de la infraestructura verde
La esencia de la infraestructura verde es su multifuncio-
nalidad. Puede atender múltiples necesidades de forma 
simultánea: funciones ecológicas, productivas (económi-
cas) y culturales, pero a diferencia del concepto de soste-
nibilidad, este concepto es la suma de funciones y no su 
intersección (Lovell y Taylor, 2013) (ver Anexo VIII). 
La biodiversidad sigue siendo el núcleo de la infraes-
tructura verde, pero es mucho más que un instrumento 
de conservación de la biodiversidad. Es frecuente su com-
paración con la infraestructura gris, la correspondiente a 
la ingeniería civil convencional, ya que ésta por lo general 
sólo desempeña funciones individuales, mientras que la 
infraestructura verde proporciona múltiples soluciones 
que suelen ser más baratas, robustas, y más sostenibles 
económica y socialmente.
Desde la concepción de la UE, la infraestructura verde 
pretende favorecer la conectividad de las poblaciones de 
fauna y flora para garantizar su conservación a largo pla-
zo al mismo tiempo que mejora y fortalece las funciones 
de los ecosistemas que son las responsables del suminis-
tro de los servicios ecosistémicos. La infraestructura ver-
de se destaca por mejorar la calidad de vida de diferentes 
maneras, a través de sus aportaciones ambientales, so-
Figura 4. Concepción multifuncional de la infraestructura verde. Adaptado de la CE (2012).
59
ciales y económicas, todas ellas basadas en el uso multi-
funcional del capital natural. La multifuncionalidad de la 
infraestructura verde podría contribuir a la consecución 
de una amplia serie de objetivos de diferentes políticas 
tanto transversales como sectoriales y cumplir con las ne-
cesidades de una amplia variedad de grupos de interés. 
Algunas de las múltiples funciones de la infraestructura 
verde aparecen recogidas en la Figura 4. La Comisión Eu-
ropea (2014) destaca:
- Protección de los ecosistemas y de la biodiversi-
dad.
- Mejorar las funciones ecológicas de los ecosiste-
mas y, por tanto, promover los servicios ecosisté-
micos .
- Promover una mejor calidad de vida y bienestar 
humano.
- Promover el desarrollo de la economía verde y una 
gestión sostenible del territorio.
3.4.3 Estrategia de la UE en materia de 
infraestructura verde 
Dadas las potencialidades de la infraestructura verde, la 
UE la ha reconocido como un instrumento importante 
para dirigir la política regional y el desarrollo sostenible 
en Europa y sitúa su uso en el contexto de su Estrate-
gia de Crecimiento Europa 2020. Así, la UE busca la inte-
gración de la infraestructura verde en las políticas de la 
Unión, considerando sistémicamente la infraestructura 
verde en los procesos de planificación y toma de deci-
siones para reducir la pérdida de los servicios ecosistémi-
cos asociados con la futura ocupación de suelo, y ayudar 
a mejorar y restaurar las funciones de los ecosistemas. 
El uso de infraestructura verde puede ayudar a aplicar 
eficazmente políticas cuyos objetivos pueden cubrirse, 
al menos parcialmente, mediante soluciones basadas 
en la naturaleza. En los Fondos de Cohesión, la Política 
Agrícola Común, el Horizonte 2020, los proyectos LIFE, 
el Fondo Europeo Marítimo y de Pesca, o el Fondo Euro-
peo de Desarrollo Regional, la infraestructura verde se 
identifica específicamente como una de las prioridades 
de inversión. 
Dado su carácter multifuncional, la infraestructura 
verde ha logrado ser reconocida además en otros ámbi-
tos de las políticas de la UE y esta legislación ya existente 
debería emplearse para promover su implementación, en 
particular el VII Programa de Acción en materia de Medio 
Ambiente, la Directiva de Hábitats y la Directiva de Aves, 
la Evaluación de Impacto Ambiental y la Evaluación Estra-
tégica, la Política Regional 2014–2020, la Directiva Marco 
del Agua, la Directiva sobre Nitratos, la Directiva sobre 
Inundaciones y la Estrategia de Adaptación al Cambio Cli-
mático de la UE. Un resumen de las implicaciones de la in-
fraestructura verde en las políticas europeas se muestra 
en la Tabla 10.
Para avanzar en su implementación, la UE ha desarro-
llado su Estrategia en materia de infraestructura verde 
que pretende crear el marco adecuado para progresar 
en su implementación y, más específicamente, apoyar 
la consecución del Objetivo 2 de la Estrategia Europea 
de Biodiversidad para 2020, esto es, el mantenimiento y 
mejora de ecosistemas y servicios ecosistémicos no más 
tarde de 2020 mediante la implementación y mejora de la 
infraestructura verde y la restauración de al menos el 15 % 
de los ecosistemas degradados.
Insta igualmente a los Estados miembros a desarro-
llar sus propias estrategias de infraestructura verde y a 
identificar y evaluar el estado de los ecosistemas y de 
sus servicios a escala nacional. Esta labor contribuirá a la 
determinación del valor económico de los servicios eco-
sistémicos y promoverá su integración en los sistemas 
nacionales de contabilidad para 2020.
Aunque no sólo está orientada a la conservación de 
la biodiversidad, la infraestructura verde hunde sus raíces 
en la Estrategia de la UE sobre Biodiversidad (Figura 5). 
Así, la Estrategia hasta 2020 pretende fortalecer la imple-
mentación de políticas y la toma de decisiones basadas 
en la evidencia empírica con los mejores datos, informa-
ción y conocimiento disponibles, lo que incluye el mapeo 
y la evaluación del estado de los servicios ecosistémicos. 
El Objetivo 2 de la Estrategia se orienta al manteni-
miento y mejora del estado de conservación los ecosiste-
mas mediante el establecimiento de una infraestructura 
verde y la restauración de al menos un 15% de los ecosis-
temas degradados.
En particular, la Acción 5 pretende mejorar el cono-
cimiento sobre el estado de los ecosistemas europeos y 
de los servicios que proporcionan. Específicamente, “los 
Estados Miembros, asistidos por la Comisión, elaborarán 
la cartografía y evaluarán el estado de los ecosistemas y 
sus servicios en sus territorios para el 2014, cuantificando 
económicamente tales servicios y promoviendo su inte-
gración en los sistemas de contabilidad e información 
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Tabla 10. Resumen de las implicaciones de la infraestructura verde en las políticas europeas
Área Políticas de la UE e instrumentos 
para la infraestructura verde
Posibles medidas
Europa 2020
Estrategia Europea 2020 Significancia política a través del COM
Iniciativa “Unión por la innovación” Seguimiento detallado sobre la contribución de la IV a la eco-innovación
Iniciativa “Uso eficiente de los 
recursos” dentro de la Estrategia 2020
Seguimiento detallado sobre la contribución de la IV al uso 
eficiente de los recursos
Estrategia ambiental 7º Programa de Acción en materia de Medio Ambiente
Incorporación de la IV en estrategias integradas y en la 
planificación con especial énfasis en los beneficios para la 
salud
Política agraria
Pilar I de la PAC: medidas ambientales 
incluida la condicionalidad
Terrenos de interés ecológico, rotación de cultivos, 
mantenimiento y restauración de pastos permanentes y 
paisajes agrícolas funcionales, etc.
Pilar 2 de la PAC: Fondos FEADER 
Medidas ambientales bajo el Pilar 2 de la PAC (ayudas agro-
ambientales)
Ayudas silvo-ambientales y los pagos Natura 2000
Pilar 2 de la PAC — Formación, 
asesoramiento, disposiciones 
de planificación - Sistema de 
asesoramiento a las explotaciones
Integración de la IV en la educación y la formación y el 
restablecimiento de las zonas rurales
Política forestal Estrategia Forestal de la UE de 1998 y la futura nueva Estrategia Forestal
Integración de la IV en la planificación y gestión forestal 
(desfragmentación, restauración de los bosques, etc.)
Biodiversidad y 
Naturaleza
Estrategia de la UE sobre Biodiversidad 
para 2020 
Desarrollo e implementación de todos los objetivos, en 
particular los ligados a las acciones 5, 6 y 7
Directiva de Aves Aplicación del Artículo 3
Directiva Hábitat Aplicación del Artículo 10
Esquema voluntario para la 
biodiversidad y los servicios de los 
ecosistemas (BEST) en los territorios 
europeos de ultramar
Financiación de la IV en los territorios de la UE en ultramar
LIFE Financiación de proyectos de IV
Política de aguas
Directiva Marco del Agua Aplicación del concepto de IV en las políticas de gestión de 
las cuencas hidrográficas
Directiva de Inundaciones Mejores opciones ambientales para la gestión de avenidas e inundaciones
Política de la EU sobre la sequía y la 
escasez de agua 
Soluciones basadas en la IV para aumentar la resiliciencia 
frente a sequías
Plan sobre Recursos Hídricos Medidas naturales para la retención de agua
Política de suelos
Estrategia Temática para la Protección 
de los Suelos Directrices para el sellado del suelo
Propuesta de Directiva con un marco 
de trabajo para la protección del 
recurso suelo
Planificación integrada de las cuestiones edáficas
Políticas de cambio 
climático
Estrategia de la UE para la Adaptación 
y Mitigación Directrices para la adaptación basadas en la IV
Roadmap para una economía baja en 
carbono en 2050 Usos de suelo, cambio de uso de suelo y selvicultura.
Continúa en la siguiente página  â
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Tabla 10. CONTINUACIÓN
Área Políticas de la UE e instrumentos 
para la infraestructura verde
Posibles medidas
Políticas de cohesión, 
incluida la cohesión 
territorial
Política Regional (Política de Cohesión) Incluir la IV dentro de los Fondos FEDER, los Fondos de Cohesión y los del Fondo Social Europeo 
Ayuda Conjunta en Apoyo de 
Proyectos e Inversiones en Regiones 
Europeas
Uso de fondos de innovación para la financiación de 
grandes proyectos de IV
Estrategias Macro-regionales
La inclusión de la IV en los programas y estrategias 
de ejecución de macro-regional, así como programas 
transfronterizos, transnacionales e interregionales
Transporte y energía
Red Transeuropea de Transporte 
(TEN-T) y de Energía (TEN-E)
Inclusión de medidas para limitar la fragmentación y 
mejorar la conectividad en las directrices TEN (Trans-
European Network)
Libro blanco de la UE sobre transporte Uso de la IV para la planificación de un sistema de transportes bajo en emisiones de carbono
Política Energética IV urbana como ejemplo de eficiencia energética en 
edificios
Mecanismo “Conectar Europa” Integrar la IV en la implementación de las TEN
Evaluación de impacto. 
Prevención de daños
Directivas de Evaluación de Impacto 
Ambiental (EIA) Llevar a cabo una revisión de la Directiva de EIA
Directiva sobre Evaluación Ambiental 
Estratégica (EAE)
Directrices sobre la inclusión de la biodiversidad y el 
cambio climático en la EIA y EAE
Directiva sobre Responsabilidad 
Ambiental Evaluar la IV como parte de la remediación
Planificación territorial
Esquema de Desarrollo Espacial 
Europeo Promoción de la IV en todos los niveles territoriales
Programa de la Red Europea de 
Observación del Desarrollo y la 
Cohesión Territorial
Promoción de la IV como una herramienta inter-territorial
Agenda Territorial de la UE para 2020 Uso de la IV para una planificación territorial integral
Estrategia Urbana Promoción de soluciones urbanas y peri-urbanas basadas en la IV
Políticas costeras y 
marítimas
Directiva Marco sobre la Estrategia 
Marina Aplicación de la IV en el ambiente marino
Estrategia EU sobre Planificación 
Espacial Marítima
Uso de la IV para una planificación integral del territorio en 
mares y océanos
Recomendaciones para el Manejo 
Integrado de la Zona Costera
Uso de la IV para promover la provisión de servicios de los 
ecosistemas costeros
Política Pesquera / Fondo Europeo 
Marítimo y de Pesca
Inclusión de la IV azul dentro de las acciones del Fondo 
Europeo Marítimo y de Pesca
Medio ambiente y salud Plan de Acción en Medio Ambiente y Salud 
Empleo de la IV para la obtención de beneficios para la 
salud, especialmente en áreas urbanas
Investigación Horizonte 2020, Programa marco para la investigación y la innovación Financiación de proyectos relacionados con la IV
Cooperación 
internacional Cooperación al desarrollo Apoyo a soluciones basadas en la IV 
Respuesta ante 
emergencias por riegos 
naturales
Políticas de reducción de los riesgos 
Uso de productos derivados del sistema Copérnico para el 
mapeo de la IV
Uso de la IV para una reducción de los riesgos naturales 
siguiendo un enfoque ecosistémico. 
Fuente: Adaptado de European Environmental Agency, 2011
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La Agencia Europea de Medio Ambiente (AEMA) ha 
llevado a cabo varios estudios en los que se hace una 
revisión del estado de conocimiento en materia de in-
fraestructura verde para que sirvan de apoyo a los res-
ponsables de la formulación de políticas y favorezcan la 
difusión del concepto de infraestructura verde en la so-
ciedad europea. Los tres principales documentos son:
- “Informe sobre Infraestructura Verde y Cohesión 
Territorial”, publicado en 2011. Se insiste en la im-
portancia de desarrollar herramientas para medir 
la infraestructura verde y se dan métodos para 
establecer prioridades a escala nacional y regional 
(European Environmental Agency, 2011). 
- “Análisis Espacial de la Infraestructura Verde en 
Europa”, publicado en 2014. En él se evalúa la in-
fraestructura verde como un concepto ecológico 
y territorial que promueve un mejor estado de 
conservación y la resiliencia de los ecosistemas, 
contribuye a la conservación de la biodiversidad y 
beneficia al ser humano mediante la prestación de 
servicios ecosistémicos (European Environmental 
Agency, 2014).
- “Explorar soluciones naturales: el papel de la in-
fraestructura verde en la mitigación de las catás-
trofes naturales relacionadas con el cambio me-
teorológico y climático” (European Environmental 
Agency, 2015).
3.4.4 Bases fundamentales de la 
infraestructura verde
Considerando el concepto de infraestructura verde de-
finido por la Comisión Europea, la base fundamental de 
esta red ecológica coherente y estratégicamente planifi-
cada es la integración de la biodiversidad y la multifun-
cionalidad de la infraestructura verde (múltiples servicios 
que aporta la naturaleza a los seres humanos: ocio, cul-
tura, calidad del aire, etc.) de tal modo que su gestión se 
concibe desde una perspectiva sistémica. Así, la infraes-
tructura verde está ligada a diferentes conceptos tales 
como capital natural, multifuncionalidad, soluciones ba-
sadas en la naturaleza, servicios ecosistémicos, conecti-
vidad, restauración ecológica o resiliencia y capacidad de 
adaptación.
3.4.4.1 Concepto de capital natural 
La Evaluación de Ecosistemas del Milenio de España 
(EME) define el Capital Natural desde una visión socioló-
gica como aquellos ecosistemas con integridad ecológi-
Figura 5. Acciones dentro del objetivo 2 de la Estrategia Europea de Biodiversidad para 2020 que 
están relacionadas con la infraestructura verde. Extraído de European Environmental 
Agency, 2014.
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ca y resilientes (es decir, con aptitud para lidiar con las 
perturbaciones) y que, por tanto, tiene la capacidad de 
ejercer funciones y suministrar servicios a la sociedad, 
contribuyendo al bienestar humano.
3.4.4.2 Multifuncionalidad
Uno de los aspectos más atrayentes del desarrollo 
conceptual de la infraestructura verde es su carácter 
multifuncional, esto es, su capacidad para desempeñar 
múltiples funciones ambientales (ej. conservación de la 
biodiversidad o adaptación al cambio climático), socia-
les, y económicas (ej. creación de empleo o incremento 
del valor de las propiedades) en un mismo ámbito terri-
torial.
La multifuncionalidad es un rasgo diferenciador de la 
infraestructura verde frente a la mayor parte de los ele-
mentos constitutivos de la IG, los cuales suelen estar di-
señados para desempeñar una única función (Naumann 
et al. 2011a).
Sin embargo, esta misma funcionalidad hace que la 
evaluación y el seguimiento de tales funciones resulte 
complejo, no sólo porque se requieren diferentes tipos 
de mediciones para evaluar las diferentes funciones sino 
también es necesario valorar las posibles interacciones 
entre estas funciones y sus impactos.
3.4.4.3 Soluciones basadas en la naturaleza 
Son las estrategias y medidas que hacen buen uso de los 
diferentes servicios de la naturaleza para hacer frente a 
retos tales como la adaptación y mitigación de los efectos 
del cambio climático, la seguridad alimentaria, el uso de 
los recursos hídricos, o la gestión de los riesgos naturales 
(Balian et al. 2014, Kabisch et al. 2016).
3.4.4.4 Servicios ecosistémicos
La Evaluación de los Ecosistemas del Milenio define los 
“servicios ecosistémicos” (SE) como aquellos beneficios 
que la gente obtiene de los ecosistemas. Se tiene eviden-
cia científica de que las condiciones de los servicios eco-
sistémicos han empeorado en las últimas décadas y a la 
vez, el uso que el ser humano hace de ellos no para de 
aumentar a escala global (Carpenter et al. 2009).
La valoración de dichos servicios ecosistémicos ha 
cobrado fuerza en la agenda política. Por ejemplo, las 
valoraciones económicas son fáciles de comunicar a las 
partes interesadas y al público en general. Además pro-
porciona un marco mediante el cual algunas de las fun-
ciones de los ecosistemas pueden evaluarse y, eventual-
mente, compararse con otras opciones de actuación. Por 
tanto, genera unos indicadores que pueden guiar la toma 
de decisiones. No obstante, todavía hay varios servicios 
ecosistémicos para los que es difícil hacer una valoración, 
en particular los valores más culturales y estéticos.
3.4.4.5 Conectividad 
Uno de los objetivos de la infraestructura verde es garan-
tizar la conectividad de las poblaciones de fauna y flora 
para contribuir a su conservación a largo plazo. Por tanto, 
en la planificación de la infraestructura verde se deberá 
cuantificar el grado de conectividad. Para ello, se cuenta 
con diferentes tipos de índices de conectividad como por 
ejemplo:
- Área conectada equivalente: se define como el 
tamaño de un solo parche que proporcionaría la 
misma probabilidad de conectividad que el patrón 
real de hábitats en el paisaje (Saura et al. 2011). 
- Tamaño efectivo de malla: expresa la probabilidad 
de que dos puntos cualquiera escogidos al azar en 
una región estén conectados, es decir, que no es-
tén separados por barreras como vías de transpor-
te, áreas urbanizadas, parcelas de intensificación 
agraria u otras características naturales. Cuantas 
más barreras fragmenten el paisaje, menor será la 
probabilidad de que dos puntos están conectados, 
y menor sea el tamaño de la malla efectiva que se 
mide en km2 (Jaeger et al., 2008).
3.4.4.6 Resiliencia y capacidad de adaptación
La resiliencia ecológica es la capacidad de un sistema de 
experimentar perturbaciones y mantener su estructura, 
funcionamiento, bucles de realimentación y por tanto su 
integridad ecológica (Walker et al. 2004). Entre los obje-
tivos fundamentales de la infraestructura verde se tiene 
el incremento de su resiliencia en un contexto de cambio 
climático y de cambio global. Ecosistemas resilientes es-
tarán mejor preparados para adaptarse a dicho cambio. 
3.4.5 Los beneficios del desarrollo de 
estrategias de infraestructura verde
La infraestructura verde tiene un considerable poten-
cial para ofrecer soluciones del tipo win-win al abordar 
al mismo tiempo varios aspectos y aportar el mayor nú-
mero de beneficios dentro de un marco financiero viable 
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(Comisión Europea 2012). Por lo tanto, la infraestructura 
verde puede ser una valiosa herramienta para la toma 
de decisiones y el establecimiento de políticas orienta-
das al desarrollo sostenible y el crecimiento inteligente 
mediante el cumplimiento de los objetivos múltiples y en 
diversas demandas y presiones (European Environmen-
tal Agency 2011).
La Tabla 11 muestra un listado de los potenciales be-
neficios de la implementación de una infraestructura 
verde de acuerdo a la Estrategia Europea de infraestruc-
tura verde. Aparecen ordenados por grandes grupos 
de beneficios e incluyen aspectos relacionados con el 
incremento de la eficiencia en el suministro de servicios 
ecosistémicos, la mitigación y la adaptación al cambio cli-
mático, la prevención de desastres, la gestión del agua 
y del suelo, la gestión del territorio, los beneficios para 
la conservación, las actividades agrícolas y silvícolas, el 
transporte o la energía. También factores socio-econó-
micos como el empleo, el bienestar social, el turismo y 
las actividades recreativas, la educación o la resiliencia. 
Los beneficios de la infraestructura verde son alta-
mente interdependientes. Con frecuencia, la mejora en 
uno de los aspectos genera también importantes siner-
gias. Por ejemplo, en una llanura fluvial el bienestar so-
cial depende del control de las inundaciones y ésta a su 
vez depende de la prestación de servicios de regulación 
por parte de los ecosistemas como la protección del re-
curso suelo frente a la erosión. Estos, a su vez, son de-
pendientes de la propia biodiversidad que los sostiene.
3.4.6 Elementos de una infraestructura verde
Hay un número considerable de elementos que pueden 
formar parte de la infraestructura verde, desde espacios 
protegidos para la conservación de la biodiversidad hasta 
áreas verdes urbanas o la red de setos en los márgenes 
de campos de cultivo. La infraestructura verde incluye 
áreas restauradas e incluso algunos elementos de la IG, 
como por ejemplo los pasos de fauna y drenajes adapta-
dos para disminuir la fragmentación causada por las in-
fraestructuras lineales.
A continuación se presenta una clasificación de los 
elementos de una infraestructura verde tomando los se-
ñalados por la Comisión Europea (2012) como partes in-
tegrantes de dicha infraestructura verde y haciendo una 
clasificación de los mismos en base a las funciones que 
cumplen dentro de la infraestructura verde: 
I. Áreas núcleo (Core areas): donde la conservación de 
la biodiversidad tiene importancia prioritaria, incluso 
aunque esa zona no se encuentre legalmente protegi-
da.
a. Áreas de alto valor ecológico: que funcionan 
como los núcleos de toda la infraestructura ver-
de. Estas áreas se encuentran con frecuencia 
bajo algún régimen de protección, como la Red 
Natura 2000, pero también otros espacios orien-
tados a la conservación de la vida silvestre, por 
ejemplo, las áreas marinas protegidas, los par-
ques naturales, etc. 
b. Ecosistemas bien conservados y áreas de alto 
valor ecológico fuera de los espacios protegidos: 
llanuras aluviales, humedales, litorales, bosques 
naturales, etc. 
c. Sistemas y áreas cuyo valor natural es producido 
por prácticas agrarias sostenibles: sistemas agra-
rios de alto valor natural (contemplados en la re-
glamentación europea de la PAC)
II. Corredores ecológicos: tienen por objeto mantener 
la conectividad ecológica mediante nexos físicos en-
tre las áreas núcleo. Los tres tipos de corredores que 
suelen identificarse dentro de la infraestructura verde 
son:
- Los corredores lineales: largas franjas de vege-
tación tales como setos, franjas de bosque o la 
vegetación que crece en márgenes de ríos y arro-
yos.
- Stepping stones: una serie de pequeños teselas, 
no conectadas, que favorece a la fauna los des-
plazamientos de un lugar a otro.
- Los corredores paisajísticos o territoriales: franjas 
de territorio, elementos del paisaje sin interrup-
ciones, cuyos hábitats permiten la reproducción, 
la invernada y el desplazamiento de especies sil-
vestres. 
• Las vías y cinturones verdes: las primeras son 
pasillos del suelo no urbanizable y los segun-
dos son los parques o terrenos rurales que se 
encuentran en torno o dentro de una ciudad 
o cualquier otro tipo de asentamiento huma-
no.
• Elementos artificiales, como ecoductos, pasos 
de fauna, o puentes verdes diseñados para fa-
vorecer la movilidad de las especies a través 
de infraestructuras lineales antropogénicas. 
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Tabla 11. Beneficios potenciales de la infraestructura verde
GRUPO DE BENEFICIOS BENEFICIO ESPECÍFICO
1. Aumento de la eficiencia 
en el suministro de servicios 
ecosistémicos
Mantenimiento de la fertilidad de los suelos
Control Biológico
Polinización
Almacenamiento de recursos hídricos
2. Mitigación y adaptación al 
cambio climático
Secuestro y almacenamiento de carbono
Control de Temperaturas
Control de los daños por eventos extremos
3. Prevención de desastres
Control de la erosión
Reducción del riesgo de incendios forestales
Reducción del peligro de inundaciones
4. Gestión del agua
Regulación de los flujos hídricos
Purificación del agua
Provisión del recurso agua
5. Gestión del suelo
Reducción de la erosión del suelo
Mantenimiento/Incremento de la materia orgánica en el suelo
Incremento de la fertilidad y la productividad del suelo
6. Gestión del territorio
Mejora de la calidad del territorio haciéndolo más atractivo
Incremento del valor de las propiedades
7. Beneficios para la 
conservación
Valor de existencia de hábitats, especies y diversidad
Valor altruista de hábitats, especies y la diversidad genética para 
las generaciones futuras
8. Agricultura y silvicultura
Resiliencia multifuncional
Aumento de la polinización
Aumento del control de plagas
9. Transporte y energía con 
bajas emisiones en carbono
Soluciones para el transporte más integradas
Soluciones innovadoras en materia energética
10. Inversión y empleo
Mejor imagen
Incremento de la inversión
Más empleo
Mayor productividad laboral
Diversificación de la economía local
11. Salud y bienestar social
Calidad del aire
Regulación de los niveles de ruido
Facilitar el ejercicio y el esparcimiento
Mejores condiciones para la salud
12. Turismo y recreación
Destinos más atractivos
Regulación de los niveles de ruido
13. Educación Recurso educativo y laboratorio natural
14. Resiliencia Resiliencia de los servicios de los ecosistemas
Fuente: Adaptado de European Environmental Agency, 2011
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• Escalas de peces u otro tipo de estructuras 
que permitan a los organismos dulceacuíco-
las vencer las barreras al desplazamiento que 
suponen presas u otro tipo de construcciones 
humanas, fomentando así la conectividad a lo 
largo de los cursos acuáticos.
• Vías pecuarias funcionales con trashumancia.
III.	 Áreas	 de	 amortiguación	 (Buffer	 zones):	 protegen la 
red ecológica de influencias dañinas externas. Se trata 
de áreas transicionales donde se fomenta una compa-
tibilización de los usos.
IV. Otros elementos multifuncionales: donde se lleva a 
cabo una explotación sostenible de los recursos natu-
rales junto con un mantenimiento adecuado de buena 
parte de los SE. 
• Tierras destinadas a la agricultura que se ges-
tionan de forma sostenible incluyendo criterios 
orientados a la protección de la biodiversidad y 
de los ecosistemas, pero no incluidas las áreas 
agrarias de alto valor natural (AVN).
V. Elementos urbanos: como parques, jardines, áreas 
recreativas y deportivas, bosques urbanos, calles ar-
boladas, glorietas ajardinadas, cementerios, jardines 
privados, cubiertas verdes, jardines comunitarios, cu-
biertas y muros verdes huertos urbanos, y estanques 
y canales, entre otros, adecuadamente gestionados 
para favorecer la biodiversidad y los servicios que 
presta a la sociedad.
Debido a la multifuncionalidad propia de la infraes-
tructura verde, en la práctica estos elementos de la in-
fraestructura verde no pueden incluirse de forma inequí-
voca en una única categoría. 
Para mejorar dicha infraestructura verde, fomentar 
la conectividad y potenciar las funciones de los ecosiste-
mas, se promueve la restauración del paisaje y los eco-
sistemas. Ésta puede ser “pasiva” cuando cesa la activi-
dad, o “activa” que implica acciones específicas como la 
reforestación de terrenos abandonados, restauración de 
humedales, praderas, bosques de ribera, etc.
3.4.7 Estructura multiescalar y multisectorial 
de la infraestructura verde 
La infraestructura verde se acerca a una estructura frac-
tal, con elementos que van desde la escala continental 
como grandes corredores transnacionales que contribu-
yen a garantizar la conservación de las especies al favo-
recer los flujos genéticos a largo plazo, hasta elementos 
de reducidas dimensiones que tienen un gran valor para 
la biodiversidad y la provisión de servicios de los ecosis-
temas a escala local. Al desempeñar varias funciones a 
varias escalas, considerando e integrando las múltiples 
conexiones e interacciones tan esenciales en el medio 
ambiente, la infraestructura verde se constituye como 
una herramienta de gestión muy eficaz.
Los servicios ecosistémicos provistos por la infraes-
tructura verde varían con la escala y el tipo de ecosis-
tema. No es necesario que todos los elementos de la 
infraestructura verde ofrezcan todos los servicios, pero 
con frecuencia unos ecosistemas sanos proporcionan 
muchos de ellos.
Esta estructura multiescalar tiene que reflejarse en 
el diseño y concepción de la infraestructura verde como 
red ecológicamente coherente e implica la búsqueda de 
una articulación entre los diferentes actores y niveles de 
competencias que se superponen en el territorio, desde 
el nivel europeo hasta el ámbito local. La Figura 6 mues-
tra las acciones de la UE en materia de infraestructura 
verde en diferentes niveles competenciales de acuerdo 
a la Estrategia Europea de infraestructura verde. La in-
vestigación en cuanto al diseño e implementación de la 
infraestructura verde tiene que considerar estas dife-
rentes escalas espaciales, cómo interactúan entre ellas 
y cómo articular dicha implementación (Naumann et al., 
2011a).
Esta naturaleza multiescalar debe también incorpo-
rarse a los procesos metodológicos para la identifica-
ción e implementación de la infraestructura verde. Así, la 
AEMA (European Environmental Agency 2014) en su pro-
puesta metodológica propone un acercamiento multies-
calar (con 2 escalas diferentes) para la identificación de 
los elementos de la infraestructura verde, dependiendo 
de los objetivos que se persigan:
- Análisis a nivel de paisaje (resolución de 1 km): se 
identifican y cartografían elementos de la infraes-
tructura verde o funciones y servicios de los eco-
sistemas.
- Análisis a escala local (recomendada <100 m): se 
identifica la infraestructura verde de carácter ur-
bano como parques y zonas verdes, entre otros.
Desde la AEMA se argumenta que la identificación y 
el mapeo de la infraestructura verde a escala de paisaje y 
urbana es relativamente simple y eficaz.
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Figura 6. Acciones de la UE en materia de infraestructura verde en diferentes niveles com-
petenciales. Adaptado de la Agencia Europea de Medio Ambiente (European En-
vironmental Agency 2011).
Dada su multifuncionalidad, la infraestructura verde 
tiene implicaciones en diferentes ámbitos políticos, sec-
toriales y sociales, lo que significa que es potencialmente 
de interés para una amplia variedad de grupos de interés: 
empresas privadas, planificadores y gestores del territo-
rio, personal político con responsabilidades que van des-
de el ámbito local hasta el europeo, conservacionistas, y 
en general, toda la sociedad. 
Para garantizar que la infraestructura verde cumpla 
sus objetivos, las partes interesadas deben participar en 
su planificación, implementación y evaluación. En este 
sentido, se deberán desarrollar políticas activas orienta-
das a favorecer los procesos de participación pública en la 
toma de decisiones, primero porque el Convenio de Aar-
hus sobre participación ciudadana así lo exige, pero sobre 
todo porque la implicación de los grupos de interés y la 
sociedad se antoja crucial para el éxito de la infraestruc-
tura verde.
3.4.8 Metodologías para la definición de 
la infraestructura verde. Cartografía y 
evaluación de los servicios ecosistémicos
La infraestructura verde es un concepto eminentemente 
espacial por lo que su implementación y evaluación ten-
drá siempre una importante componente geográfico, 
espacial. Como los objetivos de la infraestructura verde 
se centran en garantizar la conservación de la biodiversi-
dad mediante la conservación de las zonas de alto valor 
ecológico y la conservación (o restauración) de los conec-
tores que las mantienen conectadas, y la mejora y fortale-
cimiento de las funciones responsables del suministro de 
los servicios ecosistémicos, la metodología para la defini-
ción de la infraestructura verde requerirá de: un análisis 
cartográfico que identifique las zonas de alto valor ecoló-
gico y, mediante un análisis de la conectividad, los conec-
tores ecológicos; un análisis cartográfico y una valoración 
biofísica y económica de los servicios ecosistémicos. 
Así, los avances en evaluación de los servicios ecosis-
témicos y, más recientemente, en las interacciones e in-
tercambios entre tales servicios ecosistémicos, pueden 
aplicarse espacialmente en relación al concepto de in-
fraestructura verde, por ejemplo, para la recopilación de 
indicadores y métodos para determinar la contribución 
de los diferentes usos del suelo a la provisión de la infraes-
tructura verde.
La Agencia Europea de Medio Ambiente en su infor-
me sobre el Análisis Espacial de la infraestructura verde 
en Europa (European Environmental Agency 2014) ha de-
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sarrollado una propuesta metodológica para la definición 
espacial de una infraestructura verde europea. Este de-
sarrollo metodológico también pueden encontrarse en 
Liquete et al. (2015).
La metodología propuesta por la AEMA tiene dos 
entradas: 
1. Evaluación y mapeo de áreas con una buena capaci-
dad para proveer servicios ecosistémicos de regula-
ción. En este caso ocho servicios ecosistémicos (re-
gulación de la calidad del aire, protección frente a la 
erosión, regulación de los flujos de agua, purificación 
del agua, protección costera, polinización, manteni-
miento de la estructura y calidad del suelo, almacena-
miento de carbono).
2. Identificación de hábitats clave para la conservación 
de la biodiversidad y el análisis de conectividad entre 
ellos. Para el análisis de conectividad se sugiere la iden-
tificación de especies clave para la conservación que 
requieran de conexión entre sus metapoblaciones. En 
el estudio se seleccionaron grandes mamíferos.
El objetivo consiste en cartografiar la infraestruc-
tura verde de la UE diferenciando dos tipos de zonas 
que deberán seguir políticas de gestión y actuación di-
ferentes:
1. Red de infraestructura verde para conservación (C), 
que comprende las áreas que proporcionan funcio-
nes ecológicas clave, tanto para la fauna como para el 
bienestar humano. Se debe priorizar la conservación 
a fin de mantener la conectividad de los hábitats natu-
rales y semi-naturales.
2. Red de infraestructura verde para la restauración 
(R), que comprende los espacios que todavía pro-
porcionan funciones ecológicas importantes, pero 
su capacidad podría mejorarse con algún tipo de res-
tauración. La mejora e inclusión de estos elementos 
a la red de infraestructura verde para la conserva-
ción ‘C’ aumentaría la resiliencia ecológica y social de 
toda la red. El flujo de trabajo seguido se muestra en 
la Figura 7.
La Figura 8 muestra la cartografía resultante. Se tra-
ta de una definición de alto nivel que luego tendrá que 
articularse a través de los diferentes niveles de ordena-
ción del territorio y que se materializará en proyectos 
concretos. La participación de las partes interesadas y la 
ciudadanía será esencial en todas las partes del proceso.
Figura 7. Esquema de trabajo propuesto por la AEMA para el Análisis Espacial de la IV en Europa. Fuente: European Environ-
mental Agency, 2014.
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Figura 8. Propuesta de IV para Europa de la AEMA. Se muestran 3 mapas: en la esquina superior izquierda las zonas orien-
tadas a la provisión de las funciones de los ecosistemas (en verde las zonas a conservar y en amarillo las áreas 
a restaurar); en la esquina superior derecha las zonas orientadas a la conservación de alto valor ecológico que 
actúan como núcleo y los conectores ecológicos que las mantienen conectadas (en verde las zonas a conservar 
y en amarillo las áreas a restaurar –generalmente los conectores-); el mapa inferior (infraestructura verde) es el 
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3.4.9 Evaluación de los beneficios aportados 
por la infraestructura verde 
En general, las evidencias de los beneficios de la infraes-
tructura verde son más difíciles de cuantificar que los 
costes asociados a su implementación (Naumann et al. 
2011a). Con frecuencia, dichos beneficios suelen expre-
sarse en términos cualitativos, como la protección del 
hábitat o las oportunidades recreativas (Naumann et al. 
2011b). Si se cuantifican es a menudo en términos de nú-
mero de proyectos de infraestructura verde o superficie 
de infraestructura verde que se crea o se mantiene. Por 
tanto, los sistemas de monitorización y seguimiento de 
la infraestructura verde deben desarrollarse aún más. Se 
han identificado algunos indicadores generales de dichos 
beneficios (Ecologic Institute 2011):
- Cambios en la prestación de infraestructura verde 
relacionados con la biodiversidad. Por ejemplo, la 
calidad de los hábitats, el aumento de la conectivi-
dad, etc
- Cambios en la prestación de servicios ecosistémi-
cos. Por ejemplo, volumen de carbono almacena-
do, el nivel de reducción del riesgo de inundación, 
la reducción de la erosión del suelo, etc.
- Cambios en el valor socio-económico de los servi-
cios ecosistémicos.
- Los impactos económicos y sociales de los proyec-
tos de infraestructura verde, es decir, su impacto 
sobre el empleo, el PIB y las comunidades locales.
Los múltiples aspectos y funciones que integran la 
infraestructura verde hacen que su valoración deba ser 
multidimensional, incluyendo aspectos biofísicos, socio-
económicos y culturales. Por tanto, se trata de una valora-
ción compleja. Como tal, puede requerir una combinación 
de indicadores cualitativos con mediciones cuantitativas 
mediante aportaciones procedentes tanto de las ciencias 
naturales como de las sociales. Además, se ha demostra-
do la importancia de considerar las opiniones de las par-
tes interesadas y los procesos de participación pública en 
el éxito de las políticas de infraestructura verde (Mabelis 
y Maksymiuk 2009, Hostetler et al. 2011).
Un considerable avance en la cuantificación de los be-
neficios de la infraestructura verde procede del campo 
de la valoración económica de los servicios ecosistémi-
cos. Como uno de los objetivos de la infraestructura ver-
de es promover los servicios ecosistémicos y proteger 
el funcionamiento de los ecosistemas, una valoración 
monetaria de los servicios ecosistémicos contribuye a 
la evaluación de las contribuciones de la infraestructura 
verde. 
Los desarrollos conceptuales y metodológicos del 
“The Economics of Ecosystems and Biodiversity” (TEEB) 
han contribuido al mejor entendimiento del valor econó-
mico de los servicios ecosistémicos y al desarrollo de he-
rramientas para su cuantificación (TEEB 2010).
En cuanto a los costes, las revisiones sobre proyectos 
de infraestructura verde demuestran que en general, los 
proyectos a gran escala son proporcionalmente menos 
costosos que los enfocados a áreas más reducidas. Los 
que se centran en unos objetivos de conservación con-
cretos suelen ser más costosos. También aquellos traba-
jos de restauración que demandan mucha mano de obra. 
La restauración de parques urbanos y espacios verdes 
también tiende a tener un coste muy elevado, especial-
mente si implica trabajo en edificios y jardines (Naumann 
et al. 2011a).
3.4.10 Principales incertidumbres relacionadas 
con la implementación de la infraestructu-
ra verde
De acuerdo con el informe de la Comisión Europea (2012), 
entre las principales lagunas de conocimiento respecto a 
infraestructura verde destacan:
- La falta de información y los problemas relacio-
nados con la medición de la provisión de servicios 
ecosistémicos, por ejemplo, los vínculos que hay 
entre la diversidad biológica, el valor de los servi-
cios de los ecosistemas y los beneficios que estos 
aportan.
- La escasez de información y de estudios a una es-
cala regional o nacional y que consideren una am-
plia gama de servicios.
- Entendimiento incompleto de los procesos que 
contribuyen a explicar las funciones que desempe-
ña la infraestructura verde. Así, se sabe poco de la 
sucesión de procesos que se dan o deben darse en 
la infraestructura verde para generar beneficios 
sobre la biodiversidad, los servicios ecosistémicos 
y las variables socio-económicas.
- Conocimiento limitado sobre las interacciones en-
tre las diferentes funciones de los ecosistemas y 
las sinergias que pueden aparecer en una infraes-
tructura verde eminentemente multifuncional.
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- Incertidumbre asociada a la existencia de relacio-
nes no lineales y umbrales tanto para la biodiver-
sidad como para las funciones y servicios ecosisté-
micos.
- Escaso conocimiento para muchas especies sobre 
los beneficios proporcionados por la infraestruc-
tura verde en cuanto a permeabilidad y facilidad 
para moverse a través de hábitat. Los resultados 
no pueden extrapolarse de una especie a otra.
- La incertidumbre que se mantiene en las predic-
ciones de los modelos climáticos a escala regional. 
Además, las respuestas de la biodiversidad ante el 
cambio varían de una especie a otra.
- Lagunas de conocimiento en cuanto a los costes 
de oportunidad y en relación a la cuantificación de 
los beneficios ecológicos y socio-económicos.
3.5 Infraestructura azul
3.5.1 Concepto de infraestructura azul
La definición de la Comisión Europea de infraestructura 
verde incorpora también los “espacios azules” en refe-
rencia a los ecosistemas acuáticos, entre los que se inclu-
yen los costeros y marinos.
El paradigma de la infraestructura verde y azul se basa 
en la multifuncionalidad de los espacios y en la maximi-
zación de los servicios ecosistémicos, teniendo como 
base evitar la fragmentación del territorio y permitir la 
restauración ambiental y la conectividad. Es necesario el 
establecimiento de una red de áreas marinas y costeras 
naturales y seminaturales planificadas para potenciar 
los servicios ecosistémicos como la calidad del agua y el 
aire, espacios de recreo, mitigación del cambio climático 
y conservación de la biodiversidad. Esta red de espacios 
debe pretenderla mejora de las condiciones ambientales 
y por tanto la calidad de vida de los ciudadanos, crean-
do oportunidades de empleo y mejora la biodiversidad. 
La red Natura 2000 constituye la columna vertebral de la 
infraestructura verde y azul de la UE.
Entre las implicaciones de la infraestructura verde en 
las políticas europeas que atañen al medio marino se in-
cluyen las políticas costeras y marítimas, como la Direc-
tiva Marco sobre la Estrategia Marina, la Estrategia EU 
sobre Planificación Espacial Marítima, las Recomenda-
ciones para el Manejo Integrado de la Zona Costera o la 
Directiva Marco sobre la Estrategia Marina. La transposi-
ción de dicha directiva al sistema normativo español se 
recoge en la Ley de Protección del Medio Marino (BOE 317, 
29 de diciembre 2010), que tiene como principal objeti-
vo la consecución del Buen Estado Ambiental (BEA) de 
nuestros mares para el año 2020. La Ley establece el régi-
men jurídico que rige la adopción de las medidas necesa-
rias para lograr o mantener el buen estado ambiental del 
medio marino, a través de su planificación, conservación, 
protección y mejora, y, en su calidad de bien de dominio 
público, se asegurará un uso sostenible de los recursos 
del medio marino que tenga en consideración el interés 
general. Como instrumento esencial de planificación del 
medio marino se establecen las estrategias marinas, que 
perseguirán como objetivos específicos, entre otros, pro-
teger y preservar el medio marino, incluyendo su biodi-
versidad, evitar su deterioro y recuperar los ecosistemas 
marinos en las zonas que se hayan visto afectados negati-
vamente; velar por que no se produzcan impactos o ries-
gos graves para la biodiversidad marina, los ecosistemas 
marinos, la salud humana o los usos permitidos del mar, 
y garantizar que las actividades y usos en el medio mari-
no sean compatibles con la preservación de su biodiver-
sidad. Esta ley divide el medio marino español en cinco 
demarcaciones: noratlántica, sudatlántica, Estrecho de 
Gibraltar/Alborán, levantino-balear y canaria, para cada 
una de las cuales se ha de elaborar una Estrategia Marina 
con un periodo de actualización de 6 años.
Asimismo, debe tenerse en cuenta la legislación vi-
gente relativa a las costas y al litoral, constituida por la 
Ley de Costas de 1988, modificada por la Ley de Protec-
ción y Uso Sostenible del Litoral de 2013 (BOE 181, 1988).
La Ley de Costas tiene por objeto la determinación, 
protección, utilización y reglamentación del dominio 
público marítimo-terrestre y especialmente de la ribera 
del mar. La actuación administrativa sobre el dominio 
público marítimo-terrestre perseguirá los siguientes 
fines: determinar el dominio público marítimo-terres-
tre y asegurar su integridad y adecuada conservación, 
adoptando, en su caso, las medidas de protección, y 
restauración necesarias y, cuando proceda, de adapta-
ción, teniendo en cuenta los efectos del cambio climáti-
co; garantizar el uso público del mar, de su ribera y del 
resto del dominio público marítimo-terrestre; regular la 
utilización racional de estos bienes en términos acordes 
con su naturaleza, sus fines y con el respeto al paisaje, 
al medio ambiente y al patrimonio histórico, y conseguir 
y mantener un adecuado nivel de calidad de las aguas y 
de la ribera del mar.
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La Ley delimita los bienes integrantes del dominio pú-
blico marítimo-terrestre estatal, formando parte del mis-
mo la ribera del mar y de las rías (incluyendo la zona ma-
rítimo-terrestre y las playas), el mar territorial y las aguas 
interiores, con su lecho y subsuelo, y los recursos natu-
rales de la zona económica y la plataforma continental. 
Pertenecen también al mismo las accesiones a la ribera 
del mar por depósito de materiales o por retirada del mar; 
los terrenos ganados al mar como consecuencia directa 
o indirecta de obras, y los desecados en su ribera; los te-
rrenos cuya superficie sea invadida por el mar por causas 
diversas, incluyendo en todo caso los terrenos inundados 
que sean navegables; los terrenos acantilados sensible-
mente verticales, que estén en contacto con el mar o con 
espacios de dominio público marítimo-terrestre, hasta su 
coronación; los islotes en aguas interiores y mar territo-
rial, y, entre otros, los terrenos colindantes con la ribera 
del mar que se adquieran para su incorporación al domi-
nio público marítimo-terrestre; así como las islas que es-
tén formadas o se formen por causas naturales en el mar 
territorial o en aguas interiores o en los ríos hasta donde 
se hagan sensibles las mareas.
Los ambientes litorales constituyen áreas de transi-
ción entre los sistemas terrestres y los marinos. Son fron-
teras ecológicas (ecotonos) caracterizadas por intensos 
procesos de intercambio de materia y energía.
3.5.2 Servicios de los ecosistemas marinos
Los servicios ecosistémicos marinos se definen como 
aquellos beneficios que el ser humano obtiene de un 
ecosistema, incluyendo servicios de abastecimiento, re-
gulación, soporte o culturales. Podemos clasificarlos en 
servicios ecosistémicos tangibles (son finitos, renovables 
y pueden ser directamente cuantificados e inventariados) 
e intangibles (producto de percepciones individuales o 
comunitarias, dependientes de contexto cultural). A con-
tinuación se enumeran los principales servicios ecosisté-
micos marinos basados en la clasificación de Hattam et al. 
(2015), Groot et al. (2010) y Böhnke-Henrichs et al. (2013):
En relación a los servicios de abastecimiento, más de 
1000 millones de personas dependen de los productos 
de la pesca como principal fuente de proteínas, siendo 
en muchos países la actividad pesquera uno de los pila-
res de la economía (de forma directa o indirecta), por lo 
que los alimentos procedentes del mar, ya sea mediante 
pesquerías o acuicultura, suministran al ser humano una 
importante fuente de alimentación (Rodríguez y Reul, 
2010). Hay que tener en cuenta la notable importancia 
del sector pesquero en España, primer productor de re-
cursos de la pesca de la UE con cerca del 16%. También 
se consideran servicios de abastecimiento las materias 
primas biológicas no destinadas a alimentación, como: i) 
los recursos genéticos: incluyen el suministro de material 
genético procedente de la flora y fauna marina, destina-
do a usos no medicinales; ii) recursos medicinales: todos 
los materiales procedentes del medio marino y que pro-
ducen sustancias de interés médico o farmacéutico. iii) re-
cursos ornamentales y de recreo: cualquier material que 
se extrae para uso decorativo, fabricación de souvenirs o 
coleccionismo, incluido la acuariofilia; iv) y todos los de-
más recursos bióticos renovables, como los destinados a 
fabricación de piensos o abonos. 
En las últimas décadas surgen otras actividades que 
podrían enmarcarse entre los servicios de abastecimien-
to, como la desalación, un sector en auge que considera a 
los océanos como una fuente de agua potable. 
Los servicios de regulación son aquellos que modulan 
las condiciones de vida en el planeta. Incluyen aquellos 
procesos ecosistémicos complejos mediante los cuales 
se regulan las condiciones del ambiente en que los seres 
humanos realizan sus actividades productivas. En esta 
categoría se contempla la regulación climática, la regula-
ción de los vectores de enfermedades y la regulación de 
la hidrodinámica, entre otros (Balvanera et al., 2009). 
Entre los servicios de regulación que se a tribuyen 
al medio marino pueden mencionarse: i) La capacidad 
de depuración del aire, basada en la capacidad del me-
dio marino de eliminar o disminuir la concentración de 
contaminantes atmosféricos; ii) Regulación del clima 
(mantenimiento de un clima favorable y regulación de la 
temperatura); iii) Amortiguación de la intensidad de las 
perturbaciones ambientales, debido a su estabilidad; iv) 
Regulación de los flujos de agua; v) Tratamiento y asi-
milación de residuos (eliminación de insumos al medio 
marino, contaminantes y nutrientes, procedentes de las 
actividades antrópicas; vi) Atenuación de la erosión cos-
tera por la mitigación de la acción del oleaje que provo-
can algunos ecosistemas marinos como las praderas de 
Posidonia oceanica, o los cúmulos de arribazones en el 
supra y medio litoral; vii) Control biológico(contribución 
de los ecosistemas marinos al mantenimiento de la diná-
mica poblacional, resiliencia a través de la dinámica de las 
redes tróficas, control de enfermedades y plagas).
Los servicios de los hábitats marinos se evidencian en 
la contribución de un hábitat marino concreto a las pobla-
ciones, a través de la provisión de enclaves para la alimen-
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tación y refugio de especies migratorias y residentes, y 
para la reproducción o maduración de juveniles. Además 
los hábitats marinos contribuyen al mantenimiento de un 
pool genético viable a través de los procesos naturales 
de selección, que permitan la capacidad de adaptación de 
las especies a los cambios ambientales y la recuperación 
de los ecosistemas.
Los servicios culturales son el resultado de la evolu-
ción a lo largo del tiempo y del espacio de la relación en-
tre los seres humanos y la naturaleza que los rodea. Como 
resultado, las culturas humanas están muy influenciadas 
por los ecosistemas que habitan y viceversa. Los servi-
cios culturales abarcan tanto los aspectos materiales (las 
plantas, los animales, el agua, el suelo) como los aspectos 
intangibles (seguridad, belleza, espiritualidad, recreación 
cultural y social para las poblaciones); también abarcan el 
conocimiento, las percepciones y los sistemas de clasifi-
cación de su entorno natural (Balvanera y Prabhu 2004; 
De Groot et al. 2005; Lazos Chavero 2006).
Entre los servicios culturales en el medio marino po-
demos destacar: i) Ocio, entretenimiento y turismo: el 
potencial de oportunidades destinados a uso turístico, 
entretenimiento y ocio dependen directamente del es-
tado ambiental del ecosistema; ii) Valor estético y/o pai-
sajístico; iii) Potencial de inspiración para la cultura, el 
diseño y el arte; iv) Patrimonio cultural: La contribución 
de los ecosistemas marinos para el mantenimiento del 
patrimonio cultural y el sentimiento de apego a un lugar; 
v) Diversidad cultural: La contribución de los ecosistemas 
marinos a los valores sociales y culturales y adaptaciones 
relacionadas con la vida en la costas y la explotación de 
los recursos marinos; vi) Información para el desarrollo 
cognitivo de la población: La contribución de un ecosis-
tema marino a la educación, la investigación y desarrollo 
cognitivo colectivo e individual.
3.5.3 Concepto de conectividad en el medio 
marino
La conectividad se reconoce hoy día como un factor clave 
a tener en cuenta en la conservación, pues de ello depen-
de el mantenimiento o, en su caso, en la recuperación, de 
las especies. El concepto de conectividad es en principio 
equivalente para los medios marino y terrestre, se refiere 
al intercambio de individuos y flujo genético entre dife-
rentes poblaciones y tiene que ver con la capacidad de 
dispersión de las distintas especies y las barreras existen-
tes para la misma. Sin embargo, la conectividad tiene di-
ferentes connotaciones en el medio marino con respecto 
a los ecosistemas terrestres. Ello se debe a las notables di-
ferencias entre ambos medios y a las distintas estrategias 
vitales de las especies que los habitan. Mientras las barre-
ras para la dispersión son obvias en el medio terrestre, 
en el mar son difíciles de identificar. El medio marino es 
un medio continuo en el que se presupone la inexistencia 
de barreras aparentes y donde las especies, en principio, 
estarían formadas por metapoblaciones (conjunto de po-
blaciones abiertas con un intercambio genético fluido) 
y con áreas de distribución muy extensas. Sin embargo, 
aunque algunas especies pueden responder a esta idea 
(sobre todo especies planctónicas y pelágicas), la mayor 
parte de las especies marinas no se ajusta a este principio. 
La conectividad en el contexto marino se centra en la 
concepción de población y se define como el nivel de co-
nexión demográfica entre poblaciones mediante el inter-
cambio de individuos en cualquier etapa del ciclo de vida 
(Caló et al., 2013). La identificación de las barreras y con-
dicionantes para la dispersión es esencial para valorar la 
escala de intercambio de individuos entre poblaciones en 
las diferentes especies y para la implementación de la red 
de espacios marinos protegidos. Buena parte de las es-
pecies marinas poseen escasa capacidad de movimiento 
en el estado adulto (o nula en el caso de especies sésiles) 
y, por tanto, la dispersión en ellas queda generalmente 
limitada a las etapas pelágicas iniciales del ciclo de vida. 
El desplazamiento de estas etapas pelágicas del ciclo 
vital (larvas y propágulos) está condicionado por proce-
sos oceanográficos, como corrientes y contracorrientes, 
frentes oceánicos (discontinuidades bruscas de variables 
físicas y bioquímicas), afloramientos y remolinos coste-
ros, entre otrosLa dificultad de comprender esta serie de 
factores junto a las diferentes características biológicas 
de las especies, supone un inconveniente a la hora de es-
timar con precisión la conectividad en el ámbito marino. 
Este problema sigue siendo un reto fundamental para 
la ecología marina, sobre todo debido a las limitaciones 
técnicas para realizar el seguimiento de dispersión de 
las larvas. Se han elaborado modelos de alta resolución 
sobre el alcance de la dispersión de larvaria en función 
de la duración de la etapa pelágica (en el caso de que se 
conozca) y del sistema general de corrientes (“modelos 
lagrangianos”) (Cowen et al., 2006; Siegel et al., 2008), 
pero numerosos estudios han demostrado que las larvas 
no siempre se comportan como partículas pasivas, que 
existen comportamientos que favorecen la retención, 
que son diversos los factores estocásticos intervienen en 
la dispersión y que, en definitiva, son muchas las eviden-
cias que demuestran que los propágulos pelágicos muy a 
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menudo no alcanzan su potencial teórico de dispersión 
(Galarza et al., 2009).
A pesar de los notables progresos para dilucidar la 
capacidad de dispersión larvaria mediante la combina-
ción de modelos oceanográficos y genéticos, los limites 
y la escala a la que ésta ocurre no están ni mucho menos 
dilucidados, debido, entre otras cosas, a las complejas in-
teracciones entre la biología de las larvas, los regímenes 
oceanográficos y la distribución y calidad de los hábitats 
potenciales para el asentamiento (Selkoe et al., 2010). 
Hay que tener en cuenta, además, que entre un 15 y 20% 
de las especies bentónicas carecen de una fase pelágica 
(Thorson, 1950), por lo que su capacidad de dispersión es 
muy limitada (o nula). Dichas especies merecen una aten-
ción especial en lo referente a la conservación del medio 
marino, pues una vez desaparecidas de una zona (por las 
razones que sean), no volverán a ocuparla de forma na-
tural.
3.5.4 Factores de cambio que afectan a la 
biodiversidad marina
La interacción entre los sistemas naturales y la actividad 
humana es compleja y su análisis requiere una profunda 
comprensión de los servicios ecosistémicos. El medio ma-
rino en general, y el costero en particular, están sujetos a 
importantes amenazas generadas por la actividad huma-
na. El litoral es una zona de intensa actividad, es un área 
de intercambio tanto dentro como entre los diferentes 
procesos que aquí ocurren, ya sean físicos, biológicos, 
sociales, culturales o económicos. Es el resultado de di-
ferentes sistemas interactivos y complejos, marítimos te-
rrestres y fluviales. Cambios en cualquier punto, pueden 
generar reacciones en cadena más allá del lugar de origen 
y posiblemente a la totalidad de los diferentes sistemas, 
cuyas condiciones ambientales se verán consecuente-
mente alteradas. 
La presión de las poblaciones, particularmente el 
crecimiento en zonas urbanas, combinado con la rápida 
expansión de la industria y el turismo en las áreas coste-
ras y la explotación extensiva e intensiva de los recursos 
marinos han provocado una importante pérdida de biodi-
versidad marina y un notable deterioro del buen estado 
ambiental de los ecosistemas. 
Las principales amenazas a la biodiversidad marina ge-
neradas por las presiones antrópicas pueden agruparse 
en las siguientes categorías: i) pérdida, fragmentación o 
trasformación física de los hábitats, ii) sobreexplotación 
de recursos, iii) eutrofización y contaminación, iv) inva-
sión de especies alóctonas, v) cambio global en su doble 
vertiente: cambio climático y acidificación de los océanos, 
y vi) incremento de diverso tipo de enfermedades. 
Alteración y destrucción de hábitats
Muchos hábitats marinos han desaparecido, ya sea 
debido a la eliminación directa o por degradación, como 
consecuencia de las presiones continuadas y/o sinérgicas. 
En este sentido hay que destacar la perdida de humeda-
les, drenados y colmatados para conseguir ganar terreno 
al mar (Crain et al., 2009); la pérdida de miles de hectáreas 
de praderas de Posidonia oceanica; el enterramiento arre-
cifes bajos y costas rocosas bajo playas artificiales, o la 
alteración de la dinámica sedimentaria como consecuen-
cia de espigones, diques, puertos y otras infraestructuras 
costeras. Los ecosistemas rocosos de origen biogénico 
(arrecifes de vermétidos p.e) han sufrido especialmente 
el impacto de pérdida de hábitat. La pesca de arrastre 
ha sido la causa de la total desaparición de praderas de 
posidonia en muchos puntos del litoral mediterráneo y 
ha provocado la reducción de superficie de este ecosiste-
ma en prácticamente todas las praderas (Sánchez Lizaso 
et al., 2002). Por otro lado, la pesca de arrastre (que se 
realiza de forma continuada e intensiva) provoca la des-
trucción y alteración de los hábitats de los fondos sedi-
mentarios de la plataforma continental y parte del talud 
(Pusceddu et al. 2005).
Sobreexplotación de recursos
Desde muy antiguo, la supervivencia de las pobla-
ciones humanas asentadas en la costa depende en gran 
medida de los recursos vivos procedentes del medio ma-
rino como principal fuente de alimentación. Aunque la 
explotación de los recursos marinos debiera ser hoy día 
sostenible, la sobreexplotación de los mismos continúa, 
acentuándose en las últimas décadas con el desarrollo de 
la pesca industrial, lo que ha provocado un desequilibrio 
generalizado y en algunos casos el agotamiento de las 
poblaciones de las principales especies objetivo (Chris-
tensen et al., 2007), llegando incluso a producirse extin-
ciones locales (Dulvy et al., 2003; Kappel, 2005).
Eutrofización
La eutrofización es un problema muy extendido en los 
ecosistemas costeros y está provocada principalmente 
por el uso desproporcionado de fertilizantes sintéticos, 
piensos en la acuicultura, el consumo de combustibles 
fósiles o el aporte de aguas residuales al medio marino. 
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Estas actividades generan un enriquecimiento excesivo de 
nutrientes, seguido de un crecimiento explosivo de algas, 
que acaban muriendo y descomponiéndose, lo que favo-
rece el agotamiento del oxígeno del agua (anoxia o hi-
poxia), que afectará drásticamente a las especies presen-
tes (Howarth et al., 2000). La hipoxia causa cambios en el 
crecimiento, afecta a los procesos metabólicos y favorece 
la mortalidad de organismos marinos, sobre todo, aque-
llos que no tienen capacidad de desplazamiento, como 
son los organismos sésiles. La eutrofización puede afectar 
directamente a los ecosistemas, alterando la composición 
de especies y facilitando la entrada de especies alóctonas 
que pueden llegar a convertirse en invasoras. (Williams 
y Smith 2007). Es un proceso especialmente dañino en 
ecosistemas cerrados o semicerrados como estuarios o 
lagunas costeras. Un ejemplo dramático y muy reciente lo 
encontramos en la laguna del Mar Menor (Murcia).
Contaminación
Los ecosistemas marinos y costeros están contami-
nadas por numerosos materiales procedentes de la ac-
tividad humana, materiales que llegan al medio marino 
a través de vertidos directos o indirectos, arrastrados 
por la aguas de escorrentía. Algunos de los contami-
nantes más comunes derivados de la actividad humana 
son herbicidas, plaguicidas, detergentes, hidrocarburos, 
plásticos etc. La mayoría son contaminantes artificiales, 
sintetizados por el hombre y se consideran persistentes, 
como el dicloro difenil tricloroetano (DDT), los bifenilos 
policlorinados (PCBs), compuestos derivados del petró-
leo y derivados como los hidrocarburos aromáticos poli-
cíclicos (HAP). Los metales pesados proceden de diferen-
tes fuentes, pero actualmente la mayor concentración 
es de origen antropogénico como la minería, actividad 
industrial e incluso de origen doméstico o agropecuario. 
Investigaciones relativamente recientes han encontrado 
concentraciones importantes de medicamentos proce-
dentes de las aguas residuales en algunos ecosistemas 
(antibióticos, estrógenos etc).
Muchos de los contaminantes descritos anterior-
mente, permanecen activos en el medio durante largos 
periodos de tiempo, donde se acumulan incrementando 
su toxicidad, interfiriendo en las vías metabólicas y se bio-
acumulan en las redes tróficas. Sus efectos a largo plazo 
no están bien dilucidados debido a la complejidad que 
supone el análisis de la toxicidad en el medio y los posi-
bles efectos de la sinergia entre diferentes elementos 
(Heugens et al. 2001).Sin embargo, algunos de sus efec-
tos están relacionados con aparición de ciertos tipos de 
cáncer, deformaciones o fracaso reproductivo (Borgå et 
al., 2004; Peterson et al., 2003). También el acúmulo de 
grandes cantidades de residuos plásticos está generan-
do graves problemas para la vida en el mar. Los residuos 
plásticos son causa de pesca fantasma y/o muertes por 
ingestión. Asimismo, en los últimos años han proliferado 
los aportes al medio marino de efluentes procedentes de 
desaladoras, caracterizados por sus altos niveles de sali-
nidad. Los cambios que generan afectan a la presencia de 
muchos invertebrados sensibles a las altas salinidades o 
estenohalinos. Por lo tanto, la entrada de salmuera afecta 
principalmente a la biota bentónica habituada a salinida-
des estables y dentro de los niveles normales del medio 
marino (Del Pilar, 2011).
Invasión de especies alóctonas
La globalización e intensificación del tráfico marino 
ha incrementado la propagación y dispersión de muchas 
especies, que terminan asentándose en nuevas áreas y 
en algunos casos adquieren un carácter invasor. El me-
dio marino y las zonas costeras son los hábitats con ma-
yor tasa de invasión del planeta (Ruiz et al. 1999). Las 
vías de trasmisión más importantes son el tráfico de 
buques desde la apertura de las rutas marítimas, ya sea 
a través de sus aguas de lastre o por la comunidad de 
organismos incrustantes de sus cascos (fouling), los ca-
nales de conexión entre masas de agua, con especial in-
cidencia del Canal de Suez. Por otra parte, la maricultura 
de especies no indígenas-sobre todo en los ambientes 
lagunares- y el transporte sin restricciones de las mis-
mas, ha dado lugar a numerosas entradas involuntarias 
de patógenos, parásitos, así como de las propias espe-
cies objetivo. 
Algunos invasores han llegado a competir por los 
recursos o incluso reemplazar especies nativas a nivel 
local, lo que reduce severamente la biodiversidad. La 
tasa de estas invasiones biológicas se ha incrementado 
en las últimas décadas, y en conjunto tienen impactos 
ecológicos y económicos significativos (Galil, 2000). Los 
estuarios y lagunas costeras son los hábitats donde se 
han citado con mayor frecuencia la presencia de alóc-
tonas (Ruiz et al., 1997). El establecimiento de especies 
exóticas en áreas cerradas y semicerradas como los es-
tuarios, bahías y lagunas costeras provoca grandes cam-
bios en la composición faunística convirtiéndose en uno 
de los principales motores de perturbación ecológica a 
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Cambio global
El incremento de los gases de efecto invernadero ha 
dado lugar al aumento de la temperatura atmosférica y 
como consecuencia el calentamiento oceánico. El calen-
tamiento afecta al intercambio gaseoso entre el océano 
y la atmósfera, así como la hidrodinámica de las aguas su-
perficiales y profundas además del aumento de episodios 
de temperaturas extremas. Ya se han detectado cambios 
en la circulación de las masas de agua, intensidad del 
oleaje y en la frecuencia de los afloramientos (Bindoff 
et al., 2007; Poloczanska et al. 2013). Asimismo, el nivel 
medio del mar se eleva paulatinamente. El aumento de 
las temperaturas puede afectar a los sistemas marinos a 
todos los niveles, desde organismos, poblaciones hasta 
nivel de comunidad, ya que produce cambios en la fisio-
logía, comportamiento de los organismos, afecta a los 
procesos de crecimiento, reclutamiento y dispersión de 
larvas, notándose sus efectos especialmente en la super-
vivencia de las primeras fases vitales y a la interacción en-
tre especies y cambios en la distribución vertical de los 
organismos y la zonación de las comunidades (Harley et 
al., 2006). Las consecuencias apuntan a una disminución 
de la productividad en todos los océanos, lo que afectará 
a los stock pesqueros y cambios en la comunidad planc-
tónica. Se prevé también como consecuencia la regresión 
o desaparición de especies de aguas frías y expansión de 
especies termófilas, favoreciendo la distribución y asen-
tamiento de invasoras. 
Por otro lado, los océanos se han convertido en el 
principal sumidero de CO2 atmosférico, lo que tiene in-
cidencia en los ecosistemas marinos (Crain et al., 2009). 
El aumento de la presión parcial del CO2 en la superficie 
oceánica cambiará el equilibrio del ciclo de carbono, dis-
minuyendo el pH en las masas de agua. Durante los últi-
mos 250 años, el océano ha eliminado ya en torno al 30% 
de CO2 antropogénico, provocando una disminución del 
pH. La disponibilidad de iones de carbonato se reduce 
afectando directamente a especies con estructuras car-
bonatadas como moluscos, equinodermos, corales, brio-
zoos o algas coralináceas entre otros, así como a algunos 
componentes del plancton como foraminíferos y cocoli-
tofóridos (Guinotte y Fabry 2008). Pero los efectos indi-
rectos de la acidificación de las aguas marinas son todavía 
impredicibles. 
Un análisis detallado de los efectos del cambio global 
en el medio marino español puede verse en un reciente 
informe publicado por el MAPAMA (Kersting, 2016).
3.5.5 Concepto de restauración ecológica en 
ecosistemas marinos
La restauración ecológica en los sistemas marinos y cos-
teros se encuentra en una fase germinal. Como se verá 
en el siguiente apartado, la restauración ecológica es un 
proceso complejo de gestión que implica una profunda 
comprensión de las interacciones biológicas y ambienta-
les del ecosistema, y su objetivo es la recuperación de un 
ecosistema que ha sido degradado, dañado o destruido. 
Comprende un rango de disciplinas muy variadas, tales 
como la ecología, hidrobiología, geomorfología, inge-
niería, etc., por lo que se hace preciso que, tanto en la 
planificación como en la puesta en marcha de los proyec-
tos, participen equipos interdisciplinares. La restauración 
debe considerarse como una opción dentro de un amplio 
contexto de gestión integrada de las zonas costeras.
3.6 Restauración ecológica
La transformación e intensificación de los usos de suelo, 
la fragmentación y pérdida de hábitats más los efectos 
del cambio climático han contribuido a la desaparición y 
pérdida de funcionalidad de muchos de los conectores 
naturales y a la disminución de los servicios prestados 
por los ecosistemas. La implementación y mejora de la 
infraestructura verde pasa entonces, por priorizar zonas 
de actuación donde restaurar los hábitats con el objeto 
de maximizar tanto la conectividad como las funciones 
ecosistémicas.
De acuerdo a la Society for Ecological Restoration 
(SER), la restauración ecológica es el proceso de ayudar 
el restablecimiento de un ecosistema que se ha degrada-
do, dañado o destruido. 
No obstante, en la implementación de la infraestruc-
tura verde deben considerarse las conclusiones de la re-
visión de Rey-Benayas et al. (2009). En ésta, se especifica 
que los sistemas restaurados contienen más biodiver-
sidad y proporcionan más y mejores servicios ecosisté-
micos que los sistemas degradados. Sin embargo, este 
no es el caso cuando se compara con ecosistemas de 
referencia intactos, lo que indica que la restauración no 
puede devolver totalmente un área a su estado original. 
Por tanto, siguiendo un esquema de prioridades, las ini-
ciativas de conservación deberían situarse antes que las 
iniciativas de restauración.
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3.6.1 Las bases de la restauración ecológica
3.6.1.1 Concepto de restauración ecológica
Según la Sociedad Internacional de Restauración Ecoló-
gica, la restauración ecológica es el proceso mediante el 
cual se promueve el restablecimiento de un ecosistema 
que ha sido degradado, dañado o destruido (SERI 2004). 
El desarrollo y consolidación de la restauración ecológica 
como disciplina fue anterior a la fecha de publicación de 
esta definición (sirva como ejemplo la abundante literatu-
ra dedicada a la rehabilitación de zonas afectadas por mi-
nería y obras públicas, como Bradshaw & Chadwick, 1980). 
La restauración ecológica ha experimentado un enorme 
auge científico y técnico durante los últimos años. Entre 
los exponentes de esta situación se encuentran las metas 
de Aichi, que incluyen la restauración de, al menos, el 15% 
de los ecosistemas degradados para el año 2020, los Obje-
tivos de Desarrollo Sostenible (Agenda 2030) de la ONU o 
el Desafío de Bonn, que aspira a restaurar 150 millones de 
hectáreas deforestadas y degradadas hasta 2020. 
Al tratarse de una sucesión ecológica dirigida, la teoría 
de la restauración ecológica se fundamenta en los princi-
pios de la teoría ecológica. Los avances en la teoría de las 
interacciones intra e inter-específicas, el ensamblaje de 
comunidades, la distribución de especies, la resiliencia o 
la relación composición-función tienen inmediata aplica-
ción en la restauración ecológica y viceversa. Por ello, se 
considera a ésta como un campo de pruebas de la teoría 
ecológica.
Sin embargo, la restauración ecológica se fundamen-
ta en la confluencia de ida y vuelta entre ciencia y tecno-
logía. Esto queda patente en el binomio ‘ecología de la 
restauración’, que hace referencia a la ciencia, y su recí-
proca ‘restauración ecológica’ que hace referencia a su 
aplicación como tecnología. La restauración ecológica, 
para ser ecológica, tiene que ser holística (Aronson et al. 
2007; Clewell & Aronson 2013). Es decir, actualmente no 
se puede plantear la restauración, como intervención en 
el medio, exclusivamente desde el medio biofísico (y, por 
tanto, desde la ecología, la ingeniería, la geología, la eda-
fología, etc.), sino que debemos integrar las sinergias con 
la socioeconomía, en particular con la demanda de ser-
vicios ecosistémicos, con la cultura, como antecedente 
histórico, y con la faceta más íntima y subjetiva del futuro 
usuario o habitante del paisaje restaurado, con su perfil 
emocional o personal.
La restauración ecológica más genuina y barata es 
la que se basa únicamente en la sucesión ecológica que 
ocurre tras una perturbación, también denominada res-
tauración pasiva (Montgomery, 2006, Ollero, 2011). Sin 
embargo, una restauración completamente pasiva en-
cajaría mal en la definición de la SER, que lleva implícita 
la pro-actividad asociada a la palabra “promover”. Esta 
definición se ajusta mejor a la denominada restauración 
activa. No obstante, debemos señalar que generalmente 
ambos tipos de restauración ocurren de manera simultá-
nea, y que las acciones de restauración básicamente per-
siguen que opere (frecuentemente de forma acelerada) 
la sucesión ecológica. La elección de un tipo u otro de res-
tauración dependerá del presupuesto, la disponibilidad 
de tecnología y mano de obra, la intensidad de interven-
ción deseada, la celeridad de los procesos ecológicos, la 
trayectoria sucesional preferida y el plazo que estamos 
dispuestos a esperar hasta alcanzar determinados niveles 
de integridad ecológica.
La restauración ecológica integra diversos tipos de 
intervención, que deben responder a un diagnóstico pre-
vio, fase crucial de todo proyecto de restauración. Si el 
ecosistema está muy degradado, la recuperación de las 
características originales requerirá con frecuencia una in-
tervención intensa y la modificación física y química del 
medio. Este es el campo de acción de la remediación que, 
actualmente, tiene una connotación de descontamina-
ción de suelos. La restauración geomorfológica busca 
recuperar procesos naturales de erosión, transporte y 
sedimentación, reconstruyendo formas del relieve o to-
pografía. El agua es un agente fundamental en estas ac-
ciones, ya sea en cuencas, laderas, cursos de agua o sis-
temas litorales. En el otro extremo, si el ecosistema está 
poco degradado, la intervención necesaria será de menor 
intensidad, requiriendo simplemente un manejo adecua-
do para la mejora del hábitat (mediante translocacio-
nes, revegetación o reforestación), o la reintroducción 
de herbívoros y grandes carnívoros con capacidad para 
desencadenar efectos tróficos en cascada (rewilding). 
Finalmente, diferentes tipos de intervenciones han reci-
bido denominaciones diversas, en función de las modifi-
caciones físicas, químicas y biológicas realizadas, como 
son la reclamación y la rehabilitación, o en función de su 
particular énfasis en las herramientas (ingeniería ecológi-
ca, bioingeniería del paisaje). La restauración ecológica 
abarca todas estas intervenciones.
El concepto original u ortodoxo de la restauración 
ecológica es la recuperación de la estructura y la funcio-
nalidad de un ecosistema prístino. Este punto final se 
denomina comúnmente ecosistema diana o ecosistema 
de referencia. Las fuentes para describirlo son diversas, 
Marco conceptual
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aunque predomina la identificación de un remanente o si-
tio próximo a la zona degradada, que se considera similar 
al original (aquel cuya variación se manifiesta dentro de 
un intervalo histórico con nula o muy poca intervención 
humana). La identificación de ecosistemas de referencia 
es, con frecuencia, muy difícil o, simplemente, poco ope-
rativa. Por un lado, la intervención humana en gran parte 
de la península ibérica ha sido tan intensa y prolongada 
que los ecosistemas de referencia necesariamente deben 
integrar el componente antrópico. Tal sería el caso de 
ecosistemas culturales, como la dehesa o los prados de 
siega. Por otro lado, el clima y los suelos han cambiado en 
el pasado y continuarán haciéndolo (Moreno et al., 2005; 
Carrión et al., 2010; Bellin et al., 2013), lo que dificulta la 
proyección a futuro de ecosistemas de referencia pretéri-
tos. Por ello, esta restauración ecológica debe dar paso a 
una “restauración ecológica 2.0”, más flexible y pragmá-
tica (Higgs et al. 2014), cuyo objetivo es la optimización 
de la biodiversidad, los procesos ecológicos y la provisión 
de servicios ecosistémicos, teniendo en cuenta el marco 
ecológico, socio-económico y cultural.
La restauración ecológica ha dedicado tradicional-
mente más atención al objetivo final de la restauración 
que a la trayectoria para alcanzarlo. Esto supone una li-
mitación, puesto que en la mayoría de casos, los estadios 
intermedios perdurarán durante décadas. La trayectoria 
de la restauración ecológica (es decir, de los cambios a 
lo largo del tiempo del conjunto de variables que defi-
nen la integridad ecológica) no es necesariamente lineal, 
habiéndose descrito multitud de formas (Bullock et al. 
2011). El reconocimiento de múltiples trayectorias per-
mite evitar una visión simplista de la comparación entre 
ecosistemas degradados y restaurados a lo largo de un 
gradiente que integra el conjunto de propiedades ecoló-
gicas y socio-económicas. Las múltiples propiedades de 
los ecosistemas no siempre siguen la misma tendencia. 
Además, este reconocimiento permite la integración de 
dinámicas de estado y transición, especialmente adecua-
das para describir la dinámica de paisajes antropizados. 
La complejidad de estados, trayectorias y propiedades 
aumenta el grado de incertidumbre de los resultados de 
las intervenciones. Por esta razón, es necesario promover 
la investigación, los protocolos de evaluación y monito-
reo, el intercambio de información y la gestión adapta-
tiva, entendida como un proceso iterativo de toma de 
decisiones orientado a gestionar la incertidumbre sobre 
la evolución del espacio restaurado.
Los humanos vivimos en socio-ecosistemas y la res-
tauración ecológica debe ser aceptada socialmente para 
que tenga éxito (Higgs et al. 2014). Para ello, se deben 
promover mecanismos de participación antes, durante y 
después de la ejecución de los proyectos de restauración 
ecológica. En este contexto, resulta de particular interés 
el concepto de servicios ecosistémicos (Millenium Ecosys-
tem Assessment 2005) o conjunto de los múltiples bene-
ficios que los ecosistemas prestan a los humanos, sin los 
cuales no sería posible nuestra existencia tal como la co-
nocemos. Este concepto constituye la justificación más 
sólida y, a la vez, pragmática de la necesidad de restau-
rar ecosistemas (Rey-Benayas et al. 2009). Estos servicios 
pueden considerarse los dividendos o intereses que nos 
proporciona el capital natural (Costanza et al. 1997, 2014; 
Aronson y Milton, 2007), es decir, los recursos/ bienes na-
turales de la Tierra, tales como el sustrato físico, el suelo, 
el aire, el agua, la flora y la fauna. Los servicios ecosistémi-
cos, junto a la biodiversidad, traducen los procesos eco-
lógicos a un lenguaje comprensible para la mayoría de la 
sociedad y proporcionan una métrica sobre la que basar 
las estimaciones de eficiencia de la restauración (cambio 
en la provisión de beneficios por unidad de inversión), 
la restaurabilidad (esfuerzo necesario para restaurar un 
ecosistema) y la priorización de las intervenciones (Cor-
tina et al., 2006).
3.6.1.2 Historia de la restauración en España
Si el concepto de restauración se restringe a la recupe-
ración de funciones ecosistémicas con repercusiones a 
escala de paisaje, la restauración ecológica, en sentido es-
tricto, no se ha desarrollado hasta hace tan sólo unas dé-
cadas. Sin embargo, es un hecho conocido que las accio-
nes sobre el entorno tendentes a establecer formaciones 
vegetales persistentes en espacios degradados, como 
medio para combatir la erosión y propiciar una mayor ca-
lidad de las aguas, tiene un origen mucho más remoto. El 
precedente de la restauración ecológica en España que 
más se remonta en el tiempo es la repoblación forestal. 
Ahora bien, debe aclararse que aunque se haya preten-
dido identificar el concepto actual de restauración con el 
más antiguo de repoblación forestal, existen diferencias 
de planteamiento entre ambos.
La preocupación por la degradación del territorio y la 
necesidad de revertirla aparece pronto en la historia de Es-
paña. En sus orígenes, estuvo ligada casi con exclusividad 
al ámbito forestal. En el año 654 aparece en el Libro VIII 
del Fuero Juzgo visigodo, la primera iniciativa legislativa 
forestal en la Península Ibérica, aunque hasta la aparición 
de las Ordenanzas de 1518 no se crean normas específicas 
que regulen la reforestación. Posteriormente, en tiempos 
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de Felipe II, se iniciaron políticas de repoblación forestal 
que afectaron, por ejemplo, a la Sierra de Guadarrama y a 
la Cuenca del Duero (Blanco, 1997). Este tipo de medidas 
se suceden posteriormente en numerosas ocasiones, es-
pecialmente a partir del S. XVIII, y se intensifican a partir 
del reinado de Fernando VII (Urteaga, 1987; Currás, 1995). 
La Ordenanza para la conservación y aumento de los Mon-
tes de la Marina publicadas en 1748 incluían la construc-
ción de un vivero en cada jurisdicción, así como el censo 
de bosques y diversas medidas de protección, en cuya im-
plementación participaron activamente los Visitadores de 
Montes, los Ayuntamientos y las Sociedades Económicas 
de Amigos del País (Blanco, 1997). La Ley de Montes de 
1863 consideraba las repoblaciones como una de las prin-
cipales funciones del Estado en la gestión de montes.
La primera ley de repoblaciones se presentó en 1877 
(Ley General de Repoblación, Fomento y Mejora de los 
Montes Públicos Exceptuados de la Desamortización). 
El posterior Reglamento (1881) tenía entre sus objetivos 
la repoblación de claros, calveros y rasos de los montes 
públicos exceptuados en la Desamortización según la 
Ley 1863. La segunda Ley, de 1888, se ocupó de la repo-
blación de cuencas hidrográficas, siendo las Divisiones 
Hidrológico-Forestales, creadas a principios del siglo XX, 
las que se encargarían de tareas como la ejecución de 
proyectos de regulación hidrológico-forestal y de restau-
ración de montes, la conservación de suelos forestales, 
la corrección de torrentes y ramblas, la contención de 
aludes y la fijación de dunas y suelos inestables (Montiel, 
1990). Así, existen ejemplos centenarios de restauración 
de sistemas dunares como el de Guardamar-La Marina 
(Alicante) ejecutado durante las tres primeras décadas 
del siglo XX, que gozaron de gran notoriedad, pese a que, 
con los conocimientos actuales, difícilmente se podrían 
calificar como ejemplos de restauración ecológica exi-
tosa. La Ley de Conservación de Montes y Repoblación 
Forestal (1908), entre otras cosas, identificaba terrenos 
susceptibles de ser repoblados, independientemente de 
su propiedad, aquellos que en su estado actual o repobla-
dos servían para regular las grandes alteraciones del ré-
gimen de lluvias, evitaban el desprendimiento de tierras 
y rocas y la formación de dunas, sujetaban suelos sueltos 
y defendían canalizaciones o vías de comunicación, entre 
otros. Más tarde, en 1926, el Real Decreto-Ley y subsi-
guiente Plan Nacional de Repoblación de los Montes, au-
torizaron la inversión de 100 millones de pesetas para la 
repoblación forestal hasta 1936. 
Antes de que acabara la Guerra Civil se presentó una 
orden ministerial que disponía la redacción del Plan Gene-
ral de Repoblación Forestal de España, cuyos autores fue-
ron Ximénez Embún y Ceballos Fernández de Córdoba, 
con los objetivos de conseguir la máxima producción de 
los bosques compatible con las especies y las condiciones 
naturales de la localidad y aumentar el área de monte alto 
repoblando seis millones de hectáreas en 100 años. Se-
gún datos del Anuario de Estadística Agraria de 1988, en 
1986 se había repoblado un total de 3.795.213 ha (un 93% 
en terrenos públicos; Ortuño, 1990), lo que supuso la pro-
ducción de no menos de 7.500 millones de plantas (Pe-
ñuelas y Ocaña, 2000). Con la entrada en funcionamiento 
del ICONA en 1971, y gracias al aumento del rendimiento y 
a la entrada de la iniciativa privada, se calcula que la tasa 
de repoblación superó las 100.000 ha anuales.
La vigente Constitución Española de 1978 (BOE 29-12-
1978, núm. 311) en su artículo 45, punto 2, determina que: 
Los poderes públicos velarán por la utilización racional de 
todos los recursos naturales, con el fin de proteger y mejo-
rar la calidad de la vida y defender y restaurar el medio am-
biente, apoyándose en la indispensable solidaridad colecti-
va. El hecho de que un artículo de la Carta Magna vincule 
la gestión de los recursos naturales con la calidad de vida 
por una parte, y con la restauración del medio ambiente, 
por otra, supone sin duda un hito histórico, fruto de un 
largo proceso de toma social de conciencia.
A partir de 1982, con la promulgación de los Estatu-
tos de Autonomía, serán las Comunidades Autónomas 
las encargadas de ejercer la potestad legislativa en 
materia de montes. No obstante, el Gobierno Central 
ha coordinado programas nacionales de restauración 
como el Plan Nacional de Restauración Hidrológico-
Forestal, el Programa de Acción Nacional contra la De-
sertificación y la Estrategia Nacional de Restauración de 
Ríos. Se estima que la superficie total repoblada en el 
territorio español en el período 1983-2013 por parte de 
las Comunidades Autónomas asciende a 1.796.292 ha y 
que las inversiones medias anuales rondan los 7,3 millo-
nes de euros (WWF, 2016).
El abandono agrícola, los problemas sociales inheren-
tes y el deseo de desarrollar una gestión agrícola respe-
tuosa con el medio ambiente hicieron que, a principios de 
los años 90 del pasado siglo y en el contexto de la Política 
Agraria Común, se planteara una política agrícola que por 
primera vez pretendía integrar acciones forestales (Re-
glamentos CEE 2.078/92 y 2.080/92; RD 378/1993 y 477/93; 
Hernández, 1997; Gómez-Jover y Jiménez, 1997). El RD 
152/96, que sustituyó al RD 378/92, dio más capacidad de 
decisión a las Comunidades Autónomas. 
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España fue el país europeo que captó más fondos 
para forestación, 322 millones de euros entre 1993 y 1997 
(un 40% del total; Court of Auditors Special Report, 2000). 
En este Informe se destacan algunas deficiencias de estas 
medidas y de las limitaciones de la PAC. Por ejemplo, en 
España, el programa de forestación identificó entre sus 
objetivos prioritarios la lucha contra la erosión y la de-
sertificación, pero los criterios para la distribución local 
y regional de fondos priorizaron factores agrícolas y co-
merciales por encima de los ambientales. Además, exis-
ten evidencias de deforestación para obtener subvencio-
nes. Por ello, pese a las 700.000 ha plantadas en España 
(SECF, 2011), la evaluación fue bastante pesimista desde 
el punto de vista ambiental.
La restauración de ecosistemas no forestales tiene 
un recorrido mucho menor, con la salvedad de los sis-
temas dunares en los que las intervenciones decimonó-
nicas, muy centradas en la fijación de dunas (como las 
dunas de Guardamar-Pinet, en Alicante), dieron paso a 
proyectos de restauración como los del Saler (Valencia). 
Algunos ecosistemas, como los humedales, tradicional-
mente destruidos (o ‘bonificados’), no han sido objeto 
de restauración hasta fechas muy recientes. No obstante 
existen ejemplos tales como el Parque Natural del Fondó 
de Elche (Alicante) o la laguna del Cañizar (Teruel), que 
ilustran la creación de zonas húmedas que actualmente 
revisten gran valor. En las tres últimas décadas se han re-
cuperado numerosos humedales en toda la Península, in-
cluso lagunas que habían sido totalmente drenadas y cul-
tivadas, como la “nueva” Laguna de la Nava en Palencia. 
Las administraciones hidrológicas han encontrado aquí 
una vía más sencilla que la de los complejos ecosistemas 
fluviales para invertir presupuestos de restauración, con 
buenos resultados. En la misma línea, se ha procedido 
a la restauración de un número importante de graveras 
abandonadas, especialmente de aquellas que contaban 
con una potencialidad ecológica mayor, durante las dos 
últimas décadas.
La restauración fluvial apenas cuenta con dos décadas 
de desarrollo, pero ha sido capaz de movilizar a numero-
sos científicos y técnicos de distintas disciplinas. Estos se 
han implicado más en cuestiones teóricas y en la defini-
ción de estrategias que en proyectos reales, que numé-
ricamente son todavía muy escasos si consideramos la 
extraordinaria longitud de la red fluvial y las presiones e 
impactos que la deterioran. La Estrategia Nacional de Res-
tauración de Ríos, lanzada en 2006-2007, supuso un hito 
para la puesta en común y el inicio de propuestas de di-
versa índole. Las principales acciones desarrolladas son el 
derribo de presas y azudes, con ya más de 200 casos, prin-
cipalmente en el Norte y Oeste peninsular. Se ha devuelto 
espacio al río, eliminando o retranqueando defensas en 
diferentes proyectos, en las cuencas del Duero, Ebro y en 
diversas zonas del País Vasco y Cataluña. También se han 
recuperado antiguos cauces, eliminando canalizaciones 
y reconectando meandros (Ollero, 2015), recuperado so-
tos ribereños y mejorado los regímenes hidrológicos en 
diferentes masas de agua en diversos aspectos, como 
los caudales mínimos o las crecidas con fines ecológicos 
(Magdaleno, 2009). Asimismo, se han restaurado hume-
dales en áreas agrícolas de regadío (Comín et al., 2014). A 
todo ello hay que sumar numerosas acciones de mejora 
en puntos concretos de la red fluvial, incluyendo zonas 
urbanas, con importante papel del voluntariado local.
En el ámbito de la restauración de minas, las actuacio-
nes son relativamente recientes, a pesar de que se dispu-
so de un marco legislativo específico relativamente pron-
to (Martínez-Ruíz et al., 1996). La Ley de Minas de 1973 ya 
contemplaba las posibles repercusiones medioambienta-
les de las actividades extractivas, aunque no estableciera, 
todavía, normas específicas y detalladas de cómo mini-
mizarlas o corregirlas. Se tardó casi una década en desa-
rrollar una normativa que exigiera un proyecto de restau-
ración, junto al de explotación minera (RD 2994/1982 y 
normativa subsiguiente; actualmente derogada por el RD 
975/2009 y su modificación posterior, RD 777/2012). A pe-
sar de la imposición legal, los resultados de las estrategias 
de restauración de los espacios afectados por las activida-
des extractivas en nuestro país son, en general, desalen-
tadores, limitándose en muchos casos a una restitución 
topográfica basada en el modelo talud-cuneta-berma, so-
bre la que se han tratado de establecer diversos tipos de 
cubierta vegetal como son pastizales, bosques y cultivos 
agrícolas (UMINSA, 2000; Nicolau, 2003). En el momento 
actual la restauración de canteras está experimentando 
un profundo cambio de enfoque, tras diagnosticarse un 
notable fracaso debido a la propensión a la erosión de 
las topografías talud-cuneta-berma (Nicolau, 2000; Mar-
tín Duque et al., 2010). Además, algunas restauraciones 
actuales potencian la creación de hábitats y especies con 
figuras de protección.
Estas experiencias ponen de manifiesto el énfasis his-
tórico en la recuperación de cubiertas vegetales como un 
subrogado de la funcionalidad ecosistémica por encima 
de otras consideraciones. También la diversidad de obje-
tivos de estas actuaciones, el enorme esfuerzo invertido 
y el considerable bagaje de conocimientos generado, que 
ha contribuido al cambio de paradigma y al desarrollo de 
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la restauración ecológica en las postrimerías del siglo XX 
(Cortina et al., 2011). No obstante, en el plano operativo, 
los proyectos impulsados por las CC.AA. no contemplan 
una visión integral, a escala paisaje, de la restauración 
ecológica, ni incluyen de manera explícita principios bá-
sicos como la identificación de ecosistemas de referencia 
o el monitoreo y evaluación, limitándose con carácter 
general a la recuperación de la cubierta vegetal (Cuenca, 
2014; WWF, 2016). Sin embargo, los marcos legislativo y 
estratégico están avanzando, aunque lentamente, en 
esta nueva visión. Se debe destacar el Plan estratégico 
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad 2011-2017, 
cuyo Objetivo 2.2 busca “promover la restauración eco-
lógica”.
3.6.2 Restauración ecológica en las medidas 
de corrección y compensación del 
impacto ambiental
3.6.2.1 Restauración ecológica como oportunidad
La Agencia Ambiental Europea ha destacado reciente-
mente la problemática situación de muchos hábitats 
europeos y la disminución en la provisión de servicios 
ecosistémicos (EEA, 2010, 2015). En concreto, en España, 
diversas regiones muestran niveles de desertificación 
alarmantes (EEA, 2005). A modo de ejemplo, el desarro-
llo de infraestructuras ha incrementado enormemente 
en los últimos años en nuestro país. En lo que respecta a 
redes de transporte, las carreteras han crecido un 19,4%, 
en el periodo 1970-2014, situándose en 166.284 km. En 
este período hemos pasado de un 0,14% de vías de altas 
prestaciones (autovías y autopistas con vallados perime-
trales), a un 10,1%, con más de 16.700 km. A ello se deben 
sumar los más de 3.100 km de líneas de ferrocarril de alta 
velocidad, además de la multitud de nuevos aeropuertos 
y puertos, y otros tipos de infraestructuras como obras 
hidraúlicas (presas, canales y conducciones) y energéti-
cas (conducciones de electricidad, parques eólicos y sola-
res, etc.; Ministerio de Fomento, 2014). 
Estos son sólo algunos ejemplos de degradación en 
nuestro territorio que podría atenuarse con adecuados 
programas de restauración ecológica. Sin embargo, la 
restauración ecológica no es sólo una “reparación” tras 
un diagnóstico, sino una herramienta de planificación de 
las actividades humanas en el territorio y una oportuni-
dad para contribuir a promover la biodiversidad, mejorar 
nuestro entorno y nuestra calidad de vida. Además, la 
restauración de ecosistemas proporciona oportunidades 
de negocio que pueden contribuir al crecimiento econó-
mico y a la generación de empleo vinculadas al desarrollo 
y gestión sostenible de los recursos naturales. Por último, 
la restauración ecológica puede ser determinante para 
prevenir posibles impactos futuros sobre los ecosistemas 
y definir el modelo de desarrollo de un territorio y, por 
ello, determinar el riesgo y la vulnerabilidad ante futuras 
perturbaciones a los que este territorio estará sometido 
(Cortina et al., 2015).
3.6.2.2 Beneficios de la restauración ecológica
Los beneficios de la restauración ecológica derivan en 
gran medida de la recuperación de la funcionalidad de 
los ecosistemas que han sido degradados por actividades 
humanas. La restauración de esta funcionalidad a través 
de la recuperación de la estructura del ecosistema, los 
procesos ecológicos y la interacción entre ambos permi-
te que los ecosistemas vuelvan a proporcionar bienes y 
servicios a la población.
Aunque la degradación de los ecosistemas supone, 
en muchos casos, la pérdida de valores y funciones con 
respecto a los ecosistemas de referencia que pueden tar-
dar en recuperarse siglos o milenos, o haberse perdido 
de manera inexorable, lo cierto es que la restauración 
ecológica a escala global incrementa la provisión de servi-
cios ecosistémicos. En muchos casos, los espacios restau-
rados proveen un 40% de bienes y servicios más que los 
mismos ecosistemas en estado degradado. Se sabe que 
la restauración ecológica aumenta la provisión de servi-
cios de regulación (regulación climática u otros servicios 
relacionados con la calidad de agua o suelo) y soporte (re-
ciclado de nutrientes, producción primaria, etc.) propor-
cionados por los ecosistemas. La recuperación de estos 
servicios está en muchos casos relacionada con la restau-
ración de la biodiversidad (Rey-Benayas et al., 2009).
En España, donde la climatología en gran parte del 
país se caracteriza por eventos de lluvia de alta intensi-
dad, la restauración ecológica de espacios degradados 
es vital para asegurar servicios de regulación clave como 
el control de la erosión. En este sentido, en nuestro país 
existen varios ejemplos de proyectos de restauración 
ecológica desarrollados en espacios mineros en los que la 
recuperación de relieves geomorfológicamente estables 
ha reducido significativamente la emisión de sedimentos 
y, por tanto, la pérdida de suelo fértil (Martín Duque et al., 
2010). Por otra parte, no siempre el control de la erosión 
debe ser un objetivo. Muchos ríos tienen graves proble-
mas de déficit sedimentario por las acciones de control 
de la erosión y estabilización geomorfológica que se han 
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hecho en sus cuencas, de manera que en restauración flu-
vial se realizan de forma creciente aportes de sedimentos 
a tramos afectados (Ollero, 2015).
Asimismo, nuestro país se caracteriza por albergar 
una gran biodiversidad que, en ocasiones, está severa-
mente amenazada por actividades humanas como la 
agricultura, pero que también puede verse afectada ne-
gativamente por el abandono de las actividades cultura-
les. Existen experiencias de restauración en campos agrí-
colas en los que la restauración ecológica ha conseguido 
no sólo mejorar los niveles de diversidad, sino también 
funciones ecosistémicas fundamentales, como la fertili-
dad del suelo (Rey-Benayas et al., 2009). La restauración 
ecológica permite recuperar, además, la capacidad de los 
suelos de almacenar carbono, una medida que además 
contribuye a la adaptación y mitigación de los efectos del 
cambio climático. 
Sin embargo, los proyectos de restauración enfoca-
dos a la recuperación de un único servicio ecosistémico 
han resultado tener un escaso éxito (Bullock et al., 2011). 
Es importante insistir en que los proyectos de restaura-
ción deben adoptar una visión holística e integral del sis-
tema que se quiere recuperar, enfocando sus esfuerzos 
hacia la restauración de sistemas multifuncionales y la 
optimización de la provisión de servicios ecosistémicos.
En ocasiones, la sostenibilidad en la provisión de bie-
nes y servicios en espacios restaurados requiere una in-
tervención humana más o menos periódica (Bugalho et 
al., 2011). Es por ello que el desarrollo de planes y estrate-
gias de restauración ecológica debe contemplar, además, 
un esquema de financiación sostenible y rentable en el 
tiempo que asegure el éxito de las acciones a largo plazo.
La restauración ecológica es una fuente de recursos 
económicos y un nicho de negocio que permite un cam-
bio en los modelos productivos, de manera que estos 
pueden estar más alineados con nuevas tendencias mun-
diales, como la circularización económica y la economía 
verde, basadas en propuestas con largo recorrido (Pear-
ce y Turner, 1989; Pearce et al., 1989; BenDor et al., 2015).
Recientemente se ha definido el concepto de econo-
mía de la restauración para hacer referencia al conjunto 
de actividades económicas asociadas con la restauración 
de los ecosistemas, en contraposición con aquellas otras 
actividades basadas en el consumo y agotamiento de los 
recursos naturales con efectos negativos sobre la calidad 
de vida de la población (Cunningham, 2002). La econo-
mía de la restauración es multisectorial e incluye desde 
la investigación científica a la planificación y desarrollo de 
proyectos, pasando por el movimiento de tierras o la re-
vegetación. Los primeros estudios centrados en evaluar 
la rentabilidad de este nuevo modelo económico indican 
que el conjunto de actividades relacionadas con la res-
tauración de ecosistemas puede generar unos beneficios 
económicos directos globales de más de 11.000 millones 
de dólares anuales y la creación de más de 120.000 pues-
tos de trabajo al año (BenDor et al., 2015). Más allá de los 
beneficios directos derivados del diseño y ejecución de 
los proyectos, la economía de la restauración genera be-
neficios indirectos a través del consumo. Los beneficios 
conjuntos (directos e indirectos) de la economía de la res-
tauración podrían fijarse en más de 200.000 puestos de 
trabajo anuales y un retorno de más de 24.000 millones 
de dólares al año. 
Asimismo, aquellas instituciones beneficiarias de los 
proyectos de restauración y que a través de éstos consi-
guen corregir y compensar su impacto ambiental, obtie-
nen un retorno en imagen que se traduce en una mejor 
reputación (Dowell et al., 2000). A pesar de que no exis-
tan estudios que relacionen de manera directa los bene-
ficios reputacionales y económicos asociados a la restau-
ración de los ecosistemas, las consecuencias de atentar 
contra el medioambiente conlleva pérdidas en el valor de 
mercado de las marcas, así como riesgos de tipo finan-
ciero que en ocasiones ponen en peligro la sostenibilidad 
de determinadas actividades económicas (Karpoff et al., 
2005). 
La restauración ecológica genera además otros be-
neficios sociales derivados de la conservación de la bio-
diversidad. Se ha demostrado que la conservación de la 
biodiversidad tiene efectos directos sobre la estructura 
social y el arraigo de la población al territorio, hasta el 
punto que el establecimiento de áreas de conservación 
incrementa la cooperación entre miembros de la misma 
comunidad con efectos positivos sobre la cohesión social 
(Basurto et al., 2016). 
Asimismo, la restauración ecológica permite el retor-
no de valores culturales, estéticos, emocionales, religio-
sos o que incluyan usos históricos de los ecosistemas por 
parte de los humanos que poblaron un territorio (Bala-
guer et al., 2011, 2014). La restauración de estos valores, 
que afectan directamente a la percepción de los indivi-
duos y a su bienestar, favorecen la vinculación de la po-
blación con el entorno y son, en muchos casos, la base 
del éxito de los propios proyectos de restauración (Long 
et al., 2003).
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3.6.2.3 Restauración ecológica aplicada a la jerar-
quía de la mitigación
La «jerarquía de la mitigación» es una herramienta dise-
ñada para reducir al máximo las posibles afecciones que 
las actividades económicas tienen sobre la biodiversidad 
y los servicios ecosistémicos en un territorio (CSBI, 2015). 
Este modelo consiste en una secuencia de cuatro accio-
nes clave: evitar, minimizar, restaurar y compensar el im-
pacto ambiental, siguiendo un orden decreciente de prio-
ridad. Sólo se debería acudir a la restauración ecológica 
cuando resulte imposible evitar o minimizar.
Siguiendo este modelo, la planificación de las activi-
dades económicas desde la visión de la restauración eco-
lógica evita gran parte de sus efectos negativos sobre 
los ecosistemas y las comunidades locales. En la fase de 
ejecución, el diagnóstico desde el enfoque de la restau-
ración ecológica permite diseñar la actividad de manera 
que se integre más eficientemente en el contexto eco-
social. Además, la restauración ecológica es per se una 
herramienta de corrección de impactos capaz de recupe-
rar ecosistemas funcionales, complejos, diversos y adap-
tados a posibles cambios en las condiciones ambientales. 
Finalmente, la restauración ecológica permite definir las 
acciones de compensación específicas para cada tipo de 
actividad, creando y conservando capital natural para las 
poblaciones locales (Figura 9).
La restauración ecológica aplicada sobre el modelo de 
jerarquía de la mitigación contribuye no sólo a frenar la 
pérdida neta de biodiversidad (No Net Loss) sino también 
a la generación de un impacto positivo (Net Positive Im-
pact; últimos dos casos de la Figura 9), tal como demanda 
la Acción 7 de la Estrategia Europea 2020. Lamentable-
mente, falta concreción en la definición de qué es la «no 
pérdida neta» (Álvarez y González, 2014).
Un aspecto que merece especial consideración es 
que, para lograr el objetivo de «no pérdida neta de biodi-
versidad y servicios ecosistémicos», se puede contar con 
esquemas que introduzcan la compensación por pérdidas 
de biodiversidad (Álvarez y González, 2014). Las compen-
saciones por impactos ecológicos no son una novedad 
como herramientas de conservación de la biodiversidad, 
y han sido avaladas por múltiples instituciones internacio-
nales (Álvarez y González, 2014). 
No obstante, la fortaleza de las medidas de compen-
sación estriba en que sean entendidas en un contexto de 
cumplimiento estricto de la «jerarquía de la mitigación», 
de modo que estas compensaciones sólo sean utilizadas 
en el marco de impactos residuales inevitables. De lo con-
trario, difícilmente se alcanzará el objetivo de mejorar la 
biodiversidad en España y, posiblemente, la legitimidad 
de la misma quedaría en entredicho. Por tanto, se necesi-
ta una mejora en la ejecución de las medidas compensa-
Figura 9. Modelo de la Jerarquía de la Mitigación que integra la 
restauración ecológica. E: evitar, M: minimizar, R: restau-
rar y C: compensar. Valores por encima de cero mues-
tran un aumento del capital natural por encima del valor 
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torias (Álvarez y González, 2014). Para ello, se está estu-
diando la aplicación en España del modelo de los Bancos 
de Conservación, que trata de adaptar la iniciativa de Miti-
gation banking desarrollada en Estados Unidos y algunos 
países de Europa (ECOACSA, 2015).
Según la NMBA (National Mitigation Banking Associa-
tion), los Bancos de Mitigación suponen la “restauración, 
creación, mejora o conservación de hábitats con el obje-
tivo expreso de compensar impactos residuales (no evi-
tables) generados por distintas actividades cuando estos 
no pueden ser corregidos in situ o no serán tan benefi-
ciosos desde el punto de vista ambiental”. Las unidades 
de terreno son expresadas en créditos. Sus propietarios 
son responsables del mantenimiento de los valores am-
bientales de los mismos a largo plazo y pueden vender-
los a organizaciones o empresas que deban compensar 
impactos ambientales a un precio fijado por el mercado. 
De esta manera, el que adquiere créditos a través de esta 
modalidad de compensación, transfiere su responsabili-
dad al propietario del Banco de Mitigación. Antes de que 
la creación de uno de estos bancos adquiera la posibilidad 
de vender sus créditos, los gobiernos deben aprobar los 
planes para la creación de cada Banco de Mitigación, que 
debe incluir tanto los valores que pretende restaurar o 
conservar, como las medidas que se adoptarán para lle-
varlo a cabo, así como un plan de seguimiento.
En el contexto español, la aplicación de los Bancos de 
Conservación de la Naturaleza como medida compensato-
ria se regula a través de la Ley 21/2013 de 9 de diciembre de 
Evaluación Ambiental y, de manera no explícita (aunque 
facilitaría su implantación), por la normativa sobre Res-
ponsabilidad Ambiental (Ley 26/2007 y RD 2090/2008). Se 
está trabajando en un plan específico que asiente las bases 
para la aplicación de los Bancos de Conservación en nues-
tro país. Actualmente el proceso se encuentra paralizado, 
debido a la incertidumbre suscitada sobre las garantías de 
éxito para la aplicación de los Bancos de Conservación en 
España (Alfaya et al., 2012; de la Calle, 2013). 
En opinión de muchos expertos, recurrir a medidas de 
compensación en muchos proyectos es algo inevitable y 
puede que los Bancos de Conservación lleguen a ser una 
solución viable, si se consigue regular su funcionamiento 
adecuadamente. Sin embargo, también se considera que 
en buena parte de los casos, aún no se ha llegado al punto 
de corregir los impactos in situ que generan distintas ac-
tividades de manera realmente efectiva, con un enfoque 
centrado en la restauración ecológica de la biodiversidad 
y los servicios ecosistémicos.
En el caso de que llegaran a implementarse los ban-
cos de conservación en España, cabe destacar que hay 
mucho conocimiento disponible sobre cómo restaurar 
ecosistemas, y que este conocimiento podría ser muy útil 
a la hora de plantear los nuevos Bancos de Conservación 
en España. De hecho, estos bancos en sí podrían suponer 
una oportunidad para la restauración ecológica, la conec-
tividad de los ecosistemas y el establecimiento de infraes-
tructura verde.
3.6.2.4 Restauración ecológica y cambio climático
De acuerdo a la Convención Marco de las Naciones Unidas 
sobre el Cambio Climático, se están realizando esfuerzos 
políticos, avances tecnológicos y desarrollando medidas 
dirigidas a limitar y reducir las emisiones antropogénicas 
de gases de efecto invernadero y mejorar los sumideros 
de los mismos (mitigación; IPCC, 2014). En el contexto de 
estas medidas de mitigación del cambio climático, la res-
tauración ecológica puede favorecer la captura de carbo-
no en los ecosistemas (Keenleyside et al., 2014). 
Sin embargo, la mitigación no puede evitar los im-
pactos del cambio climático actual ni en las próximas 
décadas, por lo que es necesario acudir a la adaptación. 
La adaptación entendido como proceso de ajuste de los 
sistemas naturales o humanos a los efectos actuales y es-
perados del cambio climático para minimizar sus efectos 
negativos y beneficiarse de los positivos (SEs; IPCC, 2014). 
Las medidas de adaptación deben enfocarse a corto y lar-
go plazo, e incluir componentes de manejo ambiental, 
planificación y manejo de desastres (Colls et al., 2009). 
Además, pueden ser herramientas con una relación cos-
te-beneficio baja, capaz de generar beneficios sociales, 
económicos, ambientales y culturales, a la vez que contri-
buyen a la conservación de la biodiversidad (CBD, 2009).
Entre los principales efectos del cambio climático en 
los ecosistemas, destacan los cambios en la abundancia 
relativa de taxones y su distribución, comportamiento, 
fenología, interacciones inter-específicas y procesos eco-
lógicos clave, que pueden comprometer la provisión de 
los servicios ecosistémicos (Aronson et al., 2009). La res-
tauración ecológica puede contribuir a la adaptación de 
los ecosistemas al cambio climático mediante medidas 
que favorezcan el desplazamiento de las especies (crear 
hábitats o conectar los ya existentes), y medidas destina-
das a favorecer la persistencia, a través de la adaptación 
local (aumento de la diversidad genética, selección de fe-
notipos más resistentes y plásticos, aumento de hetero-
geneidad espacial y estructural) y la mejora de la capaci-
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dad de resistencia y resiliencia frente a eventos extremos 
(control de plagas, fomento de la diversidad de especies, 
prevención de incendios, amortiguación climática, etc.; 
Keenleyside et al., 2014). 
Existen ejemplos en otros países de estrategias de 
restauración elaboradas mediante acuerdos participati-
vos con las comunidades locales, en los que se ha tenido 
en cuenta el cambio climático con el fin de garantizar la 
regulación hídrica y aumentar el secuestro de carbono 
(Pérez et al., 2009; Lhumeau y Cordero, 2012). El propio 
Convenio sobre la Diversidad Biológica (CDB) invita a sus 
miembros y a otros gobiernos a considerar su orientación 
sobre maneras de conservar, utilizar de manera sosteni-
ble y restaurar la diversidad biológica y los servicios de los 
ecosistemas, contribuyendo a la mitigación y adaptación 
del cambio climático (CBD, 2010). En España, existen al-
gunas iniciativas promovidas por la Oficina Española de 
Cambio Climático o el Plan de Impulso al Medio Ambiente 
para la Adaptación al Cambio Climático en España (PIMA 
Adapta), aunque desgraciadamente algunas de estas ac-
tuaciones difícilmente podrían calificarse como restaura-
ción ecológica.
3.6.3 Restauración ecológica en el marco de la 
infraestructura verde
3.6.3.1 Restauración ecológica e infraestructura 
verde
La restauración ecológica puede contribuir al desarrollo y 
mejora de la red de espacios naturales y semi-naturales te-
rrestres, ribereños y acuáticos que constituyen la infraes-
tructura verde. Por un lado, cubiertas verdes, jardines 
verticales, ecoductos y otros pasos de fauna, y diversas 
zonas cuyos objetivos pueden alinearse con los de la res-
tauración ecológica, forman parte de la infraestructura 
verde. Por otro lado, diferentes acciones estratégicas de 
restauración tienen el potencial de contribuir a crear in-
fraestructura verde, mejorar elementos pre-existentes y 
conectarlos entre sí. La restauración ecológica represen-
ta un marco idóneo para la implementación del concepto 
de adicionalidad (additionality) de la infraestructura ver-
de: la transformación de infraestructuras verdes simples 
en complejas, en términos de la biodiversidad que alber-
gan y los servicios ecosistémicos que proporcionan, coin-
cide con el objetivo general de la restauración ecológica.
Para la creación de infraestructura verde es necesaria 
la planificación territorial y la cooperación entre grupos 
de interés. Por ello, el desarrollo de infraestructura verde 
representa una excelente oportunidad para implementar 
una restauración ecológica a escala de paisaje, e integrar-
la en la gestión del territorio. La infraestructura verde 
proporciona, de esta manera, el marco idóneo para que la 
restauración ecológica se integre en un conjunto amplio 
de políticas europeas y nacionales. Entre ellas, caben citar 
las políticas agrícola, de desarrollo rural, forestal, hidro-
lógica, energética, de lucha contra el cambio climático, 
de transporte, urbanística, de planificación del territorio 
y conservación de la biodiversidad, de salud y de patrimo-
nio cultural. Asimismo, la restauración ecológica puede 
generar sinergias entre diferentes sectores de la socie-
dad, en particular en sectores productivos, y con ello ser-
vir de estímulo para la cooperación y el crecimiento. Exis-
ten múltiples ejemplos de acciones de restauración que 
proporcionan un beneficio económico neto en sectores 
como el turismo, la depuración de aguas o la reducción 
de riesgos (LeMaitre et al., 2002; Blangy and Mehta, 2006; 
Yeon-Su Kim, 2010; Bullock et al., 2011; FAO & Global Me-
chanism of the UNCCD, 2015).
La restauración ecológica representa, por su parte, 
un elemento esencial para alcanzar los objetivos de la in-
fraestructura verde y, en concreto, para:
1. Promover la conectividad espacial y funcional entre 
áreas naturales y semi-naturales
2. Mejorar la permeabilidad
3. Reducir la fragmentación
4. Contribuir al buen funcionamiento de los ecosistemas 
y a la provisión de servicios ecosistémicos
5. Fomentar la conexión entre sociedad y naturaleza a 
través de la implicación de grupos de interés, conec-
tando el mundo rural y el urbano
6. Contribuir a la adaptación al cambio climático y a su 
mitigación 
7. Reducir la vulnerabilidad y aumentar la resiliencia 
frente a desastres naturales como el fuego, la sequía 
y la erosión costera
8. Proteger el patrimonio cultural y los paisajes tradicio-
nales
3.6.3.2 Infraestructura verde y priorización de la 
restauración ecológica
La cartografía de la infraestructura verde en Europa ha 
identificado dos categorías de redes (EEA, 2014). La pri-
Marco conceptual
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mera está formada por espacios que proporcionan ni-
veles elevados de servicios ecosistémicos y por hábitats 
clave para determinadas especies. Esta zona correspon-
dería al Nivel 1 de la estrategia europea de priorización de 
la restauración ecológica, que identifica áreas prístinas y 
plenamente funcionales (Lammerant et al., 2013). En es-
tas zonas sería prioritaria la conservación, pero no reque-
rirían acciones de restauración. La segunda está consti-
tuida por espacios que proporcionan niveles de servicios 
por debajo de un determinado umbral, así como áreas 
susceptibles de actuar como corredores y áreas poten-
ciales de distribución de especies clave. La mencionada 
cartografía asigna esta red, que equivaldría al Nivel 2 del 
marco de prioridades de restauración, a la categoría de 
zona restaurable. Esta cartografía no considera restaura-
bles los Niveles 3 y 4 del marco conceptual definido por 
Lammerant et al. (2013), con niveles de integridad ecoló-
gica y de funcionamiento inferiores a los anteriores.
Los resultados del estudio de la Agencia Europea del 
Medio Ambiente no son generalizables al conjunto de la 
infraestructura verde europea, ya que éste contempla un 
conjunto restringido de servicios ecosistémicos comunes 
para el conjunto del continente y se centra en un grupo 
limitado de organismos (grandes mamíferos). Sin embar-
go, representa una aproximación experimental útil para 
la identificación de zonas prioritarias para la restauración 
en otros ámbitos, estableciendo una conexión entre la in-
fraestructura verde y la restauración ecológica. Su aplica-
ción a menor escala (nacional y sub-nacional), requeriría la 
identificación de servicios relevantes a esos niveles, y la in-
tegración de criterios faunísticos y florísticos más exhaus-
tivos y específicos. Por otra parte, para ser fiel a la filosofía 
de la restauración ecológica, este proceso debería ser par-
ticipativo, integrando las visiones y las aspiraciones de los 
diferentes grupos de interés a lo largo de todo el proceso.
Este trabajo pone de manifiesto que la disponibilidad 
de cartografía sobre la provisión de servicios ecosistémi-
cos es de vital importancia para desarrollar el Marco de 
Priorización de la Restauración. Y viceversa, el desarrollo 
de este Marco es necesario para completar dicha carto-
grafía (EEA, 2016) - cuya escala, para ser operativa, debería 
ajustarse a la escala de gestión (escalas sub-nacionales).
3.6.3.3 La restauración ecológica en el estableci-
miento de la infraestructura verde
Diversas medidas contempladas en el marco de la infraes-
tructura verde se relacionan con la restauración ecológi-
ca. Entre ellas, se pueden identificar las siguientes:
1. La restauración de sistemas fluviales (cauces y llanu-
ras de inundación), humedales, acuíferos y zonas cos-
teras, con el fin de que contribuyan al almacenamien-
to de agua y carbono, la mejora de la calidad del agua 
y la generación de hábitats de interés
2. La creación de conectores entre manchas de vege-
tación leñosa natural, pastos, zonas costeras y otros 
hábitats protegidos
3. La restauración de espacios naturales fragmentados o 
degradados
4. La restauración de infraestructuras naturales como 
cuencas forestadas, sistemas dunares y sotos ribere-
ños
5. La restauración de procesos edáficos y de la capaci-
dad para almacenar carbono en suelos agrícolas, fo-
restales y turberas
6. La restauración de espacios afectados por infraestruc-
turas de transporte con el fin de minimizar su impacto 
y favorecer la permeabilidad mediante la construc-
ción de estructuras de conectividad (pasos de fauna 
de todo tipo).
7. El diseño de sistemas productores de biocombusti-
bles y bioenergía acordes con los principios de la res-
tauración ecológica
8. La adaptación de estos principios a la creación de sis-
temas de drenaje urbano sostenible (SUDs), y diver-
sos tipos de espacios verdes urbanos y periurbanos, a 
partir de soluciones basadas en la naturaleza (Nature 
Based Solutions).
3.6.3.4 Restauración ecológica en los proyectos 
de infraestructura verde
Como se deduce de las anteriores consideraciones, en la 
práctica, la restauración ecológica ha jugado un papel pri-
mordial en los proyectos de creación de infraestructura 
verde. De los 127 proyectos revisados por Naumann et al. 
(2011), el elemento que con más frecuencia fue abordado 
(en el 59% de ellos) fue la restauración ecológica. Además, 
un 28% del conjunto de proyectos incluía actuaciones en 
zonas verdes urbanas y un 12% implicaba acciones para 
promover la conectividad de forma artificial. La naturale-
za de estas acciones fue muy diversa, y también su coste. 
Así, en una selección de siete proyectos representativos, 
los costes estrictamente relacionados con la restauración 
oscilaron entre 250 y 14.185 €/ha.
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3.6.4 Restauración en espacios protegidos 
3.6.4.1 Los espacios protegidos en España
España supera los 7 millones de hectáreas protegidas 
bajo la legislación nacional y autonómica, el 12,9% del 
país. Ese porcentaje se eleva hasta el 27,2% considerando 
la legislación internacional que desarrolla la Red Natura 
2000. La superficie marina protegida alcanza el 8,4%. De 
esta manera, la superficie protegida en España supera el 
objetivo fijado por el Convenio de Diversidad Biológica 
(CDB) que establece que “para el 2020 al menos el 17% de 
las áreas terrestres son conservadas a través de espacios 
protegidos”, aunque está lejos para los espacios marinos 
(10%; EUROPARC-España, 2014). 
3.6.4.2 ¿Por qué restaurar en áreas protegidas?
A pesar de un gran esfuerzo de conservación a escala 
mundial, el deterioro de la biodiversidad está aumentan-
do (Butchart et al., 2010) y estas pérdidas también están 
siendo registradas en los espacios protegidos (Craigie et 
al., 2010). Los espacios protegidos españoles se encuen-
tran alejados de su óptimo ecológico debido, en parte, al 
escenario de ausencia generalizada de gestión y planifi-
cación. Por ejemplo, en España se considera que una pro-
porción elevada de especies y hábitats de la Red Natura 
2000 se encuentra en estado malo o inadecuado (62 y 51%, 
respectivamente; EUROPARC-España, 2014). Además, la 
biodiversidad sigue deteriorándose, lo que queda refleja-
do en el 60% de las evaluaciones de especies protegidas y 
el 77% de las evaluaciones de hábitats, que registraron un 
estado de conservación desfavorable (AEMA, 2015).
Cuestiones como el avance de las especies exóticas in-
vasoras, el cambio global, la falta de gestión efectiva, los 
procesos de erosión, el empobrecimiento de los sistemas 
o la fragmentación de los hábitats afectan directamente 
al estado ecológico de los espacios protegidos. En este 
sentido, la restauración ecológica en espacios protegidos 
ayuda a la mejor conservación de las especies, a incre-
mentar el bienestar humano, a fortalecer la conectividad 
de los ecosistemas a escala de paisaje, a restablecer la 
provisión de servicios ecosistémicos, y a mejorar la expe-
riencia de los visitantes. 
Los espacios protegidos a menudo representan la 
mejor oportunidad para mantener ecosistemas de alto 
valor dentro de redes terrestres y acuáticas a gran escala, 
que abarcan tanto áreas protegidas como no protegidas 
(Worboys et al., 2010). Una restauración de ecosistemas 
que aumente la conectividad en estas redes puede ayu-
dar a recuperar estos valores. La restauración en espacios 
protegidos se emplea, cada vez más, para recuperar los 
servicios ecosistémicos perdidos o degradados y para 
abordar temas relacionados con la reducción del riesgo, 
la seguridad alimentaria y el suministro de agua (Cairns, 
1997). Además, la restauración en espacios protegidos 
puede contribuir a alcanzar metas y objetivos sociales 
asociados con la conservación de la biodiversidad y el 
bienestar humano. Por último, la restauración en espa-
cios protegidos puede facilitar la adaptación al cambio 
climático, mediante el fortalecimiento de la resiliencia y la 
provisión de servicios ecosistémicos, y a la mitigación del 
cambio climático, mediante la captura de carbono (Keen-
leyside et al., 2014).
3.6.4.3 Marco regulatorio
En octubre del 2010 en Nagoya, Japón, la décima reunión 
de la Conferencia de las Partes (COP) del CDB preparó el 
terreno para atraer más atención mundial a la restaura-
ción ecológica mediante la adopción de un nuevo Plan 
Estratégico para la Diversidad Biológica 2011-2020 y 20 
metas destacadas (conocidas como las Metas de Aichi 
para la biodiversidad), así como mediante decisiones rela-
cionadas con las áreas protegidas, la conservación de las 
especies vegetales y la tercera edición del informe Pers-
pectiva Mundial sobre la Biodiversidad.
La restauración ecológica aplicada a las áreas protegi-
das es un elemento importante del Programa de Trabajo 
sobre Áreas Protegidas del CDB, el cual fue adoptado por 
la COP VII en el 2004. En Nagoya, bajo el párrafo 26 de la 
Decisión sobre Áreas Protegidas (Decisión X/31), sección 
“Restauración de los ecosistemas y los hábitats de las 
áreas protegidas”, la COP instó a las Partes a que: (a) au-
mentaran la eficacia de los sistemas de áreas protegidas 
para conservar la biodiversidad y mejorar su resiliencia 
ante el cambio climático y otros factores de tensión am-
biental, mediante esfuerzos renovados de restauración 
de ecosistemas y hábitats, y la inclusión, según proceda, 
de instrumentos de conectividad como los corredores 
ecológicos y/o las medidas de conservación en áreas pro-
tegidas y paisajes terrestres y marinos adyacentes y en-
tre estos; y (b) incluyeran actividades de restauración en 
los planes de acción del programa de trabajo sobre áreas 
protegidas y en las estrategias nacionales en materia de 
biodiversidad
La restauración dentro y alrededor de las áreas pro-
tegidas es una prioridad clave de la Unión Internacio-
Marco conceptual
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nal para la Conservación de la Naturaleza (UICN) y para 
el CDB, que anima a los Estados a “Establecer y apli-
car medidas para rehabilitar y restaurar la integridad 
ecológica de las áreas protegidas” (Keenleyside et al., 
2014). Por su parte, las grandes directivas europeas es-
tandartes de la legislación ambiental común (Directiva 
Hábitats y Directiva Aves) incluyen referencias a la res-
tauración. También a escala comunitaria, se ha desa-
rrollado la Estrategia Biodiversidad 2020, que presenta 
la restauración ecológica como uno de sus elementos 
fundamentales, estableciendo que se mantengan y 
mejoren los ecosistemas y sus servicios a través de “la 
restauración de al menos el 15% de los ecosistemas de-
gradados” para no más tarde de 2020 (WWF, 2016). En 
el plano nacional, destacar también el Plan estratégico 
del patrimonio natural y de la biodiversidad 2011-2017, 
cuyo objetivo 2.1 busca “planificar y gestionar coheren-
temente las redes de espacios protegidos y promover 
el uso ordenado de los recursos naturales”.
En la planificación, la restauración de espacios prote-
gidos encuentra cabida en los diferentes instrumentos de 
gestión de las distintas figuras de protección (Plan de Or-
denación de los Recursos Naturales, PORN; Plan Rector 
de Uso y Gestión, PRUG; Plan de Gestión de los lugares 
Natura 2000; etc.). En este sentido, sólo el 60% de los par-
ques nacionales y el 84% de los parques naturales tienen 
PORN, mientras que solo el 73% de los parques nacionales 
y el 52% de los parques naturales tienen PRUG (EURO-
PARC-España, 2014). En los últimos años el esfuerzo de 
planificación se ha orientado a los lugares Natura 2000, 
con un 45% de planes aprobados, y a asumir el gran reto 
que supone la aplicación de estos planes.
3.6.4.4 Principios de restauración ecológica en los 
espacios protegidos españoles 
Existen publicaciones que ofrecen marcos de orientación 
técnica para la restauración ecológica para gestores de 
espacios protegidos (Keenleyside et al., 2014). Uno de los 
conceptos clave es la necesidad de trabajar dentro y fue-
ra de los límites de las áreas protegidas para asegurar el 
éxito de la restauración. Así se han identificado algunos 
de los principios y directrices fundamentales de la res-
tauración ecológica para las áreas protegidas (Keenley-
side et al., 2014):
PRINCIPIO 1: Una restauración ecológica eficaz para 
áreas protegidas es la que restablece y mantiene los valo-
res de las áreas protegidas. 
- Directriz 1.1: “No hacer daño”, identificando prime-
ro cuándo la restauración activa es la mejor opción. 
- Directriz 1.2: Restablecer la estructura, la función y 
la composición del ecosistema. 
- Directriz 1.3: Maximizar la contribución de las accio-
nes de restauración para aumentar la resiliencia. 
- Directriz 1.4: Restaurar la conectividad dentro y 
más allá de los límites de las áreas protegidas.
- Directriz 1.5: Fomentar y restablecer los valores y 
las prácticas culturales tradicionales que contribu-
yen a la sostenibilidad ecológica, social y cultural 
del área protegida y sus alrededores. 
- Directriz 1.6: Usar la investigación y monitoreo, in-
cluyendo el conocimiento ecológico tradicional, 
para maximizar el éxito de la restauración. 
PRINCIPIO 2: Una restauración ecológica eficiente 
para áreas protegidas es la que maximiza los resultados 
positivos y se minimizan los costes en tiempo, recursos 
y esfuerzo. 
- Directriz 2.1: Considerar las metas y objetivos de 
la restauración desde la escala de sistemas hasta 
la escala local en la priorización de actividades de 
restauración. 
- Directriz 2.2: Asegurar la capacidad y el apoyo a lar-
go plazo para el mantenimiento y monitoreo de la 
restauración. 
- Directriz 2.3: Maximizar la contribución de las ac-
ciones de restauración para aumentar el capital 
natural y los servicios ecosistémicos de las áreas 
protegidas. 
- Directriz 2.4: Promover medios de vida sostenibles 
para los pueblos indígenas y las comunidades loca-
les que dependan de las áreas protegidas. 
- Directriz 2.5: Integrar y coordinar la restauración 
ecológica con políticas y programas de desarrollo 
internacional.
PRINCIPIO 3: Una restauración ecológica atractiva 
para áreas protegidas es la que colabora con socios y gru-
pos interesados, promueve la participación y mejora la 
experiencia del visitante. 
- Directriz 3.1: Colaborar con las comunidades indíge-
nas y locales, los propietarios vecinos, las empresas, 
los científicos y otros socios y grupos interesados 
en la planificación, implementación y evaluación.
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- Directriz 3.2: Aprender colectivamente y desarro-
llar la capacidad de apoyar una participación conti-
nuada en las iniciativas de restauración ecológica.
- Directriz 3.3: Comunicarse eficazmente para apo-
yar todo el proceso de restauración ecológica.
- Directriz 3.4: Ofrecer oportunidades vivenciales 
ricas que fomenten un sentido de conexión y res-
ponsabilidad con las áreas protegidas.
También existen recomendaciones acerca del proce-
so idóneo para planificar e implementar la restauración 
ecológica en áreas protegidas (Figura 10).
3.6.5 Restauración ecológica en el marco de la 
conectividad
3.6.5.1 Conservación y restauración de la 
conectividad
La excesiva fragmentación y destrucción de hábitats na-
turales no sólo ha reducido la superficie disponible para 
los organismos silvestres poniendo en peligro la supervi-
vencia de poblaciones viables tanto a escala local como 
regional, sino que ha provocado la interrupción de proce-
sos ecológicos y la distorsión de ciclos naturales amena-
zando el equilibrio dinámico y la autorregulación (Fernán-
dez-Velilla, 2003). 
Las principales barreras que generan fragmentación 
y aislamiento de especies y espacios se pueden dividir en 
tres grupos: las barreras artificiales, las barreras naturales 
y las barreras culturales (Pungetti, 2003). Las principales 
barreras artificiales están formadas por la infraestructura 
viaria, la urbanización y los usos del suelo. Los procesos 
de intensificación, despoblamiento y abandono agrario, 
junto con una acelerada expansión urbanística y presión 
del turismo, reducen la heterogeneidad del paisaje, en 
general, y distorsionan el equilibrio dinámico agropas-
toral, que tanto ha contribuido a la diversidad biológica, 
productividad, estabilidad y atractivo escénico de los pai-
sajes semi-naturales (Stanners y Bourdeau, 1995; Washer 
et al., 1999; Sastre y Guillén, 2001; Jongman, 2002). La 
agricultura representa la actividad humana a la que se ha 
dedicado la mayor parte de la superficie europea en los 
últimos milenios. Como consecuencia ha desempeñado 
tradicionalmente, y aún lo hace, un papel relevante como 
modelador de la distribución y abundancia de las especies 
animales y vegetales, papel que se reconoce actualmente 
en las recientes políticas agro-ambientales emergentes, 
cuyo principal objetivo es la conservación de la biodiversi-
dad en regiones agrícolas (Baudry, 2003). Las infraestruc-
turas viarias se muestran ajenas a los paisajes naturales y 
culturales que atraviesan, causan serias disrupciones en 
el funcionamiento ecológico, lo que resulta además antie-
conómico. Las barreras naturales pueden organizarse por 
el funcionamiento y estructura natural del paisaje como 
las alineaciones montañosas y grandes ríos (De Lucio et 
al., 2003). Por último, la barrera cultural prioriza los aspec-
tos privados frente a los públicos, y pone mayor interés 
en el ambiente antropizado que en el natural (Pungetti, 
2003). Más aún, hay una falta de control del medio y de 
cumplimiento de las regulaciones, tales como la construc-
ción ilegal en zonas sensibles desde el punto de vista eco-
lógico, o en zonas de riesgos naturales (Pungetti, 2001). 
La conservación de la conectividad es fundamental 
para proteger la biodiversidad, ya sea evitando los impac-
tos negativos sobre los elementos conectores del paisaje 
o manteniendo los niveles de permeabilidad del paisaje a 
los flujos ecológicos. Es necesario prevenir la pérdida de 
conectividad funcional del paisaje protegiendo aquellos 
hábitats que no han sufrido una transformación intensa. 
Sin embargo, las políticas de conservación basadas exclu-
sivamente en la protección no son suficientes, ya que no 
incluyen el conjunto de hábitats naturales y seminatura-
les presentes en el territorio, ni los elementos del paisa-
je fundamentales para garantizar la conectividad de los 
hábitats, como manchas de vegetación espontánea, riba-
zos, setos, sotos fluviales, etc.
3.6.5.2 Restauración de elementos del paisaje de 
interés conector
La restauración ecológica en áreas que por su situación 
estratégica en el territorio pudieran tener un elevado in-
terés conector de hábitats fragmentados es una de las 
principales actuaciones destinadas a la corrección de im-
pactos causados sobre la conectividad ecológica territo-
rial. Este sería el caso de la mejora de la conectividad en 
paisajes agrícolas, por ejemplo mediante la conservación, 
restauración y manejo de setos y linderos (Ibero, 1998), 
con lo que se favorece la funcionalidad del paisaje para 
numerosos organismos silvestres, tanto los que encuen-
tran en estos elementos de alimentación, y zonas de re-
fugio y cría, como los que lo utilizan para desplazarse. 
Asimismo, la restauración de ríos y riberas promueve su 
papel como corredores ecológicos, al facilitar los despla-
zamientos y el refugio de fauna silvestre en paisajes frag-
mentados (Gurrutxaga, 2004).
La mejora de la conectividad mediante la conserva-
ción y la restauración de la vegetación autóctona en pai-
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Figura 10. Marco para la planificación y la implementación de la restauración ecológica en áreas 
protegidas (Keenleyside et al., 2014). 
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sajes dominados por plantaciones forestales han sido 
ampliamente demostradas. Asimismo, el tamaño y dispo-
sición de las plantaciones y el grado de heterogeneidad 
de teselas en diferentes grados de desarrollo (escala de 
paisaje) por un lado, y las características estructurales 
de la vegetación en las plantaciones forestales (escala 
de rodal) por otro, inciden de manera notable sobre la 
permeabilidad del paisaje forestal repoblado. A este res-
pecto, pueden jugar un papel importante los sistemas 
de certificación forestal, a los que pueden acogerse los 
propietarios de las parcelas, en la medida en que deben 
garantizar la gestión forestal sostenible de las masas con 
aprovechamientos forestales.
La restauración de humedales desecados o conta-
minados es básica para garantizar la conectividad, en 
especial para especies acuáticas, anfibios y especies mi-
gratorias que dependen de humedales espaciados como 
lugares de descanso y alimentación.
Por último, la restauración ecológica de zonas afecta-
das por infraestructuras lineales de transporte es otra de 
las actuaciones necesarias para consolidar la conectivi-
dad del territorio (Valladares et al., 2011). Las infraestruc-
turas lineales, constituyen un factor importante de frag-
mentación del territorio, e inducen cambios estructurales 
(urbanización) y funcionales (incremento del volumen de 
tráfico) en el mismo, que multiplican su efecto fragmen-
tador. Tanto las actuaciones para favorecer la permeabi-
lidad transversal de las infraestructuras como la restaura-
ción de las áreas de influencia de las infraestructuras son 
fundamentales para la mejora de la conectividad.
Algunos ejemplos de proyectos de restauración eco-
lógica de la conectividad desarrollados en España son el 
corredor verde del Guadiamar y el proyecto LIFE de des-
fragmentación de hábitats para el oso pardo en la Cor-
dillera Cantábrica. A escala europea cabe mencionar el 
proyecto Corredor Alpes-Carpatos y el de Holanda con la 
creación de la Red Ecológica Nacional prevista para 2018.
3.6.5.3 Permeabilidad de usos en la matriz del 
paisaje
No sólo la existencia de corredores y otros elementos 
conectores son factores determinantes en los flujos que 
se establecen en el paisaje. La distribución espacial de los 
usos y aprovechamientos, las prácticas de manejo asocia-
das y las propias características del paisaje resultan igual-
mente influyentes. Así, podría hablarse de un mosaico 
paisajístico que asegure la estabilidad del paisaje y la con-
servación de los procesos esenciales. Tal sería el caso de 
ciertos paisajes agrarios mediterráneos, como la dehesa 
bien gestionada, los cultivos leñosos con buenas prácti-
cas de manejo u otros sistemas silvopastorales.
La heterogeneidad del paisaje está estrechamente re-
lacionada con la conservación de los procesos ecológicos 
que se desarrollan a escala de paisaje, y muy especialmen-
te con la distribución de la biodiversidad (Pino et al., 2000; 
Atauri y de Lucio, 2001). Una distribución territorial pla-
nificada formando mosaicos de diferentes tipos de usos 
y aprovechamientos del suelo, con presencia junto a las 
parcelas explotadas, de teselas de ecosistemas maduros 
así como otras manchas de vegetación seminaturales, 
favorece la conectividad del territorio. Los paisajes más 
heterogéneos, en los que coexisten un elevado número 
de tipos de uso del suelo, se encuentran asociados a una 
mayor riqueza de especies. En los paisajes agrarios domi-
nados por un tipo de uso del suelo, esta heterogeneidad 
del paisaje puede alcanzarse mediante la aplicación de 
buenas prácticas que facilita la existencia de manchas o 
retazos de vegetación natural, así como de otros micro-
hábitats embebidos en la matriz agraria.
3.7 Valoración económica de los servicios 
ecosistémicos 
Los servicios ecosistémicos representan flujos de servi-
cios (o bienes y servicios) que benefician a los seres hu-
manos, y ello permite, al menos desde un punto de vista 
conceptual, que puedan ser objeto de valoración. Esta 
valoración puede centrarse en los aspectos físicos más 
objetivos de los ecosistemas para recoger así su valor 
funcional (valoración biofísica), en los aspectos relacio-
nados con la provisión de servicios culturales (valoración 
sociocultural) o en el equivalente monetario de los ser-
vicios percibidos por los seres humanos (valoración eco-
nómica). La toma de decisiones pública, en cuanto que 
pueda afectar a la conservación de la biodiversidad o los 
ecosistemas, habitualmente requerirá una actuación di-
rigida específicamente a valorar los servicios ecosistémi-
cos, dada la imperfección de los mecanismos presentes 
en el contexto de información habitual para proporcionar 
un valor adecuado.
El valor económico de los servicios ecosistémicos es 
una representación en unidades monetarias (euros) de 
los beneficios que los seres humanos obtienen de los ser-
vicios ecosistémicos. El concepto parte de las preferen-
cias subjetivas de los seres humanos. Hay valores de uso 
y valores de no uso, que si se agregan adecuadamente 
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(sumando los valores económicos compatibles entre sí) 
dan lugar al concepto de valor económico total (VET). 
Los valores de uso provienen del hecho de que los eco-
sistemas suministran directa o indirectamente servicios 
y productos de consumo (o proporcionan la opción de 
suministrarlos), mientras que los valores de no uso se re-
lacionan con el beneficio que perciben los seres humanos 
simplemente por saber que el ecosistema o un elemento 
de él existe y que será conservado. 
Así, los servicios ecosistémicos de aprovisionamiento 
y culturales generan valor de uso directo para los seres 
humanos, mientras que los servicios de regulación pro-
ducen un valor de uso indirecto; en todos los casos, la 
posibilidad de que estos servicios se presten genera, adi-
cionalmente, un valor de opción. De estas categorías de 
servicios ecosistémicos, los culturales pueden tener, ade-
más, un valor de no uso, relacionado con el bienestar que 
produce la existencia o el legado. Los servicios de sopor-
te, por su parte, generan valor para los seres humanos a 
través de los servicios de aprovisionamiento, de regula-
ción y culturales, por lo que no es preciso (ni adecuado, 
para no incurrir en doble contabilización) valorarlos de 
forma autónoma.
Idealmente, la metodología empleada para la valora-
ción económica de los servicios ecosistémicos debe:
i. Partir de una sistemática lo más completa posible de 
los servicios ecosistémicos, que contribuya a minimi-
zar ausencias y dobles contabilizaciones (por ejemplo, 
los servicios de soporte, pero también en ocasiones 
los de regulación, generalmente dan lugar a servicios 
de aprovisionamiento y culturales).
ii. Identificar los proveedores y beneficiarios de los servi-
cios ecosistémicos, así como, en su caso, la unidad de 
provisión de servicios considerada.
iii. Tener en cuenta el estado de conservación del ecosis-
tema.
iv. Considerar tanto el valor agregado de los servicios 
ecosistémicos (“producción”) como la capacidad del 
sistema para mantener estos valores ante posibles 
variaciones o choques (“seguro”), relacionando esta 
capacidad con la resiliencia del sistema y su potencial 
de auto-organización
v. Tener en cuenta las dinámicas de cambio en los pro-
pios ecosistemas y sus servicios.
vi. Ser sensible a las variaciones en el contexto (por efec-
tos sinérgicos o de sustitución) y a los posibles impac-
tos por choques exógenos, incluyendo el impacto de 
la acción humana.
Es importante que la metodología de valoración eco-
nómica esté suficientemente aceptada y asentada. Ello 
no sólo contribuye a la aceptabilidad y la usabilidad de 
las valoraciones realizadas, sino que además permite la 
elaboración de meta-análisis, la construcción de bases 
de datos de resultados y la posible transferencia de los 
mismos. También es deseable que los estudios incluyan o 
permitan un análisis de sensibilidad para reflejar de forma 
más completa la fiabilidad de la información.
En cualquier caso, el resultado final de la valoración 
económica es una magnitud monetaria que trata de re-
presentar la utilidad de los servicios que proporciona un 
ecosistema. En cierto modo ello se asemeja a las caracte-
rísticas de los precios a los que se pueden intercambiar 
mercancías en los mercados, pero con la gran diferencia 
de que los servicios ecosistémicos generalmente no se 
intercambian ni se valoran en los mercados. Este objeti-
vo de querer convertir a magnitudes monetarias servicios 
que no se intercambian a precios de mercado genera 
diferentes conflictos, que deben afrontarse de la forma 
más adecuada posible si se pretende que la valoración 
económica de los servicios ecosistémicos sea una herra-
mienta útil para la toma de decisiones. En concreto, los 
principales conflictos aparecen en tres planos principales: 
conceptual (el concepto de valor económico no tiene un 
contenido claro cuando se trata de elementos ambien-
tales), informativo (la información disponible no necesa-
riamente es suficiente para computar un valor adecuado 
para la toma de decisiones) e instrumental (los métodos 
de valoración y de agregación disponibles pueden no ser 
todo lo precisos que sería deseable).
Sin perder de vista estos posibles conflictos, para 
obtener el VET de los servicios ecosistémicos pueden 
utilizarse tanto métodos indirectos como directos. La 
terminología empleada no siempre es uniforme, pero en 
general se consideran métodos indirectos a aquéllos que 
se apoyan en funciones de producción o de utilidad que 
incluyen entre sus argumentos tanto servicios ecosisté-
micos como bienes y servicios producidos en los merca-
dos, lo que permite obtener una estimación del valor de 
aquéllos en relación (de complementariedad o de sustitu-
ción) con los costes o precios de éstos, mientras que los 
métodos directos se apoyan en la valoración que las per-
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sonas declaran atribuir a los servicios ecosistémicos. Los 
métodos indirectos son adecuados, por tanto, para esti-
mar valores de uso, y entre ellos se incluye la valoración 
a precios de mercado, por función de producción, por 
costes de reposición, la estimación de costes evitados, 
el método de precios hedónicos y el del coste de viaje. 
Por su parte, los métodos directos resultan especialmen-
te indicados para tratar de cuantificar valores de no uso, 
completamente ajenos a los mercados, y entre ellos cabe 
destacar la valoración contingente y los modelos de elec-
ción (o experimentos de elección).
La valoración económica de los servicios ecosistémi-
cos es importante aunque no sea totalmente precisa. La 
utilidad de una valoración puede ser alta aunque existan 
imprecisiones o diferencias con otras valoraciones reali-
zadas en otros contextos, por varias razones (Skourtos, 
Kontogianni y Harrison, 2010):
- Las valoraciones adaptadas al contexto pueden 
ser más útiles para las necesidades de un estudio 
concreto, aunque sean diferentes de otras valora-
ciones estimadas para otros contextos (y, conse-
cuentemente, aunque su transferibilidad sea más 
limitada).
- Diferentes contextos de toma de decisiones políti-
cas pueden requerir distintos niveles de precisión. 
Para un contexto “amplio”, por ejemplo de con-
cienciación, puede ser suficiente con una estima-
ción general.
- Las estimaciones deben corresponder al horizon-
te de planificación correspondiente, teniendo en 
cuenta que cuanto más amplio sea el plazo con-
siderado menor será el nivel de precisión alcanza-
ble.
- La agregación de información puede reducir la 






Ley 33/2015, de 21 de septiembre, por la que 
se modifica la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, 
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad 
(BOE 227, 2015), incorpora al Ordenamiento 
jurídico español el concepto de “infraestruc-
tura verde”, y más específicamente introduce un nuevo 
Capítulo III, nuevo artículo 15, en el Título I, relativo a la 
“Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conec-
tividad y restauración ecológicas”, cuyo objetivo, conte-
nido y elaboración establece.
El concepto de infraestructura verde asumido y la con-
siguiente previsión de la Estrategia estatal derivan direc-
tamente del Derecho y la Política Ambiental de la Unión 
Europea, concretamente de la Comunicación de la Comi-
sión relativa a “Infraestructura verde: mejora del capital 
natural de Europa” (COM 249, 2013), adoptada en 2013, 
que la entiende como la red de zonas naturales y semi-
naturales y de otros elementos ambientales, planificada 
de forma estratégica, diseñada y gestionada para la pres-
tación de una extensa gama de servicios ecosistémicos 
que, además, incorpora espacios verdes (o azules en el 
caso de los ecosistemas acuáticos) y otros elementos fí-
sicos de espacios terrestres (incluidas las zonas costeras) 
y marinos; y en los espacios terrestres la infraestructura 
verde está presente en los entornos rurales y urbanos.
El concepto y la propia Estrategia son novedosos en 
sí mismos, en particular debido a la concepción integrada 
de tales bienes naturales, a su relación mutua en red y a 
los beneficios que aportan; pero aisladamente algunos 
elementos pueden vislumbrarse en el pasado.
Así, en el ámbito del Consejo de Europa, el Convenio 
de Berna relativo a la conservación de la vida silvestre y 
del medio natural en Europa de 1979 (BOE 235, 1989) ya 
obligaba a los Estados-partes a que tuvieran en cuenta, 
en sus políticas de planificación y de desarrollo, los requi-
sitos que exige la conservación de las zonas protegidas, 
con el fin de evitar o reducir en la medida de lo posible 
cualquier deterioro de dichas zonas, con especial aten-
ción a las rutas de migración de las especies y cuando los 
hábitat naturales estén situados en regiones que se ex-
tiendan a la otra parte de las fronteras.
Igualmente, el Convenio Europeo del Paisaje de 2000 
(CE 176, 2000) señala que el paisaje desempeña un papel 
importante de interés general en los campos cultural, 
ecológico, medioambiental y social, y que constituye un 
recurso favorable para la actividad económi-
ca y que su protección, gestión y ordenación 
pueden contribuir a la creación de empleo, y 
entiende por “gestión de los paisajes” las ac-
ciones encaminadas, desde una perspectiva 
de desarrollo sostenible, a garantizar el mantenimiento 
regular de un paisaje, con el fin de guiar y armonizar las 
transformaciones inducidas por los procesos sociales, 
económicos y medioambientales; por lo que, entre las 
medidas generales anunciadas, se prevé que las Partes del 
Convenio han de integrar el paisaje en las políticas de or-
denación territorial y urbanística, así como en las relativas 
a las de carácter cultural, medioambiental, agrícola, social 
y económica, así como en cualesquiera otras que puedan 
tener un impacto directo o indirecto sobre el mismo.
La Unión Europea, sin base directa aún en los Tratados 
de las Comunidades Europeas de entonces, pero tenien-
do en cuenta los Programas Ambientales, inicia su políti-
ca de protección de espacios y de especies naturales al 
regular las aves silvestres, mediante la Directiva 79/409/
CEE, del Consejo, de 2 de Abril de 1979, sobre Conserva-
ción de las Aves Silvestres, modificada posteriormente en 
varias ocasiones, y actualmente codificada en la Directiva 
2009/147/CE, del Parlamento Europeo y del Consejo, de 
30 de noviembre de 2009, relativa a la Conservación de 
las Aves Sivestres (DOUE L 103, 1979; DOUE L, 2010).
La Directiva tiene por objeto “la conservación de to-
das las especies de aves que viven normalmente en esta-
do salvaje en el territorio europeo de los Estados Miem-
bros” (art. 1); por lo que, su art. 2 obliga a los Estados 
Miembros a mantener o adaptar las especies de aves que 
señala en un nivel que corresponda a las exigencias eco-
lógicas, científicas y culturales, “habida cuenta de las exi-
gencias económicas y recreativas”. Para conseguirlo, los 
mismos Estados deben preservar, mantener o restable-
cer una diversidad y una superficie suficiente de hábitats 
para las especies señaladas (art.3-1º), para lo que crearán 
zonas de protección, mantenidas y ordenadas con crite-
rios (“imperativos”) ecológicos, restablecimiento de bio-
topos destruidos y desarrollo de otros nuevos (art. 3-2º).
Años después, el interés de la Comunidad Económica 
Europea por el medio ambiente y los espacios naturales 
se plasmará al máximo nivel jurídico en el Acta Única Eu-
ropea (DOCE L 169, 1987), al introducir un nuevo Título 
VII, sobre “Medio Ambiente”, en el Tratado de la Comu-
nidad Económica Europea, e incluir, entre los objetivos 
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de esta nueva Política Ambiental Comunitaria, el relativo 
a “garantizar una utilización prudente y racional de los 
recursos naturales”. Posteriormente, los Tratados euro-
peos se modificarán varias veces, pero este objetivo per-
manecerá hasta el vigente Tratado de Funcionamiento de 
la Unión Europea de 2007 (DOUE C 202, 7.6.2016), que lo 
reafirma.
La norma más importante de la Unión Europea en 
esta materia sin duda es la Directiva 92/43/CEE, del Conse-
jo, de 21 de Mayo de 1992, relativa a la Conservación de los 
Hábitats Naturales y de la Flora y Fauna Silvestres, modifi-
cada posteriormente (DOCE L 206, 1992), que constituye 
un paso cualitativo muy importante en la política de con-
servación de la naturaleza al nivel comunitario.
La Directiva tiene por objeto contribuir a garantizar la 
biodiversidad mediante la conservación de los hábitats 
naturales y de la flora y fauna silvestres, siendo su fina-
lidad mantener y restablecer, en un estado de conserva-
ción favorable, dichos hábitats naturales y las especies de 
fauna y flora silvestres de interés comunitario; si bien, las 
medidas que se adopten conforme a la misma tendrán en 
cuenta las exigencias económicas, sociales y culturales, 
así como las particularidades regionales y locales (art.2). 
En materia de conservación de los hábitats naturales y de 
especies, el eje central de la Directiva (y, sin duda, de la 
política sobre la naturaleza de la Unión Europea) lo cons-
tituye la Red “Natura 2000”, que se define como la red 
ecológica europea coherente de zonas especiales de con-
servación (art. 3-1º), y que se integra por lugares con tipos 
de hábitats naturales y hábitats de especies y ZEPA, los 
cuales se determinan, basándose en los criterios fijados 
en la propia Directiva, en una relación entre los Estados 
Miembros (teniendo en cuenta, éstos, sus entidades in-
fraestatales) y la Comisión, que aprueba la lista de tales 
espacios (arts. 4, 5 y Anexos). Además, en las zonas espe-
ciales de conservación, los Estados Miembros fijarán las 
medidas de conservación necesarias que implicarán ade-
cuados planes de gestión (específicos para estos lugares 
o integrados en otros) y las apropiadas medidas regla-
mentarias, administrativas o contractuales, que respon-
dan a las exigencias ecológicas de los hábitats naturales y 
de las especies señaladas en los Anexos.
En relación con los posibles antecedentes en Espa-
ña del concepto de infraestructura verde, naturalmente 
por la novedad del mismo, no aparece en los textos le-
gislativos históricos, aunque algún matiz integrador de la 
concepción es visible ya en la Ley de Espacios Naturales 
Protegidos de 1975 (BOE, 107, 1975), al establecer que la 
declaración de un espacio natural protegido no excluye 
la posibilidad de que en determinadas áreas del mismo 
se constituyan otros núcleos de protección, siempre que 
los mismos adopten alguna de las modalidades definidas 
en la propia Ley, y al prever diversas figuras de espacios 
protegidos, también con distintas finalidades, pero com-
patibles. Además, puede citarse la Ley de declaración del 
Parque Nacional de Doñana, que ya crea zonas de protec-
ción colindantes con el mismo.
Con la Constitución Española ya en vigor, se aprobó 
la Ley de Conservación de los Espacios Naturales y de la 
Flora y Fauna Silvestres de 1989 (BOE 11, 1979), que, junto 
a algunas novedades en relación con las figuras de espa-
cios a proteger, regula los Planes de Ordenación de los 
Recursos Naturales, entre cuyo contenido deben resal-
tarse la formulación de criterios orientadores para políti-
cas sectoriales, y la previsión de una importante medida 
como es la regulación de zonas periféricas de protección, 
destinadas a evitar impactos ecológicos o paisajísticos 
procedentes del exterior; siendo posible la determina-
ción de limitaciones en la ley de creación concreta.
4.1 Marco normativo de referencia de la 
Unión Europea
La vigente Política Ambiental de la Unión Europea, en la 
cual naturalmente se integra la actual filosofía de la in-
fraestructura verde, se basa no sólo en los importantes 
logros de cuarenta años de política medioambiental de la 
Unión, sino también en el VII Programa Ambiental 2014-
2020 y en una serie de iniciativas estratégicas en esta 
materia y en otras relacionadas que tratan de preparar, 
sin catastrofismos, la economía y la sociedad para un pa-
norama no muy halagüeño, apostando claramente, y con 
tintes revolucionarios, por una economía baja en emisio-
nes de carbono y con un modelo energético distinto, y 
con previsiones muy importantes en materia de recursos, 
energía y energías renovables, biodiversidad, eco-innova-
ción o transportes.
Sobre la base de la importante Estrategia Europa 2020 
(COM 2020 final, 2010), y en particular del eje dedicado 
al crecimiento sostenible, al incluir la promoción de una 
economía que utilice más eficazmente los recursos, y 
que sea más verde y competitiva, la Comisión adoptó la 
Comunicación “Una Europa que utilice eficazmente los 
recursos-Iniciativa emblemática con arreglo a la Estra-
tegia Europa 2020” (COM 21 final, 2011), que destaca la 
trascendencia de los recursos naturales para la economía 
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europea (y mundial) y para nuestra calidad de vida , y que 
los mismos sufren una presión cada vez mayor, por lo que 
estima que la mejora de la eficiencia en el uso de los recur-
sos será fundamental para el futuro, y que, para avanzar 
en este objetivo, se precisa una visión a largo plazo, que 
se presentará en una serie de Hojas de Ruta coordinadas 
para esbozar la economía que necesita la Unión Europea 
hacia 2050, garantizando que todas las políticas perti-
nentes tengan en cuenta la eficiencia de los recursos de 
forma equilibrada, ofreciendo un marco de medidas en 
varios ámbitos, como el cambio climático, la energía, el 
transporte, la industria, las materias primas, la agricultura 
y la pesca, la biodiversidad y el desarrollo regional. 
En esta misma línea, la Comunicación de la Comisión 
“Contribución de la política regional al crecimiento sos-
tenible en el marco de Europa 2020” (COM(2011) 17 final) 
señala expresamente, en la parte relativa a la línea de ac-
tuación “Servicios ecosistémicos: preservar y maximizar 
el potencial del entorno natural”, que “las autoridades 
de gestión deberían dar prioridad a las infraestructuras 
verdes”, y más específicamente velar por que el impacto 
en las zonas naturales y la utilización del suelo sean obje-
to de un análisis profundo al evaluar todos los proyectos 
infraestructurales, y que debería reforzarse el uso de ins-
trumentos apropiados, como la gestión integrada de las 
costas y cuencas fluviales, particularmente cuando pue-
dan verse afectadas zonas incluidas en Natura 2000.
En esta materia, la “Estrategia de la UE sobre la bio-
diversidad hasta 2020: nuestro seguro de vida y capital 
natural” (COM 244 final, 2011), pretendiendo invertir la 
tendencia de pérdida de biodiversidad y acelerar los es-
fuerzos hacia una economía ecológica capaz de utilizar 
eficientemente sus recursos, y, reafirmadas las múltiples 
ventajas de valorar la riqueza natural, plantea un marco 
de actuación sobre la base de medidas de conservación 
y restauración de la naturaleza, mantenimiento y mejo-
ra de los ecosistemas y sus servicios, sostenibilidad de la 
agricultura, la silvicultura y la pesca, la lucha contra las 
especies exóticas invasoras, cumplir los objetivos asumi-
dos a nivel internacional y contribución de otras políticas. 
Dado que en la UE se han degradado los ecosistemas, así 
como los servicios que prestan, en gran parte por efecto 
de la fragmentación del suelo (aproximadamente el 30 % 
del territorio registra un grado de fragmentación entre 
moderado y muy alto), su objetivo 2 se refiere al man-
tenimiento y mejora de los servicios ecosistémicos y la 
restauración de ecosistemas degradados (en un 15% para 
2020) mediante la incorporación de infraestructura verde 
a la ordenación territorial, lo que contribuirá a hacer sos-
tenible el crecimiento de la UE, así como a la mitigación y 
adaptación al cambio climático, fomentando la cohesión 
económica, territorial y social y protegiendo el patrimo-
nio cultural de la Unión Europea. Más concretamente, se 
preveía que la Comisión Europea redactase una estrate-
gia en materia de infraestructura verde antes de 2012, a 
fin de fomentar su despliegue en las zonas urbanas y rura-
les, incluyendo el uso de incentivos para fomentar una in-
versión temprana en proyectos de infraestructura verde 
y el mantenimiento de los servicios ecosistémicos (p. ej., 
mediante un uso más selectivo de los flujos de financia-
ción europea y las colaboraciones público-privadas). 
En sus conclusiones relativas a la Estrategia anterior, 
el Consejo de Medio Ambiente de junio de 2011 subrayó 
la importancia de la infraestructura verde, como una con-
tribución a la integración de las consideraciones sobre la 
biodiversidad en las demás políticas de la UE, y acogió 
con satisfacción el compromiso de la Comisión de desa-
rrollar una estrategia en materia de infraestructura verde.
De acuerdo con los textos anteriores, se presentó la 
“Hoja de Ruta hacia una Europa eficiente en el uso de los 
recursos” de 2011 (COM 571 final, 2011), cuyo objetivo es 
que la economía de la UE haya crecido en 2050 de mane-
ra respetuosa con las restricciones de recursos y con los 
límites del planeta, y en la que todos los recursos se ges-
tiones de manera sostenible; y entre los ejes de la misma 
se incluye el relativo al capital natural y servicios ecosisté-
micos, al entender que de ellos depende la prosperidad 
económica y el bienestar, previendo acciones para valo-
rarlos adecuadamente y sobre biodiversidad, minerales 
y metales, agua, aire, tierra y suelos y recursos marinos.
En esta misma línea de actuación, el VII Programa 
Ambiental, 2014-2020 (DOUE L 354, 2013) incluye como 
objetivo prioritario nº 1 proteger, conservar y mejorar el 
capital natural de la Unión, poniendo de manifiesto los 
problemas de la biodiversidad en la UE y la fragmentación 
del suelo y recordando lo acordado en la Estrategia sobre 
Biodiversidad, en base a la cual, señala que las medidas 
para restaurar al menos el 15 % de los ecosistemas degra-
dados en la Unión y ampliar la utilización de la infraestruc-
tura verde (instrumento que permite generar beneficios 
ecológicos, económicos y sociales a través de soluciones 
naturales, incorporando espacios verdes, ecosistemas 
acuáticos y otras características físicas en las zonas te-
rrestres y marinas) contribuirán a paliar la fragmentación 
del terreno, y que tal acción, en combinación con la plena 
aplicación de las Directivas de Aves y Hábitats, y respalda-
da por los marcos de acción prioritaria, mejorará el capital 
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natural y reforzará la resiliencia de los ecosistemas, y pue-
den ofrecer opciones rentables en cuanto a la mitigación 
del cambio climático y a la adaptación a ese fenómeno, 
así como a la gestión del riesgo de catástrofes.
A continuación, la Comisión aprobó la Comunicación 
sobre “Infraestructura verde: mejora del capital natural 
de Europa” (COM 249 final, 2013), que responde a lo pre-
visto en la Estrategia sobre Biodiversidad y en las Hojas de 
Ruta de 2011 que sirvieron de base al VII PAM, y que conec-
ta, aunque sea anterior, con el objetivo nº 1 de este último. 
La Comunicación define la “infraestructura verde” 
como una red de zonas naturales y seminaturales y de 
otros elementos ambientales, planificada de forma estra-
tégica, diseñada y gestionada para la prestación de una 
extensa gama de servicios ecosistémicos, que incorpora 
espacios verdes, o azules en el caso de los ecosistemas 
acuáticos, y otros elementos físicos de espacios terres-
tres, incluidas las zonas costeras, y marinos, y, en los es-
pacios terrestres, la infraestructura verde está presente 
en los entornos rurales y urbanos. La infraestructura ver-
de es importante porque es una herramienta de eficacia 
probada que aporta beneficios ecológicos, económicos y 
sociales mediante soluciones naturales, pues nos ayuda 
a comprender el valor de los beneficios que la natura-
leza proporciona a la sociedad humana y a movilizar in-
versiones para sostenerlos y reforzarlos; asimismo con-
tribuye a evitar la dependencia de infraestructuras cuya 
construcción es costosa, y puede contribuir de manera 
significativa a la aplicación efectiva de todas las Políticas 
cuando algunos o todos los objetivos deseados pueden 
conseguirse, parcial o totalmente, mediante soluciones 
basadas en la naturaleza.
Posteriormente, la Comisión Europea ha sintetizado 
el concepto de “infraestructura verde” al definirla como 
una red estratégicamente planificada de zonas natura-
les y seminaturales de alta calidad con otros elementos 
medioambientales, diseñada y gestionada para propor-
cionar un amplio abanico de servicios ecosistémicos y 
proteger la biodiversidad tanto de los asentamientos 
rurales como urbanos, y que, al tratarse de una estruc-
tura espacial que genera beneficios de la naturaleza a las 
personas, la infraestructura verde tiene como objetivo 
mejorar la capacidad de la naturaleza para facilitar bienes 
y servicios ecosistémicos múltiples y valiosos, tales como 
agua o aire limpios (Comisión Europea, 2014).
Dado que la infraestructura verde puede contribuir de 
manera significativa a la consecución de muchos de los 
objetivos políticos clave de la Unión Europea, la Comisión 
considera que la mejor manera de promover el desarrollo 
de la infraestructura verde es crear un marco favorable 
para fomentar y facilitar la realización de proyectos de 
infraestructura verde en el marco de los instrumentos ju-
rídicos, políticos y financieros existentes.
En efecto, inmediatamente, la Comunicación repasa 
su contribución a las políticas de la UE, concretamente a 
la política regional (destacando la previsión de inversio-
nes del FEDER y del Fondo de Cohesión en la misma, y su 
especial importancia en los entornos urbanos, y para co-
nectarlos con zonas rurales), a la política relativa al cam-
bio climático y a la gestión de catástrofes (en particular, 
subrayando los enfoques ecosistémicos, su previsión en 
la Estrategia de la UE de adaptación al cambio climático 
de 2013 (COM 216 final, 2013), su importante uso en re-
lación con la limitación de emisiones de gases de efecto 
invernadero, su contribución a la lucha contra las catás-
trofes naturales, especialmente las inundaciones o sobre 
su contribución a la eficiencia energética de los edificios) 
y a la de protección, conservación y mejora del capital na-
tural (principalmente en relación con la tierra y el suelo, el 
agua y la conservación de la naturaleza).
A continuación, se plantea el desarrollo de una estra-
tegia de la UE sobre infraestructura verde ya que:
- la escala europea es la adecuada, pues, para op-
timizar su funcionamiento y maximizar los bene-
ficios, los trabajos desarrollados a diferentes es-
calas (local, regional, nacional y europea) deben 
estar interconectados y ser interdependientes, lo 
que significa que los beneficios aumentan conside-
rablemente cuando se consigue un grado mínimo 
de coherencia entre las diversas escalas; 
- es necesario integrarla en las restantes Políticas 
de la Unión, pues la infraestructura verde puede 
contribuir de manera significativa, como se ha 
señalado, a los ámbitos del desarrollo regional, 
cambio climático, gestión del riesgo de catástro-
fes, agricultura/silvicultura y medio ambiente, y, 
aunque en la mayoría de los casos la contribu-
ción de la infraestructura verde ya está recono-
cida, lo que se necesita ahora es garantizar que 
pase a ser un elemento normalizado de la orde-
nación del territorio y del desarrollo territorial y 
que se integre plenamente en la aplicación de 
esas políticas; 
- se considera fundamental disponer de datos cohe-
rentes y fiables para su despliegue eficaz; 
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- es preciso intensificar la investigación para com-
prender mejor la relación entre biodiversidad (es-
pecies/hábitats) y estado de los ecosistemas (vita-
lidad, resiliencia y productividad), así como entre 
el estado de los ecosistemas y su capacidad para 
prestar servicios ecosistémicos, también sería su-
mamente útil comprender mejor el valor de los ser-
vicios ecosistémicos, en particular los beneficios 
desde el punto de vista social, sanitario y de segu-
ridad/resiliencia de las soluciones de infraestructu-
ra verde para reforzar el desarrollo de la infraes-
tructura verde en el futuro, y deben fomentarse 
asimismo las inversiones en investigación aplicada 
a fin de ensayar y aplicar soluciones innovadoras 
de infraestructura verde, y se reforzará el poten-
cial para obtener soluciones rentables mediante el 
desarrollo de tecnologías y procesos adecuados, 
en particular en relación con el transporte, la ener-
gía, la agricultura y el diseño y funcionamiento de 
nuestras ciudades, así como mediante el impulso a 
la bioeconomía (resaltando que en las ciudades los 
edificios “inteligentes” y eficientes en el uso de los 
recursos, que incorporen elementos ecológicos 
como tejados y paredes verdes, así como nuevos 
materiales, pueden generar beneficios ambienta-
les, sociales y sanitarios);
- la integración de la infraestructura verde en la apli-
cación de las políticas de los sectores clave garan-
tizaría el apoyo de los mecanismos de financiación 
asociados, y la asistencia técnica, para promover el 
despliegue de este tipo de infraestructura en toda 
la UE, debiendo implicarse asimismo el sector pri-
vado en relación con esas inversiones; y
- pueden desarrollarse ejes prioritarios transeuro-
peos para la infraestructura verde en la UE, sobre 
la base de las cadenas montañosas, las cuencas 
hidrográficas o los grandes bosques europeos, 
como ejemplos transfronterizos y transnaciona-
les, pues generarían beneficios importantes, al ga-
rantizar la resiliencia y vitalidad de algunos de los 
ecosistemas más representativos de Europa, con 
las consiguientes ventajas sociales y económicas, 
y servirían de ejemplo para otras acciones a menor 
escala geográfica.
Sobre la base de las consideraciones anteriores, la Co-
misión propone una Estrategia de la Unión para promo-
ver la infraestructura verde, que debería revestir la for-
ma de un marco que permita combinar señales políticas 
y medidas científicas o técnicas, considerando que, en el 
estadio actual, la misma podría aplicarse en el contexto 
de la legislación, los instrumentos políticos y los mecanis-
mos de financiación existentes. 
La Estrategia debería incluir los siguientes elementos: 
- Fomento de la infraestructura verde en los prin-
cipales ámbitos políticos, que son las Políticas 
regional o de cohesión, climática y ambiental, de 
gestión del riesgo de catástrofes, de salud y pro-
tección de los consumidores y la política agrícola 
común, incluidos sus mecanismos de financiación 
asociados; comprometiéndose a elaborar unas 
orientaciones técnicas, a dar a conocer la misma 
entre los grupos interesados, promover las me-
jores prácticas, incluido el desarrollo de una pla-
taforma informática, y se estudiará el modo de 
financiar la innovación relacionada con la misma 
y de su inclusión en la Política de redes transeuro-
peas de transportes, a través del modelo de los 
corredores.
- Mejora de la información, refuerzo de la base de 
conocimientos y fomento de la innovación, com-
prometiéndose la Comisión a revisar el alcance y 
la calidad de los datos técnicos y espaciales que 
están a disposición de los responsables políticos 
en relación con el despliegue de la infraestruc-
tura verde, considerando asimismo cómo pue-
den mejorarse las disposiciones vigentes que 
regulan la generación, el análisis y la difusión de 
esta información, e incluyendo la evaluación de 
la necesidad y las posibilidades de apoyar desde 
un punto de vista metodológico la labor de car-
tografiado y evaluación en curso, mejorar la base 
de conocimientos y desarrollar y fomentar tecno-
logías innovadoras, así como enfoques para fa-
cilitar el desarrollo de la infraestructura verde, y 
considerará cuál podría ser la contribución de las 
normas técnicas, en particular en relación con los 
procedimientos y elementos materiales de cons-
trucción, al crecimiento del mercado de produc-
tos favorables a la misma.
- Mejora del acceso a la financiación, para lo que la 
Comisión seguirá explorando las posibilidades de 
establecer mecanismos de financiación innova-
dores en apoyo de la infraestructura verde, y, en 
colaboración con el Banco Europeo de Inversio-
nes, se compromete a establecer un mecanismo 
de financiación de la UE destinado a apoyar a los 
promotores de proyectos en la materia. 
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- Proyectos de infraestructura verde a escala de la 
UE, comprometiéndose la Comisión a realizar un 
estudio para evaluar las posibilidades de desarro-
llar una iniciativa de UE sobre redes transeuropeas 
verdes, en el que se incluirá una evaluación de los 
costes y beneficios económicos, sociales y am-
bientales de dicha iniciativa.
La Comisión concluye señalando que esta Comuni-
cación explica las razones por las que debe promoverse 
la infraestructura verde y describe las características de 
la futura Estrategia de la UE; comprometiéndose, hasta 
finales de 2017, a revisar los avances registrados en el de-
sarrollo de la infraestructura verde y a publicar un infor-
me sobre las lecciones aprendidas y las recomendaciones 
para el futuro.
En estrecha relación con la línea de trabajo de la UE en 
la materia, y con el texto anterior, la Comisión presentó 
en 2014 la interesante Comunicación “Iniciativa de Em-
pleo Verde. Aprovechar el potencial de creación de em-
pleo de la economía verde” (COM 446 final, 2014), como 
una de las acciones para avanzar hacia una economía efi-
ciente en el uso de recursos, verde e hipocarbónica. 
4.2 Marco normativo nacional
4.2.1 Distribución constitucional de 
competencias
De acuerdo con el art. 149-1º-23ª-CE, le corresponde al 
Estado, como competencia exclusiva, la legislación bá-
sica sobre protección del medio ambiente; reserva que 
se justifica por el marcado carácter interterritorial de la 
materia y por la necesidad de salvaguardar los principios 
de solidaridad, igualdad de los ciudadanos y unidad del 
mercado, así como el interés general. De acuerdo con 
las SsTC 306/2000, de 12 de Diciembre, y 45/2015, de 5 de 
Marzo “…esa competencia habilita al Estado, en primer 
lugar, para proceder a un encuadramiento de una política 
global de protección ambiental, habida cuenta del alcance 
no sólo nacional sino internacional que tiene la regulación 
de esta materia y de la exigencia de la indispensable solida-
ridad colectiva consagrada en el art. 45.2 CE (STC 64/1982, 
de 4 de noviembre, FJ 4)”. Reafirmando las competen-
cias del Estado en este sentido, son claras asimismo las 
SsTC 106/2014, de 24 de Junio, 134/2014, de 22 de Julio, 
208/2014, de 15 de Diciembre, y 73/2016, de 14 de abril, 
sobre la inconstitucionalidad de leyes autonómicas pro-
hibitivas del uso de la técnica de fracturación hidráulica 
(fracking) en la obtención de gas no convencional.
Pero, seguidamente, debemos delimitar el concepto 
de “legislación básica”, ya que es esta la competencia na-
cional. En consonancia con la Jurisprudencia constitucio-
nal sobre el concepto de “bases”, puede señalarse que 
nos encontramos ante un concepto material y formal:
- Material: según la STC 102/1995, de 26 de Junio 
“lo básico incorpora la acepción de fundamento o 
apoyo principal de algo, con vocación por la esencia, 
no de lo fenoménico o circunstancial, cuya finalidad 
consiste en “asegurar, en aras de intereses genera-
les superiores a los de las Comunidades Autónomas, 
un común denominador normativo (STC 48/1981) 
y, en la materia que nos ocupa, “el encuadramien-
to de una política global del medio ambiente” (STC 
64/1982), haciendo viable la solidaridad colectiva y 
garantizando su disfrute por todos, así como el co-
rrelativo deber de conservación en régimen de igual-
dad (art. 45 C.E.)”. Es pues una ordenación median-
te mínimos, como patrón indispensable para la 
protección ambiental (SsTC 170/1989, de 19 de Oc-
tubre, 102/1995, de 26 de Junio, y 306/2000, de 12 
de Diciembre); es decir, “permite al Estado estable-
cer, con carácter básico, una protección mínima que 
debe ser común a todo el territorio nacional” (SsTC 
166/2002, de 18 de Septiembre, 146/2013, de 11 de 
Julio, y 45/2015, de 5 de Marzo y 141/2016, de 21 de 
julio). Pero, lo básico no tiene carácter estático, 
sino que es dinámico, al evolucionar con el tiempo, 
y su articulación no puede vaciar de contenido las 
competencias autonómicas, y en sentido contrario 
señala la STC 146/2013, de 11 de Julio, citando otras, 
que “no puede pretenderse que el previo ejercicio 
de una competencia autonómica en una materia 
compartida entre el Estado y las Comunidad Autó-
noma impida o limite al Estado el pleno ejercicio de 
sus competencias. (SSTC 99/2012, de 8 de mayo, FJ 
2, y 207/2012, de 14 de noviembre, FJ 5)”; y añade 
que “[e]s la segunda la que debe acomodarse a la 
primera, siempre que ésta reúna la doble exigencia 
material y formal con que nuestra jurisprudencia ha 
caracterizado la legislación básica, y a ese marco bá-
sico, que está sujeto a variaciones y modificaciones, 
queda sometida en todo momento la competencia 
autonómica de desarrollo legislativo. Como hemos 
señalado recientemente en cuanto a la variabilidad 
de las bases estatales, la anticipación de la norma-
tiva autonómica no invalida el carácter básico de la 
normativa aprobada con posterioridad por el Esta-
do, ‘con las consecuencias correspondientes para 
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las normas de todas las Comunidades Autónomas 
en cuanto a su necesaria adaptación a la nueva legis-
lación básica’ (STC 158/2011, de 19 de octubre, FJ 8), 
pues ‘no puede pretenderse que el ejercicio previo 
de una competencia autonómica en una materia … 
produzca, por esa sola razón, una suerte de efecto 
preclusivo que impida al Estado el ejercicio de sus 
propias competencias … De este modo, si se reco-
noce que el Estado tiene la competencia para desa-
rrollar las bases en una determinada materia, esa 
competencia integra la capacidad para modificar la 
regulación básica, de modo tal que el ejercicio de la 
competencia autonómica de desarrollo no puede 
bloquear esa capacidad de revisión por parte del 
Estado, bajo el argumento de que la nueva normati-
va básica va contra los dictados de las disposiciones 
autonómicas previas’ [STC 99/2012, de 8 de mayo, FJ 
2 b)].” (FJ 3) (STC 146/2013, de 11 de Julio, FJ 4, y 
141/2016, de 21 de julio, FJ nº 6).
-  Formal: la legislación habrá de ser en principio un 
conjunto de normas legales (STC 208/2014, de 15 
de Diciembre), admitiéndose también los regla-
mentos (siempre que resulten imprescindibles, 
o complemento necesario de lo establecido en 
la ley, y se justifiquen por su contenido técnico o 
por su carácter coyuntural o estacional, circuns-
tancial y, en suma, sometido a cambios o variacio-
nes frecuentes e inesperadas o por la necesidad 
de regulación inmediata de materias concretas, 
STC 45/2015, de 5 de Marzo), e incluso son posi-
bles otro tipo de actuaciones que exijan la inter-
vención estatal (es decir, actos administrativos y 
actuaciones ejecutivas), por razones justificativas 
más excepcionales, como razones de necesidad o 
intereses supra-autonómicos (SsTC 149/1991, de 4 
de Julio, y 102/1995, de 26 de Junio, remitiéndose a 
la STC 329/1993, de 12 de Noviembre).
El Tribunal Constitucional, en una evolución cambian-
te de su doctrina, como expone la Sentencia 156/1995, 
de 26 de Octubre, comenzó entendiendo que la com-
petencia nacional sobre la legislación básica no era 
una función de uniformidad relativa, sino más bien de 
ordenación mediante mínimos, siendo posible que las 
Comunidades Autónomas con competencias para ello 
pudieran completar o reforzar los niveles de protección 
previstos en esa legislación básica, mediante el desarro-
llo de esta, y admitiendo, pues, una diversidad de regu-
laciones (SsTC 64/1982, de 4 de Noviembre, y 170/1989, 
de 19 de Octubre).
Sin embargo, la STC 149/1991, de 4 de Julio, matizó 
bastante esta conclusión, al no admitir sin más esa posi-
bilidad de las Comunidades de desarrollar la competencia 
del Estado (pues la competencia de aquellas es la de es-
tablecer normas adicionales de protección), al entender 
que debía de ser el Estado quien estableciese toda la nor-
mativa que considerase indispensable para la protección 
del medio ambiente (salvo los casos de las Comunidades 
cuyos Estatutos de Autonomía incluyesen específicamen-
te como competencia propia de las mismas tal desarrollo 
normativo).
Posteriormente, la STC 102/1995, de 26 de Junio, rec-
tificó la anterior doctrina constitucional, al entender que 
la legislación básica no puede llegar a tal grado de de-
talle que no permita desarrollo legislativo alguno de las 
Comunidades con competencias ambientales, vaciándo-
las de contenido; estimando que se trata de una estrati-
ficación de la materia por niveles, donde lo estatal ha de 
ser suficiente y homogéneo, pero mejorable para adap-
tarlo a las circunstancias de cada Comunidad Autónoma 
(y mencionando como ejemplo el sistema de competen-
cias entre la Unión Europea de entonces y los Estados 
Miembros). En este mismo sentido, la STC 196/1996, de 
28 de Noviembre, entiende que “[l]a protección con-
cedida por la ley estatal puede ser ampliada y mejorada 
por la ley autonómica; lo que resulta constitucionalmente 
improcedente es que resulte restringida o discriminada”. 
Es decir, la norma básica en materia de medio ambiente 
tiene una “función de ordenación mediante mínimos, que 
pueden permitir a las Comunidades Autónomas estable-
cer niveles de protección más altos, pero nunca reducir-
los” (STC 146/2013, de 11 de Julio), y la STC 45/2015, de 
5 de Marzo, reafirma que “de acuerdo con la tendencia 
general actual, corresponde al Estado imponer el ‘encua-
dramiento de una política global en materia de medio 
ambiente’, teniendo en cuenta el alcance no ya nacional, 
sino internacional que tiene la regulación de esta mate-
ria, así como la exigencia de la ‘indispensable solidaridad 
colectiva’ a que se refiere el art. 45.2 CE. De ahí también 
que la intervención estatal pueda ser ‘singularmente in-
tensa’, que la ‘piedra de toque’ para calificar de básica la 
norma medioambiental sea más su ‘finalidad tuitiva’ que 
su carácter genérico o detallado, abstracto o concreto. El 
deber del legislador básico estatal de dejar un margen a 
la normativa autonómica será ‘menor que en otros ámbi-
tos’, aunque no pueda llegar ‘a tal grado de detalle que no 
permita desarrollo legislativo alguno de las Comunidades 
Autónomas con competencias en materia de medio am-
biente, vaciándolas así de contenido’...”; añadiendo esta 
Marco legislativo
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misma Sentencia constitucional que “[a]tendiendo a la 
necesidad de “una política global en materia de medio 
ambiente” [STC 69/2013, de 14 de marzo, FJ 2 b)], también 
pueden llegar a considerarse básicas reglas que introduz-
can dosis mínimas de coherencia y cohesión territorial”.
Por otra parte, la STC 192/2014, de 20 de Noviembre, 
afirma que “las reglas básicas…pueden ser exceptuadas o 
reguladas en términos distintos por la propia legislación del 
Estado en los ámbitos sectoriales concretos en los que éste 
ejerce sus competencias’ [SSTC 154/2014, de 25 de septiem-
bre, FJ 5 y 182/2014, de 6 de noviembre, FJ 2 d)]”.
Interpretación constitucional de las competencias na-
cionales que han ratificado otras muchas Sentencias (así, 
SsTC 13/1998, de 22 de enero, 90/2000, de 30 de marzo, 
306/2000, de 12 de diciembre, 97/2002, de 25 de abril, 
166/2002, de 18 de septiembre, 7/2012, de 18 de enero, 
69/2013, de 14 de marzo, 146/2013, de 11 de julio, y 45/2015, 
de 5 de marzo, y 141/2016, de 21 de julio, entre otras).
En resumen, como señalan las SsTC 45/2015, de 5 de 
marzo, y 141/2016, de 21 de julio, “el Estado sólo está auto-
rizado a dictar legislación básica. Corresponde a las Comu-
nidades Autónomas, además de la legislación de desarrollo, 
la ejecución de la normativa medioambiental y la potestad 
de autoorganización (SSTC 33/2005, de 17 de febrero, FJ 6; 
161/2014, FJ 4)”.
Por otra parte, el concepto de “normas adicionales 
de protección del medio ambiente” supone, según la STC 
170/1989, de 19 de Octubre, que cada una de las Comuni-
dades Autónomas, con competencia en la materia, esta-
blezca niveles de protección más altos, pues, ya que las 
bases estatales son de carácter mínimo, por tanto, los 
niveles de protección que establecen éstas pueden ser 
ampliados o mejorados por la normativa autonómica; 
es decir, las Comunidades Autónomas pueden comple-
mentar o reforzar los niveles de protección previstos en 
la normativa básica, siempre que esas medidas legales 
autonómicas sean compatibles, no contradigan, ignoren, 
reduzcan o limiten la protección establecida en la legisla-
ción básica del Estado.
Finalmente, todas las Comunidades Autónomas son 
competentes para ejecutar la legislación nacional sobre 
protección del medio ambiente, para la gestión ambien-
tal, en suma, incluyendo la administración, la inspec-
ción y la potestad sancionadora, entre otras potestades 
(SsTC 149/1991, de 4 de Julio, 102/1995, de 26 de Junio, y 
194/2004, de 10 de Noviembre).
Además, en relación con la distribución de compe-
tencias deben tenerse en cuenta las materias conexas, 
es decir aquellos ámbitos de la realidad que tienen que 
ver con el medio ambiente, pero que no se integran en el 
mismo completamente, al tener otros puntos de visión 
o incidencia que han de ser tenidos en cuenta [como re-
laciones internacionales; defensa y fuerzas armadas (STC 
192/2014, de 20 de noviembre); legislación mercantil, pe-
nal y procesal; legislación civil; legislación sobre pesas y 
medidas; planificación de la actividad económica general 
(STC 73/2016, de 14 de abril); pesca marítima; recursos y 
aprovechamiento hidráulicos cuando las aguas discurran 
por más de una Comunidad Autónoma; montes, aprove-
chamientos forestales y vías pecuarias; régimen minero y 
energético (STC 73/2016, de 14 de abril), etc.]; debiendo 
atenerse en tales supuestos, con carácter preferente, a 
la distribución de competencias expresamente prevista 
en la Constitución, y no a la relativa al medio ambiente, 
aunque tenga que ver con la materia. Como precisa la STC 
45/2015, de 5 de marzo, “…‘para llegar a una calificación 
competencial correcta’ hay que atender ‘tanto el sentido 
o finalidad de los varios títulos competenciales’, como al 
‘carácter, sentido y finalidad de las disposiciones traídas al 
conflicto, es decir, el contenido del precepto controvertido’ 
(por todas, SSTC 153/1989, de 5 de octubre, FJ 5; 97/1996, de 
28 de noviembre, FJ 3, y 236/2012, de 13 de diciembre, FJ 3)”. 
Por otra parte, el Tribunal Constitucional ha tenido 
que resolver el caso especial de la competencia en ma-
teria de espacios naturales protegidos, al no preverse en 
la Constitución Española, pero sí en algunos Estatutos de 
Autonomía, y con el carácter de exclusiva. Efectivamen-
te, el Tribunal Constitucional admitió la asunción de esta 
competencia exclusiva al considerar que constituye un 
título competencial diferente del relativo a la protección 
del medio ambiente, ya que la legislación sobre espacios 
naturales protegidos realiza una protección de carácter 
excepcional y que se basa en la idea de conservación de 
la naturaleza en determinados espacios por medio de una 
lista de prohibiciones o limitaciones de tipo general, de 
tal forma que aunque los espacios naturales constituyen 
también factor del medio ambiente por ser su soporte to-
pográfico, se les reconoce personalidad propia dentro del 
conjunto (SsTC 64/1982, de 4 de noviembre, y 102/1995, 
de 26 de junio).
No obstante, y a pesar del carácter de exclusiva con el 
que algunos Estatutos de Autonomía han asumido esta 
competencia sobre los espacios naturales protegidos, la 
misma ha de ejercerse en el marco general de distribu-
ción de competencias, y por tanto en el marco de la relati-
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va a la protección del medio ambiente (art. 149-1º-23ª-CE); 
más en concreto, de acuerdo con la legislación básica de 
protección del medio ambiente (SsTC 69/1982, de 23 de 
noviembre, y 102/1995, de 26 de junio, entre otras).
4.2.2 La Ley del Patrimonio Natural y de 
la Biodiversidad de 2007 y su reforma 
de 2015: la previsión de la Estrategia 
Estatal de Infraestructura Verde y de la 
Conectividad y Restauración Ecológicas
De acuerdo con las competencias del Estado en materia 
de medio ambiente reconocidas en el art. 149-1º-23ª de la 
Constitución Española de 1978, e interpretadas por el Tri-
bunal Constitucional en la forma señalada, se aprobó la 
Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural 
y de la Biodiversidad (BOE 299, 2007), que, con el carác-
ter de legislación básica a efectos constitucionales, esta-
bleció el régimen jurídico básico de la conservación, uso 
sostenible, mejora y restauración del patrimonio natural 
y de la biodiversidad española, como parte del deber de 
conservar y del objetivo de garantizar los derechos de las 
personas a un medio ambiente adecuado para su bienes-
tar, salud y desarrollo, y se recogen igualmente las nor-
mas y recomendaciones internacionales y europeas que 
organismos internacionales y la Unión Europea han ido 
estableciendo a lo largo de los últimos años.
Naturalmente, por el año en que se aprobó esa Ley, 
no hay referencia directa alguna a la infraestructura 
verde (aunque este concepto ya se utilizaba antes de 
la Comunicación de 2013, citada), si bien sí se prevén y 
regulan algunos de los instrumentos y contenidos de la 
misma, tales como las propias figuras de espacios natu-
rales protegidos, las zonas periféricas de protección, las 
áreas de influencia socioeconómica, los espacios natu-
rales protegidos transfronterizos, los espacios de la Red 
Natura 2000 o los corredores ecológicos y las áreas de 
montaña.
Posteriormente, tal como se ha señalado, la Ley 
33/2015, de 21 de septiembre, citada, modifica la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de 
la Biodiversidad (BOE 227, 2015), que tiene por objeto ga-
rantizar la correcta aplicación del Derecho internacional 
y la incorporación de la normativa de la Unión Europea 
en nuestro Ordenamiento jurídico; y más concretamente 
perfeccionar la incorporación de la Directiva de Hábitats 
de 1992 y de la Directiva de Aves de 2009, los principales 
objetivos de la Estrategia de la Unión Europea sobre la 
Biodiversidad hasta 2020 y, lo que es más importante, se 
pretende dar cumplimiento a la Comunicación de la Comi-
sión Europea sobre la Infraestructura verde de 2013.
En efecto, se introduce un nuevo Capítulo III, en el 
Título I, relativo a la “Estrategia estatal de infraestructu-
ra verde y de la conectividad y restauración ecológicas”, 
integrado únicamente por el artículo 15, “Del Marco es-
tratégico de la Infraestructura Verde y de la conectividad 
y restauración ecológicas”, que la regula. Precepto que 
tiene carácter de legislación básica sobre protección del 
medio ambiente, de conformidad con lo dispuesto en el 
artículo 149.1.23.ª de la Constitución Española.
Con la finalidad de garantizar la conectividad ecológi-
ca y la restauración del territorio español, ese precepto 
prevé que el Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente, con la colaboración de las Comunida-
des Autónomas a través de la Comisión Estatal para el 
Patrimonio Natural y la Biodiversidad, y de otros Minis-
terios implicados, elaborará, en un plazo máximo de tres 
años a contar desde la entrada en vigor de Ley 33/2015, 
una Estrategia Estatal de Infraestructura Verde, y de la 
Conectividad y Restauración Ecológicas, que incorpo-
rará una cartografía adecuada que permita visualizarla 
gráficamente; la cual, previo informe del Consejo Esta-
tal para el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, y de la 
Conferencia Sectorial de Medio Ambiente, será aprobada 
mediante Orden Ministerial conjunta, a propuesta de los 
Ministerios que hubieran participado en su elaboración y 
publicada en el Boletín Oficial del Estado.
La Estrategia Estatal de Infraestructura Verde y de la 
Conectividad y Restauración Ecológicas tendrá como ob-
jetivo marcar las directrices para la identificación y con-
servación de los elementos del territorio que componen 
la infraestructura verde del territorio español, terrestre y 
marino, y para que la planificación territorial y sectorial 
que realicen las Administraciones públicas permita y ase-
gure la conectividad ecológica y la funcionalidad de los 
ecosistemas, la mitigación y adaptación a los efectos del 
cambio climático, la desfragmentación de áreas estraté-
gicas para la conectividad y la restauración de ecosiste-
mas degradados.
La Estrategia tendrá en especial consideración, entre 
otros, los espacios protegidos, los hábitats en peligro de 
desaparición y de especies en peligro de extinción, las 
áreas de montaña, los cursos fluviales, los humedales, 
las vías pecuarias, las corrientes oceánicas, los cañones 
submarinos, las rutas migratorias que faciliten la conec-
tividad, y los sistemas de alto valor natural originados 
como consecuencia de las buenas prácticas aplicadas por 
Marco legislativo
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los diferentes sectores económicos, así como los hábitats 
prioritarios a restaurar, los terrenos afectados por los 
bancos de conservación de la naturaleza y los instrumen-
tos utilizados por las Administraciones competentes en 
la aplicación del Convenio Europeo del Paisaje de 2000.
Basándose en las directrices de la Estrategia nacio-
nal, las Comunidades Autónomas están obligadas a 
desarrollar, en un plazo máximo de tres años a contar 
desde la aprobación de dicha Estrategia, sus propias es-
trategias, que incluirán, al menos, los objetivos conteni-
dos en aquella.
En el contenido de la misma han de tenerse en cuenta 
los espacios citados expresamente (espacios protegidos, 
los hábitats en peligro de desaparición y de especies en 
peligro de extinción, las áreas de montaña, los cursos 
fluviales, los humedales, las vías pecuarias, las corrientes 
oceánicas, los cañones submarinos, etc.), y su régimen 
jurídico, así como otras prescripciones de la nueva Ley, 
tales como la mejora de la coherencia y la conectividad de 
la Red Natura 2000, en consonancia con lo establecido en 
la Estrategia Estatal de Infraestructura Verde, y de otras 
Leyes relacionadas materialmente con la finalidad o el 
contenido de la propia Estrategia (p. ej., en materia de or-
denación del territorio y urbanismo, responsabilidad por 
daños ambientales, infraestructuras de transporte o vías 
pecuarias), así como, en el ámbito de sus competencias, 
la correspondiente legislación en la materia de las Comu-
nidades Autónomas.
4.2.3 El marco normativo estatal de los 
elementos integrantes del concepto de 
infraestructura verde
La Comunicación de la Comisión de 2013 define la infraes-
tructura verde de una manera muy amplia, al concebirla 
como una red de zonas naturales y seminaturales y de 
otros elementos ambientales, que incorpora espacios 
verdes, o azules en el caso de los ecosistemas acuáticos, 
y otros elementos físicos de espacios terrestres, incluidas 
las zonas costeras, y marinos, y, en los espacios terres-
tres, la infraestructura verde está presente en los entor-
nos rurales y urbanos. Además, el Documento de Trabajo 
de los Servicios de la Comisión relativo a Información téc-
nica sobre la infraestructura verde, que es complementa-
rio de la Comunicación anterior, afirma que los tipos de 
características físicas que contribuyen a la infraestructura 
verde son diversos, específicos de cada ubicación o lugar 
y dependen en buena medida de las escalas. Así, a escala 
local, los parques, jardines, cubiertas verdes, estanques, 
ríos, bosques, líneas de setos, praderas, emplazamientos 
baldíos recuperados y dunas costeras ricos en biodiver-
sidad pueden contribuir en conjunto a la infraestructura 
verde, si prestan múltiples servicios ecosistémicos, y los 
ecoductos y otros tipos de pasos de fauna, además de 
los dispositivos de paso de peces, constituyen elementos 
de unión. A escala regional o nacional, las grandes zonas 
naturales protegidas, lagos grandes, cuencas fluviales, 
bosques de alto valor natural, pastizales extensos, zonas 
agrícolas de baja intensidad, amplios sistemas de dunas 
y lagunas costeras son sólo unos pocos ejemplos. Final-
mente, a escala de la UE, las características transfronteri-
zas como las cuencas fluviales, los bosques y las regiones 
montañosas internacionales son ejemplos de la infraes-
tructura verde supranacional de la UE. Pero, además, 
estos elementos de alta calidad, tienen que formar parte 
integrante de una red de infraestructura verde interco-
nectada y ser capaces de ofrecer algo más que un simple 
espacio verde.
Por su parte, Ley del Patrimonio Natural y de la Biodi-
versidad, en su art. 15-3º, es más concreta, al precisar que 
la Estrategia estatal de infraestructura verde tendrá en 
especial consideración, entre otros, los espacios protegi-
dos, hábitats en peligro de desaparición y de especies en 
peligro de extinción, áreas de montaña, cursos fluviales, 
humedales, vías pecuarias, corrientes oceánicas, cañones 
submarinos, las rutas migratorias que faciliten la conec-
tividad, y los sistemas de alto valor natural originados 
como consecuencia de las buenas prácticas aplicadas por 
los diferentes sectores económicos, así como los hábitats 
prioritarios a restaurar, los terrenos afectados por los 
bancos de conservación de la naturaleza y los instrumen-
tos utilizados por las Administraciones competentes en 
la aplicación del Convenio Europeo del Paisaje de 2000. 
Además, conforme al art. 15-2º, debe tenerse en cuen-
ta que el objetivo de la Estrategia es marcar las directri-
ces para la identificación y conservación de los elementos 
del territorio que componen la infraestructura verde del 
territorio español, terrestre y marino, y para que la plani-
ficación territorial y sectorial que realicen las Administra-
ciones públicas permita y asegure la conectividad ecoló-
gica y la funcionalidad de los ecosistemas, la mitigación 
y adaptación a los efectos del cambio climático, la des-
fragmentación de áreas estratégicas para la conectividad 
y la restauración de ecosistemas degradados; con lo que 
también ha de tenerse en cuenta, en su caso, el marco 
normativo de la conectividad ecológica y de la restaura-
ción de ecosistemas degradados.
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Dada la novedad y la modernidad del concepto de in-
fraestructura verde, la mayor parte de las normas básicas 
del Estado en materia de o relacionadas con el medio am-
biente, la naturaleza y la biodiversidad, no la mencionan, 
aunque naturalmente se refieren a conceptos que poste-
riormente se integran en la misma; siendo únicamente la 
Ley del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad y la Ley 
de Montes las que la mencionan, al ser precisamente am-
bas reformadas en 2015.
El marco normativo protector de la mayoría de los 
elementos materiales de la Estrategia Estatal de Infraes-
tructura Verde está contenido en la Ley del Patrimonio 
Natural y de la Biodiversidad (BOE 227, 2015), cuyo obje-
to es establecer el régimen jurídico básico de la conserva-
ción, uso sostenible, mejora y restauración del patrimo-
nio natural y de la biodiversidad, como parte del deber de 
conservar y del derecho a disfrutar de un medio ambiente 
adecuado para el desarrollo de la persona, establecido en 
el artículo 45.2 de la Constitución Española (art. 1); cons-
tituyendo dicha conservación y protección una función 
pública, pues todos los poderes públicos, en sus respecti-
vos ámbitos competenciales, velarán por la conservación 
y la utilización racional del patrimonio natural en todo el 
territorio nacional, que incluye su medio marino así como 
en la zona económica exclusiva y en la plataforma con-
tinental, con independencia de su titularidad o régimen 
jurídico, teniendo en cuenta especialmente los tipos de 
hábitats naturales y las especies silvestres en régimen de 
protección especial (art. 5).
Entre los instrumentos previstos en la Ley, deben 
mencionarse en primer lugar los Planes de Ordenación de 
los Recursos Naturales (arts. 16 a 24) al ser el instrumento 
específico para la delimitación, tipificación, integración 
en red y determinación de su relación con el resto del 
territorio, de los sistemas que integran patrimonio y los 
recursos naturales de un determinado ámbito espacial, 
con independencia de otros instrumentos que pueda es-
tablecer la legislación autonómica. 
Entre sus objetivos, se incluyen los relativos a iden-
tificar y georreferenciar los espacios y los elementos 
significativos del Patrimonio Natural de un territorio de-
terminado; formular los criterios orientadores de las po-
líticas sectoriales y ordenadores de las actividades eco-
nómicas y sociales, públicas y privadas, para que sean 
compatibles con las exigencias contenidas en la propia 
Ley; señalar los regímenes de protección que procedan 
para los diferentes espacios, ecosistemas y recursos na-
turales presentes en su ámbito territorial de aplicación, 
al objeto de mantener, mejorar o restaurar los ecosiste-
mas, su funcionalidad y conectividad; prever y promover 
la aplicación de medidas de conservación y restauración 
de los recursos naturales y los componentes de la biodi-
versidad y geodiversidad que lo precisen, y contribuir al 
establecimiento y la consolidación de redes ecológicas 
compuestas por espacios de alto valor natural, que per-
mitan los movimientos y la dispersión de las poblaciones 
de especies de la flora y de la fauna y el mantenimiento 
de los flujos que garanticen la funcionalidad de los eco-
sistemas.
De acuerdo con los objetivos anteriores, en su conte-
nido mínimo han de integrarse, entre otros, un inventario 
y definición del estado de conservación de los componen-
tes del patrimonio natural y la biodiversidad, de los eco-
sistemas y los paisajes en el ámbito correspondiente, for-
mulando un diagnóstico del mismo y una previsión de su 
evolución futura; la determinación de los criterios para la 
conservación, protección, restauración y uso sostenible 
de los recursos naturales y, en particular, de los compo-
nentes de la biodiversidad y geodiversidad en el ámbito 
del Plan; la determinación de las limitaciones generales 
y específicas de los usos y actividades en función de la 
conservación de los componentes del patrimonio natu-
ral y la biodiversidad; la aplicación, en su caso, de alguno 
de los regímenes de protección de espacios naturales; el 
establecimiento de los criterios de referencia orientado-
res en la formulación y ejecución de las diversas políticas 
sectoriales que inciden en el ámbito del Plan, para que 
sean compatibles con los objetivos de conservación del 
patrimonio natural y la biodiversidad, y la identificación 
de medidas para garantizar la conectividad ecológica en 
el ámbito territorial objeto de ordenación.
La importante trascendencia jurídica de los Planes de 
Ordenación de los Recursos Naturales deriva del alcance 
que le reconoce la propia Ley; en particular cuando los 
instrumentos de ordenación territorial, urbanística, de re-
cursos naturales y, en general, física, existentes resulten 
contradictorios, pues deberán adaptarse a ellos, y en tan-
to la adaptación no tenga lugar, las determinaciones de 
aquellos se aplicarán, en todo caso, prevaleciendo sobre 
los instrumentos citados.
Durante la tramitación de los Planes, se establece un 
sistema de protección cautelar, que impide realizar actos 
que supongan una transformación sensible de la realidad 
física y biológica que pueda llegar a hacer imposible o di-
ficultar de forma importante la consecución de los objeti-
vos de dicho Plan.
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Además, las Administraciones Públicas preverán, en 
su planificación ambiental o en los Planes de Ordenación 
de los Recursos Naturales, mecanismos para lograr la co-
nectividad ecológica del territorio, estableciendo o res-
tableciendo corredores, en particular entre los espacios 
protegidos Red Natura 2000 y entre aquellos espacios 
naturales de singular relevancia para la biodiversidad; 
para lo que se otorgará un papel prioritario a los cursos 
fluviales, las vías pecuarias, las áreas de montaña12 y otros 
elementos del territorio, lineales y continuos, o que ac-
túan como puntos de enlace, con independencia de que 
tengan la condición de espacios naturales protegidos. 
Asimismo, las Administraciones Públicas promoverán 
unas directrices de conservación de las áreas de montaña 
que atiendan, como mínimo, a los valores paisajísticos, hí-
dricos y ambientales de las mismas.
Por otra parte, cuando de las informaciones obteni-
das por la Comunidad Autónoma se dedujera la existen-
cia de una zona bien conservada, amenazada de forma 
significativa por un factor de perturbación que alterará 
tal estado, las Administraciones Públicas competentes 
tomarán las medidas necesarias para eliminar o reducir el 
factor de perturbación, y otras acciones.
A continuación, la Ley establece el régimen de cata-
logación, conservación y restauración de hábitats y espa-
cios del patrimonio natural (arts. 25 a 53), que incluye los 
elementos más importantes de la infraestructura verde 
y algunas de las medidas de protección. Así, define y cla-
sifica los espacios naturales protegidos, que pueden ser 
transfronterizos, en Parques (resaltando la importancia 
de los Parques Nacionales)13, Reservas Naturales, Áreas 
Marinas Protegidas, Monumentos Naturales, Paisajes 
Protegidos, los cuales se integran por mandato legal en 
el contenido de la infraestructura verde; estableciendo 
el procedimiento de declaración, la responsabilidad en 
su gestión, y algunas medidas de protección, como la 
previsión de zonas periféricas de protección, áreas de 
influencia socioeconómica, la declaración de utilidad pú-
blica a efectos expropiatorios y el ejercicio, en su caso, 
de los derechos de tanteo y retracto. Seguidamente, de 
acuerdo con las correspondientes Directivas europeas, la 
Ley delimita los espacios de la Red Natura 2000 en todo el 
territorio nacional (Lugares de Importancia Comunitaria 
y Zonas especiales de Conservación, y Zonas Especiales 
de Conservación para Aves) y establece las medidas de 
conservación de la red, incluyendo su vigilancia y segui-
miento, y el fomento de la conservación de corredores 
ecológicos y la gestión de aquellos elementos del paisaje 
y áreas terrestres y marinas que resultan esenciales o re-
vistan primordial importancia para la migración, la distri-
bución geográfica y el intercambio genético entre pobla-
ciones de especies de fauna y flora silvestres, teniendo 
en cuenta los impactos futuros del cambio climático. Ade-
más, se tienen en consideración las áreas protegidas por 
instrumentos internacionales (de la UNESCO, Patrimonio 
Mundial u otros).
Seguidamente, se establecen las medidas de conser-
vación de la biodiversidad, concretamente de especies 
(arts. 54 a 67), dado que los hábitats en peligro de desa-
parición y de especies en peligro de extinción se integran 
en la infraestructura verde, se establece el régimen del 
uso sostenible del patrimonio natural y de la biodiversidad 
(arts. 68 a 74), incluyendo el régimen de protección de 
la Red Española de Reservas de la Biosfera, en el marco 
del Programa Persona y Biosfera (Programa MaB), de la 
UNESCO, así como el sistema de promoción de los cono-
cimientos tradicionales para la conservación del patrimo-
nio natural y la biodiversidad.
Entre las medidas de fomento del conocimiento, la 
conservación y restauración del patrimonio natural y la 
biodiversidad (arts. 75 a 78), se incluyen la promoción de 
la custodia del territorio, importante instrumento para la 
infraestructura verde, los incentivos a las externalidades 
positivas en el ámbito de los espacios protegidos y de 
los acuerdos de custodia del territorio, o el Fondo para 
el Patrimonio Natural y la Biodiversidad, cuyo objeto es 
poner en práctica aquellas medidas destinadas a apoyar 
la consecución de los objetivos de la propia Ley, así como 
la gestión forestal sostenible, la prevención estratégica 
de incendios forestales y la protección de espacios fores-
tales y naturales en cuya financiación participe la Adminis-
tración General del Estado.
Finalmente, la Ley del Patrimonio Natural y de la Bio-
diversidad prevé algunos otros instrumentos generales, 
como inventarios, catálogos, planes, estrategias y otros, 
que contribuyen a dar certeza y seguridad a los elemen-
tos que se integran en la infraestructura verde.
En desarrollo de esta Ley (art. 9), se aprobó el Real De-
creto 556/2011, de 20 de abril, para el desarrollo del Inven-
12 Aunque no abarca todos los aspectos de las zonas de montaña, 
debe tenerse en cuenta la Ley 25/1982, de 30 de junio, de Agricultura 
de Montaña (BOE núm. 164, de 10/07/1982) [https://www.boe.es/
buscar/act.php?id=BOE-A-1982-17236]. 
13 Su regulación y protección se establece en la Ley 30/2014, de 3 de 
diciembre, de Parques Nacionales (BOE núm. 293, de 04/12/2014) 
[https://www.boe.es/buscar/act.php?id=BOE-A-2014-12588].
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tario Español del Patrimonio Natural y la Biodiversidad 
(Real Decreto 556/2011), que es el instrumento que per-
mite disponer de una información objetiva, fiable y com-
parable, lo más actualizada posible, en todo el ámbito 
territorial, con la finalidad de identificar y conocer el Patri-
monio Natural y la Biodiversidad, su estado y tendencias, 
todo ello para fundamentar la elaboración y aplicación de 
políticas y acciones en materia de conservación, gestión 
y uso sostenible; difundir los valores del Patrimonio Na-
tural y de la Biodiversidad a la sociedad en su conjunto, 
y contribuir como fuente de información para atender a 
los compromisos internacionales suscritos por España. 
Su ámbito territorial comprende el territorio nacional y 
las aguas marinas bajo soberanía o jurisdicción nacional, 
incluyendo la zona económica exclusiva y la plataforma 
continental, y en su contenido, reflejado en los Anexos, 
se incluye una buena parte de los elementos materiales 
de la infraestructura verde. 
Asimismo en desarrollo de la Ley (arts. 12 y 13), el Real 
Decreto 1274/2011, de 16 de septiembre, aprueba el Plan 
Estratégico del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad 
2011-2017 (Real Decreto 1274/2011), que tanto en el diag-
nóstico que realiza como en las medidas previstas ya in-
cluye referencias a los componentes de la infraestructura 
verde, a los servicios ecosistémicos y a la conectividad y 
restauración ecológicas, y en relación con la custodia del 
territorio.
Seguidamente, entre los textos normativos que esta-
blecen el régimen jurídico de los elementos que integran 
la infraestructura verde, el Texto Refundido de la Ley de 
Aguas de 2001 (BOE 176, 2001), de carácter básico, define 
y establece el régimen de los bienes del dominio público 
hidráulico, entre los que se encuentran los cursos fluvia-
les, que se integran en el contenido de la infraestructura 
verde. Concretamente, se declaran de dominio público 
hidráulico del Estado (BOE 103, 1986) las aguas continen-
tales, tanto las superficiales como las subterráneas reno-
vables con independencia del tiempo de renovación; los 
cauces de corrientes naturales, continuas o discontinuas; 
los lechos de los lagos y lagunas y los de los embalses su-
perficiales en cauces públicos, los acuíferos, a los efectos 
de los actos de disposición o de afección de los recursos 
hidráulicos, y las aguas procedentes de la desalación de 
agua de mar. En relación con los cauces, debe tenerse en 
cuenta el concepto de “riberas”, que son las fajas latera-
les de los cauces públicos situadas por encima del nivel 
de aguas bajas, y de “márgenes”, terrenos que lindan con 
los cauces; en particular porque las márgenes están suje-
tas, en toda su extensión longitudinal, a una zona de ser-
vidumbre de 5 metros de anchura, para uso público que 
se regulará reglamentariamente, y a una zona de policía 
de 100 metros de anchura en la que se condicionará el uso 
del suelo y las actividades que se desarrollen (arts. 2, 4 y 
6). Particular importancia tiene la regulación del uso de 
estos bienes del dominio público hidráulico, previendo 
usos comunes, usos comunes especiales y usos privativos, 
con el consiguiente sistema de autorización o concesión 
administrativa, insistiéndose en la protección del recurso 
y de su calidad; permitiendo el aprovechamiento de los 
cauces o bienes situados en ellos, mediante concesión o 
autorización administrativa, pero en el otorgamiento de 
las relativas a aprovechamientos de áridos, pastos y ve-
getación arbórea o arbustiva, establecimiento de puen-
tes o pasarelas, embarcaderos e instalaciones para baños 
públicos, se considerará la posible incidencia ecológica 
desfavorable, debiendo exigirse las adecuadas garantías 
para la restitución del medio (arts. 47 a 80). Además, se 
prevén que las zonas pantanosas o encharcadas, incluso 
las creadas artificialmente, tendrán la consideración de 
zonas húmedas (art. 111), que se delimitarán de acuerdo 
con la legislación específica, se somete toda actividad en 
tales zonas a autorización o concesión administrativa, 
debiendo los Organismos de Cuenca y la Administración 
ambiental competente coordinar sus actuaciones para la 
conservación, la protección eficaz, la gestión sostenible y 
la recuperación de las zonas húmedas, especialmente de 
aquellas que posean un interés natural o paisajístico, sien-
do posible que los Organismos de Cuenca podrán promo-
ver la declaración de determinadas zonas húmedas como 
de especial interés para su conservación y protección, de 
acuerdo con la legislación medioambiental.
Seguidamente, la Ley de Aguas (arts. 92 a 99 bis) es-
tablece el sistema de protección del dominio público hi-
dráulico y de la calidad de las aguas, que incluye objetivos 
generales y medioambientales, según el estado de las ma-
sas de agua, y unos programas de medidas, sometiendo 
las concesiones y autorización a limitaciones medioam-
bientales, al señalar que los Organismos de Cuenca, en su 
concesión, adoptarán las medidas necesarias para hacer 
compatible el aprovechamiento con el respeto del medio 
ambiente y garantizar los caudales ecológicos o deman-
das ambientales previstas en la planificación hidrológica. 
Más específicamente, se prevé que, en la tramitación 
de concesiones y autorizaciones que afecten al dominio 
público hidráulico que pudieran implicar riesgos para el 
medio ambiente, será preceptiva la presentación de un 
informe sobre los posibles efectos nocivos para el medio, 
del que se dará traslado al Órgano ambiental competen-
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te para que se pronuncie sobre las medidas correctoras 
que, a su juicio, deban introducirse como consecuencia 
del informe presentado, y que, sin perjuicio de los supues-
tos en que resulte obligatorio, conforme a la normativa 
vigente, en los casos en que el Organismo de Cuenca 
presuma la existencia de un riesgo grave para el medio 
ambiente, someterá igualmente a la consideración del 
Órgano ambiental competente la conveniencia de iniciar 
el procedimiento de evaluación de impacto ambiental. 
Por otra parte, se prevé que, para cada demarcación hi-
drográfica existirá al menos un registro de las zonas que 
hayan sido declaradas objeto de protección especial en 
virtud de norma específica sobre protección de aguas su-
perficiales o subterráneas, o sobre conservación de hábi-
tats y especies directamente dependientes del agua.
Igualmente, la Ley de Aguas regula las obras hidráu-
licas, las cuales pueden afectar a los cauces y a los res-
tantes bienes de dominio público, con fines de protección 
(arts. 122 a 131).
Finalmente, la protección de los bienes del dominio 
público hidráulico se refleja naturalmente en el régimen 
de infracciones y sanciones previsto (arts. 116 a 121).
A continuación, en el concepto de infraestructura ver-
de se integran las vías pecuarias, reguladas en la Ley de 
Vías Pecuarias de 1995 (BOE 71, 1995), de carácter básico, 
que las define como las rutas o itinerarios por donde dis-
curre o ha venido discurriendo tradicionalmente el tránsi-
to ganadero; si bien, podrán ser destinadas a otros usos 
compatibles y complementarios en términos acordes con 
su naturaleza y sus fines, dando prioridad al tránsito gana-
dero y otros usos rurales, e inspirándose en el desarrollo 
sostenible y el respeto al medio ambiente, al paisaje y al 
patrimonio natural y cultural. La ley declara las vías pecua-
rias como bienes de dominio público de las Comunidades 
Autónomas y, en consecuencia, inalienables, imprescrip-
tibles e inembargables. La actuación de las Comunidades 
Autónomas sobre las vías pecuarias tendrá los fines de re-
gular el uso de las vías pecuarias de acuerdo con la norma-
tiva básica estatal; ejercer las potestades administrativas 
en defensa de la integridad de las vías pecuarias; garanti-
zar el uso público de las mismas tanto cuando sirvan para 
facilitar el tránsito ganadero como cuando se adscriban a 
otros usos compatibles o complementarios, y asegurar la 
adecuada conservación de las vías pecuarias, así como de 
otros elementos ambientales o culturalmente valiosos, 
directamente vinculados a ellas, mediante la adopción de 
las medidas de protección y restauración necesarias. De 
acuerdo con lo anterior, la Ley (arts. 5 a 15) establece su 
régimen protector (deslinde y amojonamiento, posibles 
modificaciones de trazado, ocupaciones y aprovecha-
mientos, la creación de la Red Nacional de Vías Pecuarias 
y el sistema de infracciones y sanciones). 
La Ley crea la Red Nacional de Vías Pecuarias, en la 
que se integran todas las cañadas y aquellas otras vías 
pecuarias que garanticen la continuidad de las mismas, 
siempre que su itinerario discurra entre dos o más Co-
munidades Autónomas y también las vías pecuarias que 
sirvan de enlace para los desplazamientos ganaderos de 
carácter interfronterizo; a la que podrán incorporarse, a 
petición de las Comunidades Autónomas, otras vías pe-
cuarias que, discurriendo por sus territorios respectivos, 
estén comunicadas con dicha Red (art. 18).
Por otra parte, se consideran compatibles con la ac-
tividad pecuaria los usos tradicionales que, siendo de 
carácter agrícola y no teniendo la naturaleza jurídica de 
la ocupación, puedan ejercitarse en armonía con el trán-
sito ganadero; si bien, las comunicaciones rurales y, en 
particular, el desplazamiento de vehículos y maquinaria 
agrícola deberán respetar la prioridad del paso de los ga-
nados, evitando el desvío de éstos o la interrupción pro-
longada de su marcha, y, con carácter excepcional y para 
uso específico y concreto, las Comunidades Autónomas 
podrán autorizar la circulación de vehículos motorizados 
que no sean de carácter agrícola, quedando excluidas de 
dicha autorización las vías pecuarias en el momento de 
transitar el ganado y aquellas otras que revistan interés 
ecológico y cultural; asimismo, serán también compati-
bles las plantaciones lineales, cortavientos u ornamenta-
les, cuando permitan el tránsito normal de los ganados 
(art. 16).
Además, se consideran usos complementarios de 
las vías pecuarias el paseo, la práctica del senderismo, la 
cabalgada y otras formas de desplazamiento deportivo 
sobre vehículos no motorizados siempre que respeten 
la prioridad del tránsito ganadero; si bien podrán esta-
blecerse sobre terrenos de vías pecuarias instalaciones 
desmontables que sean necesarias para el ejercicio de 
estas actividades con informe del Ayuntamiento y au-
torización de la Comunidad Autónoma, aunque cuando 
algunos usos en terrenos de vías pecuarias puedan supo-
ner incompatibilidad con la protección de ecosistemas 
sensibles, masas forestales con alto riesgo de incendio, 
especies protegidas y prácticas deportivas tradicionales, 
las Administraciones competentes podrán establecer de-
terminadas restricciones temporales a los usos comple-
mentarios (art. 17).
109
Seguidamente, deben tenerse en cuenta las costas y 
el litoral, cuya legislación vigente está constituida por la 
Ley de Costas de 1988, modificada en particular por la Ley 
de Protección y Uso Sostenible del Litoral de 2013 (BOE 
181, 1988).
El sistema de protección del dominio público marí-
timo-terrestre previsto en la Ley, teniendo en cuenta el 
art. 132-2º-CE, se basa en la determinación y definición de 
los distintos bienes que lo integran, para posteriormen-
te establecer y regular el sistema de uso y protección del 
mismo.
En efecto, la Ley de Costas (arts. 1 y 2) tiene por objeto 
la determinación, protección, utilización y policía del do-
minio público marítimo-terrestre y especialmente de la ri-
bera del mar, y la actuación administrativa sobre el domi-
nio público marítimo-terrestre perseguirá los siguientes 
fines: determinar el dominio público marítimo-terrestre 
y asegurar su integridad y adecuada conservación, adop-
tando, en su caso, las medidas de protección, y restaura-
ción necesarias y, cuando proceda, de adaptación, tenien-
do en cuenta los efectos del cambio climático; garantizar 
el uso público del mar, de su ribera y del resto del domi-
nio público marítimo-terrestre, sin más excepciones que 
las derivadas de razones de interés público debidamente 
justificadas; regular la utilización racional de estos bienes 
en términos acordes con su naturaleza, sus fines y con 
el respeto al paisaje, al medio ambiente y al patrimonio 
histórico, y conseguir y mantener un adecuado nivel de 
calidad de las aguas y de la ribera del mar.
Inmediatamente, la Ley delimita los bienes integrantes 
del dominio público marítimo-terrestre estatal (arts. 3 a 
6), integrándose en el mismo la ribera del mar y de las rías 
(incluyendo la zona marítimo-terrestre y las playas), el mar 
territorial y las aguas interiores, con su lecho y subsuelo, y 
los recursos naturales de la zona económica y la platafor-
ma continental. Pertenecen también al mismo las accesio-
nes a la ribera del mar por depósito de materiales o por 
retirada del mar; los terrenos ganados al mar como conse-
cuencia directa o indirecta de obras, y los desecados en su 
ribera; los terrenos cuya superficie sea invadida por el mar 
por causas diversas, incluyendo en todo caso los terrenos 
inundados que sean navegables; los terrenos acantilados 
sensiblemente verticales, que estén en contacto con el 
mar o con espacios de dominio público marítimo-terres-
tre, hasta su coronación; los islotes en aguas interiores y 
mar territorial, y, entre otros, los terrenos colindantes con 
la ribera del mar que se adquieran para su incorporación 
al dominio público marítimo-terrestre; así como, con ma-
tices, las islas que estén formadas o se formen por causas 
naturales en el mar territorial o en aguas interiores o en los 
ríos hasta donde se hagan sensibles las mareas.
La Ley de Costas (arts. 31 a 41), continuando con la 
tradición normativa española, establece que la utilización 
del dominio público marítimo-terrestre y, en todo caso, 
del mar y su ribera será libre, pública y gratuita para los 
usos comunes y acordes con la naturaleza de aquél, tales 
como pasear, estar, bañarse, navegar, embarcar y des-
embarcar, varar, pescar, coger plantas y mariscos y otros 
actos semejantes que no requieran obras e instalaciones 
de ningún tipo y que se realicen de acuerdo con las leyes 
y reglamentos o normas aprobadas conforme a la propia 
Ley u otras aplicables. No obstante, los usos que tengan 
especiales circunstancias de intensidad, peligrosidad o 
rentabilidad y los que requieran la ejecución de obras e 
instalaciones sólo podrán ampararse en la existencia de 
reserva, adscripción, autorización y concesión, con suje-
ción a lo previsto en la propia Ley.
En cuanto al sistema de protección de este dominio 
público, y de acuerdo con el art. 132-CE, los bienes de 
dominio público marítimo-terrestre son inalienables, im-
prescriptibles e inembargables (art. 7). Además, se prevé 
(arts. 11 y ss.) el deslinde de esos bienes, su afectación y 
desafectación, las limitaciones de la propiedad sobre los 
terrenos contiguos a la ribera del mar, las servidumbres 
legales, el régimen del uso de los bienes, con las autoriza-
ciones y concesiones, las reservas demaniales de la Admi-
nistración General del Estado, facultad de recuperación 
posesoria de estos bienes por la anterior, el desahucio 
administrativo, la policía demanial y el régimen de infrac-
ciones y sanciones.
De acuerdo con las prescripciones anteriores, la Ley 
establece varias servidumbres, protectoras de los bienes 
de dominio marítimo-terrestre:
a. La servidumbre de protección, que recaerá sobre una 
zona de 100 metros medida tierra adentro desde el lí-
mite interior de la ribera del mar (aunque en determi-
nadas condiciones puede ampliarse o reducirse); en la 
cual se podrán realizar sin necesidad de autorización 
cultivos y plantaciones y en los primeros 20 metros de 
esta zona se podrán depositar temporalmente obje-
tos o materiales arrojados por el mar y realizar ope-
raciones de salvamento marítimo, pero no podrán 
llevarse a cabo cerramientos, salvo en las condiciones 
que se determinen reglamentariamente, y en la que 
se prohíben diversas actividades y obras.
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b. La servidumbre de tránsito, que recaerá sobre una 
franja de 6 metros, medidos tierra adentro a partir del 
límite interior de la ribera del mar; la cual deberá de-
jarse permanentemente expedita para el paso públi-
co peatonal y para los vehículos de vigilancia y salva-
mento, salvo en espacios especialmente protegidos, 
aunque en lugares de tránsito difícil o peligroso dicha 
anchura podrá ampliarse en lo que resulte necesario, 
hasta un máximo de 20 metros. 
c. La servidumbre de acceso público y gratuito al mar, 
que recaerá sobre los terrenos colindantes o conti-
guos al dominio público marítimo-terrestre, en la lon-
gitud y anchura que demanden la naturaleza y finali-
dad del acceso. Para asegurar el uso público de esta 
zona del dominio público marítimo-terrestre, los pla-
nes y normas de ordenación territorial y urbanística 
del litoral establecerán, salvo en espacios calificados 
como de especial protección, la previsión de suficien-
tes accesos al mar y aparcamientos, fuera del domi-
nio público marítimo-terrestre. A estos efectos, en las 
zonas urbanas y urbanizables, los de tráfico rodado 
deberán estar separados entre sí, como máximo, 500 
metros, y los peatonales, 200 metros.
d. En los tramos finales de los cauces deberá mantener-
se la aportación de áridos a sus desembocaduras, y 
para autorizar su extracción, hasta la distancia que 
en cada caso se determine, se necesitará el informe 
favorable de la Administración General del Estado, en 
cuanto a su incidencia en el dominio público marítimo-
terrestre. Los yacimientos de áridos, emplazados en 
la zona de influencia, quedarán sujetos al derecho de 
tanteo y retracto en las operaciones de venta, cesión 
o cualquier otra forma de transmisión, a favor de la 
Administración General del Estado, para su aporta-
ción a las playas; y, con esta misma finalidad, dichos 
yacimientos se declaran de utilidad pública a los efec-
tos de su expropiación, total o parcial en su caso, por 
el Ministerio competente y de la ocupación temporal 
de los terrenos necesarios.
e. Zona de influencia. La ordenación territorial y urba-
nística sobre terrenos incluidos en una zona, cuya 
anchura se determinará en los instrumentos corres-
pondientes y que será como mínimo de 500 metros 
a partir del límite interior de la ribera del mar, respe-
tará las exigencias de protección del dominio público 
marítimo-terrestre a través de los siguientes criterios: 
en tramos con playa y con acceso de tráfico rodado, 
se preverán reservas de suelo para aparcamientos 
de vehículos en cuantía suficiente para garantizar el 
estacionamiento fuera de la zona de servidumbre de 
tránsito; y las construcciones habrán de adaptarse a 
lo establecido en la legislación urbanística. Se deberá 
evitar la formación de pantallas arquitectónicas o acu-
mulación de volúmenes, sin que, a estos efectos, la 
densidad de edificación pueda ser superior a la media 
del suelo urbanizable programado o apto para urbani-
zar en el término municipal respectivo.
Asimismo, en este ámbito, la Ley de Protección del 
Medio Marino de 2010 (BOE 317, 2010) establece el régi-
men jurídico que rige la adopción de las medidas necesa-
rias para lograr o mantener el buen estado ambiental del 
medio marino, a través de su planificación, conservación, 
protección y mejora, y, en su calidad de bien de dominio 
público, se asegurará un uso sostenible de los recursos 
del medio marino que tenga en consideración el interés 
general. Los instrumentos esenciales de planificación del 
medio marino son las estrategias marinas (arts. 6 y ss.), 
que perseguirán como objetivos específicos, entre otros, 
proteger y preservar el medio marino, incluyendo su bio-
diversidad, evitar su deterioro y recuperar los ecosiste-
mas marinos en las zonas que se hayan visto afectados 
negativamente; velar por que no se produzcan impactos 
o riesgos graves para la biodiversidad marina, los ecosis-
temas marinos, la salud humana o los usos permitidos del 
mar, y garantizar que las actividades y usos en el medio 
marino sean compatibles con la preservación de su biodi-
versidad (art. 1).
En virtud de lo dispuesto en el artículo 132-CE son 
bienes de dominio público estatal, entre otros, el mar 
territorial y los recursos naturales de la zona económica 
y la plataforma continental. Por otra parte, la utilización 
de las aguas marinas, incluidos el lecho, el subsuelo y los 
recursos naturales, será libre, pública y gratuita para los 
usos compatibles con su naturaleza de bien de dominio 
público, de conformidad con la Ley de Costas, y con la 
preservación de su integridad, y fuera de este uso común 
general, no se admitirán sobre el medio marino más de-
rechos de uso, explotación y aprovechamiento que los 
autorizados en virtud de la legislación sectorial aplicable 
(arts. 2 y 3).
Entre las medidas más relacionadas con la infraestruc-
tura verde, se crea de la Red de Áreas Marinas Protegidas 
de España, que está constituida por espacios protegidos 
situados en el medio marino español, representativos del 
patrimonio natural marino, con independencia de que su 
declaración y gestión estén reguladas por normas inter-
nacionales, comunitarias y estatales, así como su marco 
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normativo y el sistema de relaciones necesario para su 
funcionamiento, y también podrán quedar integrados en 
la Red, aquellos espacios cuya declaración y gestión estén 
reguladas por normas autonómicas (arts. 24 a 30).
Naturalmente, en relación con la infraestructura ver-
de debe mencionarse la Ley de Montes de 2003 (Ley 
43/2003, BOE 280, 2003), que considera “monte” (art. 
5) a todo terreno en el que vegetan especies forestales 
arbóreas, arbustivas, de matorral o herbáceas, sea es-
pontáneamente o procedan de siembra o plantación, 
que cumplan o puedan cumplir funciones ambientales, 
protectoras, productoras, culturales, paisajísticas o re-
creativas; teniendo también la consideración de monte 
los terrenos yermos, roquedos y arenales, los terrenos 
agrícolas abandonados que cumplan las condiciones y 
plazos que determine la Comunidad Autónoma (siempre 
que hayan adquirido signos inequívocos de su estado 
forestal), todo terreno que, sin reunir las características 
anteriores, se adscriba a la finalidad de ser repoblado o 
transformado al uso forestal, de conformidad con la nor-
mativa aplicable, y, entre otros, los enclaves forestales en 
terrenos agrícolas con la superficie mínima determinada 
por la Comunidad Autónoma.
Entre los principios que inspiran la Ley (art. 3), pueden 
resaltarse los relativos a la gestión sostenible de los mon-
tes; el cumplimiento equilibrado de la multifuncionalidad 
de los montes en sus valores ambientales, económicos y 
sociales; la planificación forestal en el marco de la ordena-
ción del territorio; el fomento de las producciones foresta-
les y sus sectores económicos asociados; la conservación, 
mejora y restauración de la biodiversidad de los ecosiste-
mas y especies forestales; la integración en la política fo-
restal española de los objetivos de la acción internacional 
sobre protección del medio ambiente, especialmente en 
materia de desertificación, cambio climático y biodiversi-
dad; la colaboración y cooperación de las diferentes Admi-
nistraciones públicas en la elaboración y ejecución de sus 
políticas forestales; el principio o enfoque de precaución, 
en virtud del cual cuando exista una amenaza de reduc-
ción o pérdida sustancial de la diversidad biológica no 
debe alegarse la falta de pruebas científicas inequívocas 
como razón para aplazar las medidas encaminadas a evi-
tar o reducir al mínimo esa amenaza; la adaptación de los 
montes al cambio climático, fomentando una gestión en-
caminada a la resiliencia y resistencia de los montes al mis-
mo, y especialmente la consideración de los montes como 
infraestructuras verdes para mejorar el capital natural y su 
consideración en la mitigación del cambio climático (prin-
cipio este incorporado en la reforma de 2015, y que debe 
destacarse al integrar adecuadamente los montes en el 
concepto de infraestructura verde) 
Los montes pueden ser, por su titularidad, públicos o 
privados. Los primeros son los pertenecientes al Estado, 
las Comunidades Autónomas, a las Entidades Locales y a 
otras Entidades de Derecho Público, y los montes priva-
dos son los que pertenecen a personas físicas o jurídicas 
de derecho privado, ya sea individualmente o en régimen 
de copropiedad (arts. 11 y ss.). Los montes de titularidad 
pública pueden ser demaniales, o de dominio público, y 
patrimoniales, que son los montes de propiedad pública 
que no sean demaniales (art. 12). Los montes demania-
les, que constituyen el dominio público forestal, son los 
afectados a un servicio público (considerándose como 
tales los de titularidad pública incluidos en el Catalogo 
de Montes de Utilidad Pública), los montes comunales 
pertenecientes a las Entidades locales en tanto su apro-
vechamiento corresponda al común de vecinos, y aque-
llos montes que hayan sido afectados a un uso o servicio 
público.
 En relación con las funciones que cumplen, y sobre la 
base de la declaración de la multiplicidad de los montes 
(art. 4), se prevé que podrán declararse montes protec-
tores (art. 24) a aquellos montes o terrenos forestales 
de titularidad pública o privada que cumplan alguna de 
las condiciones que para los montes públicos establece 
el art. 13: los que sean esenciales para la protección del 
suelo frente a los procesos de erosión; los situados en las 
cabeceras de las cuencas hidrográficas y aquellos otros 
que contribuyan decisivamente a la regulación del régi-
men hidrológico, incluidos los que se encuentren en los 
perímetros de protección de las captaciones superficiales 
y subterráneas de agua, evitando o reduciendo aludes, 
riadas e inundaciones y defendiendo poblaciones, culti-
vos e infraestructuras, o mejorando el abastecimiento de 
agua en cantidad o calidad; los que eviten o reduzcan los 
desprendimientos de tierras o rocas y el aterramiento de 
embalses y aquellos que protejan cultivos e infraestruc-
turas contra el viento; los que sin reunir plenamente en 
su estado actual las características anteriores sean des-
tinados a la repoblación o mejora forestal con los fines 
de protección en ellos indicados; los que contribuyan a la 
conservación de la diversidad biológica a través del man-
tenimiento de los sistemas ecológicos, la protección de la 
flora y la fauna o la preservación de la diversidad genéti-
ca y, en particular, los que constituyan o formen parte de 
espacios naturales protegidos, zonas de especial protec-
ción para las aves, zonas de especial conservación, luga-
res de interés geológico u otras figuras legales de protec-
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ción, así como los que constituyan elementos relevantes 
del paisaje, y aquellos otros que establezca la Comunidad 
Autónoma en su legislación.
Los montes declarados de dominio público o dema-
niales (art. 12) son inalienables, imprescriptibles e inem-
bargables; siendo la titularidad pública más su afectación 
a un uso o servicio público, o la inclusión en el Catalogo 
de Montes de Utilidad Pública, lo que determina la apli-
cación de tal régimen jurídico. En relación con el régimen 
protector de estos montes, la Ley regula su afectación y 
desafectación, las potestades de investigación, deslinde y 
protección, el Catálogo de Montes de Utilidad Pública o la 
gestión y uso de los mismos. 
Tienen asimismo esta consideración los montes co-
munales pertenecientes a las Entidades Locales, regu-
lados en la Ley de Montes Vecinales en Mano Común 
de 1980 (BOE 280, 1980), en tanto su aprovechamiento 
corresponda al común de los vecinos. Los mismos son 
montes privados que tienen naturaleza especial deriva-
da de su propiedad en común sin asignación de cuotas, 
siendo la titularidad de éstos de los vecinos que en cada 
momento integren el grupo comunitario de que se trate 
y sujetos a las limitaciones de indivisibilidad, inalienabili-
dad, imprescriptibilidad e inembargabilidad. 
Además, se regula la gestión forestal sostenible (en-
tendida como la organización, administración y uso de 
los montes de forma e intensidad que permita mante-
ner su biodiversidad, productividad, vitalidad, potencia-
lidad y capacidad de regeneración, para atender, ahora 
y en el futuro, las funciones ecológicas, económicas y 
sociales relevantes en el ámbito local, nacional y global, 
y sin producir daños a otros ecosistemas), la informa-
ción, su planificación, la ordenación y la conservación 
de los montes, el acceso a los mismos, las medidas 
de fomento o el régimen de la potestad sancionadora 
(arts. 28 y ss.).
Aunque es anterior a la Ley de Montes vigente, debe 
tenerse en cuenta también el Plan Forestal Español, 
aprobado por el Consejo de Ministros el 5 de julio de 
2002 (Consejo de Ministros, 2002), que define una po-
lítica forestal común que permita la posibilidad de fijar 
objetivos nacionales ecológicos, económicos y sociales 
que respondan a las obligaciones internacionales (su-
praestatales) y establezcan los mecanismos institucio-
nales que garanticen la coordinación interautonómica 
para su consecución, y que hace referencia a algunos de 
los componentes de la infraestructura verde (aunque el 
concepto no había aparecido normativamente aún) y, p. 
ej. a las vías pecuarias como corredores ecológicos.
El concepto de infraestructura verde es de utilidad 
especialmente en el ámbito de la actividad urbanísti-
ca y de uso del suelo, teniendo en cuenta además que 
la nueva Legislación del Estado en esta materia tiene 
como uno de sus objetivos más destacables avanzar ha-
cia un urbanismo más sostenible, incluyendo acciones 
de rehabilitación, regeneración y renovación urbana. En 
efecto, el Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de oc-
tubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de la 
Ley de Suelo y Rehabilitación Urbana (BOE 261, 2015), 
tiene por objeto, entre otros, regular para todo el terri-
torio nacional las condiciones básicas que garanticen un 
desarrollo sostenible, competitivo y eficiente del medio 
urbano, mediante el impulso y el fomento de las actua-
ciones que conducen a la rehabilitación de los edificios 
y a la regeneración y renovación de los tejidos urbanos 
existentes, cuando sean necesarias para asegurar a los 
ciudadanos una adecuada calidad de vida y la efectivi-
dad de su derecho a disfrutar de una vivienda digna y 
adecuada, así como establecer las bases económicas y 
medioambientales del régimen jurídico del suelo (art.1), 
para inmediatamente reconocer el principio de desarro-
llo territorial y urbano sostenible (art. 3), como uno de 
los ejes del propio texto normativo.
Efectivamente, el nuevo principio supone que las 
políticas públicas relativas a la regulación, ordenación, 
ocupación, transformación y uso del suelo tienen como 
fin común la utilización de este recurso conforme al inte-
rés general y según el principio de desarrollo sostenible, 
sin perjuicio de los fines específicos que les atribuyan las 
Leyes; y, en su virtud, tales políticas deben propiciar el 
uso racional de los recursos naturales armonizando los 
requerimientos de la economía, el empleo, la cohesión 
social, la igualdad de trato y de oportunidades, la salud 
y la seguridad de las personas y la protección del medio 
ambiente, contribuyendo en particular a la eficacia de 
las medidas de conservación y mejora de la naturaleza, 
la flora y la fauna y de la protección del patrimonio cultu-
ral y del paisaje, a la protección, adecuada a su carácter, 
del medio rural y la preservación de los valores del suelo 
innecesario o inidóneo para atender las necesidades de 
transformación urbanística, y a la prevención y minimi-
zación, en la mayor medida posible, de la contaminación 
del aire, el agua, el suelo y el subsuelo.
En el marco de este principio, el nuevo Texto Re-
fundido (art. 21) establece la situación básica de suelo 
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rural14 , en la que se integran, en todo caso, el suelo pre-
servado por la ordenación territorial y urbanística de su 
transformación mediante la urbanización, que deberá 
incluir, como mínimo, los terrenos excluidos de dicha 
transformación por la legislación de protección o policía 
del dominio público, de la naturaleza o del patrimonio 
cultural, los que deban quedar sujetos a tal protección 
conforme a la ordenación territorial y urbanística por 
los valores en ellos concurrentes, incluso los ecológi-
cos, agrícolas, ganaderos, forestales y paisajísticos, así 
como aquéllos con riesgos naturales o tecnológicos, 
incluidos los de inundación o de otros accidentes gra-
ves, y cuantos otros prevea la legislación de ordenación 
territorial o urbanística, y, por otra parte, el suelo para 
el que los instrumentos de ordenación territorial y ur-
banística prevean o permitan su paso a la situación de 
suelo urbanizado, hasta que termine la correspondiente 
actuación de urbanización, y cualquier otro que no reú-
na los requisitos a que se refiere el apartado siguiente. 
Indudablemente, la gran mayoría de los componentes 
de la infraestructura verde se integran con normalidad 
en esta situación, que incluye estrictas limitaciones de 
uso edificatorio. En el suelo que sea rural, su propieta-
rio tiene el deber de conservarlo, que supone costear 
y ejecutar las obras necesarias para mantener los te-
rrenos y su masa vegetal en condiciones de evitar ries-
gos de erosión, incendio, inundación, así como daños o 
perjuicios a terceros o al interés general, incluidos los 
medioambientales; garantizar la seguridad o salud pú-
blicas; prevenir la contaminación del suelo, el agua o el 
aire y las inmisiones contaminantes indebidas en otros 
bienes y, en su caso, recuperarlos de ellas en los térmi-
nos dispuestos por su legislación específica; y asegurar 
el establecimiento y funcionamiento de los servicios de-
rivados de los usos y las actividades que se desarrollen 
en el suelo (art. 16). Por otra parte, la situación de suelo 
rural tiene efectos inmediatos, y más restrictivos (com-
parándola con el suelo urbanizado) en su valoración a 
efectos urbanísticos (art. 36).
También debe mencionarse la Ley 16/1985, de 25 de ju-
nio, del Patrimonio Histórico Español (BOE núm. 155, de 
29/06/1985), ya que algunos de los bienes naturales que 
protege tienen relación con el contenido sustantivo de la 
infraestructura verde, pues integra en el Patrimonio His-
tórico Español los inmuebles de interés artístico, históri-
co, paleontológico, arqueológico, etnográfico, científico 
o técnico; también los yacimientos y zonas arqueológicas, 
así como los sitios naturales, jardines y parques, que ten-
gan valor artístico, histórico o antropológico. Los bienes 
más relevantes del Patrimonio Histórico Español deberán 
ser inventariados o declarados de interés cultural (art. 1). 
Más concretamente, entre los bienes inmuebles que 
pueden ser declarados Bienes de Interés Cultural, la Ley 
incluye a los Jardines Históricos (que son espacios deli-
mitados, producto de la ordenación por el hombre de 
elementos naturales, a veces complementados con es-
tructuras de fábrica, y estimados de interés en función de 
su origen o pasado histórico o de sus valores estéticos, 
sensoriales o botánicos), los Sitios Históricos (que son 
lugares o parajes naturales vinculados a acontecimientos 
o recuerdos del pasado, a tradiciones populares, creacio-
nes culturales o de la naturaleza y a obras del hombre, 
que posean valor histórico, etnológico, paleontológico o 
antropológico), y las Zonas Arqueológicas (que son luga-
res o parajes naturales donde existen bienes muebles o 
inmuebles susceptibles de ser estudiados con metodo-
logía arqueológica, hayan sido o no extraídos y tanto si 
se encuentran en la superficie, en el subsuelo o bajo las 
aguas territoriales españolas).
La Ley y su normativa de desarrollo establecen el pro-
cedimiento de declaración de los Bienes de Interés Cul-
tural, así como el sistema de protección específico para 
los bienes inmuebles, y otras normas de protección de 
carácter general.
14 Además, junto a la anterior categoría, la nueva Ley (art. 21-3º) prevé la situación de suelo urbanizado, que aquel que, estando legalmente inte-
grado en una malla urbana conformada por una red de viales, dotaciones y parcelas propia del núcleo o asentamiento de población del que for-
me parte, cumpla alguna de las siguientes condiciones: a) Haber sido urbanizado en ejecución del correspondiente instrumento de ordenación. 
b) Tener instaladas y operativas, conforme a lo establecido en la legislación urbanística aplicable, las infraestructuras y los servicios necesarios, 
mediante su conexión en red, para satisfacer la demanda de los usos y edificaciones existentes o previstas por la ordenación urbanística o poder 
llegar a contar con ellos sin otras obras que las de conexión con las instalaciones preexistentes. El hecho de que el suelo sea colindante con 
carreteras de circunvalación o con vías de comunicación interurbanas no comportará, por sí mismo, su consideración como suelo urbanizado. 
c) Estar ocupado por la edificación, en el porcentaje de los espacios aptos para ella que determine la legislación de ordenación territorial o 
urbanística, según la ordenación propuesta por el instrumento de planificación correspondiente. También se encuentra en la situación de suelo 
urbanizado, el incluido en los núcleos rurales tradicionales legalmente asentados en el medio rural, siempre que la legislación de ordenación 
territorial y urbanística les atribuya la condición de suelo urbano, o asimilada, y cuando, de conformidad con ella, cuenten con las dotaciones, 
infraestructuras y servicios requeridos al efecto. Por lo demás, el Texto Refundido establece la evaluación y seguimiento de la sostenibilidad del 
desarrollo urbano, y garantía de la viabilidad técnica y económica de las actuaciones sobre el medio urbano (art. 22).
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Asimismo, y aunque no hay referencias a la infraes-
tructura verde, debe mencionarse la legislación sobre de-
sarrollo sostenible del medio rural. En efecto, la constata-
ción de que el medio rural español muestra diferencias de 
desarrollo con respecto al medio urbano, especialmente 
acusado en determinadas zonas rurales, puso de mani-
fiesto las carencias de este modelo esencialmente agra-
rista, y la necesidad de realizar un cambio en el enfoque 
de las políticas públicas, que para atender a territorios y 
poblaciones frecuentemente marginados, debía pasar 
de ese enfoque agrarista y sectorial, a un enfoque fun-
damentalmente territorial e integral. Estas ideas justifica-
ron la aprobación de la Ley para el Desarrollo Sostenible 
del Medio Rural15, que establece las bases de una política 
rural propia, como política de Estado, plenamente adap-
tada a las condiciones económicas, sociales y medioam-
bientales particulares del medio rural español, y que 
permita complementar la aplicación de los instrumentos 
de las políticas europeas y de las políticas sectoriales con-
vencionales, para procurar un desarrollo sostenible sobre 
el medio rural; previendo, entre otras, medidas sobre 
conservación de la naturaleza y gestión de los recursos 
naturales, incluyendo los contratos territoriales de zonas 
rurales.
En el marco de la política de la Unión Europea, en 
2006 se aprobó el Plan Nacional de Adaptación al Cambio 
Climático (PNACC, 2006), que constituye el marco gene-
ral de referencia para las actividades de evaluación de im-
pactos, vulnerabilidad y adaptación al cambio climático, 
y proporciona la estructura global donde se enlazan las 
diferentes evaluaciones de los sectores, los sistemas y las 
regiones, y en el que se prevén medidas y acciones rela-
cionadas con la infraestructura verde (que, naturalmente, 
por la fecha no se menciona), o más bien con algunos de 
los elementos que la integran (tales como biodiversidad, 
recursos hídricos, bosques zonas costeras y de montaña 
o suelos); pero con una visión global, vinculada al objeti-
vo mencionado.
Además, la Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas (BOE» 
núm. 176, de 24/07/1973), tiene por objeto establecer el 
régimen jurídico de la investigación y aprovechamiento 
de los yacimientos minerales y demás recursos geológi-
cos, cualesquiera que fueren su origen y estado físico, y 
este concepto de aprovechamiento engloba el conjunto 
de actividades destinadas a la explotación, preparación, 
concentración o beneficio de un recurso mineral, inclu-
yendo las labores de rehabilitación del espacio natural 
afectado por las actividades mineras, de acuerdo con los 
principios de desarrollo sostenible y de la minimización de 
las afectaciones causadas por el laboreo de las minas. En 
desarrollo de la Ley, y más específicamente, debe tenerse 
en cuenta asimismo el Real Decreto 975/2009, de 12 de ju-
nio, sobre gestión de los residuos de las industrias extrac-
tivas y de protección y rehabilitación del espacio afectado 
por actividades mineras (BOE núm. 143, de 13/06/2009)16.
Finalmente, la Ley de Evaluación Ambiental (BOE 296, 
2013) no establece el régimen de ningún componente de 
la infraestructura verde, pero, ya que su finalidad es esta-
blecer las bases que deben regir la evaluación ambiental 
de los planes, programas y proyectos que puedan tener 
efectos significativos sobre el medio ambiente, garan-
tizando en todo el territorio nacional un elevado nivel 
de protección ambiental, y por ello regular tanto la eva-
luación ambiental estratégica (de planes y programas), 
como la evaluación ambiental de proyectos, sí obliga a 
tener en cuenta la incidencia de los planes, programas y 
proyectos en los componentes de la infraestructura ver-
de (aunque no los menciona con este nombre), así como 
a incluir medidas apropiadas para paliar los efectos sobre 
los mismos.
4.2.4 El marco normativo autonómico de la 
infraestructura verde y la conectividad y 
restauración ecológica
De acuerdo con la distribución constitucional de com-
petencias, las Comunidades Autónomas han aprobado 
leyes propias y otros instrumentos estratégicos o de 
planificación en materia de espacios naturales, conser-
vación o protección de la naturaleza o, últimamente, 
del patrimonio natural, así como en materia forestal y 
sobre montes, en las que se incluyen referencias a la 
mayoría de los componentes de la infraestructura verde 
(principalmente, los espacios naturales protegidos, con 
15 Ley 45/2007, de 13 de diciembre, para el Desarrollo Sostenible del 
Medio Rural (BOE núm. 299, de 14/12/2007) [https://www.boe.es/
buscar/act.php?id=BOE-A-2007-21493], Ley Orgánica 16/2007, de 13 
de diciembre, complementaria de la Ley para el Desarrollo Soste-
nible del Medio Rural (BOE núm. 299, de 14 de diciembre de 2007) 
[https://www.boe.es/diario_boe/txt.php?id=BOE-A-2007-21489], y 
Real Decreto 752/2010, de 4 de junio, por el que se aprueba el Primer 
Programa de Desarrollo Rural Sostenible para el período 2010-2014 
(BOE núm. 142, de 11 de junio de 2010) [https://www.boe.es/buscar/
doc.php?id=BOE-A-2010-9237 ].
16 Ley 22/1973, de 21 de julio, de Minas (BOE» núm. 176, de 24/07/1973), 
modificada por última vez en 2014 [https://www.boe.es/buscar/act.
php?id=BOE-A-1973-1018], y Real Decreto 975/2009, de 12 de junio, 
sobre gestión de los residuos de las industrias extractivas y de pro-
tección y rehabilitación del espacio afectado por actividades mineras 
(BOE núm. 143, de 13 /06/2009) [https://www.boe.es/buscar/act.
php?id=BOE-A-2009-9841].
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figuras diversas, y en relación particularmente con las 
últimas Leyes en la materia aprobadas) (BOCL 61, 2015), 
y a alguna acción en materia de conectividad y restaura-
ción ecológica (principalmente en la normativa forestal 
y de montes); asimismo, algunas Comunidades Autóno-
mas han aprobado normas en materia de vías pecuarias, 
y, por razones competenciales, todas las Comunidades 
han aprobado una o varias leyes en materia territorial 
y urbanística, con referencias a componentes de la in-
fraestructura verde, y alguna medida sobre conectivi-
dad ecológica; y casi todas con referencias anteriores a 
la Comunicación de la Comisión de 2013.
Entre todas estas referencias normativas o adminis-
trativas más o menos directas y generales, y dado el ca-
rácter estatal de la Estrategia, pueden destacarse algunas 
que mencionan directamente la infraestructura verde, sin 
pretender agotar todos los supuestos concretos en todas 
y cada una de las Comunidades Autónomas. 
Así, en primer lugar, debe citarse la Comunidad Va-
lenciana ya que la actualmente derogada Ley de Ordena-
ción del Territorio y Protección del Paisaje de 2004 (DOCV 
4788, 2004; BOE 174, 2004), precisamente al añadirse su 
art. 19 bis en la modificación de 2009, creó la Infraestruc-
tura Verde de la Comunidad Valenciana, que fue defini-
da como la estructura territorial básica formada por las 
áreas y elementos territoriales de alto valor ambiental, 
cultural y visual; las áreas críticas del territorio que deban 
quedar libres de urbanización, y el entramado territorial 
de corredores ecológicos y conexiones funcionales que 
pongan en relación todos los elementos anteriores. En 
la misma se integraron los diferentes espacios naturales 
protegidos de la región; las zonas húmedas y cavidades 
subterráneas; los montes de dominio público y protecto-
res; los espacios litorales; los espacios de interés cultural; 
las zonas que presenten un riesgo significativo de ero-
sión o contaminación de acuíferos; las áreas que el pla-
neamiento territorial, ambiental y urbanístico establezca 
explícitamente como adecuadas para su incorporación a 
la misma, por su interés para la conservación del paisaje, 
para la protección de terrenos que presenten especiales 
valores agrarios cuya preservación sea conveniente para 
el medio rural, o para la protección de espacios natura-
les que, sin haber sido declarados expresamente como 
protegidos, reúnan valores naturales merecedores de 
protección o se hallen profundamente transformados, 
en los que sea necesario establecer medidas de rehabi-
litación destinadas a disminuir los impactos paisajísticos 
existentes, y, entre otros componentes, las áreas, espa-
cios y elementos que garanticen la adecuada conectivi-
dad territorial y funcional entre los diferentes elementos 
constitutivos de la infraestructura verde, con especial re-
ferencia a las áreas fluviales y los conectores ecológicos. 
Funcionalmente, se preveía que la planificación territorial 
y urbanística debería integrar de forma adecuada y eficaz 
la protección, conservación y regeneración del medio na-
tural, cultural y visual, integrando las áreas y elementos 
que conforman la infraestructura verde.
Por otra parte, en relación con la protección del pa-
trimonio natural, su art. 20 preveía, entre otras medidas, 
que los planes urbanísticos y territoriales preverán corre-
dores verdes que desempeñen funciones de conexión 
biológica y territorial, cuyos ejes estarán constituidos por 
los barrancos, vías pecuarias, ríos u otros hitos geográfi-
cos identificables en el territorio, ayudando a la vertebra-
ción de los espacios naturales de la Comunidad.
No obstante, es actualmente la Ley de Ordenación 
del Territorio, Urbanismo y Paisaje de la Comunidad Va-
lenciana (DOCV 7.329, 2014; BOE 231, 2014) la que incluye 
una regulación más acabada de la infraestructura verde, 
cuya finalidad se establece claramente en su Exposición 
de Motivos, al señalar que:
“Con la finalidad de armonizar los nuevos crecimientos 
en el territorio con sus objetivos de protección, se configura 
la Infraestructura Verde del territorio como una red inter-
conectada de los espacios de mayor valor ambiental, pai-
sajístico y cultural. Es un concepto, una nueva metodología 
de aproximación a la realidad territorial, que incluye los te-
rrenos con mayores valores del territorio y, al igual que las 
infraestructuras tradicionales, tales como carreteras, vías 
férreas, etc., vertebra el territorio y le dota de continuidad. 
La definición de la infraestructura verde debe ser previa a la 
planificación de las nuevas demandas de suelo y debe abar-
car todas las escalas del territorio…”.
 Definido el desarrollo territorial y urbanístico sosteni-
ble como aquel que satisface las demandas adecuadas y 
suficientes de suelo para usos y actividades residenciales, 
dotacionales y productivas, preservando, valorizando y 
activando las distintas componentes ambientales, pai-
sajísticas y culturales del territorio con el fin de mejorar 
la calidad de vida de los ciudadanos y el desarrollo equi-
librado del territorio, la Ley incluye un Título I sobre “La 
infraestructura verde, el paisaje y la ocupación racional del 
territorio”, en el que los arts. 4 y 5 se dedican a la infraes-
tructura verde, que se define como el sistema territorial 
básico compuesto por los ámbitos y lugares de más rele-
vante valor ambiental, cultural, agrícola y paisajístico, las 
áreas críticas del territorio cuya transformación implique 
Marco legislativo
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riesgos o costes ambientales para la comunidad y el entra-
mado territorial de corredores ecológicos y conexiones 
funcionales que pongan en relación todos los elementos 
anteriores; extendiéndose también a los suelos urbanos 
y urbanizables, comprendiendo, como mínimo, los espa-
cios libres y las zonas verdes públicas más relevantes, así 
como los itinerarios que permitan su conexión; contiene, 
pues, determinados espacios y elementos que desempe-
ñan una función ambiental y territorial, incluyendo tanto 
ámbitos protegidos por una regulación específica como 
otros que no poseen esta protección.
Más concretamente, forman la infraestructura verde 
de la Comunidad Valenciana los espacios que integran 
la Red Natura 2000; los espacios naturales protegidos; 
las áreas protegidas por instrumentos internacionales 
en la Legislación del Estado; los ecosistemas húmedos y 
masas de aguas, continentales y superficiales, así como 
los espacios adyacentes a los mismos que contribuyan 
a formar paisajes de elevado valor que tengan al agua 
como su elemento articulador; los espacios de la zona 
marina cuya delimitación, ordenación y gestión deba 
hacerse de forma conjunta con los terrenos litorales a 
los que se encuentren asociados; los espacios costeros 
de interés ambiental y cultural que, no estando inclui-
dos en los supuestos anteriores, se hayan recogido en el 
planeamiento urbanístico, en la Estrategia Territorial de 
la Comunidad Valenciana o en los instrumentos que la 
desarrollan, o en los planes y proyectos promovidos por 
la administración sectorial con competencias en materia 
de costas; los montes de dominio público y de utilidad 
pública o protectores que se encuentren incluidos en 
el correspondiente catálogo, las áreas de suelo forestal 
de protección, según la normativa sectorial aplicable, y 
los terrenos necesarios o convenientes para mantener 
la funcionalidad de las zonas forestales protegidas; las 
áreas agrícolas que, por su elevada capacidad agrológi-
ca, por su funcionalidad respecto de los riesgos del terri-
torio, por conformar un paisaje cultural identitario, o por 
ser soporte de productos agropecuarios de excelencia, 
sean adecuadas para su incorporación a la infraestruc-
tura verde y así lo establezca la planificación territorial, 
urbanística o sectorial; los espacios de interés paisajís-
tico incluidos o declarados como tales; los espacios de 
elevado valor cultural; las zonas críticas por la posible 
incidencia de riesgos naturales, directos e inducidos, de 
carácter significativo; las áreas que el planeamiento te-
rritorial, ambiental y urbanístico, en desarrollo de la pro-
pia Ley y de las respectivas normativas sectoriales, es-
tablezca explícitamente como adecuadas, tanto por su 
valor actual como por su valor potencial, para su incor-
poración a la infraestructura verde, por ser necesarias 
para el mantenimiento de su estructura y funcionalidad; 
los ámbitos que garanticen la adecuada conectividad 
territorial entre los diferentes elementos constitutivos 
de la infraestructura verde, con especial referencia a los 
cauces fluviales y sus riberas, las vías pecuarias y otras 
afecciones de dominio público que cumplan esta fun-
ción, así como los corredores ecológicos y funcionales; 
y los espacios ubicados en el suelo urbano y en el suelo 
urbanizable que la planificación municipal considere re-
levantes para formar parte de la infraestructura verde, 
por sus funciones de conexión e integración paisajística 
de los espacios urbanos con los elementos de la infraes-
tructura verde situados en el exterior de los tejidos ur-
banos. Se atenderá no sólo a la identificación puntual 
de estos espacios sino también a sus posibilidades de 
interconexión ambiental y de recorridos.
Los espacios que tengan una regulación ambien-
tal, cultural o sectorial específica se incorporarán a la 
infraestructura verde con su declaración, catalogación 
o aprobación del instrumento que los regule, y, para el 
resto de espacios, su incorporación se producirá con la 
aprobación del instrumento de planeamiento territorial 
o municipal que los identifique, los caracterice y regule 
los usos y aprovechamientos que sean compatibles con el 
mantenimiento de la estructura y funcionalidad de dicha 
infraestructura; y su exclusión, en revisiones o modifica-
ciones posteriores del planeamiento, deberá ser objeto 
de una justificación detallada.
La identificación y caracterización de estos espacios 
se realizará en los instrumentos de planificación territo-
rial y urbanística, a escala regional, supramunicipal, mu-
nicipal y urbana, y con carácter previo a la ordenación de 
usos y actividades en el territorio.
Para todos, las disposiciones normativas de la propia 
Ley, y las de los planes urbanísticos y territoriales, regula-
rán los usos y aprovechamientos que sean compatibles 
con el mantenimiento de la estructura y la funcionalidad 
de dicha infraestructura.
Además, la Ley incluye referencias a otros elementos 
relacionados con la infraestructura verde, tales como el 
paisaje y la integración paisajista, los recursos hídricos, el 
sistema rural o la cohesión social (arts. 6 a 13).
Entre los instrumentos de ordenación previstos, debe 
mencionarse la Estrategia Territorial de la Comunidad 
Valenciana, al ser el instrumento marco de la ordenación 
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del territorio en el ámbito de la Comunidad Valenciana y 
tener como finalidad la consecución de un territorio inte-
grador en lo social, respetuoso en lo ambiental y compe-
titivo en lo económico. Entre sus funciones se incluye la 
de definir las estrategias adecuadas para la ordenación y 
gestión de la infraestructura verde del territorio, y en su 
contenido se deben incluir directrices de ordenación del 
territorio, cuyo grado de vinculación se establecerá en la 
propia Estrategia, para planificar y gestionar adecuada-
mente la infraestructura verde y los procesos de ocupa-
ción del suelo (art. 15). De acuerdo con la Ley de 2004, la 
Estrategia Territorial de la Comunidad Valenciana se apro-
bó en 2011 (DOGV 6441, 2011), que incluye referencias a la 
infraestructura verde.
Seguidamente, se prevén los Planes de Acción Territo-
rial, que son instrumentos de ordenación territorial que 
desarrollan, en ámbitos territoriales concretos o en ámbi-
tos sectoriales específicos, los objetivos, principios y cri-
terios de la Estrategia, y cuyo ámbito puede comprender, 
en todo o en parte, varios términos municipales. Entre 
sus funciones está la de definir la infraestructura verde en 
su ámbito de actuación y establecer fórmulas participati-
vas de gestión de la misma (art. 16).
A continuación se prevén las Actuaciones Territoriales 
Estratégicas, que tienen por objeto la ordenación, ges-
tión y desarrollo de intervenciones territoriales singula-
res de relevancia supramunicipal, que así sean declaradas 
por el Consejo de Gobierno, y que por su interés general 
requieran un procedimiento de tramitación específico y 
acelerado; entre sus requisitos, deberán ser compatibles 
con la infraestructura verde, integrarse en la morfología 
del territorio y el paisaje y conectar adecuadamente con 
las redes de movilidad sostenible, ponderando positiva-
mente las de transporte público y los sistemas no moto-
rizados (art. 17).
En relación con el planeamiento urbanístico munici-
pal, la Ley prevé que el Plan General Estructural defina la 
infraestructura verde a escala municipal, incorporando 
y concretando los elementos de escala regional y muni-
cipal de esta infraestructura de manera coordinada con 
los Municipios colindantes, pero la misma no constituye 
en sí misma una zona de ordenación, sino que sus dis-
tintos elementos se zonificarán y regularán de forma 
adecuada a sus características, a su legislación aplicable, 
a su función territorial y a la interconexión entre dichos 
elementos; aunque el mismo Plan podrá establecer de-
terminaciones normativas, aplicables a todos o a algu-
nos de los elementos que integran la infraestructura 
verde, con la finalidad de garantizar su carácter de espa-
cio abierto (arts. 20 a 37).
Además, hay referencias a los elementos que cons-
tituyen la infraestructura verde en otras figuras de pla-
neamiento urbanístico, especialmente en los Catálogos 
de Protecciones y los Planes Especiales (arts. 42 y 43); así 
como algunas referencias más concretas en otras partes 
de la Ley.
En el marco de esta Ley, en 2015 se ha iniciado el pro-
cedimiento de elaboración del Plan de Acción Territorial 
de la Infraestructura Verde del Litoral de la Comunidad 
Valenciana (DOGV 7658, 2015).
Por su parte, la Comunidad Autónoma de Andalucía 
sancionó en 1989 la Ley por la que se aprueba el Inventa-
rio de Espacios Naturales Protegidos de Andalucía y se es-
tablecen medidas adicionales para su protección (BOJA 
201, 1989; BOE 201, 1989), que sobre la base de la Legisla-
ción del Estado prevé y regula algunas cuestiones relati-
vas a elementos de la infraestructura verde. De acuerdo 
con ambas normativas, se ha presentado, con fecha 2 de 
marzo de 2016, Proyecto de Decreto por el que se decla-
ran determinadas Zonas Especiales de Conservación con 
funciones de conectividad ecológica e infraestructura 
verde17, por el que, con este carácter, se declaran deter-
minadas zonas especiales de conservación, se incluyen en 
el Inventario citado y se establece ciertas medidas de ges-
tión (incluyendo los correspondientes planes de gestión, 
mediante Proyectos de Orden para cada una de las zonas 
previstas) y protección de las mismas.
La Comunidad Autónoma de Galicia, en el marco de 
la legislación sobre ordenación del territorio y urbanismo, 
aprobó en 2011 el Plan de Ordenación del Litoral de Galicia 
(DOG 37, 2011), que incluye algunos de los elementos de 
la infraestructura verde, así como referencias a su finali-
dad.
Finalmente, en el ámbito autonómico, en la Comuni-
dad Autónoma de La Rioja se creó en 2003 la Red de Itine-
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17 Proyecto de Decreto por el que se declaran determinadas Zonas Es-
peciales de Conservación con funciones de conectividad ecológica e 
infraestructura verde y se modifica la Disposición Adicional Segunda 
del Decreto 24/2007, de 30 de enero, por el que se declara el Espacio 
Natural de Sierra Nevada y se regulan los órganos de gestión y parti-
cipación de los Espacios Naturales de Doñana y Sierra Nevada, de 2 
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rarios Verdes (BOLR 40, 2003), definida como el conjunto 
de infraestructuras de comunicación de trazado continuo 
destinadas al tráfico no motorizado; proyectadas, acondi-
cionadas o construidas para uso público con fines de pro-
moción del ocio accesible en la naturaleza, del deporte 
seguro, culturales y de protección del medio ambiente y 
que sean declaradas como rutas o vías verdes, y que in-
tegra vías verdes (que discurren por antiguas vías de co-
municación autónomas fuera de uso) y rutas verdes (que 
discurren por trazados distintos a los de las anteriores).
Además, deben tenerse en cuenta algunas iniciativas 
de las Administraciones Locales en materia de infraes-
tructura verde. Así, entre los más destacables, deben 
mencionarse el proyecto de infraestructura verde del 
Ayuntamiento de Vitoria-Gasteiz18, que está formada por 
un sistema de espacios verdes multifunción que en con-
junto aportan notables beneficios ambientales, sociales 
y económicos, incluyendo los bosques que se extienden 
por la orla montañosa, la matriz agroforestal, las balsas y 
humedales, el Anillo Verde periurbano, las áreas verdes 
urbanas, y los ríos y arroyos que, junto con la red de vías 
verdes, conectan unos espacios con otros; el proyecto 
de cartografía de servicios ecosistémicos llevada a cabo 
por la Diputación de Barcelona a través de SITxell19 o el 
proyecto presentado por el Ayuntamiento de Zaragoza al 









19 SITxell Análisis Territorial: http://www.sitxell.eu/es/mapes.asp . Este 
proyecto fue financiado por la Oficina de Planificación y Análisis Te-
rritorial de la Diputación de Barcelona y llevado a cabo por el CREAF 
y el ICTA, y además, ha contado con el apoyo del Centro Tecnológico 
y Forestal de Cataluña (CTFC), el Instituto Catalán de Ornitología y la 
Unión de Pagesos.





5.1 Los elementos de la 
infraestructura verde y el 
efecto de la escala de trabajo
Según su funcionalidad, y siguiendo lo indica-
do por la Comisión Europea, los grandes elementos que 
conforman la infraestructura verde serían las áreas nú-
cleo, los corredores ecológicos, las áreas de amortigua-
ción, otros elementos multifuncionales y los elementos 
urbanos. Los componentes que integrarán cada uno de 
estos elementos, no obstante, variarán en función de la 
escala de trabajo, descendiendo el nivel de detalle con-
forme aumenta la escala.
Se han definido tres escalas de trabajo y los compo-
nentes que integran los distintos elementos para cada 
una de ellas. No obstante, los mismos componentes pue-
den repetirse en las distintas escalas si bien su considera-
ción y análisis será distinto para cada una de ellas.
I. Áreas núcleo: La biodiversidad tiene importancia prio-
ritaria, incluso aunque esa zona no se encuentre legal-
mente protegida. Estarían compuestas por:
- Áreas de alto valor ecológico: que funcionan 
como los núcleos de toda la infraestructura verde. 
Estas áreas se encuentran con frecuencia bajo al-
gún régimen de protección, como la Red Natura 
2000, pero también otros espacios orientados a la 
conservación de la vida silvestre, por ejemplo, las 
áreas marinas protegidas, los parques naturales, 
etc.
- Otros ecosistemas bien conservados y áreas de 
alto valor ecológico fuera de los espacios pro-
tegidos: llanuras aluviales, humedales, litorales, 
bosques naturales y naturalizados, superficies 
ocupadas por Hábitats de Interés Comunitario 
prioritarios, etc.
II. Corredores ecológicos: Los corredores ecológicos 
tienen por objeto mantener la conectividad ecológi-
ca y ambiental mediante nexos físicos entre las áreas 
núcleo. Se describen los tres tipos de corredores que 
suelen identificarse y después algunos elementos que 
cumplen también funciones conectoras dentro de la 
infraestructura verde:
- Los corredores lineales: largas franjas de vege-
tación tales como setos, franjas de bosque o la 
vegetación que crece en márgenes de ríos 
y arroyos.
- Stepping stones: una serie de pequeñas 
teselas, no conectadas, que favorecen a la 
fauna y a la flora los desplazamientos de 
un lugar a otro.
- Los corredores paisajísticos: elementos del paisaje 
sin interrupciones. 
III. Otros elementos multifuncionales, donde se lleva a 
cabo una explotación sostenible de los recursos natu-
rales junto con un mantenimiento adecuado de buena 
parte de los servicios ecosistémicos.
IV. Buffer zones o áreas de amortiguación, que protegen 
la red ecológica de influencias dañinas externas. Se 
trata de áreas transicionales donde se fomenta una 
compatibilización de los usos.
V. Elementos urbanos, como parques, jardines, áreas 
recreativas y deportivas, estanques y canales, techos, 
cubiertas y paredes verdes, entre otros.
A continuación definiremos los componentes que in-
tegrarían cada uno de estos elementos para las escalas 
de trabajo nacional, regional y local.
5.1.1 Elementos territoriales de la 
infraestructura verde a escala nacional
A escala nacional, los elementos territoriales básicos en 
España, se estructurarían del siguiente modo:
I. Áreas núcleo
• Áreas de alto valor ecológico:
- Figuras reguladas en la Ley 42/2007 correspon-
dientes a espacios naturales protegidos.
- Espacios protegidos Red Natura 2000.
- Espacios protegidos por acuerdos internaciona-
les (excepto algunas zonas de las Reservas de la 
Biosfera).
- Espacios protegidos por la legislación autonómi-
ca: paraje natural, parque regional, etc...
• Otros ecosistemas bien conservados y áreas de 
alto valor ecológico fuera de los espacios protegi-
dos: llanuras aluviales, humedales, litorales, bos-
ques naturales, etc. Para esta escala se incluirían:
5
120
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
- Las aguas superficiales continentales, de transi-
ción y costeras, según los inventarios de los Pla-
nes Hidrológicos de Demarcación.
- Los terrenos forestales, según definición de la 




- Red de Vías Pecuarias, reguladas en la Ley 3/1995. 
A esta escala no se tendrían en cuenta su anchu-
ra.
- Corredores definidos por Planes de Ordenación 
del Territorio de Ámbito Nacional y Regional.
- Red Hidrológica y líneas de costa definidas por 
los Planes Hidrológicos de Demarcación. 
• Stepping stones: Sin aplicación a esta escala.
• Grandes corredores paisajísticos.
III. Buffer zones o áreas de amortiguación
• Zonas de influencia forestal/Zonas de peligro de 
incendios forestales o similares en otras CCAA.
• Las plantaciones forestales, según definición de la 
Ley 43/2003.
• Espacios protegidos según convenios internacio-
nales (Ley 42/2007): Reservas de la Biosfera (zonas 
tampón sobre las que no se superpone otra figura 
de protección).
IV. Otros elementos multifuncionales
En ellos se lleva a cabo una explotación sostenible de los 
recursos naturales junto con un mantenimiento adecua-
do de buena parte de los SE:
• Terrenos agrícolas extensivos/secano
• Sistemas agroforestales
• Zonas agrícolas de alto valor natural
• Zonas de agricultura de montaña
V. Elementos urbanos
Como grandes parques, jardines, áreas recreativas y de-
portivas, cinturones verdes, entre otros, con importancia 
suficiente para ser considerados a escala nacional. Podrían 
incluirse desde el punto de vista de los servicios ecosisté-
micos que cumplen y de sus implicaciones en el bienestar 
humano, puesto que pueden tener un carácter estratégico 
en cuanto pueden proveer de servicios a una parte impor-
tante de la población, a pesar de su reducida extensión.
5.1.2 Elementos territoriales a escala regional
A escala regional, los elementos territoriales básicos en 
España, se estructurarían del siguiente modo:
I. Áreas núcleo
• Áreas de alto valor ecológico:
- Figuras reguladas en la Ley 42/2007 correspon-
dientes a espacios naturales protegidos.
- Espacios protegidos Red Natura 2000.
- Espacios protegidos por acuerdos internaciona-
les (excepto algunas zonas de las Reservas de la 
Biosfera).
- Espacios protegidos por la legislación autonómi-
ca: paraje natural, parque regional, etc...
• Otros ecosistemas bien conservados y áreas de 
alto valor ecológico fuera de los espacios protegi-
dos: llanuras aluviales, humedales, litorales, bos-
ques naturales, etc. Para esta escala se incluirían:
- Red de Reservas Naturales Fluviales.
- Montes públicos.
- Otros terrenos forestales, según definición de la 
Ley 43/2003, excluidas las plantaciones foresta-
les.
- Otras aguas superficiales naturales continenta-
les, transición y costeras, según los inventarios 
de los Planes Hidrológicos de Demarcación.
- Superficies ocupadas por Hábitats de Interés Co-
munitario prioritarios.
- Áreas de especial interés que así vengan determi-
nadas en los Planes de recuperación de especies 
amenazadas.
- Otras zonas de alto valor ecológico.
II. Corredores ecológicos
• Corredores lineales:
- Red de Vías Pecuarias, reguladas en la Ley 3/1995. 
A esta escala sí se tendría en cuenta su anchura.
- Corredores definidos por Planes de Ordenación 
del Territorio de Ámbito Subregional, en su caso.
- Dominio Público Hidráulico (DPH) y Dominio Pú-
blico Marítimo Terrestre (DPMT) definidos por 
los Planes Hidrológicos de Demarcación.
• Stepping stones: Enclavados forestales y bosques 
islas.




III. Buffer zones o áreas de amortiguación
• Las plantaciones forestales, según definición de la 
Ley 43/2003.
• Zonas de influencia forestal/Zonas de peligro de 
incendios forestales o similares.
• Terrenos agrícolas patrimoniales.
• Espacios protegidos según convenios internacio-
nales (Ley 42/2007): Reservas de la Biosfera (zonas 
tampón sobre la que no se superpone otra figura 
de protección).
IV. Otros elementos multifuncionales
• Zonas de agricultura de montaña.
• Terrenos agrícolas extensivos/secano.
• Sistemas agroforestales.
• Zonas agrícolas de alto valor natural.
• Superficies ocupadas por Hábitats de Interés Co-
munitario no prioritarios fuera de los espacios pro-
tegidos.
• Espacios definidos por los Planes de Ordenación 
de Ámbito Subregional.
• Espacios en suelo no urbanizable definidos por 
Planes Generales de Ordenación Urbana.
V. Elementos urbanos
Como parques, jardines, áreas recreativas y deportivas, 
estanques y canales, cubiertas verdes, entre otros, con 
importancia suficiente para ser considerados a escala re-
gional.
5.1.3 Elementos territoriales a escala local
A escala local, los elementos territoriales básicos en Espa-
ña, se estructurarían del siguiente modo:
I. Áreas núcleo:
• Áreas de alto valor ecológico:
- Figuras reguladas en la Ley 42/2007 correspon-
dientes a espacios naturales protegidos.
- Espacios protegidos Red Natura 2000.
- Espacios protegidos por acuerdos internaciona-
les (excepto algunas zonas de las Reservas de la 
Biosfera).
- Espacios protegidos por la legislación autonómi-
ca: paraje natural, parque regional, etc.
• Otros ecosistemas bien conservados y áreas de 
alto valor ecológico fuera de los espacios protegi-
dos: llanuras aluviales, humedales, litorales, bos-
ques naturales, etc. Para esta escala se incluirían:
- Red de Reservas Naturales Fluviales.
- Montes públicos.
- Otros terrenos forestales, según definición de la 
Ley 43/2003, excluidas las plantaciones foresta-
les.
- Superficies ocupadas por Hábitats de Interés Co-
munitario prioritarios fuera de los espacios pro-
tegidos.
- Áreas de especial interés que así vengan determi-
nadas en los Planes de recuperación de especies 
amenazadas.
- Otras aguas superficiales naturales continentales, 
de transición y costeras, según los inventarios de 
los Planes Hidrológicos de Demarcación.
- Otras zonas de alto valor ecológico.
II. Corredores ecológicos
• Corredores lineales:
- Red de Vías Pecuarias, reguladas en la Ley 3/1995. 
A esta escala sí se tendría en cuenta su anchura.
- Corredores definidos por Planes de Ordenación 
del Territorio de Ámbito Subregional, en su caso.
- Dominio Público Hidráulico (DPH) y Dominio Pú-
blico Marítimo Terrestre (DPMT) definidos por 
los Planes Hidrológicos de Demarcación.
• Stepping stones: Enclavados forestales, bosques 
islas, charcas, majanos, vivares, grandes árboles 
aislados.
• Corredores paisajísticos: Puertas verdes, cinturo-
nes urbanos, etc.
III. Buffer zones o áreas de amortiguación
• Zonas de influencia forestal/Zonas de peligro de 
incendios forestales o similares. 
• Las plantaciones forestales, según definición de la 
Ley 43/2003.
• Terrenos agrícolas patrimoniales.
• Espacios protegidos según convenios internacio-
nales (Ley 42/2007): Reservas de la Biosfera (zonas 
tampón sobre las que no se superpone otra figura 
de protección)
IV. Otros elementos multifuncionales
• Zonas de agricultura de montaña.
• Terrenos agrícolas extensivos/secano.
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• Superficies ocupadas por Hábitats de Interés Co-
munitario no prioritarios fuera de los espacios pro-
tegidos.
• Espacios definidos por los Planes de Ordenación 
de Ámbito Subregional.
• Espacios en suelo no urbanizable definidos por 
Planes Generales de Ordenación Urbana.
• Áreas restauradas o con plan de restauración por 
cumplimiento de normativa sectorial: explotacio-
nes mineras, vertederos, etc...
V. Elementos urbanos
Espacios en suelo urbano o urbanizable definidos por 
Planes Generales de Ordenación Urbana como áreas 
verdes, parques, jardines, canales urbanos, ríos, riberas 
y dársenas, parques metropolitanos, huertos urbanos, 
estanques y humedales naturales y artificiales, caminos 
públicos y vías pecuarias, solares, áreas recreativas y de 
esparcimiento, zonas de exclusión de puertos, aeropuer-
tos y otras grandes infraestructuras, infraestructuras de 
depuración y tratamiento de aguas, calles, árboles, fuen-
tes, cubiertas verdes, jardines y pequeñas áreas verdes, 
senderos y rutas para bicicletas, cementerios, charcas, 
acequias y otras zonas húmedas, arroyos, ríos, riberas y 
áreas inundables, zonas recreo, juego y ocio, patios es-
colares.
5.1.4 Desglose de los componentes 
territoriales de la infraestructura verde 
Desde una perspectiva general, y sin desglosar los com-
ponentes en función de la naturaleza multiescalar de la 
infraestructura verde, José Vicente de Lucio (2016) pro-
pone para España la siguiente clasificación de espacios 
como componentes territoriales de la red ecológica de 
infraestructura verde, en total 69 espacios:








7. Área marina protegida
8. Paisaje Protegido
Áreas protegidas por instrumentos internacionales
9. Humedales de Importancia Internacional, del Con-
venio relativo a los Humedales de Importancia In-
ternacional especialmente como Hábitat de Aves 
Acuáticas (RAMSAR).
10. Sitios Naturales de la Lista del Patrimonio Mun-
dial, de la Convención sobre la Protección del Pa-
trimonio Mundial, Cultural y Natural.
11. Áreas protegidas OSPAR, del Convenio para la 
protección del medio ambiente marino del Atlán-
tico del nordeste (OSPAR).
12. Zonas Especialmente Protegidas de Importancia 
para el Mediterráneo (ZEPIM), del Convenio para 
la protección del medio marino y de la región cos-
tera del Mediterráneo.
13. Geoparques declarados por la UNESCO.
14. Reserva Biosfera.
15. Reservas biogenéticas del Consejo de Europa.
Protección de Humedales
16. Zonas sensibles a la contaminación por nitratos.
17. Reservas naturales fluviales.
18. Zonas, cuencas o tramos de cuencas, acuíferos o 
masas de agua de protección especial.
Montes
19. Zonas de Dominio Público forestal.
20. Montes de utilidad pública (MUP)
21. Montes protectores.
22. Montes privados y de socios sometidos a planes 
de gestión.
23. Montes vecinales en mano común sometidos a 
planes de gestión.
24. Zonas de alto riesgo de incendio.
Zonas con gestión ambiental de dominio público
25. Zonas de Dominio Público hidráulico.
26. Zonas de Dominio público marítimo-terrestre.
27. Vías Pecuarias.
Espacios sujetos a actividades agrarias protectoras de 
la biodiversidad 
28. Figuras de la PAC: condicionalidad, reverdeci-
miento, desarrollo rural.
29. Áreas agrarias y forestales de alto valor natural 
(High Nature Value Farming, o HNV)
30. Espacios sujetos a Contratos territoriales Agrarios.
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Diagnóstico
31. Áreas incluidas en Planes de razas autóctonas ga-
naderas.
32. Territorios con plantaciones para preservación 
de recursos genéticos.
33. Territorios con plantaciones sumideros de carbo-
no.
34. Áreas con denominaciones de calidad (IGR)
Territorios delimitados en figuras de conservación 
orientadas a especies 
35. Especies Silvestres en Régimen de Protección Es-
pecial y Especies Amenazadas.
36. Colmenares.
Infraestructura verde urbana 
37. Arbolado urbano.
38. Parques y zonas verdes públicas.
39. Zonas verdes privadas y patios interiores.
40. Zonas verdes deportivas.
41. Estanques y balsas de inundación.
42. Ríos, arroyos y sistemas de drenaje urbanos.
43. Jardines y huertos comunitarios.
44. Cementerios.
45. Cubiertas, muros y fachadas verdes.
46. Áreas agrícolas periurbanas.
47. Alineaciones de árboles, setos vivos y arbustos.
48. Vías verdes y ciclistas.
49. Vías pecuarias.
Lugares, espacios o enclaves definidos y con objetivos 
de conservación de biodiversidad
50. Áreas identificadas dentro del Catálogo Español 
de Hábitats en Peligro de Desaparición.
51. Espacios recogidos en Planes cinegéticos y cotos 
privados de caza.
52. Espacios gestionados por Bancos de hábitat o de 
conservación de la naturaleza.
53. Áreas de conservación comunal.
54. Espacios incluidos en Acuerdos de Custodia del 
territorio.
55. Territorios en explotación en producción ecológica.
56. Zonas incluidas en el Inventario español de Luga-
res de Interés Geológico.
57. Cuevas y otras infraestructuras subterráneas.
58. Territorios históricos incluidos como Bienes de 
Interés Cultural.
59. Zonas donde se realicen acciones de lucha contra 
la desertificación del PAND.
60. Reservas privadas.
61. Corredores, áreas de montaña y otros elementos 
de conectividad.
62. Zonas de agricultura de montaña.
63. Reservas marinas de pesca.
Lugares delimitados y gestionados para la conserva-
ción de la biodiversidad en los siguientes planes e ins-
trumentos de ordenación
64. Plan hidrológico y planes Hidrológicos de Demar-
cación.
65. Plan Estratégico del Patrimonio Natural y la Bio-
diversidad 2011-2017.
66. Plan de ordenación de los Recursos Naturales .
67. Planes de ordenación de los Recursos Forestales.
68. Plan de ordenación territorial y plan urbanístico.
69. Plan y estudio de paisaje (Convenio Europeo).
5.1.5 Áreas protegidas
En este apartado, se esboza la situación a nivel estatal de 
algunos de los componentes territoriales más destaca-
dos de la infraestructura verde, debido a la biodiversidad 
que albergan.
De acuerdo al Capítulo III “Estrategia estatal de in-
fraestructura verde y de la conectividad y restauración 
ecológicas” de la Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Pa-
trimonio Natural y de la Biodiversidad, los espacios pro-
tegidos se tendrán en especial consideración a la hora de 
plantear la configuración de la misma.
Las áreas protegidas constituyen, a diferentes escalas, 
los nodos fundamentales del entramado ecológico que 
articula la infraestructura verde del territorio, en particu-
lar en la escala de paisaje (nacional o regional). Definen, 
por tanto, la base de la red ecológica del territorio, sobre 
la cual, otros elementos deben consolidar su coherencia 
e integridad funcional.
Las áreas protegidas presentan además una serie de 
ventajas claras desde el punto de vista natural, social y 
jurídico-administrativo:
- Disponen un marco normativo que respalda la de-
limitación de dichas áreas y que establece condi-
ciones de uso y gestión en su interior (e incluso en 
su área de influencia).
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- En la mayoría de casos, las áreas protegidas, son 
territorios excepcionales desde el punto de vista 
de la biodiversidad, con abundancia o presencia de 
especies amenazadas emblemáticas o de hábitats 
y especies de interés comunitario.
- Conforman espacios donde, en términos genera-
les, está interiorizada por parte de la población lo-
cal la importancia de su función en la conservación 
de la naturaleza. Los servicios ambientales que 
proporcionan sus hábitats y ecosistemas son valo-
rados por las sociedades que habitan el territorio y 
su mantenimiento es entendido, en la mayor parte 
de los casos, como una garantía para la sostenibili-
dad de las actividades económicas.
Las principales funciones de las áreas protegidas 
como constituyentes de la infraestructura verde se ana-
lizan a continuación. Todas estas funciones establecen 
la importancia de dichas áreas en la configuración de la 
infraestructura verde en Europa.
5.1.5.1 La función de las áreas protegidas en el 
mantenimiento del Capital Natural
La Red Natura 2000, creada a través de la Directiva 
92/43/CEE del Consejo de 21 de mayo de 1992 relativa a 
la conservación de los hábitats naturales y de la fauna y 
la flora silvestre o Directiva Hábitats, concentra las áreas 
de mayor biodiversidad regional y también de mayor 
interés de conservación. En consecuencia, definen los 
territorios que en mayor medida son garantes del man-
tenimiento del capital natural del territorio y de su uso 
por las generaciones venideras. En este sentido, es lógi-
co que dichas áreas sean consideradas como los nodos 
de la Red Ecológica.
5.1.5.2 La función de las áreas protegidas en la 
conectividad ecológica
La interconexión de las áreas protegidas permite el man-
tenimiento de gran número de procesos ecológicos, y el 
desplazamiento y dispersión de gran número de especies 
por el territorio. Las áreas ofrecen además una serie de 
ventajas y oportunidades, sobre todo vinculadas a su pla-
nificación y ordenación, que se traducen en diferencias 
sustanciales a la hora de abordar la mejora de la conectivi-
dad ecológica a escala regional o nacional o la solución de 
problemas y déficits relacionados con la fragmentación 
de hábitats y ecosistemas.
En cualquier caso, la visión tradicional de la conserva-
ción de la biodiversidad desde la protección de los espa-
cios naturales, entendidos estos como territorios singu-
lares aislados, resulta insuficiente. Si bien es cierto que 
la gestión de las áreas protegidas ha constituido, hasta 
la fecha, una de las herramientas prácticas más eficaces 
en la conservación y puesta en valor de la biodiversidad, 
es también necesario identificar, analizar y reconocer sus 
limitaciones.
El enfoque de las áreas protegidas como nodos fun-
damentales de un entramado ecológico que comprende 
al conjunto del territorio en el que se enmarca, puede 
contribuir de una forma determinante a superar las limi-
taciones vinculadas a los factores de aislamiento de los 
espacios con mayor valor natural, a asegurar los flujos 
ecológicos entre ellos y a romper la dicotomía tradicional 
que enfrenta a la gestión de las zonas protegidas desde 
la normativa y legislación ambiental frente a las áreas que 
carecen de este marco jurídico-administrativo.
Es especialmente reseñable la importancia de la cone-
xión de las áreas protegidas en los contextos de incerti-
dumbre impuestos por fenómenos como el calentamien-
to global o el cambio relativo en el nivel del mar. Parece 
evidente que las especies habrán de adaptarse a impor-
tantes modificaciones en los ecosistemas que sustentan 
sus hábitats y es previsible que precisen realizar despla-
zamientos en búsqueda de condiciones adecuadas para 
su desarrollo, incluso hacia áreas relativamente alejadas a 
las que en la actualidad definen su ámbito de distribución. 
Es necesario favorecer que estos desplazamientos pue-
dan producirse mediante la habilitación de corredores di-
señados a tal efecto, a través de la gestión y adecuación 
de áreas naturales y semi-naturales más allá de la red Na-
tura 2000 y el conjunto de los espacios protegidos y por 
medio de la permeabilización y mejora general del paisaje 
y la matriz territorial.
El efecto sinérgico de los impulsores (drivers) del 
cambio global puede tener efectos devastadores sobre la 
biodiversidad de la Península Ibérica, pudiendo acarrear 
incluso la pérdida de las islas de biodiversidad que en una 
parte importante componen su red de áreas protegidas. 
Las actuaciones en dichas islas de biodiversidad deberán 
ir dirigidas en dos sentidos:
1. De forma general, hacia la preservación de los flujos 
genéticos entre poblaciones para favorecer el efecto 




2. En algunos casos, hacia la preservación de dicha insu-
laridad a escala regional o nacional (macizos o sierras 
enteras) para mantener hasta donde sea posible la 
biodiversidad de algunos sectores que por sus propias 
condiciones ecológicas deben mantenerse como islas 
biogeográficas.
La conservación de la biodiversidad presente en las 
áreas protegidas pasa en cualquier caso por garantizar 
el mantenimiento de flujos ecológicos que puedan dar 
una oportunidad a las especies silvestres en la búsqueda 
y ocupación de nuevas áreas aptas a sus necesidades y 
requerimientos ambientales, dado el riesgo de que sus 
hábitats actuales puedan verse afectados, en el medio y 
largo plazo, por importantes dinámicas de cambio.
5.1.5.3 La función de las áreas protegidas como 
proveedoras de servicios ecosistémicos
La biodiversidad, que incluye la diversidad genética, de 
especies, hábitats y ecosistemas, conforma un capital 
natural de excepcional valor para el desarrollo social 
y económico de las distintas regiones, así como para el 
mantenimiento del bienestar de sus ciudadanos, de su 
seguridad, de la competitividad de sus actividades econó-
micas y de la de subsistencia de su identidad y referencias 
culturales. Por tanto, la conservación de la biodiversidad 
no debe entenderse únicamente como una obligación 
moral, sino como un compromiso firme para la prospe-
ridad de las generaciones venideras y una garantía de ri-
queza y bienestar social a medio y largo plazo.
Las áreas protegidas son los máximos exponentes del 
capital natural y la biodiversidad del territorio. La biodi-
versidad y los ecosistemas son fuente de bienes básicos 
tales como el abastecimiento de alimentos y agua de ca-
lidad (servicios de aprovisionamiento o suministro), pero 
además, participan activamente en la regulación de pro-
cesos determinantes en las actividades humanas, tales 
como el ciclo de los nutrientes, el secuestro de CO2, la 
polinización de las plantas o la regulación del clima local 
(servicios de regulación). Por último, la biodiversidad y 
los ecosistemas generan también una serie de servicios 
intangibles o indirectos, tales como los relacionados con 
el paisaje o con el patrimonio y la identidad cultural, que 
aun cuando puedan resultar más difíciles de evaluar en 
términos de mercado, deben ser considerados desde el 
punto de vista de sus implicaciones sociales, económicas 
y vinculadas al bienestar humano.
Todo ello resulta aún más relevante en el contexto de 
las previsiones de cambio climático establecidas por dife-
rentes organismos, las cuales indican una tendencia hacia 
una mayor recurrencia de episodios extremos tales como 
sequías o lluvias torrenciales.
Tal y como ponen de manifiesto publicaciones recien-
tes (IEEP, 2014), las áreas protegidas resultan esenciales 
en los servicios ecosistémicos que proveen a la sociedad, 
no sólo en su ámbito geográfico sino mucho más allá de 
sus límites administrativos (abastecimiento de agua a 
grandes áreas metropolitanas, control de la erosión, los 
riesgos de inundación y los balances sedimentarios a es-
cala de cuenca, mitigación del cambio climático y absor-
ción de CO2, etc.).
5.1.5.4 La función de las áreas protegidas en la 
mejora de la resiliencia y capacidad de 
adaptación de los sistemas naturales, 
en el impulso a las estrategias de 
soluciones basadas en la naturaleza y en la 
restauración de áreas degradadas
Hay evidencias claras que demuestran que los ecosiste-
mas naturales caracterizados por una gran diversidad 
de especies y hábitats y con mayor complejidad funcio-
nal y estructural de flujos y procesos naturales, son más 
productivos, más estables y menos vulnerables frente a 
las presiones externas (Hector & Bagchi, 2007; Midgley, 
2012). Son, por tanto, más resilientes, es decir disponen 
de mayor capacidad de adaptación a vectores de cambio, 
incluyendo el cambio climático. El término resiliencia, que 
procede de la ecología, ha comenzado a ser aplicado tam-
bién a la capacidad de adaptación y respuesta de las so-
ciedades a los procesos y efectos de cambio global, tanto 
en términos ambientales como en términos económicos 
o de seguridad. Nacen conceptos tales como resiliencia 
socioecológica, ciudades resilientes o resiliencia al clima, 
que reconocen que el mantenimiento y bienestar de los 
sistemas humanos dependen de su capacidad de adap-
tación a los vectores de cambio de una sociedad globa-
lizada y que dicha capacidad pasa, en gran medida, por 
garantizar una adecuada respuesta de los sistemas na-
turales que habitan o usan en sus diversas actividades e 
interrelaciones.
Ante este escenario, la utilización de soluciones ba-
sadas en la mejora y refuerzo de los ecosistemas y sus 
servicios (infraestructura verde), en lugar de soluciones 
exclusivamente tecnológicas (infraestructura gris), se 
ha demostrado en muchas casos muy eficaz en términos 
de coste-beneficio y resiliencia, lo que ha conducido a la 
progresiva incorporación de medidas de conservación o 
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restauración de ecosistemas en las estrategias de planifi-
cación territorial, económica o de prevención de riesgos 
naturales (IEEP, 2014).
Las áreas protegidas pueden, en este sentido, inter-
venir como referencias y laboratorios para la puesta en 
marcha de estrategias de valoración del capital natural, 
de seguimiento de los procesos de cambio global y de ini-
ciativas innovadoras de restauración de ecosistemas que 
se apoyen en soluciones basadas en la naturaleza. Cabe 
reseñar que las áreas protegidas están constituidas por 
aquellos territorios donde mejor se conservan los proce-
sos y dinámicas de los sistemas naturales y que, por tan-
to, además de constituir los grandes nodos de la red eco-
lógica territorial, pueden contribuir significativamente 
en el diseño de estrategias y modelos de restauración en 
zonas con potencial ecológico o características similares. 
Para ello es determinante el avance y la mejora del cono-
cimiento sobre los procesos y dinámicas naturales de los 
ecosistemas mejor conservados, más estables, más res-
ilientes y con mayor capacidad de adaptación a los vec-
tores de cambio (áreas protegidas), a partir de los cuales 
pueden definirse criterios de intervención y factores de 
éxito en las operaciones de restauración ambiental, me-
jora de la conectividad ecológica e iniciativas de infraes-
tructura verde.
Atendiendo a la clasificación de los elementos que 
conforman la infraestructura verde en referencia a su 
escala de trabajo y recogida en el apartado anterior, los 
espacios protegidos se recogen como áreas núcleo en la 
mayoría de los casos, salvo algunas zonas concretas (zo-
nas tampón de las Reservas de la Biosfera, por ejemplo) 
que se describen como zonas buffer o áreas de amorti-
guación.
Las áreas protegidas constituyen una red de múltiples 
territorios bajo diversos regímenes de protección dife-
rentes (Figura 11).
5.1.5.5 Clasificación de las áreas protegidas en 
España
1. Espacios Naturales Protegidos (EENNPP) 
- Parques Nacionales: regulados por su norma-
tiva específica en base a la Ley 30/2014, de 3 de 
diciembre, de Parques Nacionales. La Red de Par-
ques Nacionales en España está compuesta por 
15 parques nacionales y cubre una superficie de 
más de 384.000 hectáreas (95% de la superficie 
es terrestre). La red de parques nacionales debe 
ser representativa de los principales sistemas 
naturales presentes en el Estado español. En su 
Anexo recoge 40 sistemas naturales (27 terres-
tres y 13 marinos) que deben estar representa-
dos en la Red (Tabla 12).
 - Espacios Naturales Protegidos que emanan de 
la Legislación estatal (Ley 42/2007) o autonómi-
ca. Por ejemplo, para el caso de Andalucía, ade-
más de las figuras establecidas en la Ley 42/2007 
(Parques, Reservas Naturales, Monumentos Na-
turales y Paisajes Protegidos), se establecen los 
siguientes regímenes de protección: Parajes Na-
turales, Parques Periurbanos y Reservas Natura-
les Concertadas. 
- Áreas Marinas Protegidas (AMP), también esta-
blecidas en la Ley 42/2007, pero tratadas de ma-
nera individual por su singularidad.
 El conjunto de áreas marinas protegidas se ar-
ticula en la Red de Áreas Marinas Protegidas 
de España (RAMPE) que se establece en la Ley 
41/2010, de 29 diciembre de Protección del Me-
dio Marino. Los espacios marinos protegidos de 
competencia estatal que podrán formar parte de 
la RAMPE son:
- Las Áreas Marinas Protegidas.
- Las Zonas Especiales de Conservación y las 
Zonas de Especial Protección para las Aves en 
territorio marino, que conforman la Red Na-
tura 2000 (recogidos de manera específica en 
el epígrafe 2).
- Otras categorías de espacios naturales prote-
gidos, según establece el artículo 29 de la Ley 
42/2007, de 13 de diciembre.
- Las áreas protegidas por instrumentos inter-
nacionales (recogidos de manera específica 
en el epígrafe 3), sin perjuicio de que su decla-
ración y gestión se ajustará a lo dispuesto en 
su correspondiente normativa internacional.
- Las Reservas Marinas reguladas en la Ley 
3/2001, de 26 de marzo, de Pesca Marítima del 
Estado (Reservas marinas de interés pesque-
ro en España  (Fuente: Europarc, 2014)
2. Red Natura 2000 (ZEC+ZEPA)
Hay que destacar la importancia de la red Natura 2000 
en el conjunto de los espacios protegidos europeos. La 
Red Ecológica Europea Natura 2000 es un conjunto de 
espacios de alto valor ecológico definidos a nivel de la 
Unión Europea, que tiene por objeto garantizar la su-
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Figura 11. Clasificación de las áreas protegidas. Fuente: Europarc 2014.
pervivencia a largo plazo de los hábitats y especies de la 
Unión Europea de más valor y con más amenazas, siendo 
el instrumento comunitario clave para la protección de la 
biodiversidad.
De este modo, la red Natura 2000 se constituye 
como la base de la infraestructura verde de Europa. No 
sólo supone una importante reserva de biodiversidad y 
ecosistemas sanos, cuyo objetivo es revitalizar entornos 
degradados de todo el paisaje, sino que también ofrece 
numerosos servicios ecosistémicos a la sociedad, cuyo va-
lor ha sido calculado entre 200.000 y 300.000 millones de 
euros anuales (Unión Europea, 2014).
En algunos casos autonómicos específicos la norma-
tiva autonómica los considera Espacios Naturales Prote-
gidos, de la misma consideración que los recogidos  en el 
epígrafe 1, que por ejemplo en Andalucía, se denominan 
Zonas de Importancia Comunitaria.
3. Áreas protegidas por instrumentos internacionales:
Espacios que tengan un reconocimiento internacional 
de alguna de las clases siguientes: Humedales Ramsar, 
Reservas de la Biosfera (MaB), ZEPIM, OSPAR, Reservas 
biogenéticas, Geoparques, Sitios Patrimonio Mundial por 
la UNESCO, etc. En su mayor parte, estas áreas coinciden 
en sus límites con territorios que ostentan otras catego-
rías de protección. Las definiciones de algunos de los es-
pacios protegidos por instrumentos internacionales de 
mayor entidad son:
• Los sitios Ramsar se designan porque cumplen 
con los Criterios para la identificación de Humeda-
les de Importancia Internacional de la Convención 
sobre los Humedales (Ramsar, Irán, 1971). El pri-
mer criterio se refiere a los sitios que contienen ti-
pos de humedales representativos, raros o únicos, 
y los otros ocho abarcan los sitios de importancia 
internacional para la conservación de la diversidad 
biológica. Estos criterios hacen énfasis en la impor-
tancia que la Convención concede al mantenimien-
to de la biodiversidad.
• Las Reservas de la Biosfera son áreas representa-
tivas de territorios cuya importancia, tanto para la 
conservación como para el suministro de conoci-
mientos prácticos que puedan contribuir a un de-
sarrollo sostenible, ha sido reconocida internacio-
nalmente por las Naciones Unidas.
• Las zonas especialmente protegidas de importan-
cia para el Mediterráneo o ZEPIM son espacios na-
turales marinos o costeros que gozan de especial 
protección medioambiental basada en el Conve-
nio de Barcelona (1976). Se crean para la protec-
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ción de los ecosistemas marinos singulares a lo 
largo del Mar Mediterráneo.
• Las áreas OSPAR son espacios protegidos declara-
dos en función del Convenio OSPAR (París, 1992), 
con el fin de establecer una red ecológicamente 
coherente de áreas marinas protegidas bien ges-
tionadas en el Atlántico Noreste.
• Un geoparque es un territorio que presenta un 
patrimonio geológico notable que es el eje funda-
mental de una estrategia de desarrollo territorial 
sostenible basado en la educación y el turismo, y 
es reconocido como tal por la UNESCO.
• Patrimonio de la Humanidad o Patrimonio Mun-
dial es el título conferido por la UNESCO a sitios 
específicos del planeta que han sido propuestos y 
confirmados para su inclusión en la lista manteni-
da por el Programa Patrimonio de la Humanidad, 
administrado por el Comité del Patrimonio de la 
Humanidad, compuesto por 21 Estados miembros 
a los que elige la Asamblea General de Estados 
Miembros por un periodo determinado.
5.1.5.6 Datos cuantitativos sobre áreas protegidas
1. EENNPP 
(Fuente: Banco de Datos de la Naturaleza. Actualiza-
ción de la información: Declaraciones y/o modifica-
ciones hasta Diciembre de 2015).
Tabla 12. Figuras legales de protección según ley estatal y legislación autonómica
Figuras legislación estatal Figuras legislación autonómica 
Parque Nacional Parque Nacional 
Parque Natural Parque Natural 
Parque Regional 
Parque Rural 




Reserva Natural Concertada 
Reserva Natural de Fauna Salvaje 
Reserva Natural Dirigida 
Reserva Natural Especial 
Reserva Natural Integral 
Reserva Natural Marina 
Reserva Natural Parcial 
Refugio de Fauna 
Monumento Natural Árbol Singular 
Enclave Natural 
Monumento Natural 
Monumento Natural de Interés Nacional 
Paisaje Protegido Paisaje Protegido 
Área Marina Protegida Área Marina Protegida 
Otras designaciones 
        
Área Natural Recreativa 
Área Natural Singular 
Biotopo Protegido 
Corredor Ecológico y de Biodiversidad 
Cuevas 
Espacio de Interés Natural 
Espacio Natural de Interés Local 
Espacio Natural Protegido 
Humedal Protegido 
Lugar de Interés Científico 
Microrreserva 
Microrreserva de Flora 
Paraje Natural 
Paraje Natural de Interés Nacional 
Paraje Natural Municipal 
Paraje Pintoresco 
Parque Periurbano 
Parque Periurbano de Conservación y Ocio 
Régimen de Protección Preventiva 
Sitio de Interés Científico 
Sitio Natural de Interés Nacional 
Varias figuras para incorporar las áreas de la 

















ANDALUCÍA (*) 334 2.575.147,90 68.390,13 2.643.538,02 29,39
ARAGÓN 24 168.156,13 0,00 168.156,13 3,52
CANTABRIA 36 150.980,76 1.868,36 152.849,13 28,41
CASTILLA Y LEÉON 28 760.325,09 0,00 760.325,09 8,07
CASTILLA - LA MANCHA 110 580.886,79 0,00 580.886,79 7,32
CATALUÑA 283 1.025.809,89 85.938,38 1.111.748,27 31,85
CIUDAD AUTÓNOMA DE CEUTA 0 0,00 0,00 0,00 0,00
CIUDAD AUTÓNOMA DE MELILLA 0 0,00 0,00 0,00 0,00
COMUNIDAD DE MADRID 9 120.892,07 0,00 120.892,07 15,06
C. FORAL DE NAVARRA 125 85.317,47 0,00 85.317,47 8,21
COMUNIDAD VALENCIANA 297 241.583,27 14.152,34 255.735,61 10,38
EXTREMADURA 84 315.334,18 0,00 315.334,18 7,57
GALICIA 98 359.466,17 39.314,80 398.780,97 12,11
IILLES BALEARS 81 74.709,36 25.680,96 100.390,32 14,89
ISLAS CANARIAS 146 302.133,05 37.173,23 339.306,29 40,59
LA RIOJA 9 167.624,40 0,00 167.624,40 33,25
PAÍS VASCO 42 99.844,80 4.138,37 103.983,18 13,83
PRINCIPADO DE ASTURIAS 56 233.567,85 4.108,16 237.676,01 22,01
MURCIA 13 61.523,13 122,49 61.645,62 5,44
MAGRAMA 1 0,00 234.950,33 234.950,33 0,00
Total general 1.773 1.298.868,76 345.488,35 1.644.357,11 14,47
* Incluye también la Red Natura 2000, de acuerdo a los metadatos existentes en la web del MAGRAMA
Fuente: Banco de Datos de la Naturaleza. Actualización de la información: Declaraciones y/o modificaciones hasta Diciembre de 2015
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Área de influencia 
socioeconómica 
(ha)
Aigüestortes i Estany de S. Maurici 14.119,00 - 14.119,00 26.733,00 145.057,75
Archipiélago de Cabrera 1.318,00 8.703,00 10.021,00 - 20.985,30
Cabañeros 40.856,00 - 40.856,00 - 182.292,52
Caldera de Taburiente 4.690,00 - 4.690,00 6.232,76 51.860,04
Doñana 54.252,00 - 54.252,00 59.877,55 (1) 200.601,86
Garajonay 3.984,00 - 3.984,00 4.558,95 36.812,06
Islas Atlánticas de Galicia 1.194,80 7.285,20 8.480,00 - 25.328,48
Monfragüe 18.396,00 - 18.396,00 97.764,00 195.500,53
Ordesa y Monte Perdido 15.696,20 - 15.696,20 19.196,36 89.290,44
Picos de Europa 67.127,59 - 67.127,59 - 133.683,56
Sierra de Guadarrama 33.960,00 - 33.960,00 62.687,26 (3) 175.593,40
Sierra Nevada 85.883,00 - 85.883,00 86.355,00 (2) 266.690,91
Tablas de Daimiel 3.030,00 - 3.030,00 4.337,32 82.113,86
Teide 18.990,00 - 18.990,00 7.374,32 127.958,28
Timanfaya 5.107,50 - 5.107,50 - 34.752,58
Totales (ha) 368.604,09 15.988,20 384.592,29 375.116,52 1.768.521,77
Notas:
(1) Se considera que la zona periférica de protección del Parque Nacional de Doñana incluye tanto la zona de protección del parque nacional como el 
territorio del Parque Natural colindante.
(2) En el caso de la zona periférica de protección del Parque Nacional de Sierra Nevada, ésta se considera equivalente al territorio del parque natural que 
rodea al parque nacional.
(3) La zona periférica de protección del Parque Nacional de la Sierra de Guadarrama incluye, en su vertiente segoviana, 7.011 hectáreas del Área de Protec-
ción Especial del Parque Nacional, constituida por la superficie de los Montes Matas y Pinar de Valsaín (en esta Área será de aplicación el régimen jurídico 
del Parque Nacional, salvo algunas excepciones).
Fuente de datos: los datos de superficies de los parques nacionales son los especificados en el contenido de sus disposiciones normativas de declaración, 
reclasificación o ampliación, y en el caso de los parques nacionales de Sierra Nevada y Ordesa y Monte Perdido en sus instrumentos de planificación, que 
incluyen la cifra de superficie. Los datos de superficies de las zonas periféricas de protección son los incluidos en la normativa, y en su defecto los calcula-
dos mediante sistemas de información geográfica a partir de la información cartográfica más actualizada disponible. Los datos de superficies de las áreas 
de influencia socioeconómica han sido calculados mediante análisis con sistemas de información geográfica a partir de la versión de límites de términos 




Tabla 15. Reservas Marinas de interés pesquero en España





Tipo de gestión 
Bahía de Palma 2.394 1982 Baleares Autonómica 
Isla de Tabarca 1.754 1986 Valencia Compartida 
Islas Columbretes 5.593 1990 Valencia Compartida 
Cabo de San Antonio 10 1993 Valencia Autonómica 
Cabo de Gata-Níjar 4.613 1995 Andalucía MAGRAMA 
Isla de La Graciosa e Islotes del Norte de Lanzarote 70.439 1995 Canarias Compartida 
Cabo de Palos-Islas Hormigas 1.931 1995 Murcia Compartida 
La Restinga-Mar de las Calmas 1.180 1996 Canarias Compartida 
Isla de Alborán 1.650 1997 Andalucía MAGRAMA 
Freus de Ibiza y Formentera 13.617 1999 Baleares Autonómica 
Norte de Menorca 5.119 1999 Baleares Autonómica 
Masía Blanca 457 1999 Cataluña MAGRAMA 
Isla de La Palma 3.455 2001 Canarias Autonómica 
Migjorn de Mallorca 22.332 2002 Baleares Autonómica 
Desembocadura del Río Guadalquivir 4.080 2004 Andalucía Autonómica 
Isla del Toro 136 2004 Baleares Autonómica 
Islas Malgrats 89 2004 Baleares Autonómica 
Levante de Mallorca - Cala Ratjada 11.286 2007 Baleares Autonómica 
Os Miñarzos 2.163 2007 Galicia Autonómica 
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Tabla 16. Lugares de Importancia Comunitaria (LIC), muchos de los mismos ya declarados ZEC












Sup. Total CCAA 
(ha)
Andalucía 189 2.526.411,71 68.798,85 2.595.210,56 28,84% 8.761.542,43
Aragón 156 1.046.501,76 0,00 1.046.501,76 21,93% 4.773.078,09
Cantabria 21 135.718,97 1.840,33 137.559,30 25,54% 531.367,18
Castilla y León 120 1.896.206,44 0,00 1.896.206,44 20,12% 9.422.714,56
Castilla - La Mancha 72 1.563.873,81 0,00 1.563.873,81 19,69% 7.941.031,22
Cataluña 115 959.341,25 85.917,43 1.045.258,68 29,79% 3.220.512,12
Ciudad Autónoma de Ceuta 2 630,53 836,20 1.466,73 31,83% 1.980,75
Ciudad Autónoma de Melilla 2 46,12 45,46 91,58 3,31% 1.394,63
Comunidad de Madrid 7 319.545,37 0,00 319.545,37 39,82% 802.557,79
Comunidad Foral de Navarra 42 280.848,22 0,00 280.848,22 27,04% 1.038.580,46
Comunidad Valenciana 93 623.435,16 15.754,38 639.189,54 26,79% 2.327.039,54
Extremadura 89 933.772,68 0,00 933.772,68 22,40% 4.167.917,52
Galicia 59 348.308,69 27.445,50 375.754,19 11,74% 2.967.888,15
Islas Baleares 138 96.315,84 106.460,07 202.775,91 19,20% 501.644,39
Islas Canarias 153 283.167,17 7.362,11 290.529,28 38,04% 744.406,58
La Rioja 6 167.545,79 0,00 167.545,79 33,23% 504.133,30
País Vasco 52 144.410,52 414,64 144.825,16 20,00% 722.169,57
Principado de Asturias 49 284.576,03 19.796,27 304.372,30 26,82% 1.061.094,37
Región de Murcia 49 167.424,40 27.013,74 194.438,13 14,80% 1.131.314,90
MAGRAMA 53 524,75 5.111.748,25 5.112.273,00 - -
Total 1.467 11.778.605,21 5.473.433,24 17.252.038,43 23,27% 50.622.367,55
Fuente:  Banco de Datos de la Naturaleza. (Actualización a 18/02/2016, según la información de los espacios Red Natura 2000 remitida 
por el MAPAMA a la Comisión Europea hasta esa fecha)
2. Red Natura 2000 
(Fuente: Banco de Datos de la Naturaleza. Actualiza-
ción a 18/02/2016, según la información de los espa-
cios Red Natura 2000 remitida por el MAPAMA a la 
Comisión Europea hasta esa fecha).
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Sup. Total CCAA 
(ha)
Andalucía 63 1.614.834,22 30.324,53 1.645.158,74 18,43% 8.761.542,43
Aragón 45 848.695,03 0,00 848.695,03 17,78% 4.773.078,09
Cantabria 8 78.031,19 1.072,66 79.103,84 14,68% 531.367,18
Castilla y León 70 2.001.825,96 0,00 2.001.825,96 21,24% 9.422.714,56
Castilla - La Mancha 38 1.579.154,66 0,00 1.579.154,66 19,89% 7.941.031,22
Cataluña 73 836.522,94 76.986,34 913.509,29 25,97% 3.220.512,12
Ciudad Autónoma de Ceuta 2 630,32 0,00 630,32 31,82% 1.980,75
Ciudad Autónoma de Melilla 0 0,00 0,00 0,00 0,00% 1.394,63
Comunidad de Madrid 7 185.404,84 0,00 185.404,84 23,10% 802.557,79
Comunidad Foral de Navarra 17 86.327,38 0,00 86.327,38 8,31% 1.038.580,46
Comunidad Valenciana 40 723.771,92 17.840,96 741.612,87 31,10% 2.327.039,54
Extremadura 71 1.102.403,89 0,00 1.102.403,89 26,45% 4.167.917,52
Galicia 16 88.405,34 13.064,07 101.469,41 2,98% 2.967.888,15
Islas Baleares 55 88.118,36 51.303,44 139.421,80 17,57% 501.644,39
Islas Canarias 43 271.201,48 6.080,10 277.281,58 36,43% 744.406,58
La Rioja 5 165.835,63 0,00 165.835,63 32,90% 504.133,30
País Vasco 7 40.491,46 1.426,02 41.917,48 5,61% 722.169,57
Principado de Asturias 13 222.917,59 16.590,42 239.508,01 21,01% 1.061.094,37
Región de Murcia 24 192.909,49 13.743,61 206.653,10 17,05% 1.131.314,90
MAGRAMA 47 55,05 4.969.765,67 4.969.820,72
Total 644 10.127.536,75 5.198.197,80 15.325.734,55 20,01% 50.622.367,55
 Fuente: Banco de Datos de la Naturaleza. (Actualización a 18/02/2016, según la información de los espacios Red Natura 2000 remitida 
por el MAPAMA a la Comisión Europea hasta esa fecha)
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Tabla 18. Reservas de la Biosfera españolas (enero 2016)
NOMBRE SUPERFICIE Ha PROVINCIA/ CCAA
AÑO DE DECLARACION/ 
AMPLIACIÓN
SIERRA de GRAZALEMA 51.695,00 Cádiz (Andalucía) 1977
ORDESA-VIÑAMALA 117.364,00 Huesca (Aragón) (1977) 2013
MONTSENY 50.166,60 Barcelona y Girona (Cataluña) (1978) 2014
DOÑANA 263.514,8 (T)
4.779,0 (M)
Huelva y Sevilla (Andalucía) 1980
MANCHA HÚMEDA 418.087,00 Ciudad Real, Cuenca y Toledo (Castilla La Mancha) (1980) 2014
LA PALMA 70.832,0 (T)
 9.870,0 (M)
Santa Cruz de Tenerife 
(Canarias) (1983) 2002
SIERRA de CAZORLA, SEGURA Y LAS VILLAS 190.000,00 Jaén (Andalucía) 1983
MARISMAS de ODIEL 7.158,00 Huelva (Andalucía) 1983
URDAIBAI 22.041,00 Bizkaia (País Vasco) 1984
SIERRA NEVADA 173.110,80 Granada (Andalucía) (1986) 2012
CUENTA ALTA DEL RÍO MANZANARES 47.500,00 Madrid 1992
LANZAROTE 84.610,0 (T)
38.000,0 (M)




SIERRA de las NIEVES Y SU ENTORNO 93.930,00 Málaga (Andalucía) 1995
CABO de GATA-NÍJAR 38.000,0 (T)
12.000,0 (M)
Almería (Andalucía) 1997
EL HIERRO 28.700,4 (T)
900,0 (M)
Santa Cruz de Tenerife 
(Canarias) 2000
SOMIEDO 29.121,00 Asturias 2000
MUNIELLOS 55.657,00 Asturias (2000) 2003
BARDENAS REALES DE NAVARRA 39.273,00 Navarra 2000
REDES 37.804,00 Asturias 2001
TERRAS DO MIÑO 363.668,90 Lugo (Galicia) 2002
DEHESAS DE SIERRA MORENA 424.400,00 Huelva, Sevilla y Córdoba (Andalucía) 2002
VALLE DE LACIANA 21.700,00 León (Castilla y León) 2003
PICOS DE EUROPA 64.315,00




MONFRAGÜE 116.160,00 Cáceres (Extremadura) 2003
VALLES de LEZA, JUBERA, CIDACOS Y ALHAMA 119.669,00 La Rioja 2003
BABIA 38.018,00 León (Castilla y León) 2004
Continúa en la siguiente página  â
3. Áreas protegidas por instrumentos internacionales





NOMBRE SUPERFICIE Ha PROVINCIA/ CCAA
AÑO DE DECLARACION/ 
AMPLIACIÓN
GRAN CANARIA 65.594,8 (T)
34.863,8 (M)
Las Palmas (Gran Canaria) 2005
ÁREA DE ALLARIZ 21.482,00 Orense (Galicia) 2005
SIERRA del RINCÓN 15.230,80 Madrid 2005
EL ALTO BERNESGA 33.442,00 León (Castilla y León) 2005
LOS ARGÜELLOS 33.260,00 León (Castilla y León) 2005
LOS VALLES DE OMAÑA Y LUNA 81.159,00 León (Castilla y León) 2005
OS ANCARES LUCENSES Y MONTES de 
CERVANTES, NAVÍA Y BECERREÁ 53.664,00 Galicia 2006
LOS ANCARES LEONESES 56.786,00 León (Castilla y León) 2006
LAS SIERRAS DE BÉJAR y FRANCIA 199.140,30 Salamanca (Castilla y León) 2006
INTERCONT. DEL MEDITERRANEO 1 414.286,8 (T)
9.248,0(M)
Cádiz y Málaga (Andalucía) 2006
RIO EO, OSCO Y TERRAS DE BURÓN 159.378,6 (T)
571,0(M)









LAS UBIÑAS - LA MESA 45.163,00 Asturias 2012
LA GOMERA 37.178,3 (T)
47.343,9 (M)
Santa Cruz de Tenerife 
(Canarias) 2012
MARIÑAS CORUÑESAS E TERRAS DE MANDEO 113.969,6 (T)
2.754,7 (M)
A Coruña (Galicia) 2013
TERRES DE L'EBRE 287.443,7 (T)
80.285,9 (M)
Tarragona (Cataluña) 2013
REAL SITIO DE SAN ILDEFONSO - EL ESPINAR 48.727,61 Segovia (Castilla y León) 2013
MACIZO DE ANAGA 15.489,01 (T)
33.238,06 (M)




Zamora y Salamanca  




Nota 1: En la superficie de la RRBB Intercontinental del Mediterráneo están incluidas las superficies de las RRBB de Grazalema y Sierra de las Nieves, porque se 
superponen.
Nota 2: La superficie de la zona portuguesa en la RB Gêres-Xures es de 267.958 ha.
Nota 3: La superficie de la zona portuguesa en la RB de la Meseta Ibérica es de 657.365 ha.
Las RB españolas suponen el 10,46% de la superficie terrestre española (504.645 km2)
Fuente: MAPAMA. 
136
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
• Humedales Ramsar: La lista de humedales de 
importancia internacional Ramsar la componen 
actualmente  74 lugares que ocupan cerca de 
300.000 hectáreas. Muchos de ellos son espacios 
también protegidos por la legislación española.
• ZEPIM. Protección del Mar Mediterráneo: España 
cuenta con 9 áreas declaradas como ZEPIM con 
una superficie total de 146.856 hectáreas:
- Andalucía: Isla de Alborán, Fondos marinos del 
Levante almeriense, Cabo de Gata – Níjar y Acan-
tilados de Maro – Cerro Gordo.
- Cataluña: Islas Medes y Cap de Creus.
- Comunidad Valenciana: Columbretes.
- Región de Murcia: Mar Menor y zona mediterrá-
nea oriental de la costa murciana
- Islas Baleares: Archipiélago de Cabrera
• OSPAR. Protección del atlántico del nordeste: La 
red OSPAR cuenta con trece zonas en las aguas de 
España (aguas jurisdiccionales, incluyendo la zona 
económica exclusiva o aquellas zonas marinas 
donde el Estado ejerza su soberanía):
- El Cachucho
- Islas Atlánticas de Galicia
- Banco de Galicia
- Espacio marino de Cabo Peñas
- Espacio marino de la Bahía de Cádiz
- Espacio marino de la Costa da Morte
- Espacio marino de la Costa de Ferrolterra - Valdo-
viño
- Espacio marino de la Ría de Mundaka-Cabo de 
Ogoño
- Espacio marino de las Rías Baixas de Galicia
- Espacio marino de los Islotes de Portios - Isla Co-
nejera - Isla de Mouro
- Espacio marino del Tinto y del Odiel
- Espacio marino de Punta de Candelaira - Ria de 
Ortigueira - Estaca de Bares
- Golfo de Cádiz  
• Áreas biogenéticas: España cuenta con la Albufera 
de Mallorca como reserva biogenética.
• Geoparques: En la actualidad hay en España diez 
geoparques: 
- Geoparque del Maestrazgo (Teruel)
- Parque Natural de las Sierras Subbéticas (Córdoba) 
- Parque Natural del Cabo de Gata (Almería)
- Sobrarbe (Huesca), 
- Costa Vasca (Guipúzcoa)
- Sierra Norte de Sevilla
- Villuercas-Ibores-Jara (Cáceres)
- Cataluña Central (Barcelona)
- Molina y el Alto Tajo (Guadalajara)  
- El Hierro (Canarias)
• Sitios Patrimonio Mundial: España cuenta con 45 
Sitios: 40 designados por sus valores culturales, 
3 por sus valores naturales (Garajonay, Doñana 
y Teide) y 2 por sus valores naturales y culturales 
(Pirineos-Monte Perdido y la Isla de Ibiza).
5.1.5.7 Ubicación de la cartografía de áreas 
protegidas en España
1. Espacios Naturales Protegidos (EENNPP)
- Parques Nacionales: Descarga de los archivos shp 
en http://www.mapama.gob.es/es/red-parques-
nacionales/sig/
- ENP que emanan de la Legislación estatal (Ley 
42/2007) o autonómica: URL de acceso al servicio 
WMS: http://wms.mapama.es/sig/Biodiversidad/
ENP/wms.aspx?
- Áreas Marinas Protegidas (AMP): URL de acceso 
al servicio WMS: http://wms.mapama.es/sig/Bio-
diversidad/AMP/wms.aspx?




- Humedales Ramsar: URL de acceso al servicio 
WMS: http://wms.mapama.es/sig/Biodiversidad/
RAMSAR/wms.aspx?
- OSPAR: URL de acceso al servicio WMS: http://
wms.mapama.es/sig/Biodiversidad/OSPAR/wms.
aspx?
- Reservas de la Biosfera (MaB): URL de acceso al 
servicio WMS: http://wms.mapama.es/sig/Biodi-
versidad/MAB/wms.aspx?





5.1.6 Otros posibles espacios a incorporar en 
la Infraestructura verde
5.1.6.1 Vías pecuarias 
Las Vías Pecuarias se definen, en síntesis, como las rutas 
por donde discurre o ha venido discurriendo el tránsito 
ganadero, pudiendo ser destinadas a otros usos compa-
tibles y complementarios de carácter rural. La Ley 3/1995 
indica que “son bienes de dominio público de las Comu-
nidades Autónomas y, en consecuencia, inalienables, 
imprescriptibles e inembargables”. Dado que el enfoque 
normativo moderno de estas vías, emanado de la citada 
ley, trasciende su función ganadera para abarcar nuevas 
necesidades como el desarrollo sostenible y el respeto al 
medio ambiente, al paisaje y al patrimonio natural y cul-
tural, las vías pecuarias deben constituir sin duda un ele-
mento clave, único en Europa, en una Estrategia Estatal 
de Infraestructura Verde. De hecho, la Exposición de Mo-
tivos de la Ley 3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias, 
ya valora varios aspectos fundamentales de este tipo de 
rutas, resumidamente:
1. Prestan un servicio a la cabaña ganadera nacional 
que se explota en régimen extensivo, con favora-
bles repercusiones para el aprovechamiento de 
recursos pastables infrautilizados y para la preser-
vación de razas autóctonas.
2. Son «corredores ecológicos», esenciales para la 
migración, la distribución geográfica y el intercam-
bio genético de las especies silvestres.
3. Constituyen un instrumento favorecedor del con-
tacto del ser humano con la naturaleza y de la or-
denación del entorno medioambiental.
El conjunto de Vías Pecuarias de España se distribuye 
sobre 40 provincias que suman el 85% del territorio penin-
sular, formando una malla compleja de unos 125.000 km, 
con una extensión superficial de unas 425.000 ha, algo 
menos del 1% de la superficie nacional. Por su extensión 
y carácter vertebrador, las vías pecuarias constituyen un 
elemento primordial para la estrategia y la planificación 
territorial (Mangas, 1992), y deben representar un ele-
mento conector del primer nivel en cualquier plantea-
miento de infraestructura verde y conectividad.
Es importante señalar que las vías pecuarias distan 
mucho de ser homogéneas en sus características. La Ley 
3/1995, de 23 de marzo, de Vías Pecuarias las clasifica se-
gún su anchura en distintas tipologías:
a) Cañadas, cuya anchura no excede de los 75 me-
tros.
b) Cordeles, cuando su anchura no sobrepase los 
37,5 metros.
c) Veredas, que tienen una anchura no superior a los 
20 metros.
Como otros elementos de infraestructura verde, las 
vías pecuarias están condicionadas por la escala con que 
se consideren. A este respecto, debe distinguirse entre la 
Red Nacional de Vías Pecuarias y las redes estrictamente 
autonómicas.
En la Red Nacional de Vías Pecuarias (Ley 3/1995, art. 
18) “[…] se integran todas las cañadas y aquellas otras 
vías pecuarias que garanticen la continuidad de las mis-
mas, siempre que su itinerario discurra entre dos o más 
Comunidades Autónomas y también las Vías Pecuarias 
que sirvan de enlace para los desplazamientos ganaderos 
de carácter interfronterizo […]”. El MAPAMA está traba-
jando actualmente en la delimitación de esta Red.
Las vías pecuarias que pasarán a integrar esta Red 
Nacional son las grandes cañadas reales de la Mesta (de 
la Plata, Leonesas Occidental y Oriental, Segoviana, Ga-
liana, Sorianas Oriental y Occidental y Conquense) y sus 
ramales, que enlazan los pastos estivales eurosiberianos 
del norte de la Península (Montes de León, Cordillera Can-
tábrica y Sistema Ibérico) con los pastos de invernada del 
suroeste (dehesas de Extremadura, Valle de Alcudia y la 
Sierra Morena andaluza). En total, la Red Nacional de Vías 
Pecuarias incluirá más de 7.500 km en 9 grandes itinera-
rios (Tabla 19 y Figura 12).
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Figura 12. Principales cañadas reales de la Península Ibérica. Fuente: MAGRAMA, 2013
Tabla 19. Cuadro resumen de la futura Red Nacional de Vías Pecuarias (borrador) 
ITINERARIOS DESDE HASTA LONGITUD APROX.
Cañada Real de la Plata o Zamorana 799,04
Itinerario Principal Riello (León) Herreryela (Cáceres) 533.495,19
Itinerario Alternativo 1: Valdesamerio-
La Bañeza Valdesamario (León) La Bañeza (León) 68.392,67
Itinerario Alternativo 2: Guijuelo-Los 
Santos por Fuenterroble de Salvatierra
Guijuelo anejo Palacios de 
Salvatierra (Salamanca) Los Santos (Salamanca) 21.866,45
Cañada Real de la Plata o Zamorana 799,04
"Itinerio  Alternativo 3: Valdefuentes 
de Sangusín-Guijo de Granadilla"
"Valdefuentes de Sangusín 
(Salamanca)" Guijo de Granadilla (Cáceres) 53.599,05
Ramal 1: Cordel Sanabrés Porto (Zamora) Benavente (Zamora) 121.688,73
Cañada Real Leonesa Occidental 962,83
Itinerio Principal Soto y Amío (León) Fuentes de León (Badajoz) 713.118,84
Ramal 1: Cañada Real de Boñar Valdepiélago (León) Villasabariego (León) 49.789,00
Ramal 2: Trujillo-Valverde de Leganés Trujillo (Cáceres) Valverde de Leganés (Badajoz) 199.921,90
Cañada Real Leonesa Oriental 934,45
Itinerario Principal Maraña (León) Montemolín (Badajoz) 727.480,73
Itinerario Alternativo 1: Villamuriel de 
Cerrato-Valladolid
Villamuriel de Cerrato 
(Palencia) Valladolid (Valladolid) 35.411,03
Ramal 1: Cordel Cerverano Redoño-Areños (Palencia) Paredes de Nava (Palencia) 115.258,51
Ramal 2: Ramal de Pineda Triollo (Palencia) Fresnco del Río (Palencia) 56.296,86
Continúa en la siguiente página  â
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Tabla 19. CONTINUACIÓN 
ITINERARIOS DESDE HASTA LONGITUD APROX.
Cañada Real Burgalesa 864,26
Itinerario Principal Entrena (La Rioja) Valencia de Alcántara (Cáceres) 661.157,36
Itinerario Alternativo:Valladolid-
Salamanca por Tordesillas Valladolid (Valladolid) Salamanca (Salamanca) 116.505,46
Ramal 1: Madrigal del Monte-Vertavillo Madrigal del Monte (Burgos) Vertavillo (Palencia) 77.302,42
Conexión Itinerario Princial-Ramal 1 Torrecilla del Monte/Santa Inés (Burgos) Lerma anejo Santillán (Burgos) 9.291,36
Cañada Real Segoviana 748,98
Itineraio Principal Ledanía nº 39 (Burgos) Azuaga (Badajoz) 598.806,02 
Ramal 1: Cañada Real Toledana Camarena (Toledo) Alcolea de Calatrava (Ciudad Real) 150.173,89
Cañada Real Galiana 410,63
Itinerario Principal Brieva de Cameros/Ortigosa de Cameros (La Rioja) Toledo (Toledo) 330.735,29
Ramal 1: Ramal de Villoslada de 
Cameros al alto de  Santa Inés




Ramal 2: Ramal de La Poveda (SO)/
Lumbreras (LO) a Vinuesa (SO)/
Villoslada de Camneros (LO)
"La Poveda de Soria (SO)/ 
Lumbreras (LO)"
Vinuesa (SO)/Villoslada de 
Cameros (LO) 58.310,52
Cañada Real Soriana Occidental 393,61
Itinerario Principal Calatañazor (Soria) Fuenterroble de Salvatierra (Salamanca) 350.457,50
Ramal 1: Cañada Real de la Pedriza Calatañazor (Soria) Burgo de Osma anejo Osma (Soria) 43.157,04
Cañada Real Soriana Oriental 1.058,04
Itinerario Principal Arnedillo/Ocón (La Rioja) Villanueva del Río y Minas (Sevilla) 819.854,61
Tramo Alternarivo: Las Aldehuelas-
Almazán
Torrearévalo-Las Aldehuelas 
anejo Villoria (Soria) Almazán (Soria) 85.421,85
Ramal 1: Ramal de Clavijo Calvijo/Albelda de Iregua (La Rioja)
"Laguna de Cameros/ 
Lumbreras (La Rioja)" 42.436,08
Ramal 2: Posadas-Sevilla Posadas (Córdoba) Sevilla (Sevilla) 110.332,30
Cañada Real Conquense 1.365,54
Itinerario Principal Cuenca (Cuenca) Cuenca (Cuenca) 35.221,19
Itinerario Occidental: Cuenca-
Almodóvar del Campo Cuenca (Cuenca)
"Almodóvar del Campo  
(Ciudad Real)" 276.920,07
     Hoja Derecha Fresneda de Altarejos (Cuenca) La Hinojosa (Cuenca) 35.172,96
     Hoja Izquierda Fresneda de Altarejos (Cuenca) La Hinojosa (Cuenca) 35.762,64
Ramal 1: Cañada Real de los Serranos Socuéllamos (Ciudad Real) Villanueva de la Reina (Jaén) 215.670,98
Itinerario Oriental: Cuenca-Jaén (por 
Albacete) Cuenca (Cuenca) Vilches (Jaén) 314.014,30
Ramal 1: Ramal de Murcia por Yecla Monteagudo de Salinas (Cuenca) Abanilla (Murcia) 239.956,23
Ramal 2: Ramal de Murcia por Jumilla Casas de Beníntez (Cuenca) Murcia (Murcia) 212.823,26
TOTAL KMS RED NACIONAL 7.537,39
 Fuente: MAPAMA
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de clasificar Número Km V. P. Ha V. P. 
Albacete 86 16 68 1.448 7.001 0 2
Alicante 139 10 93 1.876 5.374 8 28
Almería 103 3 47 1.645 5.274 2 51
Ávila 268 20 116 1.279 3.584 2 130
Badajoz 162 14 148 3.917 16.948 0 0
Baleares - - - - - - -
Barcelona 309 8 6 69 97 4 291
Burgos 504 63 210 3.982 10.269 4 227
Cáceres 223 11 131 2.728 10.245 1 80
Cádiz 42 0 42 4.142 19.025 0 0
Castellón 140 1 68 2.149 6.538 7 64
Ciudad Real 98 7 90 3.373 15.096 0 1
Córdoba 75 0 70 4.714 12.814 0 5
Coruña, La - - - - - - -
Cuenca 290 78 126 1.597 6.730 16 70
Gerona 250 14 1 7 3 0 235
Granada 198 14 175 3.215 12.290 1 8
Guadalajara 406 113 176 1.365 5.746 3 114
Guipúzcoa - - - - - - -
Huelva 78 0 30 1.013 2.379 14 34
Huesca 349 38 157 2.537 10.968 66 88
Jaén 101 0 90 3.935 15.210 1 10
León 235 28 110 1.181 3.099 16 81
Lérida 320 0 5 118 468 1 314
Por su parte, a escala regional, las vías pecuarias 
forman una red mucho más tupida e interconectada de 
caminos de menor anchura (Tabla 20), pero no por ellos 
menos importantes desde un punto de vista de conecti-
vidad. No obstante, es importante reseñar que el grado 
de atención que se ha prestado a estos elementos es 
muy diferente en las distintas zonas del país.
Continúa en la siguiente página  â
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de clasificar Número Km V. P. Ha V. P. 
Rioja, La 183 6 14 260 540 2 161
Madrid 183 7 164 3.608 12.228 6 6
Málaga 100 2 85 2.264 7.705 13 0
Navarra - - - - - - -
Orense - - - - - - -
Oviedo 78 7 0 0 0 0 71
Palencia 247 64 139 1.408 4.231 6 38
Pontevedra - - - - - - -
Salamanca 386 49 156 1.451 4.856 2 179
Santa Cruz de 
Tenerife - - - - - - -
Segovia 275 30 169 2.083 8.471 6 70
Sevilla 102 0 102 6.009 25.594 0 0
Soria 345 28 143 2.083 6.821 2 172
Tarragona 180 2 52 999 2.171 0 126
Teruel 282 9 33 1.281 3.824 5 235
Toledo 206 14 191 3.284 11.343 0 1
Valencia 265 4 190 3.149 9.965 2 69
Valladolid 235 8 205 3.175 9.176 6 16
Vizcaya - - - - - - -
Zamora 307 35 147 1.487 4.702 10 115
Zaragoza 305 29 88 2.911 12.158 130 58
Totales 8.275 763 3.881 83.711 297.381 338 3.292
Fuente: Mangas Navas, 1992.
Tras la promulgación de la Ley de Vías Pecuarias (Ley 
3/1995) a nivel estatal, algunas Comunidades han promul-
gado legislación propia y han elaborado planes de recupe-
ración. En este grupo entran Andalucía (Decreto 155/1998, 
de 21 de julio), Aragón (Ley 10/2005, de 11 de noviembre), 
Castilla-La Mancha (Ley 9/2003, de 20 de marzo), Extrema-
dura (Decreto 49/2000, de 8 de marzo), La Rioja (Decreto 
3/1998, de 9 de enero), Comunidad de Madrid (Ley 8/1998, 
de 15 de junio) y Comunidad Foral de Navarra (Ley Foral 
19/1997, de 15 de diciembre). Como ejemplo, se muestra el 
siguiente caso de estudio de la Red de Vías Pecuarias de 
Andalucía y el Programa Puertas Verdes.
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CASO DE ESTUDIO: Red de Vías Pecuarías de Andalucía y el Programa Puertas Verdes.
Andalucía cuenta con una red de vías pecuarias que asciende a un total de 34.081 kilómetros, lo que supone 
la red más extensa de España. Esta Comunidad ha realizado un importante esfuerzo de deslinde, amojonamien-
to y puesta en valor del dominio público pecuario.
Clasificadas por tipos, es llamativo que las vías pecuarias andaluzas con mayor extensión son las de menor 
anchura (veredas), lo que recalca la importancia de la escala en la consideración de estos elementos.
   Tipo de vía pecuaria  Longitud total en Andalucía (km)
                Vereda    13.602,336
                Cañada    8.031,29
                 Cordel    7.178,683
                 Colada    5.012,801
            RED DE VÍAS PECUARIAS DE ANDALUCÍA
Fuente: Junta de Andalucía, 2016
La Red de Vías Pecuarias de Andalucía está sirviendo como base para una interesante experiencia que posi-
bilita interconectar los medios rurales con la ciudad, con importantes repercusiones desde el punto de vista de 
la infraestructura verde. Se trata del “Programa Puertas Verdes”, que beneficia a una población de 3,7 millones 
de habitantes conectando 26 núcleos urbanos andaluces de más de 50.000 habitantes con su entorno más 
inmediato a través de itinerarios no motorizados.
El resultado es un conjunto de Corredores Verdes y Puertas Verdes que articulan los ámbitos urbanos más 
densamente poblados con su entorno natural próximo, con puntos de interés cultural y con otros espacios re-
levantes como campus universitarios, parques periurbanos, parques metropolitanos, etc. A principios de 2016, 
este programa se había traducido en la adecuación de casi 500 km de vías no motorizadas que comunican 
grandes núcleos urbanos de las 8 provincias andaluzas con su entorno natural inmediato.Los objetivos de este 
programa son establecer una nueva relación campo-ciudad, incrementar la calidad de vida de los ciudadanos, 
propiciar la práctica de actividades deportivas no motorizadas, mejorar el paisaje en los entornos urbanos y 
portuarios y reducir las emisiones de CO2.
Los beneficios del programa desde el punto de vista de la conectividad son también evidentes, a través de 
actuaciones tales como recuperación de terrenos, restauración paisajística y limpieza, que acompañan a otras 
más orientadas a la movilidad urbana y el uso público, como son la construcción de carriles bici, el acondiciona-




En España en 1993 había más de 7.600 kilómetros de 
líneas ferroviarias fuera de servicio. Desde esta fecha, 
estos antiguos trazados ferroviarios han sido el objetivo 
del Programa Vías Verdes, desarrollado por el anterior 
Ministerio de Obras Públicas, Transportes y Medio Am-
biente y actualmente por el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente, en colaboración con 
ADIF y RENFE Operadora, junto con las Comunidades 
Autónomas, Diputaciones, Cabildos y Ayuntamientos, 
así como ONGs, asociaciones de ciclistas y colectivos 
ciudadanos.
Existen actualmente más de 2.400 kilómetros (de 
ellos unos 200 Km en obras o licitación) de vías férreas en 
desuso que han sido convertidas en itinerarios cicloturis-
tas y senderistas en el marco del Programa Vías Verdes. 
Hay en total 117 Vías Verdes en España, y han sido inverti-
dos más de 171 millones de euros en el acondicionamiento 
de estas infraestructuras, sin contar los costes de la reha-
bilitación de edificios ferroviarios, obras de mejora, dota-
ciones posteriores, promoción, gestión, etc. (Figura 13).
El concepto de Vía Verde incluye no sólo el acondicio-
namiento del trazado, sino también la instalación de ser-
vicios y equipamientos complementarios que se sitúan 
generalmente en las estaciones ferroviarias fuera de ser-
vicio, rehabilitadas con este fin. Esta rehabilitación suele 
realizarse a través de políticas de creación de empleo y de 
desarrollo rural y sostenible.
Aunque la conectividad ecológica no se encuentra 
entre los objetivos específicos del programa Vías Verdes, 
estas infraestructuras podrían incorporarse, con carácter 
secundario, dentro de una red estatal de infraestructura 
verde. Sería aconsejable someter a estudio las posibilida-
des de naturalización de estas vías (arcenes, plantación 
de setos) para potenciar su posible función como ele-
mentos de conexión ecológica.
Figura 13. Red Española de Vías Verdes. Fuente: Programa Vías Verdes, 
2016
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CASO DE ESTUDIO: Vía Verde de la Sierra Norte de Sevilla.
La Vía Verde de la Sierra Norte de Sevilla es un interesante ejemplo de como las vías verdes pueden articu-
larse, además de para el uso público, para la conexión de espacios naturales de interés. Con una longitud de 
19 km, esta antigua traza ferroviaria ha sido acondicionada para su uso peatonal y ciclista y dotada de un firme 
asfáltico con tratamiento “slurry” que permite su integración paisajista. Su recorrido discurre íntegramente por 
el interior del Parque Natural Sierra Norte de Sevilla, y conecta dos espacios declarados Monumento Natural, 
las Cascadas del Huéznar y el Cerro del Hierro. 
Esta infraestructura es gestionada directamente por la dirección del Parque Natural, y su primer tramo, de 
unos 4 kilómetros, transcurre por una vía pecuaria. Constituye por tanto un modelo de como diferentes ele-
mentos territoriales tales como espacios naturales protegidos, vías pecuarias y antiguos trazados ferroviarios 
pueden integrarse para proporcionar nuevas soluciones conectivas.
Fuente: Consejería de Medio Ambiente y Ordenación del Territorio, Junta de Andalucía, 2016.
5.1.6.3 Sistemas de alto valor natural
La Ley 33/2015 que modifica la Ley 42/2007 de Patrimonio 
Natural y Biodiversidad incorpora en su Título I, Capítu-
lo III,  el marco estratégico de la Infraestructura verde y 
de la conectividad y restauración ecológicas. Además de 
enunciar los objetivos y las tareas a desarrollar a nivel na-
cional y autonómico para la elaboración de la estrategia 
citada, establece en el punto 3 del artículo 15  los espacios 
que deberán tener especial consideración, entre otros, 
para la planificación de la infraestructura verde.
En el enunciado de estos espacios se incluye a “los sis-
temas de alto valor natural originados como consecuen-
cia de las buenas prácticas aplicadas por los diferentes 
sectores económicos”
En el contexto citado se identifican estos sistemas 
como aquellos que son resultado de la acción humana en 
el territorio con el objetivo de desarrollar una actividad 
productiva  cuya implantación  ha supuesto el desarrollo 
de prácticas sostenibles, que colaboran con los objetivos 
trazados para el sistema de componentes que conforman 
la Infraestructura Verde (conectividad, funcionalidad eco-
sistemas, mitigación y adaptación al cambio climático, 
restauración ecosistemas...).
La agricultura de alto valor natural
El concepto de agricultura de Alto Valor Natural se ha 
ido acuñando y desarrollando desde la década de los no-
venta en la UE (High nature value farming, HNVF) para 
referirse a las actividades agrarias que por sus caracte-
rísticas y formas de manejo del territorio mantienen un 
alto nivel de biodiversidad y contienen además especies 
o hábitats de interés para la conservación, centrando sus 
objetivos en la puesta en valor de estos sistemas produc-




El concepto de SAVN está asociado  a espacios agríco-
las con presencia de vegetación natural, mosaicidad de 
los usos del suelo, utilización casi nula de fertilizantes, fi-
tosanitarios o altas cantidades de recursos energéticos e 
hídricos, etc. a diferencia de los sistemas intensivos cuyas 
prácticas pretenden mayor eficiencia y rendimiento en las 
producciones y que son una de las más importantes cau-
sas de pérdida de biodiversidad a nivel mundial.
No obstante el concepto de sistemas de alto valor 
natural (SAVN) ha ido evolucionando de forma que a los 
sistemas agrarios se han ido incorporando los forestales.
Como causa de la toma de atención en esta cuestión 
se ha puesto el énfasis en la promoción de políticas comu-
nitarias que supongan el freno a la pérdida de diversidad 
biológica causada por la agricultura, centradas en la PAC 
(Política Agrícola Común) y en el PDR (Programa de De-
sarrollo Rural).
Mientras otros elementos o sistemas susceptibles de 
formar parte de la infraestructura verde están acotados 
y caracterizados en su papel en la red ecológica del te-
rritorio, y en gran medida sometidos a regulaciones es-
pecíficas para su protección y mejora, la identificación y 
caracterización de los espacios de alto valor natural, no 
está adoptada o consensuada definitivamente a nivel eu-
ropeo y nacional.
Con respecto a la identificación y caracterización de 
estos sistemas agrarios desde la Agencia Europea de Me-
dio Ambiente (EEA) se ha desarrollado una metodología 
para identificar los territorios agrícolas y forestales de 
alto valor natural, basada en valores naturales (cubierta 
vegetal y biodiversidad) que ha permitido obtener unos 
resultados cuantitativos y unos patrones de distribución 
para el conjunto de los Estados Miembros de la UE (Figu-
ra 14: probabilidad de Zonas agrarias de alto valor natural 
HNV. Fuente JRC. 2008).
En estos resultados estimados para el año 2008, se 
advierte una importante probabilidad de existencia de 
zonas agrarias de alto valor natural en España, donde cer-
ca del 55% de la superficie agraria útil tiene un alto valor 
natural (13 millones de hectáreas), lo que supone ocupar 
un lugar prioritario frente a gran parte del resto de terri-
torios europeos.
En el ámbito nacional, la Dirección General para la Bio-
diversidad del Ministerio de Medio Ambiente realizó un 
informe en 2007, que desarrolla el diagnóstico sobre la 
situación de la biodiversidad en el medio agrario,  indica 
las causas principales de los problemas de pérdida de bio-
diversidad y aporta recomendaciones y medidas para pa-
liar dichos problemas. Aunque han pasado algunos años 
del estudio, todo indica que algunas de las causas per-
manecen y aún se han intensificado estas tendencias de 
orientación de los cultivos: mayor número de explotacio-
nes agrarias intensivas, intensificación de la producción 
ganadera, uso de fertilizantes y fitosanitarios, erosión del 
suelo, consumo de agua,... 
El estudio incluye medidas de conservación tanto des-
de instrumentos de protección de los hábitats vinculados 
al medio agrario, como los incentivos al desarrollo de la 
actividad agraria sostenible o las medidas agroambienta-
les, los pagos compensatorios, etc., a incluir en los dife-
rentes niveles institucionales, desde la reforma de la PAC 
y para el desarrollo rural hasta recomendaciones para la 
participación de la autoridad ambiental autonómica.
El estudio pone de manifiesto que en España en ese 
momento en torno a un 18,5% de superficie propuesta 
para la red Natura 2000 requieren de prácticas agrícolas 
extensivas, concentrándose en 15 provincias las superfi-
cies asignadas a red Natura 2000 en las que un 25% se co-
rresponde con ZAVN.
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Buenas prácticas en agricultura: Agricultura y ganade-
ría ecológica
Entre las buenas prácticas ambientales en la agricul-
tura, cabe destacar los terrenos para cultivos agrícolas y 
ganadería ecológicas.
En España el control y la certificación de la producción 
ecológica es competencia de las comunidades autóno-
mas. Los datos estadísticos referidos al año 2014 del MA-
PAMA (SGCDAE, 2015) se sintetizan en la Tabla 21 donde 
en el año 2014, 1.663.189 ha estaban calificadas o en pro-
ceso de calificación como agricultura ecológica. 
Estos datos están segregados por tipos de cultivos y 
en algunas Comunidades Autónomas las localizaciones 
de las explotaciones están georreferenciadas. Por ejem-
plo en Andalucía existen mapas de distribución geográ-
fica que reflejan los terrenos en producción ecológica en 
soporte GIS, lo que permiten gestionar y cruzar la infor-
mación con otros elementos componentes de la infraes-




tructura verde. La Comunidad Autónoma con mayor nú-
mero de operarios en producción ecológica es Andalucía 
(Figura 15).
Identificación de SAVN en España
Desde la Dirección General de Agricultura de la UE se 
recomendaron las directrices para la obtención de indi-
cadores, elaboradas por el Instituto Europeo de Política 
Ambiental (IEEP) que permitieran establecer el valor na-
tural de las superficies agrarias (Guidance document. The 
application of the High Nature Value. Impact Indicator). El 
objeto de este documento está dirigido a orientar a los in-
dicadores de impacto dirigidos a evaluar el mantenimien-
to de las tierras agrícolas y forestales de elevado valor na-
tural, que viene a evaluar el impacto de los programas de 
desarrollo rural (2007-2013) sobre la biodiversidad.  
En España el Ministerio de Medio Ambiente y el Me-
dio Rural y Marino realizó en 2011 a través del Instituto de 
Investigación en recursos Cinegéticos del CSIC, el trabajo 
“Modelización de las áreas agrarias y forestales de alto 
valor natural” (Olivero et al., 2011) haciendo una adapta-
ción de las pautas europeas citadas para caracterizar los 
SAVN de los específicos sistemas agrarios españoles. El 
estudio desarrolla un modelo que le permite identificar 
los SAVN en España, con la utilización de descriptores 
que una vez acordados por el conjunto del estado permi-
te  comparar los diferentes niveles de valor natural de los 
espacios. El estudio aporta valores para cada Comunidad 
Autónoma.
Del informe se deriva la existencia de amplias áreas 
con alto valor natural que sitúan a nuestro país en lugar 
preponderante a nivel comunitario. Este alto valor carac-
terizado a nivel general por la existencia de especies aso-
ciadas al medio agrario o especies de interés de conserva-
ción normalmente está relacionado con áreas extensivas 
y con la existencia de vegetación natural en ellas,  lo que 
supone que la continuidad de los valores en cuanto a di-
versidad de especies y hábitats depende en gran manera 
de la continuidad de modelos agro-ganaderos poco in-
tensivos. Se identifican gran variedad de este tipo de es-
Tabla 21. Superficie (ha) dedicada a la agricultura ecológica por Comunidades Autónomas en 2014.
SUPERFICIE DE AGRICULTURA ECOLÓGICA (ha). Año 2014 
 Comunidad Autónoma  
 Calificada en 
primer año de 
Prácticas (a)  
 Calificada en 
conversión (b)  
 Calificada en 
agricultura  
ecológica (c)  
 SUPERFICIE 
TOTAL (a+b+c)  
ANDALUCÍA  70.279,6365 22.584,7338 760.629,8685 853.494,2388
ARAGÓN  3.530,5900 2.123,1900 47.507,2100 53.160,9900
ASTURIAS  687,4765 643,6175 14.832,1494 16.163,2434
BALEARES  771,7127 1.433,5530 23.235,6775 25.440,9432
CANARIAS  391,0832 465,7419 8.325,6453 9.182,4704
CANTABRIA   222,0000 3.445,6283 3.667,6283
CASTILLA-LA MANCHA  7.483,8700 11.080,7000 266.034,9800 284.599,5500
CASTILLA Y LEÓN  4.987,2508 1.925,9803 21.850,4750 28.763,7061
CATALUÑA  22.898,1789 9.002,6169 73.905,0385 105.805,8343
EXTREMADURA  16.528,3562 15.635,4900 48.547,8150 80.711,6612
GALICIA  315,5698 473,5607 12.747,2737 13.536,4042
MADRID  429,7329 1.627,4363 6.289,4517 8.346,6209
MURCIA  2.139,9400 1.780,3100 53.619,9000 57.540,1500
NAVARRA  9.060,1200 969,1850 54.514,7840 64.544,0890
LA RIOJA  200,2349 334,7898 3.905,2435 4.440,2682
PAÍS VASCO  358,3600 454,8200 2.061,1900 2.874,3700
COMUNIDAD VALENCIANA  1.279,7899 2.095,6984 47.541,5067 50.916,9950
TOTAL NACIONAL (ha) 141.341,9023 72.853,4236 1.448.993,8371 1.663.189,1630
Fuente: SGCDAE, 2015
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pacios en España: los mosaicos de cultivos extensivos de 
secano, terrenos con producciones extensivas de cultivos 
leñosos en secano como los viñedos, los olivares, frutos 
secos, la ganadería extensiva que utiliza los terrenos de 
prados con pastos no sembrados ni fertilizados, o los pai-
sajes de dehesa que cubren una importante superficie en 
producción agro-ganadera del país. 
La Figura 16, contenida en el citado estudio, muestra 
las zonas agrarias y forestales de alto valor natural, (con-
siderando según las hipótesis de identificación que son 
zonas que tienen un valor natural más alto que la media 
más un tercio de la desviación estándar, calculadas para 
la zona biogeográfica correspondiente: mediterránea, 
eurosiberiana, zonas insulares). Se distinguen también 
las zonas cuyo valor natural se estima alto debido, simul-
táneamente, a sus particularidades como medio agrario y 
como medio forestal.
Sistemas de Alto Valor Natural (SAVN) y Red Natura 
2000 (RN2000)
Es de destacar la aportación que el estudio realiza so-
bre la relación existente entre las AVN y RN2000. Se pre-
senta el resultado para ambos modelos por separado de 
valor natural agrario y el forestal. Por una parte, se refie-
ren a datos sobre el valor natural medio de las zonas AVN 
ubicadas en espacios de la red Natura 2000, y por otra 
parte, se  aportan datos sobre el porcentaje de AVN que 
se localiza dentro de los espacios de la red Natura 2000 
(Figura 17 y Tabla 22).  
Tal y como se deduce de los datos anteriores, en tor-
no al 40% de las zonas forestales de alto valor natural se 
encuentran dentro de la red Natura 2000. En cambio, me-
nos del 30% de las zonas agrarias de alto valor natural se 
integran en la RN, fundamentalmente en zonas llanas y 
campiñas (por ejemplo, La Serena y los llanos de Cáceres 
Figura 15. Número de operarios dedicados a la agricultura ecológica 




Figura 16. Estimación de las Zonas de Alto valor Natural identificadas en el territorio español. Fuente: 
Olivero et al., 2011
Tabla  22. Relación porcentual de solapamiento entre los SAVN, la red Natura 2000 
y el conjunto del territorio español.
Agrario Forestal Total
Valor natural, promedio en RN2000 31.2 29.8 -
Valor natural, promedio en España 28.8 27.0 -
% zonas de alto valor en RN2000 28.9 41.3 34.4
Fuente: Oliveiro et al., 2011
y de Alcántara en Extremadura, las estepas de Belchite y 
de la margen derecha del Ebro en Aragón, las Bárdenas 
Reales en Navarra, Humada y Peña Amaya en Castilla y 
León, Campiñas de Sevilla en Andalucía), aunque tam-
bién en áreas relativamente montañosas como el Cabo 
de Gata y las sierras Subbética, Nevada y de Loja en An-
dalucía, Cap de Creus en Cataluña, y las sierras del Negre-
te y de Martés en la Comunidad Valenciana. En las Islas 
Canarias, la mayor parte de las zonas forestales de alto 
valor natural están protegidas, así como una representa-
ción importante de las zonas valiosas del medio agrario. 
Las Comunidades Autónomas en las que existe un solapa-
miento menor entre áreas de la red Natura 2000 y zonas 
de alto valor natural son Galicia y las Islas Baleares.
A pesar del avance que supone este trabajo en cuan-
to a desarrollo de un modelo para identificar el valor de 
este tipo de sistemas agrarios y forestales, para el marco 
2014-2020 no se ha desarrollado el concepto de los SAVN 
y por tanto no se han implementado las posibilidades de 
apoyo específico a través del Reglamento 1305/2013 del 
FEADER.
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Identificación de los SAVN a nivel autonómico
Existen  experiencias aisladas que han iniciado en el 
ámbito de las CC.AA. un avance en la identificación y valo-
ración de los SAVN. 
Por ejemplo, el Gobierno de Navarra elaboró un tra-
bajo de identificación y monitorización de los sistemas 
agrarios y forestales de alto valor en Navarra, con el obje-
tivo de realizar el seguimiento y la evaluación del impacto 
económico, social y ambiental que tiene la aplicación del 
PDR de Navarra 2007-2013. Entre los indicadores para rea-
lizarlo se encuentra el relacionado con los SAVN.
El trabajo permitió la selección de zonas identificadas 
como de alto valor natural, y su clasificación en función 
del manejo de gestión sostenible. Finalmente se realizó el 
planteamiento de los indicadores que permiten reflejar la 
situación actual y la evolución de los sistemas identifica-
dos, y  calcular el impacto de las medidas del PDR sobre 
estos sistemas.
En otras Comunidades Autónomas no se ha llegado a 
avanzar en este sentido.
Recomendaciones 
- Para evitar procesos de abandono o reconversión 
hacia prácticas agrícolas donde se afecte negativa-
mente a la biodiversidad, de la gran parte de los 
AVN que no están cauteladas por regímenes de 
protección específicos, será preciso aumentar o 
ajustar las medidas existentes para frenar dichos 
procesos.
- Vincular este tipo de delimitaciones geográficas 
con figuras de reconocimiento diferenciado de los 
productos de manera que pueda haber un apoyo 
diferenciado por parte de la sociedad vía consumi-
dores, etc.
- La identificación de SAVN es competencia autonó-
mica y debería basarse en el establecimiento de 
criterios de buena salud medioambiental de los 
ecosistemas, más allá de consideraciones estricta-
mente  económicas.




5.1.6.4 Espacios “verdes”/”libres” en ámbitos 
territoriales, periurbanos y urbanos 
La estrategia de la UE sobre la Biodiversidad señala para 
la consecución de sus objetivos la promoción de una in-
fraestructura verde tanto en las zonas rurales como las 
urbanas (CE, 2014).
La comunicación, COM (2013) 249 final de la Comisión 
Europea: “La infraestructura verde, mejora del capital na-
tural de Europa” ahonda en el interés de las soluciones 
de infraestructuras verdes en los entornos urbanos don-
de vive más del 60% de la población de la UE y donde la 
aportación de Servicios Ecosistémicos es aún más necesa-
ria, desde beneficios para la salud, para el fortalecimiento 
comunitario, beneficios físicos, psicológicos y emociona-
les; beneficios económicos, y en general  la mejora de la 
calidad de vida urbana.
En las orientaciones para el desarrollo de una infraes-
tructura verde en la UE de la citada comunicación, se 
comenta que en la mayoría de los ámbitos sectoriales 
relativos al desarrollo regional, cambio climático, gestión 
de riesgos de catástrofes, agricultura/silvicultura y medio 
ambiente, la contribución de la infraestructura verde ya 
está reconocida, pero lo que se necesita es garantizar que 
pase a ser un elemento normalizado de la ordenación del 
territorio y del desarrollo territorial y que se integre ple-
namente en la aplicación de esas políticas. Es por ello que 
una revisión a los  contenidos en los instrumentos de la 
ordenación del territorio proporciona pautas sobre los 
elementos que potencialmente pueden formar parte de 
la infraestructura verde.
Planificación Territorial
Según lo comentado anteriormente, los elementos 
territoriales de la infraestructura verde, se deben con-
vertir en elementos normalizados de la ordenación del 
territorio y del desarrollo territorial, donde concurren la 
aplicación de las políticas territoriales y sectoriales (ener-
géticas, ambientales, transporte, agricultura, etc.). Y es 
en las diferentes escalas nacional, regional y local donde 
se desarrolla su implementación.
La planificación territorial  es una competencia de las 
Comunidades Autónomas en el Estado español, pero es 
en las nuevas regulaciones normativas autonómicas, o en 
la última generación de Planes de Ordenación Territorial, 
elaborados incluso en el marco jurídico de leyes más an-
tiguas, donde se advierte esta nueva visión de sistemas 
verdes con funciones propias de infraestructura verde: 
fomento de la conectividad ecológica, mejora de la bio-
diversidad, provisión de servicios ecosistémicos, o como 
instrumentos para mitigar y adaptarse al cambio climá-
tico.  Aspectos por ejemplo como la conectividad están 
imbricados en las políticas territoriales que coordinan 
otras políticas sectoriales con incidencia sobre el territo-
rio (transportes, actividades económicas, etc.), pero en 
general se ha venido observando una cierta desconexión 
de las políticas territoriales con las políticas de conserva-
ción de la naturaleza.
Son las nuevas legislaciones relacionadas con la or-
denación del territorio las que se han hecho eco especí-
fico de la Agenda Territorial de la UE 2020, que propone 
el desarrollo integrado de las ciudades y zonas rurales 
mediante la mejora de su conectividad y accesibilidad a 
través de la salvaguarda de sus valores naturales, funcio-
nes ecológicas y servicios. Cabe destacar a nivel español 
la Ley 5/2014 de 25 de julio de Ordenación del Territorio, 
Urbanismo y Paisaje, de la Comunitat Valenciana, donde 
se configura la Infraestructura verde como una red inter-
conectada de los espacios de mayor valor ambiental, cul-
tural y visual que vertebra el territorio y condiciona pre-
viamente la planificación territorial y municipal, y supone 
la planificación y gestión a escala.
En España, la Planificación Territorial, por lo general, 
supone el despliegue de una variada instrumentación 
para la Ordenación del Territorio referido al ámbito regio-
nal, a ámbitos subregionales, o ámbitos específicos del 
territorio, donde se integran gran parte de los elementos 
potenciales de formar parte de la infraestructura verde a 
escala territorial. 
Estos planes de ámbito o interés supralocal, incluyen, 
entre otras, indicaciones sobre zonas para la compatibi-
lización de usos en orden a la mejora y protección de los 
recursos naturales, del paisaje y del patrimonio histórico 
y cultural. Todo el sistema resultante para la mejora y pro-
tección del territorio citado, se caracteriza por las delimi-
taciones y/o regulaciones de los espacios, dependiendo 
de las escalas regionales o subregionales.
En España los Instrumentos de ordenación territorial 
se pueden tipificar de la siguiente manera:
- Directrices  o Planes de  Ordenación  del Territorio 
de  las  Comunidades Autónomas (por ejemplo, el 
POTA).
- Planes Territoriales sectoriales de las Comunida-
des Autónomas.
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- Planes de Ordenación del Territorio a escala subre-
gional o comarcal.  
- Instrumentos de planificación territorial o urbanís-
tica de ámbitos o elementos de interés supralocal 
(como Planes de Ordenación del Litoral, Planes 
Especiales de determinados ámbitos territoriales, 
p.e. Parques fluviales).
 Los Planes con cobertura regional, normalmente in-
cluyen estrategias y directrices sobre las que desarrollar 
un sistema de espacios verdes a las diferentes escalas del 
territorio que sirven de orientación para la planificación 
territorial y urbanística. 
Sirva como ejemplo el Plan de Ordenación del Territo-
rio de Andalucía (POTA) donde se establecen las siguien-
tes determinaciones de interés para la constitución de la 
infraestructura verde:
[Se define el siguiente nivel de prestaciones de 
equipamientos de espacios libres para los 9 Centros 
Regionales de Andalucía: los “Espacios libres me-
tropolitanos” (Parques metropolitanos, Parques 
periurbanos, Redes de articulación de los sistemas 
de espacios libres metropolitanos), cuyo desarrollo 
corresponde a los Planes de Ordenación Territorial 
de ámbitos subregionales (POT). Para la extensa red 
de ciudades medias de Andalucía se orienta hacia la 
generación de espacios libres supramunicipales, que 
incluye los Parques urbanos, parques periurbanos, 
redes de articulación del sistema de espacios libres 
supramunicipales, cuyo desarrollo corresponde igual-
mente a los POT.
El POTA reconoce los componentes del sistema 
Patrimonial territorial de Andalucía integrando el 
conjunto de espacios RN2000, RENPA, Los espacios 
incluidos en el catálogo de espacios y bienes protegi-
dos de los Planes especiales de protección del medio 
Físico de ámbito provincial, o en su caso los suelos no 
urbanizables calificados de especial protección por el 
planeamiento territorial o urbanístico, las zonas de 
DPH y DPMT, las vías pecuarias y otros caminos natu-
rales, inventarios de georecursos y humedales, y una 
serie de elementos y conjuntos valedores de protec-
ción cultural .
Aunque este Plan aprobado en el año 2006 no 
contempla expresamente el concepto de infraestruc-
tura verde sí que establece los criterios de estos es-
pacios para la planificación territorial y urbanística en 
cuanto a la mejora cualitativa del diseño de las zonas 
verdes y los espacios libres de carácter metropolitano 
o supralocal, contemplándolos en su triple condición 
de dotación urbana para el uso público, recurso am-
biental y recurso en la ordenación, donde ya se inclu-
yen  criterios de mantenimiento de hábitats naturales 
y el tratamiento de espacios intersticiales que eviden-
temente colaboran con la conectividad (setos, lindes, 
riberas).]
La planificación integral de ámbito subregional se 
realiza a través de instrumentos de ordenación territo-
rial cuyo objetivo, entre otros, es la identificación de zo-
nas de protección y mejora del paisaje, de los recursos 
naturales y del patrimonio histórico y cultural. Es en es-
tas zonas donde se establecen las compatibilidades de 
los usos del territorio para conservar y potenciar estos 
valores.
Con carácter general se incluyen los siguientes espa-
cios: 
a. Espacios de protección ambiental 
b. Espacios de protección territorial 
c. Red de espacios libres
Los espacios de protección territorial normalmente 
obedecen a  valores paisajísticos, valores  naturales o se-
minaturales, recursos culturales, etc. se añaden a los ya 
cautelados ambientalmente. Son suelos protegidos sus-
ceptibles de formar parte de la infraestructura verde cuya 
identificación por parte de las CC.AA. es necesario para 
suplementar las denominadas áreas núcleo o en todo 
caso formar parte de las áreas de amortiguación que pro-
tegen la red ecológica. 
En la escala nacional son de interés los terrenos cita-
dos que están vinculados o próximos a espacios incluidos 
en la red Natura 2000.
 La red de espacios libres de interés supralocal puede 
integrar parte de los terrenos nombrados anteriormen-
te tanto de protección ambiental como territorial, inclu-
yendo otra serie de espacios con diversa denominación y 
funcionalidad en la estructuración del territorio: parques 
metropolitanos, parques fluviales, parques litorales, par-
ques asociados a recursos culturales, parques forestales, 
parques comarcales, infraestructuras para el disfrute y la 
observación del paisaje, itinerarios recreativos, itinerarios 
paisajísticos, etc. 
En cada plan se conforman modelos de ordenación 
del sistema verde que denominados en determinados 
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ámbitos territoriales anillos verdes metropolitanos, ani-
llos verdes urbanos, estrategia verde, o como alusión a 
un sistema estructurante de espacios libres.
Esta red tiene una importancia a nivel subregional y 
regional y su funcionalidad normalmente está asociada 
con la referida a la infraestructura verde. Sin embargo, 
habría de valorarse a nivel de cada CCAA según su inci-
dencia en la inclusión en la escala de la estrategia nacio-
nal. En este sentido parece adecuado que los espacios 
derivados de los Planes de las aglomeraciones urbanas o 
áreas metropolitanas, en todo caso una vez selecciona-
do el rango adecuado (población u otro tipo de índice), 
pudieran formar parte de la estrategia nacional, pasando 
a engrosar el resto de espacios de los planes de centros 
comarcales o ciudades medias, la estrategia regional.
La obtención de datos sobre los sistemas supralocales 
de interés citados para formar parte de la infraestructura 
verde es compleja, dada la variedad de instrumentos que 
los regulan y de elementos que los constituyen. No obs-
tante se podría hacer una caracterización o lista previa 
para a partir de ésta, identificar o mapear estos sistemas 
sobre el territorio, independientemente de la valoración 
homogénea de valores (desconocidos) relativos a la bio-
diversidad y al estado de los ecosistemas presentes, así 
como la cuantificación real o potencial de provisión de 
bienes públicos relacionados con la salud, la seguridad, 
los beneficios sociales y ambientales.
Planificación Urbanística
En cuanto a la planificación urbanística se define 
como modelo de ordenación que emana de cada muni-
cipio. El sistema de instrumentos urbanísticos de la pla-
nificación en España desde hace pocas décadas viene 
superando el concepto de ordenación exclusiva de los 
núcleos urbanos  abordando la integración del espacio 
rural y el urbano, donde los sistemas verdes del espacio 
urbano se configuran como las infraestructuras verdes 
que integran las ciudades en el contexto ambiental del 
territorio.
La legislación a nivel estatal no tiene incidencia especí-
fica sobre las alternativas a los sistemas, espacios verdes 
o estrategias en relación a elementos urbanos verdes, 
aunque está vigente el Reglamento de Planeamiento del 
año 1978 que establece los estándares mínimos subsidia-
riamente a la legislación de las CC.AA.
La legislación urbanística regional es la competente en 
establecer los modelos y requisitos. En este sentido cabe 
señalar que la ordenación estructural de los municipios 
incluye un conjunto de sistemas generales entre los que 
se encuentra el sistema general de Parques, Jardines y Es-
pacios Públicos, donde tradicionalmente los estándares 
mínimos que tiene que cubrir un municipio con respecto 
a la reserva para estos suelos (depende de cada CC.AA.) 
se encuentran en torno a 5-10m²/habitante, o en paráme-
tros de edificabilidad residencial: alrededor de 5-10m²/40 
m² de techo residencial. A estas cifras se deben añadir los 
denominados sistemas de parques y jardines de ámbito 
local que atienden a barrios o áreas concretas del muni-
cipio, y que para los nuevos barrios residenciales gira en 
torno al 10% del total de la superficie del sector. 
Estos valores ofrecen una aproximación a la impor-
tante superficie que un municipio debe reservar de suelo 
para espacios libres públicos. Recordamos que la OMS 
recomienda 10m2/habitante para los ámbitos urbanos. En 
general, este conjunto de espacios de interés municipal 
o local responden a un concepto de espacio verde como 
equipamiento al servicio del esparcimiento, socialización, 
ejercicio físico, juegos, contacto con la naturaleza, etc., 
pero es en la concepción del urbanismo más moderna y 
de los espacios públicos en particular, desde la perspec-
tiva de la salud y la educación, desde donde se han ido 
generando espacios libres públicos con mayores conno-
taciones de “naturalidad” que pueden responder más al 
concepto de infraestructura proveedora de bienes para 
la salud (sombra, aire fresco, provisión alimentos, espa-
cios de educación y conocimiento, etc.).
La infraestructura verde periurbana
El cambio de concepto de espacio o zonas verdes 
como equipamiento a infraestructura verde, tiene su ma-
yor repercusión en las áreas suburbanas, dado que son 
estas zonas las receptoras de las funciones biológicas de 
las ciudades. 
El espacio suburbano es complejo y difícil de caracteri-
zar pero podríamos centrar el diagnóstico en el consumo 
excesivo de suelo de las actividades de lógica urbana que 
no tienen cabida en la ciudad, el incremento de infraes-
tructuras que encuentran es este ámbito el único espacio 
para su implantación, la movilidad excesiva que supone 
altos niveles de contaminación, la desnaturalización de 
los elementos naturales del territorio tales como la red 
de drenaje superficial, los elementos de valor cultural o 
etnológicos asociados normalmente a las prácticas tra-
dicionales agrícolas, la contaminación de los suelos, etc. 
Coexisten no obstante espacios que aún conservan el ca-
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rácter natural y el cultural que remite a la presencia de 
actividades rurales cercanas a la ciudad normalmente de 
aprovisionamiento de alimentos.
Es en estos espacios donde se pueden identificar ele-
mentos importantes para formar parte de la infraestruc-
tura verde a nivel municipal o inclusive regional: sistemas 
de regadíos tradicionales (acequias, balsas, charcas); hile-
ras arboladas de caminos rurales; setos, sotos, y linderos 
con vegetación natural; áreas inundables, vegetación que 
acompaña a infraestructuras de la movilidad, etc. Cabe 
destacar la importancia en estos ámbitos de los ecosis-
temas agrícolas tradicionales que además de aportar be-
neficios económicos y sociales como el mantenimiento 
de rentas agrarias y el empleo y la conservación de unas 
formas de vida, sirve como soporte de la función identi-
taria del paisaje y del conjunto de servicios ambientales 
así como el mantenimiento y preservación de procesos 
biológicos y de la biodiversidad. Estos espacios agrarios 
que mantienen estas características aunque se hallen en 
espacios periurbanos deberían ser identificados por cada 
CC.AA. para formar parte de la infraestructura verde in-
cluso a nivel nacional, como por ejemplo, en Andalucía, La 
Vega de Granada, La vega del Andarax,  etc. 
La infraestructura verde urbana
Además de los espacios públicos contenidos en la pla-
nificación urbanística ya citados, podemos encontrar es-
pacios de importancia en la infraestructura verde a nivel 
local en el ámbito urbano: los jardines y patios particula-
res, las cubiertas y fachadas verdes, los espacios de agua 
(estanques, fuentes), los arbolados de las calles urbanas, 
los huertos urbanos, los  equipamientos urbanos con es-
pacios libres verdes (docentes, cementerios, deportivos, 
culturales, zonas de aparcamientos con verde), y en ge-
neral cualquier tipo de superficie permeable con capaci-
dad para soportar algún tipo de vegetación.
Una propuesta desglosada de elementos de infraes-
tructura verde urbana sería la siguiente (Del Pozo & Rey, 
2016):
1. Ámbito urbano y periurbano ámbito natural, se-
minatural y rural:
- Zonas verdes públicas, parques urbanos y periur-
banos
- Espacios abiertos urbanos: plazas, bulevares
- Parques forestales 
- Zonas verdes privadas y patios
- Arbolado urbano, setos vivos y arbustos
- Cubiertas y fachadas vegetales
- Huertos urbanos 
- Jardines y huertos comunitarios 
- Canales y arroyos urbanos 
- Vías pecuarias 
- Cementerios 
- Paseos marítimos 
- Estanques y balsas de inundación 
- Ríos y arroyos 
- Vías verdes y ciclistas
- Infraestructuras lineales
- Áreas agrícolas periurbanas
- Vertederos
- Zonas verdes de centros deportivos y educativos
- Aparcamientos
- Espacios vacíos y degradados, “descampados”
- Canteras y graveras abandonadas
- Sistemas de drenaje urbano, cunetas y estan-
ques de retención
2. Ámbito natural, seminatural y rural
- Parques Nacionales
- Parques Naturales, Áreas protegidas, ZEPA, LIC, 
etc.
- Areas forestales y Montes de Utilidad Pública
- Red hidrológica: Embalses, lagos, pantanos
- Red hidrológica: Ríos, arroyos y llanuras aluviales
- Litorales, marismas, humedales y dunas
- Campos agrícolas
- Vías pecuarias, cañadas reales y vías verdes
- Prados, setos y eriales
- Infraestructuras lineales
- Anillos verdes
En este sentido hay ciudades que están desarrollando 
estrategias para el fomento de la infraestructura verde 
urbana, entre las que cabe destacar la de Vitoria-Gazteiz, 




5.1.7 Distribución a las diferentes escalas del 
territorio de los espacios susceptibles de 
formar parte de la infraestructura verde
Sobre lo dicho cabe sintetizar el conjunto de espacios li-
bres o verdes citados susceptibles de formar parte de la 
infraestructura verde a las diferentes escalas. Es el caso 
de: 
• Espacios/elementos con presencia de agua:
• Espacios libres asociados a los elementos del sis-
tema hídrico (parques fluviales, itinerarios fluvia-
les).
- Se asignarán a la escala nacional los corres-
pondientes a elementos de la red primaria, o 
en  caso de duda los correspondientes  a  sis-
temas libres en el ámbito de las aglomeracio-
nes urbanas.
- Se asignarán  a la escala regional el resto de 
espacios
• Sistemas de regadíos tradicionales.
- Se asignarán a la escala nacional los sistemas 
que aún conservan en su mayoría la funcio-
nalidad sin utilización de grandes aportes 
energéticos, y soportan espacios agrarios pe-
riurbanos de superficie relevante vinculados 
a aglomeraciones urbanas. (p.e. Vega de Gra-
nada, Huerta Valenciana, Parque agrícola del 
Llobregat, etc.)
- Se asignarán a la escala regional el resto de 
espacios de similares características que las 
del punto anterior en el resto de ámbitos.
• Terrenos protegidos del litoral, itinerarios y pa-
seos marítimos, con superficies arboladas, y sue-
los permeables.
- Se asignan a la escala nacional los correspon-
dientes a suelos de protección por planes de 
ámbito regional. Por ejemplo Plan de protec-
ción corredor litoral de Andalucía. También 
paseos o espacios marítimos urbanos o pe-
riurbanos de aglomeraciones urbanas.
- El resto de espacios se asignan a la escala re-
gional o local, dependiendo de su superficie y 
ámbito de desarrollo.
• Balsas y humedales no identificados en el inven-
tario de humedales de la CCAA.
- Se asignarán a la escala regional o local de-
pendiendo de su superficie e incidencia.
• Espacios concebidos como parques, jardines, iti-
nerarios, componentes del sistema de espacios 
libres de carácter territorial o el sistema  de espa-
cios libres municipal:
• Espacios libres de parques, zonas verdes o jardi-
nes públicos,…
- Se asignarán a la escala nacional los sistemas 
contenidos en planes de ámbito supramunici-
pal de las aglomeraciones urbanas identifica-
das como centros regionales.
- Se asignarán a la escala regional los sistemas 
contenidos en planes de ámbito supramunici-
pal del resto de ámbitos que no son centros 
regionales. También se asignarán los sistemas 
de espacios libres de los planes de ordena-
ción municipal, de los municipios de aglome-
raciones urbanas.
- Se asignarán a la escala local  el resto de sis-
temas generales  de ámbitos no metropolita-
nos y los sistemas locales.
• Itinerarios recreativos, paisajísticos, caminos his-
tóricos, caminos rurales, etc.
- Se asignarán a la escala nacional la red de 
caminos de los planes de ordenación del te-
rritorio de los ámbitos metropolitanos, y de 
estos exclusivamente los coincidentes con 
vías verdes y vías pecuarias o con itinerarios 
históricos que contengan recursos de alto va-
lor cultural.
- Se asigna a la escala regional los caminos defi-
nidos en el punto anterior, aunque no coinci-
dan con VV o VVPP verdes.
- Se asignan a la escala local el resto de sendas 
urbanas, caminos etc del planeamiento muni-
cipal
• Espacios agrícolas periurbanos o urbanos. Se ten-
drán en cuenta exclusivamente aquellos espacios 
que tengan una protección por la planificación te-
rritorial o urbanística en base a sus valores agra-
rios. 
• Espacios agrarios periurbanos.
- Se asignarán a la escala estatal los espacios 
agrarios con un importante valor territorial 
en base a sus valores naturales, sociales, iden-
titarios, construidos, etc. (Huerta Valenciana, 
Vega de Granada), y que se enclavan en ámbi-
tos de aglomeraciones urbanas.
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- Se asignarán a la escala regional los espacios 
descritos en el apartado anterior del resto de 
ámbitos territoriales (Vega del Almanzora, 
Vega del Andarax, etc.).
- Se asignarán a la escala local todo el conjunto 
de espacios agrícolas  que se insertan en los 
intersticios de la ciudad.
• Espacios agrarios urbanos.
- Obedecen a los denominados huertos urba-
nos que se asocian a la escala local.
• Espacios verdes vinculados a la movilidad:
• Vías ciclistas que llevan asociadas espacios per-
meables y vegetados.
- Se asignan a la escala nacional los componen-
tes de redes a nivel nacional o europea: euro-
velo, etc.
- Se asignan a la escala regional el sistema de 
carriles bicis de los planes sectoriales de mo-
vilidad ciclista de las CCAA.
5.2 Conectividad: Situación general e 
identificación de conectores ecológicos
5.2.1 Sobre la situación de la conectividad 
ecológica del territorio en España
A pesar de que en España la Red Natura 2000 cubre una 
parte importante de nuestro territorio, alcanzando un 
30% de la superficie, la propia distribución de los espacios 
Red Natura y la fragmentación existente fuera y dentro 
de los espacios protegidos, determina una necesidad im-
portante de conectividad en el territorio español.
Así, según el estudio del Joint Research Center “Con-
nectivity analysis of Natura 2000 network” que analiza la 
conectividad estructural y funcional de los espacios de la 
Red Natura 2000, España presenta una conectividad fun-
cional entre el 22% de las áreas forestales de Red Natura 
2000, para una especies con una distancia de dispersión 
de 500 m, que se sitúa entre la más bajas de los países 
analizados. Respecto a la conectividad funcional, España 
se encuentra entre los países que menos conectividad al-
canza entre sus zonas Red Natura 2000 (lo que está en 
función del tamaño, número y localización de las zonas 
Red Natura 2000, de la distancia funcional entre espacios 
y de la resistencia de la matriz territorial a la dispersión de 
flora y fauna). Sin embargo hay que decir que este estu-
dio plantea un análisis poco detallado para abarcar el ni-
vel europeo y que no tiene en cuenta otras características 
del territorio como la diversidad de la matriz territorial, 
etc. 
Por este motivo, para alcanzar la conectividad ecoló-
gica en España es necesario ir más allá de la protección de 
la Red Natura 2000 y otros espacios protegidos, además 
de que la propia coherencia de ésta es una premisa de 
la Directiva Hábitat. Además, muchos lugares clave para 
alcanzar la conectividad espacial estarán situados fuera 
de la Red Natura 2000. 
No se cuenta con un diagnóstico global de la conec-
tividad del territorio en España o, dicho de otro modo, 
del grado de fragmentación del territorio, su afección a 
los recursos naturales y necesidades específicas espacia-
les de mejora de la conectividad en nuestro país. Sin em-
bargo, sí se tienen algunas referencias o estudios a más 
pequeña escala, que avanzan en este diagnóstico sobre 
el grado de afección de la conectividad territorial y las ne-
cesidades específicas de recuperación y protección de la 
conectividad que se derivan:
- Estudio de “Key conectors in protected forest area 
networks and the impact of highways. A transna-
tional case study from the Cantabrian Range to 
Western Alps” (Gurrutxaga et al., 2011): En este 
estudio se muestra como las áreas montañosas 
de Pirineos y los Alpes tienen un importante papel 
conector entre áreas protegidas debido a la frag-
mentación existente por el paso de autopistas. Sin 
embargo, en la transición entre la Cordillera Can-
tábrica y los Pirineos y el Macizo Central Francés 
se detecta una importante pérdida de conectivi-
dad entre las áreas protegidas existentes en dicha 
zona, debido a la gran densidad de infraestructu-
ras de transporte existentes. 
- Estudio: “Evaluación de los cambios en la conec-
tividad de los bosques: El índice de Área Conexa 
Equivalente y su aplicación a los bosques de Cas-
tilla y León”: Este estudio muestra que, en gene-
ral, los bosques de Castilla y León aumentaron su 
tamaño y conectividad durante la segunda mitad 
del siglo. Ello indica que las nuevas zonas de bos-
que se situaron de forma que fueron capaces de 
jugar un papel conector beneficioso en términos 
del intercambio de flujos ecológicos entre el resto 
de zonas de hábitat forestal. Durante los primeros 
años del siglo XXI este incremento parece haberse 
ralentizado, detectándose incluso tendencias ne-
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gativas en casi la mitad de las provincias, debido 
en ocasiones a la frecuencia y extensión de fuegos 
forestales, especialmente abundantes en Zamora 
y León.
- Tercer Inventario Forestal Nacional: En el marco del 
Tercer Inventario Forestal Nacional (precursor del 
Mapa Forestal 1:50.000) fueron la base para un in-
forme de conectividad realizado dentro del marco 
del inventario (3IFN). Se realizó por provincias y se 
realizaron análisis específicos del patrón espacial, 
fragmentación y conectividad mayoritariamente 
estructural (usando índices de conectividad estruc-
tural), aunque también se estudió algún índice de 
conectividad funcional (software conefor). Para 
los análisis de conectividad funcional se conside-
raron matrices de paisaje homogéneas (es decir, 
se mostraron figuras distintas sobre conectividad 
para especies con distintas especies de dispersión). 
- Proyecto SISPARES: En el marco de Proyecto SIS-
PARES (Sistema de los Paisaje Rurales Españoles). 
SISPARES se diseñó para evaluar los cambios y 
tendencias en la composición y configuración de 
paisajes (215 muestras de 4 km x 4km). Se compa-
raron cuatro épocas distintas (1956, 1984, 1998, 
2008) mediante la información obtenida por foto-
grafía aérea, se evaluaron los cambios de compo-
sición y distribución de los paisajes y sus repercu-
siones en la conectividad de los paisajes forestales 
con respecto a esas épocas usando el software Co-
nefor (Saura et a. 2011, Martín-Martín 2013). Este 
estudio concluye que en particular, en Castilla y 
León se han producido aumentos notables en la 
conectividad forestal superiores a los que cabría 
esperar por el aumento de la superficie forestal. 
- Proyecto para la provisión de datos forestales y 
servicio de Apoyo al European Foresta Data Cen-
tre, de la Comisión Europea: En el marco del  pro-
yecto para la provisión de datos forestales y servi-
cio de Apoyo al European Foresta Data Centre, de 
la Comisión Europea, se realizó un  Análisis Piloto 
de la Conectividad de los Espacios Forestales Na-
tura 2000 en la Región de Castilla y León, como 
ejemplo para guiar la toma de decisiones de con-
servación y restauración (llevado a cabo por el JRC 
de la Comisión Europea y La Universidad Politéc-
nica de Madrid (coordinado por Santiago Saura, 
2015). En esta evaluación se estudió la distribución 
y configuración de los principales corredores entre 
espacios forestales protegidos en la zona de estu-
dio, así como las implicaciones del uso de distintas 
metodologías y fuentes de datos en la definición 
de corredores. Este informe subraya la importan-
cia de los Montes de Utilidad Pública y las riberas 
como elementos  con un importante papel en la in-
fraestructura verde, debido a su importante papel 
como facilitadores de flujo (permeabilizadores de 
la matriz del paisaje). 
- Informes de evaluación del impacto del Plan Estra-
tégico Nacional de Infraestructuras (2005-2020): 
El Ministerio de Fomento ha elaborado informes 
para evaluar el impacto del Plan Estratégico Nacio-
nal de Infraestructuras (2005-2020), que incluye 
evaluación sobre la conectividad del varias espe-
cies , sobre la cuales la fragmentación de hábitats 
es un factor importante por uno u otros motivos 
(ej. Lince, oso, tejón, marta, corzo). El informe eva-
lúa y clasifica las carreteras respecto a su potencial 
efecto negativo sobre estas especies, además de 
proporcionar ciertas recomendaciones para miti-
gar impactos. Por ejemplo, y en concordancia con 
los marcos legales a este respecto, se han implan-
tado varios pasos de fauna para evitar el efecto ba-
rrera y la fragmentación. Por ejemplo los situados 
en la  A15 (Medinaceli-Soria) o en el AVE (Madrid-
Salamanca).21
5.2.2 Avances en la identificación de 
conectores ecológicos en España
5.2.2.1 Iniciativas autonómicas y subregionales
En España las competencias en conectividad ecológica 
corresponden a las administraciones públicas autonómi-
cas. Las Comunidades Autónomas presentan un desigual 
desarrollo en figuras como los corredores ecológicos. Las 
Comunidades Autónomas que más han avanzado en este 
sentido corresponden a la Comunidad Foral de Navarra, 
País Vasco, Región de Murcia, Andalucía y Principado de 
Asturias, que han definido una red autonómica de corre-
dores ecológicos. Otras Comunidades que han delimi-
tado algún tipo de corredor o han realizado estudios al 
respecto son Andalucía, Comunidad de Madrid, Extrema-
dura, Comunidad Valenciana y Cataluña. 
21 Además, en el enlace adjunto de la web del Departamento de 
Territorio y Sostenibilidad se localizan una relación de estudios 
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A continuación se describen brevemente las diferen-
tes iniciativas de identificación de redes de conectividad, 
aunque es importante aclarar que el grado de desarrollo 
y profundidad de las propuestas de redes de conectivi-
dad en las diferentes CC.AA. es muy diferente entre sí. 
Por ello, la exposición de las distintas iniciativas descritas 
a continuación no pretende situarlas al mismo nivel:
A. País Vasco
En el País Vasco la preocupación por la problemática 
de la pérdida de la conectividad del paisaje se recogió en 
el Programa Marco Ambiental autonómico 2000-2006, 
dentro de la meta de Protección de la Naturaleza y la Bio-
diversidad, donde se propuso el establecimiento de una 
Red de Corredores Ecológicos a escala regional para el 
año 2006. 
De este modo, en 2005 se realizó un estudio para el 
establecimiento de una Red de Corredores Ecológicos de 
la Comunidad Autónoma de Euskadi (en adelante C.A.E.) 
(Gurrutxaga et al., 2005) cuyos objetivos principales fue-
ron:
- Delimitación de una Red regional de Corredores 
Ecológicos que permita la movilidad de la fauna 
sensible a la fragmentación del hábitat a escala 
regional entre espacios de la Red Natura 2000 a 
conectar.
- Proponer un régimen de uso y medidas de gestión 
de los elementos que forman la Red de Corredo-
res, con fines de conservación y restauración de la 
permeabilidad territorial que ésta pueda propor-
cionar.
Otros objetivos particulares fueron:
- Identificación de especies, así como de tipos de 
biotopos que éstas habitan, afectadas por la pro-
blemática de la fragmentación de hábitats en la a 
escala regional.
- Identificación de hábitats que sufren fragmenta-
ción conectables por una red de corredores ecoló-
gicos de ámbito regional.
- Detección de puntos de intersección entre la Red 
de Corredores Ecológicos y la Red de Infraestruc-
turas viarias, identificando puntos críticos y propo-
niendo medidas de permeabilización de barreras.
- Detección de áreas críticas de interacción entre la 
Red de Corredores Ecológicos y el suelo urbano y 
urbanizable.
Uno de los criterios que se han utilizado para estable-
cer esta Red de Corredores ha consistido en la selección 
de espacios-núcleo a conectar, fundamentalmente aque-
llos espacios de la Red Natura 2000 que son los posee-
dores de hábitats-objetivo (tipo de hábitats que pueden 
ver favorecida su conectividad mediante una Red de 
Corredores Ecológicos a escala regional). Con respecto 
al diseño de corredores, se han seleccionado aquellas 
áreas del territorio de mayor potencial conector entre 
los espacios-núcleo, como son los corredores de enlace 
y áreas de enlace. Como elementos lineales que favore-
cen la coherencia de la red se incluyen tramos fluviales de 
especial interés conector, seleccionados en función del 
compromiso de conservación que existe sobre ellos, del 
estado de conservación y grado de ocupación de sus ri-
beras y de su situación geográfica respecto a los espacios 
núcleo y corredores de enlace. Alrededor de los espacios-
núcleo, corredores y áreas de enlace se delimitan zonas 
tampón de amortiguación frente a los posibles impactos 
negativos (“efecto borde”) de la matriz territorial, llama-
das áreas de amortiguación. Por último, aquellas áreas 
degradadas que por su situación geográfica estratégica 
y potencial conector sean importantes de cara a la conso-
lidación de las conexiones, se han hecho llamar áreas de 
restauración ecológica. 
B. Comunidad Foral de Navarra
Navarra definió una red de corredores ecológicos 
como componentes estructurales de un sistema regional 
de áreas protegidas (García & Lekuona, 1998). El objeti-
vo del trabajo fue la identificación mediante análisis de 
información georreferenciada y de ortoimágenes de las 
estructuras del paisaje que pueden tener un papel conec-
tor. El SIG fue la herramienta utilizada para establecer 
automatismos de cálculo y manejar un volumen elevado 
de información. Mediante la superposición de la Red de 
Espacios Naturales de Navarra (RENA) y la aplicación de 
nuevos criterios que permitían identificar los elementos 
lineales que discurren entre los espacios de esta red si-
guiendo una direccionalidad natural, obtuvieron la red 
de corredores biológicos potenciales objetivo. Con la que 
obtuvieron una imagen del sistema natural sostenible de 
Navarra con sus tres componentes básicos: áreas núcleo 
y corredores biológicos.
Para identificar estos elementos de conexión o áreas 
permeables del paisaje, las variables de análisis que se 
utilizaron fueron: usos del suelo, tipo de vegetación, he-
terogeneidad de hábitat, pendiente, orientación, tamaño 
y forma de cada mancha, aislamiento natural y antrópico, 
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fragmentación, presencia de hábitat de interés comuni-
tario, densidad de infraestructuras y propiedad del suelo. 
A cada uno de los mapas generados se le asignó un peso 
específico así como un valor para cada clase, dentro de 
cada mapa. Se obtuvo un mapa final de permeabilidad es-
tructural distribuido en categorías según su aptitud como 
conector.
A partir del mapa de permeabilidad estructural y del 
de espacios naturales prioritarios para la conservación se 
construyó la red de corredores ecológicos.
Finalmente, para la obtención de los trazados de los 
corredores biológicos se superpusieron los siguientes 
mapas:
- Lugares de Importancia Comunitaria y áreas sensi-
bles para la conservación (RENA)
- Permeabilidad estructural del territorio obtenido 
anteriormente
- Red hidrológica con los cursos principales y los 
afluentes principales y secundarios
- Inventario de hábitats de la Red Natura 2000
- Red de vías pecuarias
- Áreas hipsométricas
C. Región de Murcia
La Región de Murcia realizó un informe en 2007 
(ATECMA, 2007), promovido por la Dirección General de 
Medio Natural de la Región de Murcia, con el objetivo de 
diseñar una red de corredores ecológicos que asegure la 
funcionabilidad de las áreas protegidas y aporte coheren-
cia a la Red Natura 2000 de la Región de Murcia. Para ello, 
se realizó un análisis de conectividad para un conjunto 
de hábitats representativos de la Región de Murcia. El re-
sultado de este análisis ha conducido a la identificación y 
caracterización de una red de zonas de alta conectividad 
o corredores ecológicos que permitirían la conexión fun-
cional entre las áreas de la Red Natura en la Región de 
Murcia.
El trabajo de campo fue necesario para reconocer el 
terreno, principalmente para comprobar las característi-
cas de estas áreas en cuanto a ocupación del suelo y po-
sible presencia de elementos de conflicto que no hayan 
sido detectados en el estudio.
En total se obtienen 62 corredores ecológicos, de los 
cuales 11 corresponden a cauces fluviales. La superficie 
total de la red de corredores ecológicos de la región de 
Murcia asciende a 201.717,65 ha, representando cerca de 
un 17,8% del territorio.
La conectividad con las Comunidades Autónomas li-
mítrofes no han podido ser incluidas en el proyecto, pero 
se ha constatado que varios corredores podrían permitir 
la conectividad con otros espacios de la Red Natura 2000 
situados en los límites autonómicos. Además, según el 
planeamiento de ámbito municipal se estima que la ma-
yoría del suelo que forman los corredores es suelo no ur-
banizable.
Algunos puntos de conflicto se han tenido en cuenta 
en este estudio por ser críticos para la conectividad entre 
los que se encuentran las infraestructuras viarias (autovías, 
carreteras, vías férreas), urbanizaciones, usos industriales, 
usos agrícolas y degradación de las riberas fluviales.
En la actualidad, la Comunidad Murciana promueve la 
conexión de los bosques de la Región con otros bosque 
de la cuenca mediterránea para crear un Corredor Verde 
Mediterráneo, en otras palabras, abogan por la construc-
ción de un corredor ecológico mediterráneo para luchar 
contra la deforestación y la degradación de los bosques, 
resolver el problema de la conectividad entre las diversas 
manifestaciones boscosas y favorecer la adaptación de 
los ecosistemas al cambio climático. Una vez desarrolla-
do el Corredor Verde Mediterráneo se potenciará que el 
corredor cruce la costa francesa, bajando hacia Italia para 
crear un Arco Mediterráneo y subiendo hacia el centro y 
norte de Europa, para enlazar con el Cinturón Verde Eu-
ropeo (EuropeanGreenBelt) (Gobierno de Murcia, www.
carm.es).
D. Andalucía 
La información para Andalucía sobre identificación 
de redes de conectividad está incluida  en el apartado 
“5.2.3.2. Planes específicos de fomento de conectividad”.
E. Comunidad de Madrid
La Comunidad de Madrid estableció un conjunto de 
actuaciones sobre las Vías Pecuarias que discurren por 
espacios naturales de la Red Natura 2000 o que sirven 
de conexión entre los distintos espacios, y que se cono-
ce como Plan Vías Natura (Merino y Millán, 2010). Estas 
vías pecuarias forman parte del importante patrimonio 
natural que éstas representan en la Comunidad de Ma-
drid, y que asciende a unos 4200 Km de cañadas, corde-
les, veredas y coladas, auténticos corredores ecológicos 
(Gobierno de la Comunidad de Madrid, www.viaspecua-
riasdemadrid.org).
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La interconexión de la Red Natura 2000 a través del 
dominio público pecuario hace que las vías pecuarias 
de la Comunidad de Madrid participen de forma activa 
en la conservación de la naturaleza. Así, el Plan Vías 
Natura desarrolla actuaciones destinadas a fomentar la 
diversidad biológica y paisajística y la recuperación y la 
restauración de zonas de dominio público fragmentadas 
o degradadas (Gobierno de la Comunidad de Madrid, 
www.madrid.org). 
Las citadas actuaciones se encuadran dentro de cua-
tro líneas principales:
1) Adecuación de vías pecuarias de interconexión
2) Uso público turístico y recreativo
3) Conservación de los recursos naturales
4) Dinamización y sensibilización social
La primera fase del plan se concentra en las cuatro 
grandes cañadas que cruzan  de norte a sur el territorio 
madrileño, desde las alturas serranas a las llanuras man-
chegas. Las actuaciones van dirigidas a preservar la cober-
tura vegetal autóctona de cada lugar y a la señalización, 
al tiempo que se imparten campañas de sensibilización 
sobre el valor de las veredas (Gobierno de la Comunidad 
de Madrid, www.viaspecuariasdemadrid.org).
F. Principado de Asturias
Esta Comunidad también realizó un estudio para el es-
tablecimiento de una red ecológica a través de modelos 
espaciales (García, 2009). Para ello, se tuvo que recabar 
información disponible  sobre la  localización de  especies 
de  fauna  catalogadas de  los últimos años (especies fo-
cales), información sobre su hábitat y área de campeo, 
reconstrucción de su hábitat útil actual y se analizó la car-
tografía de 79 unidades de vegetación actual en el terri-
torio, la situación de los espacios naturales protegidos y 
su zonificación en diferentes niveles de protección. Con 
estos datos, lo que se pretendió fue la construcción de 
información acerca de los puntos calientes de fauna ca-
talogada y la vulnerabilidad de los hábitats actuales de 
éstas. A continuación, se buscaron los sistemas de conec-
tores necesarios para permitir el tránsito biológico entre 
núcleos y romper su aislamiento, para ello se dividieron 
los hábitats de estudio




4) Montaña y transversales
Los tres primeros ecosistemas cumplen la función de 
núcleo y conector, cuyo valor radica en la distribución 
geográfica de las especies que en ellos aparecen. La pro-
puesta final contiene las zonas mejor conservadas de es-
tos tres ecosistemas. Para el resto del territorio se busca-
ron vías de conectividad entre los núcleos clasificándose 
en función de su tamaño, en tres clases, primero empe-
zando la conexión de aquellos de mayor tamaño, hasta 
tenerlos todos conectados a través de corredores.
Se tuvieron en cuenta aquellas infraestructuras y edi-
ficaciones que constituyen áreas de la matriz del paisaje 
con gran resistencia o fricción para la dispersión, que pue-
den funcionar como barreras de tránsito donde se poten-
cian los impactos. Se determinaron dos criterios según la 
densidad de infraestructuras de transporte y el grado de 
alteración de los procesos ecológicos.
Esta propuesta de red representó un 33,9% del total 
de Asturias, incorporando buena parte de la costa, los 
principales cauces fluviales, y las pequeñas zonas húme-
das dispersas por la región, todos los núcleos de hábitat 
de más de 500 ha (grandes y medianos) y los caminos óp-
timos de conexión de los núcleos. Del mismo modo, se 
incorporaron muchos pequeños parches en zonas de alti-
tudes medias y bajas, en las rutas de los corredores, que 
aportan un importante nivel de continuidad. En total, la 
red de conectores entre núcleos supuso un total de 3.873 
Km, el 84,89%, sumando 1.228 Km de cauces fluviales, con 
función de corredor para las especies fluviales estrictas; 
los humedales y el 75% de la costa.
G. Extremadura
Esta Comunidad es la primera que designa como fi-
gura legal de protección los corredores ecológicos y de 
biodiversidad. Hasta el momento se han designado y 
protegido los cuatro que se nombran más abajo hacién-
dose corresponder con cuatro cursos fluviales (Gobierno 
de Extremadura, Dirección General de Medio Ambiente, 
extremambiente.gobex.es). Estos ríos poseen valores 
naturales de notable importancia desde el punto de vista 
ecológico y paisajístico y están sumamente bien conser-
vados. Tienen por finalidad contribuir a la conservación 
de la fauna, flora, aguas, geomorfología y en definitiva 
de los ecosistemas naturales y valores paisajísticos de 
los ríos. Asimismo, se pretende mantener su estructura 
lineal y continua como punto de enlace entre las ZEPA y 
LIC, para la migración, la distribución geográfica y el in-
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tercambio genético de especies silvestres en armonía con 
los usos, derechos y aprovechamientos agrarios y gana-
deros tradicionales, así como el desarrollo de actividades 
educativas, científicas, culturales, recreativas, turísticas 
o socioeconómicas compatibles con la protección de di-
chos espacios. 
Los cuatro corredores, anteriormente nombrados, 
son:
1) Corredor Ecológico y de Biodiversidad río Guadalu-
pejo
2) Corredor Ecológico y de Biodiversidad Pinares del 
Tiétar
3) Corredor Ecológico y de Biodiversidad río Bembé-
zar
4) Corredor Ecológico y de Biodiversidad río Alcarra-
che
Del mismo modo, Extremadura también propone los 
Corredores Ecoculturales, tratándose de las cañadas y 
otras vías pecuarias. En tal caso se desarrollarán las medi-
das tendentes a su delimitación, conservación y uso sos-
tenible. Actualmente no hay ningún Corredor Ecocultural 
en la Comunidad Autónoma de Extremadura (Gobiernos 
de Extremadura, Dirección General de Medio Ambiente, 
extremambiente.gobex.es).
H. Comunidad Valenciana
La Comunidad Valenciana tiene redactada una pro-
puesta denominada Plan de Acción de la Infraestructura 
Verde y Paisaje de la Comunidad Valenciana (Generalitat 
Valenciana, 2011. http://www.habitatge.gva.es). En ella, 
hacen referencia a los corredores ecológicos, indicando 
a los cauces fluviales en su papel ecológico y paisajístico a 
la hora de conectar distintos territorios y áreas como los 
principales corredores ecológicos que conforman la base 
para la Infraestructura Verde. Apunta que la fragmenta-
ción es provocada de manera muy marcada por la conur-
bación, mayormente en la fase  posterior al desarrollo 
de la infraestructura cuando se produce la fusión de nú-
cleos urbanos que es la que provoca la separación física 
de espacios libres. Los ríos de esta Comunidad muestran 
procesos muy graves de degradación debido a las acti-
vidades antrópicas mermando su función de corredores 
ecológicos. 
Los principales corredores fluviales propuestos por la 
Generalitat Valenciana son los que a continuación se enu-
meran:
1) Corredor fluvial del río Júcar
2) Corredor fluvial del río Segura
3) Corredor fluvial del río Mijares
4) Corredor fluvial del río Senia
5) Corredor fluvial del río Turia
6) Corredor fluvial del río Vinalopó
Para la delimitación de la Infraestructura Verde se pro-
cede a identificar los espacios de interés ambiental, cul-
tural y visual, así como otros espacios que deber quedar 
libres de edificación para, luego, proceder a conectar es-
tos espacios mediante una red de corredores ecológicos 
funcionales.
Los criterios que se proponen en este Plan de Acción 
Territorial para conectar el medio consisten en identificar 
los grandes espacios naturales y los principales corredo-
res a nivel regional, después, a nivel supramunicipal se 
persigue lo mismo con otros elementos similares de me-
nor rango, mientras que, en la escala municipal se profun-
diza en los aspectos visuales y en la función recreativa.
También consideran importantes otros corredores 
ecológicos y funcionales como son las ramblas, barran-
cos, vías pecuarias (cañadas, cordeles y coladas), vía Au-
gusta, vías verdes, senderos y carreteras escénicas.
Se estima que existan posibles conflictos debido al 
planeamiento municipal (Planes Generales) y territorial 
(Planes de Acción Territorial sectoriales), así como con el 
trazado de otras infraestructuras, pero el Plan de Acción 
Territorial de Infraestructura Verde y Paisaje hace hin-
capié en que prevalecerá frente a las previsiones de los 
otros planes nombrados anteriormente, aunque especi-
fica que se podrán establecer medidas para compatibili-
zarlos.
Los conflictos que se produzcan entre la Infraestruc-
tura Verde y el trazado de una infraestructura deberán 
aportar soluciones técnicas que resuelvan la continuidad 
de ambos elementos mediante la adopción de soluciones 
técnicas como túneles, viaductos, soterramientos, pasos 
a distinto nivel, etc.
I. Cataluña 
La información para Cataluña sobre identificación de 
redes de conectividad está incluida  en el apartado 7.3.1 
“Integración de elementos de interés conector en la pla-
nificación territorial”.
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El Área Metropolitana de Barcelona (AMB) puede ser 
un buen ejemplo metodológico para el establecimiento 
de corredores ecológicos en zonas urbanas. Marull y Ma-
llarach (2002) realizaron un estudio sobre conectividad 
ecológica en el Área Metropolitana de Barcelona cuyo 
objetivo consistió en desarrollar una metodología capaz 
de parametrizar los diferentes conceptos relacionados 
con la conectividad ecológica del Área Metropolitana de 
Barcelona con la finalidad de aplicarla en la planificación 
territorial y en la evaluación estratégica del impacto am-
biental de planes y programas.
El análisis de la conectividad ecológica se realizó para 
unas áreas ecológicas funcionales y con un modelo com-
putacional de distancia del coste de desplazamiento, in-
cluyendo el efecto de las barreras antropogénicas (tipo 
de barrera, distancia a la que se encuentra y uso del suelo 
afectado). Para ello se utilizaron tres índices denomina-
dos Índice de Conectividad Ecológica, Índice de Afecta-
ción de las Barreras e Índice de Fragmentación Ecológica.
Esta investigación permitió la determinación de áreas 
ecológicas funcionales, la evaluación de la fragmentación 
de los espacios libres, el cálculo del efecto de las barreras 
antropogénicas y el análisis de la conectividad ecológica 
metropolitana. La metodología descrita también permitió 
definir, no sólo la situación ambiental, sino también pro-
yecciones a diversos escenarios futuros. De este modo, 
puede tener una aplicación directa en la evaluación estra-
tégica del impacto ambiental.
J. Caso concreto de la provincia de Alicante
Como caso particular a escala subregional, destaca la 
provincia de Alicante que ha realizado un análisis incluido 
en la Red de Parajes Naturales Municipales de la Comu-
nidad Valenciana (PANAMU) (Bonet y Terrones, 2011). Su 
principal objetivo es la creación de un marco homogéneo 
para las actuaciones relacionadas con la gestión de los 
Parajes Naturales Municipales, así como el diagnóstico 
general de la fragmentación generada sobre los hábitats 
naturales. Los Parajes Naturales Municipales represen-
tan un papel fundamental en el mantenimiento de la co-
nectividad a escala provincial, pudiendo funcionar como 
áreas núcleo y nexos de unión entre el resto de Espacios 
Naturales Protegidos, integrándose en la red de Espacios 
Naturales Protegidos (ENP) y la consecuente mejora de 
la conectividad. 
Los objetivos específicos desarrollados para alcanzar 
el objetivo general son los siguientes.
- Construcción de modelos de conectividad funcio-
nal para mamíferos forestales en la provincia de 
Alicante, utilizando Sistemas de Información Geo-
gráfica (SIG), por medio de análisis caminos de mí-
nimo coste.
- Definición de la red de corredores de la provincia 
de Alicante.
- Valoración de la funcionalidad conectora de la Red 
de Parajes Naturales Municipales en la Provincia 
de Alicante.
En este análisis se han obtenido 23 áreas núcleo, agru-
pados en 9 grandes grupos, definido según la red de Es-
pacios Naturales Protegidos de la provincia de Alicante. 
El mapa final se obtuvo a partir de los mapas de áreas 
núcleo, valores de coste de viaje, red de corredores y Pa-
rajes Naturales Municipales.
En otro estudio realizado en la provincia, el objetivo 
general fue la realización de una cartografía temática 
basada en el diagnóstico general de la fragmentación 
generada sobre lo hábitats naturales del sistema de con-
servación de la Comunidad Valenciana en la provincia de 
Alicante, por la Red Provincial de Carreteras de Alicante, 
utilizando modelos de conectividad funcional mediante 
SIG. Este objetivo se consigue a través de varios objetivos 
específicos:
- Generación de una cartografía temática de áreas 
sensibles a la fragmentación de hábitats de la Red 
Provincial de Carreteras de Alicante.
- Construcción de modelos de conectividad funcio-
nal para mamíferos forestales en la provincia de 
Alicante, utilizando SIG, por medio de análisis de 
coste de viaje.
- Identificación de los puntos de conflicto de la red 
local de carreteras, que tienen una importancia crí-
tica en la conectividad ecológica de la provincia.
- Selección y priorización de los principales puntos 
de conflicto que puedan ser objeto de mejoras 
para la restauración de la conectividad ecológica.
En este estudio se obtuvieron unos puntos de conflic-
to, que en total suman 112 puntos de conflicto pertene-
cientes a la Red Provincial de Carreteras por la cercanía a 
áreas núcleo, su Intensidad Media Diaria y la importancia 
del corredor para la integridad de la red. Algunas medidas 
propuestas para mitigar los posibles impactos sobre la 
conectividad fueron la evaluación de alternativas de tra-
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zado de las infraestructuras, señalización de los tramos 
más susceptibles de ser atravesados por la fauna silves-
tre, vallado perimetral para disminuir la muerte y el efec-
to barrera, instalación de pasos superiores e inferiores, 
túneles y viaductos, acondicionamiento y sobredimensio-
namiento de drenajes, habilitación de ecoductos, entre 
otras medidas.
5.2.2.2 Iniciativas suprautonómicas
Como modelo para este tipo de iniciativas se propone el 
titulado “Modelos de distribución de la calidad del hábi-
tat y la permeabilidad del paisaje para el lince ibérico en la 
Península Ibérica” que realiza un análisis de conectividad 
ecológica entre las áreas poblacionales y de reintroduc-
ción del lince ibérico considerando la resistencia y hete-
rogeneidad del territorio. Este proyecto está dirigido por 
Santiago Saura de la Universidad Politécnica de Madrid, 
en el marco del proyecto LIFE Iberlince.
En el estudio se aborda la aplicación de análisis de 
datos de seguimiento como los proporcionados por los 
collares GPS, para desarrollar, de manera conjunta y com-
parable para toda la Península Ibérica, un modelo de dis-
tribución de la calidad de hábitat para el lince ibérico y 
un modelo de la permeabilidad del territorio para acoger 
los movimientos dispersivos de esta especie. En concre-
to, las metodologías aplicadas consisten en funciones de 
selección de recursos que se articulan, desde el punto de 
vista estadístico, mediante modelos mixtos de regresión 
logística condicional. Estas metodologías se basan en 
considerar cada desplazamiento de un lince (entre dos 
localizaciones consecutivas registradas por el collar GPS) 
como una acción de selección de hábitat por parte del 
animal; desde la localización inicial existe una variedad de 
puntos disponibles a los que el lince puede desplazarse, 
pero sólo uno de ellos es realmente seleccionado. Com-
parando las características del medio en las zonas selec-
cionadas con las características presentes en las zonas 
disponibles (eventualmente accesibles) pero no elegidas 
por el lince ibérico es posible extraer de una manera obje-
tiva y cuantitativa las preferencias en el uso del hábitat y 
el movimiento por parte de la especie.
5.2.2.3 Criterios elegidos para la identificación de 
redes de conectividad en Comunidades 
Autónomas
La selección de criterios es una de las fases más decisi-
vas de la definición de redes ecológicas. Sin embargo, las 
Comunidades Autónomas que han avanzado en la iden-
tificación de redes de conectividad presentan importan-
tes diferencias en la selección de metodologías, criterios 
y elementos de importancia para la conectividad (áreas 
núcleo y zonas de conexión) para el diseño de su red, así 
como la disparidad en la escala del mapa. 
Los criterios que se emplean en mayor medida en los 
estudios científico-técnicos, propuestas, instrumentos de 
planificación del territorio, etc., analizados hasta ahora en 
las Comunidades Autónomas, son:
A. En cuanto a la elección de áreas núcleo: 
- Áreas que presentan especies amenazadas o en 
peligro de extinción, lugares con gran número 
de vertebrados, zonas con gran biodiversidad, 
lugares con endemismos y con una posición bio-
geográfica concreta (Jongman et al., 1995). Estas 
áreas se corresponden especialmente con zonas 
que pertenecen a la Red Natura 2000 o que pre-
sentan algún tipo de figura de protección (Parques 
Naturales, LIC y ZEC, ZEPA, Paraje Natural, Monu-
mentos Natural, Reservas de Microhábitats, etc.). 
Otra posibilidad sería definir el punto de partida y 
designar como áreas núcleo el sistema de espacios 
naturales protegidos en su conjunto.
- Áreas que presentan bosques autóctonos, bos-
ques con espacios abiertos próximos, bosques 
abiertos con claros
- Cursos fluviales y vegetación de ribera
- Mosaicos agroforestales y matorrales, espacios 
abiertos
- Humedales
- Grandes zonas agrícolas-ganaderas
- Grandes zonas sin infraestructuras
B. En cuanto a los elementos del paisaje que cumplen la 
función de corredores ecológicos:
- Cursos fluviales y vegetación de ribera asociada
- Vías pecuarias (caminos para ganado), vías verdes 
(ferrocarriles en desusos, caminos de canales y ri-
beras), caminos rurales y forestales
- Zonas de alta conectividad entre áreas de la Red 
Natura 2000 con mayor número posible de asocia-
ciones vegetales
- Zonas de alta conectividad entre áreas de la Red 
Natura 2000 para una única asociación vegetal 
si esta asociación vegetal tiene una distribución 
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restringida a un sector reducido de la Comunidad 






Algunos elementos de los anteriormente nombrados, 
pueden tener doble función, tanto de área núcleo como 
de corredor ecológico, como es el caso de los elementos 
fluviales, costeros y humedales.
Muchas Comunidades enfocan el diseño de los co-
rredores ecológicos en función de las especies a las que 
vayan a beneficiar, entre estos criterios se han utilizado 
para la selección de especies objetivo:
- Especies especialistas que más sufren los procesos 
de fragmentación ligadas a un hábitat concreto y 
presentan distribución dispersa.
- Especies especialistas que poseen la capacidad de 
dispersión limitada y que son sensibles a las distan-
cias a recorrer y a las resistencias que oponen los 
diferentes usos del suelo.
- Especies de animales forestales de carácter gene-
ralista, con amplia distribución que canalizan mo-
vimientos por zonas forestales preferentemente y 
que para su desplazamiento escogen estructuras 
lineales (valles, barrancos, cauces fluviales, etc.).
El paso más avanzado en el diseño de redes de con-
servación se alcanzaría cuando el criterio no fuera sólo 
mantener la conectividad para ciertas especies sino el 
mantenimiento de la integridad del paisaje (De Lucio et 
al., 2003).
Como ejemplo, cabe destacar el conjunto de proyec-
tos LIFE que aborda la identificación de corredores para 
el oso pardo: Proyecto LIFE+ Corredores oso (LIFE07 
NAT/E/000735, 2009-2011) y Proyecto LIFE Desfragmen-
tación oso (LIFE12/NAT/ES/000192, 2013-2016), ambos 
coordinados por la Fundación Oso Pardo. En el LIFE07 
NAT/E/000735 se identificaron los corredores entre las 
dos subpoblaciones actualmente existentes de esta es-
pecie, mediante la metodología de caminos de mínimo 
coste basados en una superficie de resistencia con reso-
lución espacial de 500 m (Ballesteros et al. 2012).  Los va-
lores de resistencia se derivaron a partir de una función 
inversa de un modelo de calidad de hábitat realizado con 
criterio experto en el que las carreteras fueron conside-
radas como barreras totales al movimiento de la especie 
(excepto viaductos y túneles).
En el proyecto LIFE 12/NAT/ES/000192 se identifican 
corredores y se aplican otros análisis de conectividad con 
nuevas metodologías y datos mejorados. Para este fin la 
Fundación Oso Pardo ha establecido un convenio con la 
Universidad Politécnica de Madrid (2014-2016) en el que 
se incluyen la elaboración de directrices de gestión basa-
das en nuevos análisis de definición de calidad de hábitat, 
resistencia y otros análisis de conectividad derivados de 
datos empíricos de presencia e información genética de 
la especie que se han venido desarrollado en el Proyec-
to del Plan Nacional de investigación  del Ministerio de 
Economía y Competitividad (Gestión forestal para el fo-
mento de la conectividad y disponibilidad del hábitat del 
oso pardo en la Cordillera Cantábrica: desarrollos meto-
dológicos y propuestas espacialmente explícitas GEFOUR 
(AGL2012-31099) 2013-2016). De estos análisis se han deri-
vado, las principales rutas de movimientos de la especie, 
así como los elementos del paisaje que aportan más resis-
tencia y permeabilidad a su movimiento y se han identifi-
cado tanto áreas críticas para la restauración y fomento 
de la conectividad como aquellos puntos que constituyen 
una barrera de paso en las infraestructuras de transporte 
(Mateo-Sánchez et al., 2014a, 2014b, 2015a, 2015b).
5.2.3 Avances en la protección de conectores 
ecológicos en España
Más allá de la identificación de redes de conectividad, 
en este apartado se analizan los avances realizados en la 
protección y recuperación efectiva de dichas redes una 
vez identificadas a través de procedimientos como su 
integración en el modelo territorial en planes de ordena-
ción, su puesta en valor en los procesos de evaluación de 
impacto ambiental de planes y proyectos, aplicando legis-
lación que les dote de ciertos grados de protección o lle-
vando a cabo proyectos de restauración ecológica a gran 
escala de zonas de importancia para la conectividad, etc. 
A continuación se exponen los casos de Comunidades Au-
tónomas que han realizado o están realizando avances en 
este sentido (Gurrutxaga, 2011).
5.2.3.1 Integración de elementos de interés 
conector en la planificación territorial 
Varias Comunidades incluyen este tipo de medidas para 
evitar conflictos entre los distintos usos del suelo y evitar 
que el desarrollo socioeconómico no perjudique o lo haga 
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en la menor medida el funcionamiento de los sistemas 
naturales. Por ejemplo, País Vasco, Cataluña, Navarra, 
Murcia, Galicia, Valencia, Islas Baleares, Aragón y Canarias 
incluyen este tipo de criterios en su planificación territo-
rial. En concreto, Cataluña ha establecido con más detalle 
planes territoriales parciales que incluyen la delimitación 
de corredores. Otros planes, como el andaluz se centran 
también en la conectividad ecológica.
Como ejemplo se puede citar el caso de Cataluña:
A. Planes territoriales parciales de Cataluña
Actualmente, el principal instrumento normativo que 
identifica conectores ecológicos a escala agrarios y no 
urbanizables como componentes de la ordenación del 
territorio. Para garantizar las funciones ecológicas, pro-
ductivas y paisajísticas, se determina que el sistema de es-
pacios libres conforme una red continua y con la mínima 
fragmentación posible.
El sistema de espacios abiertos incluye tres tipos bá-
sicos de suelo: 
- Suelos de protección especial
- Suelos de protección territorial 
- Suelos de protección preventiva
En los suelos de protección especial se identifican un 
grado de interés natural y agrario en todos los PTP si bien 
en algunos se detalla de forma explícita el valor de conec-
tividad ecológica o la idoneidad para la creación de una 
red permanente y continua de espacios abiertos que ga-
rantice la biodiversidad y la vertebración del territorio con 
sus diferentes caracteres y funciones.  Cabe considerar, 
por tanto, que el conjunto de PTP estructura una red de 
espacios especialmente protegidos que tiene por objeto 
la conectividad territorial y ecológica entre los espacios 
naturales protegidos de la red Natura 2000 y espacios in-
cluidos en el PEIN (Plan de espacios de interés natural). 
Además de estos espacios protegidos, los distintos PTP 
incorporan en esta categoría otras zonas con figuras de 
protección, inventariados o con un plan de gestión: par-
ques naturales, reservas naturales de fauna salvaje, refu-
gios de fauna salvaje, zonas de caza controlada, montes 
de utilidad pública, espacios con acuerdos de custodia, 
entre otros. De forma general, la metodología para iden-
tificar zonas de conexión se basan en criterios ecológicos 
(calidad del hábitat y su continuidad), dimensiones, pre-
sencia de conexiones fluviales, barreras y discontinuida-
des insuperables, de planificación y gestión (posibilidad, 
prioridad de conexión de espacios del PEIN, entre otros).
En el caso de algunos PTP (Comarques Gironines, Me-
tropolità de Barcelona) se han identificado adicionalmen-
te ámbitos de especial valor conector o puntos críticos 
para la conectividad ecológica afectados por contínuums 
urbanos. La normativa de los Planes establece regulacio-
nes específicas para la evaluación ambiental de planes y 
proyectos que tengan incidencia en la función conectora 
de dichos ámbitos. En el caso del PTP de Terres de l’Ebre 
se identifican elementos del patrimonio natural que se 
protegen especialmente por razón de la función conec-
tora y que deberán tratarse con especial cuidado en las 
actuaciones de transformación del suelo y en la construc-
ción de nuevas infraestructuras de transporte.
Finalmente cabe señalar que las normas de ordena-
ción territorial de los PTP establecen regulaciones espe-
cíficas para el sistema de asentamientos urbanos y de 
infraestructuras de movilidad relativas a la conectividad 
ecológica. Por ejemplo adoptar soluciones que minimi-
cen desmontes y terraplenes; evitar interferir en los co-
rredores ecológicos e hidrográficos en infraestructuras 
de transporte que se sitúen en suelos de protección es-
pecial, etc. aspectos que deberán ser tenidos en cuenta 
en el estudio de impacto ambiental22. 
B. Plan territorial sectorial de conectividad ecológica de Ca-
taluña
Cataluña ha acabado los trabajos de elaboración de un 
Plan Territorial Sectorial de Conectividad Ecológica que 
lleva desarrollando desde 2009. El Plan identifica para 
todo el territorio de Cataluña los siguientes elementos 
clave para la conectividad: conectores principales terres-
tres y fluviales, conectores complementarios terrestres y 
puntos críticos para la conectividad. Estos elementos han 
sido delimitados en una cartografía específica. Así mismo, 
el Plan también define unos índices específicos de conec-
tividad terrestre y de conectividad fluvial. 
A falta de una previsión programada de aprobación 
del Plan, que establecería la obligación normativa de apli-
car sus determinaciones, en estos momentos la Genera-
litat de Catalunya está trabajando para adaptar la infor-
mación generada en estos trabajos a un formato usable y 
práctico, con el objetivo de hacerla utilizable en breve por 
22 Una imagen de síntesis del sistema de espacios abiertos de los PTP 
con las distintas categorías de suelos de protección especial se pue-
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parte de los gestores del territorio y difundirla al público 
en general.
La custodia del territorio, por su parte constituye tam-
bién una fórmula que permite desarrollar políticas efecti-
vas de conservación de la biodiversidad y del patrimonio 
natural en zonas de la matriz territorial, fuera o dentro de 
ENP, más allá de la acción de las administraciones públi-
cas. Dichas zonas pueden convertirse en elementos clave 
de la infraestructura verde a escala local comarcal.23
5.2.3.2 Planes específicos de fomento de 
conectividad
En este caso, se pueden citar como ejemplos las iniciati-
vas de la Junta de Andalucía:
A. Plan Director para la Mejora de la Conectividad Ecológica 
en Andalucía
El Plan Director para la Mejora de la Conectividad Eco-
lógica en Andalucía, actualmente en fase de borrador, se 
elabora con la finalidad de garantizar y en la medida de 
lo posible mejorar, la conectividad ecológica en Andalucía 
de una forma integral, mediante el diseño de un progra-
ma de medidas priorizado en base a criterios técnicos y 
de viabilidad y a través del establecimiento de directrices 
de aplicación en los instrumentos estratégicos y de plani-
ficación vigentes, promovidos desde una amplia gama de 
departamentos y ámbitos sectoriales. Su elaboración esta-
ba ya recogida en la Estrategia Andaluza para la Gestión 
Integrada de la Biodiversidad, un referente clave, apro-
bado por Acuerdo de Gobierno de la Junta de Andalucía 
en el año 2011, que recoge ampliamente la temática de 
conectividad ecológica, tanto en sus principios estratégi-
cos como en los niveles de diagnóstico y en el programa 
de medidas.
Para alcanzar dicha meta se establecen 6 objetivos 
generales:
1. Promover la permeabilidad y la mejora de la conectivi-
dad ecológica en el conjunto de la matriz territorial de 
Andalucía.
2. Impulsar la configuración de una red ecológica de pri-
mer orden en Andalucía que favorezca la movilidad de 
las especies silvestres y mejore la coherencia e inte-
gración de la red natura 2000.
3. Desarrollar un sistema de seguimiento integrado de 
los procesos de fragmentación de hábitats y ecosiste-
mas y de la conectividad ecológica en Andalucía.
4. Garantizar y reforzar la conectividad ecológica del 
territorio desde la coordinación y la aplicación de di-
rectrices y criterios de gestión en políticas sectoriales 
estratégica.
5. Favorecer la mejora de la conectividad ecológica des-
de el marco de la cooperación interterritorial e inter-
nacional y mediante el desarrollo de las políticas euro-
peas en la materia.
6. Concienciar a la sociedad de los problemas derivados 
de la fragmentación de hábitats y promover el com-
promiso de sectores y ámbitos de actividad estratégi-
cos en los objetivos de mantenimiento y mejora de la 
conectividad ecológica en Andalucía.
En lo que respecta a la elaboración del Plan se desa-
rrollaron diferentes fases o etapas. Tras una fase previa 
de revisión de la información disponible se realizó un 
diagnóstico de la conectividad ecológica para el conjun-
to de la Comunidad Autónoma. El diagnóstico incluyó el 
análisis diferenciado de la conectividad para los hábitats 
y ecosistemas terrestres, para la conectividad fluvial y 
para la conectividad marina. En cada caso, el diagnóstico 
alcanzó un grado diferencial de desarrollo que dependió 
de la información disponible. El diagnóstico de la conec-
tividad en los ecosistemas terrestres fue el que alcanzó 
la mayor profundidad, incluyendo dos niveles de análisis:
- Un diagnóstico cualitativo basado en la informa-
ción cartográfica disponible en el que se evalua-
ron: (i) los condicionantes a la conectividad te-
rrestre en Andalucía; (ii) los principales elementos 
que la componen, (iii) los principales ejes de dicha 
conectividad y (iv) los principales déficits y poten-
cialidades del territorio para su mantenimiento. 
- Un diagnóstico cuantitativo, basado en el denomi-
nado Índice de Conectividad Terrestre de Andalu-
cía (ICTA), que se obtiene de forma continua para 
todo el territorio andaluz. La obtención del índice 
integra el cálculo de la resistencia (impedancia) 
que ofrece la matriz del territorio a los desplaza-
mientos de los organismos para cada tipo de há-
bitat. De esta forma, la impedancia total incluyó 
una evaluación de las barreras entre hábitats, la 






Tras la fase de diagnóstico, los productos resultantes 
del Plan adquieren una expresión territorial por cuanto 
se definen para unas entidades geográficas concretas. 
Sin embargo, la continuidad se asegura funcionalmente 
a través de un todo integrado (Red Ecológica Andaluza) y 
no exclusivamente por áreas concretas de territorio pro-
tegido. Además,  se trata de una conectividad funcional 
y por tanto, no entendida exclusivamente a través de la 
contigüidad de hábitats, sino también por medio de la in-
tegridad de flujos ecológicos entre paisajes diversos.
De forma más concreta, los elementos territoriales 
que se establecen en el Plan para la formación de la Red 
Ecológica Andaluza incluyen: 
- Un conjunto de áreas ecológicas funcionales (no-
dos de la red) constituidas por los Espacios Prote-
gidos (Red Natura 2000 y otros de la RENPA no in-
cluidos en Natura 2000) y los denominados Paisajes 
de Interés para la Conectividad Ecológica (PIC), que 
también destacan por su elevada biodiversidad. 
- Las áreas que pueden mejorar sus funciones como 
conectores entre los nodos de la red y que deben 
dar continuidad e integridad a la misma. Se trata 
de las llamadas áreas prioritarias de intervención 
(API), que plasman sobre el territorio los ejes es-
tratégicos de conectividad.
- Por último, áreas de refuerzo (AR) y áreas piloto 
(AP). Se trata de áreas preferentes donde aplicar 
directrices, actuaciones y medidas demostrativas 
de incremento de la permeabilidad del territorio y 
de mejora de los elementos para la conectividad. 
Las medidas que el Plan propone para la mejora y 
mantenimiento de la conectividad ecológica en Andalu-
cía se recogen en el Programa de Medidas cuya imple-
mentación se prevé en gran parte por medio de la inte-
gración de criterios y directrices específicas en políticas 
sectoriales estratégicas. Dicho Programa de Medidas se 
centra en 6 ámbitos de actuación que corresponden con 
los 6 objetivos generales definidos por el Plan: conjunto 
de la matriz territorial de Andalucía; espacios naturales 
de la Red Natura 2000 y Red Ecológica a escala regional; 
sistema de seguimiento integrado de la fragmentación 
de hábitats y ecosistemas; coordinación en las políticas 
sectoriales claves para la conectividad ecológica; coope-
ración interterritorial e internacional; compromiso de la 
sociedad y sectores socioeconómicos estratégicos.
Para cada ámbito de actuación (objetivo general) se 
definen unas líneas estratégicas y cada línea queda inte-
grada, a su vez, por una serie de objetivos específicos. Las 
medidas del Programa se definen para conseguir cada 
uno de estos objetivos específicos. En total se establecen 
221 medidas agrupadas en 53 objetivos.
Finalmente, el Plan incorpora un Programa de Segui-
miento y Evaluación que tiene un doble objetivo. Por un 
lado, evaluar los efectos del Plan sobre la conectividad, 
su grado de ejecución y el cumplimiento de los objetivos 
planteados. Por otro, generar información para detectar 
posibles déficits del Plan que permitan su revisión y mo-
dificación durante su desarrollo o al final del periodo de 
vigencia del mismo. Para realizar este seguimiento se ac-
tualizarán periódicamente una serie de indicadores (evo-
lución de la conectividad, grado de ejecución y grado de 
cumplimiento) y se elaboran los correspondientes infor-
mes de evaluación del Plan. 
B. Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalucía
Otro referente andaluz en materia de conectividad 
ecológica, que merece ser destacado por el ejercicio de 
integración que desarrolla en materia de conservación y 
ordenación territorial, y por el tratamiento que realiza de 
la franja costera y para la interconexión del territorio lito-
ral y los espacios interiores andaluces, es el Plan de Pro-
tección del Corredor Litoral de Andalucía.
El Plan de Protección del Corredor Litoral de Andalu-
cía (PPCLA) aprobado por el Decreto 141/2015, de 26 de 
mayo, desarrolla los contenidos de planificación territo-
rial en el litoral que establece la Ley 1/1994, de 11 de ene-
ro, de Ordenación del Territorio de Andalucía, modificada 
por el Decreto-Ley 5/2012, de 27 de noviembre, de medi-
das urgentes en materia urbanística y para la protección 
del litoral de Andalucía. 
El objetivo principal del Plan es adoptar un sistema de 
protección integrado y coherente que preserve del pro-
ceso de urbanización aquellos terrenos que cuenten con 
características naturales, paisajísticas agrícolas o foresta-
les relevantes, o cumplan funciones territoriales especí-
ficas para facilitar la conexión de la zona costera con el 
interior, impidan la conurbación o contribuyan a la mejora 
de la calidad ambiental y urbana.
El PPCLA es vinculante tanto para los Planes de Orde-
nación del Territorio de ámbito subregional como para 
los Planes con Incidencia en la Ordenación del Territorio y 
para el Planeamiento Urbanístico General, de manera que 
las determinaciones de este Plan que sean de aplicación 
directa prevalecerán sobre las determinaciones de los 
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planes subordinados al mismo anteriormente aprobados.
El ámbito del PPCLA viene definido con carácter ge-
neral en el artículo 42.3 de la Ley 1/1994, de 11 de enero, e 
incluye los terrenos comprendidos en la franja de 500 me-
tros de amplitud medida en proyección horizontal tierra 
adentro desde la línea que determina el dominio público 
marítimo-terrestre, de los términos municipales incluidos 
en el Anexo I de dicha Ley (municipios litorales).
En cuanto a los criterios de intervención que adopta el 
PPCLA con el objetivo de protección de la franja litoral se 
pueden citar los siguientes: 
- Evitar la consolidación de nuevas barreras urbanas 
entre los espacios interiores y los del sistema lito-
ral y proteger los valores ambientales, naturales, 
culturales, agrícolas, forestales y paisajísticos de 
los espacios litorales.
- Favorecer la biodiversidad a través de la continui-
dad de los espacios del interior con los del litoral y 
poner en valor los recursos paisajísticos
- Propiciar el mantenimiento de la franja litoral 
como recurso turístico básico evitando su coloni-
zación con nuevos usos residenciales estacionales.
- Armonizar la regulación de protección del suelo 
no urbanizable en el ámbito del Plan.
- Favorecer la adecuada integración de los bordes 
urbanos de contacto con los espacios protegidos 
y orientar los crecimientos hacia el exterior de la 
franja litoral. Propiciar el desarrollo urbano com-
pacto.
Con el objeto de dar cumplimiento a los objetivos y 
criterios de ordenación planteados el PPCLA la estrategia 
de protección que contempla propone tres grandes cate-
gorías de protección:
- Zonas de protección ambiental. Se incluyen en 
esta categoría aquellos suelos que ya disponen de 
un régimen de protección derivado de su condi-
ción de Espacios Naturales Protegidos, montes de 
dominio público, espacios de la red Natura 2000, 
vías pecuarias y el dominio público marítimo te-
rrestre e hidráulico. Estos suelos deberán ser cla-
sificados conforme a la normativa e instrumentos 
de planificación que les sean de aplicación. 
- Zonas litorales de protección territorial 1. Incluye 
los suelos que cuentan con características natura-
les o paisajísticas relevantes para la preservación 
de la franja litoral, colindantes con el dominio pú-
blico marítimo terrestre o con espacios naturales 
protegidos, los sometidos a riesgos naturales y 
aquellos otros que permiten la conexión de la cos-
ta con los espacios naturales protegidos del inte-
rior. El planeamiento urbanístico deberá clasificar 
estos suelos como suelo no urbanizable de espe-
cial protección, y recoger y desarrollar en todo 
caso el régimen de usos establecido por el PPCL. 
- Zonas litorales de protección territorial 2. Esta ca-
tegoría recoge los terrenos que cuentan con valo-
res naturales, paisajísticos o agrícolas, y los terre-
nos que permiten la conectividad de la costa con 
el interior, evitando así la conurbación o contri-
buyendo a mejorar la calidad ambiental y urbana, 
especialmente en zonas muy urbanizadas. Se in-
cluyen también aquellos que por su posición en el 
frente litoral, aun cuando acogen usos de natura-
leza urbana, generalmente irregulares, deben ser 
preservados de la urbanización. Los instrumentos 
de planeamiento general preservarán estos espa-
cios Protección territorial de la urbanización me-
diante su clasificación como suelo no urbanizable 
de especial protección y establecerán las medidas 
necesarias para el mantenimiento de los recursos 
naturales existentes, de acuerdo con las determi-
naciones establecidas en el PPCL.
5.2.3.3 Integración en otras planificaciones 
sectoriales
Planificación forestal
Debido a la importancia de las áreas forestales en el 
mantenimiento de la conectividad, también existen men-
ciones específicas para la conservación y fomento de la 
conectividad en el Plan Forestal Español, pero únicamen-
te haciendo referencia a la red Nacional de Vías Pecuarias. 
Esto se traslada a los diferentes Planes Forestales Auto-
nómicos como por ejemplo en el de Cantabria, Madrid, 
Extremadura, Canarias, País Vasco, Aragón y Cataluña 
incluyen, promoción, definición y restauración de corre-
dores ecológicos):
- El Plan Forestal de Extremadura que propone en 
sus acciones la relativa a evitar la fragmentación 
de las poblaciones silvestres a través de la crea-
ción de una red de corredores ecológicos que co-
necten espacios, incluyendo su consideración en 
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la planificación y gestión del territorio. Ecosiste-
mas fluviales y vías pecuarias deben jugar un papel 
importante, al igual que los paisajes intersticiales 
(setos, linderos), cuya presencia debe favorecerse 
especialmente en ambientes simplificados.
- El Plan Forestal del País Vasco 1994-2030 propone 
como medidas a adoptar a medio/largo plazo la 
consecución de una red de pasillos de vegetación 
natural que se extiendan por todo el territorio, 
sobre todo se debe actuar directamente sobre 
las riberas, mediante políticas de subvenciones o 
actuación directa de la Administración. También 
establece que se catalogarán aquellos caminos y 
cañadas que puedan tener alta aptitud para cons-
tituirse en corredores ecológicos, especificándose 
medidas de conservación y restauración.
- El Plan Forestal de las Islas Canarias propone el es-
tablecimiento de, como ellos lo designan, corredo-
res pasillo a través de la repoblación con especies 
autóctonas.
- En Cataluña  lo que tienen es el Plan Territorial 
Sectorial de la Conectividad Ecológica de Cataluña 
(PTSC) es un instrumento de planificación secto-
rial que constituirá el marco normativo y de actua-
ciones en materia de conectividad ecológica para 
el conjunto de la región.
- El Plan Forestal de Cantabria, incluye en sus obje-
tivos ecológicos el diseño de una Red Regional de 
Espacios Naturales Protegidos, representativa y 
coherente, con definición de los criterios y princi-
pios para la conservación de los hábitats y especies 
silvestres en un marco planificado de ordenación y 
gestión de espacios naturales. (aunque aprobaron 
un nuevo plan forestal en 2014 que seguro que in-
cluye mayor detalle).
- El Plan Forestal de Madrid 2000-2019 tiene como 
líneas de actuación principales referente a la pro-
tección de Espacios Naturales de Especial Interés, 
la disminución de las amenazas (urbanísticas, in-
dustriales, uso público, actividades extractivas, 
infraestructuras), mejora del estado de conserva-
ción y, por último, la disminución de la fragilidad, 
en la que una de sus puntos es la interconexión de 
los espacios naturales por medio de corredores.
También se ha incorporado en algunos planes de 
planes de ordenación de recursos forestales, como por 
ejemplo:
- Plan de Ordenación de los Recursos Forestales del 
Espacio Natural «Lago de Sanabria y alrededores» 
(Zamora) (2013). Considera fundamental el mante-
nimiento de la Conectividad para la conservación 
de las especies y los procesos ecológicos que se 
realizan en el hábitat, así como preservar la identi-
dad del paisaje y promover el conocimiento sobre 
corredores ecológicos.
- Plan de Ordenación de los Recursos Forestales de 
la zona de Almazán (Soria) (2008). Incluye medi-
das de conservación y restauración de steppings 
stones o teselas puente y vegetación de ribera 
para el fomento de la conectividad. 
Y a planes y proyectos de planes de ordenación de 
recursos naturales, entre los que se encuentran los fores-
tales, como:
- Proyecto de Plan de Ordenación de los Recursos 
Naturales del Parque Natural de Los Alcornocales 
(2016) que muestra el interés en el fomento de la 
conectividad entre zonas de ribera y terrenos agrí-
colas y pastizales, y plantea puntos concretos don-
de aplicar medidas de desfragmentación en áreas 
objeto de ampliación del parque para disminuir el 
efecto de fragmentación del hábitat. 
- Plan de Ordenación de los Recursos Naturales 
del Cañón del río Lobos (Burgos) (2010). Estable-
ce una serie de directrices para la protección del 
paisaje y para garantizar la conectividad. También 
vela por la conservación y recuperación de vías 
pecuarias que tengan interés como zonas de co-
nectividad entre el Espacio Natural y otras áreas 
de valor ecológico.
- Plan de Ordenación de los Recursos Naturales del 
Espacio Natural Sierra de Guadarrama (Segovia y 
Ávila) (2010). Propone tomar medidas de mejora 
y restauración de la conectividad, actuando sobre 
aquellos elementos que ejerzan o puedan ejercer, 
funciones de corredores de dispersión y favorez-
can la conectividad entre hábitats: cursos de agua, 
bosques de ribera, cercas vivas, vaguadas, vías pe-
cuarias, etc.
No se tiene información respecto al grado de aplica-
ción de las líneas de actuación incluidas en dichos planes 
forestales así como de su contribución a la conectividad 
global del territorio.
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Programas de desarrollo rural
En los programas de desarrollo rural, la mayoría de 
Comunidades Autónomas incluye medidas que pueden 
contribuir a la conectividad como la restauración de se-
tos, zonas riparias, elementos naturales en fincas, etc. 
como medidas específicas para fomentar la conectividad 
de las especies. Sin embargo, el presupuesto que se des-
tina para este tipo de medidas en ocasiones es escaso o 
no se llegan a aplicar de forma significativa en muchas Co-
munidades Autónomas. Cuando se hace, en ocasiones no 
se realiza con una visión de conectividad a nivel comarcal, 
superando la escala de la finca o parcela concreta. 
5.2.3.4 Integración de criterios preventivos en los 
procesos de evaluación ambiental
En Cataluña, el procedimiento de evaluación ambiental 
de planes, programas y proyectos  incide claramente so-
bre la infraestructura verde de manera que se evitan, se 
reducen y se compensan los eventuales impactos que se 
pueden producir bajo los principios de la jerarquía de mi-
tigación y de no pérdida neta de biodiversidad.
5.2.3.5 Identificación de puntos negros para fauna 
y desfragmentación de hábitat afectados 
por infraestructuras
Debido al gran impacto de las infraestructuras lineales 
sobre fragmentación de hábitats y por tanto, sobre la co-
nectividad, el efecto barrera y la fragmentación causados 
por este tipo de infraestructuras se debe tener en cuenta 
a la hora de evaluar impactos ambientales (en referencia 
a las leyes de impacto ambiental comentadas en la sec-
ción anterior). Además otras leyes autonómicas a este 
respecto, como la de Andalucía (18/2003) incluye el requi-
sito de establecimiento de pasos de fauna.  
Asimismo, el Ministerio de Fomento ha elaborado 
informes (CITA) para evaluar el impacto del Plan Estraté-
gico Nacional de Infraestructuras (2005-2020), que inclu-
ye evaluación sobre la conectividad del varias especies, 
sobre la cuales la fragmentación de hábitats es un factor 
importante por uno u otros motivos (ej. lince, oso, tejón, 
marta, corzo). El informe evalúa y clasifica las carreteras 
respecto a su potencial efecto negativo sobre estas espe-
cies, además de proporcionar ciertas recomendaciones 
para mitigar impactos. 
También el MAPAMA ha producido una serie de docu-
mentos técnicos (2008-2011) para homogeneizar criterios 
para la priorización de desfragmentación de infraestruc-
turas. El documento número 6 de la serie, sobre identifi-
cación de áreas críticas de desfragmentación  sugiere la 
combinación e integración de diferentes metodologías e 
indicadores para evaluar la conectividad y propone tra-
mos de infraestructuras prioritarios para la desfragmen-
tación (teoría de grafos, índices de disponibilidad de área 
(software Conefor). 
5.2.3.6 Mejora de la conectividad de especies 
amenazadas 
Integración en las estrategias y planes de conserva-
ción de especies 
Las estrategias de conservación y los planes de recu-
peración y conservación para ciertas especies protegidas 
incluyen aspectos de fomento de la conectividad y pre-
vención de la fragmentación de sus hábitats. Por ejem-
plo, los planes de recuperación del desmán ibérico, el 
lince ibérico, el oso pardo, el urogallo y el visón europeo. 
De nuevo sucede que el grado de aplicación de estas es-
trategias y planes es en ocasiones insuficiente.
Integración en proyectos de conservación de especies
Entre los proyectos de conservación de especies des-
tacan (ver secciones anteriores):
- Mejora de la conectividad de poblaciones de lince 
ibérico en el marco del proyecto Iberlince
- Proyectos LIFE de conservación del oso pardo
5.2.3.7 Incorporación de la conectividad en la 
planificación de los espacios protegidos
En los planes de gestión de los espacios protegidos tam-
bién pueden incluirse objetivos y medidas relacionados 
con la conectividad funcional entre distintos ecosistemas. 
Hay algunos ejemplos de planes de gestión que incorporan 
la conectividad en sus directrices, por ejemplo PORN de 
Montgró (Alicante), Plan de Gestión Natura 2000 de Sierra 
de Cantabria y Sierras Meridionales de Álava, Proyecto de 
PORN del Parque Natural de Los Alcornocales (Cádiz). 
Sin embargo, a nivel general puede decirse que los cri-
terios de conectividad no siempre son tenidos en cuenta 
a nivel de la planificación de espacios protegidos. Ade-
más, concretamente en cuanto a la Red Natura 2000, en 
la actualidad puede decirse que el grado de aplicación de 
medidas de conservación y específicamente de conecti-
vidad es todavía muy escaso, no habiéndose puesto en 
marcha o dotados de presupuesto los planes de gestión 
de los espacios protegidos. 
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5.2.3.8 Iniciativas de recuperación o conservación 
de corredores o infraestructura verde
Como ejemplo, destaca el Programa de actuaciones de la 
infraestructura verde de Cataluña (2016-2020) actualmen-
te en fase de redacción. El Programa tiene como marco 
de actuación prioritaria los ámbitos situados fuera de los 
espacios naturales protegidos (ENP) ya que los ecosiste-
mas presentes en la matriz territorial están sometidos a 
un elevado grado de presiones aunque tengan importan-
cia en los procesos ecológicos a gran escala y la presta-
ción de servicios ecosistémicos. En segundo lugar los ENP 
ya disponen en mayor o menor grado, de instrumentos 
propios de gestión y conservación de los valores natura-
les, si bien se prevé que se pueda actuar de forma singu-
lar dentro de ellos. 
Los objetivos generales del Programa, ejes priorita-
rios y tipología de actuaciones son las siguientes: 
1. Contribuir a la conservación de la biodiversidad y el 
mantenimiento de las funciones y los servicios ecosis-
témicos propios de los hábitats naturales. La consecu-
ción de este objetivo se realiza mediante el desarrollo 
de proyectos de mejora del estado de conservación 
de hábitats y especies, de la conectividad ecológica y 
del mantenimiento de las funciones y servicios ecosis-
témicos. La tipología de proyectos incluidos a este eje 
prioritario es: 
- Restauración ecológica, funcional y paisajística de 
ecosistemas degradados 
- Mantenimiento de la conectividad  ecológica a di-
ferentes escalas territoriales.
- Actuaciones para eliminar o minimizar los efectos 
de la fragmentación de hábitats causada por in-
fraestructuras de transporte
- Recuperación de la conectividad fluvial mediante 
la eliminación o la reducción de barreras 
- Corrección de impactos de infraestructuras exis-
tentes (eléctricas, de gestión de recursos hídricos 
u otros) sobre la biodiversidad y el paisaje.
- Mejora de las capacidades de los ecosistemas res-
pecto la prestación de servicios ecosistémicos de 
provisión y regulación 
2. Mejorar el medio ambiente urbano y la sostenibilidad 
de las actividades humanas. Las actuaciones enmarca-
das bajo este objetivo quieren contribuir a la mejora 
del entorno donde se desarrolla la actividad humana, 
especialmente en las ciudades y los espacios periurba-
nos mediante actuaciones de:
- Recuperación paisajística y de uso público en espa-
cios marginales y degradados  del ámbito urbano y 
periurbano 
- Promover actuaciones basadas en los procesos 
naturales (Nature-Based Solutions) en  los ámbitos 
de la energía, los residuos, el agua y la atmosfera
- Actuaciones de alcance territorial de adaptación al 
cambio climático
5.2.4 Conclusiones sobre la situación de 
España respecto a la identificación y 
protección de redes de conectividad
Una vez analizados los avances en el desarrollo de redes 
ecológicas en España se pueden concluir las siguientes 
carencias:
A. Carencias de información  y escasa relevancia en los pro-
cesos de planificación sectorial y toma de decisiones
Existen ciertas carencias de información para identifi-
car zonas prioritarias desde el punto de vista de la conec-
tividad, aunque para un análisis preliminar de la conecti-
vidad existe información suficiente a determinada escala 
(de 50.000 o más). En concreto, uno de los retos más des-
tacables sobre la información disponible, corresponde a 
la información espacial de zonas agrarias, puesto que no 
se dispone del detalle espacial de la superficie en cuanto a 
existencia de setos, bosquetes u otras estructuras de im-
portancia para la conectividad. También ocurre que se da 
una falta de homogeneidad en la información entre unas 
CCAA y otras, así como con países colindantes.
Asimismo, también se detectan carencias de informa-
ción a la hora de mostrar una caracterización general del 
nivel de conectividad del territorio a escala nacional, así 
como para reflejar el nivel de aplicación y mejora de la co-
nectividad que pueda producirse por la puesta en marcha 
de los diversos planes, programas y proyectos que pue-
dan tener un efecto beneficioso sobre la conectividad del 
territorio (acciones de conservación de la biodiversidad, 
Planes Forestales Autonómicos, Programas de Desarrollo 
Rural, etc.).
En un estudio realizado con encuestas a los responsa-
bles técnicos en materia de evaluación ambiental de los 
gobiernos de las distintas Comunidades Autónomas que-
dó de manifiesto que existe un amplio margen de mejora 
a la hora de integrar la conectividad ecológica en la toma 
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de decisiones (Gurrutxaga et al., 2015). Los resultados de 
la encuesta a dichos responsables técnicos mostraron 
que, en su opinión, los tres aspectos con mayor margen 
de mejora son los siguientes:
- Encargar estudios de conectividad ecológica a dis-
tintas escalas para mejorar la información disponi-
ble sobre el tema.
- Incrementar la relevancia de los criterios de conec-
tividad ecológica en los procesos de evaluación 
ambiental de planes y proyectos. 
- Implementar conectores ecológicos en los planes 
municipales (planes generales de ordenación ur-
bana y normas subsidiarias) 
B. Falta de coherencia en los criterios para el diseño de re-
des ecológicas
En cuanto a los criterios utilizados por las CCAA no hay 
criterios comunes, es  decir, no existen criterios priorita-
rios a la hora de diseñar una red ecológica. Unas comu-
nidades, por ejemplo, utilizan como corredores ecológi-
cos las vías pecuarias (más bien encaminado a creación 
de áreas recreativas y de esparcimiento humano), otras 
utilizan los ríos y su vegetación de ribera, cadenas mon-
tañosas, espacios naturales protegidos,  etc.;  en  cuanto 
a  las  especies  objetivo  para  las  que  se  desarrollan los 
corredores ecológicos, unos diseños son para especies 
especialistas de amplia movilidad mientras que otros son 
para especies amenazadas o en peligro de extinción, por 
lo que existe una amplia variabilidad de criterios. Respec-
to a los criterios referidos a fenómenos físicos, su papel 
en la conservación es menos importante que las especies 
o el paisaje, pero se ha constatado que para la planifica-
ción de los usos del territorio son decisivos ciertos fenó-
menos como el flujo de energía y agua que raramente se 
incluyen en el diseño de redes ecológicas.
C. Ausencia de marco coordinado a nivel estatal para de 
definición y protección de conectores
Las iniciativas autónomicas, a pesar de la idoneidad y 
efectividad de algunas de ellas, generalmente están limi-
tadas a los límites autonómicos, careciéndose en España 
de una visión de la conectividad del territorio a escala de 
Península Ibérica y de conexión con países limítrofes. En 
este sentido, se hace necesaria una coherencia a escala 
peninsular y supranacional para el establecimiento y pro-
tección de redes de conectividad suprautonómicas.
D. Escasa aplicación en el territorio
Los estudios de conectividad realizados desde el ám-
bito científico no llegan en general ponerse en práctica 
para hace efectiva la conservación y restauración de re-
des de conectividad. Se hace evidente que aún queda 
mucho camino que recorrer para la protección y recupe-
ración de conectores ecológicos.
Muchas de las propuestas de conectividad elaboradas 
a nivel autonómico aún no se han aplicado sobre el terri-
torio debido a diversas causas; falta de compromiso polí-
tico para incluir la protección de los conectores en la pla-
nificación territorial, falta de financiación para proyectos 
de restauración a gran escala de zonas importantes para 
la conectividad, etc. Otro aspecto importante es que en 
los planes y programas para el desarrollo de redes ecoló-
gicas en ciertas comunidades se  especifican los objetivos 
principales pero no se marcan un rango de tiempo en el 
que se deban efectuar ni se asignan presupuestos para su 
puesta en marcha.
En este sentido, la definición de conectores ecológi-
cos a nivel territorial necesita instrumentos normativos 
que obliguen a su consideración en la aplicación de las di-
versas políticas sectoriales, como la ordenación del terri-
torio, la planificación de infraestructuras o la evaluación 
ambiental.
Igualmente, esta conclusión también puede aplicar-
se sobre la escasa aplicación en general de otras herra-
mientas de financiación de medidas a menor escala que 
pueden mejorar la conectividad del territorio como por 
ejemplo medidas de los Programas de Desarrollo Rural o 
de otros Programas Operativos de Fondos Europeos (me-
didas para favorecer la conectividad en parcelas agrarias, 
medidas de restauración, desfragmentación de infraes-
tructuras, etc.). Como muestra el estudio de la Comisión 
Europea, “Integration of Natura 2000 and Biodiversity 
into EU Funding EAFRD, ERDF, CF, EMFF, ESF”, se destina 
un bajo nivel de financiación a medidas de mejoras fores-
tales a través de fondos FEADER, y un bajo nivel del de 
financiación de aspectos medioambientales y mejora de 
la conectividad a través de fondos FEDER. 
E. Falta coordinación y planificación de acciones que fo-
mentan la conectividad
Tanto por parte de la administración central como por 
parte de las Comunidades Autónomas se llevan a cabo 
acciones orientadas a restituir y garantizar los procesos 
y funciones ecológicas (protección de especies amenaza-
das, puesta en marcha de medidas agroambientales, pro-
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yectos de restauración forestal etc.), que pueden consi-
derarse actuaciones de mejora de la conectividad y de la 
infraestructura verde, pero que están fuera de un marco 
debidamente planificado a nivel de territorio y de paisaje.
 5.2.5 Recomendaciones para fomentar la 
conectividad
A continuación se muestra una serie de recomendaciones 
para definir, proteger, mantener y restaurar la conectivi-
dad territorial, agrupadas bajo los principales resultados 
del diagnóstico, según su relación con los mismos. 
Carencias de información y escasa relevancia en los 
procesos de planificación sectorial y toma de decisio-
nes
A. Se completarán las carencias de información espacial 
existentes con el fin de avanzar en la identificación de 
zonas prioritarias para la conectividad, específicamen-
te en cuanto al ámbito agrario y la presencia de ele-
mentos que favorecen la conectividad (como setos, 
bosquetes, muretes, puntos de agua, etc.) 
B. Se identificarán sectores en los que es preciso restau-
rar la conectividad  ecológica (desfragmentar) que se 
encuentre afectada por el efecto de carreteras, ferro-
carriles y canales. Asimismo se identificarán sectores 
en los que otras infraestructuras hidráulicas afecten 
la conectividad fluvial. Para ello se integrará la infor-
mación ya existente, se completará el diagnóstico y 
se identificarán los sectores en los que se considere 
necesario llevar a cabo actuaciones de permeabiliza-
ción de las barreras existentes mediante estructuras 
de conectividad (ecoductos u otro tipo de pasos de 
fauna en vías de transporte y dispositivos de pasos 
para peces y otro tipos en azudes y presas).
C. Se identificará una red de conectores a nivel nacional 
donde se podrán integrar las iniciativas autonómi-
cas existentes que hayan estudiado las zonas priori-
tarias para la conectividad funcional del territorio a 
una escala más detallada. Dicha red de conectores a 
nivel nacional se identificará siguiendo unos criterios 
establecidos y consensuados, que siguiendo las reco-
mendaciones de documentos como “Guidance on the 
maintenance of landscape connectivity features of 
major importance for wild flora and fauna”( Kettunen 
et al., 2007), se establecerán:
- Identificando especies y hábitat de interés comu-
nitario y/o presentes en los catálogos nacionales 
o regionales de especies amenazadas que estén 
actualmente afectados por la fragmentación y/o el 
cambio climático.
- Analizando los requerimientos de conectividad 
funcional de estas especies y hábitat en cuanto a 
hábitat alcanzable y permeabilidad del territorio
- Procurando que la red de conectores a nivel nacio-
nal conecte zonas núcleo, entre los que se inclu-
yan espacios Red Natura 2000 y otros espacios de 
importancia para la biodiversidad como:
• Sistemas agrarios de alta valor natural
• Ecosistemas húmedos y masas de agua y es-
pacios adyacentes
• Vías pecuarias
• Refugios de fauna bajo proyecciones de cam-
bio climático
• Áreas críticas y zonas de importancia en planes 
de recuperación y conservación de especies
Esta red de conectores debe asegurar el cumplimien-
to del artículo 10 de la Directiva Hábitat que insta a los 
Estados miembros mejorar la coherencia ecológica de la 
red Natura 2000, mediante la gestión de los elementos 
del paisaje que revistan primordial importancia para la 
fauna y la flora silvestres. Se refiere a aquellos elemen-
tos que, por su estructura lineal y continua (como los ríos 
con sus correspondientes riberas, las vías pecuarias, o los 
sistemas tradicionales de deslinde de los campos), o por 
su papel de puntos de enlace (como los estanques o los 
sotos) resultan esenciales para la migración, la distribu-
ción geográfica y el intercambio genético de las especies 
silvestres:
- Fomentar proyectos de investigación sobre conec-
tividad en el Plan Nacional de Investigación (medi-
da 3.1.1.1).
- Desarrollo de herramientas para compartir el co-
nocimiento (bases de datos, web, red, plataforma, 
etc) (Objetivo 3.1.2).
Falta de coherencia en los criterios para el diseño  y 
gestión de redes ecológicas
A. Se establecerán unos criterios comunes para la iden-
tificación de redes de conectividad a nivel nacional, 
autonómico y subautonómico de forma que se homo-
genicen los criterios entre las CCAA y se llegue a un en-
tendimiento conjunto para la definición de las redes 
de conectividad en España
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B. Definir y favorecer la aplicación de criterios de gestión 
orientados a la mejora de la conectividad ecológica, 
adaptados a la variabilidad natural, paisajística, social 
y económica 
Carencias de información  y escasa relevancia en los 
procesos de planificación sectorial y toma de decisio-
nes
A. Se integrarán los requerimientos de protección y me-
jora de la conectividad funcional en todas las políticas 
sectoriales de forma que las acciones derivadas de 
estas políticas no disminuyan la conectividad funcio-
nal del territorio. Esto debe realizarse fundamental-
mente con las políticas que más efectos tienen sobre 
los cambios en los usos del suelo: política agraria, de 
transporte, energía, planificación del suelo, etc. En 
concreto:
- Se integrará la protección de las redes de conec-
tividad descritas a nivel nacional y autonómico en 
todos los instrumentos de planificación territorial 
y sectorial estatales y autonómicos, Los tipos de 
instrumentos de planificación a escala estatal y 
autonómica que se verían directamente afectados 
serían los siguientes:
• Planes sectoriales del Estado con afecciones so-
bre la matriz territorial, como los referidos a las 
infraestructuras de transporte, planificación hi-
drológica, política agrícola, política forestal, etc.
• Directrices regionales de ordenación del territo-
rio de las Comunidades Autónomas, también co-
nocidas como Planes de ordenación integral del 
territorio a escala regional (que sirven de base 
para los contenidos de i) los planes territoriales 
sectoriales autonómicos, ii) los planes de ordena-
ción integral  del territorio a escala subregional o 
comarcal y iii) el planeamiento municipal).
- Se aumentará la relevancia de la conectividad eco-
lógica en la evaluación ambiental de planes y pro-
yectos y en los procesos de evaluación ambiental 
estratégica de planes y programas. Para ello, la 
propuesta espacial de conectividad tendrá gran 
utilidad para que la conectividad sea un criterio 
de referencia en la EIA y EAE.  Para proyectos no 
sometidos a EIA, se redactará un protocolo o pro-
cedimiento de evaluación.
- Se creará una legislación básica estatal de ordena-
ción del territorio, en la cual se especificarían unos 
contenidos mínimos para las leyes e instrumentos 
de las Comunidades Autónomas en la materia. 
Dentro de esos contenidos mínimos se incluirá una 
cartografía sobre conectividad ecológica en los 
instrumentos de planificación territorial de las Co-
munidades Autónomas y una regulación de usos 
común para las redes de conectividad territorial y 
elementos de interés conector. 
B. Se pondrán en marcha medidas para recuperar y 
mantener la conectividad a través de mecanismos 
existentes (gestión de espacios protegidos, planifi-
cación territorial, planificación de infraestructuras de 
transporte u de otro tipo, acciones para la conserva-
ción de especies amenazadas, planes de restauración 
forestal, medidas a cargo de Fondos Europeos) de 
forma coordinada entre la administración nacional y 
administraciones autonómicas para la consecución 
de objetivos específicos de mejora y protección de la 
conectividad en las zonas prioritarias identificadas. En 
concreto:
- Se aumentará la financiación comunitaria destina-
da a mejorar la conectividad territorial, haciendo 
uso de las opciones que ofrecen los reglamentos 
de los Fondos Europeos como FEADER, FEDER, FS 
y FEMP para financiar la infraestructura verde, los 
elementos conectores en ámbito agrario, etc. 
- La planificación y gestión de la Red Natura tendrá 
en cuenta la necesidad de conectividad territorial, 
de forma que debe ser integrada en los planes de 
gestión de Red Natura 2000 con objetivos y me-
didas concretas, así como con asignación presu-
puestaria definida.
- Se orientará y aprovechará la financiación desti-
nada a adaptación al cambio climático (como por 
ejemplo el Plan PIMA Adapta y posteriores) así 
como otras líneas de financiación estatales, para 
incluir acciones de restauración ecológica de la 
conectividad que contribuyan a los objetivos de la 
Estrategia.
- La desfragmentación en espacios afectados por 
el efecto barrera de infraestructuras no sólo 
debe contemplar las actuaciones de creación de 
estructuras de conectividad en la propia vía, sino 
también la restauración de hábitats de su entorno 
para garantizar una efectiva conectividad ecológi-
ca entre los ecosistemas fragmentados. En la prio-
rización de sectores a desfragmentar se tendrá 
en consideración la afectación que las barreras de 
infraestructuras puedan suponer para hábitats de 
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interés comunitario o especies amenazadas o en 
peligro de extinción.
- Se crearan mecanismos para que los fondos pro-
cedentes de medidas compensatorias de nuevos 
proyectos puedan destinarse a la desfragmenta-
ción de espacios afectados por infraestructuras y 
en general, para la restauración de la conectividad 
ecológica.
Otros temas:
A. Se establecerán las bases para fomentar la participa-
ción social en cada una de las fases de la conectividad: 
promoción de la información y sensibilización pública 
sobre la conectividad ecológica, involucrando a los 
distintos sectores con intereses en el territorio (agri-
cultores, ganaderos, empresarios, ONGs, etc.) y a los 
diferentes departamentos de la Administración. 
B. Se elaborarán planes de seguimiento y vigilancia para 
comprobar que las redes ecológicas y los elementos 
del paisaje asignados como conectores ecológicos 
funcionan correctamente y son respetados por las 
políticas sectoriales.  Para ello, se definirán indicado-
res relacionado con la conectividad ecológica y los 
sistemas integrados de seguimiento de aspectos de 
conectividad, biodiversidad y cambio global.
5.3 Fragmentación y pérdida de hábitats 
5.3.1 El proceso de fragmentación y sus 
efectos sobre la biodiversidad
La fragmentación es un proceso de división de áreas de 
hábitats continuos en fragmentos que, a medida que se 
hacen más pequeños, quedan más aislados entre sí, y 
que, en conjunto, ocupan sólo una fracción de la superfi-
cie original del hábitat (Rosell et al., 2003). Este proceso 
genera una limitación de la conectividad ecológica de los 
hábitats y las especies debido al efecto barrera, cuyo ori-
gen puede ser natural o antrópico (Makhzoumi & Punget-
ti, 2003). Además, el proceso se asocia a la destrucción y 
pérdida de hábitats que sobre todo afecta negativamen-
te a especies con conductas y tendencias alejadas de los 
ambientes humanizados (AEMA-OFMA, 2011).
En la actualidad, el 30% del territorio de la Unión Euro-
pea presenta un grado de fragmentación entre modera-
do y alto según la Estrategia europea sobre la biodiversi-
dad hasta 2020: nuestro seguro de vida y capital natural 
[COM(2011) 244 final]. La tierra y el suelo son elementos 
esenciales de los recursos naturales de la UE y, sin embar-
go, cada año se ocupan más de 1.000 km² de territorio 
para viviendas, usos industriales, carreteras o fines re-
creativos (AEMA, 2010a). 
España, al igual que el resto de los estados miembros, 
sufre un proceso de fragmentación de hábitats que se in-
crementa año tras año y aunque sustenta, junto con los 
países escandinavos y bálticos, el territorio europeo con 
mayor diversidad biológica (Torres et al., 2016), es preci-
so frenar dicha tendencia. La gran diversidad climática y 
orográfica de España es responsable de su gran riqueza 
biológica, siendo el país europeo con más variedad de 
mamíferos y reptiles y el que ocupa el tercer puesto en 
anfibios y peces (MAGRAMA, 2013b).
Según la Red Biodiversidad (2011), el territorio espa-
ñol cuenta con 10.000 especies de plantas diferentes. 
Se calcula que existen unas 20.000 especies de hongos, 
líquenes y musgos, y entre 8.000 y 9.000 especies de 
plantas vasculares (helechos y plantas con flores) que re-
presentan el 80% de las existentes en la Unión Europea 
y casi el 60% de las que se hallan en todo el continente. 
De este último grupo, más de 6.500 son plantas autóc-
tonas, con unos 1.500 endemismos únicos en el mundo 
y otros 500 endemismos compartidos con el Norte de 
África. Respecto a la fauna, la Península Ibérica se carac-
teriza, también, por poseer la mayor riqueza biológica de 
Europa occidental, con un total de entre 50.000 y 60.000 
especies animales, más del 50% de las especies existentes 
en la Unión Europea. De ellas, 770 especies son vertebra-
das, excluyendo los peces marinos. Por otro lado, en las 
islas Canarias habitan, debido a su aislamiento, el 44% de 
especies animales endémicas. Además, España presenta 
una gran variedad de hábitats, teniendo 121 tipos diferen-
tes, lo que supone el 54% del total de hábitats existentes 
en toda la Unión Europea.
A pesar de estas cifras tan alentadoras en cuanto a la 
diversidad biológica en España comparada con otros es-
tados miembros, y de las debidas figuras de protección 
de zonas con un elevado estado de conservación (en 
buena medida, desprovistas de presencia humana), no 
es suficiente para mantener el flujo biológico necesario 
entre hábitats y frenar la pérdida de biodiversidad. Por 
ejemplo, se ha detectado una enorme influencia de las 
infraestructuras sobre las áreas de distribución de espe-
cies emblemáticas de la Península Ibérica, entre las que 
se encuentran el águila imperial, el oso pardo o el lince 
ibérico, porque muestran una mayor prevalencia en las 
zonas alejadas del ser humano (Torres et al., 2016). Sin 
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En algunas comunidades autónomas han surgido ini-
ciativas importantes relacionadas con la creación de es-
tas redes de corredores ecológicos (EUROPARC-España, 
2009; Gurrutxaga, 2011). Es el caso de Madrid (Sastre, 
2002), País Vasco (Gurrutxaga, 2005), Asturias (García, 
2008) o Murcia (ATECMA, 2007). A escala estatal también 
se han desarrollado metodologías de gran interés para 
fomentar la conectividad del paisaje, entre las que desta-
ca el método de modelado espacial para la generación de 
mapas de idoneidad de hábitats naturales y el modelado 
de la conectividad para hábitats zonales (Márquez-Barra-
so et al., 2015).
Otra herramienta esencial para la mejora de la conec-
tividad es la restauración ecológica enfocada a restable-
cer la biodiversidad en aquellos hábitats degradados, 
dañados o destruidos. La visión de una “restauración 
ecológica 2.0” (Higgs et al., 2014) es especialmente útil 
para recuperar la conectividad ecológica y fomentar la in-
embargo, la conservación de la biodiversidad no supo-
ne únicamente proteger las especies y los hábitats por 
su propio interés, sino también mantener la capacidad 
de la naturaleza para proporcionar bienes y servicios a 
las sociedades humanas, y cuya pérdida tiene un precio 
elevado (AEMA, 2011). Los impactos generados por los 
procesos de fragmentación, unidos a otros motores de 
cambio como los cambios en los usos de suelo o el cam-
bio climático, amenazan el estado de la biodiversidad en 
España y, por tanto, a aquellos procesos ecológicos que 
proveen de servicios ecosistémicos. 
La intensidad de los efectos de la fragmentación so-
bre el territorio se puede estimar según la tipología de la 
infraestructura que lo causa (Tabla 23). Así, por ejemplo, 
el tren de alta velocidad es la infraestructura que más 
incide sobre los distintos componentes del territorio y 
supone un mayor impacto ecológico, sobre todo porque 
genera un efecto barrera muy elevado y dificulta la movi-
lidad de la fauna (Pineda et al., 2010).
Datos recientes, obtenidos a partir de técnicas de aná-
lisis espacial de alta resolución y del uso de funciones que 
describen la reducción de densidad poblacional, indican 
que el impacto de la fragmentación sobre la fauna silves-
tre en España se extiende prácticamente por todo el país. 
En el caso de las aves, el impacto de la fragmentación 
afecta al 55,5% del territorio, con una reducción prevista 
del 22,6% en el número de individuos. Respecto a los ma-
míferos, las cifras son más alarmantes, pues el impacto 
que ejerce la fragmentación sobre sus poblaciones afec-
ta al 97,7% del territorio y el descenso previsto alcanza el 
46,6% en el número de individuos (Torres et al., 2016).
Con precedentes semejantes es prioritario emplear 
métodos para la mejora o la restauración de la conectivi-
dad. En este sentido, el artículo 18g de la Ley 33/2015, de 
21 de septiembre, por la que se modifica la Ley 42/2007, 
de 13 de diciembre, del Patrimonio Natural y de la Bio-
diversidad, indica que se deben establecer y consolidar 
redes ecológicas compuestas por espacios de alto valor 
natural, que permitan los movimientos y la dispersión de 
las poblaciones de especies de la flora y de la fauna y el 
mantenimiento de los flujos que garanticen la funcionali-
dad de los ecosistemas. Asimismo, en su artículo 21, otor-
ga un papel prioritario como corredores ecológicos a los 
cursos fluviales, vías pecuarias, áreas de montaña y otros 
elementos del territorio, lineales y continuos, o que ac-
túen como puntos de enlace, con independencia de que 
tengan la condición de espacios naturales protegidos. 














Autopista Alto Alto Baja Alto Alto Alto
Carretera Medio-Alto Medio Media Medio-Alto Medio Medio-Alto
Tren de alta velocidad Muy Alto Muy Alto Muy Baja Alto-Muy Alto Muy Alto Alto
Ferrocarril Alto Alto Baja Alto Bajo Bajo
Canal Alto Bajo - Alto Muy alto Medio-Alto
Tubería Bajo Bajo Alta Bajo-Medio Nulo Nulo
Transporte por cable - - Muy Alta Muy Bajo - -
Tendido eléctrico - - Alta Muy Bajo - Media
Fuente: Pineda et al., 2010
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fraestructura verde, pues su finalidad es la optimización 
de la biodiversidad, los procesos ecológicos y la provisión 
de servicios ecosistémicos, teniendo en cuenta el marco 
ecológico, socio-económico y cultural (Rey Benayas & De 
Torre, 2016).
Del mismo modo, no hay que olvidar que el objetivo 
básico de la Estrategia estatal de infraestructura verde y 
de la conectividad y restauración ecológicas es conservar 
la biodiversidad. Para lograrlo no sólo deben delimitarse 
y protegerse aquellos espacios que albergan mayor bio-
diversidad, además han de llevarse a cabo actuaciones 
de conservación que consideren el conjunto del territorio 
como un sistema donde se incluya la gestión de la trama 
territorial y el conjunto de actividades de las poblaciones 
humanas locales, es decir, la gestión de los procesos ecoló-
gicos, tanto naturales como culturales (Pineda et al., 2010). 
Según Pineda et al. (2010), en España existen impor-
tantes lagunas jurídicas en cuanto a la protección de la 
conectividad de la matriz territorial, de modo que sería 
conveniente crear un “Observatorio de la Conectividad 
Ecológica Territorial”. Esta institución, como organismo 
independiente podría manejar información sobre los fe-
nómenos físicos, biológicos y rurales-culturales que man-
tienen las conexiones ecológicas esenciales entre hábi-
tats, así como evaluar permanentemente la importancia 
de estas conexiones, detectar y calificar jurídicamente 
lugares de tensión con actividades humanas y elaborar 
declaraciones de conectividad o de impacto ambiental 
ante obras e instalaciones públicas y privadas. 
5.3.2 Tipos de fragmentación de hábitats 
5.3.2.1 Fragmentación de hábitats por infraestruc-
turas de transporte
La mayor parte del territorio europeo se encuentra tan 
fragmentado por las infraestructuras de transporte, que 
en 2001 el tamaño medio de las áreas no fragmentadas de 
la UE únicamente comprendía 130 km2 (Iuell et al., 2005). 
Según el informe Landscape Fragmentation in Europe 
(EEA-FOEN report Nº 2/2011) de la Agencia Europea de 
Medio Ambiente las infraestructuras lineales de transpor-
te (carretera y ferrocarril) constituyen un factor determi-
nante de la pérdida de biodiversidad en Europa. Entre las 
recomendaciones para reducir los impactos nocivos del 
transporte en el medio ambiente se encuentra mejorar 
el rendimiento medioambiental de todas las modalidades 
de transporte, incluido el uso eficiente de las infraestruc-
turas (AEMA, 2015). 
En España, aunque la superficie total del territorio 
fragmentado por estas infraestructuras lineales es bajo 
comparado con el resto de ocupaciones del suelo, la ex-
tensión lineal de la red de carreteras, a fecha de 31 de di-
ciembre de 2014,  tiene 166.284 Km, de los cuales, más 
de 15.048 km corresponden a carreteras de alta capaci-
dad (autopistas de peaje y libres, y autovías). Así, España 
constituye en la actualidad el país de Europa con mayor 
longitud de este tipo de vías (Ministerio de Fomento, 
2016). De hecho, el Plan Estratégico de Infraestructuras 
de Transporte contempla un incremento del 50% de la red 
de carreteras y del 200% del ferrocarril de alta velocidad 
para el año 2020 (PEIT, 2005).
Además, existen redes de carreteras gestionadas 
por las Comunidades Autónomas, Diputaciones y Ayun-
tamientos que aumentan el efecto de la fragmentación 
de hábitats en el territorio estatal. Las cifras de superfi-
cie lineal alcanzan los 71.397 km para carreteras autonó-
micas, 68.763 km para carreteras correspondientes a las 
Diputaciones y unos 500.000 km para viarios gestionados 
por los Ayuntamientos (Ministerio de Fomento, 2016), 
aunque en este caso, los valores también se refieren a las 
zonas urbanas.
España tiene aún un grado de fragmentación relati-
vamente bajo en comparación con otros países de la UE 
(MAGRAMA, 2013c). En general, el valor promedio consi-
derado como umbral crítico de densidad de infraestructu-
ras a partir del cual se empieza a perder la funcionalidad 
natural del paisaje, donde se acogen poblaciones esta-
bles de especies sensibles a la fragmentación, es de 0.6 
km de vía por cada km2 de superficie (Forman & Alexan-
der, 1998). Considerando el conjunto de las infraestructu-
ras lineales de carreteras estatales, autonómicas y de las 
diputaciones, este umbral crítico ya se supera en España 
con una cifra del 0.61%. A ello hay que añadir las super-
ficies lineales correspondientes a las infraestructuras fe-
rroviarias. 
El proceso de pérdida de hábitats provocado por el 
efecto de carreteras y ferrocarriles afecta negativamente 
a muchas especies autóctonas, que tienden a disminuir 
en abundancia y a reducir su área distribución. Por lo tan-
to, este proceso conduce a un incremento en el número 
de especies amenazadas y en los procesos de extinción a 
escala local (McKinney & Lockwood, 1999). Asimismo, las 
especies alóctonas invasoras pueden verse favorecidas 
por este proceso al expandirse fácilmente a través de las 
nuevas vías de comunicación hacia áreas que antes eran 
de difícil acceso.
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Para evitar el impacto negativo de este tipo de frag-
mentación sobre las especies y los ecosistemas, surge el 
concepto de “desfragmentación”. La desfragmentación 
es el conjunto de acciones destinadas a recuperar o au-
mentar la conectividad ecológica en territorios afectados 
por infraestructuras lineales de transporte en funciona-
miento y, en general, a mitigar cualquiera de los efectos 
asociados a la fragmentación de hábitats generados por 
estas vías (MAGRAMA, 2013c).
De este modo, con la aplicación de la desfragmenta-
ción se pretende (MAGRAMA, 2013d): 
1. Reducir la mortalidad de fauna y los accidentes causa-
dos por la fauna silvestre 
2. Reducir el efecto barrera 
3. Restablecer la continuidad física entre los fragmentos 
de hábitats 
4. Restablecer la conectividad ecológica entre hábitats, 
áreas naturales protegidas y otras áreas de especial 
interés de conservación 
5. Mitigar las perturbaciones que afectan a los márge-
nes (en particular, el ruido y la iluminación) 
6. En los casos más extremos, eliminar todos los impac-
tos de la vía mediante desmantelamiento
Aunque la Península Ibérica acoge alrededor del 50% 
de las especies de plantas y vertebrados terrestres eu-
ropeos y más del 30% de sus endemismos (Araújo et al., 
2007), las tasas de pérdida de biodiversidad a nivel global 
siguen aumentando (Sala et al., 2000, Secretaría del Con-
venio sobre la Diversidad Biológica 2010). 
De este modo, urge la aplicación de actuaciones de 
desfragmentación en todo el territorio estatal, con espe-
cial atención a aquellas infraestructuras lineales de trans-
porte que atraviesan espacios protegidos, en los que se 
hace necesario restaurar, mantener o mejorar la conecti-
vidad ecológica a través de corredores ecológicos
Igualmente, es prioritario aplicar medidas que mejoren 
el flujo biológico entre hábitats protegidos y otras áreas no 
protegidas que potencialmente puedan ser incluidas como 
elementos territoriales en la red de infraestructura verde 
(Rey Benayas & De Torre, 2016). Así, las áreas de interés na-
tural, como ríos, humedales, pastizales de montaña, bos-
ques, etc. serían áreas prioritarias para aplicar medidas de 
desfragmentación (MAGRAMA, 2013d). 
Existen avanzadas metodologías y orientaciones para 
actuar a favor de la desfragmentación de hábitats, entre 
otras, medidas de permeabilización como la construcción 
de ecoductos y pasos de fauna específicos, de reducción 
de mortalidad de fauna, de restauración de hábitats o re-
ducción de perturbaciones. Estas medidas deben incluir-
se en los planes de obra civil como planes de desfragmen-
tación integrados, donde se contemple la identificación 
de las zonas críticas y el diseño de medidas adecuadas 
para resolver los conflictos en cada una de ellas (MAGRA-
MA, 2013c, 2013d).
El MAPAMA, a través de la Acción COST 341 (Álvarez 
& Rosell, 2006), ha publicado una serie de documentos 
donde se describen distintos indicadores idóneos para 
la aplicación de la desfragmentación de hábitats a escala 
estatal y autonómica (MAGRAMA, 2013d). Entre los indi-
cadores propuestos se encuentra el índice de densidad 
de la red de infraestructuras lineales de transporte (Figu-
ra 18) o el grado de fragmentación de hábitats calculado 
a partir del tamaño efectivo de malla (MAGRAMA, 2010) 
(Tabla 24).Asimismo, la documentación publicada apor-
ta información detallada para la identificación de áreas 
a desfragmentar en forma de fichas que cada una de las 
comunidades autónomas  puede aplicar en su ámbito te-
rritorial. Desde el marco de la “Estrategia estatal de in-
fraestructura verde y de la conectividad y restauración 
ecológicas” se recomienda la aplicación de esta meto-
dología propuesta por el MAPAMA a través de la Acción 
COST 341 (MAGRAMA, 2014).
5.3.2.2 Fragmentación de hábitats por otras in-
fraestructuras
La fragmentación de hábitats provocada por otras in-
fraestructuras, de producción y distribución energética, 
intensificación y homogenización agrícola y silvícola, in-
cendios forestales o especulación urbanística son tam-
bién relevantes en España.
Según la Comisión Europea, las medidas para reducir 
de forma significativa la fragmentación y degradación de 
los espacios forestales y restablecer los bosques degra-
dados pueden ayudar, por un lado, a mejorar el estado de 
conservación de especies y hábitats que dependen de la 
silvicultura o se ven afectados por ella y, por otro lado, a 
mejorar la prestación de servicios ecosistémicos asocia-
dos. La infraestructura verde puede hacer una aportación 
constructiva en este sentido proporcionando un marco 
coherente dentro del cual se conserven y potencien las 
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Figura 18. Representación cartográfica del índice de densidad de la red de infraestructuras lineales de transporte a nivel 
estatal. Fuente: MAGRAMA, 2013d
características y funciones naturales de las zonas foresta-
les (COM(2013) 249 final).
Además, desde Europa se pretende fomentar la in-
tegración de la ordenación territorial y los ambientes 
agrícolas ya que las interacciones entre los usos del sue-
lo y los procesos medioambientales son muy estrechos 
(AEMA, 2015). 
En España, los medios agrícolas son los más perju-
dicados por la fragmentación de hábitats, en especial, 
aquellos que albergan una gran diversidad biológica. La 
actividad agraria tradicional ha ido creando a lo largo de 
los siglos una estructura rural integrada en la trama eco-
lógica natural (Bernáldez, 1991). Es muy probable que la 
desaparición de especies en estos medios sea muy rápida 
en un futuro próximo, al verse agravada por la intensifi-
cación agrícola y el cambio climático (Torres et al., 2016).
Por ello, las Zonas de Alto Valor Natural (ZAVN) (Fi-
gura 17), entendidas como aquellas que presentan una 
elevada riqueza de especies o de taxones que deben ser 
conservados y que están asociados al medio productivo, 
sobre todo agrícola y forestal, así como los Sistemas de 
Alto Valor Natural (SAVN), es decir, las fincas en explota-
ción agraria o forestal que no sobreexplotan la fertilidad 
del suelo y mantienen la sostenibilidad ecológica del me-
dio, son reservorios de biodiversidad y deben tener prio-
ridad a la hora de restaurar la conectividad e implantar 
una infraestructura verde. Asimismo, se deben tomas las 
medidas necesarias para mantener o restaurar la conecti-
vidad entre espacios naturales de alto valor ecológico en 
España, independientemente de que incluyan o no figu-
ras de protección (Rey Benayas & De Torre, 2016). 
La identificación de los problemas de fragmentación 
y las zonas de alta conectividad, así como la evaluación 
de la coherencia global y la conectividad ecológica de la 
Red Natura 2000 en España pueden constituir una buena 
base para mejorar la conectividad (Márquez-Barraso et 
al. 2015) y, en consecuencia,  fomentar la infraestructura 
verde del territorio.
Otro de los problemas asociados a la pérdida de há-
bitats en España es el aumento e intensidad de los in-
cendios forestales, que contribuyen considerablemente 
al incremento de la pérdida de biodiversidad en el terri-
torio. Según cifras aportadas por el MAPAMA, el 56,14% 
de los incendios forestales que se produjeron durante el 
año 2011 en España se originaron junto a vías de comuni-
cación como carreteras, pistas forestales y sendas (AD-
CIF, 2013). Sin embargo, las causas que provocan los in-
cendios desde las pistas forestales son más variadas que 
las originadas en otras vías, de modo que su complejidad 
a la hora de prevenirlos es mayor. El último informe del 
MAGRAMA (2016a) sobre incendios forestales en España 
muestra que la región Noroeste es la que  sufre  un  ma-
yor  número  de  siniestros  con  un  52,29  %.  Le  sigue  la 
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región  de  las Comunidades del interior peninsular, con el 
31,44 %, la zona del Mediterráneo, con casi el 15,5%, y pos-
teriormente Canarias, con el 0,77% del total (Figura 19).
Entre las diferentes actuaciones de prevención pro-
puestas por el MAPAMA se encuentran la prevención 
integral (quemas controladas) y las labores preventi-
vas (clareos, podas y  desbroces). Con ellas se preten-
de evitar la consecuente pérdida de hábitat para nume-
rosas especies originadas por incendios. En el caso de 
daños producidos por incendios, la restauración ecoló-
gica puede ser una adecuada herramienta para resta-
blecer, con especies autóctonas, los hábitats dañados 
o destruidos.
Por otro lado, la infraestructura de producción y dis-
tribución de energía en España, especialmente parques 
eólicos y tendidos eléctricos, ha alterado el paisaje tradi-
cional, ha reducido la calidad de los hábitats, ha poten-
ciado el efecto barrera y ha propiciado la mortalidad de 
fauna por colisión o electrocución (Rey Benayas & De To-
rre, 2016). 
Para evitar estos riesgos, la SEO ha elaborado un 
documento de gran interés para evaluar el impacto de 
las instalaciones eólicas, tanto terrestres como marinas, 
sobre avifauna y quirópteros. El estudio pone de mani-
fiesto la falta de una planificación eólica española que 
contemple una implantación territorial capaz de compa-
Tabla 24. Valores del tamaño efectivo de malla según el método de conexiones transfronterizas (m
eff
CBC, km2) y densidad 
efectiva de malla (s
eff
, número de mallas por 1000 km2) para cada provincia de España
PROVINCIA  m
eff
 CBC    s
eff
  PROVINCIA  m
eff
 CBC    s
eff
  
 A Coruña  39,82 25,11  La Rioja  276,85 3,61
 Álava  112,47 8,89  Las Palmas  112,42 8,9
 Albacete  294,13 3,4  León  286,65 3,49
 Alicante  74,79 13,37  Lleida  1147,38 0,87
 Almería  346,04 2,89  Lugo  72,48 13,78
 Asturias  355,41 2,81  Madrid  77,24 12,95
 Ávila  256,04 3,91  Málaga  194,6 5,14
 Badajoz  191,3 5,23  Murcia  253,59 3,94
 Barcelona  164,96 6,06  Navarra  218,6 4,57
 Burgos  112,45 8,89  Ourense  149,09 6,71
 Cáceres  207,65 4,82  Palencia  136,13 7,35
 Cádiz  355,32 2,81  Pontevedra  34,85 28,69
 Cantabria  265,08 3,77  Salamanca  84,77 11,8
 Castellón  149,16 6,7 Santa Cruz de Tenerife 135,23 7,39
 Ciudad Real  323,32 3,09  Segovia  104,7 9,55
 Córdoba  221,29 4,52  Sevilla  432,9 2,31
 Cuenca  216,82 4,61  Soria  126,33 7,92
 Girona  351,04 2,85  Tarragona  129,26 7,74
 Granada  549,03 1,82  Teruel  221,12 4,52
 Guadalajara  171,16 5,84  Toledo  150,09 6,66
 Guipúzcoa  162,07 6,17  Valencia  229,3 4,36
 Huelva  384,61 2,6  Valladolid  65,83 15,19
 Huesca  746,99 1,34  Vizcaya  71,52 13,98
 Illes Balears  269,94 3,7  Zamora  123,4 8,1




Figura 19. Porcentaje del número de incendios en las diferentes regiones es-
pañolas (Fuente: MAGRAMA, 2016a)
tibilizar los objetivos energéticos con los de conserva-
ción, y  establece la necesidad de unas directrices claras 
para los Estudios de Impacto Ambiental que permitan 
el cumplimiento de sus objetivos (Atienza et al., 2011). 
En cuanto a los tendidos eléctricos, la SEO sostiene que 
mueren más de un millón de aves en España por colisio-
nes y electrocución. Por ello, promueve el cumplimiento 
del Real Decreto 1432/2008, de 29 de agosto, por el que 
se establecen medidas para la protección de la avifauna 
contra la colisión y la electrocución en líneas eléctricas 
de alta tensión, como base jurídica fundamental para 
evitar la instalación de más tendidos de diseño peligro-
so en áreas especialmente sensibles para las aves (SEO, 
2016).
Respecto a la fragmentación originada por las in-
fraestructuras y captaciones de los cursos fluviales, la 
construcción de azudes y presas en los cauces de ríos y 
arroyos es particularmente nociva, en la medida en que 
impiden o limitan el libre flujo de organismos asociados 
al mismo (Gurrutxaga & Lozano, 2010). Igualmente, las 
tasas de mortalidad de especies piscícolas asociadas a 
barreras locales en hábitats fluviales, pueden llegar a ser 
del 90% de los individuos en las turbinas de generación 
hidroeléctrica relacionadas con el paso de los peces (La-
rinier, 2000). Uno de los ejemplos más claros en España 
de los efectos de fragmentación ocasionados por la pro-
liferación de presas en el último siglo es el de las anguilas 
(Anguilla anguilla), cuya área de distribución en la Penín-
sula Ibérica se ha reducido a una franja costera que su-
pone menos del 20 % del área que ocupaba a principios 
del siglo XX (Prenda et al., 2003). Otras especies como el 
sábalo (Alosa alosa), la saboga (Alosa fallax) y la lamprea 
marina (Petromyzon marinus) desaparecieron del curso 
medio del río Guadalquivir como consecuencia de la cons-
trucción de una presa hidroeléctrica en Alcalá del Río (Se-
villa) en 1931. Como caso extremo, el esturión (Acipenser 
sturio) se extinguió por completo tras varias décadas de 
regresión poblacional (Granado-Lorencio, 1991). 
Otra causa de fragmentación a considerar es el con-
sumo y la especulación del suelo con fines urbanísticos. 
Estadísticas recientes de la Agencia Europea de Medio 
Ambiente indican en la década de los 90 del siglo pasa-
do en la UE, fue urbanizada una superficie de unos 8.000 
km2, lo que supone un incremento del 5% del total de la 
superficie construida en solo 10 años (AEMA, 2010a). Se-
gún el último informe sobre el estado del medio ambien-
te en Europa, el desarrollo urbanístico, especialmente 
centrado en las áreas periurbanas, puede intensificar la 
presión ejercida sobre el medio ambiente. De hecho, es-
tudios relacionados con la biodiversidad en zonas periur-
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Figura 20. Distribución de las clases de cobertura del suelo en España en 2012. Cla-
sificación CLC Nivel 1. Fuente: Elaboración propia a partir de la capa de 
cobertura CLC2012 v 18_5 
banas muestran que el grado de dispersión urbana (para 
una misma cantidad de área urbana) se asocia a la proli-
feración de especies de plantas no nativas y de aves ge-
neralistas (Concepción et al., 2016). Por estos motivos, la 
Agencia Europea de Medio Ambiente, recomienda aplicar 
incentivos para la reutilización de terrenos y el desarrollo 
urbano compacto, así como adoptar planeamientos de 
infraestructura verde para fomentar la integración entre 
las distintas políticas sectoriales, reducir la fragmenta-
ción de hábitats y gestionar las medidas compensatorias 
(AEMA, 2015).
En este sentido, iniciativas como el premio “Capital 
Verde Europea” otorgado por la Comisión Europea (CE, 
2014) promueven un desarrollo urbano más saludable, 
denso, verde e inteligente. En 2012 la ciudad española 
Vitoria-Gasteiz fue premiada con este galardón. Se trata 
de uno de los proyectos de infraestructura verde urbana 
más exitosos llevados a cabo en el estado español.
Finalmente, existen otros procesos de fragmentación 
en España que también deben ser considerados, como 
los generados por los vallados cinegéticos, las actividades 
industriales, en especial, las extractivas, o la desecación 
y degradación de los humedales. Todos ellos introducen 
un cierto efecto-barrera o afectan a la integridad de los 
organismos silvestres en sus desplazamientos. Así, para 
abordar la problemática de los procesos de fragmenta-
ción es necesario identificar con precisión las causas que 
lo provocan, de modo que las políticas sectoriales (urba-
nística, de transporte, energética, etc.) deben integrar 
soluciones al respecto con el fin de garantizar una eficaz 
política de conservación de la biodiversidad (Gurrutxaga 
& Lozano, 2010).
5.4 Ocupación del suelo 
5.4.1 Introducción. Categorías de usos y 
cubiertas del suelo
Para este estudio se ha trabajado con la versión CORINE 
Land Cover European seamless vector database (RELEA-
SE v18_5), actualizada a febrero de 2016, del Copernicus 
Land Monitoring Service, de la Agencia Europea del Me-
dio Ambiente (AEMA). Se han cubierto 25 años mediante 
las bases de datos CLC1990, CLC2000, CLC2006 revisada y 
CLC2012. No se ha utilizado la versión del Centro Nacional 
de Información Geográfica (CNIG), por no disponerse aún 
de la capa CLC2012 ni del CLC2006 revisado (ver detalles 
metodológicos en Anexo II).
La distribución de la ocupación del suelo en España, se-
gún los datos del proyecto CLC2012 se refleja en la Figura 
20. La mayor cobertura del suelo corresponde a los bos-
ques y áreas semi-naturales, suponiendo cerca del 50% de 
la superficie nacional total (25.183.694 ha). A continuación 
le siguen las zonas agrícolas, que suponen el  47% de la su-
perficie total (23.750.075 ha). Las zonas artificiales ocupan 
el 2,5% de la superficie de España (1.289.249 ha), mientras 
que los cuerpos de agua recogen el 0,7% (330.327 ha) y las 
zonas húmedas el 0,2% (97.927 ha) (Tabla 25).
5.4.2 Evolución de ocupación del suelo en 
España entre 1990-2012
Los cambios de ocupación del suelo en España han sido 
muy rápido s durante el período analizado. Los procesos 
de antropización han determinado un marcado aumento 
de las zonas artificiales (incluyendo zonas urbanas e in-
fraestructuras), un aumento de los cuerpos de agua (prin-
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Tabla 25. Superficie (ha) de las principales clases de cobertura del suelo en España (1990, 2000, 2006, 2012) (ha) 
y cambios en ocupación entre 1990 y 2012 (%). Clasificación CLC Nivel 1
Clases de cobertura 1990 2000 2006 2012
% cambio 
1990-2012
Zonas agrícolas 25.411.724 25.443.551 23.832.610 23.750.075 -6,5
Zonas artificiales 666.215 835.526 1.170.809 1.289.249 93,5
Bosques y áreas semi-naturales 24.189.757 23.950.459 25.239.941 25.183.694 4,1
Cuerpos de agua 277.929 314.214 310.605 330.327 18,9
Zonas húmedas 105.646 107.522 97.305 97.927 -7,3
Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC
cipalmente embalses) y un ligero incremento de bosques 
y zonas semi-naturales; frente a una disminución de las 
zonas agrícolas y zonas húmedas (Figura 21; Tabla 25).
5.4.2.1 Cambios en la ocupación de zonas 
artificiales en España
La ocupación de zonas artificiales en España recoge más 
de un millón de hectáreas. Es la clase que ha sufrido un 
mayor cambio relativo de ocupación del suelo entre 
1990 y 2012, con un incremento total de 93,5% en España 
(desde 666.215 ha en 1990 hasta 1.289.249 ha en 2012). 
El máximo incremento (40,1%) del período analizado ocu-
rrió entre 2000-2006, seguido por el período 1990-2000 
(25,4%), y siendo algo menor (10,1 %) entre 2006 y 2012, 
coincidiendo con el inicio de la crisis económica en 2007 
(Figuras 21 y 22; Tabla 25). 
La desagregación de las zonas artificiales en subcatego-
rías (CLC Nivel 2) indican una tendencia al incremento en 
todas ellas de desde 1990 a 2012 (Figura 22; Tabla 26). La 
mayor proporción de zonas artificiales corresponden a 
tejido urbano y zonas industriales, comerciales y de trans-
porte (Figura 23).  Las zonas verdes artificiales, no agrí-
colas; zonas industriales, comerciales y de transporte; y 
zonas de extracción minera, vertidos y de construcción, 
aumentaron por encima del 100% entre 1990 y 2012, sien-
do el cambio relativo más acusado entre 2000 y 2006 (Ta-
bla 26). El tejido urbano ha sufrido un incremento del 52% 
entre 1990 y 2012, y del 22% en el período entre 2000 y 
2006 (Tabla 26). La mayor expansión de zonas artificiales 
se ha producido en la franja litoral, y en torno a Madrid y 
capitales de interior (Figuras 22a-d).
Figura 21. Porcentaje de cambio en la superficie de clases de cobertura del suelo entre 1990-2000, 2000-2006 y 
2006-2012. Fuente: Elaboración propia a partir del las capas de coberturas del proyecto CLC.
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Figura 22. Distribución de la ocupación del suelo en España a partir de las capas de coberturas CLC en(a) 1990 
(CLC1990), (b) 2000 (CLC2000), (c) 2006 (CLC2006), y (d) 2012 (CLC2012).
Figura 23. Superficie ocupada (ha) por las zonas artificiales en España en 1990, 2000, 2006 y 2012 (CLC Nivel 2). 
Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de coberturas del proyecto CLC
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Origen de la creación de zonas artificiales
El incremento de zonas artificiales entre 1990 y 2012 
ha supuesto la transformación de otros tipos de ocupa-
ción, procedentes principalmente de la conversión de 
zonas agrícolas, con 311.812 ha, y bosques y zonas semi-
naturales, con 116.112 ha (Figura 24). Con una menor im-
portancia, las zonas artificiales también proceden de la 
conversión de cuerpos de agua y de zonas húmedas (Fi-
gura 24). Este patrón de cambio se debe probablemente 
a la estructura de ocupación del suelo, dominada por las 
zonas agrícolas, y por bosques y zonas semi-naturales (Fi-
gura 20), además de factores socioeconómicos como la 
rentabilidad económica de las nuevas ocupaciones y las 
dinámicas expansivas (transporte, zonas industriales o 
comerciales y viviendas) (OSE, 2006).
Cambios en la ocupación de zonas artificiales en las 
Comunidades Autónomas
Respecto a las diferentes Comunidades y Ciudades 
Autonómicas:
- Melilla y Ceuta son las Ciudades Autónomas con 
mayor porcentaje de zonas artificiales respecto al 
total de la Comunidad Autónoma en 2012 (62,7% 
y 43%, respectivamente). Le siguen Madrid (15%), 
Islas Canarias (10%), Comunidad Valenciana (5,9%) 
País Vasco (5,7%) e Islas Baleares (5,6%). Las Comu-
nidades de interior de la península Ibérica tienen 
porcentajes menores (Figura 25a).
- Navarra es la Comunidad Autónoma en la que más 
han crecido las zonas artificiales, con un 207,8% 
Tabla 26. Cambios en ocupación de las zonas artificiales entre 1990-2000, 2000-2006, 2006-
2012 y entre 1990-2012 (%). Clasificación CLC Nivel 2
Zonas artificiales 1990-2000 2000-2006 2006-2012 1990-2012
Zonas verdes artificiales, no 
agrícolas 94,5 109,4 16,6 374,9
Zonas industriales, comerciales 
y de transporte 48,9 75,2 17,5 206,6
Zonas de extracción minera, 
vertidos y de construcción 50,4 67 4 161,1
Tejido urbano 15 22,4 8,3 52,4
 Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC
Figura 24. Origen de la creación de las zonas artificiales entre 1990-2000, 2000-2006, 2006-
2012 (%). Clasificación CLC Nivel 1. Fuente: Elaboración propia a partir de las capas 
de cambios del proyecto CLC.
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entre 1990 y 2012. Le siguen Castilla-León, La Rioja 
e Islas Canarias, con valores superiores al 140% (Fi-
gura 25b). Extremadura, Murcia, Castilla-La Man-
cha, Comunidad Valenciana, Aragón, País Vasco y 
Madrid superan el 100% de crecimiento en todo el 
período de referencia 1990-2012 (Figura 25b). Las 
Comunidades que menos han crecido en zonas 
artificiales desde 1990 hasta 2012 son Cataluña, 
Ceuta y Melilla, con valores inferiores al 35% (Figu-
ra 25b). Las Comunidades Autónomas situadas en 
el litoral del Levante mediterráneo presentaron 
elevados valores de tasa de crecimiento de zonas 
artificiales en el período 1990-2000: Islas Baleares 
(43,4%), Murcia (53,1%) y Comunidad Valenciana 
(48,9%). Este proceso se ha producido de forma 
rápida e intensa especialmente en el primer kiló-
metro de costa (OSE, 2006). Así mismo, en el pe-
ríodo 1990-2000 además se producen importantes 
cambios en Madrid (49,2) y el litoral cantábrico (p. 
ej., Asturias 21,4%, Figura 25c). 
- La Comunidad Valenciana también presentó ele-
vados valores de cambio en el período 2000-2006 
(43,6%), y algo menor en Murcia (33,2%, Figura 25c). 
En el período 2000-2006 presentaron un creci-
miento muy rápido las Comunidades de Castilla-La 
Mancha (55,4%), Andalucía (56,3%), Aragón (62%), 
Castilla-León (69,4%), País Vasco (71,2%), La Rioja 
(79,1%) y Navarra (86,9%), siendo algo más bajos 
en Extremadura (23,4%). La Ciudad Autónoma de 
Ceuta (18%) e Islas Canarias (66,8%) desarrollaron 
su crecimiento máximo de zonas artificiales en el 
tercer período 2006-2012 (Figura 25c).
El crecimiento y desarrollo de las zonas artificiales, es-
pecialmente la creación de zonas urbanas y los impactos 
al litoral mediterráneo ha conllevado una mayor presión 
de transformación sobre zonas naturales, especialmente 
las coberturas forestales (Figura 24). La fragmentación se 
ha visto además potenciada por el desarrollo de infraes-
tructuras. La expansión urbana, mayoritariamente de 
tipo difuso, ha sido especialmente intensa en las zonas de 
litoral del territorio español, teniendo como consecuen-
cia tanto la pérdida de hábitats naturales como el incre-
mento de la fragmentación, lo que tiene consecuencias 
directas en la conservación de la diversidad biológica. 
Previos análisis realizados sobre los 10 primeros kilóme-
tros de franja costera han mostrado un crecimiento de 
zonas artificiales del 31,97% en el periodo 1987-2006 (OSE, 
2006).
5.4.2.2 Cambios de ocupación en zonas agrícolas
Según estimaciones del CLC, en 2012 la ocupación de 
zonas agrícolas en España era de cerca de 24 millones 
de hectáreas (Figura 20). Dada su elevada superficie de 
ocupación inicial, la evolución de las zonas agrícolas en el 
conjunto de España indica una fuerte transformación del 
paisaje, con una pérdida neta global entre 1990 y 2012 de 
1.661.649 ha (desde 25.411.724 ha hasta 23.750.075 ha), lo 
que corresponde a un descenso del -6,5% (Tabla 25). En 
términos relativos, durante el período 1990 al 2000, se 
produjo un mantenimiento con ligero incremento de la 
superficie de zonas agrícolas (0,1%) y luego un marcado 
decremento entre 2000 y 2006 (-6,3%), siendo la pérdida 
de cultivos menos acusada en el período de 2006 a 2012 
(-0,3%; Figura 21).
La desagregación de la superficie de ocupación de las 
zonas agrícolas en subcategorías del Nivel 2 de CLC indica 
que la tendencia a la transformación de las mismas afecta 
especialmente a las zonas agrícolas heterogéneas, dismi-
nuyendo en un -34,8% (-3.094.423 ha) desde 1990 a 2012 
(Figura 26, Tabla 27), y siendo especialmente rápidos los 
procesos de transformación entre 2000 y 2006. Por otra 
parte, las tierras de labor presentaron oscilaciones, con 
un incremento neto de 0,7% (correspondiente a 93.433 
ha), mientras que los cultivos permanentes aumentaron 
su superficie (33,9%, 1.137.647 ha), principalmente por 
conversión desde las zonas agrícolas heterogéneas (Figu-
ra 26, Tabla 27). Asimismo, las praderas mostraron oscila-
ciones entre 1990 y 2012 (Figura 26), con un balance neto 
positivo del 30,5% (201.693 ha, Tabla 27).
Conversión y transformación de zonas agrícolas
La pérdida neta de zonas agrícolas entre 1990 y 2012 
se ha producido desde zonas agrícolas heterogéneas a 
zonas artificiales, por transformación en usos comercia-
les, industriales e infraestructuras. En segundo lugar de 
importancia, han ocurrido transformaciones a bosques y 
zonas semi-naturales por abandono de cultivos y foresta-
ción, siendo menor las conversiones a zonas húmedas y 
cuerpos de agua (Figura 27). La proporción de zonas agrí-
colas que se transforman en bosques y zonas semi-natu-
rales fueron más importantes en el período 1990 a 2000, 
mientras que entre 2000-2006 y 2006-2012 la proporción 
de pérdidas de suelo que pasan a zonas artificiales fue su-
perior (Figura 27). 
Los cambios en las zonas agrícolas responden a las 
transformaciones del modelo productivo, en el que se 
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Figura 25. (a) Porcentaje ocupado en cada Comunidad Autónoma por zonas artificiales, excepto Ceuta (43%) y Meli-
lla (62,7%), en el año 2012 (CLC Nivel 1); y porcentaje de cambio en la superficie ocupada por zonas artificia-
les (b) entre 1990 y 2012, (c) 1990-2000, 2000-2006 y 2006-2012 en cada Comunidad Autónoma, expresado 
en porcentaje de superficie de CCAA (CLC Nivel 1). Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de 
cobertura del proyecto CLC.
ha primado las producciones intensivas orientadas a una 
mayor rentabilidad de mercado, muy dependiente del 
regadío (OSE, 2006, Figura 28). En este sentido, la imple-
mentación de la Política Agraria Común (PAC) ha favo-
recido la intensificación agrícola, con un aumento de las 
áreas de regadío y el abandono de cultivos (OSE, 2006; 
2011). El aná lisis de la evolución de las Estadísticas Agra-
rias del MAGRAMA (2009) muestra el proceso de cambio 
tanto hacia un abandono agrícola como hacia una inten-
sificación del uso agrícola. Los cultivos de secano han su-
frido una pérdida neta de superficie, correspondiente al 
abandono de las zonas marginales, y por otra parte se ha 
producido un aumento de los cultivos de regadío, con un 
incremento de 490.720 ha entre 1990 y 2008 (Figura 28). 
El aumento de producciones agrícolas intensivas debido 
a la expansión de sistemas de regadío y cultivos intensi-
vos ha causado localmente una tendencia hacia la reduc-
ción de zonas forestales, tanto en pérdidas de superficie 
como de  conectividad.
Cambios en la ocupación de zonas agrícolas en las Co-
munidades Autónomas
- Andalucía, Extremadura, Murcia, Castilla-La Man-
cha, y las Islas Baleares superaron en 2012 el 50% 
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de la superficie dedicada a las zonas agrícolas de la 
Comunidad Autónoma (Figura 29a). Los menores 
porcentajes de ocupación en 2012, por debajo del 
30%, ocurrieron en Ceuta y Melilla, las Islas Cana-
rias y la Cornisa Cantábrica (Asturias, Galicia, Can-
tabria, y País Vasco) (Figura 29a). 
- La pérdida de zonas agrícolas ha sido generalizada 
en todas las Comunidades Autónomas, salvo en 
Andalucía y Extremadura (Figura 29b). Andalucía 
ha presentado un mayor crecimiento de zonas 
agrícolas, con 227.768 ha entre 1990 y 2012 (4,8% 
de la superficie de la Comunidad Autónoma). La 
pérdida relativa de zonas agrícolas ha sido muy 
pronunciada, en torno al 35%, en las Islas Canarias 
(-64.548 ha) y en Melilla (-212 ha, Figura 29b).En el 
caso de Ceuta, y dada su baja superficie inicial (62 
ha), el aumento de zonas agrícolas ha sido de 125% 
entre 1990 y 2012. En la mayor parte de Comunida-
des Autónomas, el proceso de transformación de 
las zonas agrícolas se produjo de forma más mar-
cada en el período de 2000 a 2006, coincidiendo 
en el período de abandono, o de conversión en zo-
nas artificiales (Figura 29c). Solamente en la Comu-
nidad de Madrid, el período de mayores pérdidas 
de suelo ocupado por zonas agrícolas se produjo 
entre 1990 y 2000. En Melilla e Islas Canarias, el 
proceso de transformación continuó siendo ele-
vado entre 2006 y 2012 (Figura 29c). En Ceuta, el 
período de 2000 a 2006 supuso un aumento del 
307% de superficie, para descender en -45% entre 
2006 y 2012. 
5.4.2.3 Cambios de ocupación de bosques y zonas 
semi-naturales
La cobertura de bosques y áreas semi-naturales ha pre-
sentado un incremento global del 4,1% entre 1990 y 2012, 
correspondiente a 993.937 ha (Tabla 25). Las tendencias 
entre 1990 y 2000, fueron ligeramente negativas (-1%), po-
Figura 26. Superficie ocupada por las zonas agrícolas en España en 1990, 2000, 2006 y 2012 
(CLC Nivel 2). Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del 
proyecto CLC
Tabla 27. Cambios en la ocupación de zonas agrícolas entre 1990-2000, 2000-2006, 2006-2012 
y 1990-2012 (%). Clasificación CLC Nivel 2
Zonas agrícolas 1990-2000 2000-2006 2006-2012 1990-2012
Tierras de labor -1 2,4 -0,7 0,7
Zonas agrícolas heterogéneas 0,6 -35,4 0,3 -34,8
Praderas -1,3 36,6 -3,2 30,5
Cultivos permanentes 3,3 29,3 0,2 33,9
Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC
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Figura 28. Evolución de la superficie de ocupación de tierras de cultivo en España (1990-2008), en 
función del régimen de regadío. Elaboración propia a partir de Estadísticas Agrarias 
del MAGRAMA (2009). Serie histórica de la distribución de la superficie geográfica 
según grandes grupos de usos.
Figura 27. Pérdidas de zonas agrícolas entre 1990-2000, 2000-2006, 2006-2012 (%). Clasificación CLC 
Nivel 1. Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cambios del proyecto CLC.
sitivas entre 2000 y 2006 (5,4%), y relativamente estables 
entre 2006 y 2012 (-0,2%). 
Estas oscilaciones se debieron a una conversión o 
intercambio entre espacios abiertos con escasa o sin 
vegetación, y matorrales y asociaciones de vegetación 
herbácea; y entre matorrales y bosques. El abandono de 
cultivos ha propiciado el aumento de matorrales y la pos-
terior conversión de éstos en bosques.
Por otra parte, procesos derivados de perturbacio-
nes, como los incendios forestales, pueden favorecer 
la conversión de bosques en matorrales en los 25 años 
considerados en ese periodo. El resultado de la dinámi-
ca global ha sido el incremento de bosques entre 1900 
y 2012, pasando de 9.283.336 ha en 1990 a 11.134.026 en 
2012 (Figura 30, Tabla 28). La cobertura de matorrales y 
asociaciones de vegetación herbácea ha pasado de ocu-
par 13.637.782 ha en 1990 a 12.956.129 ha en 2012 (-4,5%) 
(Figura 30, Tabla 28).
Origen de las ganancias de los bosques y zonas semi-
naturales
La integración de España en la Unión Europea y sus 
efectos sobre las políticas agrarias y sociales, la despo-
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blación rural y el paulatino abandono del sistema agrario, 
ganadero y forestal tradicional, unido a las políticas de 
forestación y conservación de espacios protegidos, son 
procesos que pueden haber contribuido a generar impor-
tantes transformaciones en los tipos de ocupación del 
suelo forestal. Las mayores ganancias de bosques y zonas 
semi-naturales proceden de zonas agrícolas y  artificiales 
(Figura 31). 
Estos procesos de cambio desde zonas agrícolas tu-
vieron mayor incidencia en el periodo 1990-2000, mien-
tras que la transformación de zonas artificiales (principal-
mente desde zonas verdes artificiales no agrícolas) fue 
mayor en el periodo 2000-2006.
La política de reforestación durante las últimas déca-
das ha contribuido a un aumento de la superficie forestal. 
El Informe Situación de los Bosques y del Sector Forestal 
en España (SECF, 2010) indica que desde el inicio de las 
grandes políticas de repoblación forestal en el año 1940 y 
hasta el año 2008 se han repoblado en España más de 5 
millones de hectáreas, lo que supone el 17,9% de la super-
ficie forestal española delimitada en el Tercer Inventario 
Forestal Nacional. Las superficies repobladas por inicia-
Figura 29. (a) Porcentaje ocupado por zonas agrícolas (CLC2012) y porcentaje cambio de la superficie ocupa-
da por zonas agrícolas (b) entre 1990 y 2012, exceptuando Ceuta (126%) y (c) entre 1990-2000, 2000-
2006 y 2006-2012 en cada Comunidad Autónoma, expresado en porcentaje de superficie de CCAA 




tiva privada, estimadas en 1 millón de ha, sumadas a las 
públicas generan un total de 6 millones de ha en 70 años. 
De la superficie repoblada por iniciativa pública durante 
el periodo 1940-2006 (a excepción de la serie de años 
1988-1991 y 2003-2004, sin datos), el 73% se ha realizado 
en terrenos forestales desnudos (3.590 millones de ha), 
el 13% sobre superficies afectadas por incendios o áreas 
en regeneración tras cortas de aprovechamiento (638 
mil ha). La política de incentivos para la forestación de las 
áreas agrícolas menos productivas, establecida por la Po-
lítica Agraria Común (PAC) ha favorecido la conversión de 
zonas agrícolas en bosques y zonas semi-naturales. Así, 
la forestación subvencionada desde 1994 sobre cultivos 
abandonados, supera las 700 mil hectáreas (Figura 32).
La Ley 42/2007, de 13 de diciembre, del Patrimonio Na-
tural y la Biodiversidad supuso importantes innovaciones 
en la red española de áreas protegidas, incluyendo dife-
rentes figuras de protección, desde los Espacios Natura-
les Protegidos hasta las áreas protegidas por Convenios 
Internacionales. La política conservacionista desarrollada 
en las últimas décadas ha generado un fuerte aumento 
en el número y superficie de Espacios Naturales Protegi-
dos (Figura 33), lo que ha podido tener una importante 
repercusión en el mantenimiento y crecimiento de algu-
nas coberturas y usos del suelo, y en concreto en la evolu-
ción de las zonas forestales y sistemas agrícolas tradicio-
nales (Ruiz-Benito et al., 2010, Martínez-Fernández et al., 
2015). España alcanza el 12,9% de la superficie bajo dife-
rentes figuras de protección, superando los 7 millones de 
hectáreas de Espacios Naturales Protegidos (EUROPARC-
España, 2014). 
El 64% de la superficie protegida en España está com-
puesta por zonas forestales (bosques, matorrales y pasti-
zales naturales), en gran medida situadas en zonas mon-
tañosas, según datos del anuario de EUROPARC-España 
(2014). Estos valores suben hasta el 79,29% según el Anua-
rio de Estadística Forestal (2008). En cambio, en las áreas 
no protegidas las zonas agrícolas son mayoritarias y las 
tendencias de cambio parecen ser diferentes a las de las 
áreas protegidas (OSE, 2010).
Figura 30. Superficie de ocupación de bosques y zonas semi-naturales en España en 1990, 2000, 2006 y 2012 
(CLC Nivel 2). Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC.
Tabla 28. Cambios en la ocupación de bosques y zonas semi-naturales entre 1990-2000, 2000-
2006, 2006-2012 y 1990-2012 (%). Clasificación CLC Nivel 2
Bosques y áreas semi-naturales 1990-2000 2000-2006 2006-2012 1990-2012
Bosques 0,2 20,5 -0,6 19,9
Espacios abiertos con escasa o 
sin vegetación -0,9 -10,1 -3,3 -13,8
Matorrales y/o asociaciones de 
vegetación herbácea -1,8 -3,6 0,4 -5
 Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC
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 El 40% de la superficie forestal está protegida por ENP 
o por la Red Natura 2000, o ambos (Tabla 29). Existen 
otras figuras de protección de convenios internacionales 
como MAB y RAMSAR, que sumarían otras 810.000 ha fo-
restales con algún tipo de protección. En conjunto la red 
de áreas protegidas supone una importante herramienta 
para la conservación de bosques, zonas forestales y siste-
mas tradicionales. A pesar de las políticas de forestación y 
de conservación, ha habido pérdidas de bosques y zonas 
semi-naturales entre 1990 y 2012. El análisis de las conver-
siones observadas en la serie CLC indica que el cambio 
hacia zonas agrarias (378.557 ha entre 1990 y 2012) se ha 
producido principalmente en Andalucía y Extremadura, 
Comunidades que han experimentado un cierto creci-
miento agrícola (Figura 29). Además, el crecimiento urba-
no, industrial y de infraestructuras, ha supuesto la pérdi-
Figura 31. Origen de las ganancias de los bosques y zonas semi-naturales entre 1990-2000, 2000-2006, 
2006-2012 (%). Clasificación CLC Nivel 1. Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de 
cambios del proyecto CLC
Figura 32. Cambios de ocupación desde zonas agrícolas a bosques y zonas semi-naturales. PAC: zonas agrícolas que han 
sido reforestadas con subvenciones de la Política Agrícola Común; No PAC: zonas agrícolas forestadas sin 
subvenciones de la PAC. Fuente: Elaboración propia a partir del Inventario Nacional de Emisiones Gases de 
Efecto Invernadero, Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente (MAGRAMA, 2016b).
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da de 116.111 ha de suelo forestal (Figura 34). Finalmente, 
la construcción de embalses ha sido el principal causante 
de la transformación de zonas forestales en cuerpos de 
agua, proceso que durante el período 1990-2000 fue es-
pecialmente importante en términos absolutos, y entre 
2000-2012, en términos relativos (Figura 34).
Los incendios forestales han causado la modificación 
de la cubierta forestal en el periodo considerado. En el 
periodo de referencia CLC 1990-2012 se han quemado en 
España 3.056.313 ha de superficie forestal, según la Es-
tadística General de Incendios Forestales (MAGRAMA, 
2016c). La incidencia fue más importante entre 1992 y 
1995, ya que solamente entre estos años ardieron cerca 
de 776 mil ha (Figura 35). A partir del año 2000 se aprecia 
una tendencia decreciente (a pesar del 2000 y 2005 más 
catastrófico) pero a partir del 2012 ha habido un repunte 
en la superficie afectada por incendios. Existen diferentes 
factores relacionados con los cambios de usos del suelo 
que han podido contribuir de forma determinante al in-
cremento en el número, la extensión y la intensidad de 
los incendios forestales. La conectividad de las masas y la 
continuidad de combustible ha podido causar el aumento 
de biomasa y necromasa forestal inestable y altamente 
combustible; y la existencia de grandes extensiones fo-
restales abandonadas y sin gestionar ha podido promo-
ver el aumento en la frecuencia e intensidad de incendios. 
Así, los incendios forestales han sido una de las principa-
les causas de disminución de superficie y calidad de las 
masas forestales, aunque probablemente no queden re-
flejados directamente en los datos del IFN y del proyecto 
CLC.
Cambios de ocupación de bosques y zonas semi-natu-
rales en las Comunidades Autónomas
- La Comunidad Autónoma con mayor porcentaje 
de superficie ocupada por bosques y zonas semi-
naturales en 2012 fue las Islas Canarias, suponien-
do más del 75% de su territorio, lo que equivale a 
580.932 ha (Figura 36). Le siguen las Comunidades 
de la Cornisa Cantábrica: Asturias (73%, 771.344 ha), 
Galicia (67%, 1.991.316 ha), Cantabria (67%, 354.632 
ha) y País Vasco (65%; 472.240 ha). En general, las 
Comunidades Autónomas tienen más de un 40% 
de su territorio ocupado por bosques. Andalucía 
presenta valores relativos de ocupación inferiores 
(38,6%) pero que dada su elevada extensión apor-
ta el 13% de la ocupación total de bosques y zonas 
semi-naturales existentes en España (3.386.753 
ha en 2012). Melilla, con el 7% (98 ha) en 2012 es la 
Comunidad con menor representatividad de esta 
cobertura del suelo (Figura 36a).
- Es precisamente Melilla la Ciudad Autónoma que 
ha experimentado un mayor incremento relativo 
de superficie de bosques y zonas semi-naturales 
entre 1990 y 2012 (Figura 36b). Las Comunidades 
del Levante (Islas Baleares, Comunidad Valen-
ciana, Cataluña), algunas de las situadas al norte 
de la península Ibérica (Galicia, La Rioja, Navarra, 
Aragón, Asturias) así como Castilla-La Mancha, 
Castilla-León, e Islas Canarias presentaron los ma-
yores aumentos en superficie de bosques y zonas 
semi-naturales entre 1990 y 2012 (Figura 36b), y es-
pecialmente en el período 2000-2006 (Figura 36c). 
Figura 33. Evolución del número de Espacios Naturales Protegidos (ENP) declarados en España. Fuente: Elaboración propia a 
partir de los Anuarios de EUROPARC-España (2014).
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Por otra parte, Madrid, Extremadura, Andalucía y 
Ceuta presentaron pérdidas de superficie corres-
pondiente a bosques y zonas semi-naturales, es-
pecialmente entre 2000 y 2006 (Figuras 36b, c).
Los datos sobre la superficie forestal protegida (Tabla 
29) según el Anuario de Estadística Forestal (2008) por 
Comunidades Autónomas nos indican que la Comunidad 
Autónoma con mayor porcentaje de superficie forestal 
protegida es Canarias, con algo más de un 60%. Además, 
coincide que es la Comunidad con un mayor porcentaje 
de superficie total protegida (casi un 50%). Otras cinco Co-
munidades Autónomas (Andalucía, Madrid, Comunidad 
Valenciana, La Rioja y Baleares) tienen más de la mitad de 
su superficie forestal protegida. Galicia es la Comunidad 
con menor porcentaje de superficie forestal protegida (c. 
15%) y superficie total protegida (12%, Tabla 29). Respecto 
a la superficie forestal protegida, en La Rioja y Canarias la 
superficie forestal representa más del 93% del total de su-
perficie protegida, y hay otras seis Comunidades con más 
del 85%: Asturias, País Vasco, Galicia, Andalucía, Cantabria 
y Cataluña (Anuario de Estadística Forestal, 2008).
Figura 35. Evolución de la superficie forestal afectada por incendios (hectá-
reas). Periodo 1991-2012. Fuente: Elaboración propia a partir de la 
Estadística General de Incendios Forestales (MAGRAMA, 2016c).
Figura 34. Pérdidas de los bosques y zonas semi-naturales entre 1990-2000, 2000-2006, y 2006-2012 (%). Clasi-
ficación CLC Nivel 1. Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cambios del proyecto CLC..
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Tabla 29. Superficie terrestre protegida en cada Comunidad Autónoma. ENP: Espacios Naturales Protegidos, RN 
2000: Red Natura 2000, %CCAA protegida: porcentaje de superficie terrestre protegida respecto a la su-
perficie terrestre de la Comunidad Autónoma, % Forestal protegido: porcentaje de superficie forestal 
protegida respecto al total de zonas forestales en cada Comunidad Autónoma







Andalucía 1.619.099 2.585.991 2.611.409 29,81 50,59
Aragón 155.167 1.354.658 1.357.607 28,44 40,94
Islas Canarias 302.110 348.034 366.734 49,26 60,77
Cantabria 154.083 146.816 154.501 29,05 36,46
Castilla-La Mancha 320.584 1.838.771 1.846.743 23,26 39,5
Castilla y León 629.477 2.461.078 2.463.517 26,15 34,9
Cataluña 979.078 963.168 1.008.011 31,3 44,37
Ciudad Autónoma de Ceuta 0 734 734 37,27 0
Comunidad de Madrid 110.144 319.844 322.075 40,13 53,88
Comunidad Foral de Navarra 84.962 252.962 262.528 25,28 36,37
Comunidad Valenciana 231.622 871.280 905.717 38,94 56,92
Extremadura 313.814 1.257.649 1.276.107 30,62 34,47
Galicia 357.731 344.325 365.619 12,32 15,77
Islas Baleares 74.345 113.894 135.412 26,98 51,18
La Rioja 166.418 167.585 167.669 33,26 53,48
País Vasco 102.997 145.240 168.043 23,24 29,95
Principado de Asturias 234.813 281.109 300.784 28,35 35,03
Región de Murcia 76.015 264.065 274.769 24,3 43,71
TOTAL 5.912.460 13.717.205 13.987.976 27,63 40,09
 Fuente: Anuario de Estadística Forestal (2008)
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5.4.2.4 Cambios en la ocupación de cuerpos de 
agua y zonas húmedas
Las zonas húmedas y los cuerpos de agua, ocupan me-
nos del 1% de la superficie de España (Figura 20), pero son 
esenciales para la conservación de la biodiversidad y mu-
chos de los procesos ecológicos a escala de paisaje. Este 
es el caso de los humedales naturales, ya que desarrollan 
importantes funciones para el aprovisionamiento de bie-
nes y servicios ecosistémicos, pero también de algunos 
de los sistemas artificiales de cuerpos de agua como las 
salinas, que albergan organismos y procesos ecológicos 
esenciales e interacciones bióticas. Los cuerpos de agua 
han experimentado un aumento neto del 18,9%, desde 
277.929 ha en 1990 hasta 330.327 ha en 2012 (Tabla 25). La 
mayor tasa de cambio se produjo entre 1990 y 2000 (13,1% 
de incremento; Figura 21), siendo negativa entre 2000 y 
2006 (-1,1%) y sufriendo un nuevo cambio de tendencia 
entre 2006 y 2012 (0,6%).
La dinámica de cambios viene marcada por las aguas 
continentales (Figura 37, Tabla 30), que se corresponde 
principalmente con la construcción de embalses. Se ha 
observado un incremento del 21,7% entre 1990 (250. 814 
ha) y 2012 (305.248 ha). La máxima transformación se 
produjo entre 1990 y 2000 (14,7% de incremento, Tabla 
30). Este aumento ha ocurrido de forma paralela a la in-
tensificación agrícola y el crecimiento urbano, ya que el 
Figura 36. (a) Porcentaje ocupado por bosques y zonas semi-naturales en el año 2012 (CLC Nivel 1) y cambio 
de la superficie ocupada (b) entre 1990 y 2012, y (c) entre 1990-2000, 2000-2006 y 2006-2012 en 
cada Comunidad Autónoma, expresado en porcentaje de superficie de CCAA (CLC Nivel 1). Fuente: 
Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC.
197
Diagnóstico
agua es un recurso principal limitante y clave para el desa-
rrollo de actividades socio-económicas.
Las zonas húmedas han sufrido una pérdida neta 
de superficie del -7,3% en el período analizado (desde 
105.646ha en 1990 a 97.927ha en 2012), experimentando 
un ligero aumento entre 1990 y 2000 (1,8% de incremen-
to), una fuerte regresión entre 2000 y 2006 (-9,5%), y un 
ligero incremento entre 2006 y 2012 (0,6%, Tabla 25).
La desagregación (Nivel 2 CLC) de las zonas húmedas 
en continentales y litorales permite observar tendencias 
diferentes entre ambas (Figura 38, Tabla 31). Las zonas 
húmedas continentales han descendido en un 18%), sien-
do especialmente marcado entre 2000 y 2006  (-20,5%). En 
cambio, las zonas húmedas litorales han aumentado su 
cobertura en un 4,5% entre 1990 y 2012. En el informe OSE 
(2006), realizado con una base de datos diferente (CNIG), 
se compara el conjunto de los ecosistemas acuáticos ar-
tificiales (embalses, salinas y canales), con los naturales 
(humedales y zonas pantanosas, turberas, marismas, zo-
nas llanas intermareales, ríos y cauces naturales, lagos y 
lagunas, lagunas costeras y estuarios) observándose que 
la superficie de sistemas acuáticos artificiales aumentó en 
un 19% mientras que los ecosistemas acuáticos naturales 
disminuyeron en un 3% entre 1987 y 2000.
Figura 37. Superficie de cuerpos de agua en España en 1990, 2000, 
2006 y 2012 (CLC Nivel 2). Fuente: Elaboración propia a par-
tir de las capas de cobertura del proyecto CLC.
Tabla 30. Cambios en ocupación de cuerpos de agua entre 1990-2000, 2000-2006, 2006-2012 y 
1990-2012 (%). Clasificación CLC Nivel 2
Cuerpos de agua 1990-2000 2000-2006 2006-2012 1990-2012
Aguas continentales 14,7 -0,8 7 21,7
Aguas marinas -2,5 -4,6 -0,6 -7,5
 Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC
Tabla 31. Cambios en ocupación de zonas húmedas entre 1990-2000, 2000-2006, 2006-2012 y 
entre 1990 y 2012 (%). Clasificación CLC Nivel 2
Zonas húmedas 1990-2000 2000-2006 2006-2012 1990-2012
Zonas húmedas continentales 1,7 -20,5 1,2 -18,1
Zonas húmedas litorales 1,8 2,4 0,2 4,5
 Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC
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Conversión de zonas húmedas
La mayor parte de las zonas húmedas que han desa-
parecido entre 1990 y 2012 se han transformado en zonas 
agrícolas (zonas cultivadas permanentemente), en zonas 
artificiales y en cuerpos de agua (principalmente salinas y 
láminas de agua) y en menor medida a bosques y zonas 
semi-naturales (Figura 39). 
Los cambios han sido más intensos durante el perío-
do 1990 a 2000, en el que más del 40% de la cobertura 
transformada cambió a zonas agrícolas y más del 30% a 
zonas artificiales (Figura 39). Entre 2000 y 2006 se con-
virtieron en cuerpos de agua 25%, en zonas agrícolas 20% 
y en zonas artificiales 55%. En el período 2006 a 2012 los 
análisis indican un aumento de la proporción de humeda-
les transformados a cuerpos de agua (55%, Figura 39), si 
bien no se descarta que parte de esa reclasificación sea 
consecuencia de las limitaciones metodológicas anterior-
mente indicadas.
Figura 38. Superficie de ocupación de zonas húmedas en España en 1990, 2000, 2006 y 
2012 (CLC Nivel 2). Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cober-
tura del proyecto CLC.
Figura 39. Pérdidas de zonas húmedas 1990-2000, 2000-2006, 2006-2012 (%). Clasificación CLC Nivel 1. Fuente: Ela-
boración propia a partir de las capas de cambios del proyecto CLC.
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Cambios de ocupación de cuerpos de agua y zonas hú-
medas en las Comunidades Autónomas
- La Comunidad con mayor porcentaje de superficie 
cubierta por cuerpos de agua en 2012 es Extrema-
dura, con 1,7% (71.139 ha), seguido de Cantabria con 
1,1 % (5.857 ha) y Andalucía con 0,97% (81.312 ha, Fi-
gura 40). En cuanto a superficie absoluta, Castilla-
León con 41.870 ha (0,44%) y Castilla La Mancha 
con 34.846 ha (0,44 %) presentan también valores 
elevados de esta cobertura. Las Comunidades con 
porcentajes de superficies más bajas son Murcia 
con el 0,10% (1.133 ha) e Islas Canarias con el 0,19% 
(1.448 ha, Figura 40a).
- Andalucía presenta las mayores proporciones de 
zonas húmedas (0,76%, 66.807 ha,), seguida por 
Islas Baleares (0,61%, 3.075 ha), Cantabria (0,44%, 
2.337 ha) y la Comunidad Valenciana (0,27%, 6.332 
ha, Figura 40b). Castilla La Mancha es la Comuni-
dad con mayor superficie de zonas húmedas con 
6.587 ha en 2012 (0,08%). Mientras que Ceuta, Ex-
tremadura, La Rioja y Melilla no presentan prácti-
camente superficie de zonas húmedas en su terri-
torio (Figura 40b).
- Navarra ha sido la Comunidad con un mayor incre-
mento relativo de superficie ocupada por cuerpos 
de agua entre 1990 y 2012 (75%, 1.860 ha), siendo 
especialmente relevante entre 1990 y 2000, lo que 
puede deberse a la construcción de embalses como 
el de Itoiz, (Figura 41a, b). Le sigue Andalucía (46%, 
25.774 ha; Figura 41a), con un período de máximo 
crecimiento entre 1990 y 2000. Ceuta, Melilla, La 
Rioja, Murcia y Baleares han experimentado pérdi-
das netas de superficie relativa de cuerpos de agua; 
mientras que Galicia, Madrid, Aragón, Cataluña e Is-
las Canarias prácticamente no han experimentado 
cambios entre 1990 y 2012 (Figuras 41a,b). 
- De las 7.719 ha de humedales perdidos en España 
entre 1990 y 2012, 2.633 ha corresponden a Castilla 
La Mancha, 1.359 ha a Aragón), 1.332 ha a la Comu-
nidad Valenciana  y 1.006 ha a Castilla y León. Las 
Islas Canarias han experimentado el mayor creci-
miento en cambio relativo entre 1990 y 2012, con el 
66,5% aunque en términos absolutos corresponde 
a tan solo 33 ha (Figura 41d). Le sigue el País Vasco 
con el 18% de incremento (140 ha) y Galicia con el 
17% (442 ha). Todas las Comunidades Autónomas 
han sufrido los cambios cuantitativos de ocupa-
ción en zonas húmedas más importantes en el pe-
ríodo entre 2000 y 2006 (Figura 41d).  
5.4.2.5 Conclusiones: tendencias en los cambios 
de cobertura y uso del suelo, posibles 
consecuencias y la importancia de la 
planificación
Entre 1990 y 2012 España ha experimentado cambios en 
la composición de sus paisajes. Los cambios en totales no 
han sido muy marcados en términos relativos en zonas 
agrícolas, bosques y zonas semi-naturales, ya que gran 
parte de los mismos ocurren a nivel interno, tanto hacia 
una mayor naturalización como antropización, y son es-
pacialmente dependientes de la región y la protección del 
territorio (e.g. OSE 2006; Martínez-Fernández et al., 2016). 
Es más marcado el cambio direccional en términos relati-
vos hacia la ganancia de cuerpos de agua y aumento de 
zonas artificiales en el periodo de tiempo considerado. De-
bido a las limitaciones metodológicas relativas a la versión 
del CORINE Land Cover usada, no se han podido identifi-
car cambios en superficies menores de 25 ha en el cálculo 
de las tasas de cambio (excepto para CLC2012, Buttner et 
al., 2014), que pueden ser importantes en la dinámica del 
territorio, como por ejemplo, la gran importancia de pe-
queños humedales inferiores a dicha superficie, cuya diná-
mica territorial no ha sido posible recoger, además de ge-
nerar diferencias respecto a estudios anteriores. Por estos 
motivos, estas diferencias se manifiestan de forma más 
patente si se comparan los resultados de este informe con 
los análisis de cambio CLC2000-CLC2006 (OSE, 2006).
Las zonas agrícolas han experimentado una pérdida 
absoluta en superficie, ya que si en 1990 ocupaban el 
50,2% (25.411.724 ha), en 2012 pasaron a ocupar el 46,9% 
(23.75.0075 ha). Además de estos cambios de ocupación, 
se han producido cambios internos debidos principalmen-
te a pérdidas de zonas agrícolas tradicionales y procesos 
de intensificación agrícola. Los procesos de abandono 
agrícola pueden asociarse a pérdida de la diversidad bio-
lógica y cultural, lo que está causando la homogeneiza-
ción de paisajes europeos (Concepción et al., 2012; Gurru-
txaga, 2011; Concepción et al., 2008; Rey-Benayas et al., 
2007; Donald, 2004). La intensificación agrícola mediante 
la conversión de secano a regadío y creación de olivares 
(MAGRAMA, 2009), además de alterar la capacidad pro-
ductiva del territorio, modifica los ciclos hidrológicos, la 
calidad del agua (uso de fertilizantes y fitosanitarios) y 
puede afectar a la recarga y disponibilidad de los acuífe-
ros (Bellot et al., 2007). Estos cambios hacia una mayor 
intensificación están generalmente marcados por una 
mayor rentabilidad y la demanda de ciertos productos 
agrícolas, y se corresponden con las tendencias observa-
das a nivel europeo (Buttner y Kosztra, 2011). 
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Figura 40. Porcentaje ocupado en cada Comunidad Autónoma por (a) cuerpos de agua y (b) zonas 
húmedas en el año 2012 (CLC Nivel 1). Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de 
cobertura del proyecto CLC.
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Figura 41. Cambio de la superficie ocupada por (a) cuerpos de agua entre 1990 y 2012; (b) zonas húmedas entre 1990 y 
2012; (c) zonas húmedas entre 1990 y 2012; y (d) zonas húmedas 1990-2000, 2000-2006 y 2006-2012, en cada 
Comunidad Autónoma, expresado en porcentaje de superficie respecto al total de la Comunidad Autónoma 
(CLC Nivel 1). Fuente: Elaboración propia a partir de las capas de cobertura del proyecto CLC.
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Los bosques y áreas semi-naturales han pasado de cu-
brir una superficie equivalente al 47,8% de España en 1990 
(24.189.757 ha) a 49,7% en 2012 (25.183.694 ha). Parte de 
estas transformaciones han generado nuevas zonas de 
bosque por la aplicación de la Política Agraria Comunita-
ria (PAC) y procesos de abandono agrícola. En parte, se 
espera el papel crucial en los cambios de cobertura y uso 
del suelo gracias la red áreas protegidas (Espacios Natu-
rales Protegidos y Red Natura 2000), que es importante 
para garantizar la conservación de zonas forestales y sis-
temas tradicionales (e.g. Ruiz-Benito et al. 2010). La crea-
ción de bosques sobre zonas sin vegetación puede tener 
efectos positivos sobre la diversidad, el ciclo hidrológico, 
los suelos y el clima (siendo además una herramienta 
ampliamente favorecida para la mitigación de la emisión 
de gases efecto invernadero). Sin embargo, a pesar del 
incremento absoluto de los bosques y zonas naturales, 
han sufrido fuertes cambios internos debidos a procesos 
derivados de perturbaciones que conllevan una mayor 
simplificación o degradación (Tabla 27), propiciando una 
pérdida de madurez de algunos ecosistemas forestales 
(OSE, 2006, 2011). Los incendios forestales, la conversión 
a zonas artificiales,  y otros procesos de degradación han 
contribuido a la disminución de la superficie arbolada, 
lo que podría haber favorecido el aumento del matorral 
(Martínez-Fernández, doc. Interno; Alloza et al., 2014). 
La pérdida de zonas forestales tiene implicaciones ecoló-
gicas directas para la diversidad (i.e. pérdida de hábitat 
y fragmentación) y el bienestar humano (i.e. pérdida de 
bienes y servicios ecosistémicos proporcionados por los 
bosques).  La pérdida observada en el periodo de 25 años 
del 7% de zonas húmedas naturales, puede suponer ade-
más importantes impactos para la diversidad y el  mante-
nimiento de los ciclos hidrológicos.
Las zonas artificiales han aumentado en España un 
93,5% entre 1990 y 2012 (1.289.249 ha), en parte desde 
ecosistemas naturales como bosques, mosaicos agrícolas 
y otra vegetación natural (OSE, 2006; 2011; 2012). El desa-
rrollo de zonas artificiales en torno a las grandes ciudades 
y la línea de costa provocan impactos paisajísticos, gene-
rando contaminación y degradación, y afectando además 
de a los ecosistemas naturales, a la calidad ambiental y 
a sectores económicos y sociales. La mayor proporción 
de los cambios de ocupación se han producido de forma 
rápida entre 2000 y 2006, siendo el octavo país en Europa 
con mayores cambios en este periodo (Buttner y Korzs-
ka, 2011). Posiblemente la crisis económica ha frenado la 
transformación de zonas agrícolas y bosques en zonas 
artificiales a partir de 2006. La rapidez en la transforma-
ción del territorio impide una correcta planificación y 
adaptación direccional al cambio. La creación de zonas 
urbanas provoca tanto la pérdida de hábitats naturales 
y semi-naturales cómo la fragmentación del territorio, lo 
que puede disminuir los flujos de movimiento de las espe-
cies y materia entre hábitats, alterar los flujos hidrológi-
cos y provocar la pérdida de diversidad, servicios ecosis-
témicos y adaptación al cambio. Asimismo, la expansión 
urbana produce la homogenización de las comunidades 
biológicas, en detrimento de las especies más raras y es-
pecialistas y favoreciendo la proliferación de especies ge-
neralistas y más comunes (Concepción et al., 2016).
Las distintas categorías de ocupación del suelo pre-
sentan una valoración diferente para la sostenibilidad, en 
función de variables como el valor de reemplazo, el grado 
de sustituibilidad o los servicios ecosistémicos que des-
empeñan (Groot, 2006). En términos generales, las zonas 
húmedas, los bosques y zonas semi-naturales y las zonas 
agrícolas proporcionan una variedad  de servicios ecosis-
témicos, por lo que lo ideal es una matriz de cobertura y 
uso del suelo que esté planificada a nivel nacional y regio-
nal. Esto es especialmente importante en países desarro-
llados donde la conservación del territorio va a depender 
en gran medida de la protección del territorio (Foley et 
al., 2005). Además, las tendencias de cambio en el uso 
y cobertura del suelo se ven ampliamente influidas por 
procesos socioeconómicos, últimamente marcados por 
las actividades humanas, teniendo un impacto en el terri-
torio directamente mediante la pérdida y fragmentación 
de hábitats naturales y semi-naturales, e indirectamente 
causando la pérdida de diversidad, contaminación, movi-
miento de especies, etc. 
Por tanto, es necesario profundizar en cómo los pro-
cesos de antropización e intensificación del uso del suelo 
favorecen  la fragmentación del territorio y afectan  a la 
vulnerabilidad de los hábitats naturales, la conservación 
de la biodiversidad y la oferta de bienes y servicios eco-
sistémicos desde escalas regionales a escalas nacionales, 
donde la planificación de cambios en la ocupación y uso 
del suelo debe surgir. Es necesario, por tanto, desarrollar 
nuevas herramientas de planificación que  dirijan y mo-
dulen los procesos de transformación, e incorporen las 
redes territoriales de conservación, más allá de la simple 
declaración de espacios protegidos, y favorecer la inte-
gración de las políticas sectoriales en aras de mejorar la 




5.4.2.6 Recomendaciones para los cambios 
ocupación del suelo
- Los Espacios Naturales Protegidos son herramien-
tas fundamentales para la conservación de la di-
versidad y de hábitats naturales, semi-naturales y 
del patrimonio tradicional así como para frenar la 
conversión de usos del suelo, por lo que se debe 
garantizar que cuenten con adecuados planes de 
gestión y ordenación de recursos.
- Es necesario desarrollar nuevas herramientas de 
planificación que dirijan y modulen los procesos de 
transformación de los usos del suelo, e incorporen 
las redes territoriales de conservación.
- Tanto el abandono agrícola como los procesos de 
intensificación (por cambios a zonas agrícolas in-
tensivas y zonas artificiales) ponen de manifiesto 
la necesidad de proteger tanto zonas forestales 
como zonas agrícolas tradicionales a escalas na-
cionales y regionales.
- El aumento de superficie de los bosques puede 
deberse a plantaciones promovidas por la PAC jun-
to a procesos de naturalización favorecidos por el 
abandono agrícola, por lo que son necesarios estu-
dios a escalas regionales y nacionales. 
- El crecimiento de zonas urbanas y otras superfi-
cies artificiales debe ser planificado a nivel local, 
regional y nacional ya que tiene impactos directos 
en la diversidad debido a la pérdida directa de há-
bitat y fragmentación de zonas naturales y semi-
naturales.
- Las pérdidas de zonas forestales, sistemas agrí-
colas tradicionales y zonas húmedas puede tener 
importantes implicaciones para la conservación 
de la diversidad, por lo que es crítico asegurar una 
adecuada planificación de la conversión de zonas 
artificiales y agrícolas, y una planificación y gestión 
de los incendios forestales. 
- Es necesario desarrollar nuevas herramientas de 
planificación que dirijan y modulen los procesos 
de transformación, e incorporen las redes territo-
riales de conservación.
5.5 Situación climática 
Hay un consenso científico generalizado sobre el origen 
antropogénico del cambio climático contemporáneo 
(IPCC 2013). El uso intensivo de las fuentes de energía fó-
siles que comienza con la revolución industrial, ha contri-
buido al aumento de las concentraciones atmosféricas de 
gases de efecto invernadero (CO2, N2O, CFC). La emisión 
de estos gases ha contribuido al efecto invernadero, lo 
que ha resultado en un rápido calentamiento global du-
rante los últimos 50-60 años. El calentamiento en el sis-
tema climático es inequívoco y, desde la década de 1950, 
muchos de los cambios observados no han tenido prece-
dentes en los últimos decenios a milenios. Según el IPCC, 
el mundo se ha calentado aproximadamente 0,85 °C res-
pecto a los niveles pre-industriales (período 1880-2012).
El calentamiento global ha desencadenado: aumento 
del nivel del mar, debido a la dilatación del agua y el derre-
timiento del hielo (glaciares, casquetes polares); mayor 
frecuencia de eventos climáticos extremos; retroceso de 
los glaciares y capas de hielo del Ártico; la modificación 
de la dinámica atmosférica y oceánica; y acidificación de 
los océanos.
5.5.1 Cambios observados en España
España por su ubicación geográfica tiene un clima de 
transición entre las latitudes templadas y las tórridas, con 
grandes contrastes térmicos y pluviométricos. El invierno 
es frío, o fresco, con bastantes similitudes con el clima 
del resto de Europa, mientras que el verano cálido o muy 
cálido es más parecido al del norte de África. Dicha ubica-
ción geográfica y el carácter ondulatorio de la circulación 
global de la atmósfera determinan que las olas de frío y 
de calor se produzcan con cierta frecuencia. Las precipita-
ciones son escasas e irregulares en la mayor parte del te-
rritorio con períodos de sequías que se alternan con otros 
de abundantes precipitaciones (VVAA 2007).
Los registros fiables más antiguos de datos de tem-
peratura y precipitación de que se dispone en España 
se remontan a la segunda mitad del siglo XIX (Brunet et 
al. 2006, Luna et al. 2012). Del estudio y análisis de estas 
series históricas se ha observado que las temperaturas 
muestran una tendencia generalizada al alza en todo el 
territorio español con incrementos que oscilan entre 1 y 
2 grados en el periodo comprendido entre 1850 y 2005 
(VVAA 2007). Esta tendencia no es homogénea, ni a esca-
la temporal, ni espacial, de hecho: 
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• a lo largo del siglo XX se pueden diferenciar varios 
ciclos: uno de ascenso térmico, entre 1901 y 1949, 
un descenso desde esa fecha hasta 1972, un rápido 
aumento desde 1973 hasta 2000 (Figura 42) y un 
posterior estancamiento (Figura 43).
• el calentamiento ha sido más acusado en primave-
ra y verano, y en las temperaturas máximas. Para 
tendencias observadas por estaciones ver Luna et 
al. (2012).
• por regiones, las más afectadas por el calenta-
miento son las situadas en la mitad oriental pe-
ninsular, cubriendo una amplia franja en torno al 
mediterráneo que se extiende desde Girona hasta 
Málaga, incluyendo Castelló, Valencia, Alicante, 
Murcia y el Sureste peninsular.
• en las Islas Canarias, los cambios en el comporta-
miento del clima son evidentes desde el punto de 
vista térmico, y similares a los observados en la Pe-
nínsula. 
Asimismo, se ha observado una disminución de los días 
fríos y un aumento de los cálidos por lo que, si se mantiene 
esta tendencia, es de prever un incremento de las olas de 
calor similares a la registrada en el verano del 2003.
Respecto a la precipitación, las tendencias seculares y 
recientes no son tan fáciles de identificar dada la comple-
jidad de la distribución espacial de las lluvias en España y 
su elevada variabilidad temporal. En el contexto de los úl-
timos quinientos años, la reconstrucción del clima mues-
tra la sucesión de periodos lluviosos y secos, de duración 
variable y sin cambios bruscos, tanto en el sur peninsular 
como en el norte (Figura 44).
Luna et al. (2012) señalan que para la precipitación des-
de comienzos del siglo XX, la tendencia de la media anual 
para todo el periodo es despreciable. En cambio desde 
mediados del siglo XX, la tendencia es notablemente ne-
gativa (-13.2 mm/10 años). En el análisis por estaciones del 
año, para los 108 años ninguna estación muestra tenden-
cias apreciables. Desde 1951 el invierno muestra una ten-
dencia decreciente de unos 10 mm/ 10 años, que sin em-
bargo no alcanza la significación estadística. El verano en 
este periodo sí alcanza la significación estadística con una 
tendencia negativa de -3.3 mm / 10 años (Figura 45).
Figura 42. Variaciones anuales en el periodo 1850-2005 de la temperatura media diaria en España, 
expresada en anomalías (en ºC) respecto a la media del periodo 1961-1990 (base de datos 
SDATS), calculada como un promedio sobre 22 estaciones. La curva en azul representa un 
filtro gaussiano de 13 años. La tabla indica las tendencias de temperatura (en ºC/década) 
para todo el siglo XX (periodo 1901-2005) y para el periodo reciente de mayor calenta-
miento (1973-2005); las tendencias en negrita (itálica) son significativas con un nivel de 
confianza del 99 % (95%). Tomada de Luna et al. (2012).
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Figura 43. Evolución de la temperatura media anual y por estaciones para 
España peninsular y Baleares para el periodo 1965-2010. Se re-
presenta también la serie suavizada con un filtro loess (en rojo). 
Tomada de Luna et al. (2012).
Figura 44. Anomalías de la precipitación anual del NW de España (1575-1925) -suavizado 
con media móvil de 15 años. Tomada de Castro et al. (2005).
Figura 45. Evolución de la precipitación acumulada anual y por estaciones para Es-
paña peninsular y Baleares para el periodo 1900-2010. Tomada de Luna 
et al. (2012).
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5.5.2.1 Cambios esperados en las temperaturas
En cuanto a las proyecciones de temperatura, hay una 
tendencia al aumento del valor medio de la temperatura 
máxima a lo largo de todo el período, alcanzándose incre-
mentos de entre 3-5ºC a final del siglo XXI, manifestándo-
se a final de siglo mayor incremento para los escenarios 
de mayores emisiones (Figura 46). 
Además se presenta una tendencia menos pronuncia-
da al aumento de la temperatura en las regiones costeras, 
así como en Valle del Ebro e Islas Baleares y más acentuada 
en el Pirineo y las regiones del centro y sur peninsular. El 
mayor incremento de temperatura máxima corresponde 
a los meses de verano de hasta 5-7ºC, y es menos intenso 
en la zona cantábrica que en el resto de la Península. En in-
vierno el valor medio esperado manifiesta un incremento 
con valores en torno a los 3ºC (Morata, 2014).
5.5.2.2 Cambios esperados en las precipitaciones
Por lo que respecta a las precipitaciones, las tendencias 
de cambio a lo largo del siglo no son por lo general unifor-
mes, con notables discrepan cias entre los modelos globa-
les, lo que resta fiabilidad al resultado. En Morata (2014) se 
señala una disminución general de la tasa de precipitación 
para el siglo XXI, aunque existen discrepancias entre los 
métodos de regionalización (dinámica y estadística). 
Para el escenario A1B, los resultados obtenidos me-
diante técnicas dinámicas (Figura 47) dan cuenta de 
mayor disminución de precipitación que los obtenidos 
con técnicas estadísticas. No obstante, la incertidumbre 
asociada a los resultados estadísticos es notablemente 
mayor que la obtenida para los resultados dinámicos. En 
cuanto a los cambios en las precipitaciones en las distin-
tas áreas de la península ibérica, la misma autora seña-
la que en general, se observa disminución de la tasa de 
precipitación en toda el área peninsular. En la mitad norte 
de la península se observa disminución de la tasa de pre-
cipitación entre 0-10%, mientras que en el resto del área 
la disminución varía entre 10-20%. Excepto Extremadura, 
Andalucía y Comunidad Valenciana que la disminución es 
entre 20-30%.
5.6 Restauración ecológica 
5.6.1 Restauración ecológica en 
infraestructuras lineales
Estado de la restauración de espacios afectados por 
infraestructuras lineales. Enfoques convencionales
La restauración de espacios afectados por infraes-
tructuras lineales se incluye como parte de las medidas 
correctoras de los proyectos de construcción. En lo que 
respecta a la corrección de impactos relacionados con co-
munidades vegetales, el enfoque actual de las medidas 
5.5.2 Cambios esperados en España
Las previsiones climáticas futuras presentes en la litera-
tura se basan en escenarios socioeconómicos a escala 
global que llevan asociados volúmenes de emisiones de 
gases de efecto invernadero (Tabla 32). Los modelos cli-
máticos se alimentan de dichos escenarios, que son más 
o menos favorables según sean las emisiones de gases de 
efecto invernadero menos o más abundantes respectiva-
mente. Se han desarrollado previsiones regionalizadas 
para el caso español, que  bajan la escala de resolución 
de los modelos desde la escala global a una escala más 
regional (para más detalle ver Mestre et al. 2015). En Mo-
rata (2014) se muestran escenarios climáticos regionaliza-
dos para España asociados a los escenarios publicados en 
cuarto informe del IPCC (IPCC 2013).
Tabla 32. Escenarios de emisión y sus características principales
Escenario Características
A2 Emisiones altas. Mundo muy heterogéneo, basado en tradiciones locales y modelo familiar. Desarrollo económico y cambio tecnológico más lento que en otros grupos de hipótesis.
A1B Emisiones medias. Mundo con crecimiento económico rápido basado en la utilización equilibra-
da de todo tipo de fuentes de energía y tecnologías nuevas y eficientes.
B1 Emisiones bajas. Mundo basado en la introducción de tecnologías limpias y el aprovechamiento 
eficaz de los recursos. Fomento de la sostenibilidad económica, social y ambiental.
E1 Fuerte mitigación. Objetivo de no sobrepasar 2ºC de calentamiento.
 Fuente: Morata 2014
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Figura 46. Cambios en el valor medio anual de la temperatura máxima (ºC) en España pe-
ninsular para el siglo XXI obtenida mediante técnicas de regionalización estadís-
tica Entre paréntesis se recoge el número de proyecciones realizadas para cada 
escenario. En línea continua (sombreada) se representa el valor promedio (in-
certidumbre), las franjas verticales sombreadas indican las ventanas temporales 
en las que el número de regionalizaciones es máximo (tomada de Morata 2014).
Figura 47. Cambios esperados de anomalías de precipitación (PCP) para el 
siglo XXI promediados para el territorio español, obtenidos me-
diante regionalización dinámica (tomada de Morata 2014).
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correctoras se basa en criterios técnicos y, en muchos 
casos, agronómicos y forestales, que con frecuencia es-
tán alejados de los principios promovidos por la Sociedad 
Internacional para la Restauración Ecológica. Para esta 
Sociedad, el diagnóstico específico de las condiciones lo-
cales y la identificación de un referente histórico o ecoló-
gico, orientan las acciones de restauración. Desde el pro-
pio sector se considera que la Administración ambiental 
responsable de la evaluación de las obras de restauración 
desconoce, en muchos casos, la existencia de estos crite-
rios o, de conocerlos, no los aplica. En ocasiones esto se 
debe a la complejidad de trasladar estos conceptos a una 
Declaración de Impacto Ambiental (DIA) y, de ahí, al plie-
go de condiciones de los proyectos constructivos.
Originariamente, en el Anejo de Ordenación Ecológi-
ca, Estética y Paisajística editado por el Ministerio de Fo-
mento, las medidas correctoras que deben aplicarse para 
corregir los impactos generados por la construcción de 
infraestructuras lineales se plantean como un conjunto 
de acciones con fines estéticos y de estabilización de los 
taludes. En la actualidad, este Anejo ha pasado a llamarse 
de “Integración ambiental” y considera que las medidas 
correctoras deben aplicarse con el fin de conseguir la es-
tabilidad geotécnica, controlar la erosión y evitar la llega-
da de sedimentos a la vía. Sin embargo, en la práctica, el 
criterio de restauración estética domina incluso sobre el 
objetivo de control de la erosión. 
En cualquier caso, y para cumplir con estos objetivos, 
en la actualidad se emplean una batería de técnicas estan-
darizadas como la aplicación de siembras y plantaciones 
de especies comerciales. Varios estudios han demostra-
do el fracaso de muchas de estas intervenciones. Algunas 
causas que explican este fracaso son (Mola et al., 2001):
1. la falta de adaptación de las especies a las condiciones 
locales de los taludes (la pendiente, el escaso conte-
nido de nutrientes, la baja retención hídrica de los an-
troposuelos)
2. la ejecución de estas medidas en momentos subópti-
mos, supeditados a los compromisos de la obra, y no 
a los condicionantes biofísicos 
3. la deficiente ejecución de algunas obras
4. la dureza de las condiciones climáticas y edáficas  
Asimismo, otros estudios han revelado que para que 
la cubierta vegetal que se establece en los taludes pueda 
contener los procesos de erosión, es necesario que ésta 
supere el 25%, y preferiblemente, el 50% (Andrés y Jorba, 
2000). Bajo determinadas circunstancias (desmontes con 
orientación sur, por ejemplo) y en condiciones de clima 
mediterráneo es difícil conseguir este desarrollo de la 
vegetación. Además, las especies utilizadas en hidrosiem-
bras con frecuencia no son especies tapizantes y, a pesar 
de poder conseguirse coberturas relativamente altas, no 
consiguen controlar la escorrentía superficial y los proce-
sos erosivos (Tena, 2006). Por otra parte, la capacidad de 
un determinado nivel de cubierta vegetal para retener es-
correntía y sedimentos depende de su distribución espa-
cial (Bautista et al., 2007). Una distribución funcional pero 
discontinua, permitiría reducir costes de mantenimiento 
(por ejemplo, aumentando la distancia de las líneas de 
riego) y generaría espacios libres que podrían favorecer 
la sucesión secundaria (Soliveres et al., 2012).
Un elemento clave en la restauración de espacios 
afectados por infraestructuras lineales es la capa de sue-
lo fértil (comúnmente denominada tierra vegetal), con-
siderada como la capa superficial de suelo que contiene 
un banco de semillas viable. En el propio Anejo de Inte-
gración Ambiental antes mencionado, se refleja que “Se 
considera la retirada de una capa de entre 30 y 40 cm de 
tierra vegetal según la zona, que podrá reutilizarse en las 
labores de restauración”. Sin embargo, la potencia de ese 
primer horizonte edáfico varía en función de las condicio-
nes climáticas de cada zona y de la edafogénesis. Desde 
el punto de vista ecológico, la mayor concentración de 
semillas, microorganismos y materia orgánica que confi-
gura el suelo se localiza en los primeros centímetros. Por 
tanto, la recolección de entre 30 y 40 cm de suelo diluye 
el banco de semillas y reduce las propiedades beneficio-
sas de los horizontes superficiales (Mola et al., 2011). Ade-
más, la calidad del suelo también puede verse afectada 
por las condiciones de manejo. El apilamiento durante 
largos periodos y, en algunos casos, sin cumplir con las 
medidas recomendadas, reduce el potencial restaurador 
del banco de semillas de manera irreversible, al disminuir 
su capacidad de germinación (Rivera et al., 2012). Con 
respecto al re-extendido de tierra vegetal, se asume que 
éste debe llevarse a cabo de manera homogénea. Cuan-
do el volumen de tierra a extender supera el volumen de 
tierra retirado, normalmente se aporta tierra procedente 
de otras localizaciones24. Estas evidencias muestran que 
los protocolos de restauración de infraestructuras viarias 
24 De este hecho se deduce que la construcción de infraestructuras 
muy comúnmente afecta a espacios más allá de la propia superficie 
ocupada por la vía o los taludes, mediante el acceso a este tipo de 
préstamos y la creación de vertederos.
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que se emplean actualmente se basan en procesos de 
ensayo error y en la aplicación de conocimientos proce-
dentes de contextos socio-culturales y ecológicos ajenos 
a la realidad española, y que es necesario desarrollar una 
base de conocimiento sólida para aumentar la eficiencia 
de las intervenciones. 
Más allá de que el planteamiento y la ejecución de las 
medidas correctoras se estén llevando a cabo con más o 
menos acierto, el diseño de las propias infraestructuras 
es en sí un condicionante del éxito de los proyectos de 
restauración.  El diseño de taludes rectilíneos y con acaba-
do liso genera formas alejadas del equilibrio que estarán 
expuestas a procesos erosivos hasta que se establezcan 
las redes de drenaje que canalicen la escorrentía super-
ficial. Esta limitación es particularmente grave en zonas 
con clima mediterráneo, con eventos extremos de pre-
cipitación son frecuentes. Estas condiciones de estrés 
se hacen aún más patentes en taludes con pendiente 
de más de 40% y orientación sur (Bochet y García Fayos, 
2004). Esta problemática se ha reducido con las modi-
ficaciones en el trazo de las vías incluidas en las vías de 
tercera generación. En éstas, las diferencias de cota son 
salvadas mediante la construcción de viaductos y la ex-
cavación de túneles. Este diseño genera infraestructuras 
con un potencial de fragmentación del territorio mucho 
menor, como es el caso de la variante A-4 de Despeñape-
rros (Figura 48).
En lo referente a la corrección y mitigación de impac-
tos de las infraestructuras sobre las comunidades de fau-
na, el buen planeamiento de la infraestructura y su tra-
zado puede ser clave, como también lo es la creación de 
zonas de paso (pasos de fauna). Estos pasos se realizan 
con múltiples objetivos: facilitar puntos de cruce seguros, 
evitar que se creen fragmentos de hábitats aislados, y fa-
cilitar el acceso y promover el mantenimiento poblacio-
nal. En la actualidad, el planeamiento de pasos de fauna 
se lleva a cabo siguiendo criterios de hábitat y presencia 
de determinadas especies, conectividad ecológica para 
los desplazamientos de fauna y tramos conflictivos que 
puedan estar asociados a una alta mortalidad de indivi-
duos.
La densidad de pasos de fauna debe establecerse a 
partir de los requerimientos mínimos de permeabilidad 
que aseguran una densidad mínima. Esta densidad puede 
variar en función del tipo de hábitat circundante. En há-
bitats forestales o con interés de conservación, debería 
colocarse un paso por Km para grandes mamíferos y un 
paso cada 500 m para pequeños vertebrados. En cambio, 
Figura 48. Variante A4 de Despeñaperros. (Fotografía: Felipe Gabaldón. Licencia Creative Co-
mons 2.0.).
210
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
en hábitats muy transformados por actividades humanas, 
estas densidades se reducirían a 1 paso cada 3 Km y 1 paso 
cada Km, respectivamente. La topografía de la zona en la 
que se va a establecer el paso de fauna influye también 
en la disposición de los mismos. Por ejemplo, si la vía dis-
curre entre desmontes, se optará por pasos superiores, 
mientras que si discurre en terraplén se optará por pasos 
inferiores. 
No obstante, se debe tener en cuenta que las densida-
des citadas son meramente orientativas. La eficiencia de 
los pasos de fauna depende en gran medida de la especie 
considerada, las dimensiones del paso, el comportamien-
to de las especies y la estacionalidad de la actividad de la 
fauna (Jacques et al., 1982; Vassant et al., 1993a, 1993b). 
Cuando se analiza el uso de los pasos, tanto específicos 
(pasos de fauna per se) como inespecíficos (estructuras 
asociadas a la infraestructura lineal, como cubetas, dre-
najes, etc.), se observa que son usados por especies de 
distinto tamaño, indistintamente (Mata et al., 2003). Sin 
embargo otras especies son reacias a utilizar pasos con 
ciertas características (por ejemplo, ungulados que no 
suelen cruzar por túneles largos; Grilo et al., 2010; Mata 
et al., 2005; Mata et al., 2008). La variación en la actividad 
de los individuos a lo largo del año también puede afectar 
la eficacia de los pasos. Por último, las condiciones micro-
climáticas o la cobertura de plantas a la entrada del paso 
pueden ser factores clave que determinan el uso de los 
mismos por la fauna (Mata et al., 2009; Serronha et al., 
2013, Villalva et al., 2013).
Limitaciones de la Restauración Ecológica en espacios 
afectados por infraestructuras de transporte
1. No se incorpora el componente geomorfológico a la 
hora de diseñar los taludes y las propias infraestructu-
ras y esto revierte directamente sobre el éxito de las 
medidas correctoras.
2. Los profesionales con formación en restauración de 
ecosistemas no intervienen en la toma de decisiones 
sobre las cuestiones referentes a la selección de alter-
nativas de trazado, el diseño de taludes, la selección 
de especies y las técnicas de plantación y siembra.
3. Los enfoques y criterios de restauración ecológica de 
aplicación en los espacios afectados por infraestruc-
turas lineales no aparecen de forma explícita en los 
Anejos de integración ambiental, ni en los pliegos de 
condiciones técnicas.
4. La formación y conocimiento de los técnicos encar-
gados de la redacción de proyectos de restauración 
ecológica es escasa. 
5. Los ecoductos, pasos superiores específicos para 
fauna y pasos superiores multifuncionales, son las es-
tructuras de permeabilización más importantes que 
se pueden emplear para la restauración ecológica de 
zonas afectadas por infraestructuras lineales. Sin em-
bargo, la creación de estos pasos está limitada por:
a. Factores  geomorfológicos y de topografía. Si la 
cota de la infraestructura lineal se encuentra por 
debajo del relieve de la zona, será posible la cons-
trucción de un ecoducto o paso superior específi-
co para la fauna. Pero si la cota queda por encima 
del relieve de la zona, ésta no será posible.
b. Factores económicos. La construcción de un eco-
ducto o paso superior específico para la fauna re-
quiere cierta inversión económica.
c. Para garantizar la funcionalidad de los ecoductos 
o pasos superiores específicos para la fauna, éstos 
se deben situar en los sectores de desplazamiento 
habitual de la misma y en zonas con una baja per-
turbación antrópica.
d. No existen mecanismos adecuados para el control 
de la calidad de los proyectos, lo que representa 
un obstáculo para el desarrollo del sector. 
Sobre la restauración ecológica en este tipo de infraes-
tructuras se ha recopilado casos de éxito en el Anexo III.
Oportunidades para la Restauración Ecológica en es-
pacios afectados por infraestructuras lineales
1. Geometría de las infraestructuras lineales y ocupación 
del territorio: las infraestructuras viales ocupan local-
mente grandes superficies (Valladares et al., 2011) que 
atraviesan gran cantidad de ecosistemas y que pue-
den servir como corredores para un gran número de 
especies, especialmente polinizadores, mejorando 
así los servicios ecosistémicos asociados a este grupo 
funcional.
2. Mejora de la conectividad asociada a las acciones de 
restauración en infraestructuras lineales y fomento 
de la infraestructura verde, mediante una planifica-
ción integrada. 
3. Acciones en áreas de influencia y zonas de servidum-
bre de paso: restauración de servicios ecosistémicos 
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en espacios degradados o altamente transformados 
como refugio de seres vivos (matriz agrícola de prácti-
cas intensivas) e incremento del valor paisajístico.
4. Utilización de vías pecuarias y vías de tren abando-
nadas como corredores, conectores, refugios para la 
biodiversidad y recursos turísticos.
5. Mejora de las condiciones de viaje: diseño de entor-
nos atractivos y seguros en vías de transporte.    
Recomendaciones para la Restauración Ecológica en 
áreas afectadas por infraestructuras lineales 
1. La restauración de zonas afectadas por infraestruc-
turas lineales debe ajustarse a los principios de la 
restauración ecológica propugnados por la Sociedad 
Internacional para la Restauración Ecológica, y recogi-
dos en el Marco Conceptual de esta Estrategia. Estos 
principios deben ser incluidos de manera explícita en 
los pliegos de prescripciones técnicas, y deberán ser 
consensuados con los agentes que intervienen en el 
desarrollo de los proyectos, de manera que se asegu-
re su vigencia durante todas las fases del mismo.
2. La necesidad de llevar a cabo un “Inventario ambien-
tal y descripción de los procesos e interacciones eco-
lógicos o ambientales claves” se describe en el Artí-
culo 1c del Anexo VI de la Ley 21/2013 de Evaluación 
Ambiental. En consecuencia, la Administración com-
petente debe contemplar los plazos y asignar los re-
cursos necesarios para que las obras de restauración 
incluyan un diagnóstico específico y jerarquizado que 
permita plantear la restauración de cada espacio con-
creto, prestando atención a su geomorfología, a las 
limitaciones ambientales (condiciones físico-quími-
cas) y a las limitaciones asociadas a la características 
bióticas del entorno (filtros dispersivos, estructura y 
diversidad de las comunidades circundantes).
3. A partir del diagnóstico, se establecerán criterios e 
identificarán protocolos y técnicas de restauración 
para las diferentes zonas afectadas por la obra: talu-
des de infraestructuras lineales, zonas de préstamo 
temporal, zonas de almacenamiento, campamentos 
de obra, accesos provisionales, vertederos definiti-
vos, áreas entre enlaces, zonas de descanso, etc.
4. La restauración de zonas afectadas por infraestruc-
turas lineales debe ser acometida por equipos mul-
tidisciplinares, que cuenten con la participación de 
profesionales con formación en restauración de 
ecosistemas. Estos profesionales deben tener cono-
cimientos sobre los criterios de la restauración eco-
lógica, y experiencia en técnicas de sondeo, trabajos 
geotécnicos, diseño geomorfológico de taludes, auto-
ecología de las especies, técnicas de revegetación y 
dinámica ecosistémica.
5. El proyecto de restauración debe establecer inicial-
mente unos objetivos concretos, realistas y cuantifi-
cables. Estos objetivos deben contemplar aspectos 
de seguridad y mantenimiento de las infraestructu-
ras, pero también deben tener en cuenta el papel de 
la zona restaurada en la dinámica ecosistémica y del 
paisaje. Este paso es esencial para definir unos crite-
rios objetivos de evaluación del éxito de las acciones, 
evaluar el retorno de la inversión y, en último término, 
mejorar la calidad de la restauración.
6. Los responsables de la restauración deben ser críticos 
con las técnicas utilizadas, supeditándolas a los obje-
tivos definidos, y teniendo en cuenta su eficacia en 
las condiciones específicas de la zona restaurada. De 
esta manera, se debe evitar la repetición de técnicas 
de eficacia no contrastada, especialmente cuando los 
procesos naturales de sucesión, la no-acción, pueden 
proporcionar resultados análogos a la restauración 
activa.
7. Siempre que sea posible, se recomienda incorporar la 
restauración geomorfológica en el diseño de las pro-
pias infraestructuras. La restauración geomorfológica 
debe estar orientada a recuperar redes de drenaje 
que permitan organizar la escorrentía y crear geomor-
fologías estables. Este tipo de acciones puede favore-
cer la sucesión secundaria y permitir la reducción de 
costes de ejecución y mantenimiento.
8. Se deben fijar plazos de ejecución y seguimiento co-
herentes con la fenología y la dinámica de las espe-
cies y ecosistemas que se pretende restaurar. Se debe 
identificar de manera objetiva e independiente los 
momentos idóneos para el desarrollo de cada una de 
las acciones. Para ello, los expertos en restauración 
deben participar en la redacción del conjunto de la 
obra y en el diseño del plan de trabajo.
9. Se debe considerar de manera minuciosa la composi-
ción del material vegetal de reproducción (mezclas 
de semillas, brinzales) y de otros materiales aporta-
dos (suelos, enmiendas, mantas, fajinas, etc.) para 
evitar invasiones biológicas, contaminación y erosión 
genética, ralentización de la sucesión y aparición de 
trayectorias sucesionales no deseadas.
212
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
10. Se debe abandonar el concepto geotécnico de ‘tierra 
vegetal’, aplicando los conocimientos de edafología 
para gestionar los suelos, evitando el deterioro y pér-
dida de un recurso que es insustituible y escaso. Se de-
ben promover agencias autonómicas encargadas de 
coordinar las transferencias de suelos y garantizar la 
correcta gestión de los suelos como organismo vivo.
11. Las medidas correctoras asociadas a la desfragmenta-
ción de infraestructuras y a reducir los efectos negati-
vos de éstas sobre la fauna deben diseñarse a escala 
de paisaje y, de manera específica, considerando la 
etología, fenología, incidencia de atropellos y la di-
námica de las especies para las que son construidas. 
El diseño, ejecución y seguimiento de estas medidas 
también debe llevarse a cabo en base a un diagnósti-
co específico del entorno.
12. La investigación aplicada y la gestión adaptativa son 
necesarias para resolver las incertidumbres que aún 
perduran en la restauración de zonas afectadas por 
infraestructuras lineales, y desarrollar técnicas más 
eficientes que reduzcan la relación coste: beneficio. 
También para desarrollar ecotecnología novedosa 
que abra oportunidades de negocio. La Administra-
ción abrirá una línea de financiación orientada y coor-
dinada para promover actividades de I+D, que facilite 
la colaboración entre las empresas del sector y los 
centros de investigación.
13. El intercambio de conocimiento es esencial para opti-
mizar el uso de recursos y garantizar una restauración 
ecológica de calidad. La Administración, en colabo-
ración con el resto de grupos de interés implicados, 
creará una comisión con el objetivo de recopilar in-
formación y facilitar el flujo recíproco de la misma: 
identificar lagunas, facilitar la investigación orientada 
y difundir sus resultados. Se creará un catálogo de ac-
ceso libre que contenga información básica sobre los 
proyectos realizados, así como copia de los pliegos de 
condiciones y la memoria del proyecto.
14. Estas directrices serán integradas en la redacción de 
unos estándares de buenas prácticas para la restau-
ración de zonas afectadas por los diferentes tipos de 
infraestructuras lineales.
5.6.2 Restauración ecológica de montes
Estado de la restauración ecológica en montes
La Ley de Montes (43/2003, de 21 de noviembre  y su 
modificación por la Ley 21/2015, de 20 de julio) define los 
terrenos forestales en sentido amplio, incluyendo arbo-
lado, matorrales, pastizales y terrenos yermos. Por lo 
tanto, en este apartado, bajo el término restauración fo-
restal se abordará la restauración del conjunto de ecosis-
temas terrestres. Los proyectos de restauración forestal 
que se vienen realizando en España se pueden encuadrar 
en cinco grupos: 1) proyectos de restauración hidrológi-
co-forestal promovidos por el Estado (MAPAMA), 2) pro-
yectos de restauración post-incendio, acciones de lucha 
contra la desertificación y aumento de arbolado promovi-
dos por las CC.AA., 3) proyectos de forestación de tierras 
agrícolas relacionados con la PAC, 4) restauración de ribe-
ras, promovidas por las Confederaciones Hidrográficas, 
Ayuntamientos y ONGs, y 5) restauración en espacios mi-
neros y vertederos, generalmente realizada por empre-
sas explotadoras o subsidiariamente por las CC.AA. Las 
plantaciones con fines exclusivamente productivos no se 
han considerado en este análisis. La restauración de ribe-
ras, zonas costeras y minas se tratan en otros apartados 
de esta estrategia. Finalmente, las acciones relacionadas 
con la forestación de tierras agrícolas y la recuperación de 
montes quemados, por su magnitud e importancia social, 
reciben aquí una atención especial.
Superficie afectada e inversiones realizadas
La superficie restaurada es un indicador que refleja de 
manera relativamente inmediata el grado de eficiencia 
de las políticas de restauración emprendidas. Los datos 
disponibles hacen referencia únicamente a superficie re-
poblada y nunca (o en rarísimas ocasiones) a superficie 
restaurada. Atendiendo a la primera, la superficie total 
restaurada en todo el territorio nacional en el período 
1983-2013 ascendería a 1.796.292 ha, cifra que representa 
el 6,5% de la superficie actualmente clasificada como fo-
restal (Tabla 33).
Algunas de las CC.AA. carentes de un marco legislati-
vo o estratégico que contemple la restauración forestal 
son las que, por norma general, despliegan los datos más 
negativos. En Cataluña, desprovista de marco estratégi-
co, la superficie restaurada representa apenas el 1% de su 
superficie potencial. En las Islas Baleares, carente tanto 
de legislación como de planificación propia, el 0,63%. En 
Canarias, falta de marco legislativo, el 1%. Estos datos po-
nen de manifiesto la relación entre la operatividad polí-
tica, y las bases legales y estratégicas. La excepción, en 
este caso, la constituye la Región de Murcia: sin normas 
ni marco planificador propio que desarrolle la cuestión 
restauradora, presenta un prominente 8,8% de superficie 
restaurada respecto de su superficie forestal potencial 
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a superficie forestal 
potencial (%) 
Andalucía 1983-2011 423.083 14.589 6,3
Aragón 1983-2012 47.642 1.588 1,6
Asturias 1983-2009 36.020 1.334 3,5
Cantabria 1983-2012 14.566 486 2,8
Castilla-La Mancha 1983-2011 218.483 7.534 2,9
Castilla y León 1983-2013 431.894 13.932 4,8
Cataluña 1983-2012 27.522 917 1
Comunidad de Madrid 1983-2011 28.661 1061 4,6
C. Valenciana 1983-2011 52.872 1.823 3,7
Extremadura 1983-2011 154.106 6.164 3,7
Galicia 1983-2011 212.183 8.841 7,2
Islas Baleares 1983-2013 3.132 108 0,63
Islas Canarias 1983-2011 7.746 287 1
La Rioja 1983-2011 16.225 676 3,7
Navarra 1983-2011 21.449 794 2,7
País Vasco 1983-2011 75.119 3.414 10
Región de Murcia 1983-2009 25.589 948 8,8
* No hay datos concernientes a los años 1988 y 1989 para las Comunidades Autónomas de Aragón, Asturias, 
Cantabria, Madrid, Galicia, Canarias, La Rioja, Navarra y País Vasco.
Fuente:  Cuenca (2014) a partir de Anuarios de Estadística Forestal (MAGRAMA, 1983 a 2011), Informe 2013 de la Sociedad Española de 
Ciencias Forestales (SECF) y diversas recopilaciones e informes estadísticos autonómicos
(datos de WWF), proporción superada sólo por la del País 
Vasco. Esta situación probablemente es debida a la con-
dición de destinataria prioritaria de fondos europeos que 
ostenta esta región.
Si bien es patente que la posesión de unos marcos 
normativo y planificador autonómicos adecuados en 
materia de restauración puede estar correlacionada de 
manera más o menos inmediata con cuestiones como la 
de exteriorizar cifras aceptables de superficie restaurada/
repoblada, no se debe perder de vista que en dicha ecua-
ción pueden entrar en juego factores de diversa índole, 
intrínsecos de cada Región (condicionantes climáticos, 
indicadores de vulnerabilidad frente al cambio climático, 
un estado de por sí favorable de los ecosistemas fores-
tales, etc.) y que, consecuentemente, hacen que unas 
Comunidades tengan más necesidad de restaurar que 
otras. Además, se debe recordar que la finalidad última 
de las intervenciones no pasa por reforestar mucho, sino 
por hacerlo de una manera adecuada y en coherencia con 
unas necesidades concretas.
Los recuentos económicos disponibles son muy limi-
tados, dispersos y de reducida accesibilidad, de modo 
que es prudente considerarlos como datos de moderada 
representatividad. De acuerdo con las estimaciones de 
Cuenca (2014), las inversiones medias anuales en restau-
ración rondan los 7,3 millones de euros, aunque con gran-
des variaciones entre CC.AA., desde los 21 millones de 
euros/año invertidos en Castilla-La Mancha (1993-2011), 
hasta los 1,5 millones/año invertidos en Navarra (1999-
2012; Tabla 34). La relación promediada es de 5.051 € ha-1. 
Obviando los valores extremos de Canarias y Madrid, la 
inversión media es de 3 375 € ha-1. Una parte significativa 
de las restauraciones/repoblaciones proviene de fondos 
comunitarios en sus distintos formatos (Fondos de Cohe-
sión, FEOGA, FEADER, FEDER, etc.), seguida por fondos 
autonómicos. De hecho, las políticas de forestación de 
la Unión Europea promovidas en los últimos años se han 
aplicado principalmente en los países mediterráneos, con 
España a la cabeza (Zanchi et al., 2007). La importancia 
de los citados fondos europeos, contenidos en su gran 
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mayoría en el marco de acción de la PAC, revela un trata-
miento de la restauración a nivel europeo de mayor cone-
xión con la política agraria que con la ambiental.
Por su parte, la cofinanciación estatal con fondos no 
comunitarios queda relegada a las acciones emprendidas 
en el seno de programas nacionales como, fundamental-




tauracion.aspx), el Plan de Acción Nacional contra la De-
sertificación y la Estrategia Nacional de Restauración de 
Ríos. Además, se debe señalar que, con carácter general, 
la financiación estatal a las CC.AA. no está condicionada 
a recomendaciones técnicas o proyectos de calidad, sino 
que atienden a motivaciones políticas o incluso mediáti-
cas, como ha ocurrido tras grandes incendios forestales 
(WWF, 2014).
Tabla 34. Análisis de las inversiones realizadas en el ámbito de la restauración/repoblación en las diferentes CC.AA. 
Se muestran únicamente las CC.AA. para las que se dispone de datos económicos
CC.AA. Periodo de 
estudio












Andalucía 2000-2011 130,6 11 60.831 2.148
Presupuestos autonómicos y 
Fondos Europeos




cha 1993-2011     400** 21 142.300 2.811 Fondos europeos
Castilla y León Presupuestos autonómicos
Catalunya
Presupuestos autonómicos 





1999-2005 42,7 6,1 6.082 7.030 Presupuestos autonómicos
Comunidad 
Valenciana
Presupuestos autonómicos y 
estatales
Extremadura 2000-2007 42 5 49.800 897 Fondos europeos
Galicia -
Islas Baleares 2013 1,4 - 231 6.060 Presupuestos autonómicos
Islas Canarias 2000-2006 45,2 6,4 3.052,50 14.807 Fondos europeos
La Rioja 2004-2007 10 2,5 4.925 2.030 Presupuestos autonómicos





* Se indica la superficie afectada durante el lapso temporal para el que se dispone de datos económicos en cada caso (p. ej., 
en Andalucía se intervino en 60.831 ha durante el período 2000-2011).
** El dato económico castellano-manchego hace referencia únicamente a forestación de tierras agrarias.
Fuente: Elaboración propia a partir de datos proporcionados por las Administraciones Autonómicas, memorias de seguimiento de los distintos Planes Foresta 
Regionales, y diversas recopilaciones e informes estadísticos autonómicos 
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Principales actores de la restauración forestal
En general, la dirección técnica de las obras de res-
tauración la ha ejercido la propia Administración autonó-
mica, mientras que la ejecución de las obras es asumida 
normalmente por empresas privadas, especialmente en 
los últimos años (Tabla 35). Así ocurre en Andalucía, Astu-
rias, Castilla y León, Comunidad Valenciana, Islas Baleares 
y Región de Murcia.
En marzo de 2015 se presentó el Plan PIMA Adapta, 
que incluye actuaciones en costa, dominio público hi-
dráulico y Parques Nacionales, con una inversión total de 
12.097.104 euros (Tabla 36). Estas actuaciones, no obstan-
te, apenas afectan a los ecosistemas terrestres discutidos 
en este apartado.
Consideraciones técnicas sobre la restauración forestal
Los proyectos de restauración forestal con frecuencia 
se realizan sin tomar suficientemente en consideración su 
integración funcional en el paisaje, particularmente por 
lo que respecta a la conectividad ecológica y a la propa-
gación de plagas y del fuego. 
En relación a las actuaciones enmarcadas en el Plan 
Nacional de Actuaciones Prioritarias en materia de Res-
tauración Hidrológico-Forestal, el 85% del área de inter-
vención es de propiedad y gestión privada. El 15% restan-
te corresponde a terrenos públicos (MAPAMA). Por el 
contrario, en la mayor parte de las CC.AA., las acciones de 
restauración ejecutadas se enclavan en terrenos en régi-
men de propiedad pública, siendo las únicas Autonomías 
en las que ocurre a la inversa Cataluña, Baleares, Cana-
rias y País Vasco25 (Tabla 38). Independientemente de lo 
anterior, se debe poner de manifiesto que, según el Plan 
Forestal Español (2002), apenas un tercio de la superficie 
forestal española es de titularidad pública, situación que 
se agrava en algunas CC.AA. como Cataluña (77% de su-
perficie forestal privada) o Baleares (93%). Este escenario 
choca frontalmente con la concepción social del monte y 
de su restauración, teniendo en cuenta que los espacios 
públicos (en un contexto de buena gestión) son la base 
central para el mantenimiento de las funciones y los ser-
vicios ecosistémicos. Finalmente, las labores de restau-
ración en zonas afectadas por incendios forestales, en 
caso de darse, se limitan casi exclusivamente a montes 
de utilidad pública, que apenas representan el 30% de la 
totalidad de la superficie forestal (WWF, 2014).
Es oportuno comentar que la venta del patrimonio 
natural público es, actualmente, una realidad en algunas 
regiones del territorio nacional. Tal vez el caso más ac-
tual sea el de la Comunidad de Castilla-La Mancha, cuya 
Administración, en 2012, identificó 57 de los 228 MUP de 
titularidad autonómica existentes en la Comunidad como 
susceptibles de venta (Ecologistas en Acción, 2013). Na-
turalmente, este tipo de escenarios políticos, además de 
representar verdaderos obstáculos y frenos ante una co-
rrecta gestión del medio natural, revelan un tratamiento 
material e incluso especulativo del mismo.
En cuanto a las especies empleadas en los proyectos 
de restauración, la escasez de registros y recuentos au-
tonómicos oficiales dificulta una valoración cuantitativa 
rigurosa. No obstante, la información recabada permite 
conocer algunas tendencias en las últimas tres décadas. 
Así, en CC.AA. como Asturias, Canarias y País Vasco se han 
empleado especies de crecimiento rápido, alóctonas e in-
cluso con cierto potencial invasor.
Por otro lado, se ha  comprobado que la monoespeci-
ficidad sigue siendo una opción demasiado generalizada. 
En gran parte de las CC.AA., las plantaciones monoespe-
cíficas con pinos se han realizado de manera casi sistemá-
tica. Esta tendencia ha sido especialmente observable en 
Comunidades como Aragón, Asturias, Castilla-La Mancha, 
Madrid, Islas Baleares, La Rioja y Murcia (Tabla 37). En 
algunas CC.AA. se ha comenzado a dar pasos hacia una 
mayor diversificación: en Castilla y León, por ejemplo, se 
emplean actualmente más de diez especies diferentes en 
la mayoría de los proyectos. La situación es pareja en la 
Comunidad Valenciana. En Canarias, destaca el uso de fru-
tales como el castaño o la higuera.
25 Para los casos canario y vasco, el dato sobre titularidad debe 
tratarse como apunte orientativo, dado que la única información 
encontrada al respecto hace referencia a los trabajos de repobla-
ción realizados entre los años 2006 y 2010 (Anuarios de Estadística 
Forestal, MAGRAMA).
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Tabla 35. Principales agentes y fuentes de financiación de los proyectos de restauración forestal
CC.AA.
Realización de los trabajos
Dirección técnica Ejecución obras
Andalucía Administración Autonómica Empresas privadas*
Aragón - -
Asturias Administración Autonómica Empresas privadas*
Cantabria - -
Castilla-La Mancha - -
Castilla y León Administración Autonómica Empresas privadas*






Administración Autonómica Empresas públicas**
Extremadura - -
Galicia - -
Islas Baleares Administración Autonómica Administración Autonómica y empresas privadas
Islas Canarias - -
La Rioja - -
Navarra - -
País Vasco - -
Región de Murcia Administración Autonómica Empresas privadas*
* Externalización a través de licitaciones públicas.
** Al menos desde 2006, la empresa privada ha adquirido mayor protagonismo.
Fuente: Elaboración propia 
Tabla 36. Actuaciones previstas en el Plan PIMA Adapta relativas al dominio Público Hidráulico (DPH) y a Parques Nacionales 




Vinculación con la adaptación al cambio climático
Ejecución del proyecto de 
restauración de la Laguna 
de Lastras de Cuéllar y 
Hontalbilla (Segovia) – DPH
SEGOVIA 700.000
Pérdida de valores ambientales en espacios de alto 
valor ecológico degradados afectados por sequía, 
frecuentación y cambio climático.
Proyecto de restauración 
fluvial mediante 
infraestructura verde en el río 
Ucero – DPH
SORIA 610.000
Adaptación al cambio climático mediante la 
mejora del estado de masas de agua, recuperación 
ambiental, defensa contra fenómenos extremos y 
sumidero de CO2
Ejecución de infraestructuras 
para la restauración y 
regeneración de nuevos 
hábitats para anfibios 
amenazados por el cambio 
climático - PPNN
Red de Parques 
Nacionales, y 
eventualmente 
centros y fincas 
adscritos al OAPN
400.000
Los anfibios se encuentran entre los grupos de 
vertebrados más sensibles a los cambios ambientales 
y, por lo tanto, más afectados por el cambio 
climático. Existen experiencias de éxito en distintos 
PPNN (entre otros, en el del Guadarrama) basadas 
en la disposición de nuevos hábitats (charcas) para 
especies de anfibios muy amenazadas.
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Tabla 37. Nomenclatura científica y común de especies de las que se tiene constancia de su empleo en labores de 
restauración/repoblación en diferentes CC.AA. La lista probablemente no es exhaustiva. No se ha encon-
trado información para las CC.AA. de Andalucía, Cantabria, Cataluña y Galicia
Especies
CC.AA. en la/las que se utiliza
Nombre científico + autor Nombre común
Betula alba L. Abedul blanco CyL
Betula pubescens subsp. celtiberica  
(Rothm. & Vasc.) Rivas Mart. Abedul celtibérico Ast
Castanea sativa Mill. Castaño IC
Ceratonia siliqua L. Algarrobo RM
Fagus sylvatica L. Haya común PV
Ficus carica L. Higuera IC
Fraxinus excelsior L. Fresno norteño Nav
Juniperus cedrus Webb & Brethel. Cedro de Canarias IC
Juniperus oxycedrus L. Enebro rojo o de la miera CAM, RM
Juniperus phoenicea L. Sabina negral IC, LR, RM
Juniperus thurifera L. Sabina albar CAM
Olea europaea L. Olivo IB, IC, RM
Phoenix canariensis Chabaud Palmera canaria IC
Picea abies (L.) Karst. Pícea común PV
Pinus canariensis C. Sm. Pino canario IC
Pinus halepensis Mill. Pino carrasco o alepo Ara, CLM, CAM, CV, IB, LR, Nav, RM
Pinus nigra Arnold Pino negro o laricio Ara, CLM, CyL, LR, Nav, PV
Pinus pinaster Aiton Pino rodeno Ast, CLM, CyL, CV, LR, PV
Pinus pinea L. Pino piñonero C-LM, CyL, CAM, Ext, LR
Pinus radiata D. Don Pino insigne o de Monterrey Ast, IC, PV
Pinus sylvestris L. Pino silvestre Ara, Ast, C-LM, CyL, Nav
Pistacia lentiscus L. Lentisco RM
Populus alba L. Chopo blanco Nav
Populus nigra L. Chopo negro LR
Prunus avium (L.) L. Cerezo silvestre CyL
Pseudotsuga menziesii (Mirb.) 
Franco Abeto de Douglas PV
Quercus coccifera L. Coscoja Nav, RM
Quercus faginea Lam. Quejigo o roble valenciano CAM, LR
Quercus ilex L. Encina o carrasca Ara, CyL, CAM, CV, Ext, IB, LR, Nav
Quercus petraea (Matt.) Liebl. Roble albar CyL, Nav
Quercus pyrenaica Willd. Melojo CyL
Quercus robur L. Roble Nav
Quercus rubra L. Roble americano PV
Quercus suber L. Alcornoque CLM, CyL, CAM, Ext
Rhamnus lycioides L. Espino negro CAM, RM
Sorbus aucuparia L. Serbal de los cazadores CyL, LR
Tetraclinis articulata (Vahl) Mast. Ciprés de Cartagena RM
Ulmus minor auct. non Mill. Olmo común Nav
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La procedencia del material vegetal es mayoritaria-
mente propia, es decir, la mayor parte de este material 
proviene de regiones de procedencia locales. La produc-
ción del material forestal se ha llevado a cabo mayorita-
riamente dentro de la Red de Viveros de cada C.A., aun-
que algunas CC.AA. desmantelaron su sistema de viveros 
públicos. Andalucía, Aragón, Castilla y León, Islas Balea-
res, Comunidad Valenciana y Canarias cuentan con red de 
viveros propios.
Las técnicas de restauración se limitan, de forma re-
lativamente generalizada, a labores de repoblación que, 
además, en muchos casos se sobredimensionan. La im-
portancia de los proyectos de restauración forestal se 
ha medido con demasiada frecuencia en términos de su-
perficie tratada, que no restaurada (Cortina et al., 2015). 
Por ejemplo, en el caso de recuperaciones de masas fo-
restales tras un incendio, se ha recurrido a plantaciones 
en zonas donde podría haber sido más útil emplear otros 
tratamientos selvícolas de apoyo a la regeneración na-
tural (WWF, 2014). En lo referente a la maquinaria para 
la preparación del terreno, la utilización de tractores y 
retroexcavadoras de cadenas es muy generalizada, em-
pleándose en al menos el 70% de las CC.AA. Por otro lado, 
se comprueba la introducción de la retroaraña en algunas 
CC.AA. (Cataluña, Comunidad Valenciana e Islas Balea-
res), y un abandono generalizado de ciertas técnicas de 
alto impacto, tales como los aterrazamientos. 
Las CC.AA. han identificado la necesidad de llevar a 
cabo labores de mantenimiento, y reservar las partidas 
presupuestarias necesarias para su ejecución. De este 
modo se garantiza, durante las primeras fases, la adapta-
ción de las masas forestales a las nuevas condiciones del 
terreno. El mantenimiento se tiene en cuenta de forma 
relativamente frecuente (en Andalucía, Asturias, Castilla-
La Mancha, Castilla y León, Cataluña, Comunidad Valen-
ciana, Islas Baleares y Región de Murcia; Tabla 38), aun-
que durante plazos breves (dependientes de la gestión 
de cada CC.AA., desde 2 años en Andalucía hasta 5 en As-
turias e Islas Baleares), y se limita, de forma casi exclusiva, 
a la reposición de marras.
El control de calidad de las obras de restauración es 
fundamental para garantizar la calidad de la ejecución del 
proyecto (Navarro et al. 2009). El seguimiento y evalua-
ción post proyecto suponen etapas indispensables para 
valorar el éxito del mismo y así poder extraer conclu-
siones sobre la respuesta de los ecosistemas forestales 
ante las intervenciones (Bautista & Alloza, 2009). De cara 
al futuro, estas tareas contribuyen a reducir el grado de 
incertidumbre, pudiéndose crear una base experimen-
tal que reduzca la subjetividad en el diseño y mejore el 
conocimiento científico. La evaluación y el seguimiento 
resultan imprescindibles para cuantificar la eficacia de 
las estrategias diseñadas y le eficiencia de las inversiones 
efectuadas. 
Sin embargo, hay una carencia sistemática de meca-
nismos en este ámbito (Tabla 38, Nunes et al., 2016), más 
en cuanto a contenido que a continente, es decir, gene-
ralmente se contemplan pero de una manera escasamen-
te planificada. Por ello, su consideración frecuentemen-
te depende de cada proyecto concreto. El único criterio 
utilizado de forma generalizada es la supervivencia de la 
planta –como ocurre en Asturias, Comunidad Valenciana 
e Islas Baleares, olvidando otros aspectos clave como el 
cumplimiento de los objetivos previstos, las desviaciones 
producidas respecto al proyecto inicial y los efectos so-
ciales, económicos y ambientales de las actividades eje-
cutadas. Finalmente, cabe tener en cuenta que, en la me-
dida en que la restauración ecológica pretende optimizar 
la provisión de  servicios ecosistémicos, la evaluación de 
la restauración debería incorporar la participación de los 
actores sociales (Rojo et al., 2012), fenómeno harto infre-
cuente.
El estudio e identificación de áreas prioritarias en fun-
ción de sus atributos intrínsecos (ecológicos, socio-eco-
nómicos, culturales, etc.) se considera una herramienta 
estratégica fundamental de cara a lograr restauraciones 
integradas e integradoras. Este tipo de mecanismos 
se recogen a nivel estatal a través del Plan Nacional de 
Actuaciones Prioritarias en materia de Restauración 
Hidrológico-Forestal, en cuyo marco de acción se previó 
la intervención en 3,5 millones de hectáreas, fundamen-
talmente bajo criterios hidrológicos (erosión, riesgo de 
avenidas e inundaciones, calidad de aguas, etc.; MAPA-
MA). De ellas, 1,1 millones de ha (el 32% de la superficie 
de actuación) corresponden a trabajos de repoblación fo-
restal. El resto se reparte entre los siguientes tipos de ac-
ciones: forestación de tierras agrarias (31%), tratamientos 
selvícolas (11%), mejora e implantación de pastizales (2%), 
prácticas de conservación de suelos (23%) y restauración 
de riberas (1%).
Muchas de las leyes autonómicas contemplan de for-
ma generalizada la priorización de zonas de actuación. 
Sin embargo, mandatos legales relativos a esta cues-
tión como el aragonés, cántabro, castellano-manchego, 
madrileño, canario, riojano o navarro se enmarcan ex-
clusivamente en la restauración hidrológico-forestal y/o 
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Tabla 38. Indicadores de la situación actual de la restauración forestal. Las siglas MVMC corresponden a 
















Andalucía NO NO Pública SÍ NO NO
Aragón SÍ - Pública - - -
Asturias NO NO M.V.M.C. SÍ SÍ NO
Cantabria SÍ* - Pública - - -
Castilla-La Mancha SÍ - Pública SÍ - -
Castilla y León SÍ NO Pública NO NO NO
Cataluña NO NO Privada SÍ NO NO
Comunidad de Madrid SÍ* - Pública - - -
Comunidad Valenciana SÍ NO Pública SÍ SÍ NO
Extremadura NO NO Pública - - -
Galicia - - M.V.M.C. - - -
Islas Baleares SÍ NO Privada SÍ SÍ SÍ
Islas Canarias SÍ* - Privada - - -
La Rioja SÍ - Pública - - -
Navarra SÍ* - Pública - - -
País Vasco SÍ - Privada - - -
Región de Murcia NO NO Pública SÍ NO NO
* Limitada a restauración hidrológico
 Fuente: Elaboración propia
post-incendio, excluyendo otro tipo de criterios como el 
fomento de la biodiversidad, de la conectividad, de servi-
cios ecosistémicos, etc. En su traslación al plano opera-
tivo, se ha evidenciado que en muchas de las CC.AA. la 
priorización no se basa en una planificación previa, rea-
lizándose en ocasiones a escala de proyecto, y en base 
a criterios de los técnicos y de índole política. Este es el 
caso de comunidades como Andalucía, Asturias, Castilla y 
León o Cataluña. Excepción notable es el Plan de Acción 
Territorial Forestal de la Comunidad Valenciana (PAT-
FOR), que recoge un mapa de priorización basado en  ser-
vicios ecosistémicos y biodiversidad.
La cooperación inter-autonómica es prácticamente 
nula (Tabla 38). La conexión entre las CC.AA y el Gobierno 
Estatal está supeditada y restringida casi exclusivamen-
te a temas de financiación, según información directa 
de Comunidades como Andalucía, Cataluña, Comunidad 
Valenciana y Región de Murcia. Esta situación choca con 
la concepción de bosque como ecosistema de implicacio-
nes globales e inter-escalares defendida en multitud de 
tratados internacionales y en documentos estratégicos 
esenciales como el propio Plan Forestal Español y diver-
sos planes forestales regionales. 
Además, el flujo de información y cooperación en-
tre el sector científico-técnico y los órganos de admi-
nistración competentes muestra, en general, notables 
deficiencias. En este sentido, cabe destacar el gran cono-
cimiento adquirido en los últimos años en el campo de 
la restauración, y el potencial técnico y científico de las 
diferentes entidades y organismos que trabajan en este 
ámbito. Ello convierte a España en un país de referencia 
en restauración a nivel mediterráneo. Las Administracio-
nes, sin embargo, no incorporan el conocimiento cientí-
fico disponible en la planificación, gestión y ejecución de 
las estrategias y proyectos de restauración. 
Por otra parte, no se impulsan procesos de participa-
ción efectivos en los que la población local pueda implicar-
se en el futuro de los nuevos bosques (WWF, 2014). Esta 
cuestión se aborda de forma limitada en prácticamente 
todas las CC.AA. (Tabla 38; salvo excepciones como el 
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Plan de Acción Territorial Forestal de la Comunidad Va-
lenciana), siendo una cuestión vagamente propuesta en 
la mayor parte de los planes forestales regionales. En la 
práctica, es aún menos considerada, y se limita, en mu-
chos casos, a reuniones y consultas no vinculantes –por 
ejemplo en Asturias, Castilla y León, y en Cataluña y Anda-
lucía, en caso de grandes incendios forestales. La Comuni-
dad Balear dispone de una Xarxa Forestal, instrumento de 
participación, operativo desde 2004, que incluye a grupos 
de acción regionales, líderes locales, entidades públicas, 
etc. en las negociaciones.
Por último, en cuanto a la redacción de las memo-
rias técnicas de los proyectos de restauración, existen 
diversas carencias generalizadas relativas a contenidos 
mínimos exigibles: (i) caracterización edáfica, (ii) análi-
sis fisiográfico (altimetría, pendientes, división en zonas 
homogéneas según fisiografía, etc.) y climatológico, (iii) 
estudios sobre la vegetación y fauna, que olvidan algunos 
términos y límites, como por ejemplo la exposición de in-
ventarios o la realización de previsiones de evolución bajo 
diferentes escenarios, (iv) estudios de perturbaciones 
potenciales (sanidad vegetal, incendios forestales –inclu-
yendo sus causas, peligrosidad y frecuencia, vientos, ave-
nidas, etc.), (v) estudios de antecedentes y experiencias 
restauradoras próximas, (vi) consideraciones profundas 
sobre cuidados posteriores a la restauración y manteni-
miento, (vii) estudios para la evaluación del impacto am-
biental, (viii) identificación del ecosistema de referencia, 
y (ix) pronóstico de la evolución del ecosistema (posibles 
trayectorias sucesionales) en escenarios de no interven-
ción.
Forestación de tierras agrícolas 
La expansión e intensificación de la agricultura impli-
ca pérdidas globales de biodiversidad. Las medidas de 
restauración ecológica pueden reducir esas pérdidas, así 
como mejorar la provisión de  servicios ecosistémicos 
por parte de los agroecosistemas (Barral et al., 2015). Las 
plantaciones forestales realizadas en terrenos agrícolas 
constituyen una herramienta con gran potencial restau-
rador, pudiéndose considerar elementos clave de la in-
fraestructura verde (IV) en estos sistemas. El resultado 
de las plantaciones es, en la mayoría de casos, la creación 
de parches forestales en una matriz más antropizada y, 
por lo general, de menor valor ecológico; aunque a este 
respecto existen excepciones (Oñate et al., 2003). La fo-
restación en estos terrenos puede dar lugar a la creación 
y mejora de la infraestructura verde del agroecosistema, 
tanto a escala local como de paisaje. Las actuaciones de 
forestación realizadas en estos terrenos han supuesto un 
cambio significativo en el paisaje agrario. Pero además, 
la herramienta de forestación bajo adecuadas directrices 
tiene un potencial enorme para la creación de capital na-
tural y de infraestructura verde, así como para la presta-
ción de   servicios ecosistémicos.
La actividad forestadora en terrenos agrícolas expe-
rimentó un impulso significativo en España con las políti-
cas europeas de financiación de repoblaciones a los pro-
pietarios de explotaciones. Estas políticas, impulsadas a 
principios de la década de los 90, se enmarcan dentro de 
las denominadas medidas complementarias de la Política 
Agrícola Común (PAC). Desde la perspectiva de la PAC, los 
objetivos de estas actuaciones han sido (MAPA, 2006):
1. Retirar tierras agrícolas marginales del cultivo.
2. Contribuir a diversificar la actividad agraria, así 
como las fuentes de renta y de empleo.
3. Favorecer la corrección de los problemas de ero-
sión y desertificación que sufren determinadas zo-
nas españolas, así como la conservación y mejora 
de los suelos, la conservación de la fauna y flora, y 
la regulación del régimen hidrológico de las cuen-
cas.
4. Apoyar una gestión del espacio natural compatible 
con el equilibrio del medio ambiente, cooperando 
al desarrollo de ecosistemas forestales beneficio-
sos para la agricultura.
5. Contribuir a la disminución del riesgo de los incen-
dios forestales y a la mejora de los recursos fores-
tales.
Las actuaciones de forestación en tierras agrícolas 
se han financiado mediante distintos instrumentos le-
gislativos europeos (traspuestos a las escalas estatal y 
autonómica) que se sucedieron en varios programas plu-
rianuales. Durante los periodos 1993-1999 y 2000-2006 
fueron financiadas por el Fondo Europeo de Ordenación 
y Garantía Agrarias (FEOGA), mientras que en el periodo 
2007-2013 el apoyo provino del Fondo Europeo Agrícola 
de Desarrollo Rural (FEADER). Este instrumento también 
proporciona los fondos para las actuaciones de foresta-
ción dentro del Programa Europeo de Desarrollo Rural 
2014-2020 (www.mapama.gob.es).
Durante más de dos décadas, el programa de foresta-
ción en tierras agrícolas ha supuesto un esfuerzo repobla-
dor sin precedentes en nuestro país en terrenos de pro-
piedad particular, superando en varios años la actividad 
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repobladora de las Administraciones públicas (MAPA, 
2006). Esto ha permitido generar un patrimonio natural 
que constituye una infraestructura verde de enorme im-
portancia a escala de todo el Estado. Hay que precisar, 
no obstante, que el ritmo de forestación durante estos 
años ha sido irregular, en función de las prioridades en la 
asignación de fondos y de la situación económica del país 
(Figura 49).
Las actuaciones de forestación comenzaron con un 
ritmo muy fuerte que se mantuvo durante la década de 
los 90 (primer periodo de financiación), en la que se repo-
blaron más de 500.000 ha. España fue, en ese momento, 
el país que más fondos captó de este instrumento de fi-
nanciación (del Campo et al., 2008), alcanzándose tasas 
de forestación próximas a las 100.000 ha anuales. Duran-
te los dos periodos posteriores, el ritmo de forestación 
con cargo a este programa se redujo considerablemente. 
Además, los últimos años de la serie contienen muchas la-
gunas de información por Comunidades Autónomas, que 
en algunos casos no presentan sus datos. Según la infor-
mación disponible, la superficie total de actuación hasta 
2012 fue de 766.000 ha, un 4% de la superficie arbolada en 
nuestro país.
Figura 49. Superficie forestada en España con cargo al programa de forestación de tierras agrícolas (mi-
les de ha). FUENTE: MAPA, 2006 y Anuarios de Estadística Forestal 2007-20012, Ministerio de 
Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente.
El desarrollo del programa se articula normativamen-
te hasta el nivel de CC.AA. Éstas han legislado adecuán-
dose a sus características sociales y ecológicas particula-
res. Por eso es difícil establecer patrones generales que 
describan las masas forestales resultantes. El área media 
de la propiedad forestada fue de 13 ha hasta el año 2006 
(MAPA, 2006), aunque con una gran variabilidad por re-
giones, reflejo del tamaño de la propiedad agrícola en 
cada una. Así, de las 3,2 ha de media en Cantabria, se llega 
a las 48 ha en Extremadura (MAPA, 2006). 
La selección de especies en las forestaciones ha se-
guido, en general, criterios de compatibilidad ecológica, 
habiendo desarrollado cada C.A. procedimientos de co-
marcalización con bases técnicas diferentes (Junta de 
Castilla y León, 2015). Asimismo, la normativa establece 
generalmente compensaciones económicas por el uso 
de especies de crecimiento lento, con mayores subven-
ciones. En las regiones mediterráneas, predominan éstas, 
particularmente las especies del género Quercus, segui-
das de los pinos de crecimiento lento (Vadell et al., 2016). 
Las masas creadas también incorporaron especies arbus-
tivas y de matorral. El resultado ha sido la incorporación 
de un abanico de especies amplio en comparación con 
estándares de repoblación forestal anteriores (MAPA, 
2006). En cuanto al diseño de las plantaciones, en la ma-
yoría de casos se ha orientado a la creación de masas ar-
boladas con espesuras completas, sin un criterio técnico 
de reparto espacial de las especies, con predominio de la 
aleatoriedad. 
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Dada la realidad específica de los paisajes mediterrá-
neos, con categorías naturales y de uso ausentes en otros 
ámbitos europeos, muchas forestaciones se han reali-
zado sobre terrenos que, si bien recibían renta agrícola 
antes de la forestación, correspondían a antiguas zonas 
cultivadas que fueron abandonadas en los años sesenta 
y que en el momento de la forestación se encontraban 
en fase de recuperación pasiva (eriales a pastos; Montiel, 
2004). La plantación de estos terrenos (aproximadamen-
te un 50 % del territorio forestado, Vadell et al., 20016) ha 
contribuido a la desviación de los objetivos iniciales de la 
PAC, ya que no ha supuesto la retirada de tierras agríco-
las marginales cultivadas. Asimismo, en muchos casos la 
forestación ha interrumpido los procesos de restauración 
pasiva (Montiel, 2004), y ha afectado a grandes propie-
dades, que se han visto muy beneficiadas por las actua-
ciones subvencionadas, debido a la economía de escala. 
Como resultado de las actuaciones, España cuenta 
con cerca de un millón de hectáreas de masas forestales 
inmersas en matrices agrícolas o en eriales, formadas por 
especies diversas con predominio de Quercus esclerófi-
los y pinos autóctonos. Sin perjuicio de las desviaciones 
respecto a los objetivos, y a las posibles limitaciones de 
las masas creadas, lo que se deriva de las cifras absolutas 
es que nos encontramos ante una iniciativa sectorial cu-
yas repercusiones territoriales son innegables. Las masas 
creadas están cumpliendo ya funciones y prestando servi-
cios ecosistémicos que las califican como infraestructuras 
verdes genuinas. De las medidas que se adopten para su 
gestión futura se derivará la mayor o menor relevancia de 
su papel como infraestructura verde dentro de los siste-
mas agrarios.
La restauración de montes quemados
Desde los años 1970, los incendios forestales consti-
tuyen la máxima prioridad en la gestión forestal de los 
montes en el ámbito mediterráneo europeo. La percep-
ción pública y, con frecuencia política, del impacto de los 
incendios forestales es muy catastrofista: se suele asumir 
que un bosque quemado se destruye, no se regenera 
y, por lo tanto, necesita ser restaurado (repoblado). En 
consecuencia, la evaluación pública del éxito de la polí-
tica forestal relacionada con los incendios se mide en 
términos aritméticos de “superficie repoblada vs. super-
ficie quemada”. Esta visión simplista obvia el hecho de 
que muchos bosques quemados se regeneran de forma 
espontánea y no precisan repoblaciones. Un efecto cola-
teral negativo es que se priorizan las inversiones en repo-
blaciones, que tienen más rendimiento mediático, sobre 
otras actuaciones que con frecuencia son más necesarias 
como las de ayuda a la regeneración, silvicultura preven-
tiva, conversión de monte bajo a monte alto, etc., actua-
ciones que entran perfectamente dentro del concepto de 
restauración ecológica. 
Los proyectos se priorizan en función de la disponibi-
lidad de terrenos forestales públicos, de presión social y 
política, y de disponibilidad de presupuesto. Los dos úl-
timos factores se relacionan con la superficie quemada. 
Los grandes incendios, los mega-incendios según deno-
minación reciente, tienen gran impacto mediático y mo-
vilizan financiación compartida entre Estado central y las 
Autonomías para realizar trabajos de restauración del 
monte quemado. Por lo tanto, la priorización de los pro-
yectos de restauración de montes quemados se puede 
definir como catástrofe-dependiente.
Dado que el fenómeno de los grandes incendios fo-
restales apareció en España a finales de los años 1970, 
los proyectos de restauración forestal se realizaron, de 
partida, siguiendo los criterios técnicos de la restauración 
hidrológico-forestal, de larga tradición en España. Las re-
poblaciones llevaban aparejadas hidrotecnias y trabajos 
de preparación del suelo y de las vertientes para el con-
trol de la escorrentía y de la erosión a corto plazo, y la 
repoblación forestal para la regulación hidrológica a largo 
plazo (De Simón et al., 2004). El gran desarrollo de los es-
tudios de ecología del fuego y restauración post-incendio 
en España y en otros países afectados por incendios fo-
restales, ha permitido ir introduciendo matices y nuevas 
técnicas a la restauración de montes quemados. En la 
actualidad, la restauración  después de incendio se plan-
tea en tres etapas temporales en función de la dimensión 
temporal de los impactos y de los objetivos de restaura-
ción forestal propuestos (Vallejo & Alloza, 2012): 
1. Actuaciones de emergencia para la estabilización del 
suelo y el control de la escorrentía (riesgo de inun-
daciones) y de la erosión, incluyendo la gestión de 
la madera quemada. En Estados Unidos, el Servicio 
Forestal ha desarrollado protocolos específicos para 
esta etapa (Burned Area Emergency Response, BAER, 
https://www.fs.fed.us/eng/pubs/pdf/BAERCAT/lo_res/
TOContents.pdf).
2. Ayuda a la regeneración de las especies clave, a 2-5 
años vista, que incluye eventuales plantaciones o 
siembras, clareos en el caso de regeneración excesiva 




3. Restauración forestal en la perspectiva del largo plazo, 
en función de los objetivos de gestión y planificación 
forestal, incorporando la perspectiva de la prevención 
de probables nuevos incendios, del aumento de la bio-
diversidad y de la resiliencia, y de la adaptación al cam-
bio climático. Dos libros relativamente recientes desa-
rrollan gran parte de los avances conseguidos en los 
últimos años en el conocimiento sobre la restauración 
de montes quemados (Cerdà & Robichaud, 2009; Mo-
reira et al., 2012). La aplicación práctica de las nuevas 
aproximaciones a la restauración de montes quema-
dos se ha desarrollado en sendas guías, una enfocada 
al control de la erosión en Galicia (Vega et al., 2013) y 
otra genérica, orientada a condiciones mediterráneas 
(Alloza et al., 2014). 
Limitaciones derivadas de la situación actual y otras 
limitaciones potenciales
En las últimas décadas, en España, las Administra-
ciones Autonómicas han sido los principales agentes de 
actuación en restauración ecológica, dadas sus compe-
tencias legales en materia de montes. Desde esta pers-
pectiva, hay que reconocer el enorme esfuerzo económi-
co y operativo realizado. Sin embargo, el reciente cambio 
de paradigma experimentado en el marco teórico de la 
restauración ecológica pone de relieve que las restaura-
ciones realizadas en las últimas décadas deben resintoni-
zar con la realidad científica en este campo. Esto atañe a 
los siguientes elementos:
- La restauración ecológica en España tradicional-
mente no ha delimitado y valorado los problemas 
a abordar y, en muy raras ocasiones, ha involucra-
do a los sectores sociales afectados. En la práctica, 
no existen procesos participativos propiamente 
dichos. Los procesos de información y participa-
ción pública están muy poco considerados en la 
práctica, limitándose en muchos casos a reunio-
nes y consultas, sin capacidad de decisión algu-
na. La experiencia restauradora en España no ha 
contado con la necesaria visión holística (cultural, 
histórica, socioeconómica…) que aporta la inclu-
sión de actores sociales implicados en la toma de 
decisiones. Una mayor participación de los actores 
sociales en la planificación de la restauración eco-
lógica también debe facilitar su implicación en la 
conservación de los montes restaurados y ofrece 
oportunidades de ampliación de los proyectos de 
restauración a través del voluntariado y de las ini-
ciativas de custodia del territorio. 
- El punto anterior, a su vez, afecta a la priorización 
de las intervenciones. En general, las acciones de 
restauración no se han priorizado desde perspec-
tivas integradoras. Los servicios ecosistémicos 
han quedado habitualmente fuera de los proce-
sos de priorización. Los criterios de priorización 
desarrollados en el Plan Nacional de Restauración 
Hidrológico-Forestal, muy centrados en el riesgo 
de desertificación, son insuficientes. Es necesario 
desarrollarlos, incorporando protocolos y mapas 
de priorización de las acciones de restauración 
que tengan en cuenta criterios ecológicos y socio-
económicos a diferentes escalas, y se enmarquen 
en políticas sostenibles de planificación del territo-
rio. 
- En términos generales, no se han establecido me-
tas de la restauración ecológica, más allá de obje-
tivos cuantitativos, en términos de hectáreas re-
pobladas o árboles plantados. Esto es observable 
en las diversas notas de prensa publicadas por las 
Administraciones Autonómicas. Por otro lado, las 
memorias técnicas de algunos proyectos de res-
tauración ecológica llevados a cabo en Andalucía, 
Asturias, Castilla y León, Comunidad Valenciana e 
Islas Baleares, han mostrado una absoluta caren-
cia de estudios o descripciones de los ecosistemas 
de referencia hacia los que se pretende dirigir la 
restauración.
- Por otra parte, el concepto de “restauración eco-
lógica” se ha simplificado excesivamente. Este 
concepto engloba un amplio conjunto de medidas 
(siembras de especies herbáceas, tratamientos 
silvícolas, fomento de animales dispersantes, etc.) 
que tienen como fin la recuperación de un ecosis-
tema degradado, dañado o destruido. La repobla-
ción forestal sería tan sólo una de ellas. 
- La definición de los ecosistemas de referencia que 
se pretenden restaurar es con frecuencia vaga o 
inexistente. Las actuaciones de restauración eco-
lógica deben estar orientadas a restaurar estruc-
turas, pero también funciones y SSEE. En el caso 
concreto de las zonas afectadas por incendio, 
existe una ausencia de reflexión sobre su gestión 
y restauración: se restaura la misma estructura y 
composición vegetal que la afectada por el incen-
dio. Determinadas masas forestales que hace unas 
décadas tenían unos objetivos de producción, hoy 
ya no la tienen, y sin embargo, las medidas de res-
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tauración que se proyectan tienden a restituir el 
mismo tipo de masa forestal. (WWF, 2014)
- Al menos en las últimas tres décadas, las inversio-
nes realizadas (a tenor de los datos disponibles) 
reflejan tendencias de poca eficiencia económica 
en CC.AA. como Islas Canarias (en torno a 15.000 
€/ha intervenida) y Madrid (7.000 €/ha; Tabla 34). 
La ausencia de análisis de coste-beneficio limita la 
incorporación de criterios económicos en la toma 
de decisiones sobre cómo gastar los fondos des-
tinados a restauración, y dificulta la asignación de 
fondos para la restauración ecológica y la rendi-
ción de cuentas.
- Se han realizado demasiadas actuaciones con una 
sola especie. Ésta sigue siendo una opción dema-
siado generalizada.
- La intervención en terrenos privados es insufi-
ciente. Sin embargo, cerca del 70% de la superficie 
forestal en España es privada. Esto acarrea con-
tradicciones con diversos elementos del proceso 
restaurador (beneficio social/unidad de inversión, 
priorización multicriterio, restaurabilidad). La res-
tauración ecológica es, al fin y al cabo, una herra-
mienta social y pública.
- Las labores de mantenimiento son insuficientes. 
Aunque su planificación es relativamente frecuen-
te, se suelen realizar durante plazos muy breves y 
variables, y suelen estar limitadas a la reposición 
de marras.
- Los protocolos de control de calidad, evaluación y 
seguimiento son deficientes, ya que se suelen limi-
tar a conteos de supervivencia de planta, sin tener 
en cuenta la diversidad de objetivos ecológicos y 
socio-económicos de la restauración.
- La información disponible sobre las acciones de 
restauración es limitada, dispersa y de reducida 
accesibilidad. Esto dificulta la mejora de la calidad 
de las intervenciones, y favorece la repetición de 
errores.
Limitaciones relativas al marco legal y normativo
- Existe un notable desamparo legislativo a las es-
calas nacional y autonómica, que conlleva mane-
jos administrativos poco eficientes en términos 
económicos y técnicos (objetivos, mantenimien-
to, monitoreo, etc.). También en términos de re-
sultados (correlación entre ausencias de marcos 
normativo/planificador propios y menores porcen-
tajes de superficie restaurada).
- Si bien todas las CC.AA. se ocupan de la restau-
ración, las respectivas normas específicas, con 
carácter general, son inconcretas e incompletas, 
existiendo grandes diferencias regionales, en 
cuanto a cuestiones como la regulación del pas-
toreo, la caza o la saca de la madera. La falta de 
financiación a largo plazo, la excesiva burocratiza-
ción y la ausencia del nuevo concepto de monte al 
que guiar la restauración se configuran como las 
principales debilidades de los proyectos de restau-
ración.
- Una cuestión importante es la inexistencia de 
normas propias sobre restauración ecológica a 
nivel estatal. La principal consecuencia de ello es 
un tratamiento legal intersectorial e indirecto, de 
relativo calado institucional. La restauración fores-
tal a nivel estatal encontró su espacio regulador 
más sustancial en la Ley 43/2003 de Montes, que si 
bien no define la noción de restauración forestal, 
proporciona un marco jurídico básico que muchas 
de las Autonomías han desarrollado en coherencia 
a sus escenarios forestales propios. El documento 
carece de una definición explícita de restauración 
forestal, empleando términos como “repoblación 
forestal”, “forestación” y “reforestación”, de al-
guna manera, cercanos a ésta. La nueva Ley de 
Montes (21/2015), por la que se modificó la ante-
rior, no aportó novedades en este aspecto: en nin-
guno de sus artículos se hace referencia a la res-
tauración forestal, salvo en preceptos referidos a 
restauración hidrológico-forestal y post-incendio.
- Se ha podido comprobar que si bien la mayor 
parte de las CC.AA. poseen normas propias que 
recogen, de alguna forma, la restauración fores-
tal, a excepción de Cantabria, Extremadura, Islas 
Baleares, Islas Canarias y Región de Murcia, la ma-
yoría de estas normas autonómicas trasladan a su 
ámbito las mismas carencias detectadas en la Ley 
Estatal con respecto a la restauración. En relación 
a las Autonomías carentes de legislación propia en 
materia de montes, con cierta seguridad se pue-
de concluir que tal situación acarrea un manejo 
administrativo forestal menos eficaz a la hora de 
garantizar la conservación de los procesos y ser-
vicios forestales en el tiempo. En este sentido, se 
ha podido comprobar que algunos de los datos 
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más negativos sobre superficie restaurada con-
curren en CC.AA. sin normativa propia, como es el 
caso de las Islas Baleares o las Canarias, donde la 
proporción de superficie restaurada en el período 
1983-2013 con respecto a sus superficies forestales 
potenciales fue de 0,63% y 1%, respectivamente. De 
este modo se evidencia que un desamparo jurídi-
co de los espacios forestales entraña dificultades 
y riesgos que afectan incluso a las cuestiones más 
básicas como el incremento catastral de superficie 
repoblada. Además, el análisis legislativo ha evi-
denciado una patente desactualización de muchas 
de las Leyes forestales autonómicas; es el caso de 
las normas andaluza (1992) y catalana (1988), en 
las que además no se aprecian elementos distin-
tivos que trasciendan los manejados por la norma 
básica y desplieguen mandatos más ajustados a su 
contexto forestal propio.
- Se comprueba que tres CC.AA. carecen de un mar-
co estratégico que recoja la restauración forestal 
(Cataluña, Islas Baleares y Murcia). En relación a 
las CC.AA. que sí poseen un marco estratégico que 
la contempla, resalta la concepción tradicional de 
restauración empleada en muchos de estos Pla-
nes, y la consideración predominante de criterios 
económicos frente a otros (ecológicos, servicios 
ecosistémicos, etc).
- Existe poca coordinación inter-autonómica, entre 
las CC.AA y el Gobierno Estatal, y entre éste y la 
Administración europea, así como entre el sector 
científico-técnico y los órganos de Administración 
competentes.
Limitaciones relativas a la forestación de tierras agra-
rias
- La forestación de tierras agrícolas se ha desarrolla-
do con distintos objetivos, en gran medida condi-
cionados por las líneas estratégicas de la PAC. Pero 
en cualquier caso, el proceso global ha resultado 
en una suma de múltiples iniciativas privadas in-
conexas, con directrices emanadas desde las 
distintas Administraciones, carente de objetivos 
territoriales y sólo con unas vagas indicaciones 
ambientales, referidas a las especies más adecua-
das (Montiel, 2004). 
- Por tanto, no se han incorporado hasta el momen-
to verdaderos criterios de restauración ecológica 
en el diseño de las forestaciones creadas (ver Mar-
co Conceptual). En particular, el papel que hoy en 
día desempeñan estas masas en aspectos como el 
fomento de la conectividad del paisaje dista mu-
cho del que le correspondería en proporción a la 
magnitud de los esfuerzos invertidos. Podemos 
decir que, en este sentido, se ha perdido una opor-
tunidad para optimizar la eficiencia hacia el cumpli-
miento de objetivos ecológicos.
- La falta de integración y planificación de las ayudas 
ha llevado, en casos puntuales, a efectos ambien-
tales negativos, como la sustitución de dehesas y 
pastizales en el caso de forestaciones realizadas 
sobre eriales a pastos, la destrucción de suelos por 
prácticas repobladoras inadecuadas y la modifica-
ción de hábitats protegidos como las zonas este-
parias (MAPA, 2006).
- Las estadísticas sobre las características de las su-
perficies repobladas al amparo de estas políticas 
son muy deficientes y fragmentadas, especialmen-
te a partir de 2006. Esto dificulta la elaboración de 
una estrategia nacional para la orientación de nue-
vas políticas. En sentido parecido, se ha perdido el 
Observatorio de Forestación de Tierras Agrícolas, 
creado en 2005 con la intención de hacer un segui-
miento de la evolución de las forestaciones y eva-
luar el grado de cumplimiento de sus funciones 
como la captura de C (González de Zulueta et al., 
2009).
- De acuerdo con la cronología de su establecimien-
to (Figura 49), se está cumpliendo en una gran 
mayoría de superficies el plazo de finalización de 
las ayudas de compensación de rentas (20 años), 
lo que arroja incertidumbre sobre el futuro de las 
masas creadas (Vadell et al., 2016). 
- El programa de forestación de tierras agrícolas 
está siendo, hasta el momento, una línea de sub-
venciones aprovechada de forma desequilibrada 
por los distintos tipos de propietarios, con un ex-
cesivo peso de grandes fincas y Ayuntamientos 
para obtener un rendimiento económico de tierras 
sin producción agrícola antes de la subvención, sin 
contribuir a la reducción de excedentes agrícolas 
(Montiel, 2004; MAPA, 2006). 
- Las actuaciones se realizan por iniciativa del pro-
pietario agrícola, quien es responsable de su eje-
cución. Esto implica limitaciones sobre el diseño 
y propósito de los trabajos de restauración que el 
poder público puede imponer, y obliga a buscar 
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fórmulas imaginativas que orienten las actuaciones 
sin incrementar sensiblemente la complejidad de 
las directrices que se marquen desde la normativa. 
- El concurso de varias Administraciones en el dise-
ño de las herramientas de forestación de tierras 
agrícolas y en su ejecución, con distintos niveles 
jerárquicos y estrategias políticas y de planifica-
ción diferentes, hace muy difícil la coordinación 
para establecer medidas de forestación que sean 
coincidentes hacia objetivos complejos como la 
restauración ecológica.
Oportunidades para implementar la restauración de 
montes
La restauración ecológica, en este caso la forestal, 
no debe ser considerada únicamente como una opción 
dependiente de panoramas ecológicamente desfavora-
bles, sino que debe constituirse como un instrumento de 
planificación de las actividades humanas en el territorio 
español, capaz de promover y potenciar los múltiples be-
neficios que nos proporciona el capital natural. Es, ade-
más, una actividad generadora de nichos potenciales de 
empleo y negocio, vinculados a la gestión sostenible del 
patrimonio natural. Se debe tener en cuenta que la res-
tauración de montes a través de líneas de subvención han 
supuesto y suponen fuentes de financiación de Adminis-
traciones locales para la mejora del medio ambiente en 
sus municipios.
De igual modo, en los últimos años, muchas de las 
grandes marcas nacionales e internacionales han ido in-
corporando los denominados Departamentos de “res-
ponsabilidad social corporativa”, cuyos objetivos tienen 
una vinculación directa con el medio ambiente y, funda-
mentalmente, con los beneficios que obtienen a través 
de una determinada valoración social positiva generada 
mediante el respeto por el entorno. Agredir el medio se 
valora negativamente, al menos en un buen porcentaje 
de la población. Por tanto, que un ente público actúe en 
su beneficio, en este caso a través de la restauración eco-
lógica, previsiblemente aumentará su popularidad. 
Si se asegura un uso estratégico y eficiente de los re-
cursos económicos públicos, aprovechando las medidas 
e instrumentos financieros disponibles a escala europea 
(FEADER, FEDER, etc.) y haciendo cumplir los principios 
de transparencia y participación se puede emprender la 
aplicación de la restauración ecológica a gran escala. 
En este marco existen diversos instrumentos que pue-
den apoyar la restauración ecológica:
- Incluir en el Programa Nacional de Desarrollo Ru-
ral, financiado a través del Fondo Europeo Agríco-
la de Desarrollo Rural (FEADER) 2014-2020, la rea-
lización de actuaciones de restauración según los 
artículos 17.1.d, 20.1.a y f, 22, 23, 24, 25, 27, 34 y 35.
- Aumentar la dedicación de Fondos Europeos de 
Desarrollo Regional (FEDER) a actuaciones de res-
tauración, utilizando las diversas prioridades estra-
tégicas de inversión del Reglamento de los Fondos 
FEDER que posibilitan este tipo de acciones.
- Aprovechar la financiación destinada a adaptación 
al cambio climático (como por ejemplo el Plan 
PIMA Adapta y posteriores) así como otras líneas 
de financiación estatales, para incluir acciones de 
restauración ecológica que contribuyan a los obje-
tivos de la Estrategia.
Para garantizar un uso eficiente de los fondos, se de-
bería supeditar la financiación a proyectos Autonómicos 
a la priorización de la Estrategia y a buenas prácticas de 
diseño y ejecución de proyectos. El Gobierno Estatal debe 
asegurar mecanismos de evaluación en las actuaciones 
realizadas con sus fondos.
Asimismo, otra oportunidad es el fomento de la inver-
sión privada mediante estímulos financieros:
- Aplicar una desgravación del 30% de la cantidad 
invertida o desembolsada, aplicable en la cuota 
del IRPF y el Impuesto sobre Sociedades, en fincas 
forestales con instrumento de ordenación forestal 
aprobado, siempre que la inversión esté prevista 
dentro del contenido del mismo. 
- Emplear los sistemas de compensación de emisio-
nes de carbono impulsados a través del Real De-
creto 163/2014, exclusivamente en el caso de que 
las empresas que hacen el cálculo de huella cuen-
ten con un plan de reducción efectivo.
Por otro lado, se pueden aprovechar instrumentos de 
planificación ya existentes para incorporar medidas de 
restauración ecológica:
- Incluir las medidas de restauración ecológica ne-
cesarias en los Planes de Gestión de los lugares 
de la Red Natura 2000, para alcanzar el estado de 
conservación favorable de los hábitats y especies 
de interés comunitario presentes en los mismos. 
De acuerdo con el conocimiento disponible, estas 
medidas deben estar suficientemente detalladas y 
presupuestadas en los planes.
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- Asegurar la inclusión de las actuaciones necesarias 
de restauración ecológica en los planes de recupe-
ración y conservación de especies amenazadas.
- Asegurar que las restauraciones que den cumpli-
miento al “Pago Verde” o “greening” de la PAC 
contribuyen a objetivos ambientales a escala pai-
saje, teniendo en cuenta criterios de conectividad 
paisajística, conservación de biodiversidad, benefi-
cios agronómicos, etc.
Otras oportunidades generadas por la restauración 
de montes incluyen:
- Las superficies afectadas por la restauración fo-
restal en general, y por la forestación de tierras 
agrarias, en particular, son muy grandes, por lo 
que estos ecosistemas están proporcionando ser-
vicios asociados a su magnitud como la captura de 
C (MAPA, 2006) o el control de procesos erosivos. 
Además, también realizan otras funciones, como 
la mejora de la conectividad, especialmente en la 
matriz agrícola, la creación de hábitats y refugios, 
así como la dispersión de propágulos, además de 
contribuir al control integral de daños bióticos a 
los cultivos (MAPA, 2006; Barral et al., 2015; Rey 
Benayas et al., 2015; Vadell et al., 2016).
- El empleo de nuevas especies, permite generar 
conocimiento sobre la producción en vivero y el 
manejo post-plantación de especies de alto inte-
rés para la restauración. 
- La forestación de tierras agrícolas supone un cam-
bio en la clasificación del tipo de uso de suelo a 
forestal, lo que garantiza un mayor nivel de pro-
tección normativa del territorio.
- El marco normativo actual favorece cada vez más 
la plantación de setos e islotes forestales en los 
campos agrícolas. Así, por ejemplo, las prácticas 
ambientales del Pago Verde de la PAC proponen la 
dedicación de, al menos, un 7% de las hectáreas ele-
gibles, salvo las de pastos permanentes, a superfi-
cies de interés ecológico (Rey-Benayas et al., 2016).
Recomendaciones para implementar una restaura-
ción de montes de calidad
1. Incorporar, tanto en el orden prioritario de asignación 
de fondos como en las directrices técnicas de actua-
ción, criterios de restauración ecológica, en la línea 
de las directrices que proporciona la SER (2004) y el 
Marco Conceptual de esta Estrategia, y en consonan-
cia con los objetivos incluidos en el Plan Estratégico 
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad 2011-2017.
2. Redefinir los criterios de evaluación de la restaura-
ción ecológica. La percepción del éxito de los progra-
mas de restauración forestal debe pasar de la valora-
ción de las superficies repobladas, a la valoración de 
los proyectos que han conseguido los objetivos de 
restauración propuestos, en términos de mejora de 
la composición (biodiversidad), estructura y funcio-
nalidad del ecosistema forestal, y de los servicios eco-
sistémicos que se derivan. Dado que la restauración 
ecológica es extremadamente cara, tanto en térmi-
nos económicos como energéticos, los proyectos de-
ben priorizarse y ejecutarse muy cuidadosamente, en 
superficies moderadas, donde se puede garantizar el 
éxito de las actuaciones, y en la perspectiva de fomen-
tar, a largo plazo, la expansión de las especies introdu-
cidas y el restablecimiento de los procesos naturales.
3. Promover las medidas necesarias para reducir la vul-
nerabilidad de los ecosistemas restaurados al fuego, 
incluyendo medidas que aumenten la resistencia y la 
resiliencia del ecosistema y del paisaje al fuego: uso 
de especies rebrotadoras, reducción de la carga de 
combustible, incorporación del pastoreo, etc. En esta 
línea, promover también las labores silvícolas que 
faciliten la evolución de los pinares coetáneos y mo-
noespecíficos hacia bosques más diversos y funciona-
les, reduciendo su vulnerabilidad al fuego y al estrés 
climático. Integrar estas labores en los protocolos de 
restauración de ecosistemas forestales.
4. Se debe desarrollar una priorización de zonas de ac-
tuación con criterios comunes para todas las CC.AA. 
Identificar las áreas prioritarias para la restauración 
con criterios objetivos y transparentes de fundamen-
to ecológico (conservación de biodiversidad, análisis 
de riesgos, diversificación de hábitats de baja resilien-
cia y conectividad paisajística), socio-cultural y econó-
mico. Concentrar preferentemente los esfuerzos de 
restauración en terrenos degradados, en los que la 
restauración pasiva esté inhibida o fuertemente con-
dicionada evitando, en particular, la forestación sobre 
eriales y otros espacios en proceso de recuperación 
natural. Emplear protocolos de evaluación de montes 
quemados que permitan identificar áreas de actua-
ción urgente y elevada protección, donde el riesgo de 
erosión sea elevado y la  recuperación natural impro-
bable o excesivamente lenta, zonas de intervención a 
medio y largo plazo, y zonas de no intervención.
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5. La restauración ecológica forestal se debe desarrollar 
a escala del paisaje y a largo plazo. La planificación de 
los proyectos de restauración ecológica debe tomar 
en consideración la dimensión paisajística funcional 
(y estética). Por una parte, la configuración espacial 
del terreno restaurado debe minimizar la propagación 
de plagas y del fuego. Por otra parte, asumiendo que 
las superficies restauradas deben constituir núcleos 
de dispersión de las especies introducidas a medio y 
largo plazo, la configuración espacial de la restaura-
ción debe considerar la conectividad en la perspectiva 
de facilitar la colonización y expansión de las especies 
introducidas. En este sentido se debería incorporar 
la plantación de elementos lineales como los linde-
ros, bordes de caminos o la red de drenaje dentro 
de las actuaciones subvencionables (Rey Benayas et 
al., 2016). También establecer tamaños mínimos de 
actuación en las parcelas que permitan la creación 
de hábitats interiores netos para el refugio de fauna 
(Santos y Tellería, 1998). Para ello deberán identificar-
se las especies amenazadas en la zona y establecer 
estos criterios ajustados a las necesidades del hábitat 
de dichas especies. Finalmente diseñar espacialmente 
las plantaciones en zonas agrícolas para crear una red 
de núcleos de dispersión que actúen en caso de aban-
dono de la actividad en terrenos adyacentes (Rey Be-
nayas y Bullock, 2012).
6. Mejorar el proceso de elección de especies, basándo-
lo en procedimientos cuantitativos como la definición 
de nichos ecológicos (Gastón y García Viñas, 2011) o el 
Atlas de Idoneidad de Especies Leñosas de la Penín-
sula Ibérica (http://www.opengis.uab.cat/idoneitatPI/
presentacio.html) para la elección de especies com-
patibles, y en el conocimiento de los atributos morfo-
funcionales acordes con las circunstancias de la res-
tauración. Integrar escenarios de cambio climático en 
estas decisiones. Incrementar, además, el acervo de 
especies posibles, extendiéndolo particularmente a 
especies de los estratos arbustivos, de matorral y her-
báceos, especialmente cuando estas especies cum-
plan funciones clave en los ecosistemas en restaura-
ción (suministro de polen, refugio de fauna, alimento, 
facilitación, etc).
7. Incorporar criterios de naturalidad en la distribución 
espacial de poblaciones y comunidades. En el diseño 
de la disposición espacial de los individuos de las plan-
taciones pluriespecíficas deben incorporarse criterios 
que, sin incrementar la complejidad en exceso, garan-
ticen la viabilidad y persistencia de un mínimo de in-
dividuos por especie en el horizonte temporal de su 
longevidad natural. 
8. La estrategia de restauración ecológica se debe ar-
monizar con otras políticas. Integrar los planes deri-
vados de la Estrategia en una planificación del terri-
torio a escala paisaje y armonizarla con otras políticas 
(agrícola, forestal, desarrollo rural, biodiversidad, 
etc). Incluir las medidas de restauración ecológica ne-
cesarias en los Planes de Gestión de los lugares de la 
Red Natura 2000 para alcanzar el estado de conser-
vación favorable de los hábitats y especies de interés 
comunitario presentes en los mismos. De acuerdo 
con el conocimiento disponible, estas medidas deben 
estar suficientemente detalladas y presupuestadas 
en los planes. Coordinar el diseño de las actuaciones 
de forestación con las directrices que establezcan los 
planes de ordenación cuando coexistan en la zona de 
actuación, figuras de protección como espacios de 
la Red Natura 2000, parques naturales, etc. Es parti-
cularmente importante considerar las interacciones 
entre la vegetación implantada y la fauna protegida, 
como por ejemplo en el caso de aves esteparias cuyas 
poblaciones no prosperan en matrices con abundan-
cia de parches arbóreos.
9. Asegurar la inclusión de las actuaciones necesarias 
de restauración ecológica en los planes de recupe-
ración y conservación de especies amenazadas. Ase-
gurar que las restauraciones que den cumplimiento 
al “Pago Verde” o “greening” de la PAC contribuyen 
a objetivos ambientales a escala paisaje, teniendo 
en cuenta criterios de conectividad paisajística, con-
servación de biodiversidad, beneficios agronómicos, 
etc.
10. Se debe hacer un uso estratégico y eficiente de los 
recursos. Es prioritario asegurar un uso estratégico y 
eficiente de los recursos económicos públicos, apro-
vechando las medidas e instrumentos financieros 
disponibles a escala europea (FEADER, FEDER, etc.) 
y haciendo cumplir los principios de transparencia y 
participación.
11. En relación con los puntos anteriores, se debe generar 
una política de subvenciones que permita continuar 
las labores de restauración iniciadas con la plantación 
e incrementen el valor potencial para la provisión de 
bienes al propietario, de  servicios ecosistémicos, y de 
infraestructura verde. En este sentido, se considera 
particularmente importante el fomento de medidas 
de selvicultura preventiva contra incendios, así como 
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de la desfragmentación del paisaje agrario incorpo-
rando estratégicamente nuevas plantaciones.
12. Se debe crear, en coordinación con las CC.AA., un 
banco o base de datos que contenga información de 
todos los proyectos de restauración financiados con 
dinero público, por la necesidad de disponer de una 
información territorial amplia que permita el análisis, 
de carácter temporal o espacial, a largo plazo. Esta 
base de datos incluirá una cartografía de forestacio-
nes como base para estudios sobre el cumplimiento 
de compromisos acerca de los  servicios ecosistémi-
cos (captura de C, conectividad). Deberá contener, 
además de la información cartográfica, la información 
más relevante del proyecto y del plan de seguimiento. 
13. Es prioritario crear comités técnico-científicos, inter e 
intra-CC.AA., para incorporar el conocimiento científi-
co disponible en la planificación, gestión y ejecución 
de la Estrategia. A modo de ejemplo, existe un enor-
me acervo de conocimiento relativo a las diferentes 
fases de la repoblación que debería ser adoptado por 
los gestores  (Pemán et al., 2013; Oliet et al., 2013; Oliet 
et al., 2003; Piñeiro et al., 2013).   De igual forma, crear 
grupos multidisciplinares, integrados por técnicos e 
investigadores para la ejecución, seguimiento y eva-
luación de los trabajos de restauración y para asegu-
rar que los proyectos cumplen con unos criterios de 
calidad. Estos comités también asegurarán la coordi-
nación de las diferentes medidas de restauración eco-
lógica a incluir en la planificación territorial.
14. Es necesario impulsar estrategias de participación 
pública en todas las fases de la restauración, para 
acercar esta disciplina a la sociedad y hacerla partíci-
pe y responsable en la toma de decisiones. Divulgar 
asimismo las actuaciones de restauración y beneficios 
previstos, para incrementar el grado de conocimiento 
y transparencia.
15. Los estándares para la certificación de obras restau-
ración forestal, desarrollados por WWF-Adena en 
colaboración con expertos procedentes de diversos 
sectores, deberían ser adaptados y aplicados de for-
ma rutinaria para garantizar la calidad de las interven-
ciones.
16. Revitalizar el Observatorio de Forestación de Tierras 
Agrícolas como herramienta de evaluación de los 
efectos de esta política y para ayudar en la toma de 
decisiones en un proceso de gestión adaptativa.
5.6.3 Restauración ecológica de espacios 
mineros
Importancia socio-económica de la minería en España
Contexto general
España dispone en su territorio de yacimientos muy diver-
sos, lo que da lugar a una variada e importante produc-
ción minera que representa el 0,3 % del PIB (Figura 50). La 
producción de roca ornamental es muy destacada, espe-
cialmente en el caso de la pizarra, aunque ha disminuido 
recientemente (Estadística minera de España 2013). En 
los últimos años se ha producido una caída de la produc-
ción de carbón, especialmente de antracita (-66%) y una 
reducción del número de explotaciones de minería me-
tálica (cobre, cinc, níquel, oro, plata, plomo y wolframio). 
En cuanto a los otros productos de cantera (entre los 
que destacan arcilla, arena y grava, arena silícea, caliza, 
cuarcita, dolomía, granito, margas, ofitas y yeso), la caída 
continua (-13%).
Si se considera la evolución en el periodo 2009-2013, el 
valor total de la producción minera en España descendió 
en cerca del 9%. Según datos del Banco de España, el ín-
dice de producción industrial de las industrias extractivas 
en España cayó casi el 40% entre 2005 y 2011. Respecto 
a la distribución del valor de la producción vendible por 
Comunidades Autónomas, en 2013, Andalucía fue la C.A. 
que más contribuyó, con un 25,8%, seguida de Cataluña 
con el 20,4% y Castilla y León con un 11,2%.
La superficie ocupada por zonas de extracción minera 
en España ha incrementado apreciablemente en las últi-
mas décadas, pese a la disminución del número de explo-
taciones. Entre los años 1987 y 2005 se pasó de 46.063 
ha (0,091% de la superficie nacional) a 75.575 ha (0,149%), 
mientras que prácticamente se mantuvo la superficie 
ocupada por escombreras y vertederos (0,012%) que pasó 
de 6.098 ha a 5.914 ha (Informe del Observatorio de Sos-
tenibilidad de España 2014).
En cuanto  la superficie de explotación restaurada 
anualmente, no existen datos que abarquen todas las 
CC.AA. En la comunidad de Madrid, de los 314 km2 de 
superficie afectada por la actividad minera (3,91% del to-
tal), el 40% ha sido o está siendo rehabilitado, por lo que 
la superficie afectada es en realidad de 188 km2 (Activos 
Ambientales de la Minería en España, CONAMA 2008). 
En la Comunidad Autónoma de La Rioja las explotaciones 
mineras apenas ocupan el 0,09% de la superficie (4,54 
km2, Gobierno de La Rioja y ANEFA, 2006), y las empresas 
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mineras han depositado, en 2005, 5.698.894 euros para 
garantizar la ejecución de los planes de rehabilitación. En 
Cataluña la superficie ocupada por actividades extracti-
vas es de unas 15.000 ha (497 explotaciones autorizadas; 
Dirección General de Energía, Minas y Seguridad Indus-
trial, Generalitat de Catalunya. Datos de 2014 no publica-
dos), la mayoría de las cuales son explotaciones de cali-
zas (36,9 %), arcillas (23,8 %) y gravas (14 %). La cantidad 
depositada en calidad de fianzas en esta C.A. en 2015 es 
de unos 3 millones de euros. Como dato orientativo, la 
superficie restaurada acumulada desde 1986 asciende a 
4.520 ha (Memoria del Consell dels Àrids, 2015). Sin em-
bargo, parte de esta superficie restaurada corresponde a 
espacios regenerados espontáneamente y no a acciones 
deliberadas de restauración. La media de inspecciones de 
inicio de periodo y final de garantía desde 2008 ha sido de 
58 y 46 respectivamente. El importe acumulado de devo-
lución de fianzas desde 1988 ha sido, aproximadamente, 
de 55 millones de euros. Desde 1999, de los expedientes 
de restauración subsidiaria, 23 han sido ejecutados direc-
tamente por el Departament de Territori i Sostenibilitat 
de la Generalitat de Catalunya, 25 se han cerrado median-
te la intervención del titular, propietario o Ayuntamien-
to, y 37 se mantienen abiertos. La cantidad destinada a 
restauraciones subsidiarias entre 1999 y 2014 ha sido de 
500.000 euros aproximadamente, y la inversión para 2015 
asciende a unos 250.000 euros. Desde 2012, se ha abierto 
66 expedientes sancionadores a empresas. En el “Inven-
tario de actividades extractivas abandonadas en Catalu-
ña” llevado a cabo en los años 90, se documentaron cer-
ca de 1800 fichas de labores mineras desarrolladas con 
anterioridad a la normativa ambiental, Llei 12/1981, que 
habían permanecido sin restaurar hasta el momento (Se-
rra y Pedrat, 2013).
Análisis por sectores
A. La minería del carbón
Se calcula que la minería de carbón a cielo abierto ha 
afectado a más de 5.000 ha en el norte de las provincias 
de León y Palencia generando impactos localizados pero 
importantes (Alday et al., 2010). Los desmontes general-
mente se han llevado a cabo en formaciones boscosas, 
principalmente robledales de roble albar, Quercus petraea 
(Matt.) Lieb., y roble melojo, Quercus pyrenaica Willd., 
contribuyendo a una mayor fragmentación, si cabe, de 
estas masas.
La Dirección General de Energía y Minas, de la Junta 
de Castilla y León acometió, entre los años 2001 a 2005, 
una serie de actuaciones encaminadas a corregir y mitigar 
los impactos producidos por antiguas labores mineras del 
carbón, ya abandonadas, en esta Comunidad Autónoma, 
que suponían riesgos para las personas y animales, y afec-
taban al entorno. En primer lugar se realizó un inventa-
rio completo de las zonas de potencial riesgo, que tenía 
como principal objetivo localizar y valorar los diferentes 
elementos de riesgo, obteniéndose una clasificación 
que priorizaba el orden de las actuaciones a desarrollar, 
según el grado del riesgo evaluado. Toda la información 
se integró en un Sistema de Información Geográfica. 
Con esta base se seleccionaron 41 actuaciones, localiza-
das principalmente en León y Palencia, elaborándose los 
Proyectos Básicos de Actuación específicos. Entre 2001 y 
2005 se invirtieron 4.995.719 €, procedentes de los fon-
dos del Plan del Carbón, así como de recursos propios 
aportados desde la Junta de Castilla y León. Los trabajos 
se encaminaron a eliminar riesgos y rehabilitar el entorno, 
tanto de labores mineras como de escombreras y apiles 
abandonados, intentando además contribuir a la mejora 
Figura 50. Producción minera en España en Millones de € y en porcentaje 




medioambiental del entorno, evitando, en la medida de 
lo posible, la degradación estética del paisaje, y favore-
ciendo el uso racional de las áreas afectadas. Como prin-
cipal criterio de selección de las actuaciones se consideró 
el grado del riesgo para las personas y animales, conside-
rando la naturaleza de los elementos causantes de dicho 
riesgo, y teniendo en cuenta la magnitud de la actuación 
requerida, la proximidad a núcleos de población y el ac-
ceso al área afectada. Las actuaciones de eliminación de 
riesgos incluyeron: (i) demolición de edificios e infraes-
tructuras abandonadas o en desuso, (ii) cierre y sellado 
de bocaminas, (iii) relleno de cortas, calicatas y huecos, 
(iv) eliminación, remodelado y perfilado de escombreras, 
(v) acondicionamiento superficial y siembra, (vi) deseca-
ción o eliminación de balsas, (vii)  acondicionamiento de 
cauces, (viii) instalación de escolleras y muros filtrantes, 
(ix) diversas actuaciones en fuentes y manantiales, (x) 
creación de desagües y recogida de lixiviados, (xi)  aper-
tura y mejora de accesos y viales, (xii) construcción de 
bermas de protección, (xiii) plantaciones arbóreas, (xiv) 
señalización del entorno, y (xv) limpieza y reducción del 
impacto visual (Activos Ambientales de la Minería en Es-
paña, CONAMA 2008).
Las 24 explotaciones de carbón a cielo abierto que 
se abrieron en Teruel desde 1978 hasta 2009 han ocupa-
do una superficie en torno a las 3.266 ha (Nicolau et al., 
2010). De ellas, aproximadamente 1.617 ha ocupadas se 
han recuperado para otros usos tras el cese de la activi-
dad minera, 865 ha han quedado sin posibilidad de apro-
vechamiento y 884 ha siguen en explotación. La mayor 
parte de la superficie correspondía originalmente a cul-
tivos en secano de cereal (32%), matorral-pastizal (31%) y 
bancales abandonados (14%).
Las explotaciones de mayores dimensiones corres-
ponden a lignito pardo, localizadas en Galicia: Meirama y 
As Pontes. Esta última posee la escombrera exterior de 
mayor superficie restaurada en España (1.150 ha), donde 
las herbáceas cubren el 29% de la superficie, el matorral el 
12%, el arbolado el 57% (39% frondosas y 18% coníferas), y 
las zonas húmedas el 2% restante (Activos Ambientales de 
la Minería en España, CONAMA 2008). 
En Cataluña en la actualidad no existe minería del car-
bón activa, aunque fue una actividad importante entre 
finales del siglo XIX y principios del XX. Una de las últimas 
explotaciones (Carbones del Pedraforca, en Saldes) cerró 
en 2009, con una emblemática y pionera restauración a 
cielo abierto que combina morfologías talud-berma refo-
restadas con Pinus sylvestris realizada ente los años 1986-
1988, y morfologías organizadas en minicuencas con pas-
tizales (1990-1993).
La Unión Europea ha prolongado hasta el año 2018 las 
ayudas al sector del carbón, bajo la condición indispen-
sable de que para esa fecha todas las minas deficitarias 
que hayan recibido ayudas públicas, echen el cierre (De-
cisión 2010/787/UE del Consejo, de 10 de diciembre de 
2010, relativa a las ayudas estatales destinadas a facilitar 
el cierre de minas de carbón no competitivas). Esta deci-
sión prevé, en su consideración quinta, que los Estados 
Miembros puedan tomar medidas destinadas a aliviar las 
consecuencias sociales y regionales del cierre de esas mi-
nas. En este sentido, el Ministerio de Industria, Energía y 
Turismo de España ha acordado con las Organizaciones 
Sindicales y Empresariales, un Marco de Actuación para 
la Minería del Carbón y las Comarcas Mineras para el pe-
ríodo 2013 a 2018, al que se ha trasladado esta necesidad. 
Entre los objetivos del Acuerdo se recoge el de fomentar 
el desarrollo de proyectos de infraestructuras y actuacio-
nes medioambientales, como la restauración de zonas 
degradadas y espacios afectados, que estimulen iniciati-
vas empresariales en las comarcas mineras. Por tanto, en 
el caso de las explotaciones de carbón existe una poten-
cial fuente de financiación para actividades de restaura-
ción regulada por el RD 675/2014 “Bases reguladoras de 
Proyectos de Infraestructuras del Plan de la Minería” de 
agosto de 2014, también conocido como el Plan Miner. 
Para el periodo 2013-2018 hay establecida una inversión 
en restauración con fondos del estado de 125.000.000 € a 
complementar con un 20% adicional por las CCAA, dentro 
de la partida de infraestructuras públicas. No obstante, 
en mayo de 2016, todavía no se ha activado esta iniciativa, 
estando pendientes de firma los convenios con las CC.AA. 
B. Los áridos
El sector de los áridos es el sector minero español más 
importante en cuanto a volumen de producción, número 
de explotaciones y empleo total generado, directo más 
indirecto. Los últimos datos publicados por la estadística 
minera, revelan que hay 1.500 empresas de áridos real-
mente activas repartidas por toda la geografía nacional, 
con 2.500 explotaciones de áridos censadas, de las que 
unas 1.600 están activas (57 % del total de explotaciones 
mineras españolas; http://www.aridos.info). Por el enor-
me volumen de producción, el sector es hoy en día aún 
el principal proveedor de materias primas para la cons-
trucción y para la industria española, lo que le confiere el 
carácter de sector estratégico. Desde el máximo de 2006 
(486 Mt), el consumo ha descendido cerca del 81,4%. Se-
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gún datos oficiales, la producción de áridos (para la cons-
trucción y otros usos industriales) alcanzó en 2013 los 112 
Mt. La tendencia descendente del sector de la construc-
ción iniciada en 2008, aunque se ha mantenido en 2014, 
ha visto frenada sensiblemente su tendencia (Figura 51).
Impactos de la minería. La otra cara de la explotación
La extracción de minerales y rocas es una actividad 
necesaria para nuestra sociedad que contribuye a nues-
tro bienestar. Sin embargo, la actividad minera ocasiona 
también un intenso impacto ambiental que reduce los 
servicios ecosistémicos, también necesarios para nuestra 
supervivencia y bienestar (Nicolau y Moreno, 2005), espe-
cialmente en explotaciones a cielo abierto (Martínez-Ruiz 
y Fernández-Santos, 2001). Se genera un cambio severo 
en el relieve y el paisaje al excavar grandes huecos y alma-
cenar los estériles, donde previamente se ha eliminado la 
cubierta vegetal, el suelo y toda la fauna asociada, ade-
más de la trama de interacciones bióticas y abióticas de 
los ecosistemas, ensambladas a lo largo de largos perío-
dos de tiempo (Jorba, 2016). A nivel hidrológico, los cam-
bios en la red de drenaje pueden incrementar los picos 
de crecida, con la posible contaminación física y química 
de las aguas, y  afectar a la recarga de los acuíferos y al 
flujo sub-superficial. La misma explotación y circulación 
de maquinaria asociada genera impactos en la calidad del 
aire local por liberación de partículas y gases, que suele 
afectar a las áreas vecinas, en función de la circulación at-
mosférica y de la frecuencia de los riegos en las vías de 
comunicación de la concesión.
A todos estos problemas ambientales, hay que aña-
dir que tanto los huecos de explotación como las escom-
breras sin restaurar, derivadas de la minería del carbón 
o determinadas explotaciones de áridos, queden en una 
situación de degradación sin posibilidades de aprovecha-
miento. Esto determina valoraciones sociales muy nega-
tivas en cuanto a impacto paisajístico (Svobodora et al., 
2012).
La pérdida de servicios ecosistémicos es muy acusada, 
viéndose afectados tanto servicios de provisión (agua, 
agricultura, ganadería, forestal, biodiversidad), como de 
regulación (ciclo del agua, ciclo del carbono) y culturales 
(turismo, valores identitarios del paisaje). Por ello la con-
flictividad social en torno a las actividades mineras es ele-
vada y la actitud de una parte de la sociedad en relación 
a estas actividades es cada vez más exigente. La princi-
pal causa de la fuerte oposición social a la minería es su 
dificultad para ser compatible y coexistir con proyectos 
de desarrollo local basados en el turismo (Maestrazgo 
de Teruel y Valencia), con la calidad del agua (Borobia en 
Soria-Zaragoza, Las Cruces en Sevilla, El Bierzo) y con los 
Figura 51. Comparativa de la evolución del consumo de cemento (OFICEMEN) 
y hormigón preparado (ANEFHOP) a lo largo del periodo 1988-2014. 
Fuente: ANEFA, 2015. 
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valores paisajísticos (El Bierzo, Cinco Villas). Sin duda, el 
sector de la minería debe realizar una profunda reflexión 
sobre su compatibilidad con otros recursos y valores del 
territorio, percibidos como imprescindibles para su bien-
estar por las sociedades afectadas, si quiere mantener 
sus expectativas económicas. 
Para hacer compatible la minería con la sostenibilidad 
de los territorios y de los ecosistemas, habría que actuar 
en tres niveles: 
1. Reducir la minería prescindible mediante medidas 
como la reutilización de minerales.
2. Aplicar planificación minero-ambiental a aquellos re-
cursos que lo permitan (rocas ornamentales, etc.) y 
conceder permisos de explotación en zonas poco 
sensibles ambientalmente, a fin de reducir su impacto 
ambiental.
3. Restauración efectiva de los ecosistemas afectados 
(Nicolau y Moreno, 2009). Es esta última, la restaura-
ción, la actividad sobre la que recae la función de con-
seguir la sostenibilidad ambiental de la minería, para 
lo cual está regulada normativamente. Por ello resulta 
imprescindible que las restauraciones mineras sean 
efectivas, construyendo nuevos ecosistemas, nuevo 
capital natural que proporcione un flujo de servicios 
ecosistémicos que contribuya al bienestar de la socie-
dad. Sin embargo, las restauraciones mineras con de-
masiada frecuencia no cumplen sus objetivos. En los 
párrafos siguientes se muestra una fotografía sobre la 
práctica de la restauración desalentadora. 
Análisis de la práctica actual de la restauración en mi-
nería
Mientras que en el contexto internacional, la restau-
ración de minas tiene un recorrido largo (EEUU, Canadá, 
Australia, Reino Unido) en España las actuaciones son 
relativamente recientes. Todo ello, a pesar de disponer, 
relativamente pronto, de un marco legislativo específico 
(Martínez-Ruiz et al., 1996). La Ley de Minas de 1973 ya 
contemplaba las posibles repercusiones ambientales de 
las actividades extractivas, aunque no estableciera, to-
davía, normas específicas y detalladas acerca de cómo 
minimizarlas o corregirlas. Se tardaría casi una década 
en desarrollar una normativa que exigiera un proyec-
to de restauración junto al de explotación minera (RD 
2994/1982 y normativa subsiguiente; actualmente dero-
gada por el RD 975/2009 y su modificación posterior, RD 
777/2012). Es en la década de los 80 cuando comienzan 
a aparecer, a todos los niveles, normas específicas sobre 
estudios de impacto de actividades sobre el territorio y 
la debida protección ambiental del mismo, que también 
incluyen las de las actividades mineras. Sin embargo, no 
en todas las CC.AA. la exigencia legal ha sido la misma. En 
el caso particular de la Comunidad Autónoma de Castilla 
y León, ha existido un vacío legal, desde la actualmente 
derogada Ley 8/1994, en cuanto a la obligatoriedad de so-
meter a Evaluación de Impacto Ambiental (EIA) las explo-
taciones de recursos mineros energéticos y metálicos a 
cielo abierto. En CC.AA. como Cataluña, donde existe una 
normativa específica de restauración de actividades ex-
tractivas temprana (Ley 12/1981 y RD 343/1983), los plan-
teamientos de las restauraciones han sufrido grandes 
cambios conceptuales a lo largo del tiempo, con visiones 
poco vinculadas a la restauración ecológica. 
La mayoría de las restauraciones mineras que se lle-
van a cabo en España tienen una base paisajística más 
que ecológica. El objetivo prioritario es reverdecer un 
espacio yermo, y no tanto la recuperación de los ecosis-
temas de referencia, como dehesas (minería de uranio 
en Salamanca y Badajoz; Lozano y Ruíz, 2015) o bosques 
de Quercus sp. (minería del carbón en el norte de León y 
Palencia; Milder et al., 2013; Alday et al., 2015). Se parte 
de relieves, tanto en morfologías finales post-explotación 
como en escombreras, organizados en taludes de eleva-
da pendiente, bermas (terrazas) y cunetas. El objetivo de 
la restauración se centra en revegetar/naturalizar estas 
topografías abruptas. Para ello se pone el énfasis en re-
cuperar la estructura básica del sistema más que sus fun-
ciones: colocar la tierra vegetal (topsoil) y/o sustratos al-
ternativos para conformar un protosuelo, promover una 
cubierta de herbáceas que controle la erosión en taludes, 
y plantar posteriormente árboles y arbustos, aplicando 
riegos, fertilizantes y otros productos, si se considera ne-
cesario y hay disponibilidad económica. En el caso de los 
frentes de explotación, el objetivo es su ocultación con 
pantallas de diversos tipos (vegetales o escombreras) o 
su suavizado y/o cubrimiento vegetal. 
Cuando el enfoque ha sido agroforestal, este plantea-
miento agronómico ha dado resultados exitosos en casos 
en los que se ha actuado de manera muy cuidada, como 
la agricultura de secano productiva en explotaciones en 
Teruel, agricultura de regadío en explotaciones en El Clo-
tet (Alicante), Puertollano y Yepes (Toledo), pastizales de 
alta montaña en Coto Bello (Asturias) y en el Macizo del 
Pedraforca (Cataluña) donde se combinan plantaciones 
de Pinus sylvestris con pastizales. Sin embargo, en la gran 
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mayoría de explotaciones los resultados han sido defi-
cientes. 
En zonas de España con precipitaciones escasas y 
concentradas, como el ámbito mediterráneo, la prin-
cipal causa del fracaso ha sido el desajuste entre el ré-
gimen de precipitaciones y la obra de restauración. La 
erosión hídrica se ve propiciada por las topografías 
abruptas, como las que genera el modelo “talud-berma-
cuneta” (Nicolau, 2003). Se trata de relieves con taludes 
rectilíneos escalonados en bermas (terrazas), y con una 
red de drenaje formada por cunetas para evacuar el 
agua generada en sus superficies y recogida en las ber-
mas. Este sistema de drenaje se ha revelado incapaz de 
evacuar la escorrentía de los eventos pluviales más in-
tensos y requiere mantenimiento frecuente. A menudo 
el agua queda retenida en las bermas, ocasionándose su 
rotura y la formación de cárcavas. Por otro lado, los ta-
ludes sin red de drenaje pueden experimentar procesos 
de erosión laminar y en regueros muy intensos. Éstos 
se pueden ver favorecidos por la entrada de escorren-
tías exógenas desde la cabecera de los taludes, a causa 
del incorrecto funcionamiento de cunetas superiores o 
bermas, o de la existencia de segmentos superiores de 
talud que son abruptos o convexos, y que actúan como 
áreas-fuente de escorrentía. Como consecuencia, los 
deslizamientos y la inestabilidad son frecuentes en es-
combreras y materiales de relleno utilizados en la remo-
delación de los relieves finales. Sin embargo, este mode-
lo tiene una larga tradición en todo el sector minero, y 
viene siendo reproducido y aceptado sistemáticamente 
desde la Administración minera, y explicado y promovi-
do desde cátedras del ámbito minero. Un ejemplo singu-
lar es la original restauración con topografía en cuencas 
de Utrillas, Teruel (Nicolau, 2003).
Un segundo factor responsable del fracaso de las 
restauraciones mineras actuales está vinculado a la in-
adecuada gestión de los materiales edáficos. En muchas 
ocasiones no se retiran ni gestionan apropiadamente los 
suelos originales. Tampoco se aprovechan formaciones 
superficiales –coluviones, por ejemplo- con buenas pro-
piedades físicas y elevado potencial como sustratos edá-
ficos. Debido a las características de muchos de nuestros 
suelos, poco desarrollados, la cantidad de suelo natural 
disponible suele ser escasa. Como consecuencia de ello, 
son escasos los sustratos para cubrir las superficies gene-
radas y surge la necesidad de recurrir a materiales estéri-
les con propiedades físico-químicas inadecuadas (textu-
ras muy finas o muy gruesas; estériles ácidos, etc.). 
Una tercera causa de escaso éxito está relacionada 
con las prácticas de revegetación. Las elevadas pendien-
tes y el escaso control de la escorrentía hacen recaer el 
control de la estabilidad superficial en la cubierta vegetal. 
Así, la principal función de las cubiertas herbáceas reside 
en su capacidad para reducir erosión. Además, estas cu-
biertas contribuyen a la naturalización del espacio visual. 
Por ello, se suelen favorecer especies estárter de rápi-
do crecimiento. Además de la escasa gama de especies 
autóctonas disponibles en el mercado, y especialmente 
de genotipos locales, y más allá de una incorrecta se-
lección de las especies, hay que destacar la ausencia de 
criterio ecológico a la hora de ensamblar comunidades 
funcionales. Así, la práctica frecuente de establecer una 
siembra inicial de herbáceas ha propiciado que, en oca-
siones, éstas frenen la entrada de especies colonizado-
ras, y reduzcan las tasas de supervivencia y crecimiento 
de brinzales introducidos, al competir con ellos (Solive-
res et al., 2012). En áreas forestales, la plantación suele 
completar el proceso de revegetación. Sin embargo, las 
plantaciones suelen ser poco diversas, con predominio 
de elementos arbóreos sobre los arbustivos. Además, 
la regulación sobre procedencias y calidad de planta es 
insuficiente, y más centrada en el uso forestal comercial 
que en la restauración (Cortina et al., 2006). Tampoco es 
frecuente que en los programas de restauración se con-
sidere la creación de hábitats concretos o el fomento de 
interacciones vegetales-fauna, que podrían, por ejemplo, 
facilitar la expansión natural del bosque desde el borde 
colindante a las minas, sin necesidad de plantar (Milder et 
al., 2013; Alday et al., 2015).
Por último, las tareas de mantenimiento (riegos, re-
posición de marras, desbroces, eliminación de especies 
exóticas, tratamientos fitosanitarios…) son muy escasas 
en el sector, y su incumplimiento no suele ser motivo de 
sanciones ni requerimientos por parte de la Administra-
ción, pese a que pueden ser causa de fracaso. 
La solución que se adopta tras la extracción de áridos 
en terrazas aluviales acostumbra a ser simple. La misma 
explotación no suele generar desniveles excesivos y, en 
general, se sitúa en entornos agrícolas. La restauración 
a usos agrícolas suele ser la principal opción aplicada, y 
consiste en crear nuevos campos de cultivo mediante 
la redistribución de los suelos originales decapados, fre-
cuentemente de buena calidad, o la aportación de tierras 
desde fincas vecinas. El principal problema de estas inter-
venciones reside en crear una red de drenaje funcional 
para las nuevas condiciones morfológicas. Sin embargo, 
en este ámbito, el mismo interés del explotador (si es el 
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propietario de la parcela), o los acuerdos entre propieta-
rio y explotador permiten disponer finalmente de cam-
pos productivos.
En el caso de restauraciones basadas en ecosistemas 
acuáticos, los resultados han sido también escasamente 
exitosos. Esta alternativa se suele aplicar en explotacio-
nes extractivas autorizadas en Dominio Público Hidráu-
lico (actualmente muy restringidas), en zonas donde la 
impermeabilidad de los materiales lo favorece (arcilleras) 
o en huecos finales (en As Pontes, restauración orienta-
da a la creación de extensos lagos en los huecos finales; 
Guitián-Ojeda, 1995). La rapidez con que estos ecosiste-
mas se regeneran y atraen fauna es muy atractivo para 
las empresas, que deben invertir poco en su restauración. 
Sin embargo, en la mayoría de casos el diseño de estas la-
gunas y balsas no permite obtener su máxima potenciali-
dad como elemento favorecedor de fauna, como a veces 
se pretende difundir. La existencia de una diversidad de 
profundidades y contornos lobulados que permita la ins-
talación de vegetación helofítica, junto con espacios de 
agua libre favorece una gran diversidad de fauna, aunque 
esto se planifica pobremente. Una correcta renovación 
del agua, no siempre diseñada ni conseguida, permite 
evitar contenidos excesivos de nutrientes que deriven en 
situaciones de eutrofia y anoxia que afectan a macrófitos 
acuáticos y fauna invertebrada y vertebrada asociada. 
Todo ello suele comportar una degradación progresiva 
del humedal y un escaso éxito de la restauración. Las is-
las obtenidas mediante montículos de tierra parecen ser 
mejor acogidas por las aves nidificantes que las islas flo-
tantes establecidas mediante técnicas de bioingeniería. 
En muchas explotaciones, la recogida de las aguas de 
escorrentía acaba generando balsas y lagunas tempora-
les y permanentes, pero endorreicas y de escasa vida útil, 
por la colmatación generada con el arrastre de sedimen-
tos. Este mosaico de aguas temporales y zonas revege-
tadas ofrece una gran diversidad de hábitats de interés, 
aunque habitualmente ha sido mal interpretado en los 
programas de restauración. Un buen ejemplo de este 
tipo de situaciones se ha generado en la restauración de 
la explotación Sanson (Santa Creu de Olorda, Barcelona), 
donde la escorrentía se ha organizado por cotas con sus 
correspondientes lagunas temporales.
Por desgracia, en la práctica de la restauración mine-
ra, la mayoría de los esfuerzos y recursos económicos se 
centran en las etapas iniciales, para conseguir un rápido 
establecimiento de las comunidades de plantas, capaz de 
frenar la erosión y la dispersión de la contaminación, y se 
suele olvidar el desarrollo a largo plazo de la comunidad 
vegetal y de su fauna asociada (Martínez-Ruiz y Fernán-
dez-Santos, 2001).
Principales limitaciones para la Restauración Ecológica 
en minería
La restauración ecológica de espacios mineros tie-
ne como principal objetivo generar sistemas complejos, 
ensamblar comunidades de organismos en ecosistemas 
capaces de atender la demanda de capital natural y ser-
vicios ecosistémicos de la población. Para ello, en primer 
lugar se deben desactivar los procesos que bloquean la 
integración del ecosistema: erosión, competencia de her-
báceas, ausencia de propágulos, etc. Posteriormente, se 
deben activar procesos clave como la producción prima-
ria, el reciclado de materia orgánica, la facilitación entre 
especies vegetales, la llegada de diásporas, etc. Todo 
ello, a sabiendas que: a) se debe trabajar a varias escalas 
(micrositio, hábitat, paisaje); b) el énfasis se debe poner 
en los procesos, más que en la estructura, y c) no se pre-
tende establecer comunidades finales, sino crear las con-
diciones para que la comunidad se ensamble de manera 
espontánea. 
A continuación se proponen los criterios y actuacio-
nes más adecuados para llevar a la práctica las diferentes 
fases de la restauración ecológica en entornos mineros:
1. Remodelado del terreno. Tradicionalmente, el remo-
delado del terreno de huecos mineros ha consistido 
en el llenado o retrollenado del hueco, en los casos en 
que la disponibilidad de materiales lo permitía (cierta 
minería del carbón, por ejemplo), o en la construcción 
de distintos sistemas talud-berma o terrazas. En algu-
nos casos el proyecto de restauración contempla su 
uso como vertedero de materiales de derribo o de tie-
rras excedentes de obra civil, que también permiten 
una restitución morfológica casi total. La restitución 
morfológica original puede ser adecuada en zonas 
llanas, rellenado de cortas o huecos. Pero es menos 
aconsejable en laderas, puesto que su estabilidad, con 
las pendientes originales, no es igual en los materiales 
de partida (normalmente consolidados), que en los 
de relleno (no consolidados). 
 En el ámbito del remodelado del terreno, las restau-
raciones mineras han experimentado un cambio sus-
tancial en los últimos años. El origen de este nuevo 
enfoque se debe a que, desde hace ya muchos años, 
se viene evidenciando un notable fracaso del modelo 
talud-cuneta-berma, debido a la inestabilidad de las 
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topografías finales que, además, difieren sustancial-
mente de los patrones geomorfológicos naturales. 
 De hecho, en espacios mineros, en los que el relieve 
y la hidrología han sido severamente transformados, 
no sería posible llevar a cabo una verdadera restaura-
ción ecológica sin la restauración geomorfológica. En 
efecto, un principio básico de la restauración ecológi-
ca es empezar por desactivar el proceso causante de 
la degradación del ecosistema (Balaguer, 2013) que, 
en el caso de la minería frecuentemente es la erosión 
hídrica. Ello hay que abordarlo desde todas las fases 
de la restauración -incluidas la revegetación y la ges-
tión de los sustratos- aunque la más influyente es la 
generación de un relieve estable (Nicolau, 2010). 
 En este contexto, las aproximaciones convenciona-
les (talud-berma, terrazas), no son formas “de equi-
librio”, y por ello, no son estables en el largo plazo. 
En restauración ecológica interesa diseñar y construir 
formas del terreno estables allí donde el relieve ori-
ginal ha sido transformado por actividades extrac-
tivas. Para ello, es necesario encontrar un referente 
geomorfológico, también estable, desarrollado en 
condiciones ambientales similares (Martín Duque et 
al., 2010, 2015). Este referente geomorfológico puede 
tener, incluso, una componente histórica, asociada a 
transformaciones ancestrales del relieve (Balaguer 
et al., 2014). En este contexto, algunos enfoques pro-
mueven reconstruir cuencas hidrográficas funciona-
les, que recuperen la dinámica y valores de la línea 
base respecto a escorrentía, erosión, transporte y 
sedimentación, buscando conseguir, además, una in-
tegración visual y paisajística. En otros casos, la mor-
fología generada tras el abandono de las actividades 
mineras es estable. Este es el caso de algunos frentes 
de explotación de canteras de calizas, granitos y ba-
saltos. Para estos espacios también es posible diseñar 
y construir relieves naturalizados. En este sentido, 
es importante destacar que España es pionera en el 
desarrollo de la restauración geomorfológica a nivel 
europeo (Martín Duque y Bugosh, 2014, Martín Mo-
reno et al., 2016). Los trabajos realizados en La Revi-
lla (Martín Duque et al., 2010) y La Higuera (Segovia), 
Somolinos, Machorro, María José y Nuria (Guadalaja-
ra) y arcilleras de Campredó (Tarragona) son algunos 
ejemplos de restauración geomorfológica. Sin embar-
go, aún es preciso realizar esfuerzos para adaptar las 
metodologías de restauración geomorfológica a un 
ámbito extractivo como el español, en el que abun-
dan explotaciones pequeñas (tipo cantera), y en el 
que es común la existencia de importantes desniveles 
(frentes de explotación).
2. Manejo de los sustratos. Pocas empresas identifican 
el suelo y la vegetación como recursos naturales a pre-
servar. La retirada del suelo (‘montera’ o ‘tierra vege-
tal’) se suele realizar de forma limitada y/o inadecua-
da, aunque exista obligación legal de hacerlo (Orden 
de 13 de junio de 1984 que desarrolla el RD 1116/1984; 
RD-L 9/2000 y Reglamento; Decreto 329/1991). Esto, 
junto a una conservación de los acopios de materia-
les edáficos deficiente, reduce significativamente el 
potencial para su reutilización (Anderson et al., 2008; 
Shrestha y Lal, 2011). La deforestación inicial tampoco 
suele llevar asociada un aprovechamiento de los res-
tos vegetales como mulch, fuente de progágulos o 
combustible.
 En consecuencia, los sustratos añadidos sobre los es-
tériles de relleno rara vez son suelos propiamente di-
chos, sino subsuelos o tierras disponibles en las proxi-
midades del entorno a restaurar. La correcta gestión 
de la tierra vegetal de la misma concesión, suelo que 
cubre el yacimiento antes de comenzar la explota-
ción, es una asignatura pendiente en España (Rivera, 
2012). Existen recomendaciones genéricas que apare-
cen en muchos Manuales Técnicos, aunque este aspec-
to no es prioritario en las inspecciones periódicas de 
los técnicos de la Administración y su implementación 
es limitada. 
 En los últimos años se ha desarrollado el concepto de 
tecnosuelo, que incluye suelos/sustratos creados arti-
ficialmente. La escasa disponibilidad de suelo natural 
para la restauración, ha llevado a desarrollar prácticas 
de creación de “suelo” a partir de estériles, mediante 
la adición de materiales orgánicos como compost o lo-
dos de depuradora. Este planteamiento es sugerente, 
y ofrece la posibilidad de utilizar enmiendas orgánicas. 
Sin embargo, es aconsejable ponderar los beneficios 
y los riesgos que comporta. Hay que tener en cuenta 
el riesgo de generar substratos muy fértiles, que pro-
muevan el rápido crecimiento de la vegetación, pero 
faciliten el establecimiento de una comunidad vegetal 
no deseada (Jorba, 2016). Por otra parte, los tecno-
suelos suponen el aporte masivo de un componente 
nuevo al ecosistema, con el consiguiente riesgo de in-
troducir organismos ajenos al mismo, especialmente 
microflora y edafofauna. Por tanto, el uso de tecno-
suelos debería estar restringido a aquellas situaciones 
en las que la disponibilidad de suelo local es insuficien-
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te, y debería contar con todas las precauciones para 
garantizar que no compromete el objetivo último de 
la restauración.
 El diseño de las explotaciones, con escasa visión eco-
lógica, no suele mantener pequeñas áreas naturales 
que actúen como fuentes de dispersión de semillas y 
organismos dentro de la concesión, y todo el peso de 
la reconstrucción del ecosistema se sostiene a partir 
de las acciones de revegetación. En cambio, se ne-
cesitan periodos de tiempo muy dilatados para que 
se recupere la fauna del suelo de forma espontánea 
(Andrés et al., 2006). Para fomentar la edafofauna, de 
escasa movilidad pero muy afectada por la manipula-
ción de los suelos, es importante disponer de zonas 
no alteradas próximas, que favorezcan su dispersión 
progresiva hacia la zona en fase de restauración.
 Una correcta gestión de los suelos originales donde se 
minimice o elimine la fase de acopio sería el escenario 
ideal para mantener su calidad biótica y físico-química. 
El RD 975/2009, que considera que cualquier material 
acopiado durante un periodo superior a 3 años debe 
considerarse y tratarse como un residuo, puede ayu-
dar a que, para evitar que se abra un expediente de 
residuos mineros con sus correspondientes avales, 
exista una mejor gestión de los suelos. 
3. Revegetación. La introducción de la vegetación suele 
hacerse mediante siembras o plantaciones. La técnica 
más utilizada para las siembras es la hidrosiembra, im-
portada desde la revegetación de taludes de vías de 
comunicación. El objetivo de esta intervención es la 
introducción de semillas de especies herbáceas de rá-
pido crecimiento (Martínez-Ruiz y Fernández-Santos, 
2001; Martínez-Ruiz et al., 2007; González-Alday et al., 
2008), con el fin de generar coberturas que minimicen 
la erosión e inicien el proceso de naturalización. Estas 
actuaciones presentan ventajas y limitaciones. Las 
composiciones de las siembras comúnmente comer-
ciales suelen incluir especies y variedades no nativas, 
poco adaptadas a las condiciones de destino, como 
son sustratos con escasa capacidad de retención hí-
drica (Josa et al., 2012; López-Marcos et al., 2013) que 
vinculados a los ambientes Mediterráneos áridos y 
semiáridos, suelen proporcionar resultados pobres y 
fracasos reiterados. Sin embargo, en condiciones más 
húmedas puede darse el efecto contrario, determi-
nando tapices herbáceos densos y muy permanentes 
en el tiempo. En los últimos años, se ha explorado el 
uso de especies nativas, herbáceas y subarbustivas, 
en las siembras (Jorba et al., 2007), aunque la disponi-
bilidad de semillas es reducida, con el consecuente en-
carecimiento del material. El interés de las compañías 
en ampliar esta oferta es aún limitado, mientras no se 
aprecie una demanda que pueda sostener esta vía de 
negocio.
 En ambientes forestales, con posterioridad a las siem-
bras, o paralelamente a ellas, se suelen realizar plan-
taciones, básicamente de pinos y, en menor medida, 
de Quercus sp. y arbustos (Lozano y Ruiz, 2015). La 
selección de brinzales de calidad en vivero es prácti-
camente nula en el sector minero y, con frecuencia, se 
plantan individuos estructuralmente y funcionalmen-
te deficientes (relación parte aérea/parte subterránea 
desequilibrada, pobremente ramificados, demasiado 
esbeltos, escasa capacidad de enraizamiento, etc.). 
 Las plantaciones pueden ser vía de dispersión de es-
pecies exóticas, asociadas a los materiales y sustratos 
utilizados en viveros, que suelen provenir de fuera 
de España. Se han detectado diferentes especies de 
planarias exóticas en viveros y se ha constatado que 
algunas de estas especies están colonizando espacios 
naturales donde se han realizado tareas de restaura-
ción (Álvarez-Presas et al., 2014).
 Tanto las siembras como las plantaciones deben plan-
tearse con criterios muy distintos a los considerados 
hasta la fecha. La introducción de vegetación debe 
planificarse de acuerdo a los objetivos del programa 
de restauración, y debería contemplar los ritmos de 
ensamblaje de la comunidad. Sería deseable estable-
cer una secuencia de fases de intervención diseñadas 
en función del grado de complejidad de la comunidad 
conseguida, aunque la misma normativa donde se 
establecen periodos de garantía cortos, impide esta 
posibilidad, salvo en el caso de que las empresas de-
sistan de recuperar sus fianzas rápidamente.
 Incentivar una mayor disponibilidad de especies nati-
vas y promover una calidad de planta orientada a la 
restauración serían metas deseables. Los diseños de 
plantaciones orientadas a fomentar la fauna deben 
también favorecerse. Generar islas con vegetación 
natural dentro de las concesiones, que puedan actuar 
como fuentes de dispersión, permitiría fomentar la re-
generación natural.
4. Fauna. Aunque la regeneración natural mediante 
fauna es posible (Wong y Bradshaw, 2002; Bochet et 
al., 2007; Alday et al., 2013; Coulson et al., 2014), los 
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programas de restauración rara vez contemplan esta 
opción, y la selección y distribución espacial de las 
plantaciones responde más a criterios paisajísticos o 
heredados de las antiguas plantaciones forestales. 
Hasta hace pocos años, la fauna apenas aparecía en 
los programas de restauración. Ha sido en la última 
década cuando se ha visto que la fauna ofrece la po-
sibilidad de que las explotaciones tengan un valor 
ambiental añadido. Los mejores ejemplos de ello se 
tienen en graveras y explotaciones de arcilla, donde 
la restauración suele pasar por la creación de lagunas 
y balsas, que suelen ser rápidamente colonizadas por 
vegetación y fauna sin apenas intervención. Aunque 
los criterios de creación de estos humedales deben 
sufrir una revisión conceptual profunda, no hay que 
descartar el efecto paisajístico y ecológico que ofre-
cen. Algunos ejemplos a destacar son el Meandre Vell 
en Gerona, galardonado con un premio europeo de 
desarrollo sostenible y actualmente zona ZEPA, o la 
marisma de Santpedor (http://www.illa.cat/santpe-
dor/index.php/aiguamoll-de-la-bobila) en Cataluña, 
la restauración de la gravera el Puente en Aranjuez, 
dentro de una zona ZEPA, o la gravera del Parque 
Regional del Sureste, en Madrid. En ambientes te-
rrestres, desde la Administración Ambiental se están 
marcando directrices para compensar o minimizar los 
efectos de la explotación en determinados hábitats y 
dirigiendo las restauraciones finales hacia la creación 
de hábitats y protección de especies concretas. En Lé-
rida, las extracciones de áridos deben tener asociada 
una superficie paralela para mantener las poblaciones 
de aves esteparias. En canteras que forman parte del 
área de caza del águila perdicera en Cataluña existe 
la obligación de mantener aproximadamente 2 ha de 
hábitat para fomentar la presencia de conejos, y esta 
obligación se mantiene cada vez que existe una baja-
da de cota. También se obliga a dejar paredes verti-
cales y zonas yermas para el fomento de la collalba 
negra. 
5. Conservación de especies protegidas y de la biodiver-
sidad local. Un aspecto ha cambiado el planteamiento 
del sector extractivo en la última década. Se ha cons-
tatado que la minería genera ambientes singulares 
que favorecen la conservación de especies protegidas 
(http://www.uepg.eu/key-uepg-topics/case-studies/
biodiversity) y de la biodiversidad local. El fomento de 
la biodiversidad ha sido la bandera que muchas em-
presas extractivas enarbolan para demostrar la soste-
nibilidad de sus actividades con el medio ambiente y 
compensar así el impacto severo que generan. Si bien 
el sector ha realizado un gran esfuerzo para promover 
estas actitudes entre sus empresas, existen aspectos 
que merecen comentario. En primer lugar, las empre-
sas parecen más predispuestas a aplicar criterios de 
biodiversidad a sus restauraciones cuando esto re-
presenta una reducción de costes significativa o son 
de fácil ejecución. Un claro ejemplo corresponde al 
fomento de aves rupícolas, ya que conservar taludes 
rocosos casi verticales, sin tratamientos de revegeta-
ción, simplifica mucho el proceso. Sin embargo, se ha 
puesto de manifiesto que estas poblaciones de aves 
pueden instalarse incluso durante la fase de explo-
tación, complicando la actividad minera. Por ello, no 
todas las empresas están dispuestas a implementar 
Planes de Gestión de la Biodiversidad, o lo hacen de 
forma parcial, por los inconvenientes que esto puede 
representar. Esta reticencia se ha puesto de mani-
fiesto con más intensidad a raíz de la crisis que está 
sufriendo el sector, que depende de la demanda casi 
diaria y no facilita una organización de la explotación 
compatible con periodos concretos de nidificación de 
determinadas especies rupícolas. Otro elemento que 
condiciona la implementación de protocolos de bio-
diversidad es la tipología de las empresas. Las PYMES 
del sector tienen recursos mucho más limitados que 
las multinacionales, y esto puede condicionar el alcan-
ce de sus expectativas. En cambio, algunas multina-
cionales instaladas en España suelen tener protocolos 
de Biodiversidad vinculadas a su Grupo, especialmen-
te si sus sedes se ubican en países con trayectorias 
ambientales más exigentes y más arraigadas, aunque 
el desarrollo de estos planteamientos a nivel español 
es aún muy preliminar.
 Esta problemática está incidiendo sobre la filosofía y 
los objetivos de los proyectos de restauración, y obli-
ga a realizar una revisión profunda de qué hacer, para 
qué, y según qué patrón/necesidad local y territorial, 
aún pendiente. De hecho, aunque las iniciativas en 
este ámbito son diversas, muchas de ellas lideradas 
desde las empresas, es necesario definir un marco lo-
cal y territorial donde desarrollar esta revisión, que ar-
monice las potencialidades y necesidades de recursos 
mineros, con las necesidades de conservación y pro-
tección de hábitats. Esta herramienwta sería de gran 
utilidad para poder lograr una mayor compatibilidad 
entre demandas y oportunidades.
6. Evaluación-monitoreo y marco temporal. Hasta la fe-
cha, las evaluaciones de los proyectos de restauración 
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ejecutados han sido mínimas. Además, no han sido 
lideradas desde las Administraciones, sino desde cen-
tros de investigación y Universidades, y patrocinadas 
a partir de fondos diversos. Sin embargo, en muchos 
casos los proyectos de restauración han favorecido 
sistemas herbáceos, aunque los objetivos fueran fo-
restales (Jorba, 2015). Puede que la base de este resul-
tado tan decepcionante esté precisamente en esperar 
que la naturaleza actúe según nuestras expectativas, 
a partir de una única intervención, sin gestión poste-
rior. El conjunto de factores que incide en la evolución 
de un ecosistema joven es demasiado complejo para 
poder mantener esta hipótesis. La monitorización de 
estos espacios a medio y largo plazo sería clave para 
establecer, como mínimo, umbrales de tolerancia de 
desviaciones y logros. 
 Sin embargo, la normativa actual no ofrece el marco 
legal necesario para que este proceso de restauración 
se controle y se desarrolle adecuadamente. En la Di-
rectiva de EIA no se contempla la exigencia de realizar 
el seguimiento de la actuación una vez aprobada. El 
Reglamento español de EIA no regula el seguimiento 
ni la post-auditoría, aunque el RD-L 9/2000 es claro 
respecto a la importancia de realizar una correcta vi-
gilancia, para garantizar la eficacia del proceso EIA y la 
integración de las variables ambientales. En cuanto al 
responsable del seguimiento y la vigilancia del cumpli-
miento de lo establecido en la Declaración de Impacto 
Ambiental (DIA) es el órgano sustantivo, como recoge 
el Capítulo IV del Reglamento. En España se han adop-
tado disposiciones que obligan a la realización de un 
Programa de Vigilancia Ambiental (PVA), el cual debe 
incluirse en el Estudio de Impacto Ambiental (EsIA). 
Sin embargo, no se especifican ni el contenido mínimo 
obligatorio ni orientaciones sobre aspectos a conside-
rar en él. Según el Reglamento, es la DIA la que tiene 
que establecer las prescripciones pertinentes sobre 
la forma de realizar el seguimiento, de acuerdo con 
el PVA, por lo que a través de la DIA se puede mejo-
rar el PVA. Además, según la Ley 21/2013, no todas las 
explotaciones están obligatoriamente sometidas al 
procedimiento de EIA, lo que genera un vacío legal so-
bre esta vigilancia. En algunas CC.AA. como Cataluña, 
todas las concesiones mineras deben realizar una EIA 
(ley 20/2009), aunque los aspectos del PVA tampoco 
quedan suficientemente detallados.
 Otra limitación es que, aunque el procedimiento de 
EIA incluya un programa de vigilancia ambiental poco 
definido e incluya las medidas correctoras genéricas, 
no incluye los aspectos vinculados al programa de 
restauración. Una evidencia de esta situación es la no 
disponibilidad de información sobre proyectos de res-
tauración ejecutados ni en las asociaciones gremiales, 
ni en las Administraciones.
 Los mismos periodos de garantía establecidos se ale-
jan de cualquier base ecológica para la  creación de 
ecosistemas terrestres y acuáticos, y responden sim-
plemente al interés del proceso administrativo. Así, 
para las fases de acondicionamiento de la tierra ve-
getal y revegetación, el periodo de garantía no será 
inferior a tres años ni superior a cinco (Orden de 13 
de junio de 1984 que desarrolla el RD 1116/1984; RD-L 
9/2000 y Reglamento; Decreto 329/1991). La norma-
tiva minera establece periodos de garantía antes de 
aceptar o rechazar una restauración. Estos periodos 
no consideran la complejidad de creación de la mayo-
ría de ecosistemas y hábitats, y los proyectos realiza-
dos deben evaluarse a corto plazo, sin garantías sobre 
la evolución de la restauración. A las empresas les re-
sulta difícil esperar a tener ecosistemas bien constitui-
dos para recuperar los avales. La restauración integra-
da suele favorecer grados de restauración superiores. 
Una vez concluido dicho periodo de garantía, que 
puede establecerse por zonas, dentro del conjunto 
de terrenos a restaurar, y comprobado por el órga-
no competente en minería la correcta realización del 
Plan, los titulares de la explotación quedan libres de 
los compromisos adquiridos.
 La realidad es que el contenido de las inspecciones 
no está regulado en la normativa y queda sujeto a la 
interpretación de cada Organismo Competente. Ade-
más, la Administración Competente es la Dirección 
General de Minas en la mayoría de provincias. Esta Di-
rección  aprueba tanto los EIA como los programas de 
restauración. Se da la circunstancia de que el EIA y la 
concesión minera, con su correspondiente programa 
de restauración, son procesos administrativos inde-
pendientes, y pobremente vinculados en la realidad. 
Así, en los EsIA de proyectos mineros no se contem-
plan alternativas, y el análisis de viabilidad se realiza 
sin tener en cuenta el proyecto de restauración que 
se elabora después. Así, el proyecto de restauración, 
que debería reunir el conjunto de medidas correcto-
ras para validar si, después del cierre, una explotación 
es compatible con el entorno, no se considera en la 
DIA ni en el programa de vigilancia ambiental. A este 
laberinto normativo se añaden otras leyes de aplica-
ción a este tipo de proyectos (urbanística, aguas, con-
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taminación atmosférica…), que dificultan mucho el 
día a día de las empresas mineras.
7. Limitaciones normativas y logísticas. La escasa apli-
cación en el sector minero de la perspectiva ecológica 
de la restauración se debe, por un lado, a que los res-
ponsables de las restauraciones desconocen la base 
conceptual y el planteamiento de la Restauración Eco-
lógica. Por otro lado, también influyen cuestiones nor-
mativas y de la propia dinámica de la actividad minera. 
Una circunstancia que se aduce, en ocasiones, como 
limitante de la restauración es la cuantía de las fianzas 
y avales establecidos por ley. Los avales y los intere-
ses bancarios asociados pueden ser muy elevados, 
en función de la superficie de la concesión. Depositar 
avales únicamente por la superficie en explotación, y 
no por toda la concesión, podría ser una medida fa-
vorable para las empresas, que permitiría disponer de 
más recursos económicos para la restauración.
 Los resultados insatisfactorios obtenidos en muchas 
restauraciones –a pesar de las importantes inversio-
nes realizadas – deberían hacer reflexionar a algunas 
empresas sobre la necesidad de disponer de personal 
especializado en restauración ecológica en plantilla. 
Son contadísimas las empresas que cuentan con pro-
fesionales específicos de este campo. Sin duda, éste 
es un paso imprescindible para alcanzar resultados 
aceptables. Los profesionales de la restauración eco-
lógica también deben ser incorporados en los equipos 
redactores de los Estudios de Impacto Ambiental y 
proyectos de restauración, habitualmente consul-
toras ambientales, para orientar adecuadamente y 
desde un principio, las actuaciones mineras hacia su 
mejor adecuación ambiental. 
 La transferencia de conocimiento (I+D+i) desde los 
centros de investigación hacia las empresas y la trans-
ferencia de información recíproca son imprescindibles 
para implementar una restauración ecológica de cali-
dad en este sector industrial. En nuestro país existe 
un amplio conocimiento de muchos de los procesos 
y factores implicados en el proceso de restauración 
minera. Sin embargo, estos conocimientos han sido 
escasamente utilizados en la práctica. En este sentido, 
las experiencias de colaboración entre investigadores 
y empresas han resultado, generalmente, exitosas.
 La realización de proyectos de restauración ecológi-
ca requiere del manejo de un volumen importante 
de información ambiental. En muchas ocasiones, la 
información existe pero resulta poco accesible. Y en 
otras no está disponible, como ocurre, a veces, con 
la cartografía temática actualizada y de calidad: Esta 
información sería de gran ayuda en todas las fases de 
la restauración, especialmente en la de planificación.
Principales oportunidades para la implementación de 
la Restauración Ecológica
- La minería supone una alteración del medio natu-
ral, pero también proporciona oportunidades para 
atenuar su impacto. Existen algunos ejemplos de 
restauraciones de minas que han contribuido a 
la protección de la biodiversidad, la provisión de 
servicios y el bienestar humano. Se debe explorar 
estas posibilidades en cada explotación, desde la 
ética ambiental y social, identificando alternativas 
que faciliten el consenso.
- Una mayor exigencia en la calidad de los ecosis-
temas y hábitats restaurados redundaría en una 
mayor especialización y competitividad de las em-
presas restauradoras, como por ejemplo, en cuan-
to a la calidad y variedad de las semillas y plantas 
disponibles en el mercado para revegetación. Esto 
podría ofrecer más oportunidades de negocio 
para empresas asociadas a la restauración.
- En el ámbito concreto de la minería del carbón, los 
fondos del Plan del Carbón (125 M€ para el periodo 
2013-2018) constituyen una excelente oportunidad 
para que finalmente repercutan en la restauración 
ecológica en áreas mineras, y contribuyan a desa-
rrollar iniciativas de restauración de zonas degra-
dadas y espacios afectados, estimulando iniciati-
vas empresariales en las comarcas mineras, tal y 
como plantea la Decisión 2010/787/UE del Consejo 
de Europa. 
- La implementación práctica del principio de jerar-
quía de mitigación en el ámbito de las actividades 
extractivas (CSBI 2015) constituye una oportuni-
dad para gestionar mejor los potenciales riesgos 
ambientales de la minería en la biodiversidad y 
servicios ecosistémicos. La jerarquía de mitigación 
consiste en una secuencia de cuatro acciones clave: 
evitar, minimizar, restaurar y compensar el impacto 
ambiental. La fase de diagnóstico permite integrar 
la actividad en el contexto ecológico y social (mini-
mizar). La restauración ecológica aplicada a la co-
rrección de impactos recupera ecosistemas funcio-
nales, complejos, diversos y adaptados a posibles 
cambios en las condiciones ambientales (corregir). 
Y, finalmente, la restauración ecológica permite de-
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finir acciones de compensación específicas, crean-
do y conservando capital natural (compensar). 
- La Ordenación de los Recursos Mineros se inclu-
ye dentro de los sectores que deben someterse 
a Evaluación Estratégica previa de Planes y Pro-
gramas (SEA), según indica la Directiva Europea 
(2001/42/CE) y también alguna normativa auto-
nómica (Ley 11/2003 de Prevención Ambiental de 
Castilla y León). Por lo que una estrategia nacional 
de ordenación de los recursos mineros supone 
una oportunidad para implementar la EIA en eta-
pas anteriores a la de proyecto. El creciente inte-
rés despertado por la SEA surge, sobre todo, del 
reconocimiento de que algunos aspectos impor-
tantes de la EA no pueden ser satisfactoriamente 
acometidos mediante el procedimiento de EIA de 
proyectos y deben, por tanto, contemplarse en 
etapas más tempranas del proceso de planifica-
ción. A medida que van madurando y mejorando 
los procedimientos de EIA, la atención a las cues-
tiones ambientales va situándose en etapas más 
tempranas del proceso de decisión, ya que es claro 
que los impactos acumulativos, sinérgicos, latera-
les y globales, así como la consideración de alter-
nativas, se pueden estimar mejor en fases iniciales 
de la EIA, relativas a Planes Políticas y Programas, 
que en la de proyecto.
Recomendaciones para implementar una restauración 
ecológica de calidad en minería 
Se debe establecer los medios necesarios para divul-
gar los conceptos y las prácticas propias de la restaura-
ción ecológica, así como los beneficios que proporciona, 
en el sector minero: empresas, Administraciones y cole-
gios profesionales. Cursos especializados, proyectos de 
demostración, fichas técnicas, manuales, etc. son algunas 
de las herramientas que se deben desarrollar para alcan-
zar este objetivo. 
1. De forma análoga, se deben establecer canales de co-
municación que permitan identificar las necesidades 
del sector y buscar soluciones eficientes en materia 
de restauración ecológica, en colaboración con los 
centros de I+D.
2. Se deben promover los programas de vigilancia am-
biental realizados por equipos formados en esta disci-
plina, y basados en indicadores rigurosos de calidad. 
Con ello, no sólo se velará por el cumplimiento de las 
labores de restauración planificadas, sino que a partir 
de los datos cuantitativos obtenidos se podrá valorar, 
de forma objetiva, el éxito de las medidas de restaura-
ción propuestas, para ir modificando el plan de restau-
ración, si fuera necesario (gestión adaptativa).
3. Los programas de restauración deben ser desarro-
llados por equipos multidisciplinares. La diversidad 
de grupos de interés que se ven afectados por la res-
tauración ecológica (desde espacios, personas, ex-
pectativas e intereses muy variados) hace necesaria 
la colaboración entre las diferentes partes (Comín, 
2002). Por ello, durante las fases de diseño, ejecución 
y seguimiento, los trabajos de restauración deben re-
presentar un lugar de encuentro entre profesionales 
con formaciones complementarias. Una buena res-
tauración ecológica debe incluir aspectos históricos, 
sociales, culturales y estéticos, además de ecológicos. 
Es, por ello, un terreno fértil donde diferentes profe-
sionales pueden colaborar en torno a una planifica-
ción ambiental integral, contando con una definición 
y priorización clara de los objetivos (Zamora, 2002).
4. Las minas no son ajenas al territorio que las circun-
da, por lo que es necesario integrar la restauración 
de áreas afectadas por actividad minera en la orde-
nación territorial minero-ambiental (Evaluación Am-
biental Estratégica).
5. Una normativa más exigente en materia de evalua-
ción y seguimiento de los proyectos de restauración 
de espacios afectados por actividades mineras puede 
generar empleo verde. En este sentido, las auditorías 
ambientales, llevadas a cabo de forma rigurosa, supo-
nen una oportunidad de trabajo para profesionales 
con competencias en restauración ecológica, y contri-
buyen al cumplimiento del PVA. Puesto que las consi-
deraciones ambientales deben tenerse en cuenta a lo 
largo del ciclo completo de vida del proyecto, el PVA 
puede concebirse como una auditoría ambiental has-
ta el fin de la vida del mismo.
6. Una mayor colaboración entre empresas y centros de 
I+D+i para desarrollar protocolos de restauración fun-
cionales y eficientes favorecería también este campo. 
Existen numerosas oportunidades para mejorar las 
acciones de restauración, reduciendo los costes.
7. Ampliar los objetivos de la restauración, incluyendo 
la priorización de determinados servicios ecosistémi-
cos, como la generación de biomasa o los cultivos eco-
lógicos, sin olvidar el carácter integrado de la misma, 
repercutiría favorablemente en el balance económico 
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de las empresas y contribuiría a implementar una res-
tauración de calidad.
8. Existe mucha información acerca de buenas prác-
ticas en la restauración de zonas afectadas por ac-
tividades mineras. Es necesario desarrollar unos 
estándares para la restauración minera que sirvan 
para garantizar que dichas prácticas se incorporan 
a la gestión minera y para evaluar los proyectos de 
restauración, y poner los medios para que se apli-
quen.
5.6.4 Restauración ecológica de ecosistemas 
dunares
Situación actual de la restauración de ecosistemas du-
nares en España
Las particulares condiciones biofísicas de los ecosis-
temas dunares condicionan la estrategia de restaura-
ción. Las dunas son, por definición, ecosistemas de gran 
dinamismo geomorfológico. Las dunas litorales se dife-
rencian de las que se forman en los desiertos en la limita-
ción espacial a la franja arenosa de las playas y la fuerte 
dependencia de la dinámica litoral: necesitan un aporte 
continuado de arena, que esta arena tenga un diámetro 
medio entre 70 y 500 µm, un recorrido suficiente del vien-
to sobre la playa seca (fetch) y que este viento supere el 
umbral de velocidad necesario para movilizar la arena, 
mayoritariamente por movimiento saltatorio (aproxima-
damente 6m/s a 2m de altura) (Bagnold, 1941; Nickling 
WG, McKenna Newman C, 2009).
La dirección del viento que incide sobre la playa es 
también un factor determinante, en la medida que de-
termina la longitud del recorrido sobre la playa seca y su 
capacidad erosiva. Ésta varía en función de la pendiente 
relativa sobre el relieve dunar: a mayor pendiente, mayor 
compresión del viento y mayor incremento de velocidad 
y capacidad erosiva. Así, en la cresta de la duna se puede 
duplicar la velocidad del viento y  su poder erosivo. Cuan-
do el viento incide con un ángulo inferior a 30º respecto 
la línea de costa, se refleja de forma paralela a la misma y 
forma dunas longitudinales. A mayores ángulos (normal 
a la línea de costa) se formarán dunas de mayor comple-
jidad morfológica, incluyendo dunas barjanoides (Bauer, 
2012)  (Arens, 1995).
Los exudados salinos y la cohesión aparente produ-
cida por la presencia de humedad en la arena, limitan 
también de forma notable la capacidad del viento de 
movilizar la arena. Contenidos de humedad superiores al 
4-6% requieren de aumentos importantes de la velocidad 
del viento para iniciar el transporte (Davison-Arnott R. Y., 
2008).
Todos estos condicionantes físicos tienen una fuerte 
influencia sobre la evolución reciente de las dunas en Es-
paña y también sobre el resultado de las experiencias de 
restauración en estos medios. 
Otro aspecto que diferencia las dunas litorales de las 
de los desiertos es que las primeras, a causa del flujo limi-
tado de arena, necesitan del concurso de una planta capaz 
de actuar como elemento físico que propicie la formación 
de turbulencias que motiven la deposición de la arena 
en movimiento.  Cabe distinguir entre (1) acumulaciones 
de arena a sotavento de vegetación anual, como puede 
ser Cakile marítima, y que son, por tanto, efímeras, (2) la 
formación de nebkas (acumulaciones a sotavento) más 
estables que, por coalescencia, pueden dar lugar a dunas 
incipientes, y (3) las antedunas o dunas primarias, también 
llamadas dunas blancas en contraposición a las dunas gri-
ses o estabilizadas , que pueden tener diversos grados de 
movilidad y tener una mayor complejidad morfológica, al-
canzando los 30m de altura  (Davison-Arnott, 2010).
El efecto de la vegetación sobre el flujo de viento en 
las dunas embrionarias depende de la forma de la planta 
así como de su altura, cobertura y flexibilidad.
En Baleares y la península ibérica el barrón (Ammo-
phila arenaria L. Link) tiene una mayor relevancia en la 
formación de dunas en la medida que es más alta que 
otras plantas, retiene mejor la arena, y soporta el ente-
rramiento, de forma que crece con la duna. Así, cuando 
los tallos de esta gramínea rizomatosa crecen a poca dis-
tancia, se forman dunas más o menos continuas (Hart, 
Hilton, Wakes, & Dickinson, 2012). Cuando crecen en 
menor densidad, forman relieves de mayor diversidad, 
con montículos separados (Hesp, 2002).  Esta es la razón 
de la fuerte dependencia de las dunas primarias con el 
barrón. De hecho no existen imágenes históricas de du-
nas móviles de mayor desarrollo en la costa peninsular 
sin la presencia, generalmente exclusiva, del barrón.  En 
Canarias el rol del barrón es ejercido por el arbusto Tra-
ganum moquinii (Gracia et al., 2009) (Gracia, Sanjaume, 
Hernàndez, Flor, & Gómez-Serrano, 2009). Esta especie, 
a diferencia del barrón, no forma cordones continuos 
sino montículos aislados. 
Cuando la cubierta vegetal supera el 16-20%, el trans-
porte eólico prácticamente desaparece  (Rubinstein, 
Groner, Yizhaq, Svovary, & Bar, 2012), (Lancaster & Baas, 
1998).  A este efecto físico cabe añadir que el barrón se 
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caracteriza por un feed-back negativo con el proceso de 
colonización de la duna por la vegetación.  Así, cuando 
las dunas se estabilizan, sus raíces quedan expuestas a 
los patógenos del suelo, especialmente los nematodos, 
y degeneran y mueren en menos de 10 años (Van der Put-
ten & et al., Plant-soil feedbacks: the past, the present 
and future challenges, 2013), (Van der Putten, Van Dijk, 
& Troelstra, Biotic soil factors affecting the growth and 
development of Ammophila arenaria, 1988).
Las dunas son así hábitats caracterizados por la aridez 
inducida por la granulometría: bajo contenido en hume-
dad y temperaturas elevadas precisamente porque la ra-
diación solar no se puede disipar con la evaporación de la 
humedad del suelo, de forma que se superan con facili-
dad los 50ºC en las horas centrales del día, durante varios 
meses al año. La textura arenosa comporta también un 
bajo contenido en nutrientes.
Los ecosistemas dunares son enormemente heterogé-
neos: cambios espaciales o temporales de la orientación, 
tamaño de grano, proximidad al mar o tasa  de enterramien-
to por aporte eólico, provocan modificaciones drásticas del 
funcionamiento y la composición de las comunidades. La 
necesidad de adaptarse al enterramiento, la escasez de nu-
trientes, las temperaturas elevadas y el estrés hídrico, son 
causas de la singularidad de la biodiversidad de la flora y la 
fauna arenícola. Las dunas son puntos calientes de biodiver-
sidad y, lógicamente, figuran como hábitats prioritarios. No 
obstante, hoy día la función más relevante de las dunas es su 
mayor capacidad de disipar la energía del oleaje en tempora-
les, y el hecho de ser reservas estratégicas de arena frente a 
los procesos de elevación del nivel del mar asociados al cam-
bio climático.  Las dunas son, por tanto, un elemento básico 
en toda estrategia de adaptación del litoral a los efectos del 
cambio climático.
Se puede interpretar esta diversidad como una res-
puesta a los gradientes biofísicos de aridez, movilidad 
del suelo y falta de nutrientes a lo largo de la secuencia 
duna-trasduna.  También se puede interpretar como una 
expresión de los diferentes estadios de fijación de las du-
nas. La proporción de la flora exclusivamente arenícola se 
irá reduciendo a medida que se aleja de la costa para dar 
paso a especies generalistas (incluso invasoras).  
La fuerte regresión de los ecosistemas dunares tiene 
causas que son comunes a escala europea y factores es-
pecíficos del litoral mediterráneo, donde el impacto de la 
dinámica litoral y el uso social tienen un efecto multipli-
cador.
La desaparición de los hábitats dunares por urbani-
zación ha sido un proceso histórico muy relevante. Las 
cifras sobre la degradación de estos ecosistemas son ver-
daderamente alarmantes. Según un informe publicado 
en pleno boom inmobiliario (Greenpeace, 2005), apro-
ximadamente un tercio del primer kilómetro de litoral 
mediterráneo se encontraba urbanizado. Este porcentaje 
llegaba en Melilla, Málaga y Barcelona a más del 50%.  
Otros agentes de impacto globales a escala europea 
son la desaparición de los herbívoros, una tendencia ge-
neralizada a la fijación de las dunas, la eutrofización de 
los suelos, el cambio climático (acelerando los procesos 
de sucesión) y el desplazamiento de la flora arenícola 
por especies generalistas e incluso invasoras (Provoost 
2009), (Muñoz 2014). En España la expansión de especies 
exóticas es particularmente relevante con especies como 
Carpobrotus edulis (L.) N.E. Br., Carpobrotus acinaciformis 
(L.) L. Bolus, Acacia spp. Cortaderia spp., entre otras (RD 
630/2013, de 2 de agosto), y la aforestación, que tienen 
otros impactos negativos sobre la integridad de las du-
nas.
Especialmente en la costa mediterránea, las dunas 
móviles están en peligro de extinción (Nordstrom & Lots-
tein, 1989) (Kutiel, 2001). La biodiversidad asociada a las 
dunas móviles y semimóviles persiste de forma residual 
en las dunas incipientes y las nebkas.   
En el litoral mediterráneo los factores de impacto se 
acentúan a causa de su específica dinámica litoral. Sin ma-
reas, prácticamente sin aporte sedimentario de los ríos, 
y con el transporte litoral interrumpido a causa de las 
estructuras portuarias, diques y otras estructuras cons-
truidas con objeto de reducir la regresión de la costa. 
Esta alteración de la dinámica litoral ha comportado un 
fuerte estrechamiento de la playa (beach squeeze) cuan-
do el proceso regresivo se topa con las edificaciones. El 
estrechamiento de la playa comporta una reducción  del 
recorrido del viento sobre la arena seca, de forma que en 
muchos casos pasa a ser demasiado estrecho como para 
movilizar los volúmenes necesarios de arena. El transpor-
te eólico se ve perturbado por el uso recreativo intensivo 
y cada vez menos estacional, y por el frecuente tamizado 
mecánico de la arena para garantizar su estado sanitario. 
Estos factores han ocasionado que en muchas playas el 
viento ya no sea capaz de construir dunas, incluso con-
tando con la amplitud necesaria. 
Finalmente, la elevación del nivel del mar, asociada al 
cambio climático, comporta un factor de riesgo importan-
te, con tasas que oscilan entre 25 cm y 1 m de regresión 
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de playa por cada cm de elevación (Climate Change 2007. 
Working Group II: Impacts, Adaptation and Vulnerability).
El origen de las intervenciones en dunas litorales se 
remonta a principios del siglo XX y su objetivo era preci-
samente la fijación de dunas móviles. Un ejemplo clásico 
es la plantación de pinos en la duna remontante que lle-
gó a cruzar la montaña del Montgrí, en Girona. También 
la fijación de los campos de dunas de Mazagón (Murcia), 
Matalascañas (Huelva) y Guardamar (Alicante) en 1900, 
cuya movilización amenazaba esta última población. Es-
tas intervenciones representan un ejemplo notable de 
desarrollo tecnológico en el marco de una gestión adap-
tativa, y de un elevado compromiso político y social.
Con posterioridad a estas intervenciones históricas, 
se han llevado a cabo multitud de acciones de restaura-
ción en sistemas dunares españoles (ver Anexo IV). Estos 
proyectos tienen como objetivo general la construcción 
de dunas, aunque no siempre siguiendo los principios de 
la restauración ecológica. Se pueden agrupar en cuatro 
tipologías:
1. Interfase paisajística entre paseos marítimos y apar-
camientos con las playas. El primer paseo marítimo 
español que incorporó dunas se inauguró en 1992 en 
Gavà, Barcelona. Desde entonces, buena parte de los 
nuevos paseos marítimos han incorporado dunas de 
tipologías similares: pequeña dimensión para no obs-
taculizar el contacto visual con el mar, densidad de 
plantación elevada, y voluntad de disponer de dunas 
fijadas y cubiertas de vegetación en el menor tiempo 
posible. Algunos casos incluyen proyectos de riego e 
incluso abonados.
2. Restauración del litoral afectado por temporales. 
Se trata de una causa muy común de las intervencio-
nes. Por ejemplo, los temporales de otoño-invierno 
de 2015 han motivado una inversión de 70,1 millones 
de euros por parte del MAPAMA (Real Decreto-Ley 
2/2015 de 6 de marzo), de los cuales una parte se ha 
destinado a la construcción de dunas. 
3. Adaptación al cambio climático. En 2015, se lanzó el 
Plan de Impulso al Medio Ambiente para la Adapta-
ción al Cambio Climático en España, (PIMA Adapta), 
que incluye una inversión de 12,1 millones de euros 
para más de 46 actuaciones en la costa, el dominio 
público hidráulico y los Parques Nacionales. Estas 
actuaciones pretenden mitigar las consecuencias del 
ascenso del nivel del mar (Figura 52). Entre los pro-
yectos mencionados aparecen varios de restauración 
de dunas (7 de los 23 reseñados en la web del MAPA-
MA). Sin embargo, no aclara en qué se diferencian 
de los proyectos de restauración de hábitats dunares 
anteriores, y hasta qué punto se diseñaron modelos 
de reperfilados de playa y dunas verdaderamente re-
sistentes a las tormentas y a la elevación del nivel del 
mar. Existen precedentes interesantes de este tipo de 
intervenciones en otros países europeos (e.g., Emilia 
Romagna) (Montanari & Marasmi, 2012).
4. Proyectos propiamente de restauración ecológica. 
La restauración ecológica se encuentra entre los prin-
cipales objetivos de los proyectos LIFE que intervie-
nen en dunas, numerosos casos en la costa atlántica 
andaluza, y de algunos de los proyectos promovidos 
por el MAPAMA. Entre las causas de degradación se 
incluye el pisoteo y tránsito de vehículos en campos 
de nebkas, el arrasamiento previo por infraestructu-
ras como aparcamientos, paseos marítimos o extrac-
ciones de arena. Destaca la ausencia de proyectos 
de rejuvenecimiento de dunas, de los que solamente 
existen experiencias muy preliminares en el área Me-
tropolitana de Barcelona (Lascurain, 2016).
En cuanto a la ejecución de los proyectos de restau-
ración de ecosistemas dunares, tanto el Artículo 111 de la 
Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, como el 204 del RD 
1471/1989, de 1 de diciembre, por el que se aprueba el re-
glamento general para el desarrollo y ejecución de la Ley 
de Costas, establecen que las obras de creación, regene-
ración y recuperación de playas son de interés general y, 
por tanto, competencia de la Administración del Estado. 
Ni la citada Ley, ni el Reglamento que la desarrolla men-
cionan de forma específica que la restauración ecológica 
de dunas litorales sea exclusivamente su competencia. 
No obstante, en la medida de que las dunas forman par-
te del dominio público marítimo-terrestre estatal, queda 
claro que cualquier intervención en el medio dunar debe 
contar, como mínimo, con la autorización de la Adminis-
tración del Estado. 
Este entorno legal es la causa de que 23 de los 26 pro-
yectos identificados hayan sido promovidos por una úni-
ca entidad: la Administración del Estado. Estas obras son 
mayoritariamente ejecutadas por una única ingeniería, 
perteneciente a la Sociedad Estatal de Participaciones In-
dustriales (SEPI). Este monopolio comporta limitaciones 
importantes en lo que se refiere a la eficiencia de los pro-
yectos, así como al nivel de innovación técnica y científica.
Una excepción a este monopolio son los proyectos 
LIFE (al menos 3 desde 2014), que han permitido interven-
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ciones de mayor alcance. Sin embargo, estos proyectos 
se limitan a espacios protegidos y, por tanto, no afectan a 
la mayoría de las playas españolas.
Limitaciones de la restauración de ecosistemas duna-
res
- Seguramente el primer factor limitante en la cons-
trucción de dunas es la dificultad de construir du-
nas móviles y semi-móviles que sean mínimamen-
te perdurables. Tal como se ha mencionado más 
arriba, cuando se construyen dunas de más de 1 m 
de altura, y el viento dominante se encuentra con 
una pendiente pronunciada, la velocidad se puede 
duplicar, así como su poder erosivo. Para conjurar 
el riesgo de descalzamiento de las plantaciones 
a causa de la erosión, se han empleado pantallas 
que disipan la energía del viento.  De esta forma 
se construyen hábitats dunares que rápidamente 
se transforman en dunas estabilizadas. La cubierta 
vegetal llega rápidamente a ser del 100%, y desa-
parece el barrón y buena parte de la flora estric-
tamente arenícola. De esta forma, los hábitats de 
duna móvil y semi-móvil tienen una vida efímera.
- Las estrategias de restauración han sido hereda-
das mayoritariamente de las técnicas de fijación 
de dunas. Estas técnicas tienen ya un siglo de 
antigüedad en España, e incorporan pantallas de 
retención de arena y plantaciones de vegetación 
arenícola. A estas estrategias tradicionales, se aña-
de la formación, por medios artificiales, de dunas 
con arena que puede proceder del bombeo de 
arena sumergida, de la arena de la propia playa o 
de playas próximas, o incluso de arena del mismo 
sector de playa, normalmente obtenida mediante 
la excavación de cubetas de deflación.
- Dado que en muchos puntos del litoral están au-
sentes algunos de los factores necesarios para la 
formación natural de dunas (generalmente a cau-
sa de la pérdida de amplitud de la playa y la des-
aparición del aporte de arena), los proyectos de 
construcción y restauración de dunas primarias 
deberán enfrentarse o a la construcción de dunas 
con aportación periódica de arena (imitando el 
aporte eólico natural) y manteniendo una cubierta 
global inferior al 30%, o a procedimientos de reju-
venecimiento de dunas estabilizadas existentes.  
- En algunas publicaciones relativas a restauración 
de dunas se menciona el riego y los abonados 
como técnicas orientadas a fijar rápidamente las 
dunas. Esto entra en contradicción con la oligotro-
fia de los suelos dunares y los procesos de retroali-
mentación negativa del barrón, antes discutidos.
- Hay que destacar el importante avance de las téc-
nicas de cultivo de la vegetación dunar. Un avance 
que se inicia en los años 80 del siglo pasado en la 
Devesa del Saler (Valencia), y que posteriormente 
se ha multiplicado en viveros públicos y privados. 
El resultado de este avance es no solo la mayor 
diversidad de oferta de especies psamófilas, sino 
también un abaratamiento importante de los cos-
tes de producción. Cabe, no obstante, resaltar la 
necesidad de una trazabilidad genética del mate-
rial vegetal, con objeto de evitar hibridaciones, 
pérdida de variedades o subespecies, y de optimi-
zar la adaptabilidad a los hábitats dunares, siem-
pre que el cambio climático no haga necesaria la 
Figura 52. Áreas situadas a nivel del mar (izquierda) y 1 m por debajo de éste (derecha) en el 
delta el río Ebro. Las predicciones más probables de aumento del nivel del mar en 
esta zona a finales del siglo XXI se acercan a los 0.5 m (EEA, 2014). A partir de la infor-
mación de Google Maps API y NASA integrada en el visualizador desarrollado por A. 
Tingle (http://flood.firetree.net/?ll=54.0000,-2.4000) 
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importación de genotipos mejor adaptados a la 
sequía y el calor (Bozzano, 2015).
- En las siete publicaciones metodológicas identifi-
cadas que versan sobre la construcción y restau-
ración de dunas en España publicadas en el siglo 
XXI, no se ha encontrado ninguna referencia sobre 
la construcción de dunas móviles (excepto dunas 
embrionarias de pequeñas dimensiones), ni sobre 
proyectos de rejuvenecimiento de dunas, ni sobre 
la retroalimentación negativa del barrón, la planta 
dominante en comunidades dunares, con el avan-
ce de la sucesión ecológica.
- Si bien las causas de la degradación de los siste-
mas dunares están suficientemente documenta-
das, no se puede decir lo mismo de la evolución 
de los proyectos de construcción y restauración 
realizados. El análisis de la bibliografía científica 
y de la literatura denominada gris, no muestra 
ninguna referencia relativa a problemas por re-
solver en este campo, o acerca de la necesidad 
de generar nuevos conocimientos para aumentar 
la efectividad de las intervenciones de restaura-
ción ecológica en dunas litorales. Esta carencia se 
debe, en parte, al escaso seguimiento ecológico 
y a la ausencia de documentos que lo atestigüen. 
Persisten también incógnitas significativas res-
pecto a la evolución a largo plazo de las dunas, 
especialmente del barrón, o cómo transformar 
dunas fijadas mediante vegetación ruderal, espe-
cies exóticas o plantaciones forestales, en eco-
sistemas dunares funcionales y cubiertos por co-
munidades autóctonas. También sobre el uso de 
genotipos locales, y la respuesta de las estructu-
ras dunares y las playas a temporales y al cambio 
climático.
Oportunidades para la restauración de ecosistemas 
dunares
- El elevado nivel de degradación de los sistemas 
dunares, justifica su restauración como medida 
necesaria para garantizar la mera supervivencia de 
estos espacios y de las especies que los integran. 
En los últimos años, no obstante, se ha hecho pa-
tente la importancia de los servicios que pueden 
proporcionar sistemas dunares funcionales, parti-
cularmente su capacidad para regular las pertur-
baciones, infiltrar agua de lluvia, y su valor recrea-
tivo y estético. Por ejemplo, se ha estimado que 
los servicios ecológicos sin mercado proporciona-
dos por una hectárea de playa o duna en Cataluña 
ascendían a 104.146 $ ha/año en 2004 (Brenner, 
2010).
- La restauración de estos sistemas podría permitir, 
por un lado, la reducción de costes asociada a la re-
gresión de la línea de costa y, por otro, el aumento 
de sus valores estético y recreativo, con el consi-
guiente impacto en la calidad de la oferta turística 
e inmobiliaria. Además, una restauración de cali-
dad permitiría evitar la alteración de otras zonas 
de la costa, como los fondos arenosos dragados. 
Es necesario explorar estas posibilidades y favo-
recer iniciativas privadas que permitan aumentar 
los beneficios para estos sectores económicos, 
protegiendo la biodiversidad de todo el territorio 
costero y mejorando su provisión de servicios eco-
sistémicos.
Recomendaciones para la restauración de ecosiste-
mas dunares
1. Tal como se han mencionado anteriormente, existen 
incertidumbres notables sobre la dinámica a largo 
plazo de los ecosistemas dunares restaurados, o so-
bre su papel en la dinámica del paisaje costero. Estas 
incertidumbres deberían ser resueltas mediante pro-
gramas de I+D específicos, antes de proseguir las in-
versiones en proyectos de dudosa rentabilidad econó-
mica a medio y largo plazo, que difícilmente se ajustan 
a los principios de restauración ecológica.
2. Resulta necesario poder aprovechar el conocimiento 
resultante de los proyectos ejecutados con dinero 
público e incorporarlo a una base abierta de conoci-
miento. Hasta ahora el proceso de aprendizaje se ha 
basado fundamentalmente en una experiencia perso-
nal que no se documenta de forma suficientemente 
estructurada para poder ser utilizada e implementada 
por otros técnicos y científicos. 
 Es necesario que los proyectos pagados por dinero 
público generen datos abiertos, incluyendo una des-
cripción pormenorizada de la obra realizada y el re-
sultado de programas estandarizados de evaluación y 
seguimiento (Tabla 39). De esta forma, se podría eva-
luar su eficiencia (vinculada a la relación entre costes 
y beneficios) y su efectividad (nivel de consecución de 
los objetivos establecidos inicialmente). Esta base de 
conocimiento permitiría la rendición de cuentas, faci-
litaría la difusión de técnicas eficaces, evitaría la repe-
tición de errores, y permitiría la generación de nuevos 
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conocimientos sobre los cuales articular un verdadero 
sistema de gestión adaptativa.
3. Los sectores turísticos e inmobiliarios han sido gran-
des motores de la economía española en los últimos 
años. La crisis financiera, inmobiliaria y ecológica, sin 
embargo, demanda nuevas soluciones, que mejoren 
la rentabilidad de estos sectores, impactando positi-
vamente sobre la biodiversidad y los servicios ecosis-
témicos. Es necesario promover las colaboraciones 
entre la Administración, el sector privado y los dife-
rentes grupos de interés para concebir y  sustentar 
este tipo de iniciativas.
4. Las playas representan uno de los ecosistemas más 
frecuentados por una población que con frecuencia 
no asocia estos ambientes con espacios naturales y 
biodiversidad. La participación social en su restaura-
ción supone una excelente oportunidad para darlos a 
conocer y valorizarlos. Se trata, de nuevo, de aprove-
char su enorme visibilidad y su indudable función so-
cial.
5. El cambio climático, con sus variaciones en el régi-
men de temperaturas, precipitaciones, torrencialidad 
y altura del nivel del mar, tendrá un impacto particu-
larmente negativo sobre los sistemas costeros. Los 
escenarios de cambio global y su impacto sobre la 
hidrología, la geomorfología, y la distribución de es-
pecies y sus interacciones deben ser integrados en la 
restauración de estos ambientes, superando el corto-
placismo que representan las intervenciones que su-
ponen el mero trasiego de arena. Para ello, es impres-
cindible la colaboración entre expertos de diferentes 
disciplinas.
5.6.5 Restauración ecológica de ríos
Situación actual de la restauración de ríos en España
Valoración general y evolución
La restauración fluvial en España ha experimentado un 
fuerte impulso en las dos últimas décadas, que no ha al-
canzado por igual a todas las cuencas hidrográficas. Este 
auge ha coincidido, en buena medida, con significativos 
avances en la conservación de ecosistemas fluviales. Si 
bien en un inicio la restauración fluvial se concentró en las 
riberas, apoyándose en técnicas de revegetación, las in-
tervenciones fueron progresando gradualmente hacia la 
restauración hidromorfológica de tramos completos de 
río. El caudal, los sedimentos y la eliminación de obstácu-
los juegan un papel primordial en esta restauración. Por 
el contrario, todavía no se ha abordado la restauración de 
ramblas, ni de cursos de agua efímeros, en general.
La Estrategia Nacional de Restauración de Ríos 
(ENRR), lanzada por el Ministerio de Medio Ambiente 
en 2006, ha consolidado estos avances en restauración 
fluvial al constituir un marco de debate y trabajo y al fi-
nanciar algunos proyectos. También es muy destacable la 
evolución reciente de una figura normativa clave, el Do-
minio Público Hidráulico, que se convierte en un marco 
Tabla 39. Información que deberían acopiar y poner a disposición pública los proyectos ejecutivos de restauración ecológica 
de ecosistemas dunares
Administraciones implicadas
Localización y extensión del proyecto
Temporización de las diferentes fases del proyecto
Presupuesto desglosado, especificando las diferentes partidas
Diagnóstico detallado de la situación de partida (impactos, dinámica litoral, etc.)
Objetivos del proyecto, concretando la tipología de hábitat a recuperar, etc.
Descripción pormenorizada de las técnicas utilizadas en las diferentes fases del proyecto, incluyendo la participación social
Evaluación cuantitativa del nivel de consecución de los objetivos, en términos de procesos, de protección de especies/hábitats 
y de impacto sobre la población
Limitaciones e imprevistos encontrados
Lecciones aprendidas y necesidades de conocimiento
Resultados del plan de seguimiento
 Fuente: Elaboración propia
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espacial regulado de actuación. Además, se ha asistido a 
una internacionalización de la restauración fluvial a tra-
vés de grupos científicos y técnicos de trabajo que han 
cuajado en la fundación en 2009 del Centro Ibérico de 
Restauración Fluvial (CIREF), que forma parte del Centro 
Europeo de Restauración Fluvial (ECRR) y está asociado a 
la organización Wetlands International.
El camino por recorrer es todavía muy largo. Los cur-
sos fluviales, muy afectados por múltiples impactos an-
trópicos desde mediados del siglo XX, siguen sufriendo 
un intenso y generalizado deterioro. De esta manera, la 
restauración representa un gran reto, ya que se aplica a 
muchos menos kilómetros de río que los que están suje-
tos a degradación.
Los principios y objetivos de la restauración fluvial son 
muy diversos, de acuerdo con la complejidad y diversidad 
de los cursos fluviales. Se enfocan principalmente hacia 
la recuperación de caudales naturales y funcionales, de 
la continuidad longitudinal, del territorio fluvial, de la fun-
cionalidad de las llanuras de inundación, de los caudales 
sólidos, de los procesos y morfologías, y de las riberas.
La restauración fluvial básica es hidrogeomorfológica, 
y pretende que el conjunto del río se recupere a través de 
procesos naturales (caudales, aportes de sedimentos y 
crecidas). En la mayoría de casos esta auto-recuperación 
es imposible, ya que no se pueden eliminar todas las pre-
siones, de manera que se opta por la reactivación de solo 
algunos procesos y funciones, o la mejora concreta de 
hábitats o del estado de algunas especies. En estos casos 
no habría que hablar de restauración sino de rehabilita-
ción, como se está haciendo de forma creciente en otros 
países. Cabe tener en cuenta que para restaurar, es nece-
sario el cese de la presión antrópica o bien su redireccio-
namiento hacia procesos de menor impacto.
Un condicionante claro para la restauración fluvial 
es el régimen de propiedad, ya que en muchos ríos el 
dominio público hidráulico no está deslindado y ha sido 
ocupado por particulares. Esta problemática abunda tam-
bién en muchos pequeños cursos de agua, barrancos y 
ramblas no catalogados. En consecuencia, se ha podido 
restaurar principalmente en espacios comunales de pro-
piedad pública, y se han podido derribar las presas cuya 
concesión estaba caducada, pero la intervención se hace 
difícil en espacios de titularidad privada.
Finalmente, otro condicionante de la restauración 
ecológica de cursos de agua continentales es que ésta se 
ha restringido casi siempre a tramos donde había interés 
o sensibilidad local. Muchas iniciativas de restauración 
han partido de personas concretas y colectivos (asocia-
ciones de vecinos, grupos ecologistas, municipios) que 
han propugnado la recuperación de enclaves singulares 
o tramos muy apreciados por los ribereños.
Características de los proyectos de restauración
La mayoría de proyectos de restauración de entor-
nos fluviales ejecutados recientemente, se ha dedicado 
a la revegetación de espacios ribereños y a la protección 
de márgenes mediante el uso de bioingeniería, especial-
mente en ámbitos urbanos y periurbanos. Estos proyec-
tos no son realmente proyectos de restauración, ya que 
plantean solo algunas mejoras funcionales y/o estéticas, 
integrándose, en muchos, casos en la construcción de 
parques urbano-fluviales.
En los últimos 15 años, se ha incorporado una mayor 
diversidad de acciones, incluyendo algunas que respon-
derían más estrictamente al concepto de restauración 
ecológica. Por ejemplo, en estos años se ha derribado más 
de 200 presas y azudes, especialmente en las cuencas del 
Duero, Tajo, Cantábrico y País Vasco. Pueden destacarse 
por sus dimensiones las presas de Robledo de Chavela 
(Madrid), Inturia (Gipuzkoa) y La Gotera (León), demoli-
das respectivamente por la Confederación Hidrográfica 
del Tajo y el MAPAMA, la Diputación Foral de Gipuzkoa y 
la Confederación Hidrográfica del Duero. Con estas accio-
nes se ha logrado recuperar la conectividad longitudinal de 
muchos tramos fluviales. En otros muchos casos, no se ha 
procedido al derribo, sino a la instalación de estructuras 
para el paso de peces: un objetivo más concreto y menos 
ambicioso, que no siempre ha proporcionado resultados 
aceptables. También se ha procedido, muy recientemente, 
a la eliminación de vados, como los del proyecto piloto mi-
nisterial de restauración del río Zújar (Badajoz).
Paralelamente, comienza a practicarse por parte de 
las Confederaciones Hidrográficas la eliminación o re-
tranqueo de diques para dar mayor espacio al río. Hay 
ejemplos abundantes de ello en la cuenca del Duero y en 
Navarra, y más puntualmente en el río Ebro, a raíz de la 
crecida de 2015. Algunos tramos fluviales (León, Zamora, 
Navarra) se han descanalizado, reconectándolos con sus 
antiguos meandros.
En estos años, se ha seguido ejecutando proyectos de 
creación de hábitats, como los proyectos de mejora para 
el visón europeo, en el Sur de Navarra. En este ámbito 
destaca también una actuación pionera, en la que se ha 
aportado 100.000 m3 de sedimentos al río Aragón (Soto-
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contiendas, Marcilla). Esta actuación (enmarcada dentro 
del proyecto LIFE+ Territorio visón) ha sido finalista en 
2015 del premio internacional Riverprize, resultando ga-
nadora la restauración de un tramo del río Segura en la 
provincia de Murcia (LIFE+ Segura Riverlink), con la de-
molición de un azud en desuso y la construcción de es-
calas de peces, así como diferentes actuaciones de res-
tauración ecológica en riberas. En 2013 fue finalista del 
mismo premio otro proyecto español, la restauración del 
río Órbigo (León), que destaca por la eliminación de mo-
tas y la devolución de espacio al río.
Desgraciadamente, en muchos casos no existe infor-
mación acerca de la superficie o de la longitud de tramos 
fluviales restaurados, ni de las inversiones realizadas. A 
ello contribuye la gran diversidad de iniciativas. Sin em-
bargo, diversas bases de datos podrán proporcionar una 
estimación fiable de la magnitud de la restauración de 
ríos, riberas y ramblas en España en los próximos años. 
Entre ellas están la gestionada por el CIREF, así como di-
versas bases de datos de alcance europeo, varias de ellas 
impulsadas desde programas de I+D, LIFE e Interreg, que 
son un buen exponente de las redes de colaboración in-
ternacional en materia de restauración fluvial surgidas en 
los últimos 15 años.
Dos proyectos internacionales, REFORM, liderado 
desde Holanda, y RESTORE, coordinado por la Agencia 
Ambiental del Reino Unido, recopilan experiencias de 
restauración fluvial a través del recurso interactivo Ri-
ver Wiki (respectivamente, http://wiki.reformrivers.eu y 
https://restorerivers.eu/wiki), lo que constituye una ex-
celente herramienta para difundir ejemplos y transferir 
buenas prácticas.
En cuanto a la financiación de los proyectos de restau-
ración, salvo algunos programas planteados desde el Mi-
nisterio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
y desde las Confederaciones Hidrográficas, las iniciativas 
de restauración fluvial son fundamentalmente locales. La 
financiación es muy diversa, desde programas LIFE, has-
ta fondos ministeriales (ENRR), de las Confederaciones y 
privados, y en ocasiones mínimas, trabajándose con vo-
luntariado.
Limitaciones de la restauración fluvial
La restauración fluvial se enfrenta a notables retos, 
entre ellos:
- La enorme extensión de la red fluvial que habría que 
restaurar, teniendo en cuenta su grado de deterioro.
- La escasez de experiencias y de ejemplos extrapo-
lables.
- La pervivencia de muchos usos del agua y del es-
pacio ribereño incompatibles con la restauración, 
así como la exigencia social de seguir estabilizando 
los cauces e impidiendo la dinámica fluvial, que se 
traduce en proyectos de encauzamiento y otras 
actuaciones irreversibles. 
- En la restauración fluvial los procesos geomorfoló-
gicos fluviales son, o deberían ser, un objetivo cla-
ve a recuperar. Así, en el ámbito fluvial la erosión 
puede ser un proceso positivo de cara a la restau-
ración de la integridad del ecosistema, un proceso 
que no hay que impedir ni limitar, sino, al contra-
rio, favorecer para que desarrolle toda su dinámi-
ca natural. En restauración fluvial no se busca una 
geomorfología estable, como en otros casos, sino 
todo lo contrario, una dinámica que garantizará la 
diversidad. Esto choca frontalmente con los inte-
reses sociales de estabilidad, por lo que en la prác-
tica resulta muy difícil poderlo realizar. Por ejem-
plo, es frecuente que la supresión de presas vaya 
acompañada de la instalación de escolleras en las 
orillas. Con ello, queda anulada la restauración, ya 
que se prima una protección frente a la erosión en 
detrimento de otros múltiples servicios que pres-
tan las orillas más dinámicas. 
- La necesidad de caudales geomórficos, con creci-
das ordinarias, que recuperen los procesos fluvia-
les. Esto supone un grave problema en ríos regula-
dos.
- La dificultad para la eliminación de determinadas 
especies invasoras, como la caña (Arundo donax 
L.).
- Los problemas asociados al empleo de maquina-
ria, que suele generar efectos colaterales nocivos. 
No obstante, la dinámica fluvial tiene una capaci-
dad muy alta de ajuste y auto-recuperación, y lo 
habitual es que el río recobre su estado anterior 
a la perturbación y su resiliencia poco tiempo des-
pués de la intervención.
Oportunidades que ofrece la restauración fluvial
Pese a sus limitaciones, la restauración de medios flu-
viales proporciona interesantes oportunidades, potencia-
das por la creciente sensibilidad de las Administraciones 
públicas y la sociedad, el apoyo europeo a estas iniciativas 
y la aparición de organismos como el CIREF, que fomenta 
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el conocimiento y la divulgación. Numerosas iniciativas lo-
cales atestiguan el interés creciente de la sociedad por la 
restauración de ecosistemas fluviales, su utilidad como he-
rramienta para popularizar la restauración, y su potencial 
para renovar la vinculación entre la sociedad y el medio.
Muchas actuaciones de restauración fluvial han per-
mitido una recuperación de usos y servicios –recreación, 
pesca, depuración– muy valorados por la sociedad y han 
contribuido a la puesta en valor de tramos fluviales que 
pueden constituir incluso un recurso turístico. El río se ha 
recuperado también como identidad y referente para los 
ribereños, como objeto de valor y orgullo local.
La restauración fluvial se convirtió hace una década 
en un nicho de empleo que se ha estabilizado y para el 
que puede preverse un futuro de crecimiento. La innova-
ción técnica, la gestión adaptativa en los proyectos y su 
seguimiento, requieren profesionales cualificados proce-
dentes de muy diferentes disciplinas.
El actual desarrollo de la restauración fluvial sobre dos 
líneas clave, el derribo de obstáculos transversales en el 
cauce, y el retranqueo y eliminación de diques, es una 
oportunidad en sí misma, por cuanto se está devolviendo 
mucha naturalidad al funcionamiento fluvial y los resulta-
dos constituyen ejemplos de demostración extrapolables 
a áreas próximas. El éxito de estas actuaciones está ani-
mando a la Administración a avanzar en estas líneas.
En relación con ello, es evidente la utilidad de la res-
tauración fluvial en la mitigación del riesgo de inundación, 
que es el más extendido en nuestro país. La restauración 
aporta soluciones más efectivas y baratas a medio y largo 
plazo, convirtiéndose en una alternativa cada vez más va-
lorada por las Administraciones competentes.
Por último, hay que destacar el importantísimo papel 
de la red fluvial y las reservas fluviales en la conectividad 
y en la infraestructura verde. La libertad geomorfológica 
y el territorio fluvial sirven para constituir corredores flu-
viales con la superficie suficiente para permitir una ade-
cuada dinámica de las componentes acuática y ribereña 
del sistema. Por todo ello, la restauración fluvial debe ser 
fomentada y promovida, y deberá contar con un máximo 
y creciente apoyo social e institucional.  
Todos los servicios que aportan los ríos, muchos de 
ellos perdidos a causa de los procesos de degradación, 
se verán recuperados mediante la restauración fluvial, lo 
cual debería animar a todas las Administraciones y al sec-
tor privado a invertir en ella.
Recomendaciones para implementar una restaura-
ción fluvial de calidad 
1. La restauración fluvial debe tener en cuenta tanto los 
principios de la restauración ecológica recogidos en 
el marco conceptual de esta Estrategia como otros 
principios propios de la geomorfología y la dinámica 
fluvial, no considerados en otros ámbitos de la res-
tauración. Así, la libertad geomorfológica y la natu-
ralidad en los procesos de erosión, transporte y sedi-
mentación, deben constituir un objetivo fundamental 
y real en los proyectos de restauración fluvial. Estos 
principios deben ser incluidos de manera explícita en 
los pliegos de prescripciones técnicas, y deberán ser 
consensuados con los agentes que intervienen en el 
desarrollo de los proyectos, de manera que se asegu-
re su vigencia durante todas las fases del mismo.
2. En este sentido, es preciso evitar las falsas restaura-
ciones, es decir, las actuaciones contrarias a la res-
tauración fluvial propiamente dicha. Por ejemplo las 
obras cuyo único objetivo es la estabilización de cau-
ces. Para ello es imprescindible establecer unos están-
dares rigurosos y poner los medios administrativos y 
técnicos para garantizar su cumplimiento. Estos es-
tándares incluirán criterios, protocolos de actuación, 
técnicas, medidas de control y buenas prácticas de 
ejecución
3. Para poder realizar con éxito la restauración fluvial es 
necesario contar con caudales líquidos y sedimentos, 
y con crecidas que sigan o reproduzcan un régimen 
natural. Se establecerán los mecanismos necesarios 
para poder disponer de estos elementos en cada tra-
mo fluvial a restaurar.
4. La restauración fluvial deberá integrarse con la pla-
nificación hidrológica, con las normativas asociadas 
al Dominio Público Hidráulico (DPH), con las reser-
vas fluviales, con los planes de gestión del riesgo de 
inundación, con la ordenación del territorio y con la 
planificación urbana. Contar con espacio para el río 
es fundamental para lograr su restauración. Para ello 
hay que promover el deslinde efectivo del DPH, exis-
tiendo herramientas y cartografía para definir correc-
tamente este espacio, que como “territorio fluvial” se 
ha definido en diferentes proyectos. A continuación 
son aplicables acuerdos de custodia del territorio, 
contratos de río, permutas de terreno, etc.
5. El proyecto de restauración debe plantear unos obje-
tivos concretos, realistas y cuantificables. En la medi-
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da de lo posible estos objetivos contarán con el traba-
jo del río, ayudándole en su auto-recuperación. Esto 
implica que muchas técnicas de restauración conven-
cionales no serán aptas, ya que la libertad fluvial debe 
primar siempre sobre la actuación. La gestión adapta-
tiva es fundamental.
6. La restauración fluvial deberá ser acometida por equi-
pos multidisciplinares con experiencia en hidrología, 
geomorfología fluvial, dinámica de ecosistemas y par-
ticipación pública.
7. Todo proceso de restauración fluvial requiere un se-
guimiento que debería comenzar antes de la actua-
ción y prolongarse a lo largo del tiempo. Debe ser 
llevado a cabo por personas formadas en estas temá-
ticas específicas y basado fundamentalmente en el 
monitoreo de indicadores y en la aplicación de índices 
de diagnóstico.
8. El régimen hidrológico estacional y los procesos de 
crecida se deben tener en cuenta de forma priorita-
ria a la hora de definir los plazos de ejecución y segui-
miento.
9. La Administración hidrológica destinará fondos a la 
restauración fluvial procedentes de partidas como las 
obras de emergencia tras inundaciones, de tal mane-
ra que se podrán aplicar buenas prácticas fluviales de 
forma integrada a la mitigación del riesgo.
10. La Administración abrirá líneas de financiación para 
promover actividades de formación, información y 
sensibilización sobre funcionamiento y restauración 
fluvial, así como para financiar proyectos I+D orien-
tados y aplicados, y facilitar el intercambio de cono-
cimiento y los procesos de colaboración entre empre-
sas y centros de investigación. 
11. Es preciso desarrollar un amplio programa pedagógi-
co y de participación en torno a la restauración fluvial, 
en el marco de la Estrategia Nacional de Restauración 
de Ríos.
12. Se creará un catálogo de acceso libre que contenga 
información sobre proyectos de restauración fluvial 
realizados, a partir de bases de datos ya existentes.
5.6.6 Estado actual de la restauración de 
humedales en España
Estado actual de la restauración de humedales en Es-
paña
Los humedales son hábitats con que tardan milenios 
en estabilizarse siguiendo procesos naturales. Durante 
el proceso de desarrollo del humedal, desde que apare-
ce por primera vez (por ejemplo, cuando una zona seca 
se inunda por un cambio en la topografía), multitud de 
especies de todo tipo harán uso temporal o permanen-
temente de este sistema. Las interacciones entre los or-
ganismos que lo colonizan y se establecen en él, y entre 
estos organismos y el medio abiótico definen el funcio-
namiento del sistema y permiten que se perpetúe en el 
tiempo. Sin embargo, esa estabilidad no significa que el 
humedal sea siempre el mismo, es decir, que tenga siem-
pre las mismas especies. Los ecosistemas alcanzan una 
estabilidad dinámica, lo que implica que, aun siendo hu-
medales, las especies llegan y se extinguen, cambiando 
constante pero lentamente sus interacciones. 
En esta estabilidad dinámica donde multitud de espe-
cies interaccionan entre ellas y con el agua, el suelo o la 
atmosfera, decimos que el humedal es funcional. Algu-
nas de esas funciones proporcionan beneficios directos 
para la sociedad, y se denominan servicios ecosistémi-
cos. Algunos de los múltiples servicios que los humeda-
les proveen a la sociedad son: a) la fijación de carbono, 
gracias a una elevada producción y una descomposición 
sumamente lenta, b) el control de inundaciones, debido 
a su capacidad para almacenar agua y reducir la energía 
de los ríos tras las tormentas, y c) la producción de ali-
mentos, incluyendo peces, moluscos, crustáceos y aves. 
Otras muchas funciones no tienen un valor directo para 
nuestra sociedad, pero constituyen procesos esenciales 
para la persistencia de los humedales, como la descom-
posición de la materia orgánica. Estas funciones podrían 
resultar esenciales en un futuro, cuando nuestro cono-
cimiento sobre estos ecosistemas mejore. Por ejemplo, 
hasta hace pocos años no se consideraba un servicio la 
protección que los humedales costeros confieren frente 
a las grandes tormentas, tsunamis y huracanes. Hoy en 
día, se considera un servicio fundamental que justifica la 
restauración de miles de hectáreas en todo el mundo.
Al no existir un marco conceptual que englobe todos 
los proyectos de restauración de humedales que se ha 
llevado a cabo en España, cada uno ha respondido a dife-
rentes objetivos (Tabla 40). A pesar de ello, se han segui-
do, de manera general, muchos de los principios básicos 
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de la restauración ecológica, como el uso de especies au-
tóctonas, la identificación de ecosistemas de referencia 
locales, la recuperación de la dinámica hidrológica o el 
refuerzo de las poblaciones de especies amenazadas. En 
pocos casos la recuperación de servicios ecosistémicos 
ha constituido un objetivo central de la restauración, lo 
cual no implica que la restauración no sea correcta o que 
este sea el enfoque que deban seguir todos los proyectos 
de restauración, tal como se expone en el marco concep-
tual de esta Estrategia.
También destaca que en pocos casos la restauración 
ha sido implementada a una escala paisajística, pudien-
do así corregir muchos de los problemas que afectan a 
los humedales, como la contaminación agrícola. Este es 
probablemente uno de los aspectos cruciales de la res-
tauración de humedales. Por ejemplo, en muy pocos 
casos se ha usado la restauración para incrementar la 
conectividad paisajística de los humedales. El proyecto 
más importante en este sentido es el Corredor Verde del 
Guadiamar, cuyo objetivo principal era unir varias zonas 
húmedas existentes a lo largo de este río que habían sido 
aisladas. En general, los proyectos no han tenido un se-
guimiento a largo plazo, ni han incorporado estrategias 
de gestión adaptativa.
Un repaso rápido a proyectos de restauración de 
humedales a nivel nacional se observa que a pesar de la 
cantidad de proyectos de restauración ejecutados, la su-
perficie restaurada es aun extraordinariamente pequeña 
(probablemente algo más de 6.000 ha; Tabla 40), com-
parada con el total de humedales desaparecidos, estima-
do en un 58% (aproximadamente 700.000 ha) para todo 
el país (Mediterranean Wetlands Observatory, 2012). 
Por ello, aun incluyendo dentro del concepto de hume-
dal, marismas de agua dulce y salada, lagunas someras, 
zonas inundables, charcas temporales y permanentes, 
pantanos naturales y turberas, la superficie restaurada se 
encuentra probablemente muy por debajo del objetivo 
del 15% requerido por la Comisión Europea y la Conven-
ción sobre la Diversidad Biológica para 2020. Siguiendo la 
tendencia actual, parece prácticamente imposible que se 
puede alcanzar esta cifra en la fecha prevista.
La inversión realizada en la restauración de humedales 
es relativamente modesta. Se puede estimar esta cifra en 
más de 600 millones de euros (Tabla 40), más de la mitad 
de los cuales se concentrarían en la recuperación de la 
zona afectada por los vertidos de la mina de Aznalcóllar, en 
el entorno del Parque Nacional de Doñana. La inmensa ma-
yoría de los proyectos han estado financiados por fondos 
LIFE, con importante participación de Administraciones 
Públicas estatales, autonómicas, provinciales y municipa-
les. En este listado, destacan las Comunidades Autónomas 
de Andalucía y Cataluña, en cuanto a área e inversión. 
La mayor parte de los proyectos de restauración eco-
lógica de humedales en España han sido promovidos 
inicialmente por corporaciones locales, provinciales o 
autonómicas y, en menor medida, por organizaciones no 
gubernamentales. La restauración es posteriormente im-
plementada por empresas especializadas en transforma-
ciones agrarias que se han ido especializando en el sector 
(por ejemplo, TRAGSA). 
La mayor parte de la financiación proviene de fondos 
europeos LIFE, aunque algunas Administraciones tam-
bién han usado fondos FEDER de desarrollo rural para 
llevarlas a cabo. La segunda fuente de inversión son las 
Administraciones autonómicas y en menor medida las 
provinciales y municipales. La inversión privada en este 
sector es hoy en día prácticamente inexistente en Espa-
ña. En este sentido, existe inversión privada en creación 
de humedales en antiguas minas y canteras, en respuesta 
a la legislación vigente. Estas intervenciones no se inclu-
yen en este informe, ya que no se tratan de restauración 
de humedales, si no de creación de nuevos humedales 
donde antes no existían.
Tras la aprobación de Plan Estratégico Español para 
la Conservación y el Uso Racional de los Humedales en el 
año 1999, se solicitó a las Comunidades Autónomas la re-
dacción de planes propios para conservar y restaurar hu-
medales. Sin embargo, sólo Andalucía desarrolló un plan 
que claramente aborda la necesidad de restaurar hume-
dales, con una estrategia breve pero bien estructurada en 
el denominado Programa Sectorial de Restauración. Este 
caso representa la estrategia más avanzada de restaura-
ción de humedales existente a escala nacional, aunque en 
ella no se identifica una fuente de financiación clara que 
apoye el programa.
Dada la elevada dispersión de los proyectos de res-
tauración de humedales en España, no existe una lista de 
criterios o directrices basados en el conocimiento científi-
co actual que los regule. Tampoco existe un estándar de 
evolución y monitoreo del proceso de recuperación. En 
la mayoría de casos, el seguimiento acaba cuando acaba 
la financiación, lo cual suele suceder a los cuatro o cinco 
años. Dado que los humedales pueden tardar décadas 
o incluso siglos en recuperarse (Moreno-Mateos et al., 
2012), los resultados a los cinco años son poco informati-
vos para evaluar si el humedal se está recuperando. 
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En general, las obras se realizan en una sola inter-
vención, lo que impide la resolución de problemas pos-
teriores, comprometiendo el éxito de la restauración. En 
este sentido, la restauración de humedales no suele ser 
el proceso gradual y adaptativo, ejecutado a lo largo de 
un periodo largo de tiempo, ajustado a las características 
únicas del humedal, como sería recomendable (Zedler, 
2000; Zedler & Kercher, 2005). 
La necesidad de ajustarse a presupuestos sujetos a 
restricciones temporales, normalmente anuales, hace 
tremendamente difícil poder llevar a cabo proyectos 
de restauración a largo plazo. Sin embargo, estos pro-
yectos tienen mayor probabilidad de éxito, y no nece-
sariamente incurren en un mayor coste. Además, debe 
considerarse que, en la mayoría de casos, el éxito de la 
restauración aumenta a través de procesos de ensayo-
error y gestión adaptativa. Idealmente, estos procesos 
deberían extenderse durante períodos de 3-10 años, o 
incluso más.
Limitaciones para la restauración de humedales
El principal limitante de la restauración de humedales 
es la extensión y la intensidad de la destrucción que es-
tos hábitats han experimentado. Asociados a problemas 
como el paludismo y codiciados como terrenos cultiva-
bles, los humedales han sido con frecuencia desecados 
(‘bonificados’) y roturados, eliminando cualquier vestigio 
del sistema original. Su uso como vertederos y recepto-
res de aguas contaminadas también ha alterado radical-
mente su composición y funcionamiento. La magnitud 
del deterioro tiene consecuencias importantes sobre su 
restauración, como la dificultad para identificar ecosiste-
mas de referencia (agravada por la especificidad de los 
humedales) o la ausencia de propágulos. En algunos ca-
sos, las alteraciones sufridas por el humedal y su entorno 
lo hacen virtualmente no restaurable.
La persistencia de los factores de degradación es otro 
de los factores limitantes de la restauración de humeda-
les. A diferencia de otros ecosistemas sobre los que la 
presión se ha reducido conforme se reducía la demanda 
de recursos naturales locales, los humedales compiten 
con cultivos en zonas de elevada producción agrícola y 
con infraestructuras diversas en espacios periurbanos, 
ocupan cubetas de recepción de aguas eutrofizadas, o 
demandan caudales de agua que han sido desviados para 
otros usos o domesticados. Mientras no se reduzca esta 
presión la restauración difícilmente podrá alcanzar un mí-
nimo nivel de naturalidad.
Los humedales, además, como pocos ecosistemas, 
integran las propiedades biofísicas del entorno, más allá 
de sus límites estrictos. Su restauración, por lo tanto, 
pasa por intervenir en toda o una parte significativa de 
la cuenca hidrográfica y, en ocasiones, sobre el acuífero. 
La regulación hidrológica es una parte muy importante 
de la restauración de humedales. Por escasez de fondos, 
limitaciones técnicas y logísticas, o ausencia de ambición 
o conocimientos, la intervención raramente se plantea a 
escala de paisaje, lo que limita enormemente sus posibi-
lidades de éxito.
Un estudio reciente sobre la recuperación de más de 
600 humedales de todo el mundo ha mostrado que 50 a 
100 años después de la restauración, la biodiversidad (el 
número de especies y su abundancia), y algunas funcio-
nes biogeoquímicas (la cantidad de carbono, nitrógeno 
y fosforo almacenada en el suelo) se habían recuperado 
apenas en un 75%, comparado con humedales que nun-
ca fueron degradados (Moreno-Mateos et al., 2012). Esto 
pone de manifiesto que, incluso en estos ecosistemas 
productivos y dinámicos, la restauración genera versio-
nes más o menos simplificadas, que eventualmente tar-
darán décadas o incluso siglos en recuperar su integridad. 
Finalmente, nuestro conocimiento sobre la compo-
sición, funcionamiento y dinámica de los humedales, in-
cluyendo el régimen de perturbaciones, es aun escaso, 
lo que multiplica las incertidumbres y hace más necesaria 
más que nunca la gestión adaptativa.
Oportunidades para la restauración de humedales
La cantidad de especies, funciones y servicios que pue-
de ofrecer un humedal restaurado es altamente imprede-
cible y no debe estar restringida a una visión limitada de 
los servicios que hoy se entienden como tales, poniendo 
en riesgo otros servicios que puedan ser identificados en 
el futuro como esenciales para la sociedad. Actuar con 
esta visión holística de la restauración es un seguro frente 
a los grandes cambios que el planeta sufre actualmente. 
Por ejemplo, hasta hace poco no se consideraba que las 
marismas mareales proporcionaran más beneficios que la 
pesca o caza. Recientemente, se ha descubierto que, ade-
más, protegen las propiedades que se encuentran tierra 
adentro. En humedales costeros, un incremento del 10% 
de la continuidad superficial del humedal incrementa de 
tres a cinco el número de propiedades protegidas y supo-
ne un incremento del 5% de la rugosidad de la vegetación 
(normalmente asociada a la presencia de especies leño-
sas de mayor porte), duplicando el número de propieda-
des protegidas en caso de tormentas (Gedan et al.,2011; 
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Tabla 40. Algunos proyectos de restauración de humedales representativos llevados a cabo en España. No se incluyen acciones 














Laguna de Fuente de 
Piedra, Marismas del 
Odiel y lagunas del 
sur de Córdoba
LIFE - Naturaleza 2003 – 2006 ∽3.000 2,9
Proyecto para la restauración 
integral de la cubeta 
endorreica de Los Tollos
Andalucía (Cádiz y 
Sevilla) Laguna de los Tollos LIFE+ 2010 – 2015 <100 7,9
Plan de Conservación de las 
Albuferas de Adra
Andalucía (Almería) Albuferas de Adra LIFE - Naturaleza 1998 – 2003 <20 0,7
Corredor Verde del Guadiamar
Andalucía (Huelva y 
Sevilla)






1998 – 2003 2.700 165
Doñana 2005. Restauración 
hidroecológica de las cuencas 
y cauces vertientes a las 
marismas del Parque Nacional 
de Doñana
Andalucía (Huelva y 
Sevilla)
Entorno del Parque 
Nacional de Doñana
Ministerio de 
Medio Ambiente 1999 - 2016 5.000 130
Mejora de La Gestión del LIC y 
la ZEPA de Cabo de Gata-Nijar
Andalucía (Almería) Parque Natural del Cabo de Gata – Níjar  LIFE - Naturaleza 2001 – 2005 - 4.3
Restauración de la laguna de 
Ruiz Sanchez
Andalucía (Sevilla) Laguna de Ruiz Sanchez Junta de Andalucía 2009 359 0,4
Restauración de las lagunas de 





Junta de Andalucía - <100 -
Lagunas del Prado y 
Montalagrana
Andalucía (Huelva) Marismas de Isla Cristina Junta de Andalucía - <50 -
Creación y restauración de 
ecosistemas acuáticos para la 
mejora de la calidad del agua y 
la biodiversidad en las cuencas 
agrícolas
Aragón (Huesca) Comarca de Los Monegros LIFE+ 2011 – 2015 140 1,8
Restauración, conservación 
y gestión de la Laguna de 
Gallocanta
Aragón (Zaragoza) Laguna de Gallocanta LIFE - Naturaleza 2000 – 2003 58 -
Lagos vivos: Manejo 
sostenible de humedales y 
lagunas esteparias
Castilla y León 
(Palencia)
Lagunas de la Nava y 
Boada LIFE - Naturaleza 1991 – 2004 300 0,5
Humedales de Villacañas
Castilla y León 
(Villacañas)
Lagunas de la 
Mancha LIFE - Naturaleza 1999 – 2002 <50 0,5
Restauración y Gestión de 
lagunas: ZEPA Canal de Castilla
Castilla y León 
(Burgos, Palencia y 
Valladolid)
Canal de Castilla LIFE+ 2006 – 2010 70 1,6







Castilla y León 
(Segovia)
Lagunas de Cantalejo 
y Lastras de Cuéllar
Fundación 
Biodiversidad, 
Junta de Castilla y 
León y Fundación 
del Patrimonio 
Natural de Castilla 
y León
2006 – 2009 < 200 -
Restauración y gestión 
integrada de la Isla de Buda
Cataluña (Tarragona) Delta del Ebro LIFE - Naturaleza 1996 – 1998 1.200 -
Mejora de la gestión de la 
ZEPA del delta del Ebro
Cataluña (Tarragona) Delta del Ebro LIFE - Naturaleza 1997 – 2000 550 -
Continúa en la siguiente página  â
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Arkema et al., 2013). Como consecuencia de esto, el valor 
económico de las propiedades en zonas más protegidas 
está incrementado en zonas costeras de Estados Unidos. 
A escala global, pese a que las aguas superficiales cubren 
apenas el 1,5% de la superficie terrestre, proporcionan el 
40% de los servicios renovables (Zedler, 2000).
De forma similar, recientemente se ha cuantificado 
cuanto carbono son capaces de acumular los humedales. 
Aunque cubren una superficie mucho menor que los bos-
ques, tienen una capacidad mucho mayor para cumular 
carbono a largo plazo. Esto se debe a su elevada producti-
vidad y a que sus condiciones anóxicas no permiten la rá-
pida liberación de CO2 a la atmósfera (Mitsch et al., 2012). 
Considerando las medidas para reducir la huella de carbo-
no, la restauración de humedales representa una opción 
útil para reducir las emisiones a largo plazo. 
Algunos humedales restaurados pueden proporcio-
nar beneficios económicos directos, como los generados 
por los aficionados a la observación de aves y a la caza. 
Este es el caso de la laguna de la Nava, en Palencia, donde 
se ha restaurado una pequeña parte de la antigua laguna, 
antes totalmente desaparecida. Hoy en día, esta reduci-
da laguna atrae a observadores de aves, con un efecto 
positivo sobre la economía local. Muchas asociaciones 
de cazadores están altamente concienciadas con la con-
servación y restauración de humedales, y apoyan estas 
medidas. Estos colectivos pueden contribuir a restaurar 
humedales degradados. 
El control de inundaciones es otro de los beneficios 
que algunos humedales restaurados pueden proporcio-
nar. Este caso es muy común cuando los humedales se 
encuentran en llanuras de inundación que permiten acu-
mular agua que, de otra manera, seguiría en el cauce prin-
cipal, incrementando el riesgo de inundación. Atendiendo 
a la Directiva Europea 2007/60/CE relativa a la Evaluación 
y Gestión de los riesgos de inundación y el Real Decreto 
903/2010 que la traspone, la restauración de humedales 
con fines de regulación hidrológica debe ser financiada. 
Más allá, la restauración con fines de regulación hidroló-
gica debería, en general, ser tenida en cuenta dentro de 
los Planes Hidrológicos de Cuenca e incluso dentro del 
planeamiento urbanístico. Los humedales restaurados 
también se han demostrado enormemente eficientes en 
la reducción de los nutrientes agrícolas y urbanos que lle-
gan a los ríos y lagos. En este sentido, más allá de usarlos 
como filtros verdes, lo que los convertiría en humedales 
eutróficos y poco funcionales, se trata de comprender su 
funcionamiento y determinar la máxima carga de nutrien-










Restauración y gestión 
del hábitat en dos lagunas 
costeras del Delta del Ebro: 
Alfacada y Tancada
Cataluña (Tarragona) Delta del Ebro LIFE+ 2010 – 2015 490 3
Recuperación de ambientes 
acuáticos de Porqueres y 
Banyoles
Cataluña (Gerona) Estany de Banyoles LIFE - Naturaleza 2003 – 2007 107 0,9
Mejora de los Hábitats y 
Especies de la Red Natura 
2000 de Banyoles
Cataluña (Gerona) Estany de Banyoles LIFE+ 2010 – 2013 408 1
Restauración de humedales 
costeros en el bajo Ter
Cataluña (Gerona)
Complejos lagunares 







2005 – 2008 1,4
2014 – 2018 2,5
Plan Coordinado de 
Actuaciones Urgentes para 
la Conservación de la Cerceta 
pardilla en el Mediterráneo 
Occidental
Valencia (Alicante) Parque Natural de El Hondo LIFE - Naturaleza 1996 – 1999 77 0,6
 Fuente: Elaboración propia
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Recomendaciones para la restauración de humedales
1. Eliminar completamente la causa de la degradación. No 
hay restauración posible cuando los procesos de degra-
dación continúan. Por ejemplo, si se quiere restaurar un 
humedal en zona agrícola, se deberá cerrar los drenajes 
hechos para secar el humedal y eliminar las cargas de 
nutrientes y productos fitosanitarios que llegan al hu-
medal procedentes de la zona agrícola circundante. 
2. Actuar a escala de cuenca. En muchos humedales, la 
degradación procede de actuaciones que ocurren a 
nivel de la cuenca y no del humedal en sí. Para incre-
mentar las posibilidades de éxito en la restauración, 
se debe ir más allá del humedal, gestionando la zona 
que se encuentra conectada funcionalmente con 
éste. En base a las características del lugar, se podrían 
promover las prácticas de agricultura ecológica, los 
acuerdos de custodia o la adquisición de tierras que 
afecten a toda la cuenca vertiente del humedal, en un 
plan de gestión de la cuenca restaurada.
3. Recuperar la hidrología “naturalmente”. En muchos 
humedales, la alteración del régimen hidrológico es 
la principal causa de degradación. En este sentido, se 
debe hacer todo lo posible por recuperar un régimen 
hidrológico natural, esto es, evitar el uso de caudales 
manejados artificialmente tanto con canales y com-
puertas como con bombas de agua. 
4. Restaurar a largo plazo. Las acciones de restauración 
deben ser sostenibles a largo plazo. Las trayectorias 
óptimas de recuperación se pueden desviar por falta 
de mantenimiento. La planificación debe contemplar, 
por tanto, los costes de mantenimiento como parte 
sustancial del proyecto y evitar acciones cuya conti-
nuidad no esté garantizada.
5. Conocer bien el humedal antes de restaurarlo. Cada hu-
medal es único y debe ser analizado detenidamente 
antes de proponer un proyecto de restauración. Apli-
car medidas estandarizadas (por ejemplo, la revege-
tación) puede reducir el éxito de la restauración, ade-
más de incrementar su coste. 
6. Aprender de la experiencia. Los estudios piloto en el 
mismo humedal que se desea restaurar o humedales 
análogos pueden ayudar a orientar las acciones de 
restauración. Se debe establecer una red de proyec-
tos piloto de restauración de humedales, bien docu-
mentados, y poner esta información al alcance de fu-
turos proyectistas.
7. Enfocar la restauración en la recuperación de las inte-
racciones. La restauración no se debe centrar única-
mente en las especies que existen en los humedales 
de referencia o las que existían antes de la degrada-
ción, sino en entender qué conjunto de especies per-
mitirán al humedal recuperarse más rápidamente. Por 
ejemplo, priorizar el uso de plantas o algas que sirvan 
de alimento o refugio para macroinvertebrados que 
están en la base de la cadena trófica.
8. Usar ecosistemas de referencia para guiar la restaura-
ción, no para copiarlos. Los ecosistemas de referencia 
pueden ser de enorme ayuda en la toma de decisio-
nes. Pero los proyectistas deben comprender que no 
se trata de copiarlos de forma acrítica, porque sus 
condiciones serán indudablemente diferentes a las 
del humedal que se pretende restaurar. La clave resi-
de en interpretar la dinámica de sucesión del espacio 
restaurado en comparación con el o los de referencia. 
9. Recuperar la composición de especies en la medida de 
lo posible. Como se ha comentado anteriormente, la 
restauración de humedales no debe centrase en la 
recuperación estrictamente funcional o de los servi-
cios, sino en la recuperación del todo el humedal. Esta 
visión holista integra el conjunto de servicios ecosis-
témicos que actualmente valoramos, incluida la resis-
tencia y la resiliencia frente a fuentes de estrés y per-
turbaciones como el cambio climático, así como otros 
servicios que pudieran ser de interés en el futuro.
10. Aprovechar los beneficios de los ecosistemas restaura-
dos. Es necesario tener en cuenta la importancia de la 
restauración para la sociedad, especialmente para las 
poblaciones cercanas. Este enfoque permitirá obtener 
apoyos políticos y de gestión, además de incidir posi-
tivamente en la percepción social de la restauración y 
del medio natural. Servicios como la protección de la 
costa, el valor estético y recreativo o la depuración de 
aguas pueden ser compatibles con otros muchos, in-
cluida la protección de la biodiversidad. Representan, 
por tanto, excelentes oportunidades para la restaura-
ción colaborativa y para aumentar las probabilidades 
de éxito de los proyectos de restauración. 
11. Crear un Fondo para la Restauración de Ecosistemas. 
La Administración debe liderar la identificación de 
oportunidades de colaboración que permitan mejorar 
el medio y las condiciones de vida de la población y 
crear un fondo que asegure una respuesta a las ne-
cesidades de restauración. Este fondo deberá ser adi-
cional a una financiación estructural asignada a esta 
257
Diagnóstico
Estrategia, y se podría crear a partir de pagos, multas 
e impuestos, a quienes causen daños ambientales. 
12. Involucrar en la medida de lo posible a la población lo-
cal. El conocimiento tradicional ayuda a comprender 
un humedal. Además, la participación activa de la so-
ciedad en las diferentes fases del proyecto contribuye 
a promover su conexión afectiva con el mismo. La co-
laboración con expertos en participación social permi-
te optimizar los procesos de aprendizaje recíproco, fa-
cilitar las acciones de restauración y aumentar el nivel 
de consenso entre los diferentes grupos de interés.
5.7 Diagnóstico de la infraestructura azul 
5.7.1 Componentes de la Infraestructura azul
Los componentes de la Infraestructura azul están cons-
tituidos por espacios protegidos situados en el medio 
marino o litoral español con independencia de que su 
declaración y gestión estén reguladas por normas inter-
nacionales, comunitarias y estatales, así como su marco 
normativo y el sistema de relaciones necesario para su 
funcionamiento. Entre estos espacios protegidos se inclu-
yen: Zonas marinas de Red Natura 2000, Parques Nacio-
nales y Parques Naturales de ámbito marítimo-terrestre, 
Áreas protegidas por el Convenio para la protección del 
medio ambiente marino del Atlántico del nordeste (OS-
PAR), Zonas Especialmente Protegidas de Importancia 
para el Mediterráneo (ZEPIM) dentro del Convenio para 
la protección del medio marino y de la región costera del 
Mediterráneo, Reservas Marinas de interés pesquero (re-
guladas en la Ley 3/2001, de 26 de marzo), cuya finalidad 
es la recuperación de los recursos pesqueros, pero con 
un enfoque ecosistémico y posibles zonas delimitadas en 
figuras de conservación orientadas a determinadas espe-
cies. El conjunto de áreas marinas protegidas se articula 
en la Red de Áreas Marinas Protegidas de España (RAM-
PE) que se establece en la Ley 41/2010, de 29 diciembre de 
Protección del Medio Marino y en buena parte quedan 
integradas en la Red Natura 2000. 
Además, de esta serie de espacios protegidos, se con-
sideran también componentes de la infraestructura azul 
las Zonas de Dominio público marítimo-terrestre.
5.7.2 Situación actual de la infraestructura 
azul en España
La implantación de espacios marinos protegidos, tras un 
comienzo difícil y problemático, ha se ha desarrollado en 
España de una manera muy notable en las últimas déca-
das, impulsado entre otros por sectores que en un prin-
cipio mostraron una oposición frontal, como es el caso 
del sector pesquero. En la actualidad nuestro país cuenta 
con una amplia red de espacios marinos y litorales pro-
tegidos, bajo distintas figuras legales y competenciales, 
que sigue ampliándose a ritmo acelerado con la finalidad 
de alcanzar el objetivo marcado por el Convenio sobre la 
Diversidad Biológica de las Naciones Unidas, del que Es-
paña es firmante, de designar como espacios protegidos 
por lo menos un 10% de los mares y océanos del planeta.
Existen en la actualidad en España 2 Parques Nacio-
nales con inclusión del ámbito marino, Archipiélago de 
Cabrera e Islas Atlánticas (y está propuesto como primer 
Parque Nacional marino el Mar de las Calmas, en la isla 
del Hierro); 20 Reservas Marinas de interés pesquero, la 
mayoría de competencia autonómica, y que cubren un 
área de 153.000 hectáreas; 9 áreas ZEPIM con una su-
perficie total de 146.856 hectáreas y 13 zonas de la red 
OSPAR en aguas atlánticas. Una buena parte de estos 
espacios quedan recogidos en la Red Natura 2000, que 
hasta fechas recientes constaba en España de 115 Lugares 
de Importancia Comunitaria (LIC) de carácter costero o 
marino en las regiones mediterráneas y 94 en las atlán-
ticas, abarcando unas 450.000 hectáreas. Sin embargo, 
se trata en la mayoría de los casos de espacios ligados al 
medio terrestre al que corresponde buena parte de estas 
hectáreas. 
El caso es que el conjunto de superficie marina prote-
gida cubierta por la Red Natura 2000 se restringía a aguas 
litorales y apenas alcanzaba el 3% de nuestro mar territo-
rial. Por este motivo se desarrolló el proyecto LIFE + INDE-
MARES (coordinado por la Fundación Biodiversidad) con 
el objeto ampliar la Red Natura 2000 aguas abiertas y fon-
dos de altamar. Dicho proyecto comenzó en 2009 y tuvo 
una duración de seis años. Con un presupuesto de 15,4 
millones de euros, cofinanciado por la Comisión Europea 
en un 50%, ha tenido un enfoque participativo, integran-
do el trabajo de instituciones de referencia en el ámbito 
de la gestión, la investigación y la conservación del medio 
marino y a los usuarios del mar, especialmente el sector 
pesquero. Como resultado del proyecto se han declarado 
49 espacios nuevos de la Red Natura 2000 en el mar, 10 
LIC y 39 ZEPA, que suman más de 7,3 millones de hectá-
reas. De ellas 3,6 millones corresponden a los 10 LIC ma-
rinos en aguas abiertas que se encuentran en la región 
Atlántica (Cañón de Avilés, Banco de Galicia, Chimeneas 
de Cádiz,) en la Mediterránea (Seco de los Olivos, lsla de 
Alborán y conos volcánicos, Delta del Ebro-Columbretes, 
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Cañón de Creus, Canal de Menorca) y en la Macaronésica 
(Banco de la Concepción y Sur de Fuerteventura). Ello ha 
supuesto multiplicar por 8 la superficie marina protegida, 
que alcanza ahora más del 8% de las aguas jurisdiccionales 
españolas.  
En la actualidad se ha concedido un nuevo proyecto 
LIFE Integrado de 49 millones de euros a 8 años que tie-
ne por objeto el desarrollo de una gestión conjunta para 
todos los espacios marinos de la red Natura 2000 con par-
ticipación de todos los sectores involucrados. Además, 
está en estudio la protección de otras entre 6 y 8 nuevas 
áreas con la finalidad de alcanzar el objetivo del 10% de 
superficie marina protegida para el año 2020. 
5.7.3 Factores de cambio en ecosistemas 
marinos españoles
En el marco conceptual se han señalado los principales 
factores que inciden en el deterioro de la calidad de los 
ecosistemas marinos y en la pérdida de biodiversidad. Se 
detallan aquí de forma sumaria algunos de los principales 
cambios derivados de dichos factores. 
La destrucción, alteración y fragmentación de los 
hábitats produce profundos cambios en todo el siste-
ma litoral y constituye una seria amenaza para todos los 
componentes de la diversidad, para la estructura y funcio-
namiento de los ecosistemas costeros y para los servicios 
que proporcionan. El creciente desarrollo y ocupación del 
litoral y su artificialización causa extinciones locales de 
muchas especies, la fragmentación y rarefacción de sus 
poblaciones y reduce la extensión de los hábitats natura-
les sustentadores de la biodiversidad (Templado, 2014). 
Como resultado a gran escala se produce la degradación, 
simplificación y homogenización del conjunto del ecosis-
tema litoral. En el proceso de degradación progresiva de 
los hábitats (de los naturales más complejos a los alte-
rados y simplificados) muchas de las especies originales 
características son reemplazadas por otras más genera-
listas u oportunistas, a veces por especies alóctonas de 
carácter invasor (Airoldi et al., 2008). Un ejemplo muy 
evidente es la sustitución de las comunidades de algas 
pardas erectas por recubrimientos de algas verdes fila-
mentosas.
Asimismo, la pérdida y fragmentación de los hábitats 
la conectividad entre poblaciones de una misma especie 
y el flujo genético se reduce o interrumpe. Además, la 
disminución de la densidad de las poblaciones repercute 
notablemente en su capacidad reproductora, especial-
mente en las especies de fecundación externa (efecto 
“Allee”). Ello tiene un importante impacto en la estabi-
lidad y dinámica de las diferentes comunidades, pues en 
el medio marino el tamaño o densidad de las poblaciones 
está muy relacionado con el mantenimiento demográfico 
de las especies. El deterioro del éxito reproductor reper-
cute negativamente en el aporte de larvas, y el recluta-
miento constituye en el medio marino un factor clave 
para la dinámica y mantenimiento de las poblaciones y, 
a largo término, para la viabilidad de las especies. Los pa-
trones de reclutamiento posibilitan el establecimiento de 
nuevas poblaciones y previenen la extinción local. Pero 
si no existen hábitats favorables para  el reclutamiento, 
buena parte de las larvas morirán por no encontrar un 
lugar apropiado para su asentamiento. Se ha señalado 
en muchas ocasiones la importancia de las áreas marinas 
protegidas como exportadoras de larvas, pero este im-
portante papel pierde efectividad si las larvas exportadas 
no encuentran hábitats idóneas fuera de estos espacios. 
Asimismo, las poblaciones residentes en las áreas prote-
gidas sufrirán un progresivo empobrecimiento genético 
si solo actúan como exportadoras de larvas, pero no las 
importan de las zonas circundantes.  
Lamentablemente, los todos estos efectos señala-
dos son muy acusados en el litoral español por el abusi-
vo y preocupante deterioro que viene sufriendo. En los 
últimos cincuenta años la costa española ha sufrido una 
transformación y artificialización muy acusadas y se ha 
convertido en un ámbito estratégico para la economía 
española con una creciente importancia del turismo vin-
culado al producto sol y playa. Uno de los aspectos más 
visibles de la transformación que ha sufrido la costa es-
pañola es la ocupación urbana de las zonas litorales. Los 
datos aportados por el Observatorio de Sostenibilidad 
(2016) sobre la ocupación del litoral son demoledores. En 
España se ha transformado el 25% de la primera línea de 
costa en los últimos 25 años. El 30% de la franja de 2 km ha 
sido artificializada en ese mismo periodo. Y nada menos 
que el 36% del total urbanizado de la franja de 10 km es de 
intervención reciente. La urbanización masiva de la Man-
ga del Mar menor es una de las figuras más conocidas y 
representativas de la depredación sin control de nuestro 
litoral por el muro turístico lineal. La realidad es que todos 
los años durante casi un lustro hemos hecho en nuestras 
costas una “nueva manga”, aunque de forma más frag-
mentaria. Por tanto, se considera de vital importancia 
una red de espacios litorales protegidos que contribuya a 
preserve en buena parte los sectores de costa todavía sin 
alterar y a frenar los procesos de artificialización para ga-
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rantizar el mantenimiento de los servicios ecosistémicos 
y la conservación de la biodiversidad.
Otro factor de desequilibrio importante debido al ele-
vado grado de intervención humana en la línea de costa 
es la alteración cada vez mayor de la dinámica litoral. Los 
puertos, diques, espigones, muros de contención etc. su-
ponen interrupciones y discontinuidades muy acusadas 
para el sistema de corrientes costeras, con las correspon-
dientes repercusiones en la dinámica litoral. Ello provoca, 
entre otros efectos, la perdida de playas naturales (lo que 
obliga a su mal llamada “regeneración”, pues lo que se 
hace es sustituirlas por playas artificiales) y sistemas du-
nares. Un buen ejemplo de la proliferación de este tipo de 
estructuras en la línea de costa española es el de los puer-
tos deportivos y los espolones perpendiculares a la costa 
para la retención de la arena que se ha perdido en otros 
lugares. Por otro lado, no hay que dejar de mencionar la 
red de puertos principales de titularidad del Estado cuya 
gestión se lleva a cabo a través de un ente público que ac-
túa como coordinador y regulador del sistema. Aparte en 
la actualidad existen en España 27 Autoridades Portuarias 
que gestionan 47 puertos de titularidad del Estado que 
reciben grandes inversiones a través de fondos comunita-
rios y otras operaciones financieras, destinados en buena 
parte a sucesivos proyectos de ampliación y progresiva 
ocupación de espacios marinos con sus correspondientes 
repercusiones.
En lo referente a la sobreexplotación de recursos, el 
principales cambios que provoca es la retirada de los eco-
sistema de buena parte de las poblaciones de las “espe-
cies objetivo” (principalmente las tallas mayores) con las 
correspondientes repercusiones en las cadenas tróficas. 
En estas especies se produce además un acortamiento de 
su ciclo de vida; se reproducen antes, a un tamaño menor, 
por lo que disminuye su capacidad reproductora. Por otro 
lado, la pesca de arrastre provoca la destrucción física de 
las comunidades bentónicas de los fondos sedimentarios 
de la plataforma continental y extrae una importante 
cantidad de “descartes” (especies no comerciales que se 
desechan).
Por su lado la eutrofización y contaminación de di-
verso tipo provocan una disminución de la calidad del 
agua, con un aumento de la bioproductividad y de la 
proliferación de mucílagos, así como el incremento de 
los “blooms” de cianobacterias potencialmente tóxicas. 
Otra de las consecuencias, unido a la resuspensión de se-
dimentos por obras costeras o extracción de áridos, es 
el aumento de la turbidez (según Marbà y Duarte, 1997, 
en el Mediterráneo la trasparencia de la columna de agua 
muestra una tendencia negativa de 0,1 m al año). Ello pro-
voca la elevación del límite de distribución de algunos de 
los componentes vegetales, como las praderas de Posido-
nia, o de determinadas algas fucales, con la consiguiente 
pérdida de un buen número de hectáreas de cobertura. 
En lo que se refiere a la introducción de especies alóc-
tonas, las que en las costas españolas han alcanzado un 
carácter invasor (causando el desplazamiento de espe-
cies autóctonas y la alteración de algunas comunidades) 
han sido principalmente algas, en concreto Sargassum 
muticum, en las costas atlánticas del norte de España, y 
Caulerpa racemosa, Lophoclaudia lallermandi, Womersle-
yella setacea y las del género Asparagopsis, en el Medite-
rráneo.
Mención aparte merecen los cambios que vienen ob-
servándose debidos al cambio global. Entre los cambios 
físicos más significativos, aparte del incremento progresi-
vo de la temperatura y de la acidificación, pueden mencio-
narse el incremento de eventos extremos (olas de calor 
y frecuencia de los temporales anormalmente fuertes), 
prolongación de las condiciones estivales, reforzamiento 
de la termoclina estival (con la correspondiente estratifi-
cación de la columna de agua) y cambios en el sistema de 
corrientes.  Entre los cambios en las comunidades bioló-
gicas el más inmediato es la alteración en la distribución 
de muchas especies, con expansión de las que presentan 
mayores afinidades tropicales (“tropicalización” o “meri-
dionalización” de la biota marina) y retracción en las más 
propias de aguas frías, las cuales se desplazan también a 
mayores profundidades. Por otro lado, los eventos extre-
mos, como las olas de calor sufridas en algunos de los úl-
timos veranos, han provocado mortandades masivas de 
algunas especies bentónicas filtradoras (ver una revisión 
en Rivetti  et al., 2014).
Por último hay que señalar que todos los factores de 
cambio señalados pueden tener unos efectos sinérgicos 
en buena parte impredecibles. Mientras que los efectos 
de cada uno de los impactos mencionados son relativa-
mente bien conocidos, no se conoce todavía el “efecto 
cascada” que puede provocar del conjunto de todos ellos 
actuando sinérgicamente. Los efectos cumulativos de los 
impactos humanos y del cambio global pueden acentuar 
una respuesta no lineal de los ecosistemas y limitar su ca-
pacidad de adaptación y resistencia. Algunos de los cam-
bios que se vienen observando en los últimos tiempos 
y cuyas últimas causas todavía se desconocen, pueden 
tener su origen, precisamente, en la suma de impactos. 
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Entre estos cambios pueden mencionarse el aumento del 
plancton gelatinoso (plagas de medusas), el desplaza-
miento en el fitoplancton de las diatomeas por dinoflage-
lados y cocolitofóridos o la proliferación de diversos tipos 
de mucílagos.
5.7.4 Restauración ecológica en ecosistemas 
marinos
5.7.4.1 Estado actual de la restauración ecológica 
en sistemas marinos
Espacios litorales y marinos 
Existen numerosos indicios que apuntan a que las me-
didas convencionales de gestión, tales como la implanta-
ción de limitaciones espacio-temporales transitorias (ve-
das) en la explotación del recurso, o las centradas en la 
gestión sectorial de éste y en la implantación de cuotas 
de extracción, no son una solución para el mantenimien-
to sostenible de las pesquerías (Ludwig et al., 1993, Ro-
dríguez y Ruiz, 2010). Por ello se ha evolucionado hacia 
la consideración del establecimiento de áreas con regu-
lación permanente de la explotación del recurso median-
te la identificación de Áreas Marinas Protegidas (AMP) 
(Roberts, 1997; Hastings y Botsford, 1999). Este cambio 
de enfoque refleja el reconocimiento de la necesidad de 
abordar la gestión de los recursos biológicos como parte 
de la conservación de los ecosistemas que los soportan 
(OSB, 2001; FAO, 2003; García et al., 2003; Plagányi, 2007).
La IUCN (1994) define “Área Marina Protegida” 
como: Área de ambiente intermareal o sublitoral, junto 
con la columna de agua, fauna, flora y rasgos históricos y 
culturales, que ha sido reservada por ley o cualquier otro 
medio efectivo para proteger la totalidad o parte del am-
biente incluido. Las AMP deben cumplir con el objetivo 
general de contribuir a la conservación de la diversidad 
biológica y productividad de los océanos, aspectos am-
bos igualmente importantes para la restauración y man-
tenimiento de la salud del ecosistema (Kelleher, 1999; 
Pérez-Ruzafa et al., 2008). De una forma algo más espe-
cífica, los objetivos que se pretende conseguir a través 
de las AMP son: la protección de especies significativas 
o amenazadas y la integridad de sus hábitats, la conser-
vación de la biodiversidad específica, genética y funcio-
nal de los ecosistemas, y la preservación y recuperación 
de los recursos marinos, y de los bienes sociales, cultura-
les y recreativos asociados al medio marino (Rodriguez 
y Ruiz, 2010).
Estudios relacionados con la estabilidad genética de 
las poblaciones (Bentzen et al., 1996; Purcell et al., 2006), 
evidencian que a escalas de relevancia ecológica, la co-
nectividad entre ecosistemas marinos puede no ser tan 
alta como ha sido tradicionalmente presumida, sobre 
todo en organismos bentónicos. En este contexto, cabe 
entender la elevada proporción de la biota bentónica que 
recurre a fases planctónicas durante los estados iniciales 
de su ciclo vital. En comparación con los sistemas terres-
tres, el agua aporta características físicas con valor añadi-
do para la dispersión de huevos, larvas y propágalos. In-
cluir una fase pelágica representa, por tanto, una ventaja 
clara para la dispersión de los organismos bentónicos. Sin 
embargo, el precio a pagar por un ciclo vital que ocupa 
parcialmente la masa de agua es elevado. Las fases planc-
tónicas son vulnerables a la depredación y a la incerti-
dumbre que caracteriza a la dinámica de flujos geofísicos 
(Rodriguez y Ruiz, 2010). Sólo una pequeña proporción 
de estas fases planctónicas sobreviven y son transporta-
das por las corrientes hacia substratos favorables para 
su asentamiento. Además, la supervivencia de los que se 
asientan es inferior al 10% (Gosselin y Qian, 1997). 
Para asegurar la conectividad entre los ecosistemas 
marinos, las redes de AMP deberían tener tamaños míni-
mos de 5 km, para permitir la reposición de organismos 
con baja tasa de dispersión, y una distancia entre ellas de 
unos 20 km, para permitir los intercambios entre pobla-
ciones de especies cuya estrategia reproductiva no inclu-
ye una progenie que se asienta en el mismo ecosistema 
que sus progenitores (Rodriguez y Ruiz, 2010).
La restauración de medios marinos
La restauración ecológica en los sistemas marinos y 
costeros está en una fase germinal. Es un proceso com-
plejo de gestión que implica una profunda comprensión 
de las interacciones biológicas y ambientales del ecosiste-
ma, y su objetivo es la recuperación de un ecosistema que 
ha sido degradado, dañado o destruido. Comprende un 
rango de disciplinas muy variadas, tales como la ecología, 
hidrobiología, geomorfología, ingeniería, etc. por lo que 
se hace preciso que, tanto en la planificación como en la 
puesta en marcha de los proyectos, participen equipos in-
terdisciplinares. La restauración debe considerarse como 
una opción dentro de un amplio contexto de gestión inte-
grada de las zonas costeras.
La recuperación de los ecosistemas debe plantear el 
establecimiento de objetivos alcanzables y desarrollo de 
enfoques y medidas prácticas que integren los principios 
de la restauración ecológica y la ecología de conserva-
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ción. La restauración incluye desde medidas pasivas o 
indirectas de gestión, destinada a eliminar obstáculos y 
posibilitar la recuperación natural, así como intervencio-
nes activas o directas como el trasplante. Sin embargo la 
restauración activa siempre deberá ocupar un segundo 
lugar en la preservación de los hábitats naturales. Aque-
llos ecosistemas marinos que no están sometidos a un 
fuerte impacto, a menudo pueden recuperarse de forma 
natural, sin la intervención humana. 
Algunas de las causas que llevan a plantear un progra-
ma de restauración del ecosistema marino son: 
i. existencia de zonas en las que, por causas antró-
picas, ha desaparecido la especie, hábitat o bio-
cenosis marina, y el área se encuentra alejada de 
sistemas donantes potenciales, 
ii. necesidad de favorecer la aceleración de la recolo-
nización de especies en localidades donde ya está 
ocurriendo, pero a un ritmo lento, 
iii. intención de favorecer el aumento de la diversidad 
de especies en localidades donde históricamente 
existía dicha diversidad. 
Durante esta fase inicial, y partiendo de los objetivos 
generales de la restauración ecológica, se debe llevar a 
cabo un análisis de los prerrequisitos y condicionantes 
de la zona para definir una primera propuesta tentativa 
de límites de actuación, los cuales deben ser revisados y 
adaptados en función del diagnóstico. 
Otro tipo de intervención en el medio marino es el 
trasplante, a modo “preventivo”, de organismos clave 
desde una zona con previsión de impacto antrópico, a 
otra donde no corran peligro. Las decisiones de gestión 
se toman considerando la premisa de que existirá una 
pérdida neta de hábitat. El principal objetivo de este tipo 
de proyectos es la mitigación, y ha sido planteado para 
especies sésiles como Pinna nobilis, o incluso la propia 
pradera de Posidonia oceanica, iniciativa absolutamente 
inviable, tal y como se verá más adelante. Este enfoque 
quedaría fuera del marco de restauración ecológica. 
En la fase de planificación deben desarrollarse objeti-
vos cuantificables, así como la identificación y selección 
de estrategias y acciones concretas que permitan culmi-
nar el proceso de restauración con unos resultados de 
conservación y sostenibilidad eficientes durante largos 
periodos de tiempo. La planificación comienza con una 
primera fase de análisis de la situación, seguida de un 
diagnóstico y la definición de metas y objetivos, los cua-
les culminarán en el desarrollo de un Plan de restauración 
Integrada. Los objetivos deben ser establecidos de mane-
ra que permitan tanto la evaluación temporal del progre-
so de las propuestas de restauración, como una gestión 
adaptativa del proyecto de restauración.
Como paso previo al análisis debe existir una defini-
ción coherente de los límites de actuación. Tras la selec-
ción del área a restaurar, es necesario la caracterización 
ambiental, y la identificación, no solo de los principales 
problemas de la zona, sino especialmente de sus causas 
o fuerzas motrices que las provocan. Todos los elemen-
tos de los sistemas costeros y marinas se encuentran en 
una situación de interacción constante. Dichas interaccio-
nes deben ser interpretadas en base a los conocimientos 
científicos y tras el análisis de todos y cada uno de los sec-
tores que confluyen en el litoral. 
La identificación de los problemas surge de un proce-
so de análisis, en base a una serie de variables que identi-
fican los componentes biofísicos y antrópicos, junto con 
sus interacciones. Las variables físicas (geomorfológicas, 
oceanográficas, climáticas, etc.) y biológicas (bionomía, 
productividad, lugares de reproducción, cría o alimenta-
ción, etc.), describen las características intrínsecas del sis-
tema. También variables asociadas a la actividad humana, 
que indiquen los niveles de presión antrópica. Por último, 
variables asociadas al estado de conservación ambien-
tal, como indicadores de perturbaciones. En esta fase se 
concretan y aprueban los objetivos de conservación y de-
sarrollo sostenible, y se identifican los vacíos de informa-
ción. El principal objetivo de la restauración es regenerar 
el ecosistema degradado en términos de estructura, fun-
ción y provisión de servicios
En el ambiente marino, se entiende que una adecuada 
restauración necesariamente pasará por: 
i. entender la biología y ecología de las especies cla-
ve del ecosistema, de sus patrones de reproduc-
ción, factores que controlan su abundancia y dis-
tribución, requerimientos de hábitat, etc., 
ii. entender los patrones hidrogeomorfológicos de la 
zona de estudio, la distribución, frecuencia e inten-
sidad de las corrientes, y 
iii. caracterizar la magnitud de las alteraciones ge-
neradas en las estructuras o procesos biofísicos 
esenciales del hábitat.
El análisis de toda la información y su valoración, aten-
diendo a criterios de conservación y sostenibilidad, lleva a 
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un diagnóstico, que permitirá realizar previsiones en base 
a diferentes escenarios de actuación. Esta fase del proce-
so facilita la búsqueda de las alternativas más adecuadas. 
En un sistema marino saludable que no ha sido afectado, 
se puede esperar que el área afectada se recupere de for-
ma natural y vuelva a su estado anterior a la perturbación 
como un proceso normal de sucesión (o restauración pa-
siva). En tal caso, la restauración activa puede tener bene-
ficios bastante limitados. Sin embargo, si la degradación 
es lo suficientemente severa o espacialmente extensa, 
el “abandono” puede llevar a un deterioro mayor o a un 
estado diferente. En tal caso, si se desea que el sistema 
se recupere a un estado deseable, probablemente será 
necesaria la restauración activa en combinación con ac-
ciones de gestión para reducir el estrés antropogénico. 
Una parte importante de la implementación de las ac-
ciones de restauración, es el seguimiento y la evaluación, 
lo que permite que sea un proceso dinámico sometido 
a una continua revisión. La implementación es la herra-
mienta a través del cual el Plan de Gestión se hace rea-
lidad. Es el proceso de toma de decisiones en busca del 
cumplimiento de los objetives del Plan, en el cual están 
implicados todas las estructuras administrativas, finan-
cieras y sociales relevantes, además de existir una activa 
participación pública. El plan debe ser adoptado y asu-
mido a un nivel de gobierno adecuado para asegurar su 
efectividad, además de presentar una cobertura legal. 
Las soluciones y políticas que emanen del Plan deben im-
plementarse de manera coordinada entre todas las admi-
nistraciones y sectores implicados.
Una parte importante de la implementación es el se-
guimiento y la evaluación, lo que permite que sea un pro-
ceso dinámico sometido a una continua revisión y ajuste. 
El seguimiento del progreso en el cumplimiento de las 
metas y objetivos debe realizarse en intervalos regulares 
de tiempo durante varios años.
5.7.4.2 Limitaciones de la restauración ecológica 
en el medio marino
Restauración de praderas de fanerógamas marinas
La colonización natural de la mayoría de las faneróga-
mas marinas es un proceso lento que varía en tasas de 
crecimiento que van desde 2 m/año en Cymodocea nodo-
sa  (Duarte y Sand-Jensen 1990) a los 2 cm/año en Posi-
donia oceanica (Meinesz y Lefèvre, 1984), lo que genera 
numerosas iniciativas orientadas a acelerar el proceso de 
recuperación mediante la introducción de plantas vege-
tativas o semillas en zonas ocupadas previamente por 
praderas. El objetivo de estas iniciativas es restaurar los 
beneficios ambientales que las praderas proporcionan a 
los ecosistemas marinos y costeros (Christensen et al., 
2004). Existen numerosos ejemplos de restauración de 
praderas de fanerógamas marinas por todo el mundo, es-
pecialmente en EE.UU. y Australia. 
La restauración de praderas de fanerógamas marinas 
puede ser una estrategia viable con el fin de ayudar a la 
recuperación después de una perturbación, aunque es 
costosa y su viabilidad es variable (Short et al., 2001; Orth 
et al., 2006). La restauración puede variar desde acciones 
dirigidas a una mejora en las condiciones ambientales 
(por ejemplo, la calidad del agua), para favorecer la re-
generación natural, hasta actuaciones más directas, que 
impliquen la siembra o el trasplante de plántulas o esque-
jes procedentes de praderas donantes. Sin embargo, sólo 
el 30% de los programas de trasplante y de restauración 
llevados a cabo en todo el mundo han tenido éxito (Fon-
seca et al., 1998). Por lo tanto, todos los programas de 
restauración deben ir precedidas de un análisis exhausti-
vo sobre su viabilidad y probabilidad de éxito.
Christensen et al., (2004) propusieron unos criterios 
básicos en relación al trasplante de fanerógamas en el 
medio marino, teniendo en cuenta el coste antes, duran-
te y después del transplante, el efecto en la selección de 
praderas donantes y receptoras, la selección del sitio de 
la actuación, el procedimiento y método del trasplante y, 
por último, el seguimiento de las tasas de éxito.
- Es importante realizar los trasplantes en áreas 
donde las condiciones ambientales sean similares 
a la zona de origen, lo que aumentará sus posibili-
dades de supervivencia. 
- La zona receptora debe ser un área donde previa-
mente existiese la especie a trasplantar. 
- Es importante asegurar que las condiciones am-
bientales actuales de la zona receptora cumplan 
los requisitos mínimos para el adecuado creci-
miento y supervivencia de la especie. 
- Entre los factores a considerar a la hora de defi-
nir las condiciones ambientales, se encuentran la 
luz, la turbidez del agua, los niveles de nutrien-
tes, la velocidad de sedimentación, la naturaleza, 
tipo y calidad del sedimento (contenido de arena 
y materia orgánica, sulfuro y condiciones de oxí-
geno), la estabilidad de los sedimentos (erosión 
o sedimentación), la intensidad de la corriente, la 
exposición al oleaje, la profundidad del agua, la 
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temperatura y la salinidad, y la posible presión de 
herbívoros. 
- Si las condiciones ambientales son las adecuadas, 
se debe comprobar la viabilidad del trasplante 
mediante plantaciones piloto o experimentales, 
antes de llevar a cabo un proyecto de restauración 
de gran envergadura.
Es importante identificar el sitio idóneo para la restau-
ración (Short et al., 2001, Short y Burdick, 2005, para los 
modelos cuantitativos de selección de sitios). También 
asegurarse de que la recogida del material para la plan-
tación (esquejes, rizomas  o semillas), debe realizarse 
procurando minimizar el daño de las praderas donantes. 
El trasplante es un trabajo intensivo, que requiere la reco-
lección minuciosa de los elementos a trasplantar segui-
dos por un proceso de transferencia manual por bucea-
dores experimentados, lo que limita su aplicabilidad en 
grandes superficies. Una vez se ha producido el trasplan-
te, los sitios deben ser monitorizados para determinar las 
tasas de supervivencia, densidad de brotes y la cobertura 
de área de los mismos (Fonseca et al., 1998). Sin embargo 
no todas las fanerógamas marinas presentan el mismo 
potencial para responder al transplante:
a) Zostera marina (L.)
 Es la fanerógama marina con la que se han realizado 
un mayor número de proyectos de trasplante vegeta-
tivo. Las primeras experiencias se remontan a princi-
pios de los años 40 del siglo XX. Desde entonces, se 
han desarrollado diversas técnicas y metodologías 
de trasplante de rizomas, especialmente en EEUU. 
Las tasas de supervivencia después del primer año de 
los trasplantes superan el 42%, aunque pueden variar 
considerablemente según la metodología utilizada. 
Por otra parte, se han propuesto diferentes técnicas 
de plantación de semillas. Sin embargo, el número de 
plántulas resultantes de estas experiencias, a diferen-
cia del éxito observado con los rizomas, es muy baja, 
ya que un porcentaje muy alto de semillas no llegan 
a germinar o son consumidas por depredadores. Las 
repoblaciones utilizando semillas de Zostera marina 
no ha tenido mucho éxito. En experiencias llevadas a 
cabo en los EE.UU., se comprobó que menos de 10% 
de las semillas germinaban. Las semillas de las faneró-
gamas marinas están muy expuestas a la depredación 
y la supervivencia de la planta puede ser muy baja. 
Los principales desafíos de estas intervenciones son 
el bajo porcentaje de germinación y el limitado éxito 
de viabilidad de la plántula. 
b) Zostera noltii Hornem.
 La experiencia en el trasplante de Zostera noltii es 
muy escasa, en comparación con Zostera marina. El 
trasplante vegetativo de esta fanerógama se puede 
lograr con relativa facilidad durante la marea baja, y 
Zostera noltii se ha trasplantado con éxito en las maris-
mas del sudeste de Inglaterra y en el Mar de Wadden 
alemán y holandés. Pero factores como el hidrodina-
mismo pueden afectar a su viabilidad. Se han llevado 
a cabo experimentos de laboratorio que demuestran 
que las semillas de Zostera noltii tienen una alta tasa 
de germinación potencial. Sin embargo, menos del 
3% de las plantas germinadas sobrevivieron siete días 
después de la germinación en laboratorio. Por lo tan-
to, es necesario profundizar el conocimiento sobre la 
biología de esta especie, antes de estandarizar el uso 
de plantas procedentes de cultivo de Zostera noltii en 
experiencias de trasplante.
c) Posidonia oceanica (L.) Delile
 Fanerógama marina endémica del Mediterráneo, ge-
nera extensas praderas, con una antigüedad que pue-
de llegar a los miles de años. Se encuentra entre los 
0,5 y 40 m de profundidad en zonas con aguas muy 
claras. Debido a que posee una tasa de crecimiento de 
rizoma extremadamente lenta (1-6 cm / año), la recu-
peración natural de la pradera se produce a una escala 
de tiempo de siglos. Este hecho, por sí solo, motivaría 
la aceleración artificial de recuperación a través del 
trasplante. Sin embargo, para que se pueda llevar a 
cabo un proyecto de trasplante, se necesitarían miles 
de plantas, y las bajas tasas de crecimiento de las plan-
tas, por tanto, generarían un problema añadido en la 
pradera donante. 
 No se conocen las posibles consecuencias de mez-
clar plantas del Mediterráneo oriental y occidental, 
ya que presentan diferencias genéticas y posible-
mente anatómicas y fisiológicas. Al seleccionar pra-
deras donantes potenciales, habría que tener en 
cuenta factores como la salud ambiental, la diversi-
dad genética y características ambientales como la 
profundidad de la pradera donante en relación a la 
receptora. Las plantas procedentes de poca profun-
didad, llevadas a zonas receptoras más profundas, 
tienen un éxito de supervivencia muy bajo, mientras 
que las plantas de aguas relativamente profundas 
tienen una mayor probabilidad de supervivencia en 
aguas poco profundas.
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 Las tasas de supervivencia de trasplantes y plántu-
las de P. oceanica son más altas en los arrecifes de 
mata muerta, es decir estructuras formadas por el 
crecimiento de la pradera de P. oceanica lo largo de 
milenios. Esos arrecifes consisten en una estructura 
de rizomas muertos y sedimentos que persisten años 
después de la desaparición de la pradera. Los tras-
plantes no sobreviven por mucho tiempo en fondo 
de guijarros o grava, pero se fijan mejor en zonas con 
rocas cubiertas de epifitos, si las corrientes y el oleaje 
no son muy intensos.
 En cuanto al trasplante de semillas de P. oceanica, esta 
fanerógama no florece todos los años y las semillas no 
presentan estado de latencia, lo que significa que no 
existe un banco de semillas en las praderas. Sin em-
bargo, algunas praderas se reproducen sexualmente 
con más frecuencia que otras (en promedio cada dos 
años). Las semillas germinan muy bien en tanques 
que contienen agua de mar (70 a 80% de éxito de la 
germinación), en los que pueden sobrevivir y crecer 
en condiciones adecuadas y por lo tanto compensar 
un vivero de plantas para trasplante posterior. Estu-
dios experimentales han demostrado que rizomas de 
P. oceanica trasplantados en “mata muerta” tienen al-
tas tasas de supervivencia (70%) después de tres años 
de la experiencia. Sin embargo, las plantas proceden-
tes de cultivo de semillas parecen ser menos viables a 
la hora de desarrollar brotes, en comparación con los 
fragmentos vegetativos trasplantados.
d) Cymodocea nodosa Asch.
 La experiencias en trasplante de C. nodosa son esca-
sas (restauración en Punta Entinas, en Almería, o tras-
plantes experimentales de sebadales en Canarias). 
Algunos experimentos han demostrado que esta fa-
nerógama puede ser trasplantada con cierto éxito y 
que el rendimiento de las praderas trasplantadas des-
pués de sólo dos temporadas fue similar al registrado 
en una pradera natural.
Consideraciones generales sobre los trasplantes de 
fanerógamas marinas
El trasplante de fanerógamas marinas es una activi-
dad laboriosa y cara. Los costes del proceso de trasplante 
varían en función de la especie, el área o la metodología 
de trasplante. Por otra parte, dichos costes pueden in-
crementarse considerablemente en función de factores 
como la necesidad de realizar los muestreos mediante 
buceadores, la existencia de sedimento blando, baja vi-
sibilidad, alta perturbación o pérdida real de material 
trasplantado (por ejemplo, debido a la bioturbación, el hi-
drodinamismo,  etc.). Además, las tasas de supervivencia, 
tanto de los trasplantes vegetativos como de la “siem-
bra” de semillas, son bastante bajas y la recolecta de 
esquejes y semillas pueden afectar negativamente a las 
praderas donantes. La recolección de semillas de una po-
blación también puede ser crítica, ya que el reclutamiento 
natural de plántulas puede ser necesario para asegurar la 
vitalidad de la pradera a largo plazo. 
Es necesario destacar que el tiempo de recuperación 
de la fanerógama P. oceanica tras una perturbación puede 
ocupar varios siglos, lo que implica que, si la frecuencia de 
las perturbaciones es menor que un siglo, la pradera mos-
trará una disminución general permanente. Por lo tanto, 
cualquier pérdida a gran escala de pradera de P. oceanica 
debe ser considerada virtualmente irreversible a las esca-
las de tiempo comunes en la gestión.
Arrecifes artificiales 
Los arrecifes artificiales son estructuras sumergidas 
construidas o colocadas deliberadamente en el lecho del 
mar, a fin de imitar algunas de las funciones de los arreci-
fes naturales, como proteger, regenerar, concentrar e in-
crementar las poblaciones de los recursos marinos vivos. 
Entre los objetivos de los arrecifes artificiales, también 
cabe mencionar la protección, restauración y regenera-
ción de los hábitats acuáticos, el fomento de la investi-
gación, las oportunidades de recreo y el uso de la zona 
con fines educativos. El término no incluye la colocación 
deliberada en el lecho del mar de estructuras sumergidas 
para que desempeñen funciones que no estén relaciona-
das con las de un arrecife natural, incluso si, casualmente, 
pueden imitar algunas de las funciones de los arrecifes 
naturales.
El uso de arrecifes artificiales es habitual, desde un en-
foque de restauración física del ecosistema. Los arrecifes 
pueden variar en diseño, materiales, o incluso objetivos 
de uso. Los arrecifes artificiales varían desde bloques de 
piedra caliza hasta módulos de hormigón, o estructuras 
de cerámica, pasando por pecios hundidos a tal efecto. 
El uso de estas estructuras en los proyectos de restaura-
ción debe ser estudiado cuidadosamente. Existe el ries-
go de que la introducción de sustratos artificiales en el 
medio marino se convierta en una actividad que anule el 
objetivo primordial de restauración ecológica de los eco-
sistemas naturales. Un ejemplo es el uso de arrecifes ar-
tificiales como dispositivos de agregación de peces para 
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crear “arrecifes de pesca”, como sustituto de la ausencia 
de propuestas de gestión eficientes para solventar el pro-
blema de la sobrepesca. 
En cuanto a la funcionalidad de los arrecifes artificia-
les, la introducción de estructuras artificiales en el medio 
marino provoca (Palomares y Thia, 2009): 
i. un aumento inmediato de la complejidad topográ-
fica
ii. un sustrato estable para el asentamiento de larvas 
de invertebrados bentónicos
iii. estructuras rígidas que actúan como elementos di-
suasorios obstaculizando el uso de artes de pesca 
con redes (incluida la pesca de arrastre y la pesca 
con redes de cerco)
iv. sitios alternativos de buceo en zonas donde la pre-
sión de esta actividad es alta sobre los arrecifes 
naturales
v. efecto de atracción de peces
En los casos en los que los arrecifes artificiales se em-
pleen para la restauración de hábitats marinos concretos, 
es muy importante que se usen, en la medida de lo po-
sible, materiales naturales similares a los originales. Ade-
más, dichas iniciativas deben examinarse detenidamente, 
en particular cuando se trata de hábitats complejos y sen-
sibles. 
Los arrecifes de protección con elementos de disua-
sión también han sido utilizados para reducir o eliminar 
las presiones que sufren algunos ecosistemas, como las 
actividades pesqueras ilegales, con el fin de ofrecerles la 
oportunidad de recuperarse de manera natural. Uno de 
los ejemplos más extendidos en nuestro litoral es la ins-
talación de arrecifes artificiales disuasorios para la pesca 
de arrastre. Su instalación en el Mediterráneo occidental 
han evitado el deterioro irreversible de las praderas de  P. 
oceanica.
Existen algunas proyectos para evaluar su uso como 
“biofiltros intensivos”, relacionados con las plantas de 
acuicultura en mar abierto, es decir, haciendo uso de la 
capacidad de filtración y retirada de nutrientes, debido a 
la comunidad de “fouling” que se desarrolla en ellos. En 
otros casos, se han utilizado para diversos fines relacio-
nados con el uso de los recursos marinos vivos. Por ejem-
plo, para concentrarlos en determinadas zonas, para au-
mentar la productividad biológica, para producir especies 
seleccionadas y como protección contra las actividades 
pesqueras ilegales. 
Los arrecifes artificiales pueden tener diversos efec-
tos. Pueden provocar congregación de especies que pue-
de facilitar su captura y facilitar la sobreexplotación. El 
uso de embarcaciones o pecios como arrecifes artificiales 
puede ser peligroso para los buceadores menos experi-
mentados. Estos barcos deben estar limpios de residuos 
contaminantes. 
La función originaria de los arrecifes artificiales ha 
sido aumentar la captura artesanal de peces y otros or-
ganismos para el consumo local. Actualmente, estos há-
bitats se han convertido en una útil herramienta para el 
manejo medioambiental que además puede servir para 
mitigar el impacto generado por el crecimiento de las 
pesquerías sobre los ecosistemas naturales. No obstan-
te, aún no se sabe con certeza si estos hábitats artificiales 
actúan como entes productivos o simplemente son atra-
yentes de organismos de lugares próximos, propiciando 
así la redistribución de las poblaciones, haciéndolas más 
susceptibles aún a la mortalidad por pesca o por causas 
naturales (Bayle-Sempere et al., 2011, Rosales et al., 2010).
Algunas condiciones que deben cumplir los arrecifes 
son: 
i. deben mostrar una durabilidad de, al menos, 40 
años, 
ii. deben estar libres de sustancias tóxicas, 
iii. deben mostrar una buena relación coste/efectivi-
dad por bloque, 
iv. deben ser móviles, en caso de ser necesario, y fi-
nalmente, 
v. deben mostrar suficiente resistencia para oponer-
se a un arrastrero con un motor de 800 HP. 
Los bloques cúbicos parecen ser más efectivos en re-
lación con las dos últimas propiedades que otras formas 
alternativas.
Regeneración de playas
Con creciente frecuencia se ha aludido a la regene-
ración de playas mediante el dragado y la deposición 
de arena como técnica de restauración de ecosistemas 
costeros. De hecho, ésta es una de las principales accio-
nes recogidas por el Programa de Adaptación al Cambio 
Climático PIMA, lanzado por el MAPAMA. Por poner un 
ejemplo, entre 1983 y 2002, en la Comunidad Valencia-
na se realizaron 287 actuaciones, consumiendo un pre-
supuesto de 170 M€ de fondos públicos (Obiol, 2003). 
Desde el punto de vista de los ecosistemas marinos, la 
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extracción de arena supone la destrucción de un ecosiste-
ma, el fondo marino o playas adyacentes, por lo que está 
claramente en contra del concepto de restauración eco-
lógica promulgado por la Sociedad Internacional de Res-
tauración Ecológica (SER, 2004), tal como se recoge en el 
marco conceptual de esta Estrategia. Por otra parte, las 
operaciones de succión, movilizan sedimentos y nutrien-
tes, contribuyendo a aumentar la turbidez y la eutrofia en 
zonas colindantes. La comunidad intersticial de mesomp-
samon, se caracteriza por tener una alta productividad y 
jugar un papel importante en el reciclado de nutrientes. 
Procedimientos habituales como el “arado” de las 
playas, provocan una simplificación de la comunidad y 
pérdida de biodiversidad, disminuyendo su eficiencia en 
el procesado de materia orgánica. Lo que provoca que 
las playas “urbanizadas” se encuentren en peor estado 
de salubridad que las “naturalizadas” (Rizzo et al., 2001) 
Finalmente, la alteración de la línea de costa es, con fre-
cuencia, mayormente el resultado de alteraciones antró-
picas de las corrientes marinas, la carga y los flujos de 
sedimentos, y la dinámica de erosión-sedimentación. Por 
ello, al no incidir sobre las causas de la degradación, con 
frecuencia la mal llamada regeneración de playas supone 
un ejercicio fútil, más destinado a priorizar a corto plazo 
un servicio ecosistémico concreto (con un rendimiento 
económico muy sustancial), que a desarrollar una política 
de gestión de costas sostenible, ecológicamente sensata 
y económicamente eficiente. 
Por otra parte, en los últimos años existe una concien-
cian de las Administraciones sobre las consecuencias de 
eliminar los arribazones de P. oceanica. Además de cons-
tituir un hábitat de interés del convenio de Barcelona, la 
presencia de arribazones amortigua el impacto de las olas 
sobre la orilla, evitando la pérdida de arena y  la regresión 
de la línea de costa. Los arribazones son el hábitat y fuen-
te de alimentación de multitud de organismos que a su 
vez alimentan especies de gran interés como el Chorlitejo 
patinegro L. La puesta en valor de este ecosistema singu-
lar de las playas mediterráneas es esencial para facilitar 
la recuperación y restauración ambiental de las mismas.
5.7.4.3 Oportunidades que ofrece la restauración 
de áreas marinas
La instalación de arrecifes artificiales en áreas degrada-
das puede tener como finalidad la recuperación de am-
bientes rocosos e ictiofauna. Estos sistemas son atrac-
tivos para los buceadores deportivos, sobre todo los 
pecios, muy utilizados en algunos países. Estos arrecifes 
cumplen varias funciones: turísticas, recreativas, ambien-
tales y científicas. Además de diversificar los puntos de 
buceo, están sirviendo en las proximidades de las AMPs 
para descargar la presión de visitantes en localidades más 
naturalizadas, evitando de esta forma una pérdida del es-
tado de conservación. 
Las praderas de fanerógamas restauradas (de Cymo-
docea sp. y Zostera sp., principalmente), recuperan la 
zona de cría, incrementan la diversidad, protegen las pla-
yas de la erosión, disminuyen la turbidez y amortiguan el 
hidrodinamismo.
La instalación de biofiltros puede considerarse como 
un método paliativo para disminuir el impacto generado 
por los aportes orgánicos producidos por emisarios y 
plantas de acuicultura. Ejemplos de restauración de áreas 
marinas se pueden encontrar en el Anexo V.
5.7.4.4 Recomendaciones para la restauración 
ecológica de áreas marinas
1. La restauración de las Áreas marinas afectadas por las 
presiones antrópicas debe ajustarse a los principios 
de la restauración ecológica recogidos en el Marco 
Conceptual de esta Estrategia. Los pliegos de pres-
cripciones técnicas deben recoger estos principios.
2. De acuerdo con la Ley 21/2013 de Evaluación Ambien-
tal, la Administración competente debe contemplar 
los plazos y asignar los recursos necesarios para que 
las obras de restauración incluyan un diagnóstico de-
tallado que preste atención a la hidrodinámica y la 
geomorfología costera, a las limitaciones ambienta-
les y a las limitaciones asociadas a las características 
bióticas del entorno para proponer un programa de 
restauración. Este diagnóstico debe servir para zoni-
ficar el área afectada por la perturbación y las zonas 
adyacentes, e identificar acciones de restauración es-
pecíficas para cada zona.
3. Se debe considerar la restauración no como un even-
to aislado, sino como un proceso continuo sobre una 
escala temporal de años en la que probablemente se 
necesitará un manejo adaptativo.
4. Dada la complejidad de la restauración de áreas ma-
rinas, las obras de restauración deben contar con la 
colaboración de expertos de diferentes disciplinas, 
incluyendo profesionales en procesos ecológicos y 




5. En base al diagnóstico y a las visiones de los diferentes 
grupos de interés, se definirán los objetivos del pro-
yecto de restauración. Estos objetivos deben estar 
presentes a lo largo de todas las fases ejecución del 
proyecto, incluyendo las de evaluación y seguimiento, 
con el fin de que el grado de éxito de la intervención 
pueda ser cuantificado de manera objetiva. 
6. Con demasiada frecuencia la restauración de medios 
marinos emplea técnicas escasamente contrastadas, 
con impacto negativo más allá de la zona restaurada. 
Estas intervenciones suponen un despilfarro de recur-
sos y generan desmotivación. Es necesario realizar un 
análisis pormenorizado de la eficacia de las técnicas 
de restauración y de su adecuación a las condiciones 
particulares de la zona degrada y de su entorno, antes 
de adoptarlas. La especificidad del medio marino pro-
porciona excelentes condiciones para el desarrollo de 
ecotecnología novedosa.
7. Debe valorarse como primera opción la restauración 
pasiva, es decir, evaluar si la eliminación de la presión 
que provoca el impacto da como resultado una recu-
peración natural. Los proyectos deben evaluar si la 
restauración es factible desde una perspectiva ecoló-
gica, técnica, económica y social, y si existe riesgo de 
efectos secundarios dañinos. 
8. Previo a la acometida a gran escala de cualquier pro-
ceso de restauración en el medio marino en un área 
concreta, debe realizarse un estudio piloto para com-
probar la eficacia de la actuación a pequeña escala.
9. Los plazos para la planificación, la ejecución y el se-
guimiento de los proyectos de restauración deben 
armonizar las necesidades ecológicas y socio-econó-
micas.
10. Es necesario llevar a cabo estudios de coste/beneficio 
de las acciones de restauración en medios marinos 
que permitan priorizar acciones eficientes. En particu-
lar, en el marco del cambio climático, es importante 
promover actuaciones encaminadas a conservar y po-
tenciar la capacidad de absorción de CO2 en praderas 
de fanerógamas marinas, especialmente en praderas 
de Posidonia oceanica.
11. Las medidas correctoras asociadas a las actividades 
antrópicas y a reducir los efectos negativos de éstas 
sobre el medio marino deben diseñarse a escala de 
paisaje. El diseño, ejecución y seguimiento de estas 
medidas también debe llevarse a cabo en base a un 
diagnóstico específico del entorno. Esto es particu-
larmente importante de cara a eliminar o atenuar los 
factores de degradación: este debería ser un pre-re-
quisito de cualquier proyecto de restauración.
12. La actividades de I+D son imprescindibles para com-
prender el funcionamiento de los ecosistemas mari-
nos y diseñar acciones de restauración consecuentes 
y rigurosas. Es necesario contar con líneas de finan-
ciación estables que apoyen este tipo de proyectos, 
y disponer de herramientas flexibles de colaboración 
entre los diferentes sectores y los centros de I+D. 
13. Es necesario promover el intercambio de informa-
ción y conocimiento entre los diferentes sectores 
implicados en la restauración de medios marinos: 
sector privado, Administraciones y centros de inves-
tigación. Para ello, se deben promover herramientas 
de transferencia como cursos, seminarios, proyectos 
de demostración, informes técnicos, manuales, reco-
pilaciones de buenas prácticas, estándares para la cer-
tificación de obras de restauración marina, catálogos 
de proyectos, etc. Una comisión intersectorial creada 
a tal efecto, facilitaría la identificación de lagunas de 
conocimiento, el desarrollo de estas herramientas, la 
difusión de los conocimientos y, en suma, contribuiría 
a aumentar la eficiencia de las acciones y la calidad de 
las mismas.
5.8 La valoración económica de servicios 
ecosistémicos 
La valoración económica de los servicios de los ecosiste-
mas en España ha proliferado en las últimas dos décadas 
con diversas publicaciones y estudios. En nuestro país los 
esfuerzos de valoración de servicios ecosistémicos se han 
aplicado fundamentalmente en espacios naturales prote-
gidos y ecosistemas y servicios específicos.
A nivel nacional se han realizado varios estudios de 
valoración de los servicios ecosistémicos. El primero de 
ellos fue el estudio de “Valoración de los Activos Natu-
rales de España” (VANE) desarrollado por el MARM y el 
Grupo Tragsa con el objetivo de valorar los activos natu-
rales de un territorio que componen el capital natural y 
establecer los modelos físicos para valorarlos. Por otro 
lado, el Tercer Inventario Forestal también realiza una va-
loración económica de las masas forestales, estimando el 
valor económico total de la superficie forestal de España 
en 202.804,1 M €.
268
Bases científico-técnicas para la Estrategia estatal de infraestructura verde y de la conectividad y restauración ecológicas
Posteriormente se ha llevado a cabo el estudio de “Va-
loración económica de los Servicios de los Ecosistemas 
Suministrados por los Ecosistemas de España” (EMEC) 
enmarcado conceptual y metodológicamente  en el pro-
yecto “La Economía de los Ecosistemas y la Biodiversi-
dad” (TEEB en sus siglas en inglés). Inspirado en ideas de 
la Evaluación de Ecosistemas del Milenio, esta iniciativa 
tiene como objetivo dar a conocer el valor económico de 
los servicios de los ecosistemas y proporcionar las herra-
mientas metodológicas necesarias para contabilizar co-
rrectamente este valor.
La valoración económica de los servicios ambientales 
y su consideración en la toma de decisiones contribuye a 
un diseño de políticas socioeconómicas y ambientales que 
contribuyen a un mayor bienestar, con una mayor produc-
ción de externalidades positivas y una reducción de las 
externalidades negativas. Sin embargo, para que la valo-
ración económica sea objetiva, precisa y útil es necesario 
que se produzcan avances en la valoración de los servicios 
ecosistémicos, en su integración en las cuentas nacionales 
y en la toma de decisiones políticas y económicas. Por ello, 
la traducción de la Estrategia estatal a términos económi-




La Estrategia estatal de IVCRE asume los ob-
jetivos definidos para la infraestructura verde 
en Europa:
- Mejorar, conservar y restaurar la biodi-
versidad, incrementando la conectivi-
dad espacial y funcional entre las áreas naturales 
y semi-naturales, mejorando la permeabilidad del 
paisaje y mitigando la fragmentación.
- Mantener, fortalecer y, donde sea posible, restau-
rar el funcionamiento de los ecosistemas con el fin 
de garantizar el aporte de múltiples servicios eco-
sistémicos y servicios culturales.
- Reconocer el valor económico de los servicios eco-
sistémicos y aumentar su valor mediante el forta-
lecimiento de su funcionalidad.
- Mejorar el vínculo social y cultural con la naturale-
za y la biodiversidad, reconociendo y aumentando 
el valor económico de los servicios ecosistémicos y 
creando incentivos para que las partes interesadas 
y la sociedad se involucren en su mantenimiento y 
mejora.
- Minimizar la expansión urbana y sus efectos nega-
tivos sobre la biodiversidad, los servicios ecosisté-
micos y las condiciones de calidad de vida.
- A fin de mitigar y adaptarse al cambio climático, 
aumentar la resiliencia y reducir la vulnerabilidad 
frente a riesgos naturales: inundaciones, escasez 
de agua y sequías, erosión costera, incendios fo-
restales, deslizamientos de tierra y avalanchas, en-
tre otros.
- Favorecer un mejor uso del territorio en Europa.
- Contribuir a una vida saludable y unos lugares me-
jores para vivir, el aprovisionamiento de espacios 
abiertos y oportunidades de esparcimiento, el 
aumento de las conexiones entre el medio rural 
y urbano, el desarrollo de sistemas sostenibles de 
transporte, y el fortalecimiento del sentimiento de 
pertenencia a la comunidad.
Igualmente, se propone un objetivo general y cuatro 
objetivos específicos que sirvan de base para la implemen-
tación de la infraestructura verde en el estado español.
Objetivo general
Implantar y desarrollar una infraestructura verde (IV) 
para el territorio español a través de la definición de unos 
objetivos específicos y un conjunto de direc-
trices que, apoyadas en un diagnóstico gene-
ral de la realidad territorial y medioambien-
tal, impulsen su establecimiento y sirvan de 
referencia para la elaboración de las corres-
pondientes estrategias autonómicas de infraestructura 
verde. Para alcanzar este objetivo, la Estrategia establece 
criterios comunes para la identificación, conservación y 
restauración de la infraestructura verde en todas las Co-
munidades Autónomas.  
Objetivos específicos
Objetivo específico 1. Aplicar herramientas de planifi-
cación y gestión territorial diseñadas desde un plantea-
miento que vincule lógicamente las actuaciones con los 
resultados esperados de conservación de la biodiversi-
dad, de restauración de la conectividad y la funcionalidad 
de los ecosistemas, y del mantenimiento de los servicios 
ecosistémicos. Esta planificación y gestión se apoyará en 
la evaluación sistemática de los resultados como fuente 
de información para la mejora continua. La aplicación 
de estas herramientas debe contribuir a la mitigación de 
los efectos y presiones que los actuales modelos de de-
sarrollo generan sobre el medio ambiente así como a la 
adaptación ante cambios globales y difícilmente eludibles 
como el cambio climático.
Objetivo específico 2. Maximizar la integración trans-
versal de los conceptos, objetivos y planteamientos de la 
infraestructura verde en los distintos niveles de la plani-
ficación territorial. La integración se alcanzará mediante 
la actuación de equipos humanos transdisciplinares ade-
cuadamente formados y capacitados, el establecimiento 
de protocolos de priorización, la implementación de pro-
cedimientos adecuados de información y participación 
pública, y el impulso y reconocimiento de las contribucio-
nes propuestas o apoyadas  por la sociedad civil.
Objetivo específico 3. Identificar las formas en que 
debe fortalecerse la coordinación efectiva entre las distin-
tas administraciones públicas y sus respectivos órganos 
con el fin de implantar con éxito la infraestructura verde.
Objetivo específico 4. Promover la mejora del cono-
cimiento, la investigación y la transferencia en el marco 
de los objetivos de la infraestructura verde, así como la 
difusión de información a todos los niveles de la sociedad, 
con el fin de conseguir una adecuada sensibilización acer-








La Estrategia estatal IVCRE posee una serie 
de objetivos de desarrollo propios en relación 
con sus directrices específicas para la identifi-
cación y conservación de los elementos del territorio que 
componen la infraestructura verde del territorio español 
que asegure la conectividad ecológica y la funcionalidad 
de los ecosistemas, la mitigación y adaptación a los efec-
tos del cambio climático, la desfragmentación de áreas 
estratégicas para la conectividad y la restauración de eco-
sistemas degradados. En este contexto, surge la necesi-
dad de evaluar el cumplimiento de las directrices relacio-
nadas con tales objetivos, así como sus posibles efectos, 
con el fin de medir y establecer una serie de comparacio-
nes en diferentes fases de desarrollo de la Estrategia IV-
CRE. El objetivo principal de este capítulo es la propuesta 
de un sistema de seguimiento para proporcionar informa-
ción relevante, a los responsables de la Estrategia Estatal, 
sobre su grado de desarrollo y resultados que permita 
orientar su toma de decisiones, acciones y optimización 
de recursos en fases posteriores, así como para satisfacer 
las posibles demandas de información pública. La infor-
mación relevante que debe proporcionar el programa de 
seguimiento de la Estrategia estatal IVCRE se refiere a los 
siguientes aspectos principales:
1. Evaluar el cumplimiento de las obligaciones derivadas 
de la Estrategia IVCRE
2. Conocer las tendencias evolutivas de la infraestruc-
tura verde, conectividad y restauración ecológica así 
como de acciones clave relacionadas con los objetivos 
de la Estrategia Estatal
El seguimiento además forma parte esencial del mar-
co básico de la política medioambiental europea, tanto 
por lo que se refiere al estado del medio ambiente como 
al nivel de aplicación de la legislación (Ohliger, 2015). Por 
otro lado, es oportuno mencionar que la información ge-
nerada por el programa de seguimiento de la Estrategia 
puede ser considerada como información ambiental. Por 
tanto, la información que genera así como determinados 
datos brutos podrían satisfacer la demanda de informa-
ción pública al amparo de las normas por las que se regu-
lan los derechos de acceso a la información, de participa-
ción pública y de acceso a la justicia en materia de medio 
ambiente (Ley 27/2006), tanto para el público en general 
como el especializado, por lo que a lo largo 
de este capítulo se hace particular hincapié en 
la conveniencia de emplear plataformas y he-
rramientas públicas y de libre acceso para la 
comunicación de resultados del programa de 
seguimiento, cartografías, informes, inventarios, even-
tos, materiales didácticos, campañas de concienciación, 
etc. relacionados con la infraestructura verde.
7.2 Marco conceptual
Aunque la Estrategia incluye un capítulo específico sobre 
el marco legislativo general, por su relación con este ca-
pítulo, resulta apropiado hacer mención al desarrollo nor-
mativo en materia de evaluación ambiental (Ley 21/2013) 
que ha sucedido con posterioridad a la aprobación del 
Plan Estratégico del Patrimonio Natural y la Biodiversidad 
2011-2017. Además, existen diversas guías ampliamente 
conocidas y metodologías relacionadas con el estable-
cimiento de métodos de seguimiento y sistemas de in-
dicadores ambientales (Ministerio de Medio Ambiente, 
2000), instrucciones y recomendaciones para la redac-
ción de proyectos de organismos públicos con inciden-
cia sobre los aspectos fundamentales de esta Estrategia 
(ADIF, 2011), publicaciones orientadas a la restauración 
ecológica de infraestructuras de transporte (Valladares et 
al., 2011; Generalitat de Catalunya, 2012), al seguimiento y 
vigilancia de medidas correctoras de impacto ambiental 
(Ministerio de Fomento, 1999; MARM, 2008), al segui-
miento en el ámbito de la gestión de espacios naturales 
protegidos (Europarc-España, 2005), o referentes a los 
proyectos que puedan afectar a la Red Natura 2000 (Valls 
et al., 2014), etc. La revisión de estos documentos denota 
el frecuente uso dispar de una serie de conceptos sobre 
los que no se ha llegado a un consenso en su definición y 
que pueden tener muchas acepciones, salvo en el caso 
de los ya establecidos por alguna Ley (por ejemplo la Ley 
21/2013, de evaluación ambiental). Por todo ello, es reco-
mendable establecer el significado con el que se emplean 
algunos conceptos técnicos considerados en el programa 
de seguimiento de la Estrategia IVCRE.
Por otro lado, la forma de realizar un seguimiento que 
garantice el cumplimiento de las indicaciones y medidas 
previstas a nivel de planes y programas queda abierta en 
su definición en la Ley 21/2013, y no ha recibido la misma 
atención a nivel de la publicación de guías y metodologías 
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por organismos públicos que en el caso de los proyectos. 
Si bien los sistemas de indicadores ambientales están 
ampliamente aceptados como herramientas básicas en 
la elaboración de documentos técnicos, suministro de in-
formación ambiental y para el seguimiento y evaluación 
de determinadas actividades, proyectos e incluso algu-
nos planes y políticas pero resulta frecuente encontrar en 
todos ellos múltiples definiciones para el término indica-
dor (Aguirre, 2001). Por tanto, en este apartado se incluye 
la definición de los siguientes conceptos para que sirvan 
de referencia común a los distintos actores implicados en 
todas las fases de la Estrategia IVCRE, con independencia 
de los variados enfoques que confluyen en diversos ele-
mentos relacionados con esta Estrategia, desde los cua-
les se podrían atribuir distintas acepciones a los mismos 
términos en sus ámbitos particulares de aplicación.
 Programa de seguimiento: Es el documento en el que 
se define y articula el conjunto de indicadores necesa-
rios para el seguimiento de la Estrategia estatal IVCRE, 
su comunicación y los protocolos para su adquisición. 
 Indicador: variable o relación entre variables (índices) 
cuya medición ofrece información sobre la evolución 
del sistema en que está inmersa, y son sensibles a 
cambios y tendencias de origen natural o humano.
 Índice: medida o expresión numérica, de carácter adi-
mensional o no, sobre uno o varios atributos de un 
sistema.
 Descriptor: índice o parámetro al que no se le asocia 
un significado especial (Simón, 2013).
Una vez considerado el diagnóstico previo que cons-
tituyen los capítulos precedentes de esta Estrategia Es-
tatal, el contenido del plan de seguimiento constaría de:
- Identificación de los objetivos de seguimiento: 
Cada una de las ramas (infraestructura verde, co-
nectividad y restauración ecológicas) fundamen-
tales de la Estrategia IVCRE lleva asociado uno o 
más objetivos, es decir, el/los fines últimos que se 
esperan conseguir con la aplicación de esta Estra-
tegia.
- Metodología de seguimiento: Definición de un mo-
delo de funcionamiento, así como de un protocolo 
para ir adquiriendo de forma rutinaria la informa-
ción necesaria y la definición de relaciones y comu-
nicaciones entre actores implicados (Europarc-Es-
paña, 2005). En esta Estrategia, se considera que la 
información del seguimiento debe ser presentada 
por medio de informes técnicos en los que se re-
fleje el valor de los indicadores calculados y, en la 
medida de lo posible, la información relativa a las 
fuentes de datos oficiales, brutos o elaborados, ne-
cesarios para su obtención. Por tanto, el método 
se basa en la comunicación entre los organismos o 
instituciones responsables de facilitar dichos datos 
y las que ostentan la competencia de seguimiento 
(a nivel de la Estrategia Estatal esta competencia 
recae sobre el Ministerio de Agricultura, Alimenta-
ción y Medio Ambiente, a nivel de las Estrategias 
Autonómicas debería recaer sobre las Consejerías 
responsables del desarrollo de sus propias Estrate-
gias). De la misma manera, en el presente capítulo 
se establece un plazo recomendable para sus pos-
teriores revisiones y se ofrece orientación sobre la 
forma de presentación de algunas informaciones 
relacionadas con la Estrategia IVCRE.
- Identificación de los indicadores de seguimiento: 
En función de los objetivos de la Estrategia IVCRE 
y la metodología de seguimiento, se incluye una 
serie de tablas donde se propone el sistema de 
indicadores, concretados hasta donde resulta po-
sible en la actual fase de redacción de la Estrate-
gia, con el objeto de promover el consenso con las 
Comunidades Autónomas y su viabilidad de aplica-
ción en las fases posteriores de la misma, donde 
podrán ser modificados y/o concretados en pos de 
una mayor precisión en función de la disponibili-
dad de recursos técnicos y financieros:
a) Nombre del indicador
b) Objetivo 
c)  Significado
d) Competencia de seguimiento
e) Responsable de información
f) Herramientas formas de presentación/medición 
g) Cumplimiento / evolución (si procede)
h) Periodicidad del control
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7.3 Metodología de seguimiento
La aplicación del programa de seguimiento hará posible 
revisar de forma regular y sistemática el progreso ten-
dente a la consecución de los objetivos de la Estrategia, a 
la comunicación de los resultados a los agentes interesa-
dos y a satisfacer la demanda de información pública. De 
igual forma, la información que se derive de la implanta-
ción y desarrollo de la Estrategia estatal IVCRE contribuirá 
a la supervisión de los progresos de distintas políticas am-
bientales así como a la integración de las directrices de la 
Estrategia en las políticas sectoriales (Aguirre, 2001). Para 
todo ello, la metodología para realizar con éxito un plan 
de seguimiento debe, al menos, responder a las siguien-
tes cuestiones (Europarc-España, 2005): 
1. Por qué es necesario el seguimiento. Como se ha in-
dicado con anterioridad, en otros capítulos, ésta es 
la primera de las estrategias elaboradas a continua-
ción del Plan Estratégico del Patrimonio Natural y la 
Biodiversidad (2011-2017), aprobado mediante el Real 
Decreto 1274/2011 y que fue objeto de evaluación am-
biental estratégica, según lo previsto en la entonces 
vigente Ley 9/2006, sobre evaluación de los efectos 
de determinados planes y programas en el medio 
ambiente. En cumplimiento de dicha norma, el men-
cionado Plan incluye un programa de seguimiento, 
cuyo fin es realizar un seguimiento de los efectos en 
el medio ambiente de su aplicación o ejecución, así 
como evaluar los progresos realizados hacia el logro 
de cada uno de sus objetivos. De manera que el segui-
miento de la ejecución del Plan quedó integrado en el 
contexto del procedimiento de evaluación ambiental 
del mismo. Teniendo en cuenta aquellos objetivos, y la 
actualización de conceptos y contenidos contempla-
dos en la Ley 33/2015 por la que se redacta la presen-
te Estrategia (durante el período de vigencia del Plan 
Estratégico), se entiende que la Estrategia estatal IV-
CRE permite avanzar hacia la consecución de varios 
de los objetivos del mencionado Plan Estratégico del 
Patrimonio Natural y la Biodiversidad. Sin embargo, 
la Estrategia estatal IVCRE posee su propio objetivo 
general y varios objetivos específicos y, por tanto, sur-
ge la necesidad de una evaluación particular sobre el 
cumplimiento de las directrices relacionadas con tales 
objetivos y sus posibles efectos en las diferentes fases 
de su desarrollo.
2. Qué debe controlarse. Se considera que la aplicación 
del programa de seguimiento debe proporcionar in-
formación relevante para poder efectuar una evalua-
ción continua sobre el cumplimiento de las obliga-
ciones que se derivan de la Estrategia, así como para 
conocer las tendencias de sus efectos, tanto en el 
tiempo como en el espacio, sobre la infraestructura 
verde, conectividad y restauración ecológica en todo 
el territorio del estado español.
3. Cómo debe controlarse/medirse. Como herramientas 
de verificación se pretende impulsar la elaboración de 
informes técnicos y el empleo de registros de accio-
nes e intervenciones y/o sus resultados, que identifi-
quen: 1. Elementos de la infraestructura verde, 2. Su 
ubicación, delimitación y efectos sobre la biodiversi-
dad y la restauración de la conectividad, 3. Los instru-
mentos de gobierno, gestión, financiación con que 
están dotados y 4. El sistema de evaluación del flujo 
de bienes y los servicios ecosistémicos conservado o 
mejorado. Publicados en: a) en sistemas de informa-
ción con soporte cartográfico, por ejemplo gestiona-
dos mediante instrumentos colaborativos o con base 
en las actuales infraestructuras de datos espaciales 
de distintos organismos e instituciones del Estado y 
otras Administraciones, y b) en páginas web oficiales 
de organismos competentes con formatos accesibles 
tanto para el público en general como el especializado 
y que contengan, entre otras: información sobre uni-
dades técnicas y administrativas, proyectos y eventos 
relacionados con la Estrategia estatal IVCRE, docu-
mentos técnicos, trabajos de investigación, materia-
les didácticos, anuncios de campañas de conciencia-
ción y educación ambiental, datos explícitos sobre el 
seguimiento del nivel de cumplimiento y evolución en 
la implantación y el grado de desarrollo de la Estrate-
gia estatal IVCRE en sus distintas escalas geográficas y 
administrativas.
4. Qué significa la información obtenida en relación a la 
necesidad que había. Para evitar la recopilación de da-
tos sin una finalidad clara, en las tablas resumen de los 
indicadores de seguimiento propuesto se explicita la 
relación de éstos con los objetivos general y específi-
cos de la Estrategia estatal IVCRE.
7.3.1 Cálculo de indicadores
El programa de seguimiento se fundamentará en el esta-
blecimiento de un conjunto de indicadores que definen la 
forma de evaluar, de forma sencilla y en lo posible cuan-
tificable, la ejecución y el éxito de las directrices propues-
tas en la Estrategia estatal IVCRE en la consecución de sus 
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objetivos y los resultados de la misma. De tal forma que el 
seguimiento debe basarse en dos tipos de indicadores, si 
bien no siempre podrán aplicarse ambos a todos los ele-
mentos objeto de seguimiento (Aizpurúa Giráldez, 2010; 
Iglesias et al., 2011):
• Indicadores de ejecución, que informan sobre la 
realización de acciones y el cumplimiento de obli-
gaciones recogidas en la Estrategia estatal IVCRE.
• Indicadores de eficacia, que miden los resultados 
obtenidos con la aplicación de acciones derivadas 
de las directrices de la Estrategia estatal IVCRE y 
que estarán basados en el análisis de parámetros, 
en la medida de lo posible sobre cartografías, de 
cada una de las ramas principales de la Estrategia 
estatal IVCRE (infraestructura verde, conectividad 
y restauración ecológica).
7.3.2 Informes
El desarrollo del programa de seguimiento llevará aso-
ciada la emisión de una serie informes técnicos (parcia-
les, específicos, extraordinarios, etc.), base del informe 
periódico que sirva para la presentación pública de los 
resultados del propio programa de seguimiento y como 
resumen de la evolución del grado de implantación y de-
sarrollo de la Estrategia estatal IVCRE.
Por otro lado, para garantizar el éxito de la Estrategia, 
se considera fundamental la creación de unidades técnicas 
específicas sobre la Estrategia estatal IVCRE tanto en el 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Ambiente 
como en otros Organismos de la Administración General 
del Estado y de las Comunidades Autónomas que permitan 
la comunicación fluida entre Administraciones. Por tanto 
se plantea un formato tipo ficha para la remisión de infor-
mes y registro de comunicaciones, con un contenido simi-
lar al mostrado en la Tabla 41, aunque se podrán añadir o 
eliminar contenidos en ficheros adjuntos dependiendo del 
tipo de comunicación y de los aspectos sobre los que se 
deba informar, como pueden la aprobación de otras estra-
tegias, proyectos, peticiones de información, publicación 
de cartografías, etc. La generación de informes sistemáti-
cos y datos procedentes del seguimiento de la Estrategia 
estatal IVCRE permitiría mantener organizado y actualiza-
do el esquema de comunicación entre actores, sin el cual 
el seguimiento carecería de utilidad. Por ello, sería acon-
sejable que las Comunidades Autónomas centralizaran la 
información relativa a las entidades locales, diputaciones, 
provinciales, etc. situadas en su ámbito geográfico. Asimis-
mo, sería recomendable que las Comunidades Autónomas 
hicieran referencia a la necesidad de identificar las unida-
des técnicas y/o administrativas encargadas de desarrollar 
la Estrategia estatal IVCRE en la autonomía, con el fin de 
favorecer las labores de coordinación con el Ministerio.
Tabla 41. Ficha de Registros propuesta para la emisión de informes del Plan de Seguimiento
REGISTROS DOCUMENTALES
Registro Nº de registro
Asunto Breve descripción o título del asunto de comunicación
Fecha Fecha de comunicación
Origen Entidad (Local, Diputación, etc.)/ Organismo autor de la causa de comunicación
Destinatario Indicación del destinatario y medio de comunicación
Información adjunta Indicación de la información y formato de los posibles adjuntos a la comunicación
Tamaño de la información digital adjunta Indicación del tamaño (en megabytes) en caso de adjuntar ficheros digitales
Otras consideraciones
Indicación de cualquier otra información de consideración en relación a la comuni-
cación (vínculos de descarga de ficheros digitales, etc.)
 Fuente: Elaboración propia
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7.4 Revisión del programa de seguimiento
Una deficiencia habitual en los programas de seguimien-
to, tanto a nivel de proyectos como de planes, es la falta 
de publicidad de sus resultados, motivo de la ausencia 
de referencias a otros programas de seguimiento cuya 
eficiencia haya resultado públicamente probada. Aspec-
to que se ha tenido presente para orientar la definición 
de los indicadores de esta Estrategia hacia la difusión de 
contenidos e información pública.
Por otro lado, debe mencionarse que la disponibili-
dad de indicadores para algunas de las materias relacio-
nadas con la Estrategia estatal IVCRE son, precisamen-
te, de los que menos desarrollados se encuentran en el 
ámbito internacional para el conjunto de los indicadores 
ambientales. Si bien en algunas cuestiones como las re-
ferentes a la biodiversidad se puede afirmar que ya se 
están aplicando algunos indicadores, aunque la dispo-
nibilidad de indicadores consistentes en otras materias 
relacionadas con la Estrategia estatal IVCRE lleva un re-
traso considerable y en muchos casos se encuentran en 
proceso de definición (GV, 2003).
En previsión de que muchos aspectos relacionados 
con el desarrollo o seguimiento de la Estrategia estatal 
IVCRE puedan variar significativamente con el tiempo, 
durante su propio proceso de implantación y desarrollo, 
hace que pueda ser innecesario mantener algunos indi-
cadores indefinidamente o que, al contrario, pueda sur-
gir la necesidad de introducir otros nuevos, por lo que es 
conveniente establecer una pauta de revisión del propio 
programa de seguimiento y sus resultados e, inicialmen-
te, se establece una periodicidad de 5 años. Si bien, para 
elaborar cartografías específicas sobre la biodiversidad, 
restauración de la conectividad y de los servicios eco-
sistémicos e ilustrar cambios significativos en ellas, se 
entiende que sería poco adecuado que se estableciera 
un plazo de revisión de estas cartografías inferior a 10 
años, si se tiene en cuenta el proceso de elaboración y la 
frecuencia de publicación de otras colecciones cartográ-
ficas a gran escala (como los mapas forestales, de vege-
tación y usos del suelo, atlas de fauna, etc.) y se consi-
dera el hecho de que, inevitablemente, los indicadores a 
emplear tendrán que estar compuestos o resultar de la 
agregación de varios índices, aunque se busque la máxi-
ma capacidad posible de síntesis (GV, 2003).
7.5 Identificación de indicadores
Hoy en día existen numerosos y diversos sistemas de in-
dicadores en función de diferentes marcos de referencia, 
los cuales les atribuyen coherencia o no. Es evidente que 
la gran complejidad de los sistemas naturales y sociales re-
lacionados con la Estrategia estatal IVCRE hace imposible 
medir todos los atributos que se pueden relacionar con 
ellos desde las distintas ramas que abarca la Estrategia y, 
por tanto, es necesario hacer una selección de indicadores 
propuestos, de modo que se obtenga un número reduci-
do que haga viable el seguimiento. Por otro lado, no debe 
contemplarse el programa de seguimiento de la Estrategia 
estatal IVCRE como una lista rígida de indicadores ambien-
tales.
En este apartado se plantea un sistema con la preten-
sión de que sea gestionado de manera flexible para reca-
bar la información básica que permita ilustrar el grado de 
cumplimiento de las directrices de la Estrategia estatal IV-
CRE y, su vez, que la administración de los datos sobre la 
evaluación de sus efectos sobre la Infraestructura verde, la 
conectividad y restauración ecológicas resulte coherente y 
realista con los recursos disponibles en cada situación (pre-
supuesto, personal, equipamiento, etc.). Es por ello que 
debe contemplarse su adaptación progresiva a la realidad 
de cada momento y tener presente, además, las distintas 
escalas de aplicación administrativa y geográfica, así como 
el hecho evidente de que una estrategia no se puede con-
cretar al mismo nivel que se hace en un proyecto.
A menudo se considera como iniciativas de seguimien-
to lo que en realidad se corresponde con un diagnóstico. 
Es decir, el conjunto de estudios realizados para la valo-
ración del estado de un sistema o de alguno de sus com-
ponentes en un momento dado (Europarc-España, 2005). 
Esto mismo podría ocurrir, al principio, con la elaboración 
de las primeras cartografías de la infraestructura verde 
y cuando tenga lugar la repetición de estos estudios a lo 
largo del tiempo ya se podrá hablar del seguimiento de 
los efectos de la Estrategia estatal IVCRE. Cuando suceda 
esto, los resultados del propio seguimiento de la Estrate-
gia estatal IVCRE podrían servir para establecer umbrales 
de referencia, si procede, y comparar la evolución de los 
sistemas respecto a su estado al inicio de la Estrategia y 
además, cuando fuera necesario, corregir las desviaciones 
que aconteciesen o la definición de los propios indicadores 
si también fuera oportuno.
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7.7 Presupuesto del programa de 
seguimiento
La coyuntura política y socioeconómica en el mo-
mento de redacción de esta Estrategia hace que, inicial-
mente, resulte aventurado plantear una valoración eco-
nómica y las necesidades de financiación de la misma, 
sobre todo sin conocerse el compromiso de definición 
y gestión de la infraestructura verde ni la disponibilidad 
anual que consignen en sus presupuestos generales 
tanto el Estado como las Comunidades Autónomas. Por 
consiguiente, en esta Estrategia se ha optado por no 
presentar cifras de costes esperados aunque sí se tratan 
las posibles fuentes de financiación de la misma. En cual-
quier caso, cuando se produzcan las correspondientes 
consignaciones, se deberá tener en cuenta los costes de 
las tareas e infraestructuras asociadas al programa de 
seguimiento de la Estrategia estatal IVCRE en función de 
las necesidades de partida de cada Administración.
7.6 Registro de elementos de la 
infraestructura verde
Para llevar a cabo esta metodología es muy útil el em-
pleo de fichas técnicas, de modo que cada registro de 
actividades, proyectos, etc. relacionadas con la infraes-
tructura verde tendría asociada una ficha en la que cada 
unidad técnica responsable detallaría la información 
más relevante, así como la identificación de retrasos, in-
cumplimientos, motivos, significado, etc. (ver Anexo IX)
Para ello, se plantea un formato tipo ficha con un 
contenido similar al mostrado en la Tabla 42, aunque se 
podrán añadir o eliminar contenidos en ficheros adjun-
tos dependiendo del tipo de registro y de la información 
susceptible de ser almacenada con ellos; cartografías, 
etc. Finalmente sería conveniente que cada Administra-
ción responsable dispusiera de una base de datos públi-
ca sobre los elementos de la infraestructura verde en su 
ámbito de competencias.
Tabla 42. Propuestas de registros técnicos empleados relacionados con el seguimiento de la infraestructura verde
REGISTROS TÉCNICOS
Infraestructura Denominación de la infraestructura
Tipología Tipología de IV
Fecha Fecha de creación del registro
Origen Proyecto, obra o actividad
Antecedentes Antecedentes del proyecto, obra, actividad, etc. si los hubiera
Datos geográficos Coordenadas (Sistema de referencia)
Localización Términos municipales, provincia, CCAA
Papel de la IV Relación con otros elementos de la IV
Estado En construcción / Construido / Funcional
Datos del promotor Nombre, dirección, datos de contacto
Mapa del lugar Figura de localización o URL a un visor tipo open Access
Descripción Descripción del lugar, valores, funciones, objetivos, etc.
Marco legal Marco legal de referencia, figuras de protección, etc.
Deberes Indicación de la obligación de ejecución del proyecto, obra, actividad, etc.
Puntualidad Indicación de posibles retrasos de ejecución respecto a hipotéticas obligaciones
Información adjunta Indicación de la información y formato de los posibles adjuntos al registro
Tamaño de la información digital adjunta Indicación del tamaño (en megabytes) en caso de adjuntar ficheros digitales
Autor Autor del registro, organismo, institución, datos de contacto
Otras consideraciones
Indicación de cualquier otra información de consideración en relación al registro 
(vínculos de descarga de ficheros digitales, etc.)
 Fuente: Elaboración propia
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Dimensión económica y financiera
Resulta muy complejo hacer una estimación 
global de las necesidades de financiación que 
puede conllevar la implementación de una 
infraestructura verde, por un lado porque la 
cuantía total dependerá de las alternativas 
elegidas por las distintas administraciones públicas y de 
factores contextuales cuyo alcance e implicaciones a fe-
cha de hoy son desconocidos, y por otro, porque se dis-
pone de muy poca información acerca de los costes di-
rectos e indirectos que pueden implicar las actuaciones 
ambientales. En España, pueden mencionarse dos ante-
cedentes con objetivos de estimación similares, aunque 
con resultados no extrapolables dado que su ámbito de 
valoración era muy diferente:
El Plan Estratégico del Patrimonio Natural y de la Bio-
diversidad 2011-2017 recogía una estimación presupues-
taria de 750 millones de euros para el desarrollo de las 
acciones recogidas en el mismo a lo largo de sus seis años 
de vigencia.
El Informe Valoración de los costes de conservación 
de la red Natura 2000 en España estimaba que el cos-
te directo de la red Natura 2000 suponía un coste anual 
de 943,7 millones de euros (68,8 euros por hectárea) 
para las Administraciones Públicas españolas, aunque 
el informe consideraba que para cubrir por completo 
los objetivos de conservación de la Red sería necesario 
aumentarlo hasta 1.556,9 millones de euros (113,5 euros 
por hectárea). 
A falta de estimaciones realizadas directamente para 
el caso español puede también resultar adecuado em-
plear transferencia de resultados obtenidos en otros es-
tudios. Una alternativa es aplicar los modelos de predic-
ción de costes desarrollados por Balmford et al. (2003), 
generados estadísticamente a partir de estudios de cos-
tes de gestión en espacios naturales de alrededor de 40 
países del mundo, aunque hay que tener en cuenta que 
las estimaciones probablemente estarán sesgadas al alza 
en relación con las necesidades de financiación de la in-
fraestructura verde ya que los estudios de partida se ba-
san en espacios protegidos.
Igualmente es preciso tener en cuenta que la imple-
mentación de la infraestructura verde puede conllevar 
una serie de costes indirectos, básicamente debido a la 
disminución de la actividad económica derivada de las li-
mitaciones de uso impuestas sobre el territorio calificado. 
Nuevamente, la cuantía de estos costes indi-
rectos dependerá fuertemente de las limita-
ciones de uso que se decidan normativamen-
te, por lo que el rango potencial de valores es 
considerablemente amplio. En todo caso es 
necesario recordar que el desarrollo de la infraestructura 
verde debe ser entendido como un objetivo transversal, 
al que se debe contribuir activamente desde todos los 
frentes implicados y de forma decisiva, ya que en caso 
contrario se corre el riesgo de fracasar en el intento.
8.1 Financiación pública
A pesar de que la Ley 42/2007, del Patrimonio Natural y 
de la Biodiversidad, creó el Fondo para el Patrimonio Na-
tural y la Biodiversidad “con objeto de poner en práctica 
aquellas medidas destinadas a apoyar la consecución de 
los objetivos de la Ley”, la falta de desarrollo reglamenta-
rio ha impedido hasta ahora la posibilidad de utilización 
de esta prometedora vía. La reforma de la Ley en 2015 ha 
mantenido la concepción de este Fondo en su art. 78, al 
igual que ha hecho con las previsiones para ayudas a en-
tidades sin ánimo de lucro de ámbito estatal para actua-
ciones que afecten a más de una Comunidad autónoma y 
que tengan por objeto la conservación del patrimonio na-
tural y la biodiversidad (art. 75), promoción de la custodia 
del territorio (art. 76), e incentivos a las externalidades 
positivas en el ámbito de los espacios protegidos y de los 
acuerdos de custodia del territorio (art. 77).
Al margen de las previsiones mencionadas de la Ley 
del Patrimonio Natural y de la Biodiversidad, puede decir-
se que no existen aún líneas generales de financiación pú-
blica nacional específicas para fomentar la conectividad 
ecológica, incluso a nivel regional, aplicables al manteni-
miento y conservación de zonas o redes de conectividad 
identificadas como prioritarias a nivel espacial. Sí existen 
en cualquier caso otras líneas o partidas de financiación 
destinadas a objetivos más generales de conservación 
de espacios protegidos, de mejora ecológica del medio o 
incluso de adaptación al cambio climático, y que podrían 
contribuir potencialmente a mejorar la conectividad eco-
lógica, como es el caso de la financiación que se destina 
a la desfragmentación de las infraestructuras de trans-
porte y las acciones de mejora de la biodiversidad y con-
servación de espacios naturales, o el Plan de Impulso al 
Medio Ambiente para la Adaptación al Cambio Climático 
en España (PIMA Adapta). En todo caso cabe destacar la 
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relevancia del papel del Estado y las Comunidades Autó-
nomas en el acceso y la orientación de fondos estructu-
rales o fondos competitivos, como es el caso del Marco 
de Acción Prioritario de la red Natura 2000 o del aún pen-
diente Marco de Acción Prioritario en materia de Restau-
ración de Ecosistemas, que será clave en el desarrollo del 
objetivo 2 de la Estrategia de la Unión Europea sobre la 
Biodiversidad 2020.
En el ámbito de la Unión Europea sí existen instrumen-
tos financieros que pueden ser utilizados para promover 
el desarrollo de una infraestructura verde y de la conec-
tividad ecológica. El artículo 8 del Reglamento (UE) No. 
1303/2013 recuerda que los objetivos de cualquiera de los 
fondos estructurales y de inversión europeos se persegui-
rán de conformidad con el principio de desarrollo sosteni-
ble y con el fomento por parte de la Unión del objetivo de 
conservación, protección y mejora de la calidad del medio 
ambiente. También señala que los Estados miembros y la 
Comisión velarán por que en la preparación y la ejecución 
de los programas se promuevan los requisitos de protec-
ción medioambiental, la eficiencia de los recursos, la mi-
tigación del cambio climático y la adaptación al mismo, 
la biodiversidad, la capacidad de adaptación frente a los 
desastres y la prevención y gestión de riesgos. 
Entrando en la revisión de los posibles instrumentos 
específicos de financiación, para el período de programa-
ción 2014-2020 el Fondo Europeo de Desarrollo Regional 
(FEDER) y el Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural 
(FEADER), vinculado a la Política Agraria Común (PAC), 
son quizá los que ofrecen mayores posibilidades de finan-
ciar la conectividad espacial y la regeneración de ecosis-
temas naturales en el medio rural, así como para promo-
ver la diversificación económica de los usos del suelo y la 
creación de zonas multifuncionales basadas en el mante-
nimiento de ecosistemas naturales. 
En cuanto a los Fondos FEDER, dentro del objetivo te-
mático 5 (promover la adaptación al cambio climático y la 
prevención y gestión de riesgos) pueden incluirse accio-
nes relacionadas con la prevención de inundaciones (in-
cluyendo restauración de vertientes, llanuras inundables 
o restauración y conservación de humedales), la preven-
ción de incendios (tratamientos selvícolas, diversificación 
de usos del suelo, restauración de zonas afectadas por 
incendio o infraestructuras de defensa), la prevención de 
la erosión o la prevención de riesgos en general.
Por su parte, dentro del objetivo temático 6 (conser-
var y proteger el medio ambiente y promover la eficiencia 
de los recursos) pueden tener cabida actuaciones dirigi-
das a disminuir la fragmentación del territorio causada 
por diversas infraestructuras, como proyectos de supre-
sión o permeabilización de obstáculos, establecimiento 
de corredores ecológicos y mantenimiento y restauración 
de los ya existentes como la red de Vías Pecuarias, crea-
ción de áreas naturales en zonas periurbanas, protección 
de hábitats costeros y marinos alterados por tránsito de 
personas o tráfico marítimo o restauración de humedales 
en áreas de antiguas actividades extractivas.
Debido al esquema de distribución de competencias 
en el Estado español, la distribución de gran parte de 
estos fondos se hace a las Comunidades Autónomas 
en función de los Programas Operativos definidos por 
éstas, que han de ser aprobados por el Estado y por la 
Comisión Europea, lo que da lugar a que existan diferen-
cias regionales dentro de las distintas posibilidades de 
financiación.
En cuanto a los Fondos FEADER (Reglamento UE 
1305/2013 del Parlamento Europeo y del Consejo de 17 de 
diciembre de 2013 relativo a la ayuda al desarrollo rural a 
través del Fondo Europeo Agrícola de Desarrollo Rural), 
a través de los distintos Programas de Desarrollo Rural 
(PDR) pueden financiarse actuaciones como el asesora-
miento para adopción de buenas prácticas que fomenten 
la conectividad, apoyo a acciones que incrementen la bio-
diversidad faunística en explotaciones, revegetación del 
Dominio Público Hidráulico en zonas con intensa fertiliza-
ción o en zonas sensibles de la Directiva de Nitratos, reha-
bilitación de elementos de interés para la biodiversidad 
en Red Natura 2000 y otras zonas con alto valor natural, 
restauración y mejora forestal, prevención y reparación 
de los daños causados a los bosques por incendios, de-
sastres naturales y catástrofes, creación de corredo-
res naturales o el apoyo a prácticas agroganaderas que 
contribuyan a conservar la biodiversidad y prevengan la 
erosión. De nuevo, los PDR recogerán unas u otras alter-
nativas de medidas en función de las posturas de cada 
Comunidad Autónoma.
Desde un enfoque diferente, el Fondo Europeo Agrí-
cola de Garantía (FEAGA), también vinculado a la PAC, 
puede servir para financiar la infraestructura verde me-
diante los instrumentos de financiación del Pilar 1 (pagos 
directos) asociados al cumplimiento de prácticas bene-
ficiosas para la conservación de la biodiversidad (pagos 
verdes), que pueden financiar tanto la matriz agraria 
como pastizales y otras áreas de mayor valor. Existen 
otras alternativas como el Fondo Europeo Marítimo y de 
Pesca (FEMP), a través de la protección y recuperación de 
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la biodiversidad y los ecosistemas acuáticos, o el Fondo 
Social Europeo (FSE), vía estudios, asesoramiento y sen-
sibilización. 
En el ámbito de los programas de la Unión Europea 
que se implementan por concurrencia de proyectos, 
cabe destacar por su orientación específica el programa 
LIFE. Concretamente, en su subprograma Medio Am-
biente, LIFE Naturaleza y Biodiversidad puede financiar 
actividades dirigidas a mejorar el estado de conserva-
ción de los hábitats y las especies y para la aplicación de 
la Estrategia de la Unión Europea sobre la Biodiversidad 
hasta 2020 (con acciones para mejorar el conocimien-
to de los ecosistemas y los servicios ecosistémicos en 
la UE, incluyendo cartografía y evaluación económica; 
para fijar prioridades de restauración y fomentar el uso 
de infraestructura verde; y acciones para prevenir la 
pérdida neta de biodiversidad y servicios ecosistémicos, 
todas ellas orientadas hacia el objetivo 2 de la Estrate-
gia), mientras que LIFE Medioambiente y Eficiencia en el 
Uso de los Recursos financia proyectos piloto y demos-
trativos que aporten soluciones a problemas ambien-
tales. El subprograma de Acción por el Clima presenta 
posibilidades de financiación especialmente en el área 
de adaptación al cambio climático. El nuevo reglamento 
LIFE contempla además la posibilidad de presentar pro-
yectos integrados, que permiten explorar la gestión in-
tegrada de un problema ambiental con el uso de distin-
tos fondos europeos y que tienen una escala territorial 
amplia26. Dentro de un panorama mucho más amplio, el 
programa marco Horizonte 2020 también permite la im-
plementación de proyectos vinculados con el desarrollo 
de la infraestructura verde y que demuestren un claro 
valor de innovación, especialmente en relación con la 
consecución del reto social 5 (Acción por el clima, medio 
ambiente, eficiencia de los recursos y materias primas). 
Ambos mecanismos pueden ayudar a poner en marcha 
acciones puntuales, idealmente dentro de un plan am-
plio y con suficiente sostenibilidad política y financiera. 
Merece igualmente la pena destacar los proyectos de 
cooperación internacional como vía potencial de finan-
ciación para actuaciones que cuadren con los objetivos 
establecidos en cada uno de los programas, categoría 
en la que se encuentran diferentes alternativas de coo-
peración interregional, transfronteriza o transnacional 
(el caso de Interreg en general, o más específicamente 
Interreg-SUDOE, Interreg-MED y POCTEP).  
8.2 Financiación privada y público-privada
Además de las no siempre abundantes fuentes públicas 
de financiación pública, cabe explorar formas de colabo-
ración con el sector privado que pueden convertirse en 
auténticas fuentes de financiación alternativas. La propia 
Administración Pública ha subrayado la necesidad de bus-
car “mecanismos innovadores de financiación”27,  citan-
do los siguientes instrumentos que podrían dar lugar a 
vías de financiación privada y público-privada:
• Incentivos para retribuir las externalidades positi-
vas generadas por los servicios de los ecosistemas.
• Esquemas para el pago por servicios de los ecosis-
temas, coherentes con los objetivos de conserva-
ción y uso sostenible de la biodiversidad.
• Sistemas basados en la creación de créditos nego-
ciables, tales como bancos de biodiversidad, que 
contribuyan a los objetivos de conservación y pro-
tección
• Mecanismos de compensación relacionados con la 
diversidad biológica.
• Acuerdos voluntarios para la protección de la bio-
diversidad.
• Mecanismos de certificación y etiquetado para re-
flejar las repercusiones sobre la biodiversidad de 
determinados productos.
Muchos de estos instrumentos están íntimamente 
relacionados. Así, los bancos de biodiversidad, también 
llamados bancos de hábitat o bancos de mitigación, pue-
den utilizarse como mecanismos de compensación de 
impactos ambientales, y el pago por servicios ambien-
tales tienen su base precisamente en la retribución de 
externalidades positivas de los servicios ecosistémicos, 
mientras que el etiquetado ecológico de productos o 
servicios, si bien es claramente un mecanismos de mer-
cado puede considerarse como un incentivo para que el 
oferente “eduque” al consumidor en la demanda y con-
sumo de productos ambientalmente correctos, como 
parte fundamental de una estrategia que fomente un 
modelo económico más sostenible. Revisaremos a conti-
nuación algunos de los aspectos más significativos en re-
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lación con dos instrumentos diferenciados, como son el 
pago por servicios ambientales y los bancos de hábitat.
1. Pago por servicios ambientales
El artículo 73 de la Ley 42/2007, del Patrimonio Natu-
ral y de la Biodiversidad, reconoce los servicios prestados 
por los ecosistemas e insta a regular incentivos para re-
tribuir las externalidades positivas en espacios naturales, 
aplicando el principio “quien provee, cobra” (o también 
“quien se beneficia, paga”). 
Según se destacaba en el “Plan estratégico del patri-
monio natural y de la biodiversidad 2011-2017”, estos me-
canismos serán eficaces siempre que se establezca una 
relación causal directa entre una actividad determinada y 
la cantidad de activo natural generado. Cuando se alcan-
za esta consistencia, los pagos por servicios ambientales 
pueden alinearse con otros mecanismos de mercado 
para incentivar el desarrollo de modelos de negocio en 
favor de la conservación, bien como parte del core bu-
siness, bien como un incentivo adicional o ingreso com-
plementario que facilite el éxito del plan de negocio. En 
una situación ideal, estos incentivos deberían fomentar 
actividades económicamente rentables, que además pro-
porcionen un valor añadido en términos de conservación 
o mejora del capital natural. 
En Reino Unido, por ejemplo, se han desarrollado 
proyectos demostrativos con un relativo éxito. Según el 
Departamento de Medio Ambiente británico, que estos 
proyectos lleguen a feliz término pasa por asegurar, en-
tre otros aspectos:
a) la voluntariedad del acuerdo entre el proveedor 
de los servicios ambientales y quien se beneficia 
de ellos;
b) el aseguramiento de que la retribución llega direc-
tamente a los titulares de los hábitats que proveen 
los servicios (a veces se requerirán “brokers” o in-
termediadores que faciliten la puesta en contacto 
de proveedores y beneficiarios);
c) la adicionalidad, esto es, la retribución de los ser-
vicios ambientales ligada a acciones de conserva-
ción que, en otras condiciones, no se habrían acti-
vado; y
d) que en la medida de lo posible se evite que el pago 
por servicios ambientales en un territorio esconda 
el daño producido en otro (en cierto sentido, se 
trataría de evitar la “deslocalización” de los impac-
tos ambientales, a costa de este mecanismo).
En muchos casos la existencia de instrumentos finan-
cieros adecuados que faciliten el desarrollo de estas acti-
vidades económicas se convierte en un factor crítico de 
éxito. En este sentido, la Natural Capital Financing Facility 
pretende suplir las barreras e ineficiencias del sistema fi-
nanciero europeo para rentabilizar los proyectos de ne-
gocio que preservan el capital natural. Esta iniciativa de 
la Comisión Europea, soportada por el BEI y vinculada al 
programa LIFE, movilizará cerca de 300 millones de euros 
en proyectos hasta el año 2020, financiando entre otras 
actividades el pago por servicios ambientales o los ban-
cos de hábitat, así como otros modelos de negocio inno-
vadores que favorezcan la biodiversidad, la adaptación al 
cambio climático, la conservación o restauración del capi-
tal natural. Es interesante destacar que un mecanismo de 
pago por servicios ambientales permite actuaciones muy 
diversas, incluyendo incluso la compensación por proyec-
tos de absorción de dióxido de carbono, como iniciativa 
que facilita la monetización de uno de los servicios ecosis-
témicos de los bosques, vinculados a eventuales registros 
de huella de carbono (Fundación Biodiversidad, 2015).
Por otra parte, los acuerdos de custodia del territorio 
son generalmente reconocidos como un instrumento útil 
para dotar de una estructura viable el pago por servicios 
ambientales. Se basan en la suscripción de acuerdos vo-
luntarios entre los propietarios y usuarios de los territo-
rios que producen servicios ambientales, y las llamadas 
“entidades de custodia”, al objeto de mantener o res-
taurar el capital natural. En nuestro país, estas entidades 
tienen en general la forma de una ONG o asociación sin 
ánimo de lucro, con un objeto social enfocado en la con-
servación de la biodiversidad. En España, de acuerdo con 
la Fundación Biodiversidad, existían en 2015 un total de 
216 entidades de custodia del territorio, que gestiona-
ban cerca de 2.700 acuerdos cubriendo una superficie de 
550.987 hectáreas. 
2. Bancos de hábitat
Los bancos de hábitat son una forma particular de un 
mecanismo que, en un sentido más amplio, se ha dado 
en llamar biodiversity offsetting en la literatura anglosa-
jona. Estos instrumentos contemplan en todos los casos 
actuaciones de conservación o mejora del capital natural, 
que tienen por objeto compensar los impactos residuales 
producidos en otras áreas del territorio. Mientras que los 
mecanismos de custodia del territorio se basan en el prin-
cipio “quien provee, cobra”, los bancos de hábitat están 
claramente enfocados hacia el precepto “quien contami-
na, paga”.
281
En particular, los bancos de hábitat se conciben como 
instrumentos de mercado que permiten la transacción de 
créditos ambientales para compensar los débitos gene-
rados por daños ambientales derivados de actividades 
económicas. Los créditos, generalmente medidos en tér-
minos de superficie, son generados por el titular o gestor 
de un territorio mediante actuaciones de conservación o 
restauración ecológica del hábitat. Estos créditos se de-
positan en un “banco” o registro donde otros agentes, 
bien por estar obligados a ello o bien de forma voluntaria, 
acuden a comprarlos para compensar los impactos resi-
duales generados por sus actividades. 
Para que estos mecanismos contribuyan a conservar 
o mejorar de forma efectiva el capital natural es impor-
tante que se rijan por el principio de “no pérdida neta” de 
biodiversidad, así como que  aseguren la “adicionalidad” 
de las actuaciones llevadas a cabo. Para garantizar este 
principio, debería certificarse que dichas actuaciones se 
ajustan a alguna de las siguientes opciones:
a) la restauración de una zona degradada, para de-
volverla los recursos naturales o los servicios que 
estos prestaban;
b) la creación de un recurso natural en un lugar en el 
que no existía antes;
c) la mejora de un recurso para intensificar las funcio-
nes o servicios o cambiar el grado de calidad de los 
mismos;
d) la preservación o prevención del deterioro de un 
recurso o servicio.
El número de créditos que se obtengan mediante es-
tas actuaciones debe estar regulado por la Administra-
ción Pública, quien supervisa su valoración y otorgamien-
to a través de un organismo regulador creado al efecto, 
mientras que la oferta y demanda fija en el mercado los 
precios de adquisición o venta de tales activos. El objetivo 
final es la generación de recursos económicos suficientes 
para el mantenimiento a perpetuidad (o durante el tiem-
po que se establezca) de un territorio con un determina-
do estado de conservación en términos ecológicos.
En el proyecto REMEDE28 los bancos de hábitat se 
reconocen como un instrumento útil para “llevar a cabo 
medidas reparadoras complementarias y compensato-
rias de una manera eficiente y suponiendo un aumento 
de los beneficios ecológicos”. Estos mecanismos han 
tenido un particular desarrollo en Estados Unidos desde 
principios de la década de los ochenta, de la mano de la 
Ley Federal de Aguas (Clean Water Act), para solventar 
los problemas asociados a la protección de humedales, 
mediante la creación de incentivos económicos para la 
compensación (bancos para la mitigación de humedales, 
Wetland Mitigation Banks). En la actualidad, en EE.UU. el 
comercio de créditos derivados de bancos de hábitat en 
sus diferentes modalidades alcanza los 2.200 millones de 
dólares al año. Otros países, como Australia o Alemania, 
llevan aplicando estos modelos desde hace varios años 
o incluso décadas. En otros, entre ellos Reino Unido o 
Francia, se está legislando en la materia o desarrollando 
proyectos demostrativos.
28 Resource Equivalency Methods for Assessing Environmental Dama-
ge in the EU. Deliverable nº 2: work plan (http://www.envliability.eu)
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ANEXO I. Glosario de términos y 
acrónimos
Términos
Adaptación al cambio climático. Proceso de ajuste al 
clima real o proyectado y sus efectos. En los sistemas hu-
manos, la adaptación trata de moderar los daños o apro-
vechar las oportunidades beneficiosas. En los sistemas 
naturales, la intervención humana puede facilitar el ajuste 
al clima proyectado y a sus efectos. 
Adaptación basada en el ecosistema. Uso de la bio-
diversidad y los servicios ecosistémicos como parte de 
una estrategia general de adaptación para ayudar a las 
personas a adaptarse a los efectos adversos del cambio 
climático. La adaptación basada en el ecosistema utiliza 
la gama de oportunidades que presenta la gestión sos-
tenible, la conservación y la restauración de ecosistemas 
para ofrecer servicios que permitan que las personas se 
adapten a los impactos del cambio climático. Su objetivo 
es mantener y aumentar la resiliencia y reducir la vulne-
rabilidad de los ecosistemas y las personas frente a los 
efectos adversos del cambio climático. 
Área protegida. Espacio geográfico claramente defi-
nido, reconocido, dedicado y gestionado, mediante me-
dios legales u otros tipos de medios eficaces para conse-
guir la conservación a largo plazo de la naturaleza y de sus 
servicios ecosistémicos y sus valores culturales asociados 
(UICN, 2008).
Atributo: Cada una de las propiedades que pueden 
ser utilizadas para caracterizar un sistema. Conjunto de 
factores bióticos o abióticos (incluyendo los de tipo an-
trópico) junto con los procesos que los relacionan, que 
caracterizan un sistema y que pueden ser medidos o esti-
mados utilizando índices o indicadores.
Bundles. Agrupaciones de servicios ecosistémicos  
Capital natural. Conjunto de ecosistemas, tanto los 
naturales como los manejados por la humanidad, y de los 
organismos que habitan en ellos (plantas, animales, hon-
gos y microorganismos), que producen bienes y servicios 
ambientales indispensables para el bienestar social y el 
mantenimiento de la vida como la conocemos y son per-
petuables ya sea por sí mismos o por el manejo humano. 
(Sarukhán, J. et al. 2009).
Conectividad funcional. Grado en que un territorio 
o paisaje facilita los flujos de energía y circulación de la 
materia, entre otros procesos ecológicos, y los desplaza-
mientos de las especies a través de las teselas de hábitat 
existentes en el mismo.
Conectividad estructural o espacial. Grado de con-
tinuidad o adyacencia de las teselas de un determinado 
tipo de hábitat o de vegetación en el territorio, llamándo-
se generalmente a esta última conectividad del paisaje.
Corredores ecológicos. Sectores del territorio que se 
consideran de especial interés para dar soporte al despla-
zamiento e intercambio genético de las poblaciones de 
fauna y flora silvestres.
Descriptor: índice o parámetro al que no se le asocia 
un significado especial.
Desfragmentación. Término empleado para la restau-
ración de la conectividad entre ecosistemas fragmenta-
dos por redes viarias y otras infraestructuras lineales de 
transporte.
Detección y atribución. La detección de cambios se 
define como el proceso de demostrar que el clima o un 
sistema afectado por el clima han cambiado en un senti-
do estadístico definido, sin indicar las razones del cambio. 
Un cambio identificado se detecta en las observaciones si 
la probabilidad de que ocurra casualmente debido única-
mente a la variabilidad interna es baja, por ejemplo me-
nor del 10%. La atribución se define como el proceso de 
evaluación de las contribuciones relativas de varios facto-
res casuales a un cambio o evento con una asignación de 
confianza estadística
Dispersión. Capacidad que tiene una población de co-
lonizar nuevos hábitats mediante el desplazamiento de 
sus individuos. Los individuos que se dispersan lo hacen 
como propágulos, que pueden ser de naturaleza muy va-
riada (adultos, juveniles, frutos, semillas y quistes u otras 
formas de resistencia, entre otros). 
Efecto borde. Conjunto de procesos asociados al in-
cremento de la relación perímetro/área que se produce 
con el avance de la fragmentación del hábitat. Afecta gra-
vemente a la calidad del hábitat y provoca una pérdida 
de especies.
Espacio Natural Protegido. Territorio con una figura 
legal de protección dirigida a la conservación de sus valo-
res naturales, entre otros.
Fragmentación de hábitats. Consecuencia de la seg-
mentación de grandes extensiones de territorio en áreas 
más pequeñas aisladas entre sí. Se trata de un proceso 
dinámico en el cual el tamaño y el grado de aislamiento 
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del hábitat afectado influyen en los procesos ecológicos 
y en el flujo biológico.
Ganadería extensiva. Conjunto de sistemas de 
producción ganadera que aprovechan eficientemente los 
recursos naturales del territorio, con una baja utilización 
de insumos externos y, principalmente, mediante pasto-
reo. En general se caracteriza por el empleo de especies 
y razas de ganado adaptadas al territorio, el aprovecha-
miento de pastos diversos ajustándose a su disponibili-
dad espacial y temporal, y el respeto del medio en el que 
se sustenta. Compatibiliza la producción con la sostenibi-
lidad y genera una gran provisión de servicios ambienta-
les y sociales. 
Hábitat de una especie. Medio definido por factores 
abióticos y bióticos específicos donde vive la especie en 
una de sus fases de su ciclo biológico.
Hábitat natural. Zona terrestre o acuática diferencia-
da por sus características geográficas, abióticas y bióticas, 
tanto si son enteramente naturales como seminaturales.
Indicador: variable o relación entre variables (índices) 
cuya medición ofrece información sobre la evolución del 
sistema en que está inmersa, y son sensibles a cambios y 
tendencias de origen natural o humano.
Indicadores de eficacia: miden los resultados obteni-
dos con la aplicación de acciones derivadas de las directri-
ces de la Estrategia estatal IVCRE y que estarán basados 
en el análisis de parámetros, en la medida de lo posible 
sobre cartografías, de cada una de las ramas principales 
de la Estrategia estatal IVCRE (infraestructura verde, co-
nectividad y restauración ecológica).
Indicadores de ejecución: informan sobre la realiza-
ción de acciones y el cumplimiento de obligaciones reco-
gidas en la Estrategia estatal de IVCRE.
Índice: medida o expresión numérica, de carácter adi-
mensional o no, sobre uno o varios atributos de un siste-
ma.
Infraestructura verde. Red de zonas naturales y semi-
naturales y de otros elementos ambientales, planificada 
de forma estratégica, diseñada y gestionada para la pres-
tación de una extensa gama de servicios ecosistémicos. 
Incorpora espacios verdes (o azules en el caso de los eco-
sistemas acuáticos) y otros elementos físicos de espacios 
terrestres (incluidas las zonas costeras) y marinos. En los 
espacios terrestres, la infraestructura verde está presen-
te en los entornos rurales y urbanos.
Instrumentos de planificación territorial. Directrices, 
planes, bases y estrategias aprobados para la planifica-
ción territorial: PORN, PRUG, PORF, Ordenación de Mon-
tes, Planes Restauración Hidrológico-Forestal, etc., que 
pueden tener diferentes rangos territoriales (regional de 
ordenación del territorio, subregional de ordenación del 
territorio, regional sectorial o subregional sectorial).
Lugares de Importancia Comunitaria (LIC). Catego-
ría/Figura de área protegida catalogada por los estados 
miembros de la Unión Europea por su potencial contri-
bución a restaurar el hábitat natural, incluyendo los eco-
sistemas y la biodiversidad de la fauna y flora silvestres. 
Emanan de la directiva 92/43/CEE de la Unión Europea. 
Estos lugares, seleccionados por los diferentes estados 
miembros sobre la base de estudios científicos, pasarán 
a formar parte de las Zonas Especiales de Conservación 
(ZEC) que se integrarán en la Red Natura 2000.
Matriz territorial. Base espacio-temporal resultante 
del medio abiótico, el componente biológico, sus relacio-
nes funcionales y las transformaciones que la actividad 
humana imprime en el sistema, expresada en formas con-
cretas de paisaje. 
Mitigación del cambio climático. Intervención huma-
na encaminada a reducir las fuentes o potenciar los sumi-
deros de gases de efecto invernadero.
Paisaje. Mosaico de diferentes ecosistemas que com-
prenden elementos de distinta naturaleza  y patrones es-
paciales y topológicos de flujos ecológicos.
Permeabilidad. Capacidad de la matriz del paisaje 
para permitir el flujo de los distintos organismos vivos en-
tre diferentes teselas o áreas de hábitat.
Principio de precaución. Cuando haya peligro de daño 
grave o irreversible, la falta de certeza científica absoluta 
no deberá utilizarse como razón para postergar la adop-
ción de medidas eficaces en función de los costos para 
impedir la degradación del medio ambiente.
Programa de seguimiento. Es el documento en el que 
se define y articula el conjunto de indicadores necesarios 
para el seguimiento de la Estrategia estatal IVCRE y los 
protocolos para su adquisición.
Protocolo: procedimientos de registro y comunica-
ción de datos y resultados de los indicadores calculados 
en aplicación del programa de seguimiento.
Puertas y corredores verdes. Conexiones que permi-
ten acceder desde las ciudades a su entorno natural in-
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mediato y otros puntos de interés cultural, por medios 
alternativos al transporte motorizado: a pie, en bicicleta 
o incluso a caballo.
Red ecológica. Escenario deseable en el que tendría 
cabida la integración de criterios de conectividad ecoló-
gica en la planificación espacial del territorio y por tanto, 
todo sistema coherente de espacios naturales, rurales y 
periurbanos, que se constituye y se gestiona con el ob-
jetivo de mantener o restaurar las funciones ecológicas 
como medio para conservar la biodiversidad.
Resiliencia. Capacidad de un sistema socioecológi-
co de afrontar un suceso o perturbación peligroso res-
pondiendo o reorganizándose de modo que mantenga 
su función esencial, su identidad y su estructura, y con-
servando al mismo tiempo la capacidad de adaptación, 
aprendizaje y transformación.
Resistencia. Capacidad que presenta un organismo, 
población, especie, ecosistema o cualquier otro sistema, 
de perdurar o mantenerse ante un cambio o perturba-
ción. 
Restauración ecológica. Proceso mediante el cual se 
promueve la recuperación de un ecosistema que ha sido 
degradado, dañado o destruido.
Sistemas de Alto Valor Natural (SAVN). Fincas con 
prácticas agrarias o forestales extensivas que, a diferen-
cia de las intensivas, no sobreexplotan la fertilidad del 
suelo usando productos químicos o sistemas de riego, 
sino que aprovechan las condiciones y los recursos natu-
rales de cada lugar.
Sumidero. Todo proceso, actividad o mecanismo que 
sustrae de la atmósfera un gas de efecto invernadero, un 
aerosol, o un precursor de cualquiera de ellos.
Tesela. Parte o unidad elemental delimitada y diferen-
ciada del conjunto que constituye el mosaico de un pai-
saje.
Trade-offs. Compromiso o equilibrio entre procesos o 
funciones. 
Translocación. Liberación intencionada de individuos 
de un área a otra para intentar establecer o restablecer 
poblaciones viables de especies amenazadas.
Umbral: valor definido para un indicador, frente al 
que pueden compararse los cambios que se registren en 
éste. El umbral es el valor del indicador que desencadena 
actuaciones de gestión.
Variabilidad climática. Denota las variaciones del esta-
do medio y otras características estadísticas (desviación 
típica, fenómenos extremos, etc.) del clima en todas las 
escalas espaciales y temporales más amplias que las de 
los fenómenos meteorológicos. La variabilidad puede de-
berse a procesos internos naturales del sistema climático 
(variabilidad interna) o a variaciones del forzamiento ex-
terno natural o antropógeno (variabilidad externa).
Zona de Alto Valor Natural (ZAVN). Zona con una ele-
vada riqueza de especies asociadas al medio productivo 
(sobre todo agrario y forestal) o un elevado número de 
especies de interés de conservación, estando esta rique-
za de especies asociada directamente a la presencia del 
medio productivo y que no es explicada por la situación 
geográfica o el clima.
Zona de amortiguación. Áreas de territorio que ac-
túan como tampón entre la matriz del paisaje y los corre-
dores ecológicos y espacios naturales protegidos (espa-
cios-núcleo de biodiversidad). También llamadas zonas 
de amortiguamiento o tampón.
Zona de Especial Protección para las Aves (ZEPA). 
Categoría/Figura de área protegida catalogada por los 
estados miembros de la Unión Europea como zonas na-
turales de singular relevancia para la conservación de la 
avifauna, de acuerdo con lo establecido en la directiva 
comunitaria 79/409/CEE y modificaciones subsiguientes 
(«Directiva sobre la Conservación de Aves Silvestres» de 
la UE). Mediante esta Directiva, los estados miembros de 
la Unión Europea asumen la obligación de salvaguardar 
los hábitats de aves migratorias y ciertas aves particular-




ADIF: Administrador de Infraestructuras Ferroviarias
AEMA: Agencia Europea de Medio Ambiente
CLC: CORINE Land Cover
EEA: European Environment Agency. Siglas en inglés de 
la AEMA
EIA: Evaluación de Impacto Ambiental
IV: Infraestructura verde
IVCRE: Infraestrcutura verde, conectividad y restauración 
ecológicas
IVU: Infraestructura verde urbana
LIC: Lugar de Importancia Comunitaria
PAC: Política Agrícola Común
PDR: Programa de Desarrollo Rural
RE: Restauración ecológica
REIV: Red Estatal de Infraestructura Verde 
SAVN: Sistemas de Alto Valor Natural
SE / SEs: Servicios ecosistémicos
VET: Valor económico total
ZEC: Zona Especial de Conservación
ZEPA: Zona de Especial Protección para las Aves
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ANEXO II. Detalles metodológicos del 
CORINE Land Cover
Metodología del CORINE Land Cover usado en la Estra-
tegia e implicaciones para la interpretación
La base de datos CLC1990 de España se generó mayo-
ritariamente con imágenes satélite del año 1987, CLC2000 
con imágenes de 2000 y la CLC2006 con imágenes de 
2005 (Buttner et al., 2014). La base de datos europea 
CLC2012 no está completamente validada, pero la versión 
18_5 está disponible y validada para España. La escala de 
referencia para el CLC es 1:100.000 y la unidad mínima de 
cartografía 25 ha para los mapas de coberturas y de 5 ha 
para los mapas de cambios. Cada actualización se basa en 
el mapa de coberturas anterior en el que se añaden los 
cambios detectados en el último periodo (CLC2 = CLC1 + 
CLC1 - CLC2). Además, en cada actualización, se hace una 
revisión del año de inicio por si se detectaba algún fallo. 
En el caso del CLC2012 es resultado de añadir a CLC2006 
revisado los cambios 2006-2012, que en España provienen 
del procesamiento y generalización de los cambios entre 
SIOSE 2005 y SIOSE 2011, y no del CLC2006. El SIOSE es 
una base de datos de ocupación del suelo a nivel nacio-
nal, con una escala equivalente a 1:25.000 y tamaño de 
polígonos entre 0,5 – 2 hectáreas dependiendo del tipo 
de cobertura del polígono. 
En España, a diferencia de otros países europeos, ha 
habido un cambio metodológico en la elaboración car-
tográfica del CLC, de forma que el último CLC2012 se ha 
generado a partir del SIOSE 2011 (con imágenes SPOT del 
2011). El resultado es una cartografía CLC con mayor deta-
lle, calidad y precisión en la delimitación de las coberturas 
que otros países, a pesar de mantenerse las 25 ha como 
unidad mínima. Este cambio además, ha supuesto volver 
a generar un CLC2006 revisado de referencia, a partir del 
SIOSE 2005, por generalización temática y eliminación de 
pasillos a escala CORINE. Por tanto, existen actualmente 
disponibles dos versiones del CLC2006; (1) la versión origi-
nal que está disponible en la web del CNIG y obtenida de 
una fotointerpretación a escala 1:100.000 y (2) una capa 
revisada, disponible en la Agencia Europea de Medio 
Ambiente, y que ha sido obtenida de una de una fotoin-
terpretación a escala 1:25.000 y posterior generalización. 
Ambas versiones tienen las 25 ha como unidad mínima. La 
existencia de estas dos versiones de 2006 y la elección de 
una de ellas para este informe (CLC2006 revisado) implica 
interpretar con cautela las tendencias lo largo de la serie 
CLC (1987-2011), ya que se aprecian diferencias importan-
tes para algunas coberturas y/o cambios observados res-
pecto a otros estudios basados en la versión original del 
2006 (OSE 2006 y Martínez-Fernández et al. 2015). Ello es 
debido a que algunas coberturas se sobrestiman o subes-
timan debido a la fotointerpretación menos precisa de la 
versión original: las superficies artificiales y las zonas fo-
restales están subestimados en la versión original respec-
to a la revisada, mientras que se sobrestiman las zonas 
agrarias, y en menor medida las zonas húmedas y de agua 
(véase Tabla 25). Sin embargo, al analizar las diferencias 
a nivel 2 y 3 (véase Tabla 26), se aprecia que la sobres-
timación se produce sobre todo en las zonas agrícolas 
heterogéneas, especialmente en las clases de mosaicos 
ya que el resto de clases agrícolas están subestimadas. 
En las clases forestales la sobrestimación es importante 
en los matorrales (sobre el 1,1%), al contrario que en los 
bosques que se encuentran subestimados de forma que 
en la versión revisada ocupan un 4% más de superficie que 
la cartografiada originalmente. Otra importante repercu-
sión de usar CLC2006 revisado es que se observan saltos 
o cambios de tendencia más llamativos o intensos entre 
el año 2000 y 2005, que en parte pueden ser debidos a 
este cambio metodológico.
En este estudio, los análisis de distribución y cálculo 
de las tasas de cambio se han realizado considerando los 
niveles 1 y 2 de las categorías de cobertura del suelo de 
los cuatro mapas CORINE Land Cover. Las tres bases de 
datos de cambios se han utilizado para el cálculo de pér-
didas y ganancias de cada categoría mediante tabulación 
cruzada (ver Tablas S1 y S2). 
Conviene aclarar que el CLC dispone además de un 
nivel 3 con 44 clases homogéneas para toda Europa y to-
das las versiones. Para España existe además un nivel 4 
y 5 con 85 clases pero solo para las versiones CLC1990 y 
2000.
Existen ciertas limitaciones de tipo metodológico 
y definición de las clases de cobertura que dificultan la 
comparación de los datos obtenidos a partir de CLC con 
otras bases de datos, como los Anuarios del Ministerio 
de Agricultura, Pesca, Alimentación y Medio Ambiente 
(MAPAMA) y el Inventario Forestal. Por ejemplo, en el ni-
vel 1 de agregación del CLC se definen cinco clases de co-
bertura, de las cuales bosques y áreas semi-naturales es 
parcialmente equivalente a los términos monte o terreno 
forestal según la terminología forestal de Ruiz de la Torre 
(1990) e incluye diferentes sub-categorías que van desde 
espacios con vegetación escasa a bosques. 
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Tabla S1. Comparación de la superficie (ha) y porcentaje de ocupación de las coberturas a nivel 1 del CLC 2006 original y revi-
sado. En rojo aparecen resaltadas las coberturas subestimadas  en la cartografía original y en azul las sobrestimadas
ÁREA (ha) Porcentaje
Original Revisado Diferencia Revisado Revisado Diferencia
1  Superficies artificiales 1.017.369 1.174.600 -157.230 2,01 2,32 -0,31
2  Zonas agrícolas 25.364.366 23.833.135 1.531.230 50,05 47,05 3,01
3  Zonas forestales y espacios abiertos 23.852.293 25.242.978 -1.390.685 47,07 49,83 -2,76
4  Zonas húmedas 111.083 99.369 11.714 0,22 0,2 0,02
5  Superficies de agua 328.183 309.381 18.802 0,65 0,61 0,04
Total 50.673.293 50.659.463 13.830 100 100
Tabla S2. Comparación de las superficies (ha) y porcentajes de ocupación de las coberturas a nivel 2 del CLC 2006 original y 
revisado. En rojo aparecen resaltadas las coberturas subestimadas  en la cartografía original y en azul las sobres-
timadas
ÁREA (ha) Porcentaje
Original Revisado Diferencia Revisado Revisado Diferencia
1  Superficies artificiales 1.017.369 1.174.600 -157.230 2,01 2,32 -0,31
11  Tejido urbano 632.451 681.613 -49.162 1,25 1,35 -0,1
12  Zonas industriales, comerciales y 
de transporte 197.373 264.631 -67.257 0,39 0,52 -0,13
13  Zonas de extracción minera, verti-
dos y de construcción 152.741 173.370 -20.628 0,3 0,34 -0,04
14  Zonas verdes artificiales, no 
agrícolas 34.803 54.986 -20.183 0,07 0,11 -0,04
2  Zonas agrícolas 25.364.366 23.833.135 1.531.230 50,05 47,05 3,01
21  Tierras de labor 12.102.081 12.684.457 -582.377 23,88 25,04 -1,16
22  Cultivos permanentes 3.594.360 4.485.305 -890.946 7,09 8,85 -1,76
23  Praderas 648.939 891.522 -242.583 1,28 1,76 -0,48
24  Zonas agrícolas heterogéneas 9.018.986 5.771.851 3.247.136 17,8 11,39 6,4
3  Zonas forestales y espacios abiertos 23.852.293 25.242.978 -1.390.685 47,07 49,83 -2,76
31  Bosques 9.139.235 11.201.351 -2.062.116 18,04 22,11 -4,08
32  Matorrales y/o asociaciones de 
vegetación herbácea 13.472.938 12.909.566 563.372 26,59 25,48 1,1
33  Espacios abiertos con escasa o 
sin vegetación 1.240.120 1.132.061 108.059 2,45 2,23 0,21
4  Zonas húmedas 111.083 99.369 11.714 0,22 0,2 0,02
41  Zonas húmedas continentales 54.960 44.516 10.443 0,11 0,09 0,02
42  Zonas húmedas litorales 56.123 54.853 1.270 0,11 0,11 0
5  Superficies de agua 328.183 309.381 18.802 0,65 0,61 0,04
51  Aguas continentales 294.658 286.339 8.319 0,58 0,57 0,02
52  Aguas marinas 33.525 23.042 10.482 0,07 0,05 0,02
Total 50.673.293 50.659.463 13.830 100 100 0
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Categorías de ocupación usos del suelo. Nivel 1 y Nivel 
2 de CORINE Land Cover (Bossard et al., 2000)
Clase 1: Zonas artificiales
Clase 1.1: Tejido urbano
Áreas principalmente ocupadas por viviendas y edifi-
cios destinados a colectividades o servicios públicos / ad-
ministrativos, incluyendo sus áreas asociadas (terrenos 
asociados, carreteras de acceso, aparcamientos).
Clase 1.2: Zonas industriales, comerciales y de transporte
Áreas principalmente ocupadas por actividades in-
dustriales de fabricación y transformación, comercio, 
actividades financieras y servicios, infraestructuras de 
transporte por carretera y redes ferroviarias, instalacio-
nes aeroportuarias, instalaciones de puertos de río o 
marítimos, incluyendo sus terrenos asociados e infraes-
tructuras de acceso. Incluye instalaciones ganaderas in-
dustriales.
Clase 1.3: Zonas de extracción minera, vertidos y de 
construcción
Superficies artificiales principalmente dedicadas a acti-
vidades extractivas, zonas en construcción, vertederos de 
basura generada por el hombre y sus terrenos asociados.
Clase 1.4: Zonas verdes artificiales, no agrícolas
Áreas voluntariamente creadas para uso recreativo. 
Incluye parques urbanos verdes o recreativos y de ocio, 
instalaciones deportivas y de tiempo libre.
Clase 2: Zonas agrícolas
Clase 2.1: Tierras de labor
Tierras bajo un sistema de rotación de cultivos utiliza-
das para cultivos anuales y barbechos que pueden estar 
regadas o no. Incluye cultivos inundados como arrozales 
y otros.
Clase 2.2: Cultivos permanentes
Todas las superficies ocupadas por cultivos permanen-
tes, no bajo un sistema de rotación. Incluye cultivos leño-
sos para producción de fruta tradicional así como frutales 
de tipo extensivo como olivares, castañares, nogales y 
frutales de porte arbustivo como viñedos y algunas plan-
taciones de baja producción, espaldares y trepadoras.
Clase 2.3: Praderas
Tierras que son permanentemente usadas (al menos 
5 años) para producción de forraje.
Incluye especies herbáceas naturales o cultivadas, 
prados sin abonar o ligeramente abonados y prados apro-
vechados a diente o cosechados mecánicamente.
Clase 2.4: Zonas agrícolas heterogéneas
Zonas de cultivos anuales asociados con cultivos 
permanentes en la misma parcela, cultivos anuales bajo 
cubierta forestal, zonas de cultivos anuales, prados y/o 
cultivos permanentes que están yuxtapuestos, paisajes 
en los cuales los cultivos y praderas están íntimamente 
mezclados con vegetación natural o zonas naturales.
Clase 3: Bosques y áreas semi-naturales
Clase 3.1: Bosques
Zonas ocupadas por bosques con un patrón de vege-
tación compuesta por coníferas autóctonas o exóticas 
y/o árboles de hoja caduca los cuales pueden ser utiliza-
dos para producción de madera u otros productos fo-
restales. Los árboles forestales tienen, bajo condiciones 
climáticas normales, una altura mayor de 5m con una ca-
bida cubierta de al menos un 30%. En el caso de plantacio-
nes jóvenes, el punto mínimo para ser considerados es de 
500 ejemplares por ha. 
Clase 3.2: Matorrales y/o asociaciones de vegetación 
herbácea
• Zonas arbustivas de clima templado con brezos at-
lánticos y alpinos, comunidades de arbustos y hier-
bas altas sub-alpinas, re-colonización de bosques 
de hoja caduca, setos y coníferas enanas.
• Arbusto y monte bajo esclerófilo mediterráneo y 
sub-mediterráneo (maquis, garriga, frigana sensu 
lato), estados de re-colonización y degradación de 
bosques de frondosas de hoja perenne.
• Pastizales termófilos de tierras bajas, colinas y 
zonas de montaña. Pastizales pobres atlánticos 
a sub-atlánticos de suelos ácidos; pastizales de 
arenales descalcificados; pastizales alpinos y sub-
alpinos, pastizales húmedos y comunidades her-
báceas de porte alto; pastos mesófilos de tierras 
bajas y montaña y prados de heno.
Clase 3.3: Espacios abiertos con escasa o sin  
vegetación
Áreas naturales con escasa o sin vegetación, incluyen-
do formaciones termófilas abiertas de terreno arenoso 
o rocoso distribuidas en suelo silíceo o calcáreo frecuen-
temente afectado por la erosión, pastizales esteparios, 
pastizales perennes parecidos a los de tipo estepario, 
pastizales mesófilos y termófilos perennes, normalmen-
te abiertos, de porte corto xerófilos mediterráneos, es-
partales, zonas con vegetación o escasa vegetación de 
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rocas en pendientes pronunciadas, laderas, acantilados, 
afloramientos rocosos, suelos calizos con comunidades 
de plantas colonizando sus surcos, nieves y hielos perpe-
tuos, dunas interiores y costeras y zonas quemadas.
Clase 4: Zonas húmedas
Clase 4.1 Zonas húmedas continentales
Zonas inundadas o con tendencia a inundarse durante 
gran parte del año por aguas dulces, salobres o perma-
nentes con una cubierta vegetal específica compuesta 
por arbustos pequeños y especies semi leñosas o herbá-
ceas. Incluye la vegetación de la orilla de lagos, ríos, arro-
yos y de pantanos eutróficos y demás zonas pantanosas, 
la vegetación de fangos, y manantiales, zonas altamente 
oligotróficas y comunidades fuertemente acídicas com-
puestas principalmente por esfagno desarrollado sobre 
turberas y pantanos.
Clase 4.2 Zonas húmedas litorales
Zonas sumergidas por mareas altas en alguna fase del 
ciclo anual de mareas. Incluye praderas salinas, vegeta-
ción herbácea de las marismas, en transición o no a otras 
comunidades, zonas de salinidad y humedad variadas 
ocupadas por vegetación, arenas y barrizales sumergi-
dos durante parte de las mareas que carecen de plantas 
vasculares, salinas industriales activas o recientemente 
abandonadas.
Clase 5: Cuerpos de agua
Clase 5.1 Aguas continentales
Lagos, estanques y charcas naturales que contienen 
agua dulce y aguas corrientes de todos los ríos y arroyos. 
Extensiones de agua hechas por el hombre, incluyendo 
presas y canales.
Clase 5.2 Aguas marinas
Mares, océanos y aguas salientes, bahías y canales es-
trechos incluyendo rías y fiordos, estrechos y estuarios. 
Salinas o aguas saladas costeras a menudo formadas por 
asentamientos de entradas de mar y desconectados de 
éste por bancos de arena o barrizales.
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ANEXO III. Experiencias en España 
en restauración ecológica 
de espacios afectados por 
infraestructuras lineales
 1. HIDROTAL
Participantes: OHL y Universidad Complutense de Ma-
drid. Departamento de Biología Vegetal I (IP: Luis Bala-
guer Núñez)
 Organismos Públicos que han subvencionado/financia-
do el proyecto: Centro para el Desarrollo Tecnológico e 
Industrial (CDTI) perteneciente al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio y Ministerio de Educación y Ciencia 
(programa PROFIT 2003, 2004 y 2005.
 Duración: 2003-2006
Resultados: Este proyecto, por la gestión adaptativa que 
dirigió su desarrollo, fue necesario realizar una extensión 
en el plazo de ejecución. El proyecto RECOTAL, de corta 
duración fue la prórroga necesaria de HIDROTAL, por lo 
que sus resultados se pueden considerar comunes.
2. RECOTAL
Participantes: OHL y Universidad Complutense de Ma-
drid. Departamento de Biología Vegetal I (IP: Dr. Luis 
Balaguer Núñez) y Departamento de Ecología (colabo-
radores: Dr. Miguel Ángel Casado y Dra. María Dolores 
Jiménez Escobar)
Organismos Públicos que han subvencionado/financia-
do el proyecto: Centro para el Desarrollo Tecnológico e 
Industrial (CDTI) perteneciente al Ministerio de Industria, 




- De la Riva, E. G., Casado, M. A., Jiménez, M. D., Mola, 
I., Costa-Tenorio, M., & Balaguer, L. (2011). Rates of lo-
cal colonization and extinction reveal different plant 
community assembly mechanisms on road verges in 
central Spain. Journal of Vegetation Science, 22: 292-
302.
- Mola, I., Jiménez, M. D., López-Jiménez, N., Casado, 
M. A., & Balaguer, L. (2011). Roadside reclamation out-
side the revegetation season: management options 
under schedule pressure. Restoration Ecology, 19: 83-
92.
- Jiménez, M. D., Ruiz-Capillas, P., Mola, I., Pérez-Coro-
na, E., Casado, M. A., & Balaguer, L. (2013). Soil develo-
pment at the roadside: a case study of a novel ecosys-
tem. Land Degradation & 2. 
3. CLEAM
Proyecto subvencionado mediante convocatoria CENIT 
(Consorcios, Estratégicos Nacionales de Investigación Tec-
nológica). El proyecto está liderado por OHL y Ferrovial y 
participan las siete constructoras principales de España. 
El proyecto está orientado a la Construcción, Limpia, Efi-
ciente y Amigable con el Medioambiente. El proyecto 
consta de siete paquetes de trabajo. Dentro del Paquete 
de Trabajo III-“Afección a Flora y Fauna” se incluyeron dos 
actividades relacionadas con la Restauración Ecológica: 
Actividad 3.1.-“Caracterización de los procesos ecológicos 
en el entorno de las infraestructuras lineales” y Actividad 
3.2.-Nuevas técnicas de revegetación, restauración e inte-
gración ecológica de las infraestructuras”. Todas las em-
presas son copropietarias de los resultados del proyecto, 
aunque en estas dos actividades, bajo la coordinación de 
OHL participaron también Acciona y Ferrovial.
Participantes: OHL, Ferrovial,  Acciona, Universidad Com-
plutense de Madrid. Departamento de Biología Vegetal I 
(IP: Dr. Luis Balaguer Núñez, colaboradora: Dra. Margari-
ta Costa Tenorio), Departamento de Ecología (colabora-
dores: Dr. Miguel Ángel Casado González, Dra. María Do-
lores Jiménez Escobar. Dr. Juan Antonio Delgado Sáez), 
Departamento de Zoología (colaborador: Dr. Álvaro Ra-
mírez García) y Departamento de Geodinámica (colabo-
radores: Dr. Jose Francisco Martín Duque y Dr. Saturnino 
de Alba Alonso)
Organismos Públicos que han subvencionado/financia-
do el proyecto: Centro para el Desarrollo Tecnológico e 
Industrial (CDTI) perteneciente al Ministerio de Industria, 
Turismo y Comercio.
Duración: 2007-2010.
Principales resultados: La extensión de tierra vegetal en 
desmontes de carretera ayuda a disminuir el efecto de 
los filtros ambientales y facilita el establecimiento de co-
munidades de herbáceas de alta cobertura y diversidad. 
(Magro et al., 2014). Los cambios en la composición de la 
microfauna de suelo en terraplenes de carretera indican 
una mejora de la funcionalidad en el tiempo bajo condi-
ciones de estabilidad (baja erosión, sin manejo, remoción 
de vegetación o reperfilado) (Magro et al., 2015). La siega 
como actividad de manejo en taludes de carretera afecta 
a la composición de las comunidades de bacterias del sue-
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lo de terraplenes y por tanto puede influir sobre las fun-
ciones ecosistémicas en estos ambientes (Magro et al., 
2016- en prensa). Las plantaciones en taludes de carretera 
pueden restaurar procesos además de tener fines orna-
mentales y de estabilización del terreno. Las plantaciones 
de especies ornamentales en islas proporcionan refugio y 
alimento a las aves, pero dependiendo de la comunidad 
de la matriz circundante permitirán o no una activación 
del proceso de dispersión de semillas de la matriz a los 
taludes (Torre et al., 2015). Las comunidades de plantas 
dependen de las características edáficas de los taludes y 
de la composición de especies de la matriz inmediata. Se 
recomienda una optimización del uso de la tierra vegetal 
y la conservación de la vegetación próxima a los taludes 
para maximizar la biodiversidad de estos ecosistemas 
(Torre et al, en preparación). No se cumple la hipótesis de 
fertilización por CO2 en plantas herbáceas de la especie 
Dactylis glomerata creciendo en los taludes de carretera, 
si no que más bien se detecta una regulación a la baja de 
la fototosíntesis debida a las malas condiciones edáficas 
(suelos pobres en nutrientes, sobre todo nitrógeno y bajo 
contenido hídrico) (Jiménez et al., en revisión). 
Bibliografía:
- Barbero Doalfio, F. (2012) Estudio de los procesos 
erosivos en taludes de infraestructuras lineales en la 
cuenca sedimentaria de Madrid. Implicaciones en la 
restauración ecológica. UCM. Tesis Doctoral.
4. ECONECT
Participantes: OHL, Universidad Rey Juan Carlos. Depar-
tamento de Biología y Geología (IP Dr. Adrián Escudero, 
colaboradores: José María Iriondo Alegría, Dra. Isabel 
Martínez Moreno, Dr. Marcos Méndez Iglesias), Universi-
dad Complutense de Madrid. Departamento de Biología 
Vegetal I (IP: Dr. Luis Balaguer Núñez, colaboradora: Dra. 
Beatriz Pías Couso), Departamento de Ecología (cola-
boradores: Dr. Miguel Ángel Casado González, Dra. Ma-
ría Dolores Jiménez Escobar, Dr. Jose Antonio Delgado 
Sáez) y Departamento de Zoología (colaboradoras: Dra. 
María Dolores Trigo Arza y Dra. Mónica Gutiérrez López)
Organismos Públicos que han subvencionado/financiado 
el proyecto: Centro para el Desarrollo Tecnológico e In-




- Arenas, J.M., Escudero, A., Magro, S. & Casado, M.Á. 
(2015) Woody colonization of road embankments: A 
large spatial scale survey in central Spain. Landscape 
and Urban Planning, 141: 52-58.
5. OASIS
Proyecto subvencionado mediante convocatoria CENIT 
(Consorcios Estratégicos Nacionales de Investigación 
Tecnológica). El proyecto estuvo liderado por OHL Con-
cesiones, Iridium y Abertis y participaron además de 
estas tres grandes empresas transnacionales concesio-
narias de infraestructuras de transporte, dos grandes 
empresas integradoras de sistemas (INDRA y SICE), 
dos constructoras (OHL y Dragados), dos consultoras 
(Geocisa y GMV) y siete PYMES. El proyecto está orien-
tado a generar un estándar para la Operación de Auto-
pistas Seguras, Inteligentes y Sostenibles. El proyecto 
consta de siete paquetes de trabajo. Dentro del Paquete 
de Trabajo 7. “Interacción de la Autopista con su entor-
no natural”, se incluían tres actividades, dos de las cua-
les estaban relacionadas con la Restauración Ecológica: 
7.2 “Nueva interpretación y estudio de las relaciones 
fauna/autopista” y 7.3 “Dinámica de la vegetación: ma-
nejo y optimización de la cobertura vegetal”. Estas acti-
vidades fueron diseñadas por OHL, en las que también 
participaron para su desarrollo las tres concesionarias, 
INDRA y dos PYMES (PyG Estructuras Ambientales y la 
Asociación Española de la Carretera-AEC), conjunto de 
empresas propietarias de los resultados de este paque-
te de trabajo.
Participantes: OHL, OHL Concesiones, Abertis, Iridium, 
INDRA, AEC, PyG, Universidad Autónoma de Madrid. De-
partamento de Biología, Grupo de Ecología Terrestre (IP: 
Dra. Begoña Peco, colaboradores: Dr. Juan Malo y Dra. 
Cristina Mata Estació).
Organismos Públicos que han subvencionado/financia-
do el proyecto: Centro para el Desarrollo Tecnológico e 




- Martínez Jáuregui, B., Rivera, D. & Peco B. (2013). 
Does topsoil accelerate the decomposition of litter on 
roadslopes? Ecological Engineering, 52: 88-95
- Navarro-Castilla, Á., Mata Estació, C., Ruíz-Capillas, P., 
Palem, R., Malo, J.E. & Barja, I. (2014) Are Motorways 
Potential Stressors of Roadside Wood Mice (Apode-
mus sylvaticus) Populations?. PloS One 9 (3):e91942
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- Rivera, D. (2012). Dinámica de la revegetación de ta-
ludes de infraestructuras lineales: manejo y optimiza-
ción de la cobertura vegetal. Tesis Doctoral.
- Rivera, D., Jáuregui, B. M., & Peco, B. (2012). The fate 
of herbaceous seeds during topsoil stockpiling: res-
toration potential of seed banks. Ecological Enginee-
ring, 44: 94-101.
- Rivera, D., Mejías, V., Jáuregui, B. M., Costa-Tenorio, 
M., López-Archilla, A. I., & Peco, B. (2014). Sprea-
ding Topsoil Encourages Ecological Restoration on 
Embankments: Soil Fertility, Microbial Activity and 
Vegetation Cover. PloS one, 9. DOI: 10.1371/journal.
pone.0101413.
- Ruiz-Capillas, P., Mata, C., & Malo, J. E. (2013). Beyond 
the biological perspective of the road/fauna conflict: 
vertebrates in the decision making of Spanish mo-
torway. Oecologia Australis, 17: 386-396.
- Ruiz-Capillas, P., Mata, C., & Malo, J. E. (2013). Com-
munity Response of Mammalian Predators and Their 
Prey to Motorways: Implications for Predator–Prey 
Dynamics. Ecosystems, 16: 617-626.
- Ruiz-Capillas, P., Mata, C., & Malo, J. E. (2013). Road 
verges are refuges for small mammal populations in 
extensively managed Mediterranean landscapes. Bio-
logical Conservation, 158: 223-229
- Ruiz-Capillas, P., Mata, C., & Malo, J. E. (2015). 
How many rodents die on the road? Biological and 
methodological implications from a small mammals’ 
roadkill assessment on a Spanish motorway. Ecologi-
cal Research, 30(3): 417-427.
6. ARIDLAP
Consorcio para el desarrollo del proyecto: Minimización 
de los efectos originados por climatologías extremas 
sobre la infraestructura ferroviaria de altas prestaciones 
localizada en zonas áridas. El proyecto fue liderado por 
Inabensa y también participaron ADIF, OHL, Ineco, Elec-
nor, Win Inertia y Nervados. Proyecto financiado en una 
convocatoria Interconecta (Fondos FEDER) del Centro 
para el Desarrollo Tecnológico e Industrial (CDTI) depen-
diente del Ministerio de Economía y Competitividad. Pro-
yecto compuesto por 5 paquetes de trabajo y dentro del 
tercero se integra la actividad: 3.4. Nuevas soluciones de 
restauración ecológica.
Participantes: OHL, INECO, DEIMOS, Universidad Com-
plutense de Madrid: Departamento de Biología Vegetal 
I (IP: Dr. Luis Balaguer), Departamento de Ecología (co-
laborador: Dr. Miguel Ángel Casado), Departamento de 
Geodinámica (colaborador: Dr. Jose Francisco Martín Du-
que) y Estación Experimental de Zonas Áridas, EEZA-CSIC 
(IP: Dr. Francisco Pugnaire de Iraola) 
Organismos Públicos que han subvencionado/financiado 
el proyecto: Centro para el Desarrollo Tecnológico e In-
dustrial (CDTI) dependiente del Ministerio de Economía y 
Competitividad (Fondos FEDER)
Duración: 2013-2014
Principales resultados: Diagnóstico ecológico de un es-
cenario ferroviario en medio árido: Ferrocarril de alta Ve-
locidad entre La Meca y Medina (HARAMAIN) en Arabia 
Saudí. Propuestas de mejora tanto para la operación de 
la infraestructura como para el diseño de futuras infraes-
tructuras basadas en la Restauración Ecológica.
OHL en la línea estratégica de I+D+i de Restauración Eco-
lógica de espacios afectados por la construcción y opera-
ción de infraestructuras lineales de transporte terrestre, 
ha invertido en el periodo 2003-2015 más de 3,5 millones 
de euros en el desarrollo de seis proyectos, de los cuales 
más de 1,1 millones de euros han revertido en subcon-
trataciones de centros públicos de investigación (UCM, 
URJC, UAM y EEZA-CSIC). Diferentes programas del Cen-
tro para el Desarrollo Tecnológico e Industrial (CDTI- de-
pendiente del Ministerio de Economía y Competitividad) 
han financiado y/o subvencionado parte del presupuesto, 
así como el programa PROFIT del antiguo Ministerio de 
Educación y Ciencia.
7. Ejemplo del ecoducto La Cavorca - Carretera C-37 
(PK159+770)
Anchura: 122 m, longitud: 20 m
Año de construcción: 2006-2007
Año de entrada en servicio de la carretera: 2009
Coste del proyecto (obra civil): 1.993.857 euros
Acciones: Restauración topográfica con perfiles irregula-
res con vertientes expuestos a diferentes orientaciones 
que permite la creación de mosaicos de hábitats con dife-
rentes grados de insolación y humedad. El diseño incorpo-
ra refugios para pequeños animales (piedras o troncos). 
Además se llevó a cabo una revegetación y la creación de 
espacios abiertos en el paisaje forestal. Se hizo especial 
énfasis en la  recuperación de prados con elevado interés 
para la conservación de flora y de insectos polinizadores. 
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Las franjas laterales arboladas tomarán relevancia a me-
dida que transcurran los años y facilitaran el uso por parte 
de especies forestales. 
Principales resultados:
- Cobertura vegetal: 90-100% de cobertura herbácea y 
sectores con una elevada densidad de árboles y arbus-
tos, aunque todavía no tienen un porte muy desarro-
llado (1-2 metros de altura máx.).
- Uso por parte de la fauna: 179 taxones de inverte-
brados (ampliación estudio en curso), - 134 especies 
sobre la vegetación herbácea (12 ordenes), diversas 
especies de polinizadores y existencia de redes trófi-
cas complejas, 45 especies epiedáficas (12 órdenes), 
Diversas especies de saprófitos y un elevado interés 
en el ecosistema edáfico, 2 especies de anfibios en el 
ecoducto y 3 en el entorno cercano, 42 especies de 
aves en el ecoducto (5 rapaces: abejero europeo, bui-
tre leonado, águila culebrera, azor común y ratonero 
común) y 22 especies de aves paradas sobre su super-
ficie. Diversos tipos de comportamiento de las aves en 
el ecoducto. Murciélagos: mínimo 11 especies sobre el 
ecoducto. 2 especies de micromamíferos sobre el eco-
ducto, 2 especies de lagomorfos,  5 especies de carní-
voros, 2 especies de ungulados.
Anexos
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ANEXO IV. Actuaciones de restauración 
ecológica de dunas costeras 




- Actuaciones del plan PIMA Adapta 2015 en la pro-
vincia de A Coruña.
- Regeneración dunar en la playa de Razo-Baldaio 
(Carballo). A Coruña.
- Estabilización de taludes y regeneración dunar en 
las playas de Carragueiros y Ladeira. Boiro. A Coru-
ña.
- Ordenación del medio natural en la playa de Doni-
ños. A Coruña
- Regeneración dunar en Arenales del Sol y el Cara-
bassí. Alicante. 
- Restauración del ecosistema dunar de Guardamar 
del Segura, Alicante. Tramo desembocadura río 
Segura-playa de la Marina.
- Protección y restauración de la playa de La Ñora. 
Asturias. Plan PIMA Adapta.
- Obras de estabilización de la línea de costa y defen-
sa contra inundaciones en las playas del entorno 
próximo al delta del Tordera, Barcelona. 
- Tratamiento ambiental del frente marítimo de Cas-
telldefels, Tramo III entre la Avenida República Ar-
gentina y el término municipal de Sitges. Barcelona.
- Retirada de tablaestacado en la playa de Cortadura. 
Cádiz.
- Plantación de refuerzo en las dunas del puntal de 
Laredo. Cantabria.
- Plantación de refuerzo en las dunas de Somo y Lo-
redo. Cantabria.
- Ordenación de los accesos a la Playa del Prat en el 
sur de Torrenostra. Castellón.
- Protección de la zona húmeda del Prat de Cabanes-
Torreblanca de la intrusión marina. Castellón.
- Restauración del cordón litoral en la playa de les 
Marines. Castellón.
- Proyecto Plan Adapta estabilización del sistema du-
nar en la Playa de Sant Pere Pescador. Girona.
- Proyecto Plan Adapta estabilización del sistema du-
nar en Playas Rec del Moli en l’Escala. Girona.
- Proyecto de restauración de la duna de la playa de 
Santiago. Guipuzkoa. Plan PIMA Adapta.
- Restauración del sistema dunar y accesos a la playa 
de Isla Canela. Huelva.
- Recuperación ambiental de la playa La Lanzada- 2ª 
fase. Pontevedra. 
- Obras de emergencia para la reparación de daños 
producidos por los temporales enero y febrero 2015 
en diversos cordones dunares y playas de la provin-
cia de Tarragona. 
- Estabilización del sistema dunar de las playas de 
Riumar. Tarragona.
- Protección dunar en la playa de Espasante. Orti-
gueira. Bizkaia.
- Proyecto LIFE Pletera. Desurbanización y restaura-
ción de la funcionalidad ecológica de los sistemas 
costeros de la Pletera. Parc Natural del Montgrí, les 
illes Medes I el Baix Ter.
- Restauración ecológica de las dunas costeras de 
Nueva Umbría, Lepe-Huelva. 2005.
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ANEXO V. Experiencias en España en 
restauración ecológica en el 
medio marino
RESTAURACIÓN DE PRADERAS DE Cymodocea nodosa 
FRENTE AL PARAJE NATURAL PUNTA ENTINAS-SABI-
NAR (ALMERÍA)
Quién la realiza: Fundación OCEANA
Fecha: Julio y agosto de 2008
Financiación: Fundación Banco Santander (230.000 Eu-
ros por hectárea)
En qué consiste: Proyecto de siembra de semillas de Cy-
modocea nodosa.
Zona de actuación: Área marina comprendida entre Pun-
ta Sabinar y Punta Elena, entorno de Roquetas de Mar 
(Almería). 400 hectáreas.
Resultados: (1) Hay una falta de conocimiento sobre el 
estatus real de las praderas de C. nodosa, así como la re-
levancia de la reproducción sexual en la proliferación de 
estas plantas, lo que ralentiza los esfuerzos enfocados 
en su conservación y recuperación (2) El relativo éxito 
obtenido en algunas experiencias piloto de transplante 
de céspedes llevadas a cabo en Portugal, Islas Canarias e 
Italia, solo es aplicable para pequeñas áreas, debido a la 
elevada inversión económica y logística que éstas conlle-
van. (3) Una de las conclusiones de este trabajo: “La res-
tauración de praderas de C. nodosa mediante recolección 
de semilla y siembra directa en zonas degradadas es un 
proceso más sencillo y económico que otros métodos ha-
bituales en este tipo de actuaciones, como son la germi-
nación de semillas en laboratorio y la plantación de haces 
recogidos directamente de la planta, además de menos 
dañino para la población donante”. (4) Las praderas de 
la zona de actuación, compuestas de Cymodocea nodosa, 
Posidonia oceanica y Zostera marina, situadas en zonas 
abiertas y batidas, son similares a las que se pueden hallar 
en otras zonas del litoral cantábrico y atlántico español, 
por lo que la experiencia que se obtiene de esta interven-
ción puede ser extrapolable a otros lugares.
Enlaces: https://eu.oceana.org/sites/default/files/reports/
OCEANA_Manual_Restauracion_Praderas_Marinas.pdf
TRASPLANTES EXPERIMENTALES DE SEBADALES (Cy-
modocea nodosa) EN AGUAS DEL ARCHIPIÉLAGO CA-
NARIO
Quién lo realiza: Instituto Canario de Ciencias Marinas 
(ICCM)
Fecha: Febrero 2005
Finaciación: No publicado 
En qué consiste: Proyecto piloto de trasplante de matas 
sanas (método del cepellón) de Cymodocea nodosa o 
seba, que estaban siendo afectadas por las obras de am-
pliación del puerto.
Zona de actuación: Puerto en Gran Tarajal (Fuerteventura)
Resultados: Menos de la mitad (40%) de las plantas lo-
graron sobrevivir al trasplante pasados unos meses, 
desestimando esta técnica como herramienta para la 
restauración. Poco tiempo después, la supervivencia era 




RESTAURACIÓN DE FONDOS MARINOS CON Posidonia 
oceanica EN AGUAS DEL PARAJE NATURAL ACANTILA-
DOS MARO-CERRO GORDO (MÁLAGA-GRANADA)
Quién lo realiza: Delegación de Medio Ambiente de Má-




En qué consiste: La restauración pretendía conectar en-
tre sí algunos restos de pradera de Posidonia oceanica tras 
la degradación producida por la pesca de arrastre ilegal 
sobre fondos someros y la contaminación marina.
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TRASPLANTE DE Posidonia oceanica POR AMPLIACIÓN 
DEL PUERTO DE ROQUETAS DE MAR (ALMERÍA)
Quién lo realiza: Junta de Andalucía.
Fecha: -
Finaciación: -
En qué consiste: Tras el anuncio de ampliación del puerto, 
se puso en marcha el trasplante de una pequeña pradera 
de Posidonia que se encontraba en la zona de actuación. 
Los principales objetivos eran determinar la viabilidad de 
un transplante en el mar, y utilizar estas plantas como in-
dicadoras de la recuperación de unas aguas que habían 
sido contaminadas por vertidos industriales.
Zona de actuación: puerto de Roquetas de Mar (Almería)
Resultados: Las complicadas condiciones oceanográficas 
de la zona imposibilitaron el desarrollo del trasplante. 
PROYECTO ERPO: ESTRUCTURAS DE REGENERACIÓN 
DE Posidonia oceanica
Quién lo realiza: Instituto Mediterráneo de Estudios 
Avanzados, Universidad Politécnica de Catalunya, Univer-
sidad de Murcia, Centro Internacional de Investigación de 
Recursos Costeros, Centro Internacional de Métodos Nu-
méricos en Ingeniería, Centro de Estudios Avanzados de 
Eivissa y Formentera, Centro de Interpretación del Mar 
de Sant Antoni y la empresa Active Generation.
Fecha: 2008-2010.
Financiación: Ministerio de Medio Ambiente y Medio Ru-
ral y Marino. 75.000 euros para el año 2008. La inversión 
total que prevé la empresa Active Generation es de 1,5 
M€.
En qué consiste: Diseño y construcción de un prototipo 
de semilleros biodegradables instalados en el fondo ma-
rino. En ellos se siembran semillas de Posidonia recogidas 
en la orilla o directamente de la superficie del mar. El ob-
jetivo es aumentar la posibilidad de restauración de pra-
deras marinas.





RESTAURACIÓN AMBIENTAL DE LA PRADERA DE Posi-
donia oceanica Y REIMPLANTE DE Pinna nobilis EN RELA-
CIÓN AL PROYECTO DE AMPLIACIÓN DEL PUERTO DE-
PORTIVO LUIS CAMPOMANES (T.M. ALTEA, ALICANTE)




En qué consiste: Trasplante de matas de Posidonia del 
lugar afectado por la ampliación del puerto a una zona 
despoblada de esta especie (proyecto desestimado por 
el TSJ de la Generalitat Valenciana)
Zona de actuación: Puerto de Campomanes, Altea (Ali-
cante). El área afectada es de 40 hectáreas.
Resultados: (1) Se trata de un proyecto mal fundamenta-
do desde el punto de vista técnico y científico, ya que no 
es viable trasplantar miles de metros cuadrados de esta 
especie. (2) La extrapolación de las tasas de efectividad 
de trabajos similares indican que serían necesarios va-
rios siglos para poder concluir el trabajo propuesto. (3) 
El trasplante de praderas superficiales (que sobreviven 
peor) con una técnica no ensayada previamente y sin al-
gunas precauciones básicas, como evitar la rotura de los 
bloques y el lavado de los sedimentos, hace poco viable la 
supervivencia del 100% de la pradera previsto en los obje-
tivos de la acción. (4) Se generaría un importante impacto 
derivado de removilizar grandes cantidades de sedimen-
to, que provocarían turbidez, hipersedimentación, colma-





Quién la realiza: IMEDEA (Instituto Mediterráneo de Es-
tudios Avanzados)
Fecha: La finalización del proyecto está prevista para me-
diados del año 2016.
Financiación: Red Eléctrica de España
En qué consiste: Se estudia el uso de semillas de Posidonia 
oceanica germinadas en laboratorio  y haces procedentes 
de fragmentación natural para la recuperación de prade-
ras. El objetivo es mitigar la afección por los trabajos de 
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tendido de cables eléctricos submarinos. Para ello, pro-
ponen la reimplantación de haces de esta planta sobre la 
zanja abierta por el tendido del cable submarino. 
Lugar de actuación: Islas Baleares
Resultados: (1) Se espera disponer de una herramienta 
correctora de gran interés para Red Eléctrica y de aplica-
ción práctica inmediata para minimizar los posibles im-
pactos a las praderas de Posidonia oceanica ocasionados 
por el tendido de cables submarinos. (2) Esta técnica será 
de posible aplicación en los enlaces submarinos planifica-




ARRECIFES ARTIFICIALES Y OTRAS ACTUACIONES EN 
RELACIÓN CON LA RECUPERACIÓN PESQUERA EN EL 
LITORAL DE MURCIA
Quién lo realiza: Consejería de Agricultura, Agua y Medio 
Ambiente. Gobierno de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia.
Fecha: No publicado
Financiación: Consejería de Agricultura, Agua y Medio 
Ambiente. Gobierno de la Comunidad Autónoma de la 
Región de Murcia.
En qué consiste: Se ha instalado un total de 7 áreas arre-
cifales en el litoral de la Región de Murcia, teniendo como 
principal objetivo el incremento y la conservación de los 
recursos pesqueros, protegiendo las praderas de Posido-
nia oceanica de la acción destructora de la pesca de arras-
tre ilegal.
Resultados: La eficacia de estos módulos, disuasorios 
para la pesca de arrastre, ha sido comprobada con poste-
riores monitorizaciones de la zona. 
ARTIFICIAL ANTI-TRAWLING REEFS OFF ALICANTE, 
SOUTH-EASTERN IBERIAN PENINSULA: EVOLUTION OF 
REEF BLOCK AND SET DESIGNS
Quién la realiza: Departamento de Ciencias del Mar y Bio-
logía Aplicada. Universidad de Alicante e Instituto de Eco-
logía del Litoral.
Fecha: No publicado
Financiación: EEC (DG XIV, 50%), Ministerio de Agricultu-
ra, Pesca y Alimentación (35%), Consejo de Agricultura y 
Pesca (proyecto Tabarca, 15%), Municipio de Campello 
(proyecto Campello, 15%), Ayuntamientos de Alicante, 
Campello, La Vila Joiosa y Altea (estudios preliminares). 
En qué consiste: Instalación de arrecifes artificiales para 
la protección de biocenosis y especies frente al impacto 
de la pesca de arrastre, haciendo hincapié en la protec-
ción de comunidades de Posidonia y Cymodocea, y su fau-
na asociada, como Pinna nobilis, y comunidades de algas 
calcáreas. 
Zona de actuación: Isla de Tabarca, Campello, La Vila Joio-
sa y Altea (Alicante).
Resultados: Los resultados observados de los distintos 
arrecifes artificiales  disuasivos fondeados en Tabarca y 
en Campello (Alicante) han sido positivos al cumplir las si-
guientes funciones: (1) proteger áreas de alevinaje y juve-
niles de peces y cefalópodos, (2) evitar las repercusiones 
de los efectos de la pesca de arrastre a largo plazo, (3) 
aumentar la heterogeneidad espacial mediante la coloca-
ción de sustratos duros en fondos blandos, (4) proporcio-
nar un laboratorio natural para investigar la estructura, 
insularidad, sucesión ecológica y la complejidad de hábi-
tat de ciertas comunidades, así como áreas de monitori-
zación. Sin embargo, en las monitorizaciones realizadas 
en el arrecife próximo a la isla de Tabarca se ha observado 
que los módulos no han funcionado como entes produc-
tores de biomasa, más bien parecen atraer fauna piscícola 
de los alrededores. Esto puede deberse, entre otros moti-
vos, a que su localización parece ser inadecuada, debido 
al contexto hidrográfico en el que se instalaron, ya que 
la corriente general predominante transcurre fuera de la 
zona de influencia del arrecife, haciéndolo inaccesible al 






Norte de Cabo Cope 493 264
Norte de Cabo de Palos 90,5 246
Bahía de Mazarrón 885,5 304
El Portús-Isla de las Palomas 452 79
Calblanque 1.564 291
Playa de los Hierros Puntas de 
Calnegre 220,2 113
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CONSERVACIÓN Y RESTAURACIÓN DE POBLACIONES 
DE ESPECIES AMENAZADAS DEL GÉNERO Cystoseira
Quién lo realiza: Universitat de Girona
Fecha: 2015-2016
Financiación: Fundación Biodiversidad
Zona de actuación: Cataluña y Baleares
En qué consiste: El proyecto tiene como objetivos restau-
rar poblaciones en declive o extinguidas de las especies 
amenazadas del género Cystoseira, poniendo a punto 
técnicas de restauración para favorecer su recuperación 
en zonas donde la calidad de las aguas lo haga posible, y 
recuperando el hábitat patrimonial del alga Cystoseira cry-
nita en diferentes zonas del Mediterráneo. Se persiguen 
estos objetivos a través de (1) la localización y caracteriza-
ción de las poblaciones de Cystoseira crinita en Cataluña y 
el monitoreo de su dinámica poblacional estacional, (2) 
experimentos en laboratorio para determinar la irradian-
cia y temperatura óptimas en los primeros estadios de 
desarrollo de esta especie, (3) cultivo para el crecimiento 
de plántulas en el laboratorio y su posterior transplante 
en mar, (4) traslocación de rámulos fértiles de Cystoseira 
crinita en una cala del Cap de Creus, y (5) monitorización 





RESTAURACIÓN ECOLÓGICA DE MARISMAS DE RÉGI-
MEN MAREAL EN EL ESTUARIO DEL GUADALQUIVIR, 
PARQUE NATURAL DE DOÑANA
Quién la realiza: Departamento de Biología Vegetal y Eco-
logía de la Universidad de Sevilla.
Fecha: Desarrollo en 1999-2000. Los resultados se expu-
sieron en 2001. En los 12 meses posteriores a la actuación 
se comprobó la estabilidad de la actuación.
Financiación: No publicado.
En qué consiste: La actuación pretende recuperar un sec-
tor de las marismas que había sido desecado, mediante 
el reestablecimiento de los procesos y funciones ecoló-
gicos, promoviendo la biodiversidad de organismos. Para 
ello, se procedió en cuatro fases: 1) eliminación del mate-
rial dragado, 2) restauración del flujo mareal, 3) diversifi-
cación de hábitats y 4) aceleración puntual de procesos 
sucesionales.
Zona de actuación: marismas del Guadalquivir, sobre una 
superficie de 52 hectáreas.
Resultados: estabilidad de canales y diques, incluso en un 
período de grandes avenidas, flujo mareal ajustado al mo-
delo numérico desarrollado en el diseño de la restaura-
ción, inundación periódica de la marisma asegurada, faci-
litando su desarrollo. La revegetación ha sido muy rápida, 
con colonización de especies características de marismas 
mareales y no mareales. Utilización por fauna inmediata, 
tras la primera inundación con las aguas del estuario. Pe-
ces en los canales interiores y aves en toda la marisma. 
El número de especies e individuos registrados ha incre-
mentado a lo largo del tiempo, habiéndose registrado un 
total de 73 (2001). 
Enlaces: http://www.revistaecosistemas.net/index.php/
ecosistemas/article/view/303
EVALUACIÓN DE LA RECUPERACIÓN DE LOS BANCOS 
DE EXTRACCIÓN DE Ruditapes decussatus EN LA COMU-
NIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN DE MURCIA
Quién la realiza: Taxon Estudios Ambientales S.L.
Fecha: Febrero 2004
Financiación: No publicado
En qué consiste: Comprobar si las medidas de gestión 
adoptadas por el Servicio de Pesca de la CARM (vedas) 
fueron adecuadas y se está recuperando el banco de al-
meja fina para el marisqueo o acuicultura en las aguas in-
teriores de la Región de Murcia (MUR1-51).
Zona de actuación: Encañizadas del Mar Menor. 20,14 ha.
Resultados: Las medidas adoptadas por el Servicio de 
Pesca de la CARM durante el año 2003, estableciendo una 
veda temporal en la totalidad del banco, no proporcionó 
los resultados esperados, ya que tanto la abundancia de 
individuos, como la biomasa de la totalidad del banco, re-
gistraron valores muy inferiores a lo que se puede consi-
derar adecuado para una posible explotación comercial. 
A partir de los resultados se recomendó realizar un se-
guimiento extendido en el tiempo tiempo en diferentes 




EVALUACIÓN DE LA RECUPERACIÓN DE LOS BANCOS 
DE EXTRACCIÓN DE Chamelea gallina EN AGUAS INTE-
RIORES DE LA COMUNIDAD AUTÓNOMA DE LA REGIÓN 
DE MURCIA
Quién la realiza: Taxon Estudios Ambientales S.L.
Fecha: Veda 2002-2005. Análisis 2003.
Financiación: Servicio de Pesca y Acuicultura de la Direc-
ción General de Ganadería y Pesca, Gobierno Autónomo 
de la Región de Murcia
En qué consiste: Evaluación de las medidas adoptadas 
por el Servicio de Pesca de la CARM durante el año ante-
rior, estableciendo una veda temporal en la totalidad de 
los bancos.
Zona de actuación: Diversas zonas marítimas de la Región 
de Murcia.
Resultados: Las medidas adoptadas no proporcionaron 
los resultados esperados. Se precisa incorporar nuevas 
medidas.
Enlaces: https://goo.gl/EuGjqU
MITIGACIÓN DEL IMPACTO AMBIENTAL GENERADO 
POR LOS CULTIVOS MARINOS EN ESTRUCTURAS FLO-
TANTES
Quién la realiza: CA Murcia (Equipo de Acuicultura Marina 
IMIDA y Taxon Estudios Ambientales S.L.), CA Andalucía 
(Empresa Pública DAP), CA Canarias (Departamento Ben-
tos Marino ICCM), CA Galicia (Consellería de Pesca Maris-
queo e Acuicultura y Departamento de Biología Animal 
Universidad de Santiago de Compostela).
Fecha: 2006-2008.
Financiación: 651.618 Euros.
En qué consiste: Evaluar la potencialidad del uso de arre-
cifes artificiales y de sistemas de recogida de biodepósi-
tos como herramientas alternativas para la mitigación 
del impacto ambiental que ocasionan sobre el sistema 
bentónico los cultivos marinos en jaulas flotantes en mar 
abierto, y en bateas de mejillón, respectivamente.
Zona de actuación: diversas zonas en los litorales de Gali-
cia, Canarias, Andalucía y Murcia.
Resultados: (1) El flujo de material particulado en los biofil-
tros bajo las jaulas fue netamente superior que fuera de su 
influencia. (2) Se observó un notable incremento de la di-
versidad biológica, tanto bentónica como nectónica, direc-
tamente asociada a los biofiltros, sobre todo en los locali-
zados bajo las granjas. (3) El fouling fijado en los biofiltros 
bajo las granjas reutiliza y recicla los residuos derivados del 
cultivo. (4) Se observó un mayor doblamiento ictiológico 
pelágico y nectobentónico asociado a los biofiltros, lo que 
contribuye al reciclado de los residuos particulados deriva-
dos del cultivo. (5) No se observó una mejora en la calidad 
de los sedimentos en el entorno de los biofiltros localiza-
dos bajo las granjas. (6) Los sistemas probados para la re-
cogida de biodepósitos de mejillón en bateas resultaron 
adecuados, aunque se requieren mejoras para facilitar su 
mantenimiento y manejo. (7) Los biodepósitos, recogidos 
y tratados en tierra, son un eficaz fertilizante empleado en 
sustratos agrícolas, solo o mezclado con otros residuos. 
También pueden ser utilizados para recuperar suelos de-
gradados y/o contaminados por la minería. 
- Aguado-Giménez, F., Ibáñez, A.J., Piedecausa, 
M.A.,,Gutiérrez, J.M., García, N., Aliaga, V., Urra, J., 
González, N., Rueda, J.L., Perán, A., Gómez, D., García-
García, B., Belmonte, A., Macías, J.C. (2007). Mitiga-
ción del impacto ambiental generado por los cultivos 
marinos en jaulas flotantes sobre fondos blandos, 
mediante la utilización de biofiltros bentónicos. Re-
sultados preliminares. XI Congreso Nacional de Acui-
cultura. Vigo 24-28 septiembre de 2007. Ponencia oral 
invitada.
- García, N., Louzara, G. y González, N. (2006). Estado 
preoperacional del Plan Nacional: “Mitigación de jau-
las flotantes con arrecifes artificiales” (JACUMAR). 
XIV Simposio Ibérico de Estudios de Biología Marina. 
Barcelona 12-15 sep 2006. Póster.
- Piedecausa-Narejo, M.A., Aguado-Giménez, E., Ca-
rrasco-López, C.J., García-García, B., Gutiérrez-Ortega, 
J.M. (2007). Influence of cage fish farming on the icht-
yofauna associated with experimental benthic bio-
filters. Preliminary results. International Symposium 
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TÉCNICAS DE MINIMIZACIÓN, TRATAMIENTO Y APRO-
VECHAMIENTO DE RESIDUOS EN ACUICULTURA
Quién la realiza: Cataluña (Generalitat de Catalunya, Di-
recció General de Pesca i Afers Maritims, Institut de Re-
cerca i Tecnología Agroalimentàries, Centro de Investi-
gación Marina y Alimentaria AZTI-TECNALIA), Andalucía 
(Junta de Andalucía, Consejería de Agricultura y Pesca en 
colaboración con la Consejería de Medio Ambiente, Em-
presa Pública Desarrollo Agrario y Pesquero), Canarias 
(Consejería de Agricultura, Ganadería, Pesca y Alimenta-
ción, Viceconsejería de Pesca, Instituto Canario de Cien-
cias Marinas), Galicia (Consellería de Pesca, XUNTA de Ga-
licia, Centro de Investigacións Mariñas-CIMA, Universidad 
de Santiago de Compostela).
Fecha: 2005-2007
Financiación: 815.455 Euros
En qué consiste: Aportar al sector de la acuicultura solu-
ciones reales, eficientes y técnico-económicamente fac-
tibles para la minimización y reducción en origen de los 
residuos generados por su actividad, obtener compues-
tos de alto valor añadido con aplicación comercial y po-
sibilitar un aprovechamientos de los restantes residuos.
Zona de actuación: Numerosas.
Resultados: (1) Las empresas acuícolas españolas se in-
volucraron en el proyecto, con lo que éste ha tenido un 
efecto concienciador. (2) Debido a la elevada participa-
ción se ha obtenido gran cantidad de información y los 
resultados y conclusiones extraídas han sido muy certe-
ros. (3) Se han llevado a cabo más de 30 medidas de mi-
nimización de residuos y subproductos, lo que reducirá 
los costes de compra de materias primas y auxiliares, de 
producción y gestión de residuos y subproductos. (4) 
Se ha editado una guía de minimización de Residuos de 
acuicultura. (5) El proyecto servirá de impulso de nuevas 
actividades empresariales como son la industria de valo-
rización y transformación de subproductos pesqueros. 
(6) El conocimiento sistemático de los residuos y subpro-
ductos, y su referencia a los consumos y la producción, 
permite a los piscicultores conocer su rendimiento de 
producción y niveles de pérdidas, pudiendo actuar en 
consecuencia en base a las causas encontradas. (7) Se 
han identificado y desarrollado una serie de medidas de 
minimización de residuos y subproductos: buenas prác-
ticas y sensibilización, reducción de productos útiles de 
limpieza, reducción de envases y embalajes, reducción 
del volumen de peces muertos, reducción del volumen 
de pienso no aprovechado, reducción en la generación de 
residuos orgánicos en el proceso de transformación. (8) 
La metodología empleada en el proyecto puede servir de 
guía, lo que permitiría el seguimiento de cualquier acción 
encaminada a la mejora de la producción o a la reducción 
de impactos. (9) El plan ha supuesto una mejora en la 
creación de un equipo interdisciplinar y en los cauces de 
comunicación entre grupos de investigadores de las Co-
munidades Autónomas. (10) Se ha creado una base de da-
tos estandarizada de plantas acuícolas y residuos genera-
dos, que puede ser consultada y actualizada en red. Esto 
es una importante herramienta de gestión para todas las 
comunidades autónomas. (11) Los protocolos propuestos 
en el plan reducen ciertos impactos derivados del sector, 
como: contaminación de suelos y acuíferos subterráneos 
por depósitos de los subproductos en el terreno, ocupa-
ción de suelo (pérdida de flora, fauna, biodiversidad aso-
ciada), sobresaturación de vertederos, emisión de gases 
de efecto invernadero por descomposición de forma in-
controlada de los subproductos, riesgo de infecciones y 
generación de malos olores. (12) Se comprobó la eficacia 
del ensilado químico a la hora de mantener las caracte-
rísticas físico-químicas y nutricionales durante todo el 
periodo de almacenamiento. Este método permite man-
tener el producto varios meses en condiciones ambien-
te sin ningún tipo de conservante y puede emplearse en 
alimentación animal sin riesgo. (13) Este proyecto aporta 
una solución al problema del almacenamiento de despo-
jos de peces en piscifactorías y granjas marinas.
TRATAMIENTO DE LAS AGUAS DE VERTIDO EN ESTA-
BLECIMIENTOS DE CULTIVOS MARINOS Y AUXILIARES 
UBICADOS EN ZONAS TERRESTRES
Quién lo realiza: Galicia (Centro de Investigaciones Ma-
rinas, Instituto Gallego de Formación en Acuicultura. De-
partamento de microbiología de la Universidad de San-
tiago de Compostela, Área de Edafología de la Escuela de 
Ingeniería Técnica Forestal, REMAGRO S.A., INSUIÑA S.L., 
Cluster de Acuicultura-CETGA, Ecocelta), Canarias (Conse-
jería de Educación, Cultura y Deportes, Instituto Canario 
de CC. Marinas, Instituto Canario de Investigaciones Agra-
rias, Alevines y Doradas S.A., Romeral, Instituto Canario 
de Ciencias Marinas), Andalucía (CIFAP el Toruño, Centro 
de Investigación de Formación Acuícola y Pesquera).
Fecha: 2007-2009 (con prórroga a 2010, sin financiación)
Financiación: 506.238 Euros
En qué consiste: Desarrollo de técnicas de tratamiento y 
aprovechamiento de los residuos procedentes de estable-
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cimientos de cultivos marinos y auxiliares en tierra, que 
conllevan en algunos casos una importante problemática 
ambiental. Implementar el tratamiento y uso de las aguas 
de los efluentes que portan las partículas más finas me-
diante filtros biológicos vegetales y animales y, por otro 
lado, el tratamiento y conversión de los sólidos más grue-
sos del efluente como materia orgánica aprovechable.
Zona de actuación: Galicia, Canarias, Andalucía.
Resultados: (1) El exceso de Na y Cl de los lodos del 
efluente dificultan su uso para compost. No obstante, no 
se descarta su aprovechamiento para otros fines. (2) La 
cantidad de particulado fino (< 20 micras) que arrastra el 
efluente, se presenta como una opción eficiente y econó-
mica para el pre-engorde de semillas de diferentes espe-
cies de bivalvos. La semilla resultante está habilitada para 
la siembra y engorde en parques. (3) En las experiencias 
con las especies vegetales filtradoras Ulva lactuca y Ente-
romorpha spp. se observa un mejor aprovechamiento de 
las aguas de vertido, lo que se traduce en una alta produc-
ción de biomasa. (4) Respecto a las experiencias con ani-
males detritívoros, se constata la posibilidad de cultivar 
otra especie, el poliqueto Perinereis cultrifera, con cierto 
valor económico como carnada. (5) La respuesta de los 
animales filtradores ha sido positiva. (6) La línea de inves-
tigación es de carácter eminentemente aplicado. El Plan 
Nacional en Galicia y Canarias se realizó en colaboración 
con empresas del sector acuícola. (7) Con este proyecto 
se contribuyó a la mejora de aspectos ambientales, con 
la implementación de nuevos usos y técnicas para mini-
mizar el vertido orgánico y la gestión del residuo grueso.
- De Santiago, J.A.; Fernández, A.; Ruíz, M. y Guerra, 
A. Preengorde de almeja babosa (Venerupis pollastra 
Montagu, 1803) y almeja fina (Ruditapes decussatus, 
Linné, 1758) y almeja japonesa (Ruditapes philippina-
rum Adams & Revé, 1850) en tres sistemas de preen-
gorde. X Foro Rec. Mar. Acuic. Rías Gal. 10: 381-389.
- Guerra, A.; Nóvoa, S.; Besada, M.; Búa, I.; Lastres, M.; 
Fernández, J.; Asela, R. (2007). Crecimiento y composi-
ción bioquímica de semilla de almeja japonesa (Tapes 
philippinarum) y almeja babosa (Venerupis pollastra), 
obtenida en criadero y cultivada en diferentes siste-
mas de preengorde y en parque de cultivo. XI Congre-
so Nac. Acuicult. Tomo I: 467-470.
- Marcel, P.; González, S.; Otero, M.; Fernández, J. y Gue-
rra, A. 2009. Valorización de residuos de efluente de pis-
cifactoría. XI Foro Rec. Mar. Acuic. Rías Gal.: 6009-614.
Enlaces: http://www.ub.edu/web/ub/en/menu_eines/no-
ticies/2013/10/066.html
FISH POPULATION RECOVERY IN A MARINE RESERVE: 
A DECADE-LONG QUESTION
Quién lo realiza: Departmento de Ecología de la Universi-
tat de Barcelona, CEAB-CSIC.
Fecha: 1992-2009.
Financiación: No publicado.
En qué consiste: Estudio del efecto reserva en poblacio-
nes de peces. Se compara la abundancia y las tallas de seis 
especies comerciales en áreas de la reserva y en otras no 
protegidas. 
Zona de actuación: Islas Medes (Girona).
Resultados: El efecto de la protección varía según la espe-
cie. En las de carácter sedentario, se ha confirmado una 
respuesta positiva, alcanzando prácticamente la capaci-
dad de carga. En Sparus aurata, la población disminuyó 
incluso en las zonas protegidas, probablemente como 
consecuencia de sus movimientos hacia la costa (“Spillo-
ver”), donde son pescados con mayor facilidad. Se con-
cluye que la recuperación de la población de peces en 
las costas mediterráneas tardaría varias décadas, lo que 
contradice otros estudios cuyas hipótesis sostienen que 





Quién lo realiza: Universidad de Barcelona, Institut de 
Ciències del Mar (ICM-CSIC), Centre Scientifique de Mo-
naco (CSM), Universitat de Girona, con la colaboración 
del Parc Natural de Cap de Creus.
Fecha: Diciembre de 2014 hasta noviembre de 2016.
Financiación: Financiado por la Fundación BBVA por un 
periodo de 2 años.
En qué consiste: Llevar a cabo y evaluar la eficacia de la 
primera restauración ecológica de corales y gorgonias 
en la plataforma continental del mar Mediterráneo, con 
el fin de promover su recuperación y viabilidad a largo 
plazo. Se combinan experimentos en condiciones de la-
boratorio e investigación de campo, con la colaboración 
conjunta de investigadores y gestores con experiencia en 
restauración ecológica de corales y gorgonias. La restau-
ración se lleva a cabo en la plataforma continental del Cap 
Anexos
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de Creus. Se recolectan gorgonias en áreas afectadas por 
la pesca, y son fijadas en estructuras de acero, denomina-
das “landers”, que son luego colocadas en la plataforma 
continental. La posterior evaluación y seguimiento del es-
tado de las colonias y de su fauna asociada se realizó con 
robots submarinos.






MITIGACIÓN DEL IMPACTO AMBIENTAL GENERADO 
POR LOS CULTIVOS MARINOS EN JAULAS FLOTANTES 
SOBRE FONDOS BLANDOS, MEDIANTE LA UTILIZACIÓN 
DE FILTROS BENTÓNICOS. 
Quién la realiza: TAXON /IMIDA
Fecha: En mayo de 2006 se comenzó la tarea de fondeo 
de los biofiltros.
Financiación: MAPAMA
En qué consiste: Se evalúa la hipótesis de que, aumentan-
do la complejidad del hábitat en el entorno de las granjas 
marinas, se mejoraría la reutilización de los residuos deri-
vados del cultivo y mitigarse así el impacto ambiental so-
bre los fondos. Se usaron biofiltros de fondo a modo de 
arrecife artificial bajo instalaciones de cultivos de peces 
en mar abierto,
Zona de actuación: Diversas zonas marítimas de Andalu-
cía, Canarias y Murcia
Resultados: Se produjo un aumento de material particu-
lado, que se tradujo en una mayor biomasa de fouling. 
Las características del fondo no mostraron cambios. Los 




PROYECTO DE REHABILITACIÓN Y RECUPERACIÓN DE 
LA MARINA DE ARRECIFE (LANZAROTE)
Quién la realiza: Gabinete de Estudios Ambientales-Cana-
rias Conservación.
Fecha: 2012
Financiación: Ayuntamiento de Arrecife Gabinete de Es-
tudios Ambientales, Canarias Conservación.
En qué consiste: El litoral del Municipio de Arrecife está 
constituido por un grupo de islotes y arrecifes ubicados 
de forma paralela a su litoral, que proceden de coladas 
volcánicas, originando lagunas interiores que configuran 
uno de los ecosistemas más peculiares de todo el Archi-
piélago Canario. Estas costas albergan un importante y 
diverso número de especímenes de fauna y flora. Des-
taca una especie de seba, Nanozostera noltii, cuya única 
localización para toda Canarias es este espacio. El gran 
crecimiento producido en el municipio con una deficien-
te planificación urbanística, la sobrepesca y el vertido de 
desechos urbanos e industriales, han deteriorado de ma-
nera significativa el litoral de la zona, por lo que se hizo 
patente la necesidad de abordar un plan de recuperación 
y rehabilitación de la Marina de Arrecife. Se hicieron dos 
prospecciones de campo para evaluar el estado actual 
de La Marina de Arrecife, previa elección de 14 puntos de 
muestreo donde se vieran representada la diversidad de 
ambientes litorales.
Zona de actuación: Marina del Municipio de Arrecife (Ca-
narias)
Resultados: El proyecto describe la problemática del si-
tio, ofrece información sobre los inventarios de especies 
que hay descritos en la bibliografía y lo compara con lo 
observado en los muestreos, pero no se ofrece ningún 






ANÁLISIS Y MONITORIZACIÓN DE LA SUSTITUCIÓN DE 
ANCLAJES RECREATIVOS POR ANCLAJES ECOLÓGICOS 
SOBRE LAS PRADERAS DE Posidonia oceanica EN CALA 
MONTGÓ
Quién la realiza: Grupo de Física Ambiental de la Universi-
dad de Girona, Colaboración del Parque Natural del Mont-
grí, las Islas Medes y el Baix Ter (Generalitat de Catalunya)
Fecha: 2012
Financiación: Fundación Biodiversidad. 123.199 Euros
En qué consiste: En el proyecto se pretende restaurar el 
fondo marino de la zona de Cala Montgó (Girona) me-
diante la sustitución de un número determinado de fon-
deos antiguos por fondeos ecológicos y monitoreando 
tanto la hidrodinámica asociada a los nuevos anclajes 
como la recuperación de la pradera alrededor de estos 
nuevos fondeos. Los objetivos específicos del proyecto 
son: (1) Eliminar un número determinado de fondeos an-
tiguos en Cala Montgó. (2) Analizar la hidrodinámica de 
los resultantes en los bancos de Posidonia oceanica. (3) 
Anclar los fondeos ecológicos en los bancos de Posidonia. 
(4) Monitorear la restauración de las poblaciones alrede-
dor de los fondeos ecológicos y la hidrodinámica en torno 
a los mismos. (5) Evaluar la evolución del índice de biodi-
versidad de los fondeos ecológicos.
Zona de actuación: Cala Montgó (Girona).
Resultados: Se registró el crecimiento de comunidades 
biológicas marinas bien estructuradas y maduras, así 
como el aumento del número de ascidias rojas (Halo-
cynthia papillosa). El número de ejemplares de Pinna no-
bilis es bajo, y se siguen encontrando ejemplares rotos 
y magullados. Es necesario establecer algún método de 




REGENERACIÓN Y ADECUACIÓN AMBIENTAL DE LA BA-
HÍA DE PORTMÁN EN LA UNIÓN (MURCIA)
Quién la realiza: UTE (Marco y Ciomar).
Fecha: 46 meses desde 12/2015.
Financiación: Ministerio de Agricultura, Alimentación y 
Medio Ambiente. Dirección General de Sostenibilidad de 
la Costa y del Mar adjudicado. 32,1 M€ (pendiente de con-
firmación nuevo gobierno).
En qué consiste: La bahía de Portmán fue contaminada, 
hasta 1992, por vertidos procedentes de las minas de La 
Unión. Se vertieron unos 48 millones de metros cúbicos 
de residuos mineros. El proyecto consiste en el dragado 
de estériles depositados en la bahía hasta retrasar la línea 
de orilla actual en 250 metros. Para ello se retirarán de 
la bahía unos 2 millones de metros cúbicos de estériles. 
También está previsto regenerar la nueva línea de playa 
reutilizando materiales de la actual y aportar arena caliza 
de machaqueo para mejorar su granulometría (nota de 
prensa). 
Zona de actuación: Bahía de Portmán (Murcia)
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ANEXO VI. Legislación vigente de 
referencia para la mitigación 
y adaptación al cambio 
climático
A) Ley del cambio climático en Catalunya.
B) Anteproyecto de Ley andaluza de cambio climático.
C) Ley 2/2013, de 29 de mayo, de protección y uso sos-
tenible del litoral y de modificación de la Ley 22/1988, 
de 28 de julio, de Costas, incorpora a la Ley de Costas 
una serie de regulaciones específicas para afrontar 
la lucha contra los efectos del cambio climático en el 
litoral, y establece que el Ministerio de Agricultura, 
Alimentación y Medio Ambiente (MAPAMA) proce-
derá a elaborar una estrategia para la adaptación de 
la costa a los efectos del cambio climático. Igualmen-
te establece que las Comunidades Autónomas a las 
que se hayan adscrito terrenos de dominio público 
marítimo-terrestre, de acuerdo con el artículo 49 de 
la Ley 22/1988, de 28 de julio, de Costas, presentarán 
al MAPAMA un Plan de adaptación de dichos terrenos 
y de las estructuras construidas sobre ellos para hacer 
frente a los posibles efectos del cambio climático.
D) Estrategia Aragonesa de Cambio Climático y Energías 
Limpias (EACCEL) de 23 de septiembre de 2009.
E) Plan de Acción del Gobierno de Aragón frente al Cam-
bio Climático y de Energías Limpias, de 1 de diciembre 
de 2009.
F) Estrategia Balear de Cambio Climático 2013-2020, de 8 
de abril de 2013.
G) Estrategia Canaria de Lucha contra el Cambio Climáti-
co, de 17 de marzo de 2009.
H) Estrategia de acción frente al cambio climático de 
Cantabria 2008-2012, de 23 de octubre de 2008.
I) Castilla y León. Estrategia regional de cambio climáti-
co 2009-2012-2020, de 26 de noviembre de 2009. Plan 
de actuaciones transversales. Programa 4. Adapta-
ción al cambio climático.
J) Castilla–La Mancha. Estrategia Regional de Mitigación 
y Adaptación al Cambio Climático 2010-2012-2020 (ER-
MACC), de 29 de marzo de 2011.
K) Estrategia Catalana de Adaptación al Cambio Climáti-
co 2013-2020 (ESCACC), de 13 de noviembre de 2012.
L) Proyecto de Ley del cambio climático en Cataluña, de 
27 de enero de 2016.
M) Estrategia Valenciana ante el Cambio Climático 2013-
2020, de 22 de febrero de 2013.
N) Estrategia de Cambio Climatico para Extremadura 
(2009-2012), de 20 de marzo de 2009.
O) Estrategia de Calidad del Aire y Cambio Climático de 
la Comunidad de Madrid 2006-2012. Plan Azul, de 7 de 
junio de 2007.
P) Estrategia frente al Cambio Climático de Navarra 2010-
2020, de 31 de enero de 2011.
Q) Plan Vasco de Lucha Contra el Cambio Climático 2008-
2012, de 27 de mayo de 2008. 
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ANEXO VII. Documentos de referencia 
para las directrices que 
relacionan la adaptación 
al cambio climático y la 
Estrategia estatal IVCRE
• Herrero A & Zavala MA, editores. (2015) Los bosques y 
la biodiversidad frente al cambio climático: Impactos, 
Vulnerabilidad y Adaptación en España. MAGRAMA, 
Madrid. 
 Nota: En el capítulo 27 “Proyecciones sobre la evo-
lución de los balances de carbono y agua para los 
bosques españoles en el contexto del cambio cli-
mático”, hay un apartado de “Recomendaciones 
para la adaptación”. Se contemplan experiencias 
llevadas a cabo en tipos de bosques concretos, así 
como en diferentes organismos.
• Felicísimo, A. M. (coord.) 2011. Impactos, vulnerabili-
dad y adaptación al cambio climático de la biodiversi-
dad española. 2. Flora y vegetación española. Oficina 
Española de Cambio Climático, MARM. Madrid, 552 
pág.
 Nota: En el capítulo 11 “Propuestas iniciales de 
medidas de adaptación” se presentan una serie 
de propuestas a tener  en cuenta en la Estrategia 
estatal de IVCRE.
• Medina, R. et al. 2004. Impactos en la costa española 
por efecto del cambio climático. Fase III. Estrategias 
frente al cambio climático en la costa. Oficina Españo-
la de Cambio Climático, MARM. Madrid.
 Nota: El apartado 4 “Estrategias y políticas de ac-
tuación frente al cambio climático”, podría apor-
tar información sobre infraestructuras desarrolla-
das en la costa.
• Grupo de trabajo para el análisis de las Necesidades 
de adaptación al cambio climático de la red troncal 
de infraestructuras de transporte en España. Informe 
Final, septiembre de 2013. Ministerio de Fomento y 
Ministerio de Agricultura, Alimentación y Medio Am-
biente.
• La consideración del cambio climático en la evalua-
ción ambiental de planes y programas – aplicación 
al caso de planes y programas de infraestructuras de 
transporte. 2012.MARM.
• Estudio de los impactos del cambio climático en los 
recursos hídricos y las masas de agua. Efectos poten-
ciales del cambio climático en las demandas de agua y 
estrategias de adaptación. 2012. Centro de Estudios y 
Experimentación de Obras Públicas.
• Informe sobre acciones en el sector del uso del sue-
lo, cambio de uso del suelo y selvicultura de España. 
2015. MAGRAMA.
 Nota: Contiene un apartado de “Lista de medidas 
de mitigación”, para tierras forestales, agricultura 
y pastos, y medidas de carácter horizontal.
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ANEXO VIII. Ejemplos de Infraestructura Verde en la Unión Europea




PAIS Iniciativa F u n c i o n e s 
de la IV










Zonas para el fomento 
de los servicios ecosis-
témicos
Viena obtiene casi la totalidad de su agua potable de los manantiales de 
las áreas de alta montaña de la Baja Austria-Estiria. En 1965, se designó 
todo el macizo montañoso de Rax-Schneeberg-Schneealpen como zona 
de protección del agua. En esta zona los suelos forestales se gestionan 
con objeto de maximizar la recogida y el filtrado de agua. Otras funciones, 
tales como la producción de madera, la caza, la agricultura y el turismo se 
han subordinado a este propósito. En la gestión de los bosques se busca 
la estabilidad y la resiliencia. Esto significa que no hay grandes clareos 
forestales sino que sólo se producen intervenciones a pequeña escala, se 
promueve la regeneración natural y se utilizan especies autóctonas. Estos 








 Control de 
las inunda-
ciones
Zonas para el fomento 
de los servicios ecosis-
témicos
El proyecto para el estuario de Scheldt pretende reducir los daños 
causados por las inundaciones, a la vez que se permite la navegación y se 
promueve la conservación de la naturaleza. Su implementación exige de 
coordinación entre las autoridades responsables de la movilidad, el medio 
acuático, los bosques y conservación de la naturaleza. El Sigmaplan es 
un conjunto de proyectos que afectan a 200 km de cursos de agua, con 
diques más altos y zonas naturales de retención del agua, áreas de control 
de las inundaciones que combinan el uso del suelo agrícola y recreativo, 
proyectos de restauración en los valles, humedales y praderas y marismas 











ción de la 
biodiversi-
dad 
Áreas núcleo, áreas de 
restauración, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
elementos naturales 
para favorecer la co-
nectividad
Forma parte de la legislación ambiental, incluyéndose con carácter obliga-
torio en la planificación territorial, los planes de gestión forestal, la gestión 
del agua y la protección y restauración del paisaje. El plan incluía más de 
100.000 elementos entre áreas núcleo y corredores aunque su ejecución 
real ha sido muy inferior. El objetivo principal de la iniciativa es reforzar la 
resiliencia ecológica del paisaje mediante la conservación o restauración de 










ción de la 
biodiversi-
dad
Áreas núcleo, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
elementos naturales y 
artificiales para favore-
cer la conectividad
El cinturón verde del antiguo telón de acero es una red ecológica que va 
desde el Mar de Barents hasta el Mar Negro. Conecta varias áreas protegi-
das a lo largo o a través de fronteras. En Alemania está zona forma parte 
de la columna vertebral de la red de biotopos alemán.  Tiene por objetivos: 
conservar la biodiversidad y otros activos naturales únicos; conservar un 
monumento a la historia alemana reciente; crear un tipo especial de museo 
al aire libre, una sección transversal a través de casi todos los tipos posibles 
de paisaje alemán. Parte de las actuaciones se han financiado con la com-















Elementos naturales y 
artificiales para favore-
cer la conectividad
El objetivo de la estrategia es asegurar que, en el futuro, el cambio climá-
tico será considerado e integrado en las políticas de planificación y desa-
rrollo. Contiene una serie de directrices para que las administraciones, las 
empresas y los ciudadanos. También pretende garantizar la conservación 
de la naturaleza en el nuevo contexto climático, evitando la fragmentación 
y combatiendo a las especies invasoras. Reconoce la necesidad de realizar 
un análisis económico en: 1) los costos y beneficios de la potenciación de 
la propia adaptación del medio al cambio climático a través de la planifi-
cación y de regulación; 2) la adaptación en sectores importantes para la 
conservación del medio ambiente; la agricultura, la silvicultura o la gestión 
de las costas; 3) cuantificación de los beneficios socio-económicos de los 
servicios ecosistémicos. Las medidas propuestas incluyen la conversión de 
algunos valles fluviales en humedales, medidas para reducir el agotamiento 
del O2 en aguas marinas, o proyectos de reducción de la fragmentación de 
los hábitats.
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de la IV








ción de la 
biodiversi-
dad
Áreas núcleo, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
zonas verdes urbanas y 
peri-urbanas, elemen-
tos naturales para favo-
recer la conectividad
Desde la década de 1970 el país ha adoptado un enfoque multifuncional 
de las redes ecológicas. Se incorporaron a la legislación en 1995 a través 
de la Ley de Construcción y Planificación. En el plan nacional Estonia 2010 
se identificación los corredores y 12 áreas núcleo de importancia interna-
cional. El concepto de red ecológica se entronca en el propio sistema de 
planificación espacial y se implementa a través de otros sectores como la 
conservación de la naturaleza, la silvicultura, la gestión del agua y otros. 
El sistema se articula en tres niveles a través de las distintas unidades 
administrativas básicas de Estonia (país -> plan nacional -> región -> planes 
regionales -> municipios -> planes integrales).
Entre sus principales objetivos: completar la funcionalidad de la red de 
áreas protegidas; proteger los hábitats naturales y preservar las rutas 
migratorias de la fauna silvestre; promover la conservación de la naturaleza 
fuera de las áreas protegidas. 
Respecto a su carácter multifuncional: integrar en la configuración de la 
red aspectos ecológicos pero también económicos y sociales; reducir y 
compensar los impactos antropogénicos sobre la naturaleza; garantizar la 
accesibilidad a las áreas naturales con fines recreativos respetando los va-
lores del entorno; minimizar futuros conflictos de interés entre diferentes 
sectores a través de la ordenación del territorio; mantener la capacidad de 

















Áreas núcleo, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos
El Programa Operativo de Desarrollo Sostenible y Medio Ambiente de 
Grecia tiene como objetivo estratégico proteger y gestionar de forma 
sostenible el medio ambiente como punto de partida para la protección de 
la salud pública y la mejora de la calidad de vida de los ciudadanos. El medio 
ambiente se concibe como un factor básico para impulsar la competitivi-
dad económica mediante la gestión sostenible de los elementos ambienta-














Áreas de fomento de 
los servicios ecosisté-
micos, zonas verdes 
urbanas y peri-urbanas, 
elementos naturales y 
artificiales para favore-
cer la conectividad
Vitoria, que ganó el premio Capital Verde Europea en 2012, es una de las 
ciudades europeas con mayor proporción de áreas verdes por habitante 
(aprox 45 m2 por persona). Toda la población vive a menos de 300 metros 
de un espacio verde. Durante más de 30 años, la ciudad ha invertido en la 
creación de un cinturón verde que ya cubre unas 1000 hectáreas. 
La infraestructura verde de la ciudad tiene por objetivos más importantes: 
la conservación de la biodiversidad urbana incrementando la conectividad 
espacial y funcional; el suministro de servicios ecosistémicos; la integra-
ción de los procesos ecológicos e hidrológicos en la propia trama urbana 
mediante una planificación territorial y urbanística adecuada; la mitigación 
de los efectos derivados de la islas de calor urbana; la lucha y la adaptación 
al cambio climático; el aumento de la resiliencia del territorio en relación a 
los riesgos naturales a los que se encuentra expuesta; la promoción del uso 
público de los espacios verdes mediante el incremento de las oportuni-
dades de ocio y recreo, la mejora de la accesibilidad y de las conexiones 
campo-ciudad; la conservación de la herencia cultural y los paisajes tradicio-






tura verde y 
azul
Conserva-
ción de la 
biodiversi-
dad
Áreas núcleo, áreas de 
restauración, elemen-
tos naturales para favo-
recer la conectividad
La red de infraestructura verde y azul es una herramienta de planificación 
espacial. Su objetivo principal es detener el declive de la biodiversidad 
mediante la conservación y la restauración de las continuidades ecológi-
cas para garantizar la prestación de servicios de los ecosistemas. Dicho 
objetivo debe integrarse en las decisiones de planificación, sobre todo en 
los esquemas de coherencia territorial y en la planificación urbana local. Se 
gestiona a nivel local, con la coordinación entre la administración estatal y 
la local.
A nivel nacional, se ha plasmado en documento “Directrices nacionales 
para preservar y mejorar las continuidades ecológicas”. A nivel regional, se 
cuenta con el documento marco “Plan regional de coherencia ecológica” 
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PAIS Iniciativa F u n c i o n e s 
de la IV














Zonas de fomento de 
los servicios ecosisté-
micos
Tiene como objetivo proteger la biodiversidad asociada a las áreas agríco-
las. Ofrece apoyo financiero a los agricultores que apliquen voluntariamen-
te sistemas de producción agro-ambientales. Se hace un mayor esfuerzo 
en las áreas ambientalmente sensibles, esto es, “cualquier área destinada 
a cultivo en régimen extensivo en el que se aplican métodos agro-gana-
deros respetuosos con el medio ambiente y que, por tanto, favorecen la 
protección de los hábitats naturales y la conservación de la biodiversidad, 
el paisaje, y el patrimonio histórico y cultural. Algunas de las medidas agro-












Áreas de restauración, 
zonas de fomento de 
los servicios ecosisté-
micos
El concepto de humedal integrado fue desarrollado en los años 1980 y 
1990. Tienen como objetivo crear infraestructuras ecológicas, en gran me-
dida auto-gestionadas, basadas en soluciones naturales y que poseen una 
coherencia social y económica. También proporcionar un hábitat adicional 
para las especies asociadas a los humedales. Se imita la estructura y los 
procesos que tienen lugar en los humedales dominados por vegetación 
emergente con aguas poco profundas y suelos enriquecidos con nutrien-
tes. Como objetivos específicos: contener y tratar efluentes dentro de las 
áreas de vegetación emergente; mejorar estéticamente los humedales y 
favorecer su integración en el paisaje local; fomentar la diversidad de há-
bitats; promover las ventajas de la restauración de algunos de los servicios 













Zonas de fomento de 
los servicios ecosisté-
micos, zonas verdes 
urbanas y peri-urbanas
El Plan Local de la Energía de Mirandola (Emilia Romagna) tiene como 
objetivo reducir significativamente el consumo de energía y contribuir a 
la mitigación del cambio climático. Una de las medidas es la creación de 
un cinturón verde alrededor de la ciudad que actúe como regulador de las 
temperaturas y favorezca el almacenamiento de CO2. Para ello se ha articu-
lado un mecanismo de “transferencia de derechos de desarrollo”, median-
te el cual se permite a los promotores inmobiliarios aumentar la superficie 
edificada si asignan una parte significativa de los terrenos a espacios ver-
des. Estos espacios forman un cinturón verde continuo. Estos mecanismos 
flexibles pretenden animar a los promotores a participar en la planificación 







en el sur de 
Lituania
Conserva-
ción de la 
biodiversi-
dad 
Áreas núcleo, áreas de 
restauración, elemen-
tos naturales y artificia-
les  para favorecer la 
conectividad
Las especies objetivo del proyecto son los anfibios y reptiles incluidos en la 
Directiva Hábitats y otras especies de aves e invertebrados que requieren 
de pequeñas masas de agua permanente pequeños, pequeños prados y 
zonas arenosas sin vegetación. El sistema actual de áreas protegidas no es 
eficaz para estas especies y no garantiza la migración entre los hábitats. 
Para ello se pretende crear corredores ecológicos que favorezcan la co-
nectividad entre poblaciones. Estas actividades serán coordinadas con las 
comunidades locales, explicando los beneficios de estas acciones para el 















Zonas para el fomento 
de los servicios ecosis-
témicos
El contrato para la cuenca alta del río Sure es un proyecto transfronterizo 
entre Luxemburgo, Valonia (Bélgica) y Lorena (Francia), que tiene por ob-
jetivo mejorar la protección y fomentar una gestión sostenible de los recur-
sos hídricos con una serie de medidas encaminadas a mejorar la calidad del 
agua, la biodiversidad, y la recreación relacionada con el medio acuático. La 
cooperación, el diálogo y el acuerdo son las principales características del 
proyecto, para lo cual  la participación voluntaria de los actores es crucial. 
Asimismo, se pretende mejorar la cooperación entre las diferentes ciuda-
des y la coordinación entre los diferentes proyectos dentro de la región. 
Por último, es una plataforma para la promoción del patrimonio cultural y 













para favorecer la co-
nectividad
Pretende incrementar la capacidad de carga de los principales ríos que 
fluyen a través de los Países Bajos para evitar los daños ocasionados por 
avenidas con tasas de retorno menores a 1250 años, disminuyendo los 
niveles de exposición de 4 millones de personas a tales eventos catastrófi-
cos. También favorecer la conservación de la biodiversidad de las cuencas 
hidrográficas, lo que podría combinarse con medidas de control de inunda-
ciones. Como medidas de infraestructura verde se incluyen proyectos para 
ampliar y/o bajar la llanura de inundación y para inundar tierras previamen-
te recuperadas.
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Áreas núcleo, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos
Pretende ralentizar el flujo de salida de las aguas superficiales en pequeñas 
cuencas. Las actividades incluyen la construcción o renovación de sistemas 
de almacenamiento de agua en los bosques. Mediante esta modificación 
del balance hídrico se pretende mejorar la biodiversidad en los ecosistemas 
forestales a la vez que se amortiguan tanto inundaciones como sequías. 
Otros beneficios incluyen una mayor producción de biomasa de madera, 
una mejor gestión contra incendios, favorecer el secuestro de CO2 y una 
mejor calidad del agua para las comunidades vecinas. El proyecto puede 
convertirse en el primer esfuerzo a gran escala en Europa para desarrollar 












ción de la 
biodiversi-
dad
Áreas núcleo, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
elementos naturales 
para favorecer la co-
nectividad
Una reserva ecológica nacional (REN) es una estructura biofísica con una 
protección especial que integra tanto las áreas de mayor valor ecológico 
como las zonas más susceptibles a los desastres naturales. Incluye áreas 
importantes para la conservación, las zonas costeras y fluviales, zonas de 
recarga de acuíferos y pendientes pronunciadas para protección contra 
la erosión. Estas zonas deben ser consideradas en los planes regionales 
y locales. Tiene por objeto: proteger los recursos hídricos y del suelo, y 
los procesos biofísicos asociados con el ciclo del agua, lo que garantiza el 
suministro de bienes y servicios ambientales esenciales para el desarrollo 
de las actividades humanas; prevenir y reducir el riesgo de inundaciones, la 
sequía, la erosión del suelo y los movimientos de ladera, lo que contribuye 














ción de la 
biodiversi-
dad
Áreas núcleo, áreas de 
restauración, zonas de 
fomento de los servi-
cios ecosistémicos
En este proyecto de corredor verde a gran escala participan Rumania, 
Bulgaria, Ucrania y Moldavia. Tiene como objetivo facilitar la coordinación 
entre varios países para conservar la biodiversidad y mejorar la gestión del 
agua, en particular la conservación de los humedales y la gestión de las 
llanuras de inundación. Esta iniciativa incluye zonas protegidas (lugares 
Natura 2000) y áreas donde son posibles las actividades económicas, con 
zonas de amortiguamiento en el medio.
SU
EC






Áreas núcleo, áreas de 
restauración, zonas 
de fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
elementos naturales 
para favorecer la co-
nectividad
Sveaskog es una empresa forestal de propiedad estatal que gestiona el 15% 
de la superficie forestal del país. Pretende fomentar el desarrollo de los 
valores forestales. Así, puso en marcha un programa para emplear el 20% 
de las tierras gestionadas por la compañía para la protección de la biodiver-
sidad. Para ello ha definido tres líneas de trabajo que operan en diferentes 
niveles, reforzando y complementándose entre sí: se van a establecer 
36 ecoparques que agrupan paisajes grandes y continuos de alto valor 
ecológico en los que al menos la mitad de las tierras forestales productivas 
se utilizará para la conservación de la naturaleza y en los que los valores 
ecológicos siempre tienen prioridad sobre los valores financieros; algunos 
bosques estarán reservados para la conservación de la naturaleza, para 
su selección se tienen en cuenta su representatividad dentro de los tipos 
específicos de bosques, criterios de ecología del paisaje, y que tengan un 
alto potencial para recuperar los valores ecológicos a corto plazo; se consi-
derará la naturaleza en la producción forestal. Las explotaciones forestales 
están certificadas de acuerdo a las normas del FSC. Además se contem-
plan otras medidas adicionales tales como la restauración de humedales, 



















Áreas núcleo, áreas de 
restauración, zonas 
de fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
elementos naturales 
para favorecer la co-
nectividad
Proyecto entre Eslovenia, Croacia, Serbia y Bosnia-Herzegovina a través 
de la Comisión de la Cuenca del río Sava, cuya tarea prioritaria es la 
elaboración de un sistema de gestión integral de la cuenca. Los principa-
les objetivos son: apoyar la cooperación transfronteriza para designar y 
gestionar una red ecológica de áreas protegidas, zonas de amortiguación 
y corredores para hábitats y especies de importancia europea; proteger la 
biodiversidad de importancia global y apoyar el desarrollo rural mediante el 
fomento de las prácticas sostenibles de los usos de suelo y el turismo rural.
Anexos
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ción de la 
biodiversi-
dad
Elementos naturales y 
artificiales  para favore-
cer la conectividad
El proyecto para la creación de un corredor entre los Alpes y los Cárpatos 
ha contado con la participación de entidades austriacas y eslovacas, y ha 
contado con financiación FEDER. Se han desarrollado actividades de inves-
tigación científica, instalación de ecoductos y pasos de fauna, e integración 










para el sur 
de Finlandia
Conserva-
ción de la 
biodiversi-
dad 
Áreas núcleo, áreas de 
restauración, zonas 
para el fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
elementos naturales 
para favorecer la co-
nectividad
El programa se inició para detener la pérdida de biodiversidad mediante la 
ampliación de la red de áreas protegidas y la optimización de los métodos 
empleados en la gestión forestal de los bosques, tanto privados como esta-
tales. Se financia vía presupuestos de los Ministerios de Medio Ambiente, 
de Agricultura y Silvicultura. Una parte importante del programa se mate-
rializa a través de actividades voluntarias de conservación que se articulan 
mediante acuerdos temporales o permanentes por los que el propietario 
del bosque recibe una compensación por los costes derivados de la gestión 
de la naturaleza y por la pérdida de ingresos. Los propietarios valoran el ca-
rácter voluntario, la independencia en la toma de decisiones y la posibilidad 
de conservar sus derechos de propiedad en los planes de conservación.
También se incentiva la creación de redes de cooperación con objeto de 
mantener los paisajes forestales, favorecer el desarrollo de actividades 
recreativas conjuntas relacionadas con la diversidad biológica y forestal, 



















Áreas núcleo, áreas de 
restauración, zonas 
de fomento de los 
servicios ecosistémicos, 
zonas verdes urbanas y 
peri-urbanas, elemen-
tos naturales y artifi-
ciales para favorecer la 
conectividad
En el futuro crecimiento de la sub-región de Cambridge se ha fijado como 
prioridad la implementación de una IV. Para ello se han fijado los siguien-
tes objetivos estratégicos: incrementar la conectividad de los hábitats; 
fomentar la conservación de la biodiversidad; favorecer la multifuncio-
nalidad; favorecer un acceso extendido a los espacios verdes; mejora del 
paisaje considerando los patrones distintivos del paisaje Cambridgeshire.
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verde

























Se aprueba la estrategia 
estatal de la Estrategia 
estatal IVCRE: SI/NO
3 años desde la entra-
da en vigor de la Ley 
33/2015.
Se aprueban las estrate-
gias autonómicas de la 
Estrategia estatal IVCRE: 
SI/NO
3 años desde aprobación 
de la estrategia estatal
Evolución de la IV (Nº 
elementos/Tipo/Superfi-
cie/%...)
Cada 5 años desde apro-
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de la AGE y 
Comunidades 
Autónomas
Catálogos/inventarios de IV: 
SI/NO
Cada 5 años
Cartografía de IV: SI/NO (con 
identificación de los elemen-
tos de la IV, instrumentos de 
gobierno, gestión, financia-
ción con que están dotados, 
etc.)
Revisión de inventarios y 
cartografías de IV: SI/NO
Evolución de la IV (Nº ele-
mentos/Tipo/Superficie/%...)
Consideración 










de la AGE 




informados sobre la IV (Tipo-
logía / Nº / fase …)
Cada 5 años
Planes/Estrategias/Proyectos 
que incorporan la IV (Tipolo-
gía / Nº / fase …)
Planes/Estrategias/Proyectos 
que contribuyen a la IV (Tipo-













de la AGE 
y de las 
Comunidades 
Autónomas
Cartografía de la biodiversi-
dad: SI/NO (ejemplo meto-
dologías GV, 2003, SANBI y 
UNEP-WCMC, 2016)
5 años desde 
aprobación de la 
estrategia estatal / 
autonómicas
Evolución de la cartografía 
de la biodiversidad: SI/NO Cada 10 años
Cartografía 
sobre restau-










de la AGE 
y de las 
Comunidades 
Autónomas
Cartografía de restauración 
de la conectividad : SI/NO 
(ejemplo metodologías 
Gurrutxaga, 2004; Mallarach, 
2004; Mateo et al., 2013)
5 años desde 
aprobación de la 
estrategia estatal / 
autonómicas
Evolución de la cartografía 











lidad de los 
ecosistemas y 
mantenimiento 






de la AGE 
y de las 
Comunidades 
Autónomas
Cartografía de los servicios 
de los ecosistemas: SI/NO 
(ejemplo metodologías GV, 
2016; Maes et al., 2014)
5 años desde 
aprobación de la 
estrategia estatal / 
autonómicas

































Nombramiento de 1 coordi-
nador técnico de IV en cada 
Administración competente
Cada 5 años
Creación de equipos trans-
disciplinares en cada Admi-
nistración competente
Participación de otras 
entidades/organismos en los 
equipos transdisciplinares: 
SI/NO (Nº, etc.)
Nº de reuniones de los equi-











Identificación de prioridades 
de actuación y/o investiga-
ción y/o inversión en materia 

















Reconocimiento de los be-
neficios de la infraestructura 
verde (encuestas)
Cada 5 años
Elaboración de un informe 
periódico (nacional/autonó-
mico) de resumen y presen-
tación pública de resultados 












Proyectos / Actividades so-
bre la IV de promoción civil 
(Tipología / Nº …) 
Evaluación cuantitativa y 
cualitativa de la continuidad 
y evolución de los proyectos 
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Existencia de un medio de 
contacto permanente rela-
cionado con la IV con otras 
administraciones: SI/NO
Cada 5 años
Nº de comunicaciones for-
muladas a otras administra-
ciones en relación con la IV 
(tipología, etc.)
Nº de respuestas recibidas 
de otras administraciones en 
relación con comunicaciones 
formuladas sobre IV
Nº de consultas recibidas de 
otras administraciones en 
relación con la IV
Nº de consultas respondidas 
a otras administraciones en 
relación con la IV
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Inventarios/cartografías de IV 
publicadas: SI/NO
Cada 5 años
Cartografías accesibles en bancos 
de datos de la naturaleza de for-
mato estándar y abierto: SI/NO
Datos de contacto públicos de las 
unidades de coordinación sobre IV 
en cada Administración competen-
te: SI/NO
Creación de apartados sobre IV 
en la página web oficial de la Ad-
ministración competente (tipo de 
contenidos, etc.): SI/NO
Jornadas técnicas para la presenta-
ción de resultados del Seguimiento 
y del informe periódico resumen 














Proyectos de I+D+i específicos so-
bre IV (Nº, presupuesto, duración, 
etc.) : SI/NO
Cada 5 años
Estudios de investigación sobre 
las necesidades y prioridades de 
actuación (Nº, presupuesto, dura-
ción, etc.): SI/NO
Otras convocatorias/proyectos de 
I+D+i que consideran la IV entre 














Publicación de contenidos y 
anuncios de celebración jornadas 
técnicas para la presentación de 
resultados del Seguimiento y de 
informes periódicos (nacional/au-
tonómico): SI/NO
Cada 5 añosInclusión contenidos sobre 
proyectos de IV en la página web 
de la Administración competente 
(tipología de proyectos, formato 
de la información, etc.) : SI/NO
Reconocimiento de buenas prácti-














Campañas de divulgación general 
sobre IV: SI/NO (Nº, formato, dura-
ción, etc.)
Cada 5 años
Campañas de divulgación escolar 
sobre IV: SI/NO (Nº, formato, dura-
ción, etc.)
Campañas de información sobre IV 
específica para distintos sectores 
de actividades económicas/pro-
fesionales: SI/NO (Nº, formato, 
duración, etc.)
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